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LIBRO VI 
EL PROCESO (*) 
TITULO 1 - PRINCIPIOS GENERALES 


Naturaleza del proceso. Cuando los interesados no pue- 
den arreglar amigablemente un diferendo están obligados a 
someterse a la autoridad de los tribunales, para que éstos de- 
cidan quien tiene la razón. Es una consecuencia de la prohi- 
bición del empleo de las vías de hecho como medio de diri- 
mir los conflictos de intereses entre los particulares: la admi- 
nistración de la justicia es una función social, un atributo del 
Estado excluyente de la justicia privada. Una diferencia de 
intereses entre particulares, esto es, un litigio, es materia de 
un proceso cuando es sometida a la decisión de los órganos 
jurisdiccionales del Estado, o a la de árbitros cuando esto es 
permitido por la ley. 





Œ)  Glasson, Précis, 1, 304 y's., II, 922 y s., Glasson y Tissier, Traité, II, 453 
y s.: Garsonnet y César-Bru, Traité, 1, 156 y »s.; Japiot, Troité élémentaire, 
394 y s.; Morel, Traité élémentaire, 309 y s.; Gremieu, Précis, 161 ys. 
Laborde-Lacoste, Précis, 411 y s.; Boitard, Lecons, I, 76 y 8., 11,641 ys. 
s., 1066 y s.; Mattirolo, Tratado, II, 94 y s., II, 12 y s,; Cuche,Précis,y 
182 y s.; Garsomnet, Précis, 353 y s.; Carnelutti, Sistema, IL, 117 y $. 
Chiovenda, Principios, II, 41 y s.; Chiovenda, Instituciones, IM, 241 y s.; 
M. de la Plaza, Derecho Procesal Civil Español, 1, 307 y s.; Goldschmidt, 
Derecho Procesal Civil, B4 y s.; Rocco, Derecho Procesal Civil, Español 1, 
307 y s.; Goldschmidt, Derecho Procesal Civil, 54 y s., Rocco, Derecho 
Procesal Civil, 197 y s., 231 y s.; Couture, Fundamentos del Derecho pro- 
cesal civil, 39 y s, 231 y $.; Kisch, Elementos de derecho procesal civil, 
26 y s.; Calamandrei, Instituciones de derecho procesal civil según el nuevo 
código, 43 y s.; Hugo Alsina, Tratado, I, 232 y s.,; J. Ramiro Podetti, Teo- 
ría y técnica del proceso civil, Goldschimidt, Teoría general .del proceso; 
De Pina y Castillo Larragaña, Instituciones de derecho procesal civil, 141 
y s:; D, Sodi, La nueva ley procesal, 1, 163, y s.; Dalloz, Nouveau.Code de 
procedure civile, 1983; Henry Solus y Roger Perrot, Droit Judiciaire Privé, 
Tomo II, 1978, Jean Vincent, Procedure Civile, 19a, ed., 1978; Enmanuel 
Blanc, Nouveau Code de procedure civile commenté dans llórdre des ar- 
ticles, Raimond Barraine, Nouveau dictionnaire de droit et sciences econo 
miques, 4a, ed. 1974, Dalloz, Encyclopedie juridique, 2a. ed., Procedure 
Civile; Glasson y Tissier, II, 453; Ch. César-Bru, P. Hebraud, V, Signolle, 
G. Odoul, Jurisdiction du president du tribunal, tomos I y TI, 4ta. ed., y su- 
plemento; Juan Ml, Pellerano, Guía del Abogado, Tomo I, volumenes I y 
Il; Fabio J. Guzmán, El procedimiento en defecto en materia civil y comer: 
cial después de las reformas de la Ley 845 de 1978, 1981; Artagnan Pérez 
'“éndez, Procedimiento Civil, Tomo I, 1985, Lic. Arístides Alvarez Sán- 
chez, Estudio de la Ley de Tierras, 1986. 
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La naturaleza jurídica del proceso es materia muy con- 
trovertida en doctrina y diversamente apreciada en jurispru- 
dencia. 

Muchos autores consideran que el proceso es una rela- 
ción jurídica que se establece únicamente entre los litigan- 
tes @, otros lo consideran como una relación jurídica 
bilateral que se establece entre los litigantes, de una parte, y 
el Estado, de otra parte; algunos miran el proceso como 
relación trilateral entre demandante, demandado y tribunal, 
éste como representante del Estado (2) 

Estas construcciones no traducen exactamente la ente- 
ra realidad del proceso, instrumento jurídico con el cual, por 
medio de actuaciones emanadas distributivamente de las par- 
tes, del Estado y a veces de terceros, se llega a dirimir una li- 
tis. El proceso es algo más que una relación jurídica: es una 
coincidencia de relaciones jurídicas. 

Es preferible considerar el proceso, objetivamente, co- 
mo una situación jurídica, de carácter complejo, que nace a 
consecuencia de que un tribunal se encuentra apoderado del 
conocimiento de un litigio entre particulares. Es una situa- 
ción jurídica y no una situación de hecho, porque el derecho 
objetivo ha regulado su existencia entera, desde el apodera- 
miento del tribunal, que lo origina, hasta la sentencia, con 
que normalmente se concluye. Como su etimología lo indi- 
ca, el proceso es un camino a seguir para obtener de los ór- 
ganos jurisdiccionales del Estado, o de los árbitros cuando el 
arbitraje es permitido, la solución de un litigio. No es tampo- 
co el proceso una simple agregación de formalidades, sino 
que por el contrario tiene un carácter orgánico: sus actuacio- 
nes se escalonan y enlazan unas a continuación de otras, se 
cumplen dentro o a la expiración de ciertos plazos, de acuer- 
do con un plan preestablecido por la Ley. 

Relaciones jurídicas procesales. El proceso conlleva o 
hace surgir tres categorías de relaciones: la.. entre las partes 














ü) Glasson y Tissier, Traité, 453; Jean Vincent, Procedure Civile, 19na, ed., 
No. 364 ys, 


(2) Goldschmidt, Teoria del proceso; el mismo, Derecho procesal civil, 2 y 
S.; Charles Vasi, Le droit d'agir en justice. 
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y el Estado; 2a., entre las partes; 3a., entre las partes y el Es- 
tado y ciertos terceros. 

En la doctrina clásica no se admite que el proceso en- 
gendra relaciones entre las partes y el Estado. Se estimaba 
que el proceso es asunto exclusivo de los litigantes, y que so- 
lamente entre ellos, y ocasionalmente entre ellos y algunos 
terceros pueden originarse relaciones jurídicas. Algunas doc- 
trinas modernas, por el contrario, contemplan el proceso co- 
mo institución generadora, exclusiva o principalmente, de re- 
laciones entre las partes y el Estado. Ambas concepciones pe- 
can de exclusivismo y unilateralidad: un análisis realista del 
proceso muestra la presencia necesaria de ambas clases de re- 
laciones, y, además, posibilidad de relaciones entre las partes 
y ciertos terceros, y entre el Estado y ciertos terceros. 

Por el hecho de que un proceso esté planteado ante el 
juez, éste asume la obligación de cumplir, a requerimiento de 
las partes, o de oficio, según los casos, los deberes de diver- 
sas clases que la ley le impone como agente de la función ju- 
risdiccional del Estado: despachar ciertos trámites previos al 
conocimiento de la causa; oír a las partes o a sus representan- 
tes; ordenar medidas de instrucción; dictar sentencia. El de- 
recho de las partes al cumplimiento de estas diversas obliga- 
ciones del juez no presenta el exacto carácter de un derecho 
subjetivo, en la significación que tradicionalmente se le atri- 
buye a ese término en el derecho privado, de posibilidad de 
Obtener una prestación. Por el contrario, estas facultades de 
las partes frente a los agentes de la función jurisdiccional del 
Estado, y las obligaciones de éstos frente a aquellas, son pri- 
mordialmente relaciones de derecho público, realizaciones del 
derecho objetivo tendientes a la administración de la justicia 
social. El incumplimiento de estas obligaciones por parte del 
juez conlleva la aplicación de sanciones penales y disciplina- 
rias y, en ciertos casos, puede dar motivo a una acción en res- 
ponsabilidad civil. 

El proceso crea diversas relaciones jurídicas entre las 
partes, verdaderos derechos subjetivos de cada una de ellas 
frente a las otras. El demandado tiene hacia el demandante la 
obligación de comparecer en juicio, sancionada por el dere- 
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chó correspondiente al demandante de obtener sentencia en 
defecto. El demandado tiene derecho a que el demandante le 
dé a conocer, con la demanda. o posteriormente a la de- 
manda, las pruebas en que basa el ejercicio de la acción; recí- 
procamente, el demandante tiene el derecho de conocer los 
medios de defensa del demandado. La parte que sucumbe 
contrae frente a la parte gananciosa la obligación de pagar las 
costas procesales. Todos estos derechos y obligaciones tienen 
un carácter puramente privado: las partes pueden renunciar 
al beneficio de esas reglas de procedimiento; y, por consi- 
guiente, salvo en los muy contados casos en que el orden pú- 
blico está en juego, pueden cumplir sus respectivas obligacio- 
nes procesales en otra forma que la establecida por la ley. 


El proceso engendra efectos jurídicos entre las partes y 
el Estado, de una parte, y ciertos terceros, de la otra parte: 
los primeros tienen un carácter privado; los segundos tienen 
un carácter público. Es el caso de los testigos llamados a de- 
poner sobre los hechos de la causa: desde el momento en 
que una de las partes requiere la citación de un testigo, és- 
te contrae, frente a esa parte y frente al Estado, la obligación 
de prestar una declaración correcta y sincera acerca de los 
hechos litigiosos; la negativa a cumplir, el mal cumplimiento 
de esa obligación, y ciertas faltas graves cometidas en sus de- 
claraciones, hacen incurrir al testigo en responsabilidad civil 
frente a las partes, cuando su actitud dolosa les haya causado 
perjuicio, y en responsabilidad penal frente al Estado, cuando 
sus faltas revistan el carácter de un perjurio. 


Su carácter entre las partes. Durante mucho tiempo se 
ha venido admitiendo que las relaciones jurídicas que el pro- 
ceso engendra entre las partes tienen un carácter contractual: 
el proceso no será otra cosa que una convención intervenida 
entre demandante y demandado, con objeto de dirimir el 
litigio mediante una sentencia; es el contrato judicial, que se 
menciona frecuentemente en la doctrina y la jurisprudencia, 
para designar no solamente la convención consentida ante el 
juez por las partes litigantes, lo que constituye un modo co- 
recto de expresarse, sino también el proceso mismo, lo que 
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evidentemente es un error, y puede acarrear confusiones. (8 
Esta manera de ver, francamente equivoca y falsa en el de- 
recho moderno, tiene una relativa explicación en la pe 
tencia del concepto peculiar de la naturaleza del proceso que 
predominó en el derecho romano, con mucha propiedad has- 
ta el período del procedimiento formulario inclusive, menos 
justificadamente después de ese período. Entonces pod ía 
sostenerse que el proceso era exclusivamente la obra de las 
partes, quienes fijaban su extensión y demás condiciones an- 
te el magistrado, a fin de que éste autorizara el sometimiento 
del litigio, así planteado, al juez escogido por ambas partes. 
Ya en el período del procedimiento extraordinario, en que el 
litigio era sometido a jueces cuyas facultades jurisdiccionales 
no emanaban de la convención de las partes, sino del Estado, 
esta manera de considerar el proceso no se ajustaba entera- 
mente a la realidad; sin embargo, seguíase considerando el 
proceso como una relación de naturaleza contractual. (4) Por 
la fuerza de las tradiciones, la idea de que el proceso tiene un 
carácter contractual se ha conservado hasta nuestros tiempos, 
especialmente en la jurisprudencia.P 

Una de las consecuencias que lógicamente se derivaban 
de esa teoría es que el proceso, por lo menos a partir del mo- 
mento en que se consideraba ligado entre las partes por la 
presentación de las conclusiones respectivas, producía un 
efecto novatorio respecto del derecho deducido en justicia 
con el ejercicio de la acción: por consiguiente, si el proceso 
no llegaba a resolverse con una sentencia favorable al deman- 
dante, sea a consecuencia de que el juez acogiera una excep- 
ción propuesta por el demandado, sea a consecuencia de la 
perención de la instancia, la acción no podía ser nuevamente 
intentada: Bis de aedem re ne sit actio. 

En el derecho moderno no son sostenibles ni la concep- 
ción del proceso como un contrato entre las partes, ni su con- 


ca 


(3)  Glasson, Tissier y Morel, Traité, III, 735. 








(4) J. Jors, Derecho privado romano, apéndice, 20, 


(56) Casación Francesa. 29 de abril de 1912 (Dalloz, 1912, 1, 305; Pand. Franc. 
y Sirey, 1913, 1, 185). 
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secuencia de producir novación en los derechos del deman- 
dante. Hay que hacer constar, por el contrario, en primer tér- 
mino, que, al someter sus pretensiones al tribunal, el deman- 
dante no propone contrato alguno al demandado, sino que 
ejerce la vía de derecho enderazada a proteger su interés ju- 
rídico. Por su parte, el demandado, al concurrir a las actua- 
ciones procesales para defender sus pretensiones, no está 
aceptando ninguna oferta de contrato, sino sometiéndose al 
imperio de las normas legales que prescriben que la contesta- 
ción a la demanda revista ciertas formas preestablecidas. 

En segundo término, el hecho de someter sus preten- 
siones al juez no implica otra cosa que el propósito del de- 
mandante de que el proceso sea decidido mediante la apli- 
cación de las normas jurídicas correspondientes, no el de con- 
sentir en una novación de sus derechos para que sean sustituí- 
dos por el derecho nuevo que resultara de una sentencia fa- 
vorable. Admitir el efecto novatorio del proceso es, por otra 
parte, contrario al principio general de que la novación no se 
presume, y debe resultar claramente del acto (art. 1273 del 
C. Civil). De aquí resulta, en sentido contrario a lo decidido 
por una parte de la jurisprudencia, que si la instancia es ex- 
tinguida por la perención, el demandante ha conservado su 
derecho de ejercer nuevamente su acción, mientras tanto no 
se cumpla el término de la prescripción extintiva. 

Si es infundada la teoría del contrato judicial para ex- 
plicar la naturaleza de las relaciones procesales entre las par- 
tes, mucho más infundada resulta la explicación que preten- 
de hacerlas derivar de un pretendido cuasicontrato judicial. 

Contrariamente a esas explicaciones, se impone calificar 
las relaciones procesales entre las partes como relaciones de 
orden puramente legal, puesto que las facultades y obligacio- 
nes que nacen de la incoación de un proceso, respectivamente 
a favor o en contra de los litigantes, aunque son relaciones de 
derecho privado, tienen ciertamente su origen en las disposi- 
ciones legales que regulan la marcha del proceso: no son, 
pues, relaciones de orden contractual o cuasicontractual. El 
proceso judicial es, salvo el de saneamiento inmobiliario, una 
iniciativa privada del demandante; pero es la ley la que traza 
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las pautas a seguir para hacerlo avanzar hasta su terminación 
por medio de la sentencia, indicando al efecto los trámites 
a cumplir tanto por el demandante como por el demandado, 
Las partes pueden renunciar al cumplimiento de algunos de 
esos trámites; pero esto no se debe a un pretendido carácter 
contractual o cuasicontractual del proceso, sino al carácter 
puramente dispositivo que muchas veces tienen las normas 
que regulan esos trámites, por ser materia de puro interés pri- 
vado. 

Es en el proceso arbitral en donde las relaciones jurídi- 
cas entre las partes revisten un carácter contractual, precisa- 
mente porque en este proceso las partes convienen, median- 
te un compromiso, en someter el litigio a árbitros, verdaderos 
jueces privados (art. 1003 y s.). 

Proceso y procedimiento. Generalmente se emplean es- 
tas expresiones como sinónimas, lo que se explica natural- 
mente porque el procedimiento, sucesión de actuaciones pro- 
cesales, es el medio que sirve para incoar el proceso e impul- 
sarlo hasta obtener la decisión judicial que lo termina. 

Pero, al lado del procedimiento que sirve para obtener 
la solución judicial de un proceso, existen algunos procedi- 
mientos que no sirven a ese fin, sino que tienden a realizar, en 
ciertas condiciones, y fuera de la intervención de los Órganos 
jurisdiccionales, el derecho que una persona tiene frente a 
otra. Se les llama procedimientos extrajudiciales o extrapro- 
cesales. Así, por ej., el acreedor que tiene un título ejecuto- 
rio (art. 545) procede, sin dirigirse al juez, a practicar un em- 
bargo ejecutivo, esto es a hacer embargar y vender en subasta 
los muebles corporales del deudor (art. 583 y s.), usando ex- 
clusivamente del ministerio del alguacil y del vendutero pú- 
blico. En este caso el acreedor obtiene satisfacción incoando, 
no un proceso, sino un procedimiento extra judicial, em- 
pleando una vía de derecho que no es una acción en justicia, 
sino una vía de ejecución. 

Son, pues, proceso y procedimiento dos cosas distin- 
tas: todo proceso conlleva necesariamente uno o varios 
procedimientos; pero hay procedimientos que no revisten el 
carácter de procesos. 









Instancia y proceso. También se emplean indiferente- 
mente la una por la otra las palabras proceso e instancia. (6) 
Hablando con entera precisión, sin embargo, puede decirse 
que la instancia es cada fase o estación del procedimiento del 
proceso, que se desarrolla ante cada uno de los tribunales 
a que es sometido. En nuestro derecho el proceso puede re- 
correr normalmente dos instancias ordinarias, la primera ins- 
tancia, y la segunda instancia o apelación. Por las razones an- 
tes expuestas, a veces la segunda instancia es suprimida: se 
dice entonces que el tribunal juzga sin apelación, o en instan- 
cia única. Además, un proceso puede dar lugar a instancias 
extraordinarias, como por ej. la del recurso de revisión civil, 
o la del recurso de casación. 

Preliminares del proceso. En algunos casos, antes del 
momento en que el juez se encuentre apoderado del conoci- 
miento de una causa, la ley exige el cumplimiento de algu- 
nos requisitos o formalidades previas, verdaderos prelimi- 
nares del proceso, la mayor parte de los cuales han sido enu- 
merados al tratar de las formalidades que preceden a la de- 
manda en justicia (supra, libro IV, Tit. ID). Para el proceso de 
saneamiento hay un requisito previo que le es peculiar: la 
mensura catastral. Es una formalidad previa al proceso, y no 
una formalidad previa a la demanda, porque, como se ha ex- 
puesto, el saneamiento inmobiliario, a diferencia de los demás 
procesos, no se inicia con una demanda, sino con el reque- 
rimiento fiscal de saneamiento hecho por el Abogado del Es- 
tado al T. de Tierras, en cuya virtud éste intima a los intere- 
sados para que presenten sus reclamaciones, o, lo que es lo 
mismo, para que intenten sus demandas (art. 61 de la L. de 
R. de T.). 

Esos preliminares o formalidades previas serán exami- 
nados a propósito de cada uno de los procedimientos a que 
se refieren. 

Plan de exposición. Después que sean expuestos, en los 
próximos títulos, los temas relativos a la estructura general 
del proceso, a las partes y al litigio, serán examinados, los di- 





(6) Así ocurre en la jurisprudencia y la doctrina francesas. 
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versos procedimientos mediante los cuales se desenvuelve el 
proceso en los tribunales de primer prado: juzgado de primera 
instancia, Tribunal de Tierras de jurisdicción original, juz- 
gado de paz. 





TITULO 11 
PRINCIPIOS ORGANICOS DEL PROCESO 


Libertad o legalidad de formas. El primer problema que 
se plantea ante el legislador, al momento de establecer las 
normas orgánicas del proceso, es el de determinar si las for- 
mas procesales deben ser libres, enteramente abandonadas al 
querer de las partes, lo que constituye el sistema de la liber- 
tad de las formas procesales, o si, por el contrario, la ley de- 
be predeterminar las formas a observar respectivamente por 
las partes y por el juez en la iniciación, el desarrollo y la ter- 
minación del proceso, lo que constituye el sistema de la le- 
galidad de las formas procesales, 

Como se ha expuesto (supra, libro I), el legislador, aun 
haciendo ciertas concesiones al primer sistema ha tenido que 
decidirse, casi exclusivamente, por el sistema opuesto, tra- 
tando sin embargo de estructurarla de una manera lo suficien- 
temente flexible para que su empleo no degenere en la inacce- 
sibilidad del pretorio a ciertas categorías de posibles litigantes. 

La exposición que sigue va a demostrar que, en muchas 
Ocasiones, ciertos requisitos formales de nuestro sistema, de- 
bido a su complejidad y a su elevado costo, constituyen obs- 
láculos, a veces insuperables, para que algunas personas, las 
más inexperimentadas y las más débiles económicamente, se 
decidan a pedir justicia a los órganos jurisdiccionales del Es- 
lado; de donde resulta que esas personas abandonan total- 
mente sus derechos, o transigen en condiciones desfavorables 
para sus intereses, ante un adversario provisto de preparación 
o de medios de fortuna, o de ambas cosas, y, a favor de esas 
Circunstancias, con la posibilidad de litigar cómoda y eficaz- 
mente. 

Las formas procesales, en efecto, empleadas dentro de 
un cierto límite, protegen por igual al débil y al fuerte, al 
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pobre y al rico; pero es un hecho que la diaria observación 
del mundo jurídico pone ante los ojos de todos, que muchas 
de las excesivas o inútiles complicaciones y algunos refinados 
tecnicismos del proceso son causas determinantes de que mu- 
chas reclamaciones legítimas queden postergadas O burladas, 
con menoscabo de los legítimos derechos de los interesados y 
del interés social, y para provecho de pícaros, desalmados, 
perversos e intrigantes: de toda esta fauna maleante que vi- 
ve al margen de la moral, aunque, a veces, ajusta su conducta, 
por lo menos aparentemente, a los dictados de la ley. 

Idea general. (7) El proceso, como se ha visto, es una 
entidad jurídica sumamente compleja, integrada por actua- 
ciones coordinadas, que emanan de las partes y del juez. Las 
partes usan de facultades en defensa de sus intereses privados, 
aspirando cada una a obtener una sentencia favorable. El 
juez, por su parte, cumple los deberes inherentes a su investi- 
dura como órgano jurisdiccional, con miras a proteger el 
interés social puesto bajo su custodia, decidiendo cuál es la 
regla del derecho aplicable en la solución de la contienda 
objeto del proceso. 

Decidir, frente a esta compleja estructura del proceso, 
cuál debe ser el modo de conducirlo y cúales deberán ser las 
formas bajo las cuales se desenvuelva, es plantear la solución 
del problema fundamental de los principios, directrices y 
tendencias, que deben, en una legislación dada, combinarse 
los unos con los otros, O predominar unos sobre otros, a fin 
de obtener una adecuada organización del proceso, en gene- 
ral, y la de cada clase de proceso en particular. 

Es que en efecto, el proceso, en general, y cada especie 
de proceso, en particular, pueden orientarse en su desenvolvi- 
miento hacia el predominio de algunas o hacia la combina- 
ción de varias tendencias. La iniciativa del proceso puede ser 
obra exclusiva de las partes; por el contrario puede ser inicia- 
tiva del Estado. Las partes pueden, ellas exclusivamente, im- 
pulsar el desenvolvimiento de la situación procesal hasta su 


A 
(1) Robert Wyness Millar, Los principios formativos del procedimiento civil, 
trad. de Catalina Grossmann. 
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fin y suministrarle al juez todos los elementos necesarios pa- 
ra la decisión; por el contrario, una y otra misión pueden ser 
confiadas al juez total o parcialmente. El proceso puede de- 
senvolverse predominantemente mediante actuaciones orales; 
por el contrario puede desarrollarse principal o exclusiva- 
mente mediante trámites escritos. Los actos constitutivos 
del proceso pueden realizarse de una vez y en una sola au- 
diencia; por el contrario estos actos podrían realizarse en mo- 
mentos sucesivos y en varias audiencias. Las partes pueden 
ser obligadas a presentar a un mismo tiempo todos los medios 
de forma y de fondo que tengan que hacer valer; por el con- 
trario se puede autorizar u obligar a las partes a presentar esos 
medios en un cierto orden. El juez de la causa tiene que ser 
necesariamente aquél ante quien las partes han Presentado sus 
alegatos y pruebas; por el contrario, un juez ante quien no se 
hayan presentado los alegatos y pruebas puede dictar el fallo. 
Todo el proceso puede hallarse sujeto al requisito de la 
publicidad; por el contrario, el proceso o una parte de él 
puede desenvolverse en cámara de consejo. El proceso tiene 
que ser conocido y fallado necesariamente después que sea 
llamada la persona contra quien va dirigida la demanda; por el 
contrario, el juez podría decidir sin que al demandado se le 
diera a conocer la demanda y sin que se le citara para que se 
defendiera. 

La doctrina ha sistematizado esas y otras característi- 
cas o tendencias, enunciándolas como principios orgánicos 
del proceso, contraponiéndolos a principios contrarios. No 
todos tienen la misma importancia; algunos revisten un carác- 
ter tan general o fundamental que abarcan virtualmente a 
otros principios. Esto ocurre, especialmente, con el princi- 
pio de la oralidad del proceso: de que se le consagre o no 
resultan múltiples consecuencias, que afectan a otros prin- 
cipios básicos del proceso. 

Iniciativa. En la generalidad de los casos el proceso es 
iniciado por la actividad del particular interesado en proteger, 
crear, modificar o suprimir una situación jurídica, o sea en el 
ejercicio de una acción. 

Este principio general sufre dos excepciones. 
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la. El ministerio público, como representante del inte- 
rés general, tiene en ciertos casos limitativamente determina- 
dos por la ley, el poder de iniciar un proceso. 

2a. El proceso de saneamiento inmobiliario es iniciado 
siempre a requerimiento del Estado, tanto en el caso de que 
la mensura catastral sea practicada a pedimento del Estado 
en virtud del art. 44 de la L. de R. de T., cuanto en el caso de 
que sea practicada a pedimento de un interesado en virtud del 
art. 45 de la L. de R. de T. (infra, título VII, cap. II). 


Impulsión y disposición. Ante el j. de primera instan- 
cia, la c. de apelación y el j. de paz, la dirección e impul- 
sión del proceso corresponden casi exclusivamente a las par- 
tes; en los procesos llevados ante el Tribunal de Confiscacio- 
nes, las partes tienen, en principio, la dirección e impulsión 
del proceso, salvo ciertas facultades concedidas al Tribunal. 

El proceso se inicia generalmente ante esos tribunales 
por un acto emanado del demandante, que un alguacil pre- 
para: citación, emplazamiento, acto de apelación, según los 
casos. En este primer momento, en que comienzan a surgir 
las relaciones jurídicas procesales entre el demandante y el 
demandado, el tribunal permanece todav ía ajeno al desarro- 
llo de la situación procesal; sin embargo está ya apoderado, 
porque el proceso está incoado, pero no tiene noticia alguna 
de su apoderamiento. En los asuntos civiles ante elj. de pri- 
mera instancia, en todos los asuntos ante la c. de apelación, la 
audiencia es fijada por el juez presidente, con posterioridad a 
la demanda, a solicitud de una de las partes; en los asuntosco- 
merciales y de referimiento ante el j. de primera instancia la 
audiencia es fijada antes de la demanda. En ambos casos, el 
juez presidente dicta un auto de fijación de audiencia, sin en- 
terarse de otras cosas que de los nombres y domicilios de las 
partes y del objeto de la demanda. 

Antes del día de la audiencia, que solamente es indicado 
en el acto de citación en los asuntos comerciales, de referi- 
mientos y de j. de paz, pero no en los asuntos civiles, el tri- 
bunal ignora casi totalmente cuáles son las partes, el objeto y 
los fines de la demada; es solamente el día de la vista de la 
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causa cuando se entera de ellos, muy imperfectamente, tanto 
en los asuntos civiles como en los asuntos comerciales en los 
que solamente se leen las conclusiones. (8) 

El demandado ante el j. de primera instancia y la c. de 
apelación, puede no concurrir al proceso por medio de la 
constitución de abogado al vencimiento del término fijado 
en la citación; este plazo es, en efecto, puramente conmina- 
torio, y el demandado no pierde su beneficio sino después 
que el demandante haya requerido el pronunciamiento del 
defecto. Si en la primera audiencia el asunto no queda en es- 
tado de recibir fallo sobre el fondo, sea porque una de las 
partes haya presentado una excepción o solicitado una 
medida de instrucción, el asunto no avanza hacia la solución 
final, sino en tanto que una de las partes notifique a la otra, 
la sentencia que ha desestimado la excepción, sea la que ha 
ordenado la medida de instrucción, y , en el primer caso, 
solicite nueva audiencia para conocer del fondo, ©) y, en el 
segundo caso, proceda a practicar la medida de instrucción 
ordenada. En todas las materias, la sentencia definitiva no 
hace correr los plazos de las vías de recurso ni recibe ejecu- 
ción, sino después de haber sido notificada a requerimiento 
de la parte interesada, salvo para ésta que el juez haya orde- 
nado la ejecución sobre original. 

De lo expuesto resulta que el proceso de los asuntos ci- 
viles y comerciales avanza casi exclusivamente a favor del im- 
pulso que le dan las partes, obrando cada una de acuerdo con 
su propio interés. El juez desempeña un papel puramente pa- 
Mivo, hasta el momento en que, discutida finalmente la cau- 
sa, dicta la sentencia; ni antes ni después de la sentencia el 
juez dispone de medios para impulsar el proceso. Esta impul- 


m_m 


(ñ) Antes de desaparecer el procedimiento ordinario en virtud de las dispo- 
siciones dela L. 845 de 1978 (Art. 77 y 78), podía debatirse oralmente un 
asunto sumario, si las partes así lo querían y era permitido por el juez, Esta 
posibilidad en la práctica había caído en desuso, ya que generalmente las 
partes se limitaban a leer sus conclusiones y solicitar plazos para depositar 
defensas o réplicas. Era en principio el procedimiento consagrado actual- 
mente porlos Arts. 77 y 78 yaindicados. 


(0) Conviene tener en cuenta las disposiciones de los Arts. 3 y 27 de la Ley 
B34 de 1978, que consagra un nuevo procedimiento para las declinatorias 
por incompetencia y los recursos previstos. 


-:13= 




















sión del proceso casi exclusivamente por iniciativa y diligen- 
cia de las partes tiene como consecuencia el dar ocasión a que 
los procesos puedan prolongarse durante años, puesto que, 
sea cual sea el tiempo que transcurra a partir del último acto 
del procedimiento, la instancia no perime de pleno derecho, 
sino a pedimento formal del demandado. 

Este es el principio de impulsión del proceso por las par- 
tes, uno de los corolarios de la concepción privatística del 
proceso: obra de las partes, medio puesto por la ley a dispo- 
sición de ellas para hacer dirimir una pendencia, el proceso 
debe ser dirigido o impulsado por ellas, en la medida de su 
interés. 

No obstante ser esto, en términos generales, lo que resul- 
ta, para las materias citadas, del examen de nuestra legisla- 
ción, hay que hacer constar que, en ciertos casos, sin embar- 
go, el juez dispone de algunos poderes en la impulsión del 
proceso. En las contestaciones relativas a ciertos derechos y 
obligaciones que nacen del matrimonio, el proceso no se ini- 
cia con una citación diligenciada por alguacil a requerimiento 
de parte, sino por medio de declaración hecha ante el juez; 
éste hace citar a los esposos, por carta certificada, para que 
comparezcan en cámara de Consejo, a fin de que expongan 
sus pretensiones respectivas (art. 214 del C. Civil mod. por Tab: 
855 de 1978). Por otra parte, ante la S. C. de J. en funciones 
de Corte de Casación, el proceso avanza en algunas de sus eta- 
pas sin la intervención de las partes: la audiencia es fijada de 
oficio (Art. 13 de la L. sobre Pr. de Casación); la perención 
del recurso es también pronunciada de oficio (Art. 10 de la 
misma ley). 

Las reformas introducidas por las leyes 834 y 845 de 
1978, inspiradas en las reformas francesas que culminaron 
con la puesta en vigor, a partir de 1971, de una nueva codi- 
ficación se caracterizan principalmente por la eliminación 
de ciertos rigorismos procesales; por una mayor participación 
del juez a fin de evitar las innecesarias e intencionales dilacio- 
nes favorecidas por las antiguas normas procesales. Así, 
la nueva legislación atribuye al juez la facultad de ordenar 
“astreintes” o multas conminatorias, la ejecución provisio- 
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nal de su decisión cuando lo estime necesario y sea compati- 
ble con la naturaleza del asunto, a condición de que no esté 
prohibida por la ley. Por otra parte, han sido reformados 
ciertos recursos en casos de declinatorias por incompetencia 
dándoles una solución más simple y rápida. 

De acuerdo con los art. 11 y sigs- de la L. 834 se atribu- 
ye al juez y al secrevario un papel activo: los casos de avo- 
cación del fondo de la litis (art. 19) y radiación de oficio del 
asunto sobre declinatorias (art. 17 y 18), enlo que respecta 
al juez; los casos de decisiones con motivo de la impugnación 
(contredit) convocatorias para fines de audición de testigos 
(arts. 97 y 98), en lo que respecta al Secretario a quien Co- 
rresponde la notificación de la sentencia. 

Otra consecuencia de aquella concepción es el llamado 
principio dispositivo del proceso, que consiste en que los ele- 
mentos de prueba que el juez puede tomar en cuenta para de- 
cidir son únicamente aquellos que las partes han tenido a bien 
presentarle. El juez carece en general, con la reserva que se 
indicará, del poder de aportar de oficio las pruebas, de bus- 
carlas en donde se encuentran; solamente puede, salvo pro- 
hibición expresa de la ley, suplir de oficio los medios de 
hecho o de derecho que favorezcan a las partes, pero siempre 
sobre el fundamento de los elementos de prueba que ellos 
suministran. Sin embargo, apartándose del puro principio 
dispositivo, la ley confiere al juez iniciativa para prescribir 
ciertas medidas de instrucción, con el fin de establecer o com- 
pletar la prueba: la comparecencia personal de las partes (art. 
61 de la L. 834 de 1978); el juramento supletorio (art. 1366 
y 1367 del C. Civil); la información testimonial (art. 82 y s. 
de la L. 834 de 1978); la inspección de lugares (art. 295); 
el informe pericial (art. 322). El T. de Confiscaciones puede 
ordenar todas las medidas de prueba que juzgue conveniente, 
así como ordenar que sean puestas en causa personas que no 
on partes en el proceso (art. 20 de la L. 5924 de 1962). 

En cambio de lo que ocurre predominantemente ante el 
|. de primera instancia, la c. de apelación y elj. de paz, y me- 
nos acusadamente ante la Suprema C. de Justicia, jurisdiccio- 
nes en las cuales, como se ha expuesto, el proceso descansa en 
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mayor o menor grado en postulados jurídicos casi puramente 
privatísticos, el saneamiento inmobiliario, confiado al T. de 
Tierras, se fundamenta casi exclusivamente en una concep- 
ción publicística, que excluye, casi totalmente, los principios 
de impulsión y disposición del proceso, antes enunciado. 

Como se ha visto, la mensura catastral, medida de carác- 
ter técnico y preliminar indispensable del proceso de sanea- 
miento, puede ser ordenada por el T. S. de T. o a pedimento 
del Estado (art, 44 de la L. de R. de T.), o a pedimento de un 
particular interesado (art. 45 de la L. de R. de T.). Una vez 
confeccionado el plano de los terrenos cuyo saneamiento va 
a perseguirse, el Abogado del Estado, Fiscal del T. de T., 
requiere el saneamiento, (art. 61). En vista de este requeri- 
miento, el Presidente del T. de T. apodera del proceso de sa- 
neamiento a un juez de j. o., quien practica las diligencias en- 
caminadas al llamamiento de los interesados y a la instrucción 
de la causa (art. 63 y s.). La sentencia del juez de jurisdicción 
original pasa, automáticamente, al T. S. de T., para ser revi- 
sada, y, haya o no recurso de apelación, puede ser confir- 
mada, modificada o revocada por el T. S. (art. 24 y s.). En 
el procedimiento de jurisdicción original, como en el de revi- 
sión, las partes reclamantes desempeñan un papel casi pura- 
mente pasivo: el lugar y la fecha de las audiencias son fija- 
dos por el tribunal (art. 63 y s.); el tribunal practica de oficio 
las diligencias relativas a las pruebas (art, 71). El tribunal no 
está ligado, al dictar sentencia por los pedimentos de las par- 
tes, sino que falla a favor de la persona que a su juicio, tenga 
derecho a los terrenos (art. 86). 

La estructura del proceso de saneamiento, tan funda- 
mentalmente opuesta a la del que se sigue ante los demás tri- 
bunales, se explica y se justifica principalmente por la natura- 
leza de las cuestiones que se ventilan en este proceso, y por el 
carácter de la sentencia con que se termina. El objeto del sa- 
neamiento es el de decidir acerca de la titularidad de derechos 
reales inmobiliarios, que son derechos absolutos, o sea opo- 
nibles a todo el mundo; este proceso tiene, pues, todos los 
caracteres de lo contencioso objetivo. Por otra parte, la sen- 
tencia final del T. S. de T. es concluyente respecto de y opo- 
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nible a todo el mundo (art. 86 de la L, de R. de T.). El pro- 
cedimiento de este proceso tiene por esos dos motivos que 
apartarse del tipo del procedimiento clásico, de tipo acusalo- 
rio, in personam, instituido por el C. de Pr. Civil especialmen- 
te para la reclamación de los derechos obligacionales, que son 
derechos relativos, válidos y oponibles únicamente entre 
acreedor y deudor, para afectar la forma de un procedimien- 
to de tipo inquisitorio, in rem, más propio para establecer er- 
ga omnes esta clase de derechos absolutos que son los dere- 
chos reales inmobiliarios. De ahí la casi ineludible necesidad 
de atribuír al tribunal, ex oficio, la impulsión y disposición 
del proceso, confiriéndole plenos poderes de citación, conmi- 
nación e investigación. 

Oralidad. La escrituración de ciertos actos del procedi- 
miento es uno de los medios de que se vale el formalismo pro- 
cesal para obtener una adecuada administración de la justicia. 
El acto escrito, en efecto, goza de la ventaja de la precisión y 
fijeza a esas manifestaciones de voluntad. Pero de esto no 
debe concluírse a que todos los actos del procedimiento 
deban otorgarse por escrito y a que deba prescindirse en 
absoluto de toda aplicación del principio de oralida 

Nuestro procedimiento es casi exclusivamente oral ante 
elj. de paz y el T. de T. En estas jurisdicciones son muy con- 
tados los actos que es preciso otorgar por escrito. 

Conforme a las disposiciones originales del C. de Pr, Ci- 
vil, en los asuntos civiles ordinarios y sumarios ante el j. de 
p. i en todos los asuntos ante la c. de a., el procedimiento 
era en parte escrito, en parte oral, con marcado predominio 
de la forma oral en la fase más importante y decisiva del pro- 
ceso, los debates. La fase anterior a los debates, la demanda 
introductiva de instancia y los actos de instrucción que la si- 
guen o pueden seguirla, como, por ejemplo, la constitución 
de abogado y las demandas incidentales, son naturalmente 
netos escritos. 

El procedimiento de los asuntos comerciales y de referi- 
miento era, conforme a esas disposiciones, completamente 
oral en la fase de los debates. 

Por otra parte, en los asuntos civiles ante el j. de pri- 
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mera instancia, en todos los asuntos ante la c. de a., el C. de 
Pr. Civil autoriza a los jueces a prescribir la instrucción por 
escrito, en la que todo el procedimiento se desenvuelve me- 
diante actuaciones escritas (art. 95 y s.). 

La L. 1015 de 1935 varió radicalmente la estructura 
del proceso ante el j. de primera instancia y la c. de apela- 
ción ao). Las partes estaban obligadas, en los asuntos ordi- 
narios, a notificarse recíprocamente sus defensas, réplicas y 
agravios, previstos por los arts. 77, 78 y 462 del C. de Pri 
Civil, (art. 10. de la L. 1015 de 1935). Anteriormente, €sos 
escritos eran facultativos, y las partes podían presentar sus 
medios oralmente en la audiencia. Por otro lado, las partes 
debían limitarse, en la audiencia, a Jeer sus conclusiones (art. 
2 de la L. 1015 de 1935). En cuanto a los asuntos sumarios y 
comerciales, el juez podía mandar a las partes que se limita- 
ran a leer sus conclusiones, y presentaran sus réplicas y con- 
trarréplicas mediante escritos depositados en secretaría (art. 
3 de la L. 1015 de 1935). 

De acuerdo con lo prescrito por la L. 5924 de 1962, 
que creó el T. de Confiscaciones 41 la forma escrita rige el 
procedimiento ante dicho Tribunal. La demanda es inter- 
puesta mediante instancia depositada en la Secretaría del Tri- 
bunal, copia de la cual deberá notificarse al demandado (art. 
19). En la misma forma contesta el demandado o su abogado 
si lo ha constituído. El tribunal puede conceder a las partes 
plazos para replicar o contrarreplicar. 

La forma escrita es empleada en el procedimiento an- 
te la Œ. de Casación, regulado por la L. 3726 de 1953. Los 
alegatos de las partes revisten necesariamente la forma de me- 
moriales. En la audiencia, las partes deben limitarse a leer sus 
conclusiones. Lo expuesto hace ver que, como resultado de 
las reformas operadas a partir de la L. 1015 de 1935, pasaron 


i 


(10) Oralidad del proceso en la República Dominicana, por el autor, en REVIS- 
TA DE DERECHO PROCESAL, Buenos Aires, 1944, I, 116. 


(11) La L. No, 285 de 1964 atribuyó competencia a la C. de Apelación para co- 
nocer en primera instancia de los asuntos atribuídos al T, de Confiscacio- 
nes. En lo adelante, cuando se lea T. de Confiscaciones se entenderá que 
se trata de la C. de Apelación en funciones de T. de Confiscaciones. 
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a ser exclusivamente escritos, aún en la fase de los debates el 
procedimiento de los asuntos ordinarios ante el j. de prime- 
ra instancia y la c, de apelación, y que, para los asuntos no 
ordinarios y comerciales, el juez tenfa la facultad de instruir 
el proceso por escrito, mandando a las partes que se limitaran 
a leer sus conclusiones, y a replicar y contrarreplicar median- 
te escritos depositados en la secretaría. En cuanto a los refe- 
rimientos, dada la urgencia de estos asuntos, cabe suponer 
que el legislador de 1935 no entendió incluirlos entre los 
asuntos no ordinarios, y que debían por consiguiente, ser de- 
batidos oralmente. El procedimiento de la casación conservó 
un residuo de la oralidad en el derecho conferido a las partes 
en el Art. 18 de la L. de 1911 de ampliar sus medios en la 
audiencia; pero esto fue suprimido por la L. 295:de 1940, así 
como en la vigente L. sobre Pr. de Casación No. 3726 de 


1953. 
Como se ha expresado, la L. 845 de 1978, suprimió 


el procedimiento ordinario al derogar la L. 1015 de 1935. 
Los arts. 77 y 78 de la indicada ley, consagran un sistema si- 
milar al procedimiento sumario, permitiendo a las partes ob- 
tener plazos para depositar escritos de réplica y contrarrépli- 
ca. 

Algunos autores han invocado en favor de la forma es- 
crita del proceso, entre otros argumentos el de que evita las 
improvisaciones inconsistentes y ampulosas, sobrecargadas de 
literatura de mal gusto, a las que tan fácilmente se abandonan 
en los debates los abogados faltos de preparación sólida y 
adecuada; en tanto que, por el contrario, la forma escrita da 
fijeza y precisión a los alegatos de las partes, encerrándolos 
dentro de la justa medida, corrección y conveniencia. El ar- 
gumento es poco eficaz, porque lo mismo se puede incurrir 
en esos vicios en un alegato oral que en uno escrito: todo de- 
pende del gusto y las tendencias del abogado o de la parte 
misma. La supresión de la oralidad de los debates, sustitu- 
yéndola por memoriales, ha sido siempre combatida por la 
mayoría de los tratadistas, con argumentos decisivos. (12) 


AA slali 


(12) Glasson y. Tissier, Traité, II, 456; Japiot, Traité élémentaire, 18; Gamon- 
net y Cézar-Bru, Traité, II, 225; Morel, Traité élémentaire, 427; Chiovenda, 
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Con la oralidad se realiza plenamente la contradictoriedad del 
debate otro principio básico del proceso, que se examinará 
luego. El debate oral impresiona al juez más directa y vivamen- 
te que los memoriales escritos: leyendo a solas, en el retiro 
de la cámara, un voluminoso expediente, el juez puede su- 
frir lamentables distracciones, menos posibles en la audiencia. 
El debate oral es más franco, sincero y verídico que los ale- 
gatos escritos: en éstos las partes pueden usar de artificios e 
incurrir en reticencias o falsedades a los que no osarían re- 
currir en la sala de audiencia, frente a frente al adversario y 
en presencia del juez y del público, quienes instantáneamen- 
te notarán esas maniobras. El proceso debatido oralmente es 
más rápido y económico que el instruído por escrito. 

Concentración y eventualidad. En nuestro sistema es 
muy frecuente que en la primera audiencia no se discuta el 
fondo, a causa de que se presenten excepciones o de que sur- 
jan otros incidentes, por ej. relativos a la prueba: estas cues- 
tiones tienen casi siempre que ser decididas previamente por 
el tribunal antes que el fondo, por medio de sentencias que 
a veces son susceptibles de apelación. Esta multiplicidad y 
dispersión de las actuaciones de las partes y del juez dilata 
y complica el proceso, con menoscabo de la celeridad y la 
economía. Tales inconvenientes serían evitados si el proceso 
se orientara, por una parte, hacia el llamado principio de con- 
centración, que permite al juez dictar sentencia después de 
un primer y único debate; y, por otra parte, se adoptara el 
criterio o principio de eventualidad, correlativo al de concen- 
tración, que consiste en obligar a las partes a invocar desde 
el comienzo del proceso sus respectivos medios de ataque y 
defensa, escalonándolos en un cierto orden, a fin de que el 
tribunal decida en ese orden sobre cada uno de esos medios 
en caso de que (in eventum) desestime los que preceden. 


Principios, 1, 44; el mismo, Instituciones, HI, 307 y s.; Kisch, Elementos, 
11-4; R. de Pina, Principios de derecho procesal civil, 10 y s.; Goldschmidt, 
Derecho procesal civil, 11-4; Alsina, Tratado, I, p. 79 y S.; J. Ramiro Po- 
detti, Teoría y técnica del proceso civil, 32, estima que en la R. Argentina 
debe predominar la forma escrita, Igual voto se ha formulado en Francia 
(de la Grasserie, Project de reforme du C. de proc. Civile, 42) Jean Vincent, 
Procedure Civile, 19na. ed, p, 508, No. 392, 
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Aunque, en términos generales, nuestra legislación no 
acoge esos principios, en ciertos casos particulares sin embar- 
go, se puede observar una tendencia a impedir la dispersión 
de los actos del proceso, con medidas que se pueden afiliar 
a los principios de concentración y de eventualidad, Ejem- 
plos: en el procedimiento del divorcio por causa determina- 
da el acto de emplazamiento debe dar a conocer al demanda- 
do los nombres de los testigos, y la audición de éstos y el co- 
nocimiento de los incidentes de la prueba testimonial se veri- 
fican en la misma audiencia (art. 3 y s. de la L. 1306 bis de 
1937); las excepciones dilatorias deben ser propuestas con- 
juntamente (art. 186 del C. de Pr. Civil); el memorial conten- 
tivo del recurso de casación debe contener la enunciación 
de todos los medios (art. 5 de la L. sobre Pr. de Casación). 

En las disposiciones de la L. 834 de 1978 se observa un 
marcado interés del legislador en evitar dilaciones en el uso 
de las excepciones de incompetencia y nulidad. Una lectura 
de los art. 3 a 27 de la citada ley demuestra el propósito del 
legislador de evitar las declinatorias formuladas con intención 
puramente dilatorias. Igual propósito se observa en los me- 
dios de inadmisibilidad (art. 45 y 48), y en las nulidades 
(art. 36, 37, 38 y 40). En estas últimas se plantea la posibi- 
lidad de una condenación a daños y perjuicios en los casos 
en que se demuestre que la abstención en invocar el medio 
de que se trata, ha tenido un fin puramente, dilatorio. Así 
también se establece, para las excepciones de nulidad, la obli- 
gación de que éstas se invoquen simultáneamente. 

Inmediación. Para fallar con toda idoneidad el juez de- 
bería obtener durante el desarrollo del proceso un conoci- 
miento directo de los alegatos de las partes y de las pruebas 
en que apoyan sus pretensiones. En otros términos durante 
el proceso el juez debería estar en inmediata comunicación 
con las partes, oirlas en audiencia personalmente, O a sus 
mandatarios, y tener intervención inmediata en la administra- 
ción y recepción de las pruebas. Estos postulados tendrían 
cabal realización en un sistema de proceso en que se aplicara 
el principio de inmediación, que se haya íntimamente, pero 
no necesariamente ligado con el de la oralidad. 
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Nuestro derecho actual repudia casi completamente el 
principio de inmediación. Para el proceso de saneamiento in- 
mobiliario, el art. 88 de la L. de R. de T. dispone que en caso 
de muerte o de impedimento de un juez, el Presidente nom- 
brará otro juez para que continúe la instrucción de la causa 
hasta la sentencia, pudiendo utilizar al efecto las pruebas que 
aparezcan en el expediente. Para todos los tribunales resulta 
de la L. 684 de 1934, adicionada por la L. 926 de 1935 ref. 
por la L. 294 de 1940, que los jueces que vehgan en sustitu- 
ción de otros, por causa de renuncia, inhabilitación, traslado, 
etc., aun cuando hayan sido elegidos después de la vista de la 
causa, tienen capacidad para decidir todo asunto que se halle, 
a su juicio, en condiciones de ser fallado ; lo que es extensivo 
a los jueces de los tribunales colegiados. quienes podrán en 
efecto ser llamados a completar el tribunal en caso de empa- 
te o de que el tribunal quede en minoría por un motivo cual- 
quiera, por ej. por inhibición o recusación de alguno de su 
jueces (casación, diciembre 1957, B. J. 569, p. 2655). Ante- 
riormente a las reformas implantadas por estas Leyes, y con- 
forme al sistema del C. de Pr. Civil, era necesario una nueva 
vista de la causa cada vez que ocurrieran cambios en la perso- 
na delj. de p. i., o que uno de los tribunales colegiados hubie- 
ra quedado en minoría después de ventilado el asunto: en 
este particular, pues, regía el principio de inmediación. Hay 
que notar que la inmediación en nuestro procedimiento fue 
suprimida desde 1934, antes que la oralidad, que lo fue en 
1935, 

Publicidad. Según se ha expuesto (supra, libro II), la pu- 
blicidad es un requisito esencial en el ejercicio de la función 
jurisdiccional. Aplicado particularmente al desarrollo de la 
situación procesal, este principio significa que la presentación 
de los alegatos y conclusiones de las partes, la producción del 
dictamen del ministerio público y la pronunciación de la sen- 
tencia deben tener lugar en audiencia pública. Es lo que de 
un modo expreso disponen los arts. 87 del C. de Pr. Civil, 
17 y 59 de la L. de O. J. 

La publicidad del proceso es un principio de derecho pú- 
blico. En la Constitución de 1844, art. 123, se mandaba que 
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las sesiones de los tribunales fueran celebradas públicamente, 
“a menos que la publicidad sea perjudicial al orden público o 
a la moral”, Este precepto debe considerarse siempre en vi- 
gor, no obstante que la Constitución (art. 8-2-J) parece res- 
tringirlo a las materias en que pueda pronunciarse una pena, O 
sea a los asuntos represivos, lo cual, judaicamente interpreta- 
do, parecería excluir los asuntos civiles y comerciales. La ob- 
servación del principio de publicidad, al poner al alcance de 
todos el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, da 
al público una especie de control sobre el modo cómo se ejer- 
ce esa función, permitiendo, en cierto modo, que todo el 
mundo pueda verificar personalmente la regularidad del ejer- 
cicio judicial en cada caso particular: la publicidad garantiza 
el cumplimiento de las formas, contribuye a asegurar la im- 
parcialidad y la diligencia del juez, y prestigia la administra- 
ción de la justicia. 

La publicidad rige únicamente para los asuntos conten- 
ciosos; en los de jurisdicciones voluntaria o graciosa la ins- 
trucción es hecha y la decisión es dictada en cámara de con- 
sejo. 

En los asuntos contenciosos la sentencia debe compro- 
bar expresamente, a pena de nulidad, que el requisito de la 
publicidad ha sido observado. 

Excepcionalmente, la ley puede prescribir que ciertos 
asuntos, total o parcialmente, pueden ser instruídos y juzga- 
dos sin publicidad. Esto ocurre, por ej.: en algunas reclama- 
ciones relativas a los derechos y obligaciones matrimoniales 
(arts. 213, 214 y 216 del C. Civil): en materia de divorcio 
(art. 4 de la L. 1306 bis de 1937); en materia de interdic- 
ción (art. 496 del C. Civil), Pero la sentencia debe siempre 
ser pronunciada en audiencia pública (art. 17 de la L. de O. 
J., 12 de la L. 1306 bis sobre Divorcio, 498 del C. Civil). 

Contradicción. Los jueces no pueden conocer de nin- 
gún asunto contencioso sino mediante el requisito de que la 
persona contra quien va dirigida la demanda haya sido pre- 
viamente citada para comparecer en juicio, a fin de ponerla 
en condiciones de defenderse. Es el principio de contradic 
ción, no enunciado expresamente en la ley, pero que se intic 
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re ciertamente de todas las disposiciones que, al regular la 
marcha del proceso, exigen la citación del demandado o pre- 
suponen que él ha sido regularmente citado. El derecho de 
no ser condenado en materia civil o comercial sino después 
de haber sido oído, o regularmente citado, es un derecho in- 
manente a la personalidad humana, si no directamente con- 
sagrado por la Constitución (v. art. 8-2-J) por lo menos im- 
plícitamente reconocido en la misma. 

Como consecuencia de todo esto, los medios de prueba 
empleados o propuestos por cada una de las partes u ordena- 
dos de oficios por el juez, deben ponerse a disposición y en 
conocimiento de la parte contra quien puedan ser invocados, 
citándola para concurrir a la realización de las medidas ten- 
dientes a practicar la prueba, de manera que pueda supervigi- 
lar su administración y luego contradecir su resultado. Por 
aplicación de esta regla a la prueba escrita, cada parte tiene 
el derecho a pedir al adversario que le comunique los docu- 
mentos de que va a hacer uso en apoyo de sus pretensiones 
(art. 108 sustituído por los arts. 48 a 59 de la L. 834 de 
1978). En todos los asuntos ante el j. de primera instancia, 
la c. de apelación y elj. de paz en los cuales el ministerio de 
abogados es obligatorio (13) , la comunicación de documen- 
tos se hace amigablemente entre los abogados o por media- 
ción del secretario. La falta de comunicación de documentos 
daba lugar a un incidente, la excepción de no comunicación 
de documentos actualmente desaparecida (v. arts. 2, 49 a 55 
de la L. 834 de 1978). 

Para decidir, el juez debe atenerse estrictamente al re- 





sultado de los debates y a los elementos de convicción que 
se desprendan de los medios de prueba contradictoriamente 
producidos, sin que pueda, en ningún caso. tomar en consi- 
deración ninguno de esos elementos que no se haya someti- 
do convenientemente a la contradicción de la parte a quien 
se le opone. Especialmente, en lo que respecta a la prueba es- 
crita, el juez no puede tomar en consideración ningún docu- 





(13) V.laL, 91 de 1983 que crea el Colegio de Abogados de la República Domi- 
nicana. 
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mento que no haya sido regularmente comunicado a la par- 
te contra quien se invoca, poniéndola en condiciones de com- 
batirla. 

Por la misma razón, el juez no puede fundar su senten- 
cia sobre hechos, informes o actos que hayan llegado a su co- 
nocimiento fuera de la instrucción contradictoria del proceso, 

El principio de libre contradicción sufre algunas restric- 
ciones. En algunos casos, el juez puede ordenar una medida 
de instrucción sin que la parte contraria sea citada previamen- 
te para discutir la procedencia o la utilidad de la medida, co- 
mo por ej. el interrogatorio sobre hechos y artículos (art. 
324 y s. actualmente derogados). En otros casos, el juez pue- 
de dictar algunas sentencias sin posibilidad de contradicción; 
esto ocurre: en la primera fase del procedimiento de la desig- 
nación de jueces (art. 363 y s.); en la recusación: (art. 385); 
en la demanda en responsabilidad civil contra los jueces (art. 
$11 y s.). 








TITULO IN 
LAS PARTES 


CAPITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 


Demandante y demandado. En regla general, en todo 
proceso hay dos partes: demandante y demandado. El de- 
mandante es la parte que toma la iniciativa del proceso, so- 
metiendo al tribunal una pretensión contra el demandado. El 
demandado puede, a su vez, asumir el papel de demandante, 
vuindo promueve un incidente cualquiera, como por ej. una 
demanda reconvencional. En este caso los papeles se invier- 
len: en lo que respecta al incidente el demandado es un de- 
mandante, y el demandante originario, llamado también de- 
mandante en lo principal, asume el papel de demandado. 
Ejemplo: A ha demandado a B en cobro del precio de una 
venta; por su parte, B, para eximirse de la obligación de pa- 
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gar, ha respondido a la demanda de A interponiendo una de- 
manda reconvencional en nulidad o en resolución de la venta. 
A es el demandante originario, o demandante en lo principal. 
B es el demandado originario, O demandado en lo principal, 
y es al mismo tiempo demandante en cuanto al incidente. 

En principio el proceso es incoado contra un demanda- 
do individualmente determinado, la designación del demanda- 
do es uno de los elementos constitutivos de la demanda en 
justicia (supra, libro IV, Tit. ID). El saneamiento inmobiliario 
es una forma excepcional de proceso que se aparta de la regla 
general antes enunciada. Se realiza mediante un procedimiento 
in rem, incoado por consiguiente in incertam personan: 
el reclamante intenta su demanda en reclamación del derecho 
que le pertenece, no contra una persona determinada, sino 
contra todo el mundo, contra todo el que pueda tener un in- 
terés en reclamar todo o parte de ese mismo derecho. Por el 
solo hecho de que el T. de T.. apoderado del proceso con la 
recepción del requerimiento fiscal de saneamiento, haya pues- 
to en mora a los interesados para que presenten sus reclama- 
ciones, todo el mundo está en causa, en el sentido de que el 
tribunal puede proceder, aun en ausencia de reclamaciones. 
a reconocer los derechos de cada interesado en los terrenos 
objeto de saneamiento, conforme resulte de las pruebas que 
el mismo tribunal haya aportado, de oficio, al expediente del 
caso. Con mayor razón se hallan necesariamente en causa, 
como demandados eventuales, después de presentadas las re- 
clamaciones, todos aquellos que tengan interés contrario a los 
reclamantes: El saneamiento inmobiliario es por consiguien- 
te un proceso de carácter provocatorio e inquisitorial, en el 
s partes no tienen ni la iniciativa, ni la impulsión, ni la 





que le 
disposición del procedimiento. 

Importancia de la distinción. La cuestión de saber quién” 
es demandante y quién demandado tiene una gran importan- 
cia desde distintos puntos de vista: la ley fija la competencia 
territorial de los tribunales tomando en cuenta, en la mayor 
parte de los casos, el domicilio o la residencia del demandado 
(art. 2, 59 y 420); el demandante en primera instancia no 
puede, salvo en algunos casos excepcionales, sea cual sea el 
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papel que desempeñe en grado de apelación, formar deman- 
das nuevas en tanto que el demandado en primera instancia 
puede formarlas en todos los casos en que sirvan de defensa 
a la acción del demandante (art. 464); la carga de la prueba 
está a cargo del demandante (art. 1315 del C. Civil); la única 
condenación que la sentencia puede imponer al demandante 
como tal y en ausencia de demanda reconvencional del de- 
mandado es la de las costas procesales; el defecto del deman- 
dante y el del demandado están sujetos a reglas distintas, tan- 
to con relación al contenido de la sentencia; como con res- 
pecto al recurso de oposición de que es susceptible (art. 19 
y s., 149 y s., 154 y s., mod. por la L. 845 de 1978). 

Intervinientes. Además del demandante y el demanda- 
do, que son, salvo lo expuesto en relación con el saneamiento 
inmobiliario, partes esenciales, en un proceso puede haber 
partes intervinientes, que son los terceros que entran en el 
círculo del proceso, sea espontáneamente con el objeto de 
salvaguardar un interés propio o el interés de una de las par- 
tes (intervención voluntaria), sea porque el demandante o el 
demandado los llamen para un fin cualquiera, como por ej. 
para que los garantice (intervención forzosa). 

En el proceso de saneamiento inmobiliario no hay par- 
tes intervinientes, sino solamente demandantes y demanda- 
dos: todo el que reclama el registro de un derecho es un de- 
mandante en lo principal, y es al mismo tiempo demandado 
con respecto a todo otro reclamante contrario (14) ). 

El proceso en relación a las partes. Del proceso surgen 
ciertas facultades, cargas e incompatibilidades que son pri- 
vativas de las partes y totalmente ajenas a los terceros. Ejem- 
plos: la parte no puede declarar como testigo en el proceso 
que le concierne; cada una de las partes tiene derecho de ob- 
jetar los testigos que son parientes de la parte contraria; cas 
da una de las partes tiene derecho de recusar el juez que es 
pariente o aliado, dentro de cierta proximidad, de la parte 
contraria; solamente las partes pueden incurrir en da conde- 





(14) En las litis sobre terrenos registrados, la intervención voluntaria o forzosa 
puede considerarse legalmente admisible en los casos en que se haga uso de 
las normas del derecho común (v. Art, 7 y párr. I de la L. de R. de T.). 
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nación al pago de las costas; solamente a las partes es oponi- 
ble y solamente las partes pueden invocar la autoridad de la 
cosa juzgada inherente a la sentencia; con excepción de la 
tercería, que como su nombre lo indica es un recurso que la 
ley pone a disposición de los terceros, únicamente las partes 
en causa pueden recurrir contra la sentencia; solamente hay 
litispendencia cuando una de las partes del proceso lo es tam- 
bién en otro proceso. 

Capacidad procesal. Es la aptitud jurídica que debe te- 
ner toda persona para ser parte de un proceso, como deman- 
dante, demandada o interviniente. Tienen capacidad proce- 
sal todas las personas, Físicas (hombres y mujeres) o jurídi- 
cas, dominicanas O extranjeras. Las únicas restricciones a es- 
te principio general son las que resultan respectivamente: del 
art. 334 del C. de Pr. Criminal, con relación al contumaz; 
la que resulta de los art. 166 del C. de Pr. Civil y 16 del C. 
Civil mod. por la L. 845 de 1978, que obliga al extranjero 
transeúnte, que no sea nacional de uno de los Estados que 
suscribieron el Código de Derecho Internacional Privado 
adoptado en la 6ta. Conferencia Panamericana (art. 383) 
cuando es demandante principal o interviniente voluntario en 
un asunto ante cualquier tribunal, si el demandado lo exige, 
a prestar fianza para asegurar el pago de las costas y de los 
daños y perjuicios a que pudiera ser condenado. 

Frecuentemente se designa como capacidad de goce es- 
te aspecto de la capacidad procesal; pero esto parece inexac- 
to: capacidad y titularidad son la misma cosa. La capacidad 
procesal en este sentido reside en todo el que tiene un interés 
jurídico en el ejercicio de una acción, sin hallarse sometido a 
ningún requisito de representación o deasistencia. 

Incapacidad. Ciertas personas, aunque son titulares del 
derecho de acción en justicia, no pueden ejercerlo personal- 
mente, como demandantes o como demandadas, sino, bien 
sea representados por otro, O bien sea asistidos por otro. Es- 
to se refleja en la manera de preparar los actos procesales 
que conciernen a esas personas (supra, libro III), en los cuales 
aparece como requeriente o como destinatario de esos actos 
el titular de la acción en justicia, o el sujeto pasivo de la 
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acción en justicia, representadas 0 asistidos, según los Casos, 
por la persona investida por la ley con la representación o con 
la asistencia del incapaz. 


En la primera categoría de incapaces figuran: el menor 
no emancipado, a quien representa el padre administrador le- 
gal o el tutor (art. 389 y 450 del C. Civil); el interdicto, le- 
gal o judicial, representado por su tutor (art. 29 del C. penal 
y 509 del C. Civil). El quebrado, aunque no es un incapaz, 
se halla representado por el síndico de la quiebra, a causa del 
apartamiento de la administración de sus bienes que resulta 
de la sentencia declarativa de la quiebra (art. 443 del C. de 
Comercio). 

En la segunda categoría entran: el menor emancipado, 
quien necesita la asistencia del curador para figurar como de- 
mandante o como demandado en las acciones inmobiliarias 
petitorias (art. 482 del C. Civil): el individuo provisto de un 
consultor judicial, quien no puede litigar sino con la asisten- 
cia del consultor judicial (art. 513 del C. Civil). 

La mujer casada. En virtud de lo dispuesto por el anti- 
puo art. 215 del C. Civil la mujer casada estuvo incluída en la 
categoría de los incupaces de estar en justicia, siendo el ma- 
“tido su representante legal. La L. 390 de 1940, sustituída 
por la L. 855 de 1978, ha borrado todas las incapacidades 
que afectaban a la mujer casada, incluso la de estar en justi- 
cla (15) 

Consecuencias de la incapacidad. El proceso iniciado 
por el incapaz no representado o no asistido conforme a las re- 
plas anteriores está afectado de una irregularidad que puede 

ser opuesta por el demandado no solamente al comienzo de 
li instancia, sino también en todo estado de la causa, puesto 
que la irregularidad se reitera en cada acto nuevo del proceso. 


i 


416) Las modificaciones vigentes hasta la fecha, respecto de la capacidad de la 
mujer no han introducido reformas en los regímenes matrimoniales. Es por 
tanto usual que a la mujer casada en comunidad de bienes, por ejemplo, se 
le exija la autorización de su marido para la realización de ciertos actos que 
nfectan o podrían afectar la comunidad, o los derechos del marido común 
en bienes administrador de dicha comunidad. 
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Asimismo está afectado de irregularidad el proceso ini- 
ciado contra un incapaz, sin dirigirlo contra su representante 
en tal calidad (tutor, y análogamente el síndico si se trata de 
una acción de carácter pecuniario concerniente al quebrado), 
o sin poner en causa a la persona que debe asistir al incapaz 
(curador, consultor judicial). 

Cuando se trata de incapaces que necesitan esta asisten- 
cia ella debe ser previa al proceso; pero la irregularidad ini- 
cial del proceso motivada en que el incapaz ha actuado sin la 
asistencia que le es necesaria queda subsanada cuando la ob- 
tiene en el curso del procedimiento, aun en apelación o en ca- 
sación. Esta solución se justifica porque evita la pérdida de 
tiempo y los gastos que resultarían si se exigiera comenzar de 
nuevo el proceso. En este sentido el art. 44 de la citada L. 
834 establece que “En el cao en que es susceptible de ser cu- 
bierta, la nulidad no será pronunciada si su causa ha desapare- 
cido en el momento en que el juez estatuye”. 


En lo que concierne al incapaz, la falta de representa- 
ción o de asistencia constituye una nulidad relativa, que puede 
ser opuesta únicamente por el incapaz o por sus herederos, 
pero no por su adversario. A pesar de su carácter relativo se 
admite que el incapaz puede oponer esta nulidad en todo es- 
tado de la causa, aún en casación, y obtener asi la anulación 
de la sentencia dictada en contravención a las reglas relatiyas 
a la representación o a la asistencia. Esto puede justificarse, en 
cierto modo, en razón del carácter de orden público que tie- 
nen las normas que regulan el proceso que ineresa a los inca- 
paces. 

Después de dictada una sentencia a consecuencia de un 
procedimiento en que no se cumplieron los mencionados re- 
quisitos de representación o de asistencia el vicio de nulidad 
no puede ser propuesto por vía de acción principal, porque 
las sentencias no son impugnables por ese medio, sino me- 
diante el ejercicio de una de las vías de recurso. Cuando, por 
haberse extinguido los plazos para el ejercicio de los recursos, 
la sentencia adquiera la autoridad irrevocable de la cosa juz- 
gada, su ejecución es ineludible, siendo imposible invocar el 
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vicio que resulta de la falta de representación o de asisten- 
cia. 

Personas jurídicas. A diferencia de las personas físicas, que 
actúan personalmente en justicia, las personas jurídicas, por 
el contrario, dado su carácter especial de seres colectivos, tie- 
nen que actuar a través de órganos (19), instituídos por la ley 
para las personas jurídicas públicas, y por sus estatutos para 
las personas jurídicas privadas. Es obvio que no puede con- 
fundirse este régimen de órganos, o de Órganos representati- 
vos como se dice frecuentemente, con el sistema de represen- 
tación o de asistencia instituído para la actuación procesal de 
las personas afectadas de incapacidad. Hay que puntualizar 
esto en lo que concierne al Estado, a los municipios y al Dis- 
trito Nacional, a las otras instituciones públicas con persona- 
lidad jurídica, y a las sociedades y asociaciones. 

El Estado. La regla general, de acuerdo con el art. 1ro. 
de la L. 1486 de 1938, es que todos “los actos jurídicos con- 
cernientes a la administración pública que puedan realizarse 
o ejecutarse en nombre del Estado, o en su interés o a su car- 
Ho”, incluso los actos relativos a un proceso en que figure ac- 
tiva o pasivamente, “podrán ser realizados o ejecutados en 
nombre del Estado por los representantes, mandatarios 
o agentes que constituya, autorice, nombre o acepte el Pre- 
sidente de la República, o, con la autorización o la aproba- 
ción de éste, el Secretario de Estado a cuya cartera corres- 
ponda el negocio a que se refiere el acto; sin perjuicio de que 
el propio Presidente, o el Secretario de Estado a quien éste 
autorizó para ello, puedan realizar o ejecutar esos actos ellos 
mismos, en nombre del Estado, o en su interés o a su cargo”. 
Por otra parte, de acuerdo con el art. 4 de la misma Ley, si el 
Presidente de la República no ha dispuesto nada en contra- 
rio, el Procurador General de la República podrá asumir o en- 
comendar a cualesquiera otros funcionarios públicos o per- 
sonas privadas, la representación del Estado en los actos judi- 
elales o extrajudiciales que fuesen necesarios y convenientes 
para la conservación, el reconocimiento, la reivindicación o 





(10) Michoud, La theorie de la personalité morale, 3a. ed., I, 60 y s., II, 260. 
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la satisfacción de los derechos del Estado, o para iniciar, pro- 
seguir, realizar o contestar demandas, instancias, reclamacio- 
nes, actos conservatorios y otras diligencias semejantes rela- 
tivas a casos litigiosos, o aquellos en que un litigio fuere in- 
minente, aun cuando se trate de asuntos o negocios que no 
están atribuídos a la Secretaría de Estado de Justicia, 

Por lo expuesto se ve que el Estado, en todo asunto ju- 
dicial o extrajudicial, sea cual sea su naturaleza, actúa como 
demandante o como demandado por mediación del Presiden- 
te de la República, como órgano legalmente instituído para 
esos fines, personalmente o por comisión dada a uno de los 
secretarios de Estado, pero con posibilidad de actuar el Pro- 
curador General de la República en caso de que el Presiden- 
te de la República no haya dispuesto lo contrario. 

Se incurre en una nulidad de procedimiento cuando se 
intenta un proceso a requerimiento del Estado en contraven- 
ción a las formalidades prescritas en los art. lro. y 4to. de 
la L. 1486 de 1938. Pero hay que observar: por una parte, 
que el Presidente de la República puede, de acuerdo con el 
art. 3ro. de la misma ley, subsanar o cubrir la nulidad, ratifi- 
cando, “con efecto retroactivo, los actos realizados en nom- 
bre del Estado por funcionarios o personas carentes de mán- 
dato para representarlo, o irregularmente investidos con tal 
representación, con lo cual se tendrán como regularmente 
emanados, desde su origen, del Estado mismo”; que, por otro 
lado, de acuerdo con el art, 20 de la precitada ley, la parte 
contra quien va dirigido el procedimiento así irregularmente 
iniciado o proseguido no puede oponer útilmente la nulidad, 
sino demostrando que el acto le ha causado perjuicio o la ha 
inducido en error. 

Municipios y Distrito Nacional. De acuerdo con los art. 
34-11vo. de la L. 3455 de 1954 y 28-16v0. de la L. 3456 
de 1954, el órgano representativo de esas entidades en jus- 
ticia es, respectivamente, el Síndico Municipal o el Presiden- 
te del Consejo Administrativo del Distrito Nacional (hoy 
Ayuntamiento), cuyas actuaciones deben ser precedidas de la 
correspondiente resolución expresa de los ayuntamientos. 

Incoado un proceso en violación de aquellas disposicio- 
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nes, la parte contraria tiene el derecho de oponer la corres- 
pondiente excepción de nulidad contra el acto introductivo 
de instancia dentro de los términos del derecho común. 

Otras personas jurídicas públicas. Las otras institucio- 
nes investidas con la personalidad jurídica, como por ej, la 
Universidad Autónoma de Santo Domingo y la Cruz Roja 
Dominicana, actúan en justicia mediante los Órganos que al 
efecto establecen las leyes que respectivamente las rigen. 

Sociedades y asociaciones. Las sociedades, civiles o co- 
merciales, tienen personalidad jurídica, lo mismo que las aso- 
ciaciones incorporadas de acuerdo con la L. 520 de 1920. 
Sus órganos representativos son los gerentes, administradores, 
directores etc., instituídos de conformidad con el acto cons- 
titutivo de cada sociedad o asociación. 


CAPITULO I 
REPRESENTACION EN JUSTICIA 


SECCION I 
GENERALIDADES 


Posibilidad. A diferencia de lo que ocurría en las legis- 
laciones antiguas, por ej. en el derecho romano primitivo y en 
el antiguo derecho francés, en las legislaciones modernas la 
representación en justicia es casi siempre posible, y en algu- 
nös casos impuesta por la ley. 

Clases. La representación en justicia puede ser: conven- 
cional, legal o judicial. ' 

La representación .convencional, O mandato ad litem, 
consiste en la procuración conferida por el litigante para que 
asuma en justicia la tarea de sostener sus pretensiones. Por 
regla general esta representación es libremente consentida, 
ante todos los tribunales y para todos los actos del proceso; 
pero, en los asuntos civiles (y actualmente en los asuntos co- 
merciales) ante el j. de p. i., en los asuntos civiles y comercia- 
les ante la c. de a. y la Suprema C. de Justicia, la ley exige, 
además, que un mandato ad litem sea conferido a un aboga- 
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do, para que postule por las partes y las defienda ante el tri- 
bunal. Se trata, pues, de una representación convencional 
obligatoria. 

La representación es legal en el caso del menor o del in- 
terdicto, cuyo administrador legal o tutor sostiene sus de- 
rechos en justicia como demandante o como demandado. 

La representación es judicial respecto del síndico de la 
quiebra y del administrador de sucesión. 

La representación legal y la representación judicial están 
sujetas a reglas particulares, cuyo estudio corresponde al de- 
recho civil y al derecho comercial. Se tratará aquí solamente 
de la representación convencional. 


SECCION II 
LA REPRESENTACION CONVENCIONAL 


Principio. En regla general todo litigante, persona físi- 
ca o jurídica, puede conferir mandato a otra persona para que 
asuma su representación en el proceso, como demandante o 
como demandado. Este mandato se halla regido por las reglas 
del derecho común. Los actos del procedimiento, notifica- 
ciones, demandas, pedimentos y conclusiones, por ej., son di- 
ligenciados, indiferentemente, o a requerimiento del mandan- 
te representado por el mandatario, o a requerimiento del 
mandatario actuando en su calidad de tal en nombre del de- 
mandante. 

Antes de la puesta en vigor de la L. 91 de 1983, que ins- 
tituye el Colegio de Abogados, en los procedimientos de los 
asuntos civiles ante el j. de primera instancia y en los asuntos 
civiles y comerciales ante la c. de apelación y la S. C. de 
Justicia, a la posibilidad de actuar por mediación de manda- 
tario ad litem se unía la necesidad de actuar por ministerio de 
abogado. En estos casos el abogado actuaba en nombre de su 
cliente, el mandante del mandatario ad litem, por instruc- 
ciones directas de éste, en su calidad de mandatario conven- 
cional designado por aquél. Había pues, dos mandatos 
superpuestos: el que el litigante confería a su mandatario; y 
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el que el mandatario confería, en nombre de su mandante, al 
abogado que postularía y defendería en el asunto. 

Puede afirmarse que este principio se ha invertido con 
la disposición de los arts. 17 y 18 de la citada L. 91, que se 
han transcrito infra, (v. Libro ll, El Colegio de Abogados), 
según los cuales existe monopolio del abogado como manda- 
tario en todas las materias salvo las que se enuncian expresa- 
mente. Las reglas que lo rigen también han sufrido modifi- 
caciones. A 

Empero, nada se opone a que, salvo en los procedimien- 
tos exceptuados en el sistema actual del monopolio del abo- 
gado puedan coexistir el mandatario no abogado y éste. 

Algunas medidas de instrucción, dada su especial natura- 
leza de actuaciones que deben emanar estrictamente de las 
partes, escapan a la posibilidad de representación convencio- 
nal: la comparecencia personal (art. 119); el juramento (art. 


120 y 121). 


Indicación de la parte. Como acaba de exponerse, es in- 
dispensable que en todos los actos del proceso figure el nom- 
bre de la parte interesada, aunque ésta se halle representada 
por un mandatario ad litem. Quien litiga es el mandante en 
su propio nombre e interés, a través de su mandatario, pero 
no el mandatario en su propio nombre e interés. En otros 
términos: las relaciones jurídicas procesales entre demandan- 
te y demandado se establecen entre uno y otro personalmen- 
te, aun cuando hayan actuado en el proceso representados 
por mandatarios. 

Esta es la razón fundamental que se invoca para sostener 
que en nuestro derecho actual tiene aun vigencia la máxima 
tradicional del derecho francés: nadie puede pleitear por pro- 
curador. El origen histórico de la regla y su vigencia actual 
han dado lugar a muchas discusiones an 

Históricamente, parece que en el primitivo derecho fran- 
cés la regla expresaba la imposibilidad, común a todos los de- 


(17) Garsonnet y Cézar-Bru, Traife, 365 y s.; Glasson y Tissier, Traité, 1, 218; 
H. Solus y R. Perrot, Droit Judiciaire Privé, I. p. 253, y s.; Jean Vincent, 
Procedure Civile, p. 478 y s. 
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rechos arcaicos, de la representación en justicia: los litigan- 
tes debían sostener personalmente sus pretensiones ante el 
juez. En un período más avanzado del antiguo derecho fran- 
cés, se pretendió que la regla se oponía a que los señores 
sostuvieran litigios por medio de un representante, derecho 
de que solamente el rey podía usar, y se le enunciaba: nul en 
France ne plaide par procureur hormis le roi. 

La regla no es enunciada expresamente por la ley; pero 
algunos textos la suponen en vigor, por lo menos implícita- 
mente: los art, 2 y 61 del C. de Pr. Civil exigen que en las 
citaciones se enuncien los nombres del demandante y del de- 
mandado; los art. 141 del C. de Pr. Civil y 70 de la L. 3726 
de 1953 exigen que la sentencia mencione los nombres de las 
partes. La jurisprudencia ha admitido siempre que ese pre- 
cepto está en vigor en el derecho actual. (Casación, 8 de 
agosto de 1958, B. J. 577, p. 1750). 

Este principio puede enunciarse, más correctamente, di- 
ciendo que el mandatario no puede pleitearlsin dar, a conocer 
el nombre de su mandante. Así entendida, la máxima signifi- 
ca, en primer término, que la parte no puede hacerse repre- 
sentar por un mandatario cuyo solo nombre figure en los ac- 
tos procesales. Pero nada impide, como se ha expuesto, que 
el demandante o el demandado estén representados en el pro- 
ceso, siempre que sus nombres respectivos figuren en los ac- 
tos del procedimiento conjuntamente con los nombres de sus 
mandatarios, puesto que, según se ha dicho, esos actos pue- 
den ser preparados, indiferentemente, o a requerimiento de 
X, demandante o demandado, representado por Z, su man- 
datario, o a requerimiento de Z, en calidad de mandatario de 
X. La regla sería violada si el mandatario actuara en su 
propio nombre, sin indicar el nombre del interesado, directa 
y personalmente, en el ejercicio de la acción; esto podría 
ocurrir, por ej., si los coherederos interesados en una suce- 
sión, o si los miembros de una asociación sin personalidad ju- 
rídica, constituyeran un mandatario ad litem, y éste actuara 
sin enunciar los nombres de sus mandantes, o indicando so- 
lamente el nombre de uno o de algunos de ellos, y designando 
a los demás como “litis consortes” o “compartes”. La apli- 
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ación de esta regla exige que las notificaciones de los actos 
del proceso, en caso de pluralidad de partes, aunque se hallen 
representadas por un mandatario único, sean hechas, confor- 
me al derecho común, no a la persona o en el domicilio del 
mandatario y por un acto único, sino a cada una de ellas, per- 
sonalmente o en sus respectivos domicilios, reales o de elec- 
ción, debiéndose dejar a cada una, una copia de cada acto. 
La regla significa, en segundo lugar, que nadie puede postu- 
lar en justicia en favor de los intereses de otro, actuando co- 
mo gerente de negocios, y sin tener al efecto un mandato es- 
pecial del interesado en el asunto. Este proceso no conduci- 
ría a ningún resultado útil, a menos que el tercero ratificara 
las actuaciones del gerente de negocios. 

Generalmente se da como justificación de la regla el que 
el hecho de un litigante que disimula u oculta su personalidad 
detrás de un mandatario sería perjudicial para el derecho de 
la defensa de la otra parte, al impedirle o por lo menos difi- 
cultarle el saber quién es su adversario, y oponerle en conse- 
cuencia los medios más aptos para obtener ganancia de causa, 
entre los cuales podrían encontrarse, por ej., los que resul- 
tan del dolo y de la compensación. La doctrina, casi unáni- 
memente, es adversa al mantenimiento de la regla; considera 
esos peligros como puramente imaginarios, y declara del to- 
do inconsistentes los argumentos justificativos de la prohi- 
bición de pleitear por mandatario, la que se mantiene, de 
acuerdo con esta tesis, únicamente por fuerza de la tradición. 

Consecuencias. Los actos del proceso incoado por un 
mandatario, en violación de la regla precedentemente expues- 
ta, están afectados de nulidad, puesto que contravienen a las 
disposiciones del art. 61, que exige la indicación del deman- 
dante. 

De acuerdo con los principios generales esta nulidad es 
de puro interés privado, de donde resultan estas consecuen- 
cias: 

la. La nulidad no puede ser invocada por el litigante cu- 
yo mandatario no lo indicó en los actos del proceso, sino so- 
lamente por la parte contraria, en cuyo interés se ha estable- 


cido la regla. 


























2a. La nulidad no puede ser suplida de oficio por el juez. 

3a. La parte interesada puede renunciar, aun por antici- 
pado, a su derecho de invocar la violación de la regla. Se cita 
como ejemplo el caso de que los estatutos de una asociación 
sin personalidad jurídica permitían conferir un mandato ad 
litem en cuya virtud el mandatario no esté obligado a indicar 
en los actos del procedimiento los nombres de los miembros 
de la asociación. El socio demandado no puede oponer la nu- 
lidad de esos actos, puesto que ha renunciado convencional- 
mente a ese derecho al suscribirse o adherirse a los estatutos 
de la asociación, 

4a. La parte contra quien pleitea un mandatario sin de- 
signar a su mandante puede combatir esta irregularidad, co- 
mo se ha visto, oponiendo una excepción de nulidad, de 
acuerdo con lo dispuesto por los arts. 2, y 35 y s. de la L. 
834. 

Como medio de inadmisibilidad, puede ser propuesto 
ante los jueces del fondo en todo estado de causa, aun en 
apelación, puesto que se trata de un medio que afecta al fon- 
do, análogo a una defensa, pero no ante la S. C. de J. en fun- 
ciones de C. de Casación, porque ésta no puede conocer del 
fondo de los asuntos, según lo prescribe el art. 1ro. de la L. 
3726 de 1953 “9. 

Inconvenientes. La observación de la regla que ahora se 
examina acarrea algunos inconvenientes, sobre todo en caso 
de pluralidad de partes demandantes o demandadas, en razón 
de que como se ha expuesto, es necesario que los nombres de 
todas esas partes figuren en los actos del proceso, y de que, 
por consiguiente, cada una de ellas reciba notificación de esos 
actos. Esto eleva el costo del procedimiento. La mayoría de 
la doctrina, por este motivo, postula en favor de una supre- 
sión completa de la regla, que considera una supervivencia del 


m 


(18) De acuerdo con la definición de los medios de inadmisibilidad del Art. 44 
de la L. 834 y la enumeración aparentemente no limitativa contenida en 
dicho texto, podría aceptarse que la omisión en la designación del mandan- 
te pueda oponerse también como un medio de inadmisión puesto que 
éste se encaminaría a declarar inadmisible la demanda por falta de derecho 
de actuar, o en su lugar, porque faltaría uno de los elementos caracteris- 
ticos de la acción en justicia, 
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formalismo del antiguo derecho, o de que, por lo menos, esos 
inconvenientes sean eliminados. 

No parece necesario ni conveniente, sin embargo, supri- 
mir en la ley la exigencia de que los nombres de todas las par- 
tes figuren en los actos procesales, porque esta formalidad 
tiende a evitar las posibles sorpresas y la violación del derecho 
de la defensa a que en ciertos casos se vería expuesto el liti- 
gante que no pudiera informarse, a la vista de la demanda 
quien es su adversario. En cambio podrían suprimirse por 
completo los inconvenientes de la regla, si se decidiera legis- 
lativamente que, en caso de pluralidad de partes, demandan- 
tes o demandadas, que han nombrado un apoderado único, 
bastará una notificación colectiva, a la persona o en el domi- 
cilio de este apoderado, para auè el acto surtiera efecto con 
relación a los demandantes o los demandados. _ 

Dispensas de indicación. A veces el proceso puede ser 
incoado por una persona que, en realidad, actúa en su nom- 
bre o en nombre de otro, sin que se halle obligada a indicar 
en los actos procesales el nombre del interesado o de los otros 
interesados. 

lro. En los litigios relativos a obligaciones solidarias O 
indivisibles, cada acreedor o cada deudor puede actuar aisla- 
damente, en razón de que, siendo acreedor o deudor por el 
todo, deduce en justicia, en su interés propio, el total de la 
obligación, sin que tenga necesidad de decirse representante 


de los otros acreedores o deudores (art. 1197 y s., 1222 y s: 


del C. Civil). 

2do. Los art. 55 y 59 del C. de Comercio permiten a los 
accionistas que representen la vigésima parte del capital so- 
cial, por lo menos, encargar a uno O más mandatarios para 
que sostengan sus derechos en justicia, como demandantes O 
como demandados, contra los gerentes, miembros del consejo 
de inspección o administradores, según los casos. 

3ro. El comisionista, que es un mandatario en asuntos 
comerciales, puede actuar en su propio nombre, de acuerdo 
con el art. 94 del C. de Comercio. Por extensión de lo que 
ocurre en los asuntos comerciales, se admite que una persona 
puede pleitear en cualquier otro asunto pór mediación de un 
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testaferro, esto es, de un mandatario que se conduce frente a 
los terceros como si fuera el titular del derecho, sin que el 
nombre del verdadero interesado figure en los actos procesa- 
les, 

4to. En materia marítima el capitán actúa en justicia en 
su propio nombre, como demandante o demandado, por 
cuenta del armador. La sentencia intervenida aprovecha el 
armador, y es ejecutoria contra él. Este es un caso de subro- 
gación procesal (supra, libro IV, Cap. ID). 

Algunos autores incluyen entre las excepciones a la re- 
gla, o entre los casos en que la regla no se aplica, las acciones 
intentadas por los mandatarios legales o judiciales, como el 
tutor del menor o del interdicto, y las acciones intentadas por 
una persona jurídica. Pero es evidente; por una parte, que las 
acciones que interesan al menor o al interdicto son intentadas 
en nombre de ellos por sus representantes respectivos, o con- 
tra ellos en la persona de sus representantes, y que los nom- 
bres de los representados deben figurar en los actos procesa- 
les, como demandantes o demandados; por otra parte, que 
las personas jurídicas actúan en justicia mediante sus respec- 
tivos órganos, y que éstos no pueden ser equiparados a los 
representantes o mandatarios de las personas físicas. 

Quien puede ser mandatario. Puede serle conferido 
mandato ad litem a toda persona capaz de ser mandatario se- 
gún el derecho común (art. 1990 del C. Civil), incluso por 
consiguiente a un menor emancipado. 

La ley no prohibe de un modo general'y expreso a los 
funcionarios y empleados judiciales y agentes del ministerio 
público el aceptar una procuración ad litem. Solamente, para 
los asuntos comerciales, los art. 620 y 621 del C. de Comer- 
cio prohiben a los magistrados y a los alguaciles representar 
a las partes; pero una prohibición general y absoluta parece 
resultar, sin embargo, para todas esas personas, de la generali- 
dad de los términos del art. 6 de la L. de O. J., que les prohi- 
be el ejercicio de la abogacía: este mandato implica la posibi- 
lidad de abogar en defensa de otro. 

Por excepción a la regla, los agentes del ministerio pú- 
blico pueden recibir procuración del Estado para representar- 
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lo en justicia (art. 5 y s. de la L. 1486 de 1938), tanto a títu- 
lo de simples mandatarios ad litem como de abogados. 

Justificación del mandato. El que quiera incoar un pro- 
ceso a nombre de otro debe justificar en todo momento la 
existencia de la procuración de que se prevale, En el momento 
de notificar la citación el alguacil puede exigirle que justifi- 
que su calidad de mandatario. La parte contraria tiene igual- 
mente derecho, en todo estado de causa, de exigir la justifi- 
cación del poder que tiene el mandatario påra representar a 
su contraparte. El tribunal apoderado de la demanda debe 
asimismo exigir esa prueba. 

Esta regla, no expresamente formulada, resulta implíci- 
tamente de las diversas disposiciones legales que, en ciertos 
casos, eximen al mandatario ad litem de la obligación de pro- 
bar su mandato: a los abogados en materia comercial (art. 
618 del C. de Comercio); a los abogados y funcionarios que 
actúan judicialmente en representación del Estado (art. 3 
de la L. 1486 de 1938). 

La regla expuesta es una aplicación de los principios ge- 
nerales que rigen el mandato: el que asume una representa- 
ción ad litem y trata, en esa calidad, de sostener en justicia 
las pretensiones de otro, debe justificar, ante la parte contra- 
ria y ante el tribunal, que ha recibido la procuración que lo 
habilite para concurrir al desarrollo de la situación jurídica 
procesal, cuyas consecuencias, como se ha expresado, van a 
recaer sobre la persona del poderdante. 

Forma de la procuración. En materia comercial el art. 
618 del C. de Comercio autoriza a la parte a otorgar oralmen- 
te el poder en audiencia. Esto mismo puede admitirse en los 
asuntos de que conoce el T. de Tierras, en los asuntos de refe- 
rimiento, ante el j. de paz y el T. de Confiscaciones, por tra- 
tarse de procedimientos similares al de los asuntos comercia- 
les en los que, como ya se ha expresado, las partes podían 
defenderse por sí mismas. 

El art. 619 del C. de Comercio exige que la procuración 
sea otorgada por escrito por la parte que no comparece perso- 
nalmente, y que deberá ser mostrada al secretario, antes de 
la audiencia. Esta disposición puede aplicarse, por analogía, 








a los otros asuntos de la competencia del j. de primera ins- 
tancia y a los asuntos de la competencia delj. de paz. El art. 
67 de la L. de R. de T. contiene una disposición análoga. El 
art. 3 de la L. 1486 de 1938 exige igualmente que se otorgue 
por escrito la procuración conferida para representar al Es- 
tado en justicia. 

Por otra parte, según lo manda el art. 421 para los asun- 
tos comerciales, disposición aplicable por identidad de moti- 
vos a los otros casos, el poder debe ser especial, o, lo que es 
lo mismo, que debe indicar el proceso para el cual la repre- 
sentación es conferida; de donde resulta que es inoperante, 
como mandato ad litem, el poder conferido en términos gene- 
rales para administrar los negocios del poderdante, o aun pa- 
ra representarlo en justicia, sin indicar un determinado liti- 
gio. 

No obstante lo indicado, como una deducción lógica de 
las previsiones tanto de los arts. 17 y 18 de la aludida L. 91, 
como de la L. 302 de 1964 sobre Honorarios de Abogado, en 
su art. 6, no puede obligarse al abogado a exibir su mandato 
ni éste ha de ser expreso y especial, salvo cuando se requiera 
determinar si tiene facultad para realizar los actos denegables 
por el cliente. 


Extensión del mandato. Para determinarla es preciso 
distinguir entre las actuaciones ordinarias O normales, y las 
que pueden llamarse actuaciones extraordinarias O anormales 
del proceso. 


Entre las primeras se encuentran naturalmente las dili- 
gencias que tienden a la estricta ejecución del mandato: in- 
coar la demanda, dar y recibir comunicación de documentos, 
concluír a la admisión o al rechazamiento de medios de prue- 
ba, pleitear y concluír en cuanto al fondo, notificar pura y 
simplemente las sentencias favorables a las pretensiones del 
mandante. Todas estas actuaciones entran evidentemente 
dentro de los términos de un mandato ad litem otorgado, 
como generalmente ocurre, para representar al mandante en 
todo lo relativo a un determinado proceso ante un tribunal 
determinado. Son, por consiguiente, oponibles al mandante. 
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En la segunda categoría de actuaciones se comprenden 
aquellas que implican ofrecimientos, consentimientos y con- 
fesiones, de los cuales podrían derivarse aquiescencia o tran- 
sacción en merma de los derechos del mandante, como por 
ej.: renunciar parcial o totalmente a la demanda, desistir de 
la acción, aceptar en cualquier forma las pretensiones del ad- 
versario. Se ha pretendido, sin fundamento serio, que estas 
actuaciones serían plenamente oponibles al mandante, quien, 
al otorgar el mandato, pudo haberse explicado claramente 
acerca de la extensión de las facultades conferidas a su apo- 
derado, a fin de impedir toda extralimitación de parte de 
éste; no habiéndolo hecho así, el mandante debería respon- 
der de los abusos o excesos cometidos por su mandatario en 
la ejecución de un mandato insuficientemente precisado en 
cuanto a su extensión. También se ha sostenido que el man- 
dante no podría hacer caer esos actos sino recurriendo al 
procedimiento de la denegación, regulado por los arts. 352 y 
s.; pero esto es igualmente insostenible, porque el procedi- 
miento de la denegación es aplicable solamente a los actos de 
los abogados y alguaciles, auxiliares de la justicia, y no a los 
actos de los mandatarios que no tienen esa calidad. Debe ad- 
mitirse, por el contrario, que este mandato está sujeto, en 
cuanto a su extensión, a las reglas del derecho común en cuya 
virtud basta al mandante desconocer o dar por no hechas las 
actuaciones del mandatario que salgan de los límites del man- 
dato conferido, sin necesidad de recurrir al procedimiento de 
la denegación. 

Conclusión del mandato. El mandato ad litem cesa por 
las causas que ponen fin a todo mandato (art. 2003 y s. del 
C. Civil): terminación de la instancia o del proceso; revoca- 
ción del mandato o renuncia del mandatario; muerte, inter- 
dicción o quiebra del mandante o del mandatario. 


SECCION III 


EL MANDATO AD LITEM NECESARIO 


En qué consiste. Como se ha explicado (supra, libro Il, 
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Monopolio), en todos los asuntos civiles, comerciales y pena- 
les, excepto en materia criminal, habeas corpus y laboral, se 
exige que las partes se hagan representar por abogado. Este 
mandato ad litem resulta de un convenio entre el litigante y 
el abogado que tiene que ser conferido obligatoriamente por 
las partes, Las partes no pueden ni postular ni defenderse 
por sí mismas, sino representadas por un abogado. Esto ha 
sido siempre así para la postulación, o sea para los actos pro- 
cesales que «anteceden a la audiencia. como las peticiones y 
ofertas de comunicación de documentos, etc. Pero también 
o es después de la antigua L, 1015 de 1935 y de acuerdo a 
as regulaciones a partir de 1978, para la defensa en audien- 
cia que dejó de ser oral, y consiste en la lectura de un acto de 
conclusiones. De esto resulta que la disposición del art. 85 
que permite a las partes, acompañadas de sus abogados, de- 
enderse por sí mismas, y que supone por eso mismo la nece- 
sidad o por lo menos la posibilidad de un debate oral ha sido 
implícitamente abrogada a partir de la L, 1015. Actualmente 
pues, el mandato del abogado abarca también necesariamen- 
e la lectura de las conclusiones. Como se ha expresado, el 
art. 77 del C. de Pr. Civil, modificado por la Ley 845 de 
978, suprimió el procedimiento ordinario. Las partes se li- 
mitarán a exponer sus conclusiones motivadas y el Juez con- 
cederá plazos para escritos de réplica y contrarréplica. 

Este sistema se justifica, esencialmente, por la circuns- 
tancia de que, la mayor parte de los asuntos judiciales debido 
a la delicadeza y la complejidad de las cuestiones a resolver. 
el procedimiento es necesariamente complicado y tiene un 
pronunciado carácter técnico, accesible únicamente a los 
profesionales del derecho, por consiguiente fuera del alcance 
de las habilidades y conocimientos que usualmente poseen 
los litigantes. La ley, al extender la obligatoriedad del minis- 
terio de abogado, ha introducido en el proceso, ciertamente, 
un rodaje que, a primera vista, es una complicación más, que 
se une a las que resultan de la forma de los actos y de los 
plazos que deben ser observados en el procedimiento. Pero 
esta exigencia se justifica plenamente, dentro de la necesidad 
ineludible de un formalismo procesal en toda legislación. El 
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ministerio forzoso del abogado hace desaparecer las desigual- 
dades en que una de las partes pudiera encontrarse frente a la 
otra por causa de que una de ellas posea conocimientos ju- 
-rídicos o habilidad en la manipulación de los trámites del pro- 
“ceso, o los recursos económicos que le permitan utilizar un 
profesional como consejero o como mandatario ad litem or- 
dinario, de que careciera la otra. El abogado cumple en esto 
dos misiones principales, relacionadas con el carácter de ser- 
vicio público inherente a su profesión. Como auxiliar de las 
partes e intermediario entre ellas el abogado tiene que evitar 
que el litigante adverso, a favor de una mejor preparación, 
técnica o económica, sorprenda o perjudique en cualquier 
forma a su cliente. Como auxiliar del juez, tiene el deber de 
presentar y sostener las pretensiones de su cliente de la mane- 
ra más verídica, sincera y ajustada a derecho, sin recurrir a 
subterfugios, habilidades, rodeos o artificios reñidos con la 
moral y la seriedad profesional (v. art. 78-b de la L. de O. 
).), Sin el ministerio del abogado, en el doble aspecto indica- 
do el juez quedaría “en contacto directo con la impericia ju- 
ridica y con la mala fe de las partes litigantes”. 09) 

Forma. A diferencia del otorgado a un particular el man- 
to ad litem conferido al abogado puede ser expreso o im- 
plícito, oral o escrito. Generalmente es implícito y resulta de 
¡entrega de los documentos. 

Naturaleza. La representación judicial del cliente que el 
bogado asume es un mandato asalariado, que no está sujeto, 
embargo, a todas las reglas del derecho común a causa de 
ue la profesión del abogado es asimilable a una verdadera 
| inción pública, ya que es un auxiliar de la justicia, al mismo 


a 

(19) Calamandrei, Demasiados abogados, trad. de J. R. Xiriau, p. 5, quien agre- 
ga, p. 7, que “el abogado constituye una especie de sonda lanzada por la or- 
ganización judicial hacia la litigiosidad para comprobar la seriedad y funda- 
mentación de los pleitos en preparación, y para evitar que lleguen al tribu- 
nal los que están evidentemente promovidos por un deshonesto espíritu de 
temeridad; y puesto que del consejo del abogado depende casi siempre el 
que un conflicto de intereses privados se resuelva en una transacción o se 
envenene en un pleito, el abogado que sienta la importancia social de su 
misión podrá ser verdaderamente como un centinela avanzado de los tri- 
bunales contra los asaltos de los litigantes de mala fe”. 
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tiempo que cumple los deberes, de carácter privado, que le 
incumben como mandatario. : 

4 Por otra parte, el mandato del abogado es un acto que 
obligatoriamente debe otorgar el litigante, en los asuntos y 
ante los tribunales indicados, a título de requisito indispen- 
sable para litigar como demandante o como demandado. 

Extensión. Dentro del mandato del abogado quedan in- 

cluídos todos los actos del procedimiento que tienden nor- 
malmente al desarrollo de la situación procesal, sea desde el 
punto de vista del demandante, sea desde el punto de vista 
del demandado: requerir la notificación de la demanda, dar y 
solicitar comunicación de documentos, notificar defensas y 
réplicas, concluír en audiencia, solicitar medidas de instruc- 
ción y concurrir a ellas, formar oposición a una sentencia en 
defecto por falta de concluír, etc. 
i Estos actos son oponibles al cliente, aun cuando lo per- 
judiquen, puesto que forzosamente caen dentro del círculo 
de las actuaciones necesarias para la postulación y la defensa 
de la causa, materias constitutivas del mandato ad litem del 
abogado. 

El cliente no puede, pues, ni declarar que desconoce 
esos actos, ni incoar el procedimiento de la denegación para 
hacerlos caer. Esto se explica porque, dadas las condiciones 
de competencia profesional y de moralidad exigidas para el 
ejercicio de la abogacía, el abogado se halla, frente al li- 
tigante a quien representa, en una situación de relativa in- 
dependencia, que le permite y le exige actuar con mayores 
miramientos hacia las reglas de su profesión que hacia las con- 
veniencias, a veces poco legítimas, de su cliente. La parte con- 
traria, por su lado, al concurrir al proceso en esas condicio- 
nes, tiene derecho a contar con la estabilidad de los actos 
emanados del abogado de la parte contraria, y a no verse 
expuesta a las consecuencias de un desconocimiento o de una 
denegación que de esos actos pudiera intentar el otro liti- 
gante. El cliente puede solamente ejercer contra su abogado 
una acción para resarcirse de los perjuicios que éste pueda 
haberle causado con la ejecución inconveniente del mandato 
conforme al derecho común. i 


-46- 


LIBRO VI—EL PROCESO 


Fuera de los indicados, hay dos clases de actos para los 
que el abogado necesita poder especial: en la primera el poder 
es requerido a pena de denegación; en la segunda es requerido 
4 pena de nulidad. 

Actos denegables. Son, de acuerdo con el art. 352, las 
ofertas, las manifestaciones, los consentimientos. Estos ac- 
tos, implicativos de abandono de un derecho, pueden tener 
graves consecuencias sobre los intereses de la parte. De ahí el 
régimen especial a que se hallan sometidos: la parte puede, 


con su silencio, reconocerles plena eficacia, dándolos por in- 


cluídos en el mandato de su abogado; pero puede por el con- 
trario hacerlos caer demostrando que no otorgó un poder 
especial para consentirlos. Ejemplos: el ofrecimiento de la 
prueba testimonial, que expone al que lo hace a las conse- 
cuencias de los resultados de una contrainformación: la re- 
nuncia al derecho de oponer una nulidad o una Caducidad: 
el deferir al adversario el juramento decisorio; el concluír al 
fondo, renunciando así a una excepción que el cliente había 
recomendado proponer; la aquiescencia expresa O implícita a 
un fallo desfavorable en todo o en parte a las pretensiones del 


cliente, implicativa de renunciación al ejercicio de los corres- 
pondientes recursos contra el fallo. 


Se admite generalmente que la parte debe también 
recurrir al procedimiento de la denegación cuando pretenda 
que el abogado asumió su representación sin haber recibido 
mandato al efecto; esto es necesario no solamente para hacer 
caer los efectos de esa representación irregular frente a la 
parte contraria, sino también cuando se conteste la existencia 
del mandato para eludir los efectos que pueden derivarse del 
mismo, como por ejemplo la obligación de pagar al abogado 
el importe de las costas que pretenda cobrar. 


La enumeración dada por el art. 352 es limitativa. 

La parte frente a quien el abogado hace uno de los actos 
previstos por el art. 352 tiene derecho de exigir la justifica- 
ción del poder que al efecto le haya otorgado su cliente, pues- 
lo que ella tiene evidente interés en prevenir un posible pro- 
cedimiento de denegación. 



























































Inadmisibilidad. La denegación es inadmisible, aunque el 
abogado haya actuado sin procuración especial: 10., cuando 
el acto no ha causado ningún perjuicio al cliente, pues en este 
caso no existe interés en denegarlo; 2o., cuando el cliente ha 
ratificado el acto consentido sin mandato. 

Prueba. Según algunos autores, en esta materia serían 
aplicables las reglas ordinarias del mandato. Al abogado o al 
alguacil incumbe probar que recibió mandato para uno de los 
actos mencionados en el art, 352. 


En otra opinión se sostiene que la prueba está a cargo 
del cliente que pretende que el acto ha sido hecho sin autori- 
zación, Hay, en efecto, una diferencia importante entre el 
mandato ad litem y el mandato conferido para un asunto 
ordinario o mandato ad negotium, que resulta de la compara- 
ción de los arts. 352 del C. de Pr. Civil y 1998 del C. Civil. En 
el mandato ordinario es al tercero que opone a otro un acto 
consentido en su nombre a quien corresponde probar la exis- 
tencia del mandato. El tercero es un actor, y él debe, confor- 
me a los principios generales, probar el mandato de que es- 
taba provisto el que contrató con él en nombre de la otra 
parte. De esto resulta que, en caso de contestación, el manda- 
to ordinario es presumido inexistente, y también lo es el acto 
consentido por el mandatario, hasta que se pruebe la exis- 
tencia del mandato. Pero la solución tiene que ser diferente 
para el mandato ad litem del abogado. El carácter de sus fun- 
ciones, las garantías con que se halla rodeado su ejercicio, y el 
interés de las otras partes en causa, hacen que la ley presuma 
que el abogado tiene el poder necesario para los actos enume- 
rados en el art. 352; esta presunción puede caer, cuando sea 
contraria a la verdad, no con un simple desconocimiento del 
acto del abogado, sino sólo mediante el procedimiento de la 
denegación. 


Actos de alguacil. La denegación es también aplicable a 
las actuaciones del alguacil, mandatario de la parte para la 
preparación de diversos actos del procedimiento. Esto resulta 
de la rúbrica del título que incluye los arts. 352 y s., y 
también lo da a entender el art. 358, que supone una denega- 
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ción dirigida contra un acto que no forma parte de un proce- 
E Actos anulables. Para otorgar los actos de esta segunda 
categoría, de carácter más grave que los de la categoría más 
anterior (actos denegables), no solamente no se presume la 
existencia del mandato ad litem del abogado, sino que la 
ley exige expresamente, bajo pena de nulidad, que el aboga- 
do se halle provisto de un poder especial, a veces de un poder 
auténtico. Ejemplos: la inscripción en falsedad (Art. 218); 
la recusación de un juez (Art. 364); la recusación de un pe- 
rito (Art. 309); el desistimiento de instancia (Art. 402; 
Casación, agosto 1951, B. J. 565, p. 1803); la demanda en 
responsabilidad civil contra un juez (Art. 51 1); la puja ulte- 
rior consecutiva a la enajenación voluntaria (Art. 2185 del 
E Civil). : j 
Cuando el abogado ha hecho uno de estos actos sin 
haber recibido poder especial, el cliente puede darlos por no 
otorgados, sin necesidad de recurrir al procedimiento de la 
denegación. En lo que le concierne, la parte contraria puede 
= arguirlos de nulidad. 
Cómo termina. El mandato del abogado concluye gpor 
las siguientes causas: lo. Por la revocación de sus poderes O 
por la renuncia de su mandato. (20) Sin embargo, para que 
estas causas de extinción produzcan efectos frente ala parte 
contraria, el Art. 75 exige que se acompañe la primera y siga 
la segunda de la constitución de otro abogado. 2o. Por la ter- 
| minación de la instancia y del proceso. Pero el Art. 1038 
prolonga el mandato durante seis meses a partir de la sen- 
tencia definitiva, en lo que concierne a la ejecución de ésta. 
30. Por el fallecimiento del abogado. 4o. Por la pérdida tem- 


m 

(20) V. en relación con la revocabilidad del mandato del abogado, Caseción, 10 
de noviembre, 1965, B. J. 660, p. 833. s 
El Art. 7 de la L. 302 de 1964 sobre Honorarios de los Abogados p: uhe 
dar mandato o encargo a otro abogado, sin antes satisfacer el pago ns 
costas judiciales que pudieren corresponder al abogado. En tal virtu: pa 
constitución de nuevo abogado, en el estado actual de nuestra e pa 
deberá estar precedida en caso de revocación, de la DELTA Hr 
costos a los que tuviere derecho el abogado cuyos poderes hu! eniT e 
revocados. Se exceptúan naturalmente, los casos de muerte del aboga 
imposibilidad del ejercicio de la profesión. 
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poral del ejercicio de la profesión pronunciada como pena 
disciplinaria de acuerdo con el Art. 142 de la L. de O. J. So. 
Por la aceptación por el abogado de una función judicial, a 


pag ri la incompatibilidad establecida por el Art. 6 de la L. 
eOr 


En las tres últimas causas la extinción del mandato del 


abogado son al mismo tiempo causas de la interrupción de la 
instancia (Art, 342 y s.). 


SECCION IV 
EL MANDATO AD LITEM OCASIONAL 


Generalidades. Antes de la puesta en vigencia de la ley 
91 de 1983, que establece la regla de la obligatoriedad del 
ministerio de abogado en todos los tribunales, con ciertas 
excepciones, se hacía necesario aclarar algunos aspectos 
acerca de este mandato ocasional en los asuntos comerciales, 
de referimiento, ante el Tribunal de Tierras, en materia de 
confiscaciones y ante: los jueces de paz en los cuales no era 
obligatorio dicho ministerio. Después de las modificaciones” 
referidas, no se plantea esa necesaria aclaración, al no admi- 
tirse el representante no abogado. 

Lógicamente, el abogado que postule en materia crimi- 
nal y de habeas corpus no necesita exhibir su mandato. 


TITULO IV 
EL LITIGIO 


Como elemento del proceso. El proceso, según se ha 
apuntado, es el medio o instrumento jurídico que las partes a 
quienes divide un diferendo de intereses deben emplear para 
obtener del juez que dicte sentencia dirimitoria: el litigio es 
pues, el elemento objetivo del proceso, como las partes són 
su elemento subjetivo, 

En todo litigio es preciso distinguir el objeto y la causa, 
que son también dos de los elementos constitutivos de la 
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demanda en justicia (supra, libro IV, Tit. H). La distinción es 
hecha en el art. 1351 del C. Civil, al establecer que la autori- 
dad de la cosa juzgada inherente a una decisión judicial tiene 
lugar solamente: cuando la cosa demandada (objeto de la de- 
manda) y la causa de la demanda sean las mismas en el nuevo 
proceso que en el decidido por la sentencia cuya autoridad se 
invoca, y cuando, además, la nueva demanda intervenga entrè 
las mismas partes activas y pasivamente, actuando con las 
mismas cualidades. x 

‘Objeto. Es el contenido de la pretensión del demandan- 
te, o sea la finalidad que persigue obtener con el ejercicio de 
la acción, la cual puede ser (supra, libro IV, Tit. I), la protec- 
ción, la creación, la modificación o la extinción de una situa- 
ción jurídica. Así: el objeto de la acción posesoria es prote- 
ger la situación jurídica de poseedor; el de la acción en divor- 
cio es extinguir la situación jurídica de personas casadas y 
crear al mismo tiempo la de personas aptas para contraer otro 
matrimonio; el de la acción del interdicto en levantamiento 
de la interdicción es recuperar la capacidad, esto es extinguir 
su situación jurídica de interdicto; el de la acción en petición 
de herencia es hacer declarar que el demandante tiene la situa- 
ción jurídica de heredero, y que por consiguiente es propieta- 
rio de los bienes hereditarios. 

Causa. La causa del litigio es el fundamento jurídico en 
que se apoya la pretensión del demandante: contrato, cuasi- 
contrato, delito, cuasidelito, ley. El que pretende que se le 
reconozca acreedor puede apoyar su demanda, según los 
casos, en una cualquiera de estas causas. El que reivindica un 
inmueble puede fundar su pretensión en un acto traslativo de 
propiedad, como una venta o un legado, o en la usucapión, O 
sea en la ley. 


TITULO V 
INMUTABILIDAD DEL PROCESO 


Principio general. El proceso debe permanecer inaltera- 
ble, idéntico a como fue en su comienzo, tanto con respecto 
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a las partes en causa como al objeto y a la causa del litigio, 
hasta que se pronuncie la sentencia que le pone término. 4D 

a Excepcionalmente el proceso puede variar de exten- 
sión desde ambos puntos de vista, el de las partes y el del li- 
tigio, a consecuencia de ciertos incidentes. 

Por otro lado, en el proceso de saneamiento inmobi- 
liario, que se desenvuelve ante el T. de T., hay que tener pre- 
sente: 10., que el concepto de parte no es el mismo que en 
los demás procesos, puesto que se trata de un procedimiento 
in rem, dirigido innominadamente contra todo interesado, 
siendo parte todo aquél que tenga derecho o interés en los te- 
rrenos sometidos al saneamiento, aunque su nombre no figu- 
re en las citaciones lanzadas por el tribunal para que los inte- 
resados presenten sus reclamaciones, sino meramente desig- 
nado con la mención “a todos a quienes pueda interesar” 
(art. 64 de la L. de R. de T.); 20., que el objeto de este pro- 
ceso no tiene una determinación precisa, sino que está cons- 
tituído por el conjunto de los derechos o intereses registra- 
bles, a todos los cuales debe necesariamente referirse la sen- 
tencia final del T. de T. (art. 86 de la L. de R. de T.). 

/ En cuanto a las partes. Normalmente, ninguna de las 
partes del proceso puede ser sustituída por otra persona, ni 
cambiar la calidad con que figuró en el comienzo de la litis. 
El demandante puede, naturalmente, enajenar en favor de un 
tercero el derecho o el interés deducido en juicio; pero en es- 
te caso el cesionario es un mero continuador, a título particu- 
lar, del demandante,, Por otro lado, cuando muere una de las 
partes, sus herederos continúan el proceso en que figuraba su 
autor, sin necesidad de que sea incoada nueva demanda: los 
herederos, en efecto, representan procesalmente a su autor, 
activa y pasivamente, puesto que son sus continuadores ju- 
rídicos. * 

El único efecto del fallecimiento de la parte, de acuerdo 
con lo que disponen los arts. 342 y s., es el de interrumpir la 
instancia, cuando el asunto no se halla todavía en estado, o 
sea antes de la lectura de las conclusiones en audiencia o de la 


(21) Jean Vincent, Procedure Civile, pág. 519 y s. 
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expiración de los plazos dados para depositar escritos de am- 
pliación, réplicas y contrarréplicas. 

Por derogación a este principio, la ley admite la presen- 
cia de nuevas partes en el proceso, en dos casos (art. 339 y 
s); cuando hay intervención voluntaria de un tercero, y cuan- 
do hay demanda en intervención forzosa formada contra un 
tercero. 

*Respecto al objeto y la causa. Según se ha expuesto (su- 
pra, libro IV, Tit. II), el demandante puede juntar, en una 
misma demanda, varias pretensiones, aunque no tengan nin- 
guna relación con otras. Pero él no puede, en principio, some- 
ter al juez otras pretensiones que las contenidas en la deman- 
da; por su parte, el demandado tiene que limitarse a.combatir 
la demanda, bien sea en la forma, proponiendo una excep- 
ción o un medio de inadmisibilidad, bien en cuanto al fondo, 
pidiendo su rechazamiento.) Ambas partes tienen que limitar- 
se, pues, a controvertir en torno al objeto y la causa del liti- 
gio, con la extensión que el demandante les dió en la deman- 
da.(En lo que le concierne, el juez tampoco puede alterar, am- 
pliándolos o restringiéndolos, el objeto y la causa del proceso 
enunciados en la demanda/ 

“Por excepción a esta regla, el objeto y la causa del pro- 
ceso pueden variar por efecto de la admisión, en ciertas con- 
diciones, de demandas adicionales, reconvencionales y pro- 
visionales, y de demandas nuevas. 

+ Adicionales, reconvencionales, provisionales. Las deman- 
das adicionales y reconvencionales (supra, libro IV, Tit. ID), 
tienen como resultado modificar o ampliar el objeto y la cau- 
sa del proceso, según se hallan determinados en la demanda 
principal. 

También los modifican o amplían las demandas provi- 
sionales (infra, tít. XII), que puede intentar una de las par- 
tes contra la otra a fin de evitar un perjuicio que podría de- 
rivarse del proceso. > 


Demandas nuevas. Hay demanda nueva cuando en el 
curso del proceso el demandante formula una pretensión 
que difiere de la contenida en la demanda introductiva de 
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instancia por su objeto o por su causa. Esto ocurre, por ejem- 
plo, cuando el demandante, después de haber concluído en la 
citación a que se le reconozca un usufructo, pide en sus con- 
clusiones de audiencia que se le reconozca el derecho de pro- 
piedad: aquí hay cambio en el objeto de la demanda. Tam- 
bién hay demanda nueva cuando el demandante, después de 
haber motivado su demanda en cobro de indemnización en 
la falta personal del demandado, de acuerdo con el art. 1382 
del C. Civil, pretende en audiencia que se acojan sus preten- 
siones fundándose en que, de acuerdo con el art. 1384, el 
demandado es responsable del hecho de otro: en este caso 
hay cambio en la causa de la demanda. 

s La ley no enuncia de un modo general y expreso la pro- 
hibición de las demandas nuevas, Para la instancia de apela- 
ción el principio se induce por argumento a contrario del 
art. 464, que permite las del demandado cuando sirvan de 
medio de defensa a la demanda principal, y las de ambas par- 
tes cuando tengan por objeto reclamar accesorios vencidos o 
daños y perjuicios experimentados después de la sentencia del 
primer juez.¡La prohibición general de las demandas nuevas 
parece resultar, sin embargo, de la obligación impuesta al 
demandante por el art. 61 de indicar el objeto de la demanda: 
es este objeto lo que va a ser materia de controversia entre 
las partes, y tema de la decisión del juez. ; 

En cambio, el demandante puede, sin cambiar el objeto 
o la causa de la demanda, sostener sus pretensiones fundán- 
dose en medios nuevos, o sea, no invocados en la demanda. 
El art. 61 exige también que en la citación se indiquen su- 
mariamente los medios en que se funda la demanda; pero esta 
disposición no tiene, según se admite generalmente, el mismo 
alcance que la que exige indicar el objeto de la demanda. Al 
consignar el objeto de su demanda, el demandante queda 
ligado por su propia enunciación, y, si lo sustituye por otro, 
intenta una demanda nueva; en cambio, aun permaneciendo 
dentro de esa enunciación, el demandante puede justificarlo 
con otros medios no invocados en la demanda. También pue- 
de, naturalmente, desenvolver esos medios en trámites pro- 
cesales ulteriores. Con mayor razón puede justificar sus pre- 
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tensiones con argumentos nuevos. 

La prohibición de intentar demandas nuevas se aplica 
también al demandado, por idénticas razones. La parte de- 
mandada puede proponer todos los medios conducentes a 
hacer rechazar la demanda por improcedente o infundada, 
esto es contradecir directa o indirectamente las pretensiones 
del demandante, dentro de los términos fijados en la demanda; 
pero si quiere plantear una cuestión completamente ajena al 
objeto y la causa de la demanda, ella tiene que, o intentar una 
acción por separado, o incoar una demañda reconvencional, 
sujetándose a las correspondientes reglas de forma. 

La regla no se opone a que las partes, en el curso del 
proceso, modifiquen sus primeras conclusiones, siempre que 
no alteren fundamentalmente sus demandas y se limiten a de- 
senvolverlas o a pedir meros accesorios no solicitados ante- 
riormente. - 

La prohibición de las demandas nuevas no es una regla 
de orden público, sino de interés privado. Tiende a evitar que 
una de las partes sorprenda a la otra obteniendo una decisión 
sobre cuestiones ajenas al objeto y la causa del proceso. Las 
partes pueden, por lo tanto, poniéndose de acuerdo expresa o 
implícitamente, renunciar a su derecho de proponer la inad- 
misión de las demandas nuevas, y, concluyendo también so- 
bre éstas, permitir que el juez decida respecto de unas y otras. 


TITULO VI 
APODERAMIENTO DEL TRIBUNAL 2? 


CAPITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 


Iniciación del proceso. Las reglas formales que rigen el 


(22) En las primeras ediciones de esta obra el título VI trataba del preliminar 
de conciliación previsto en los antiguos Arts. 48 y sigs. El Título 1 del Li- 
bro II del Código de Pr, Civil fue derogado por la L. 5119 de 1959 que su- 
primió el preliminar de conciliación y lo sustituyó por el actual Título I 
De las medidas conservatorias previas ala demanda que serán tratadas en el 
libro IX de esta obra. 
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proceso, en general, y cada una de las instancias o etapas en 
que pueda dividirse, tienen como finalidad asegurar, especial- 
mente al demandado, los derechos de la libre defensa. El 
apoderamiento del tribunal es el acto procesal con que se 
inicia cada una de las instancias ordinarias del proceso, o la 
instancia única en los casos en que el segundo grado de juris- 
dicción es suprimido, A partir del conocimiento que de ese 
acto se da al demandado, éste contrae la obligación de com- 
parecer en juicio, al mismo tiempo que se encuentra en con- 
diciones de defenderse, 

Diversos modos. 2% El juzgado de p. i., elj. de paz y la 
c. de apelación son generalmente apoderados por una cita- 
ción, acto preparado por alguacil, mediante el cual el deman- 
dante expone el contenido y los fundamentos de la deman- 
da y cita al demandado para que comparezca ante el tribunal. 
Demanda y citación van reunidas en el mismo acto procesal. 
Este modo de apoderamiento constituye nuestro derecho co- 
mún, y es por consiguiente el que debe emplearse a falta de 
disposición legal en contrario. 20 

En el procedimiento del recurso de casación, el apodera- 
miento de la S. C. de Justicia resulta, según lo disponen los 
arts. 5 y s. de la L. 3726 de 1953, de un memorial conten- 
tivo del recurso, o sea de la demanda, el que es seguido de 
una autorización dada por el Presidente a fin de que el de- 
mandante cite a la parte recurrida, por ministerio de algua- 
cil, para comparecer en juicio. En este procedimiento la de- 
manda es un acto procesal que procede a la citación. Deman- 
da y citación constituyen, pues, actos procesales sucesivos. 

En los procesos relativos a la separación de bienes y a la 
responsabilidad civil contra los jueces, la instancia se inicia, 
según lo disponen respectivamente los arts. 865 y 510, me- 
diante una citación notificada al demandado, previa autoriza- 
ción del tribunal que va a conocer de la demanda. Aquí de- 
manda y citación constan en el mismo acto; pero las debe 


(23) Glasson y Tissier, Traité, H, 475; Jean Vincent, ob. cit. pág. 573 y sig. 


(24) El Nuevo Código de Procedimiento Civil Francés creó otro modo de apo- 
deramiento previsto en el Art, 750, que es el llamado requerimiento o apo- 
deramiento conjunto, dirigido al secretario del tribunal. 
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preceder una formalidad previa, la autorización, 

La demanda es a veces presentada al tribunal, y luego 
éste requiere la citación del demandado para que comparezca 
en juicio. Esto ocurría en los casos de ciertos diferendos 
entre esposos, previstos por los antiguos Arts. 213, 215 y 
216 del C. Civil; 25 la presentación de la demanda por el de- 
mandante precede a la citación diligenciada a requerimiento 
del Tribunal. 

Ante el Tribunal de Confiscaciones, de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 19 de la L. 5924 de 1964, el apodera- 
miento de este tribunal resulta de una instancia que se depo- 
sita en secretaría, “copia de la cual deberá ser notificada a la 
parte contra quien se persigue la acción, dentro de los cinco 
días siguientes al del depósito”. En este procedimiento, no 
existe propiamente hablando, una citación. puesto que la ley 
únicamente habla de una notificación de la instancia, a la par- 
te contraria la que, “dentro de los 30 días del depósito de la 
instancia”, “depositará en la misma Secretaría del Tribunal 
su contestación”, “y la notificará a la parte adversa o a su 
abogado”. La misma disposición legal prevé más adelante, 
que “a petición de la parte más diligente, el Tribunal fijará 
una audiencia para conocer del caso”. Lógicamente, y aunque 
la ley no lo establezca, la parte que persiga dicha audiencia, 
deberá notificar a la otra parte o a su abogado la fecha de 
dicha audiencia, a fin de discutir el asunto. 

El apoderamiento del tribunal resulta, en el proceso de 
saneamiento inmobiliario, de un acto del Estado, el requeri- 


«miento fiscal de saneamiento dirigido al Tribunal de Tierras 


por el Abogado del Estado, conforme a lo que dispone el 





(25) La L. 855 de 1978 modifica los Arts. 213 y sig. del Código Civil creando 
disposiciones que rigen las relaciones de los cónyuges entre sí. El Art, 214 
actual, provee un procedimiento especial para el caso de incumplimiento de 
parte de uno de los esposos de sus deberes en la contribución a los gastos 
del hogar común, permitiéndole obtener del J. de Paz autorización para 
embargar retentivamente los salarios del cónyuge en falta, La misma dispo- 
sición legal indica que, antes de decidir el asunto, el juez llamará a los es- 
posos por medio de carta certificada indicando el a asunto. Como la citada 
disposición legal se refiere específicamente al caso de incumplimiento, es 
indudable que el J. de P, I es competente para conocer, de acuerdo con las 
normas del derecho común de otros diferendos entre los cónyuges. Las 
disposiciones legales citadas crean, sin lugar a dudas, una descentralización 
en cuanto a la competencia, en esta materia. 
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art. 61 de la L. de Registro de Tierras. Al recibir este reque- 
rimiento el T. de T. cita a los interesados para que intenten 
sus demandas y al mismo tiempo o después los cita para que 
comparezcan en juicio. Aquí el apoderamiento precede a la 
citación, y ésta a la demanda. (Art. 63 de la L. de R. de TY 

En materia de recusación, la demanda, tanto en primera 
instancia como la contentiva del recurso de apelación, se 
interpone mediante acto otorgado en la secretaría del tribu- 
nal. La citación es suprimida. Aquí la demanda misma es el 
acto que apodera al tribunal. 

En ciertos casos de referimiento, relativos a la fijación 
de sellos por causa de fallecimiento, formación de inventario, 
embargo ejecutivo, el juez queda apoderado en virtud de acta 
levantada por un oficial público (juez de paz, notario públi- 
co, alguacil). 

El j. de paz puede ser apoderado mediante la compare- 
cencia voluntaria de las partes. 

En materia de accidentes del trabajo, elj. de paz es apo- 
derado por el aviso del accidente. 

Plan de Exposición. En el próximo capítulo se expon- 
drá el apoderamiento del tribunal en los asuntos civiles, co- 
merciales y de referimiento. Los otros modos de apodera- 
miento del mismo, y los relativos a los procedimientos ante 
el j. de paz, el T. de Confiscaciones, la c. de apelación y la 
Suprema C. de Justicia, serán expuestos con ocasión de cada 
uno de los procedimientos que se siguen ante estos tribu- 
nales, y de los recursos para impugnar las sentencias. 


CAPITULO II 
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA 
SECCION I 
EL ACTO DE EMPLAZAMIENTO 


Principios generales. En toda materia, la citación para 
comparecer ante el j. de p. i. está sujeta, en su redacción y 
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su notificación, en primer término, a las formalidades intrín- 
secas y extrínsecas de carácter general impuestas a los actos 
de alguacil (supra, libro III, Cap. I); en segundo término, a las 
formalidades exigidas en los art. 61 y s., 425 y s., 101 y s. de 
la L. 834 de 1978. 

Diferencias. En sus detalles el emplazamiento difiere se- 
gún que se trate de asuntos civiles, comerciales o de referi- 
mientos. 


SECCION II 
MATERIA CIVIL 


Enunciaciones comunes. En todos los asuntos civiles, 
el emplazamiento debe contener, de acuerdo con el art. 61, 
las siguientes enunciaciones particulares: constitución de abo- 
gado; elección de domicilio; objeto de la demanda y medios 
en que se funda; tribunal ante el cual se intenta la demanda; 
plazo de la comparecencia. 

Constitución de abogado. El emplazamiento debe con- 
tener la designación del abogado que postulará y defenderá 
por el demandante, con indicación de su estudio, permanen- 
te o ad hoc, en la ciudad en donde tenga su asiento el tri- 
bunal que va a conocer de la demanda (art. 61-19.) Esta 
mención comprueba que el demandante confiere mandato 
ad litem al abogado que indica el emplazamiento; es a este 
abogado a quien el demandado hará notificar el acto de cons- 
titución del abogado que lo defenderá. 

La constitución de abogado es válida, aunque el desig- 
nado rehuse defender al demandante. 

El emplazamiento sería nulo si el abogado a quien cons- 
tituye ha muerto, o si ha cesado de ejercer la profesión por 
causa de suspensión disciplinaria, de aceptación de un cargo 
judicial, etc. 

En un asunto que le interesa personalmente el abogado 
puede constituirse para sí mismo. 

Elección de domicilio. El emplazamiento debe contener 
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una elección de domicilio. De lo contrario, se presume que 
esa elección ha sido hecha en el estudio del abogado consti- 
tuído (art. 61-19), En otros términos: la designación del 
abogado, que debe incluir la indicación de su estudio, impli- 
ca elección de domicilio en dicho estudio; pero, por el con- 
trario, una simple elección de domicilio en el estudio de un 
abogado no conlleva la designación de éste como abogado del 
demandante. 

Objeto y medios de la demanda. Esta indicación (art. 
61-39), sirve para indicar al demandado cuál es el objeto y 
la causa del proceso, o sea el contenido de la pretensión del 
demandante y los fundamentos o medios de hecho y de de- 
recho que sustentan esa pretensión. 

El objeto de la demanda debe ser indicado de un modo 
cierto y claro: expresará, por ej., que el demandante reclama 
tal inmueble, o una determinada suma de dinero, o una cier- 
ta cantidad de géneros, o la cesación de un determinado es- 
tado de cosas. Los medios o fundamentos deben ser indica- 
dos sumariamente, O sea. breve y concisamente, sin desen- 
volverlos: esto lo deberá hacer el demandante en una fase 
ulterior del proceso, con su depósito en el tribunal apodera- 
do. 

No es indispensable indicar los medios de derecho que la 
ley consigna expresamente, como el derecho de pedir la par- 
tición. 

Tribunal apoderado. El emplazamiento debe contener 
la indicación precisa del tribunal que conocerá de la deman- 
du. No basta citar al demandado para que comparezca ante el 
tribunal competente, porque varios tribunales pueden ser 
igualmente competentes, como ocurre por ej. en caso de plu- 
ralidad de demandados, o en materia mixta inmobiliaria. Es 
indispensable que el tribunal sea designado por su nombre y 
por la división territorial en que funciona: juzgado de prime- 
ra instancia del distrito judicial de Puerto Plata, por ejemplo. 
Es útil precisar que se trata de tal juzgado en atribuciones ci- 
viles, o si se trata de uno de los juzgados divididos en cáma- 
ras, que se emplaza para ante la cámara civil y comercial de 
ese juzgado: pero no se incurrirá en nulidad a falta de estas 
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últimas indicaciones, porque la constitución de abogado por 
el demandante en el acto de emplazamiento le indica sufi- 
cientemente al demandado que se trata de un asunto civil 40, 
También se acostumbra indicar el edificio, palacio de justi- 
cia u otro en que el tribunal celebra sus audiencias, pero: esto 
no es necesario, ya que el demandado comparecerá por mi- 
nisterio de un abogado, quien lo conoce. 

Plazo de la comparecencia. Se exige, en fin (art. 61 (49), 
que el emplazamiento indique el plazo de la comparecencia 
en juicio. Este plazo, según lo dispone el art. 72, es normal- 
mente de octava; esto es, de ocho días francos. Usualmente se 
cumple el mandato de la ley indicando que se emplaza al de- 
mandado “para que comparezca en el plazo de una octava 
franca, plazo de la ley”. Se ha sostenido que es suficiente 
indicar que se cita al demandado para que comparezca “en 
el plazo legal”; pero esto, aunque no contrario el texto de la 
ley, no es sin embargo recomendable, puesto que podría 
inducir en error al demandado acerca de la duración del pla- 
zo de que dispone para comparecer por ministerio de aboga- 
do (7 

Cuando el demandado no tiene su domicilio en el lugar 
en que se halla establecido el tribunal, conviene indicar en el 
emplazamiento que la octava de la comparecencia se au- 
'mentará en proporción de la distancia que media entre ambos 
lugares. Si el demandado tiene su domicilio en el extranjero 
es preciso indicar el plazo de la comparecencia de acuerdo 
con'lo establecido en el Art. 73. 

Inversamente, cuando el juez, en caso de celeridad, de 
acuerdo con el art. 72, ha autorizado que la citación se haga 
para comparecer a un plazo más breve que el de octava, debe 
darse copia del auto del juez, o por lo menos mencionarlo en 
el emplazamiento. (28) 





(26) Recuerdese que, no obstante lo expresado, a partir de la puesta en vigor de 
la L. No. 91 de 1983 que crea el Colegio de Abogados, el ministerio de abo- 
gados es exigido en materia comercial ante el J. de primera instancia. 


(27) Glasson, Précis, 1, 361. 


(28) El antiguo Art. 404, derogado por la L. 845 de 1978 sometía al procedi- 
miento sumario las demandas provisionales o que requerían celeridad. Des- 


























Enunciaciones especiales, En ciertos emplazamientos la 
ley exige, además de las enunciaciones anteriormente dichas, 
que son comunes a todos, ciertas menciones particulares, Es- 
to ocurre: en las demandas reales o mixtas inmobiliarias; en 
las demandas que se fundan en prueba escrita. 

Demandas reales o mixtas inmobiliarias. El art. 64 exige 
que en los emplazamientos relativos a estas materias se indi- 
vidualice el inmueble objeto del proceso indicado: si se trata 
de un inmueble rural, su naturaleza, el lugar, la sección, y el 
municipio en que se encuentra, y dos de sus linderos; si se 
trata de un inmueble urbano, además de los linderos, el nú- 
mero de la casa, si lo tuviera, el nombre de la calle, y la ciu- 
dad, villa o poblado en que se encuentra. 

Demanda fundada en prueba escrita. El art. 65 manda 
que con la copia del emplazamiento se dé al demandado co- 
pias de los documentos, o de la parte de ellos en que se funda 
la demanda. Con esto se pone al demandado en condiciones 
de preparar su defensa. 

Sanciones. Es nulo el emplazamiento en que se omiten o 
se cumplen mal las formalidades previstas en los art. 61 y 
64, o sean las cuatro formalidades comunes a todos los em- 
plazamientos, y la primera de las formalidades particulares a 
ciertos emplazamientos. 

La omisión en la copia del emplazamiento de las copias 
de los documentos en que se apoya la demanda no está san-* 
cionada con la nulidad, sino con la pérdida de las costas rela- 
tivas a esas copias. 





de luego, existe la posibilidad de citar a un plazo más breve, ya que el Art, 
72 no ha sido derogado. La celeridad no ha sido definida por la ley;es por 
consiguiente de puro hecho que los jueces del fondo aprecian soberanamen- 
te (Casación, 8 de junio, 1928, B. J. 215, p. 3). Por otra Parte, la autoriza- 
ción para citar a breve término dada por el juez presidente en virtud del 
citado art. 72 no prejuzga la cuestión de saber si el asunto requiere celeri- 
dad. El tribunal, no obstante esa autorización, puede decidir que se trata de 
un asunto que está sujeto al plazo normal de la comparecencia, 
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SECCION Ml 
OTRAS MATERIAS 


Asuntos comerciales. El art. 415 dispone que el empla: 
zamiento está sujeto a las disposiciones del art. 61. A pe 
de que el art. 414 establece que este procedimiento E A a 
sin ministerio de abogado, las disposiciones de la z ro 
1983 hace obligatorio este ministerio. En virtud asl | art. 
el emplazamiento no contiene elección de domici! io cha : 
demandante domiciliado en el lugar en que está EuR” 
tribunal, debiendo sin embargo el demandante domici a 
en otra localidad, si no eligió domicilio en el a 6. 
hacer constar en el acta de la audiencia una elección de omi 
cilio. La indicación del plazo de la comparecencia reaniere un 
ode, r Según lo dispone el art, 416 
el plazo de la comparecencia en materia comercial es de SR 
día franco por lo menos, que se debe aumentar e de T 
ción de la distancia que medie entre el domicilio de me . 
dado y el lugar en que se halla establecido el aa Sl 
forme el art. 1033 (supra, libro IIT). Si el demanda: a TLA 
domicilio en el extranjero el cer T comparecen 

e lo dispone el art. 73. 
E pas que requieren celeridad el art. 417 asper 
ne que la citación puede ser dada, con permiso e coco 
sidente, para comparecer de día a día, o aun de ora a e A 
El mismo art. 417 dispone que, en las causas roait na i 
citación podrá ser dada de día a día, o aun de hora a hora 
e o TE los casos, la citación deberá indicar ea 
mente el día de la audiencia, la que es fijada con A e 
por auto del juez presidente (art. 40 de la L. de O. J.). F 
bastaría indicar que se cita al demandado para que cod 
rezca en el término legal, o en el término de un día rar ` 
Esto es suficiente en materia civil, en que la a p 
verifica constituyendo abogado, o sea, simbólicamen! eS 
es insuficiente en materia comercial, en que la compar 
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cia es el hecho material de concurrir el demandado a la au- 
diencia, 

Referimiento. La citación para comparecer en referi- 
miento ante el j. de primera instancia en los casos en que la 
citación es el modo de apoderarlo, que es la regla general, 
está sometida, en principio, a las normas enunciadas en el art. 
61. Antes de la puesta en vigor de la L. 91 de 1983 que ins- 
tituyó el Colegio de Abogados de la República Dominicana, 
esta citación no contenía constitución de abogado ni elec- 
ción de domicilio. En la actualidad, siendo el ministerio de 
abogado obligatorio (v. supra, libro II) se requiere dicha 
mención. El plazo de la comparecencia no está fijado por la 
ley; pero debe ser suficiente para que el demandado pueda 
preparar su defensa (Casación, 25 de enero, 1928, B. J. 
186-187 p. 5. (29% El demandante obtiene previamente fija- 
ción de la audiencia, conforme el art. 40 de la L. de O. J. Si 
el asunto requiere celeridad (30) el juez puede autorizar la ci- 
tación a un plazo muy breve, aún de día a día o de hora a ho- 
ra, 

Sanciones. Lo mismo que el emplazamiento en mate- 
ria civil, la citación en materia comercial y en referimiento es 
nula cuando se omiten o se cumplen mal las formalidades 


sustanciales, o aquellas formalidades prescritas en el art. 61 
que le son aplicables. 


ES EAT 

(29) Elart. 103 de la L, 834 de 1978 consagra expresamente esta condición. 

(30) A pesar de que los arts, 101 y s. de la L. 834 han sustituído los arts, 806 
y s. del G; de Pr, Civil, serán reproducidos algunos conceptos del autor de 
la obra, vaciados originalmente en esta nota. 


La disposición del antiguo art, 807 quedó virtualmente abrogada por la L, 
962 de 1928, que derogó los arts, 154 y s, de la L, de O. J. De acuerdo con 
el sistema imperante en virtud de estas disposiciones legales, no se podía 
dictar la ordenanza general según lo indicado en el antiguo art, 807, Era 
preciso pues, en virtud del art, 40 de la L, de O. J. solicitar previamente au- 
«diencia, si el asunto no requería celeridad. En caso contrario, se obtenía el 
auto previsto en el art, 808, 

La práctica seguida por las Cámaras Civiles y Comerciales de los j. de pri- 
mera instancia es la de fijar un día en la semana para conocer de los referi- 
mientos, no siendo necesario una solicitud de audiencia previa, salvo desde 
luego los casos de extrema urgencia, Actualmente el art. 102 de la L. 834 
consagra este uso al expresar que la demanda en referimiento es llevada por 
vía de citación “a una audiencia que se celebrará a este efecto el día y hora 
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TITULO VII 


DESARROLLO DEL PROCESO EN EL ho a 
J. DE PRIMERA INSTANCIA CUNTRADICTORIAMENTE 
Y SIN INCIDENTES 


CAPITULO I 


ANTECEDENTES 
Procedimiento ordinario. Procedimiento sumario. En la 
presente edición fue eliminado en gran parte la exposición 
relativa al procedimiento ordinario, derogado por la L. 845 
de 1978. Como cuestión de interés puramente histórico, eS 
expondrá el análisis del autor de esta obra, respecto le les 
características de los procedimientos ordinario y sumario. 


El procedimiento ordinario adolecía del inconveniente e 
lento, complicado y costoso. Después de vencido el Asa: de i 
comparecencia del demandado, éste disponía de otra Sci ner 
notificar sus defensas y el demandante a su vez tenía el derecho a 
notificar una réplica dentro de la octava siguiente: er 
después de cumplidas esas formalidades cuando la parte más er ql 
podía pedir fijación de audiencia. De todo ello resultaba gener man 
que en los asuntos ordinarios la causa se ventilaba después de transe 
do no menos de un mes de la fecha de la demanda, a lo que da que 
agregar el que se requería para pedir y obtener ia e oi 
mentos, y para proponer otros medios de prueba, como la El T 
testimonial. Estos escritos preparatorios complicaban el pr o. 
Además, tales actuaciones del abogado causaban emolumentos ep 
bastante consideración que gravaban a su cliente o a la parte que 
"¿A parte, el procedimiento ordinario se caracterizaba por la 
exclusión completa de la oralidad y de la inmediación del Ca 
todos los actos que lo integraban eran preparados por escrito, antes de 


habituales de los referimientos. Pero, expresa la misma disposición ue si el 
asunto requiere celeridad el juez podrá permitir citar “a hora fija aún los 
días feriados y de descanso, sea en la audiencia, sea en su domicilio con las 


puertas abiertas”. 
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la audiencia; el debate oral fue suprimido; el juez no oía sino la lectura 
de unas conclusiones que le decían muy poco acerca del diferendo entre 
las partes, y la del dictamen del fiscal en las Causas comunicables, que 
generalmente no lo ilustraban más que esas conclusiones. El juez se 
enteraba del proceso únicamente por la lectura del expediente, formado 
por documentos frecuentemente voluminosos y sobrecargados de citas. 

Para eludir esos inconvenientes el le gislador estableció, al lado del 
procedimiento ordinario, que era el de derecho común, un procedimien- 
to sumario, de carácter excepcional. 

Para tres clases de asuntos regía el procedimiento sumario: lo., 
para los que requerían celeridad, a fin de evitar que la decisión fuera 
retardada; esto es guiándose por el criterio de celeridad; 20., para los 
muy simples, a fin de que pudieran tramitarse mediante pocas y senci- 
llas actuaciones y con pocos gastos, en lo que se seguía el criterio de 
simplicidad; 30., para los de escasa cuantía, con el objeto de evitar 
que las partes incurrieran en desembolsos superiores al monto del 
litigio, por aplicación del criterio de modicidad. 


La necesidad de un procedimiento sumario para instruír y juzgar 
los litigios simples y de escasa cuantía fue reconocida por Justiniano 
(Nov. XVII, cap. 3). La institución fue acogida por el antiguo derecho 
francés en diversas ordenanzas reales de las cuales pasó a la de 1667. 

El Art. 404 derogado expresamente por la L. 845 de 1978 enume- 
raba los casos de procedimiento sumario. Todos obedecían a uno o 
varios de los tres criterios precedentemente enumerados: celeridad, 
simplicidad, modicidad. Su lista no era limitativa; otros textos manda- 
ban observar el procedimiento sumario en ciertos Casos. 


El procedimiento sumario estaba sometido a las reglas de proce- 
dimiento ordinario no declaradas expresamente inaplicables. Eran por 
tanto comunes con el procedimiento ordinario (Art. 48 y s., 61 y s., 83 
y s., 405 del C. de Pr. Civil, 59 de la L. de O. J.): la forma del emplaza- 
miento; la forma y el plazo de la comparecencia; la necesidad, la forma 
y el plazo del acto recordatorio; la comunicación al ministerio público. 

Los Art, 405, 406,407, y s. del C. de Pr, Civil, 3 de la L. 1015 de 
1935, trazaban para el procedimiento sumario reglas particulares. 

El asunto se conocía por el tribunal después de vencidos los 
plazos de la citación, por efecto de un simple acto, sin más procedi- 
miento ni formalidades, Por consiguiente, a la constitución de abogado 
por la parte demandada podía seguir inmediatamente un acto recorda- 
torio diligenciado a requerimiento de la parte más diligente, sin previas 
notificaciones de defensas y réplicas, la rapidez mayor del procedi- 
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miento sumario se debía precisamente a la supresión de las escrituras 


ias a la audiencia. 
E Los abogados, en audiencia, podían defender la causa oralmente, 


o leer sus respectivos escritos de defensa, antes de presentar las conclu- 
siones de sus clientes.. Pero, según lo disponía el Art. 3 de la L. 1015 de 
1935, las partes se podían limitar a exponer is conclusiones cuando así 
lo convenían entre sí o cuando les era ordenado por los jueces, quienes 
podían, en estos casos, autorizar la ampliación de las defensas T las 
réplicas por medio de escritos depositados en ET mai E 
sumaria, por consiguiente, podía no haber debate oral cuando las p: a 
lo desechaban, o cuando el juez lo prohibía. En ambos casos, se susti- 
tuía el debate oral con escrituras depositadas en secretaría. 


CAPITULO II 
PROCEDIMIENTO EN MATERIA CIVIL 


Estado actual de nuestra legislación. Desaparecido el 
procedimiento ordinario y lógicamente el procedimiento 
sumario, por ser su contrapartida, las leyes 834 y 845 (espe- 
cialmente esta última), han establecido un procedimiento úni- 
co en materia civil. pal 

Este nuevo procedimiento para la materia civil, ha to- 
mado en sus rasgos generales, las características del antiguo 
procedimiento sumario. belir 

Podría afirmarse que el legislador de 1978, inspirado en 
la legislación francesa que culminó con el Nuevo Código de 
Pr, Civil tomó de ella algunos de sus avances (nulidades, ex- 
cepciones, procedimiento del defecto, referimientos, entre 
otros). Sin embargo, otros procedimientos, principios o sis- 
temas no fueron recogidos por el legislador dominicano. 

Es obvio que, en lo que respecta al procedimiento en 
materia civil, el legislador de 1978 se limitó a consagrar en 
principio, las reglamentaciones que constituían la práctica 
de nuestro antiguo procedimiento sumario. En efecto, ide 
acuerdo con el art. 78 actual, las partes en la audiencia se 
limitarán a exponer sus conclusiones motivadas”, que podrán 
ser verbales o escritas, “y el juez les concederá plazos mode- 
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rados para el depósito de réplica y contrarréplica que no de- 
berán exceder de quince días para cada una de las partes, y 
serán consecutivos.” 

Comparecencia del demandado. Como se ha visto, por 
el emplazamiento se llama al demandado para que comparez- 
ca ante el j. de primera instancia en el término de la ley o sea 
en el de ocho días francos. 


La comparecencia del demandado tiene lugar no presen- 
tándose personalmente ante el tribunal, sino,dando a conocer 
al abogado que figura en el emplazamiento, mediante acto de 
abogado (supra, libro II), el nombre del abogado que postulará 
y defenderá por él: es la forma de la comparecencia estableci- 
da para la materia civil, ante el j. de primera instancia y para 
todas las materias ante la c. de apelación (art. 75). Es una 
comparecencia simbólica, hecha mediante la denuncia del 
nombramiento de un abogado como mandatario ad litem. 

En caso de pluralidad de demandados en un mismo pro- 
ceso. varios de ellos pueden constituír colectivamente 
un solo abogado, Un abogado puede, cuando es demandado, 
constituirse por sí mismo. 


Forma. El Art. 75 dispone que la constitución “se ha- 
rá por acto notificado de abogado a abogado”. Podría pues 
el abogado elegido por el demandado redactar el acta de su 
constitución y hacerla notificar por ministerio de alguacil al 
abogado del demandante. Ella constaría así de dos partes: 
una preparada por el abogado, la constitución de abogado 
propiamente dicha: y la otra preparada por el alguacil, la 
notificación de la constitución de abogado. Entre nosotros. 
con el fin de evitar el pago de derechos fiscales sobre cada 
uno de esos.actos. predomina la práctica de acumular ambas 
diligencias: el alguacil prepara, a requerimiento del abogado 
de la parte demandada, un acto en que se denuncia la cons- 
titución de ese abogado, al abogado del demandante. 

En el acto de constitución de abogado no es preciso ob- 
servar rigurosamente los requisitos exigidos por los Art. 61 
y 68, lo que se explica en razón del conocimiento que tienen 
ambos abogados el uno del otro (v. Casación; 16 de abril de 
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1923, B. J. 153-155, p. 3; 18 de enero de 1929, B. J, 236, 
197): 
El demandado puede, naturalmente, constituir abogado 
antes del vencimiento del plazo de la comparecencia. Puede 
también constituír abogado después de vencido ese plazo, 
mientras el demandante no haya obtenido sentencia en du 
fecto por falta de comparecer. 

Cuando la citación ha sido hecha a breve término en 
virtud de permiso del juez, puede hacerse la constitución 
de abogado, conforme al art. 75, oralmente en audiencia, y 
luego notificarse en la forma antes descrita, en el plazo de un 
día. De no hacerse esto, la copia de la sentencia que da acta 
de la constitución vale constitución de abogado respecto 
del demandante. 

Comparecencia del Estado. Sin necesidad de haber ho: 
cho notificar previamente su constitución, el Estado puede 
comparecer en la misma audiencia fijada para conocer de la 
causa, constituyéndose como su abogado el representante 
del ministerio público (supra, libro UD. 

Efectos. La constitución de abogado tiene como efecto 
impedir que el asunto pueda ser fallado en defecto por 
incomparecencia del demandado. Tampoco puede haber in- 
comparecencia del demandante, puesto que él ha comparecr 
do por ministerio del abogado que constituyó en el emplaza 
miento. A partir de la comparecencia del demandado puede 
haber únicamente defecto por falta de concluír. 

Trámites anteriores a la audiencia. La ley no permite 
que una de las partes pueda sustraer al examen y la crítica 
de su adversario la prueba escrita y los medios de defensa que 
va a oponerle. Es una aplicación del principio de la contradiu 

ción del proceso. Por esa razón ambos abogados, antes de que 
puedan requerir fijación de audiencia, deben comunicarse 
esos medios de prueba y de defensa. 

Comunicación de documentos. Como se ha expuesto, 
cada una de las partes del proceso tiene derecho a conocer de 


los documentos invocados por su adversario como base de MIA 
pretensiones. La ley contiene varias aplicaciones particulares 
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de este principio: el demandante, en los asuntos civiles y co- 
merciales, está obligado, pero no a pena de nulidad, a dar con 
el emplazamiento copia de los documentos en que apoya la 
demanda (Art. 65); el demandado debía ofrecer, en los asun- 
tos ordinarios, comunicación de sus documentos en su es- 
crito de defensa (Art. 77, actualmente derogado); análoga- 
mente, en el proceso de saneamiento inmobiliario el recla- 
mante debe acompañar su reclamación con los documentos 
justificativos (Art. 66 de la Ley de Registro de Tierras). 

De un modo general, la ley estableció, en los Art. 188 
y s., un procedimiento aplicable en toda materia y ante cual- 
quier tribunal, mediante el cual las partes podían pedirse y 
debían darse comunicación de sus documentos respectivos. 

Este procedimiento daba lugar a la excepción de no co- 
municación de documentos. Esta excepción no se incluía en 
ninguna de las categorías de las excepciones examinadas an- 
teriormente: su único objeto era obligar al adversario a mos- 
trar sus medios de prueba escrita antes de la discusión de la 
causa. 

Estos principios imperan en la especial configuración de 
la comunicación de documentos establecida de acuerdo con 
las disposiciones de los Art. 49 y 59 de la L. 834 de 1978, 
salvo lo indicado más adelante. 

En primer lugar, la comunicación de documentos ha 
dejado de constituír una excepción de procedimiento. Ella 
no constituye sino uno de los elementos fundamentales para 
la lealtad de los debates, que los jueces están en el deber de 
supervigilar, para garantizar el derecho de la defensa. (31) 

Las características fundamentales de la comunicación 
de documentos, de acuerdo con las disposiciones de la L. 
834, pueden resumirse del siguiente modo: 1.- Debe ser es- 
pontánea, esto es, que toda parte que vaya a usar un docu- 
mento está en la obligación de comunicarlo (Art. 49 de la 
citada ley); 2.- Esta obligación no es exigida en grado de ape- 
lación, si ésta se ha producido en primera instancia; pero no 
obstante, ella puede ser solicitada; 3.- Si no se realiza espon- 





(31) V. Jean Vincent, Procedure Civile, 463 bis pág. 618 y s. 
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táneamente esto es, amigablemente entre los abogados o por 
su depósito en secretaría, será ordenada por el juez sin forma- 
lismo (Art. 50); 4.- El juez fija el plazo y las modalidades de 
esta comunicación, y si hay necesidad, puede fijar un as- 
treinte (art. 51); 5.- En caso de que la parte no restituya vo- 
luntariamente un documento que le ha sido comunicado ami- 
pablemente, puede ser condenada eventualmente a un astrein- 
te (art. 53); 6.- El juez está facultado para liquidar el as- 
treinte que él ha fijado (art. 54); 7.- El juez puede descartar 
del debate los documentos que no han sido comunicados en 
tiempo útil. (32) 

La parte que recibe comunicación de un documento 
puede no solamente leerlo, sino también copiarlo, incluso 
por medio de la fotografía. 

Es indudable que el demandado, como ocurría en el sis- 
tema del C. de Pr. Civil, puede solicitar a su adversario la 
comunicación de documentos en el acto de constitución de 
abogado, o en la audiencia, cuando esta comunicación no ha 
sido hecha en forma espontánez. por su adversario. Es posible 
que el demandante en el acto introductivo de su demanda, 
dé copia de los documentos, pero el demandado puede no 
estar satisfecho con las copias que se le han notificado, por- 
que ellas pueden ser inexactas O ilegibles; de ahí su derecho a 
pedir comunicación de los mismos, a fin de consultarlos (Ca- 
sación, 3 de diciembre, 1979, B. J. 829, p. 2435). 


SAA 

(82) V. la jurisprudencia citada en Dalloz, Nouveau Code de Procedure Civile, 
1983, Petit codes, art. 132 a 136, especialmente: respecto de los documen- 
tos producidos y no contestados, Civil, 2a., 29 de abril de 1975, Bull civ. 
II, p. 102; 7 de enero de 1976, ibid. II, p, 6; 12 de junio de 1976, ibid. 
II, p. 153; 20 de mayo de 1978, ibid, II, p. 105; Rev. Trim, de Derecho Ci- 
vil, 1979, 430, obs. de Perrot; 5 de julio de 1978, Bull. civ. II, p. 138; 
Civ, 1ro, 4 de febrero de 1979, ibid. I, p. 44. Respecto de las piezas deposi- 
tadas después de la clausura de los debates: Civ. 3a.:: 20 de noviembre 
de 1979, Bull civ. III, p. 163, Respecto del alegato sobre irregularidad de la 
producción; Com, 9 de octubre de 1973, Bull. Civ. IV, p. 246. Respecto 
de la regularidad de la comunicación: Civ. 20. 26 de octubre de 1978, Bull. 
civ, IL, p, 175; 26 de octubre de 1978, Bull, civ. II, p.175;17 de octubre 
de 1979, ibid, II, p. 165; sobre la comunicación tardía y la noción de 
“tiempo útil” (art, 135 Nuevo Código; 54, L. 834): Civ. 2 de febrero, 
1977; IR p. 272; Rev. Trim. Dr. Civ. 2 de febrero, 1977,820;1980, 808, 
1982, 466, Obs. Perrot, Respecto de la regularidad de la producción de pie- 
zas: 9 de octubre, 1973, Bull Civ. IV p. 246;sobre la comunicación de pie- 
zas bajo astreintes, París, 24 de octubre. 1979, Bull Avoues, 1979; Com, 
12 de marzo, 1979, Bull Civil IV p. 75. 
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Los documentos comunicados por una de las partes no 
pueden ser retirados sin el consentimiento de la otra. Ambas 
partes adquieren, como consecuencia de la comunicación, el 
derecho de invocar en su favor los documentos que respecti- 
vamente le han sido comunicados. 

Es controvertida la cuestión de saber si una de las partes 
puede exigir la comunicación de los documentos que la otra 
parte tiene en su poder, pero que no ha usado en el proceso, 
y que podrían favorecer las pretensiones de la otra. Se invo- 
ca en favor de la negativa la máxima nemo tenetur edere con- 
tra se; (337 pero no estando esta regla consagrada por la ley, 
es preciso adoptar la solución afirmativa, que tiene en su 
favor dos textos decisivos, los arts. 448 y 480-100. que au- 
torizan respectivamente la apelación y la revisión civil en los 
casos en que una parte ha triunfado en el proceso a favor de 
la retención de documentos decisivos para la solución de la 
litis. Es indispensable que el que solicita comunicación de do- 
cumentos designe de un modo preciso el documento que de- 
sea consultar; no puede pretender que se le permita un re- 
gistro de todos los papeles del adversario (v. Casación: ma- 
yo, 1960, B. J. 598, p. 995; octubre, 1971, B. J. 731, 
p. 2913) 

El art. 51 de la L. 834 establece a este respecto que el 
juez fija, si hay necesidad a pena de astreinte, el plazo, así 
como las modalidades de la comunicación. De aquí se conclu- 
ye a que, por lo menos en los casos de comunicación ordena- 
da por el juez, es a éste a quien corresponde fijar los plazos o 
sus modalidades. 

Vencido el plazo de la comunicación, cuando ésta se 
realiza en forma amigable, el abogado deberá restituír los do- 
cumentos. El art. 53 de la L. 834 establece que la parte que 
no restituye los documentos puede ser constreñida a ello (la 
nueva disposición no menciona expresamente el apremio cor- 
poral). Eventualmente puede ser condenada al pago de un 


(€ CER 


(33) Glasson y Tissier, Traité, II, 497; Eduardo J. Couture, Sobre el precepto 
nemo tenetur edere contra se, en Revista de derecho Procesal, 1943, 1, 
53 ys. i 


—22= 


LIBRO VI— EL PROCESO 


astreinte, que puede ser liquidado por el juez que lo ha pro- 
nunciado (art. 54 de la indicada ley). 

La comunicación puede ser pedida en cualquier mo» 
mento del proceso en que una-de las partes invoque un docu- 
mento en su favor, aun en grado de apelación. 

De acuerdo con los arts. 55 y 56 de la citada L. 834, 
si una de las partes hace uso de un documento en el cual 
no es parte, o de un documento que se encuentra en poder de 
un tercero, puede solicitársele al juez que ordene su entrega. 
Esta solicitud se hace sin formalidad. Si el juez considera 
fundada esta solicitud, puede dictar auto mediante el cual 
se ordena la entrega del acto, una copia certificada, o un ex- 
tracto del documento. Si hay necesidad, puede fijar un as- 
treinte. Esta decisión es ejecutoria provisionalmente sobre 
minuta. Pero, en caso de que se alegara alguna dificultad o 
impedimento legítimo el juez que ha ordenado la entrega O 
la producción del documento, puede retractarse O modificar 
su decisión. Esta decisión puede ser apelada dentro de los 15 
días de su pronunciamiento (art. 58). 

Estas disposiciones permiten al juez mediante una es- 
pecie de acción ad exibendum la comunicación de un docu- 
mento que la parte había preferido conservar en secreto; y 
ello, contrariamente al adagio que imperaba en el antiguo de- 

recho “Nemo tenetur edere contra se. (34) . 

Otras pruebas. El procedimiento para el aporte de la 
prueba escrita, que es prueba preconstituída, existente antes 
de la discusión de la causa, es inaplicable a los demás medios 
de prueba, que tienen que constituirse precisamente en el 
curso del proceso, como la prueba testimonial, la inspección 
de lugares, el peritaje, etc. La administración de estas pruebas 
debe ser propuesta antes de los debates, como por ej. la 
información testimonial (art. 73 y s. de la L. 834 de 1978): 
pero es ordenada por el juez mediante sentencia antes de 
conocer del fondo del proceso, y como medio para formar su 
convicción. 

ARI 


(34) Jean Vincent, ob, cit, pág. 602, y jurisprudencia citada en la nota: Paris, 
7 de marzo, 1982, J. C. P. 1972. 
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Fijación de la audiencia. Después de vencido el plazo del 
emplazamiento, cualquiera de las partes puede solicitar fi- 
jación de la audiencia en que se conocerá de la causa (art. 77 
mod. por la L. 845 de 1978). i 

a La solicitud de audiencia se hace en forma de instancia 
dirigida al juez presidente, y es fijada por auto de dicho juez 
presidente (art. 40 de la L. de O. J.). 

5 Acto recordatorio. El abogado que ha obtenido fija- 
ción de audiencia procede entonces a llamar para esa audien- 
cia al abogado de la parte adversa, mediante un acto recor- 
pull notificado con dos días francos de antelación por 
a ma S nulidad (art. 80 del C. Pr. Civil, único de 

El acto recordatorio es una formalida i - 
tectora del derecho de la defensa; tiene eo E 
la misma importancia que la citación entre las partes. La sen- 
Pu o sin que intervenga previo acto recordatorio 
oi ni a asació a 
A asación, 30 de agosto de 1922, B. J. 744-146, 

Celebración de la audiencia. Una vez constituído el tri- 
bunal en estrados, el juez presidente ordena al alguacil de ser- 
vicio que llame la causa a la vista, leyendo en el “rol”, o libro 
de asiento de las causas, el que se refiere a la que pe cono- 
cerse (art. 86 de la L. de O. J.). Luego ofrece la palabra su- 
cesivamente a los abogados de las partes: demandantes, de- 
mandandas, intervinientes. ; 

a Policía de la audiencia. Los art. 88 a 92 del C. de Pr 
Civil, modificados y completados por los arts. 365 y 366 
del C. de Pr. Criminal, regulan el ejercicio de la policía de la 
E a cargo del juez presidente. ` 

as personas que asisten a la audienci > 

cer en actitud respetuosa, en silencio y eo caceres am 
bierta; pero los abogados, lo mismo que los jueces, llevarán 
birrete calado (art. 11 de la L. de O. J.). Los asistentes que no 
observen compostura podrán ser expulsados después de ad- 


AR 


(35) Respecto dela falta de indicación en el 
acto recordatori 
se trata, v, Casación 6 de abril, 1984, B. J. 881. p. 886. Se 
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vertencia, y sin advertencia si la falta es grave, so pena de ser 
arrestados si no se retiran. Si la perturbación ha sido causada 
por un abogado o un oficial ministerial, éstos pueden incu- 
trir en la suspensión, o en la aplicación de las penas corres- 
pondientes, si cometen injurias o vías de hecho. 

Lectura de conclusiones. De acuerdo con el art, 78 mod. 
por la L. 845 de 1978 en la audiencia las partes se limitarán 
a exponer sus conclusiones motivadas y el juez les concede- 
rá plazos moderados para el depósito de réplica y contrarré- 
plica, que no deberán exceder de 15 días para cada una de las 
partes y serán consecutivos”. N 

Clasificación de las conclusiones. Las conclusiones pue- 
den ser agrupadas en varias clases, mirándolas pas distin- 
tos puntos de vista. (36) . 

Las conclusiones al fondo o sobre el fondo son aquellas 
que se refieren a la demanda misma, y por cuyo medio el 
demandado requiere del tribunal que admita la demanda, y el 
demandado que se la rechace. Las conclusiones son excep- 
cionales cuando su objeto es obtener una medida previa, cO- 
mo por ej. una declinatoria, O la solicitud de una fianza 
iudicatum solvi, etc. 

Son conclusiones principales las que resumen todas las 
pretensiones de las partes en cuanto al fondo de sus derechos 

respectivos. Subsidiarias son las conclusiones que contienen 
sea una restricción a las conclusiones principales, para el caso 
de que el tribunal entienda que no debe acoger éstas, sea una 
demanda tendiente a que se ordene la administración de una 
prueba en apoyo de conclusiones principales, que no se ha- 
ilan suficientemente justificadas. Además de las conclusiones 
subsidiarias, la parte puede presentar conclusiones más sub- 
vidiarias, para que sean tomadas en cuenta si no lo son las 
subsidiarias, y aun mucho más subsidiarias para el caso de que 
tampoco sean acogidas las conclusiones más subsidiarias. 

Son alternativas las conclusiones que tienen por ob- 
om 
(86) Respecto de la clasificación de las conclusiones desde el punto de vista de 


la posición de las partes en el proceso, v. Juan MI, Pellerano Gómez, Guía 
del Abogado, Tomo I, Vol. I, pág. 98 y s. 
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jeto reclamar, de dos o más Cosas, una de ellas, a opción de la 
contraparte o del tribunal. 

Son llamadas primitivas las conclusiones que la parte 
asume en apoyo de su demanda o de su defensa. Adicionales 
son las conclusiones que el demandante agrega a sus con- 
clusiones primitivas o principales. Reconvencionales son las 
que el demandado presenta para sostener una demanda re- 
convencional. 

Efectos, La lectura de las conclusiones produce varios 
efectos importantes: lo. Cuando esas conclusiones recaen 
sobre el fondo, cubren todas las excepciones (art. 2 de la L. 
834 de 1978). 2o, Las conclusiones fijan la competencia del 
tribunal apoderado. Así, por ej., si en una acción real inmo- 
biliaria el demandante evalúa el inmueble reclamado en una 
suma inferior a 1,000 pesos y el demandado se adhiere a esa 
evaluación, la sentencia será inapelable (art. 45-1a. de la L. de 
O. J. mod. por la L. 845 de 1978); a falta de la evaluación, 
por el contrario, la demanda tiene un monto indeterminado, 
y la sentencia será apelable, 30. Las conclusiones precisan el 
contenido de las pretensiones de las partes, y limitan por con- 
siguiente el poder de decisión del juez: la sentencia es nula 
si estatuye sobre cosas no pedidas (extra petita), o si otorga 
más de lo pedido (ultra petita). 4o. La presentación de con- 
clusiones pone la causa en estado de ser fallada. 

La causa queda en estado. Elart. 343 disponía, para los 
asuntos ordinarios, que el asunto estaría en estado cuando los 
debates hubieran tenido principio. Se reputaba que habían 
principiado los debates cuando se formulaban contradic- 
toriamente las conclusiones en audiencia. Este texto, (ver- 
sión inadaptada del antiguo Código francés) no concordaba 
con el mecanismo de nuestra legislación procesal en lo que 
respecta al orden en que se producían las conclusiones y la 

defensa, 4D Suponía, sin base alguna, que en la audiencia 





(37) En Uvancia, antes de la reforma de 1944, el Procurador era quien leía las 
conclusiones en audiencia, y después el abogado exponía los argumentos 
encaminados a defender cl asunto. Frecuentemente el tribunal oía esta 
defensa en una sudiencia posterior a la en que habían sido leídas las con- 
clustones, De ahi la disposición del art. 343, que, para evitar que el proceso 
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eran leídas las conclusiones antes de procederse a los gaa: 
Estos fueron suprimidos en materia ordinaria por a, A a 
de 1935, actualmente derogada. Lo contrario es consign c E 
nuestro derecho. En primer lugar, el abogado asume anu 
] tamente la postulación y la defensa, como representante n - 
vo de su cliente, para todas las fases del proceso Cart 61 , qe y 
s. del C. de Pr. Civil, 78-c de la L, de O. Judic Pin S 
pundo lugar, siendo las conclusiones un remate o corona- 
4 miento de la defensa, oral o eserita, el art, 343 P e ji- 
lerpretado con abstracción de su fórmula literal, que pe w 
fender que las conclusiones pueden anteceder i lns detensis, 
gomo significando que en el procedimiento ordinario. enigne 
1 o había debate oral. el asunto quedaba en estado se da 
fallo después que los abogados habían leído sus conclusione S. 
conforme a lo que disponía el art. 2 de la L. 1015. J 
i Fn el antiguo procedimiento ordinario la causano pen 
de permanecer en estado de recibir fallo por el tel Ky E 
ue sobrevinieran cambios en la persona del juez. e l mapu 
lez podía fallar. sin necesidad de celebrar dp su A 
€] art. único de la L. 684 de 1934. puesto que las conclu 
ames se hallaban en su poder, 
e: A contrario, se podía admitir que el asunto dejaba 
ale encontrarse en estado cuando el tribunal Aa a 
der de instrucción, por lo menos si las partes se habían 


quedara en suspenso durante el período que a ea od 
0 ito e debía considera: a 
vanzado el momento en que el asunto rde ds 
ra discutida la causa el dia en que fueron leídas las appe ren 
nes La L del 15 de julio de 1944, suprimió la lectura de las conclusion A 
du (cues debian ser depositadas en e al a aro dE 
ir de la troducida por la L. del cie: de 1871, 
TUR elpe a rio han sido fusionadas, de 
i! curador, abogado y mandatario han s, 
al acido e doble papel, esto es, el que tradicio- 
jue el abogado tiene ahora un le ” y 
SEREEN era ejercido por el procurador, El auoerao nuenian IA 
ps i nie eran atribuidas 
título, las funciones que anteriormel AmE IRN 
v las fesiones citadas, Fin la actualidad, 
Os beca lona i iw de territorialidad, El abogado 
o cs ejevida libremente, sin limite vaa a 
US aa à las partes y litigar por ellas ası como emitir TEENE SA 
$ disposiciones especiales que rigen las actuaciones de los abogados en a 
ia ahe de Ustade a Corte de Casación y para los procuradores cla 
na las Cortes de Apelación, (v, L, No 71-1130 del 31 de aleren j A 
iori Dalloz Nouveau Code de Procedure Civile, 1983). Comin ; aes 
nn tuenta vor otra parte, las reformas o aos rod 
i i Suey i le Pr, Civ y 
y ordinario previsto en el Nuevo Codigo Pr. aray 
REA i al las actuaciones de los abogados difieren fundamental 
mente de das por Jos antiguos procuradores y abogados, 









































limitado a concluir respecto de la medida de instrucción or- 
denada. La cuestión era discutida cuando las partes habían 
concluído de modo principal sobre el incidente y de modo 
subsidiario sobre el fondo; pero se consideraba que era pre- 
ferible que el juez celebrara una nueva audiencia a fin de que 
las partes pudieran modificar o rectificar sus conclusiones, 
en la medida en que podían hacerlo. 

La lectura de las conclusiones en audiencia, en el proce- 
dimiento sumario ponía evidentemente la causa en estado 
solamente cuando las partes no renunciaban al debate o no se 
les prohibía; en el caso contrario, la causa no quedaba en es- 
tado de ser fallada sino cuando transcurrían los plazos para 
el depósito en secretaría de los escritos de defensa y réplica 
puesto que hasta ese momento el juez no conocía comple- 
tamente los alegatos de las partes. 

De conformidad con el art. 78 del C. de Pr. Civil mod. 
por la L. 845 de 1978, las partes, en la audiencia, se limitarán 
a exponer sus conclusiones motivadas y el juez concederá 
plazos moderados para el depósito de réplicas y contrarré- 
plicas. Es obvio que, de conformidad con el actual régimen, 
los debates se considerarán cerrados cuando las partes hayan 
depositado sus respectivos escritos de réplica y contrarré- 
plica, o hubieran transcurrido los plazos señalados. 

Como se puede observar, en el nuevo sistema se presen- 
ta el asunto en forma muy similar al antiguo procedimiento 
sumario. 

Si sobreviene un cambio en la persona del j. de primera 
instancia, el nuevo juez puede fallar el asunto según lo dis- 
pone la L. 684 de 1934, “en cuanto esté en estado, a su jui- 
cio, de ser juzgado, sin nueva audiencia, siempre que haya 
quedado constancia escrita de las conclusiones y defensas de 
las partes, de las declaraciones de los testigos, y de cuales- 
quiera otros elementos que puedan influír en el fallo”. 

Importancia de este momento. La causa, una vez que se 
considera en estado, tiene influencia decisiva sobre el desa- 
rrollo ulterior del proceso. A partir de entonces no pueden 
surgir estos incidentes: lo. la instancia no es interrumpida 
por la cesación del mandato del abogado (art. 342 y 343); 
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J0., el demandante no puede desistir de la instancia sin el 
consentimiento del demandado (art. 403); 30. el juez no pue 
A debates. 88. Si, después de pepudót ias 
debates, son producidos documentos o hechos ro 
tribunal puede, a pedimento de parte, o aun de page; al i 
par su reapertura a fin de que el asunto sea Ta A 
discutido. (Casación, junio o B. J. 346, p: 3 
.3.671,p. 1943). 
ns poh ed que procede la o de 
debates en el caso de documentos utilizados a última ani 
por una de las partes que emanan de la parte adversa, ci 
asegurar un mínimo necesario de lealtad en los debates ( 
sación, 17 de junio de 1935, B. 3.299, p. 207). Pte 
La Suprema C. de Justicia ha estatuído al respec ' q e 
es preciso que los hechos nuevos sean revelados o los pe i 
mentos sometidos al juez, en la instancia mediante la cual E 
solicita la reapertura de debates. Que ésta debe a E 
notificada a la parte adversa (Casación, abril, de 1 ; D 
677, p. 689; enero 1969, B. J. 698, p. 16; Eeer 2; 
B. J. 741, p. 2054, 3 y 5 de octubre, 1983; B. J. », p: 
¡a con una sentencia de la Suprema Cc. de Ta 
ticia, (abril, 1966, B. J. 665, p. 651) sobre materia proma 
se admitió la reapertura de debates en caso de defecto. A 
fallo aludido se fundamenta principalmente en que en ma 
tia laboral las sentencias son siempre contradictorias, y en 4 
facultad que la ley 637 de 1944 reconoce a los Teena 
dictar sentencias preparatorias y ordenar cuantas m i e 
de instrucción estimen necesarias para la solución de las li 


ometidas. . i Jah 
y $ ear de que la jurisprudencia comentada parece jus: 


lificada en la materia laboral, existen fallos en PEREAS 
i denado la reapertura de S, 
ncia en los cuales se ha or : AA, 
E casos de defecto, unida esta circunstancia a la justifica 


O0 —————=——————JJJJJHMMM]áÁ 


an) Sobre el carácter preparatorio de la sentencia que aras una reapertura 
k de debates, v. casación, 19 de marzo, 1984, B. J. 880, p. 691. 
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ción de hechos y documentos nuevos. 

Comunicación al ministerio público. Si la causa está 
sujeta a dictamen, el secretario debe, inmediatamente des- 
pués de la audiencia, enviar el expediente al procurador fis- 
cal, para que produzca su dictamen (art. 2 de la L. 82 de 
1924). 

Sentencia. En los casos en que no hay comunicación 
al ministerio público el juez pronuncia el fallo en la misma 
audiencia, o en una audiencia posterior, pero a más tardar 
dentro de los noventa días de la vista de la causa (art. 116 
del C. de Pr. Civil, 165 de la L. de O. J.) 8% salvo caso de 
fuerza mayor que se hará constar en la sentencia (art. 2 de la 
E. 1021441985); 

Si por el contrario, el asunto es comunicable al minis- 
terio público, el juez fija audiencia para la lectura del dicta- 
men (art. 59 de la L. de O. J.), y luego pronuncia la senten- 
cia en los términos anteriormente expresados. 

Examen previo e instrucción por escrito. Los arts. 93 
y 115 organizan estos procedimientos que podrían consi- 
derarse implícitamente derogados por la L. 845 de 1978 por 
ser propios del procedimiento ordinario. 

Los arts. 93 y 94 autorizan al tribunal a ordenar, antes 
de pronunciar sentencia, el examen previo, medida de ins- 
trucción: que manda que la deliberación tenga lugar después 
del relato de un juez. Este procedimiento es impracticable en 
los j. de primera instancia por ser unipersonales. 

Los arts. 95 a 115 regulan minuciosamente la instruc- 
ción por escrito que es también impracticable en el j. de pri- 
mera instancia porque requiere la presencia de un miembro 
del tribunal como juez comisario. Además, siendo su finali- 

dad ilustrar al tribunal mediante escrituras, en sustitución 
del debate oral, nuestro j, de primera instancia aunque luera 
pluripersonal, no tendría prácticamente necesidad de usarlo, 
puesto que el procedimiento ante esta jurisdicción es esen- 











(39) Esta disposición no es aplicable a las excepciones de incompetencia (arts, 
3 a 27 dela L, 834). Obsérvese que las actuaciones del juez están sujetas á 
plazos breves que en forma alguna puedan conciliarse con la indicada dis- 
posición de la Ley de O. Judicial. 
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as, obligatoriamente sambit- 


Pei i las escritur y 
oras cartes. nan el cometido 


das entre las partes antes de la audiencia, Me 
que se persigue con la instrucción por escrito. 


CAPITULO II 


PROCEDIMIENTO EN MATERIA COMERCIAL 


Comparecencia. Antes de citar al demandado, el deman- 


dante debe obtener auto de fijación de audiencia puesto que. 
como se ha visto, el emplazamiento en esta materia debe in- 
dicar la fecha de la comparecencia. a 
l Antes de la puesta en vigor de la L. 9 de 83 a i id 
el Colegio de Abogados de la República E à - : 
í arecer personalmente, © por «poder 
e an comparecer personalmer 
ds i scinl, si »el mandatario 
provisto de poder escrito y especial, salvo que T i i 
fuera abogado (art. 421 del C. de Pr. Civil. 618 y 6 i, 
de Comercio). i pos 
Actualmente, siendo obligatorio fi 
ado en los procedimientos comerciales, 
estar asistidas por abogados. quienes no est 
exhibir un poder. i a par 
e Audiencia. En la audiencia las partes exponen su 20 
F intermedio de sus abogados, mediante escrito de 
con 10: i lificado por la L. 
acuerdo con lo que prescribe el art. 78 modilici aus 
4 B45 En consecuencia, el juez puede conceder a las paraggi 
f- 38 p H asri o S i A sonta- 
405 moderados para depositar escritos de réplica y €t 
iróplica. K 
EA » sj y argo, 
Nada se opone sin em ba nabasi o 
0 & te sus conclusiones, ya que esta facultad no 1 
os was leyes procesales. 
yoce haber sido derogada por las nuevas ey pre l 
l Estado de la causa. Se aplica la misma distinción Bes 
} Ie yl wi sę 3§- 
materia civil: si las partes han expuesto sus Erre de > 
E a causi eda inmediatamente e 
ebate oral, la causa qued vii 
T E i lazos para escritos 
ambio, si se han concedido plazos | 
«tado. En cambio, si se zos a 
de réplica y contrarréplica, la causa no quedará en estado 
la que no hayan transcurrido dichos plazos. a 
Embargo conservatorio. El art. 417 permite al juez i 


| ministerio de abo- 
las partes deberán 
ún obligados a 


a que los abogados expon- 

































































torizar al demandante a que practique un embargo conser- 
vatorio sobre los efectos mobiliarios del demandado, a fin de 
evitar la disimulación de su activo, y de asegurar la ejecución 
de la sentencia, La autorización puede ser dada aun al deman- 
dante que no está provisto de un título. Como esta medida 
puede causar perjuicio al demandado, el juez puede sujetar 
su autorización al requisito de que se preste fianza, o se justi- 
fique solvencia suficiente. 

Envío ante árbitros. El art. 429 autoriza al tribunal, 
cuando la decisión requiera el examen de cuentas, documen- 
tos y libros, a enviar a las partes a que concurran ante uno o 
más árbitros, o árbitros informadores, para que las oigan y 
traten de conciliarlas, y luego emitan un informe. Si las 
partes se concilian, los árbitros hacen constar el arreglo en su 
informe, y el litigio queda zanjado. Si no se concilian, los 
árbitros lo hacen constar asimismo en el informe que dirigen 
al juez. Los árbitros no desempeñan el papel de jueces, sino 
el de simples conciliadores; su actuación debe ser distingui- 
da del arbitraje, regulado por los art. 1003 y s. 4% No son 
tampoco peritos, encargados de practicar una operación de 
carácter técnico. Esta medida es autorizada únicamente para 
los asuntos comerciales, 

Se admite que el envío ante árbitros informadores pue- 
de ser hecho para otros procesos que los expresamente men- 
cionados en el art. 429, 

Sentencia. En materia comercial se aplican, para la 
pronunciación de la sentencia, los mismos principios que en 
materia civil, ya que como se ha expuesto no existe distin- 
ción entre procedimiento sumario y ordinario, después de las 
modificaciones introducidas por la L. 845 de 1978. 

` Sustitución de Procedimientos. Se incurre en una nu- 
lidad de procedimiento cuando un asunto comercial es lle- 
vado en la forma prescrita para las materias civiles, median- 
te acto de emplazamiento que contenga constitución de abo- 


AAA 


(40) El art, 1003 fue modificado por la L, 845 de 1978. La nueva disposición 
establece reglas para el caso de que surjan dificultades en la designación de 
los árbitros, 
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gado y no indique el día de la comparecencia a juicio: la 
constitución de abogado es superabundante; en cambio, la 
falta de indicación del día de la comparecencia constituye 
una nulidad oponible por el demandado y ejercida de confor- 
'midad con los arts. 35 y s. de la L. 834 de 1978. Pero el j. de 
primera instancia así irregularmente apoderado, es el tribu- 
nal competente. Puede anular, si le es pedido, el emplaza- 
miento por vicio de forma; pero no declinar su competencia. 


CAPITULO IV 
REFERIMIENTO “” 
SECCION I 
CASOS DE REFERIMIENTO 


Definición y evolución. El referimiento ha experimenta- 
do una evolución considerable a partir de las reformas intro- 
ducidas por el Nuevo Código de Procedimiento Civil meng 
(art. 484 a 492, 808 a 811) adoptadas por los art. 101 a 112; 
140 y 141 de la L. 834 de 1978. Limitado a los casos de ur- 
gencia o cuando era necesario resolver sobre las dificultades 
relativas a la ejecución de una sentencia o un título ejecuto- 
rio, la institución del referimiento constituye en la actuali- 
dad una de las formas más usuales en la solución de asuntos 
que necesitan un procedimiento acelerado, simple y breve. 

El principio intangible y sagrado en el derecho anti- 
guo, que prohibe al juez de los referimientos conocer del fon- 
do del asunto principal, se ve, si no violado, por lo menos 
atenuado, en aquellos casos en que al juez del referimiento se 





i 2da. ed. Vo. Referé Civil; op. cit. Référé du 
ames O Eat he Parot Droit Judiciaire prive, Tomo I, 
“pág 956, y la jurispmdencia anotada. Ch. CézarBm. P- Hebrmd. V. Signo- 
lle. G. Odoul, jurisdicción du president du tribunal, Tomos Ai bks m 
y suplemento. M. A. Báez Brito. El referimiento; su evoluci m ai z 
pués de la Ley 834 de fecha 15 de julio del año 1978, publicado Revist: 
Jurisciencia, Volumen I, No. 1 (octubre-diciembre, 1984), 
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le obliga a apreciar la seriedad de la obligación, la magnitud 
de un daño o de una turbación ilícita, i bu 
4 El art. 101 de la L. 834 define la ordenanza de referi- 
miento como “una decisión provisional rendida a solicitud 
de una parte, la otra presente o citada, en los casos en que la 
ley confiere a un juez que no está apoderado de lo cipal, 
el poder de ordenar inmediatamente las medidas BOGENS, 
Los art. 109 a 112, referentes a los poderes del presi 
dente del tribunal de primera instancia, y los artículos 140 
y 141 referentes a los poderes del presidente de la corte de 
apelación, delimitan el campo de aplicación del referimiento 
no únicamente a los casos de urgencia o a las dificultades de 
una sentencia u otro título ejecutorio, sino que sus poderes 
se extienden a “prescribir las medidas conservatorias que se 
impongan, sea para prevenir un daño inminente, o para hacer 
cesar una turbación manifestamente ilícita; sea para “acordar 
una garantía al acreedor”, a “suspender la éjecución de las 
sentencias impropiamente calificadas en última instancia o 
ejercer los poderes que le son conferidos en materia de ejec 
ción provisional”. A 


Se evidencia por otra parte, por esta definición, una di- 
ferencia entre la ordenanza en referimiento de la ofdeñanza 
sobre requerimiento. Mientras en la primera la otra parte ó 
encuentra presente o legalmente citada, en la segunda se so- 
licita una medida urgente al juez que es dictada sin la con- 
currencia o citación previa de la otra parte. 

Existen de conformidad con las reformas citadas dos 
formas de referimiento: el que interviene a fin de reglamen- 
tar un caso aislado, y el ejercido en el curso de la instancia 
por razones de rapidez, que puede interponerse ante el j de 
primera instancia. 

En virtud del art. 111 los poderes del j. de primera ins- 
tancia previstos en los art. 109 y 110, se extienden a todas las 
materias cuando no exista procedimiento particular de refe- 
rimiento. Sería incompetente por ej. el j. de primera instan- 
cia para estatuír sobre una medida urgente cuando se trata 
de una sentencia apelada, puesto que esto compete exclusi- 
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vamente al presidente de la c. de apelación. Por el contrario, 
el presidente del tribunal de primera instancia sería COMpe- 
tente para conocer de un Caso de urgencia en una litis Ie- 
vada ante un j. de paz, o en materia penal cuando se tratare 
de medidas urgentes respecto de un asunto que por su natura- 
leza corresponda a la jurisdicción civil (demanda en daños y 
perjuicios, por ej.). 

En lo que respecta al T. de Tierras, si se acepta la tésis 
de que en esta jurisdicción no existe el referimiento, salvo los 
casos previstos en el art. 9 de la L. de R. de T., en que se re- 
conoce competencia a este tribunal en el curso del sanea- 
miento para dictar medidas provisionales que no perjudiquen 
el fondo, que podría considerarse como un tipo especial de 
referimiento, un asunto urgente que amerite ordenar medidas 
conservatorias debería ser llevado ante el presidente del tri- 
bunal de primera isntancia. No obstante lo expresado, los 
términos mismos de la L. de R. de T., dana esta jurisdicción 
poderes amplios que permitirían ordenar determinadas me- 
didas propias del juez de los referimientos. Por una parte, el 


art. 11 que autoriza al T. de Tierras disponer “discrecional- 


mente cuantas medidas estime convenientes para la mejor so- 
lución de los casos que se le sometan”; y por otra parte, el 
art. 19 que otorga poderes al T. Superior de Tierras para dic- 
tar “las medidas que crea necesarias con el fin de dirigir los 
procedimientos ante el Tribunal de Tierras”, lo que permi- 
tiría al T. Superior de Tierras en el curso de una litis sobre 
terrenos registrados conocer él mismo o designar un juez de 
jurisdicción original para juzgar un asunto en que se solici- 
tare una medida provisional. Siendo por otra parte la L. de 
R. de T., una ley especial porque está llamada a regir las cir- 
cunstancias particulares que el art. 7 expresamente deter- 
mina, no ha podido ser derogada por las disposiciones de la La. 
834, que es una ley general posterior. 

Características comunes. Las ordenanzas de referimien- 
to son decisiones provisionales que, en principio no prejuzgan 
lo principal, no tienen la autoridad de la cosa juzgada sobre lo 
principal. Son dictadas en forma contradictoria, únicamente 
susceptibles de apelación, no de oposición, y ejecutorias provi- 
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sionalmente de pleno derecho (art. 104, 105, 106 y 127 de la 
Ley 834 de 1978). De conformidad con el nuevo sistema in- 
troducido por la L. 834, el referimiento ha sido extendido a 
toos los procedimientos (civiles y comerciales). 

Casos de referimiento. En el j. de primera instancia 
pueden presentarse los siguientes casos de referimiento: 19 
los casos de urgencia, que es el clásico y tradicional (art. 109 
de la L, 834); 22 la prescripción de medidas conservatorias 
para prevenir un daño inminente o hacer cesar una turbación 
manifiestamente ilícita (art. 110). 3° el referimiento enca- 
minado a retractar o modificar un auto u ordenanza sobre 
requerimiento, especialmente las autorizaciones para embar- 
gos conservatorios e hipotecas judiciales provisionales (art. 
48 y 55 del C. de Pr. Civil); 4° el referimiento para otorgar 
Una garantía al acreedor (art. 110 de la L. 834); 59 el refe- 
rimiento sobre dificultades de ejecución de una sentencia u 
otro título ejecutorio (art. 112 de la L. 834). 

i Casos de urgencia. De acuerdo con el art. 109 el referi- 
miento puede ser empleado en todos los casos de urgencia 
esto es, que requieran la inaplazable adopción de una medida 
provisional destinada a proteger un interés legítimo del de- 
mandante, siempre que la medida solicitada no colida con 
una contestación seria, o que justifique la existencia de un di- 
ferendo (v. Casación, 22 de junio, 1955; B. J. 539, p. 1156) 
Los casos de urgencia son pues ilimitados. ; f 

La cuestión de saber si un asunto es urgente es de puro 
hecho, que los juece§ del fondo aprecian soberanamente 
(casación, 27 de enero, 1926, B. J. 186-187, p. 5; 20 de di- 
ciembre, 1929, B. J. 233, p. 21; 30 de enero, 1937 B.J 
318, p. 19; 13 de agosto, 1938, B. J. 337, p. 433; 22 de ju- 
nio, 1955, B. J. 539, p. 1156; diciembre, 1971, B.J. 733, p 
3448; agosto 1974, B. J. 765, p. 2129; marzo, 1975 B J. 
772, p. 560. La constatación de la urgencia puede Sin mE 
bargo ser implícita y resultar de los motivos de la decisión. 

Las otras dos condiciones exigidas por el citado art. 109 
o sea, que las medidas ordenadas no colidan con una contes- 
tación seria, o que justifiquen la existencia de un diferendo 
no son cuestiones fáciles de determinar. En el primer CEO. 
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si el derecho que fundamenta la demanda es seriamente con- 
testado, el juez de los referimientos estaría avocado a resol- 
ver un asunto que sería de la competencia de los jueces del 
fondo. Ahora bien, no es siempre fácil determinar cuándo un 
derecho es seriamente contestado y cuándo no lo es, lo que 
hace que la jurisprudencia francesa, en este aspecto, sea fluc- 
tuante. Pero, en sentido general, ha sido considerado que para 
que una contestación sea considerada seria, no es suficiente 
que ésta toque el fondo del derecho, sino que no aparezca 
evidencia de que es infundada, 2 En el segundo caso, la 
constatación del diferendo justificaría la medida ordenada 
por el juez de los referimientos. Puede citarse como ejemplo 
la designación de un secuestrario-administrador judicial: el di- 
ferendo entre las partes en litis justifica la medida provisional 
(v. casación 6 de junio, 1984, B. J. 883, p. 1373). 

Medidas conservatorias para prevenir un daño inminen- 
te o para hacer cesar una turbación manifiestamente ilícita. 
Garantías al acreedor. Son estos los casos previstos por el 
art. 110. La noción de daño inminente no implica necesaria- 
mente que el acto susceptible de causar el daño sea ilícito, 
sino que éste pueda causar un daño a otro. En cambio, la tur- 
bación ilícita se aplica a las vías de hecho, no a una turbación 
eventual. 

En los casos previstos por la citada disposición legal no 
se exige la condición de urgencia, aunque en hecho ella se 
sobreentiende. Se admite, asimismo interpretando la dispo- 
sición “el presidente puede siempre prescribir” que tampoco 
sería obstáculo para la medida conservatoria la existencia de 
una contestación seria. 

La constatación de la inminencia del daño como de la 
turbación ilícita son apreciadas soberanamente por el juez 
de los referimientos. (v. al respecto, Casación 20 de marzo, 
1985, B. J. 892, p. 733). 

Referimiento destinado a retractar O modificar una orde- 
nanza sobre requerimiento. Aunque las reformas adoptadas 
por la L. 834, no reprodujeron la disposición del art. 497 del 

> 





(42) Revista trimestral de derecho civil, 1979, 654; 1980, 398, y 
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a condición de que dicho procedimiento se inicie con anterio: 
ridad a la demanda en validez del embargo o sobre el fondo, 
salvo los casos de sustitución del embargo conservatorio por 
otra garantía (v. Casación: 21 de diciembre, 1984, B. J. 889, 
p- 3291; 22 de febrero, 1985, B. J. 891, p. 423). Esta inter- 
pretación de la S. C. de Justicia no parece ser la que se 
desprende de los textos legales, puesto que el art. 50 del 
C. de Pr. Civil establece que la cancelación, reducción o li- 
mitación del embargo podrá ser ordenada por el tribunal apo- 
derado o el juez de los referimientos en cualquier estado de 
los procedimientos cuando hubiere motivos serios y legí- 
timos, que fue la tesis adoptada por la S. C. de Justicia en una 
decisión anterior (v. Casación, 6 de agosto de 1971, B. J, 
729, p. 2341). 

Por otra parte, el plazo de un mes a partir de la noti- 
ficación del acta del embargo o del auto que autoriza la ins- 
cripción de la hipoteca judicial provisional, previsto en los 
párrafos primero y segundo de los arts. 50 y 56 del C. de Pr, 
Civil, se refiere únicamente a los casos de consignación de las 
sumas necesarias para garantizar las causas del embargo o 
de la inscripción provisional. 

Es indudable que el juez de los referimientos, al cono- 
cer del levantamiento o reducción de las medidas provisio- 
nales autorizadas por él mismo, deberá apreciar, como lo ha 
hecho al dictar el auto, pero mediante debate contradictorio, 
los dos elementos previstos en el art. 48; la urgencia y el peli- 
pro del crédito, pero absteniéndose de examinar aquellas 
cuestiones que necesariamente son de la exclusiva competen- 
cia de los jueces del fondo. 


Nuevo Código de Procedimiento Civil Francés, que atribuye 
expresamente al juez de los referimientos la modificación o 
retractación de sus ordenanzas, aunque el juez del fondo ya 
estuviera apoderado del asunto principal, esta facultad del 
juez de los referimientos en nuestro derecho está prevista en 
lo que respecta a las medidas conservatorias previas a la de- 
manda, por los art. 48 y 50 del Código de Pr. Civil. 


' En virtud del art. 48, “la parte interesada podrá recu- 
rrir en referimiento ante el mismo juez que dictó el auto: de 
acuerdo con el art. 50, el juez de los referimientos podrá le- 
vantar el embargo conservatorio, “por instancia dirigida al 
juez de los referimientos mediante la consignación en manos 
del secuestrario que éste tenga a bien designar de las sumas 
necesarias para garantizar las causas del embargo, en princi- 
pal, intereses y costas.” Esta misma disposición legal esta- 
blece que “el juez apoderado del litigio o el juez de los re- 
ferimientos podrá ordenar la cancelación, reducción o limita- 
ción del embargo, en cualquier estado de los procedimientos 
cuando hubiere motivos serios y legítimos. La misma fabul 
tad es reconocida al deudor en caso de inscripción provisio- 
nal de hipoteca judicial, en virtud del art. 56. 

Queda no obstante la duda en lo que respecta al em- 
bargo retentivo, cuando el embargante ha sido autorizado por 
el juez en virtud del art. 558, por no poseer título. 

En Francia esta interrogante ha desaparecido en razón 
de que el art. 497 del Nuevo Código, es de alcance general y 
se aplica, por tanto a los casos de embargos retentivos. 

En el estado actual de nuestra legislación, es obvio que 





el principio en virtud del cual no puede ser apoderado el juez Referimiento para otorgar una garantía al acreedor. Este 
de los referimientos cuando se hubiera interpuesto la deman- caso de referimiento está previsto en el párrafo final del art. 
da en validez del embargo retentivo está vigente, y la facul- 110 en virtud de cuyos términos “En los casos en que la exis- 
tad concedida al juez de los referimientos es aplicable úni- tencia de la obligación no es seriamente discutible, puede 
camente a los casos de embargos conservatorios e inscripcio- acordar una garantía al acreedor”. 

nes de hipotecas judiciales provisionales previstos por los art. 


Esta competencia reconocida al juez de los referimientos 
no le permite sin embargo estatuir sobre el fondo del litigio. 
Esta disposición legal ha sido considerada en Francia, 


48 y s. 
Sobre el particular, la S. C. de Justicia ha estatuído en 
el sentido de que la vía del referimiento sólo puede ser usada | 
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como una de las modificaciones más importantes introduci- 
das por el Nuevo Código de Procedimiento Civil, por sus múl- 
tiples aplicaciones especialmente en materia de responsabi- 
lidad civil, de protección a la vida privada, etc. 

En estos casos de referimiento, no es necesaria la urgen- 
cia, aunque el admitir la ausencia de esta condición fue obje- 
to de controversias doctrinales y fluctuaciones en la juris- 
prudencia “® , 

La ausencia de una obligación seriamente contestada es 
una condición expresamente exigida por la parte final del re- 
ferido art. 110. La interpretación de esta condición obliga 
sin lugar a dudas al juez de los referimientos a apreciar el 
carácter no seriamente discutible de la obligación, para atri- 
buir al acreedor una garantía o indemnización provisionales, 
que imponen al juez de los referimientos una misión delica- 
da si no desea inmiscuirse en el examen del fondo del asunto 
que escaparía a su competencia. 


Dificultades de ejecución de una sentencia o de un títu- 
lo ejecutorio. De acuerdo con el antiguo derecho, era contro- 
vertido saber si podía pedirse en referimiento la suspensión 
de un procedimiento ejecutorio. En favor de la negativa se ha- 
bía sostenido que el referimiento debía emplearse para facili- 
tar la ejecución de los títulos, no para suspenderla. Pero preva- 
leció la opinión contraria, en razón de los términos generales 
empleados por el antiguo art. 806. 

En la actualidad el uso de la vía del referimiento para 
facilitar la ejecución de un título o suspender su ejecución 
tiene una más firme justificación legal en el art. 112 de la 
L. 834. 

Lo mismo que la urgencia, el saber si hay dificultad en 
la ejecución de un título es una cuestión de hecho, sujeta por 
consiguiente a la apreciación soberana de los jueces del fondo 


(43) Dalloz, Enciclopedie Juridique, 2da. ed., 1984, Vo. Référé Civil, No. 238 
y la jurisprudencia citada, V. asimismo, Com. 20 de enero, 1981 Gaz, Pal. 
27-28 de mayo, 1981, citada por Dalloz Encyclopedie, mise a jour, 1985, 
que admite que el monto de la garantía (provisión) no tiene otro límite que 
el monto seriamente contestable de la deuda alegada. 
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(Casación, sentencias precitadas, a propósito de Casos de ur- 
gencia). 

Dentro de esta categoría de referimiento se encuentran 
los casos de referimientos sobre procesos verbales O sobre 
acta, introducidos por el alguacil en caso de dificultades de 
ejecución. Igualmente puede incoarse el referimiento en vir- 
tud del citado art. 112 por la iniciativa del deudor interesado 
en obtener la suspensión de las persecuciones, porque el al- 
guacil por diversas razones, no hubiera actuado. 

Es preciso tener en cuenta por una parte, que no es ne- 
cesario en estos casos justificar la urgencia, puesto que toda 
dificultad en la ejecución de un título requiere una solución 
urgente; y por otra parte, que el art. 112 no subordina los 
poderes del juez a la ausencia de contestación seria. 

Estos casos de referimiento solo son conocidos por el 
presidente del tribunal de primera instancia. Por consiguien- 
te, el presidente de la Corte de Apelación, no es competente 
para conocer de ellas, en ausencia de una disposición expresa 

análoga a la del art. 112. 
le" ento en curso de instancia. 4% El referimiento 
puede ser empleado aun cuando la medida objeto de la de- 
manda tenga conexión con un proceso pendiente entre las 
partes sobre el fondo. La ley no distingue. Este referimiento, 
admitido en el antiguo derecho existe también de acuerdo 
con las actuales reformas. 

Así, en caso de litigio sobre el derecho de propiedad, 
uná cualquiera de las partes puede pedir en referimiento que 
se ponga bajo secuestro el inmueble litigioso. 

Asuntos: comerciales. La ley no distingue entre asuntos 
civiles y comerciales. Por otra parte, en virtud del principio 
de la unidad de jurisdicción, elj. de primera instancia conoce 
indistintamente de los unos y de los otros, mediante el proce- 


m 


(44) Ponelle, Le référé en cour d'instance, 1934; Jean Vincet, Procedure Civile 
p. 655, y la jurisprudencia citada que parece poner fin a la controversia ju- 
risprudencial sobre la improcedencia del referimiento después del apodera- 
miento del juez del fondo. V. Casación, 29 de mayo, 1985, B. J. 894, p. 
1240. 














dimiento particular a cada uno de ellos. En consecuencia. 
puede ser sometida ante el j. de primera instancia en la forma 
del referimiento, toda pretensión tendiente a obtener una me- 
dida provisional, aunque sean comerciales las relaciones que 
existan entre las partes, o los títulos cuya ejecución presente 
dificultades, 

Esta tésis es en la actualidad consaerada por las dis- 
posiciones introducidas en virtud de la L. 834. 

Asuntos del j. de paz. El referimiento no es posible an- 
te un tribunal de excepción, como lo es el j. de paz puesto 
que la ley, contrariamente a como sucede en Francia con los 
tribunales de excepción, no les reconoce la facultad de dic- 
tar ordenanzas en referimiento. 

Se ha afirmado que un referimiento ante este tribunal es 
de poca utilidad, dado que el procedimiento ante los tribu- 
nales de excepción es tan rápido como el referimiento. Pero 
no puede dejarse de tener en cuenta que puede ser útil el uso 
del referimiento ante esta jurisdicción a fin de obtener medi- 
das urgentes de carácter provisional, 

Derechos inmobiliarios. Como ya se ha expresado (v. 
supra, -Definición y evolución), no puede acudirse en refe- 
rimiento si el asunto se refiere, directa o indirectamente, a la 
existencia de un derecho inmobiliario en proceso de sanca- 
miento. o de un derecho inmobiliario ya registrado. En es- 
tos casos, el j. de primera instancia es incompetente de un 
modo absoluto, según resulta de lo que disponen los arts. 
7 ref, por la L, 3719 de 1953 y 269 de la L. de R. de T., que 
atribuyen exclusivamente al T. de Tierras el conocimiento de 
estas cuestiones (Casación, 23 de agosto, 1945, B. J. 421. 
p. 650). 

Asuntos entre la c. de Apelación. Poderes del Presi- 
dente.4* De acuerdo con el antiguo derecho, el referimiento 


(44 bis) En este aspecto del referimiento se analizan los poderes del 


la e. de apelación para ser consecuentes J t s 
ticulos 140 y 141'de la L. 884. No obstante canino dHe precede alos ar 


recede los citados arts. 
ón de nuestra Organiza- 
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no existía en grado de apelación. Los asuntos urgentes gue de- 
“bían ser decididos en referimiento, eran llevados ante el juez 
de primera instancia, obligado en este caso a conocer en 
referimiento cuestiones que, por el efecto devolutivo de la 
apelación, debían ser conocidas por la corte, Por otro lado, 
cualquier dificultad surgida con motivo de la ejecución provi- 
sional de una ordenanza debía forzosamente ser conocida por 
la c. de apelación en pleno, de acuerdo con el procedimiento 
propio de esta jurisdicción. j ; 

Los poderes atribuídos al presidente en la instancia de 
la c. de apelación restringidos sin lugar a dudas a determina- 
dos casos expresamente previstos por la ley, ha venido a lle- 
nar una necesidad en la práctica judicial. 

El presidente de la c. de apelación dicta pues verdade- 
ras ordenanzas de referimiento, a las que les son aplicables, 
(dle manera general, los principios del referimiento ante el juez 
de primera instancia: carácter provisional, ausencia de auto- 
tidad de la cosa juzgada, contradictoriedad del proceso, etc. 

Los arts. 136, 137, 138, 139, 140, y 141 de la L. 834, 
reproducen las disposiciones de los arts. 956 y 957 del Nue- 
yo Código de Procedimiento Civil Francés, así como de los 
arts. 525 y 526 de dicho código. En virtud de dichos arts. 
140 y 141. “En todos los casos de urgencia el presidente 
podrá ordenar en referimiento en el curso de la instancia de 
apelación, todas las medidas que no colidan con una contes: 
tación seria o que justifique la existencia de un diferendo ` 

“El presidente podrá igualmente en el curso de la ins- 
tancia de apelación, suspender la ejecución de las sentencias 
impropiamente calificadas en última instancia o ejercer los 


Kaes de aien de una sentencia o de otro 
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Hont re 
de de procedure ci an: 

Par 620 y 621, Tomo II. 





















































ponme que le son conferidos en materia de ejecución provi- 
sional”, 


Del análisis de los arts. 140 y 141 de la L. 834, los po- 
deres del presidente de la corte pueden reunirse en EE gru- 
pos que se analizan a continuación. 

1.- Poderes generales. Los poderes del presidente de la 
corte siendo de carácter excepcional, se encuentran subordina- 
dos a las siguientes condiciones: que exista un recurso de ape- 
lación; que la corte se encuentre apoderada todavía del recur- 
so, esto es, que no se haya dictado sentencia definitiva sobre 
el fondo y finalmente que exista urgencia. 


Sobre la primera condición, es indudable que el presi- 
dente de la corte se considera investido de sus poderes como 
juez de los referimientos desde el momento en que se deposi- 
ta el acto de emplazamiento en manos del secretario (45) -En 
lo que respecta a la segunda condición, de ella se desprende 
que el presidente de la corte no podría, dado sus poderes ex- 
cepcionales, intervenir en referimiento para conocer de las 
dificultades en la ejecución de su sentencia, cuando se hubie- 
ra interpuesto un recurso de casación, aún fuera éste suspen- 
sivo de la ejecución de dicha sentencia. Finalmente, la condi- 
ción de urgencia reviste todas las características ya señaladas 
a propósito del referimiento en primera instancia. La medida 
se justificaría pues, cuando constituye la única vía para evi- 
tar un peligro grave e inminente o la agravación de un perjui- 
cio ya experimentado, apreciación que escapa asimismo al 
control de la corte de casación (Casación, 20 de marzo, 1985 
B. J. 892, p. 733). i 

No obstante lo expresado, la apreciación de la urgencia 
en este caso, deberá ser más cuidadosa, puesto que conlleva 
la supresión del primer grado de jurisdicción. 

En este sentido, la jurisprudencia francesa ha juzgado 
que solamente un hecho nuevo puede justificar la ordenanza 






M 





(45) V. Casación, 18 
BN: 394, alo. diciembre, 1985, Caso F. Arcangel; 29 de mayo, 1985, 
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del presidente de la corte de apelación, si esta medida parece 
urgente. 

De conformidad con el art. 140 de la L. 834, el presi- 
dente de la corte de apelación puede ordenar en referimiento 
en primer lugar, todas las medidas que no colidan con ningu- 
na contestación seria, y en segundo lugar, que justifiquen la 
existencia de un diferendo. 

El presidente de la corte no podría pues ordenar en Te- 
ferimiento una medida que, aunque urgente, fuera susceptible 
de darle una solución a la litis. En cambio, el presidente de 
la corte, podría ordenar un experticio, suspender los efectos 
de una sentencia impugnada mediante un recurso de tercería; 
pronunciar astreintes, provisionales O definitivos. 

El presidente de la corte puede asimismo ordenar en re- 
ferimiento medidas urgentes en aquellos casos en que, des- 
pués de la sentencia del primer grado aparecen circunstan- 
cias susceptibles de agravar la contestación surgida entre las 
partes y que ameriten nuevas medidas en la litis, como por 
ejemplo, la designación de un experto para apreciar defec- 
tos nuevos en la construcción objeto de la litis, después de la 
sentencia del primer grado. 


2.- Sentencias impropiamente calificadas en última ins- 
tancia. La primera parte del art. 141 otorga al presidente de 
la c. de apelación poderes para suspender el referimiento, la 
ejecución de las sentencias impropiamente calificadas en úl- 
tima instancia. En este sentido, el presidente tiene un poder 
de control sobre la calificación en última instancia de las sen- 
tencias y en caso de que ésta sea errada, suspender la ejecu- 
ción de la sentencia, hasta que la admisibilidad del recurso 
sea apreciada por la corte de apelación. 

3.- Poderes del presidente en los casos de ejecución pro- 
visional. De acuerdo con la parte final del art. 141, el presi- 
dente de la corte ejerce los poderes que le son conferidos en 
materia de ejecución provisional. 

Pueden distinguirse tres situaciones: 


arts. 137, 138, y 139 de la L. 834: . 
19 Ejecución provisional ordenada. Cuando la ejecución 


s previstas por los 
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provisional ha sido ordenada (art. 137), ésta puede ser de- 
tenida únicamente por el presidente de la corte de apelación 
siempre que se cumplan una de estas condiciones: cuando 
ésta ha sido prohibida por la ley, y cuando hay riesgo de que 
entrañe consecuencias manifiestamente excesivas (46)1. 

Es indudable que si una disposición legal prohibe ex- 
presamente la ejecución provisional el presidente de la corte 
puede detenerla en caso de apelación, aunque hubiera sido or- 
denada por la jurisdicción del primer grado, situación ésta 
que obliga al presidente de la corte a apreciar si efectivamen- 
te la ejecución provisional ha sido prohibida por la ley. 

La S. C. de Justicia considera (casación, 1% de julio de 
1985, B. J. 896, p. 1563) que el efecto suspensivo tiene lu- 
gar a partir de la fecha de la demanda en suspensión. 

El presidente de la corte suspenderá la ejecución provi- 
sional en virtud del citado texto legal si aprecia por ejemplo 
que una ejecución inmediata podría provocar una situación 
cuyos inconvenientes para el deudor condenado pesan mu- 
cho más que las ventajas que podría experimentar al 
acreedor. La jurisprudencia francesa ha considerado que la 
ejecución provisional de una sentencia puede suspenderse 
cuando la decisión del primer grado ha intervenido en condi- 
ciones que hace dudar de la regularidad del procedimiento, 
especialmente en los casos de violación del derecho de la 
defensa; cuando el deudor se encuentra actualmente en una 
situación económica sana y el embargo y la venta del material 


ERARE 

(46) La jurisprudencia de la Cámara Civil y Comercial de la C, de Apelación de 
Santo Domingo es abundante en el aspecto de la aplicación del art, 137 
de la L. 834. Pueden citarse a título de ejemplos las siguientes ordenanzas: 
15 de mayo, 1984 (caso Estado Dominicano y Director de Telecomunica- 
ciones vs. Radio HIN , C, por A.; 25 de febrero, 1985 (Caso Dr. Ronald 
C. Bauer vs, Lic, Pedro Oscar Durán; 30 de mayo, 1985 (Caso The Chasse 
Manhattan Bank vs, Importadora Agrícola Rinconada, C. por A. En los ca- 
sos citados, la Corte ordenó la suspensión de la ejecución ordenada funda- 
mentándose, en la Primera, en que ésta no entrañaba peligro inminente 
Para ninguna de las partes; en la segunda, en que la ejecución ordenada en- 
trañaría consecuencias manifiestamente excesivas; y en la tercera, Porque 
ho se trataba de un caso en que la ley atribuye de Pleno derecho la ejecu- 
ción provisional sin prestación de fianza y la ejecución entrañaría conse- 
cuencias manifiestamente excesivas para el recurrente, 
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de la explotación correría el riesgo de paralizar O hacer dest 
e cas, de acuerdo con la citada disposicion 
legal, y lo dispuesto en el art. 136, el presidente podrá tomar 
“Jas medidas previstas en los arts. 130 a 135”. 

Es así que el presidente de la corte en vez de suspender 
la ejecución provisional puede subordinar ésta a la consti- 


í der a las resti- 
ción de una garantía (art. 130) para respon > 
Monos o reparaciones, siempre que no se trate de uno de los 


casos señalados en la aludida disposición legal. Podría asimis 
mo el presidente autorizar la sustitución de la garantía pri- 
mitiva por una garantía equivalente (art. 135), o también 
detener la ejecución provisional autorizando al deudor a pap 
signar los valores suficientes para garantizar el monto de la 
condenación en principal, intereses y gastos, siempre que no 
se trate de sumas por concepto de alimentos (art. an: 
20 Ejecución provisional rehusada, Cuando la Piar 
provisional ha sido rehusada (art. 138) el presidente puede 
0 aso de apelación. 
AS que la condición de urgencia juega un 
papel importante y decisivo en estos casos. Un hecho o 
susceptible de modificar la situación de las partes ou A 
posteriormente a la sentencia del primer grado, o cuando $ 
riesgo de insolvencia del deudor se manifiesta en el a e 
la instancia de apelación, son cuestiones que facilitan la jus- 
i a urgencia. 
B provisional no solicitada. Omisión. ERU 
Ja ejecución provisional no ha sido solicitada o, Pabia p 
sido el juez del primer grado haya omitido ordenarla, ésta 
puede ser solicitada en referimiento al presidente de la cor- 
r os casos, no es exigida la condición de urgencia, 
aunque la jurisprudencia francesa considera esta ia a 
cierta forma excepcional, como sería el caso de que e DA 
dor en primera instancia no hubiera considerado útil solici 
j ión provisional. 
zj Maio q el presidente de la corte usando los pode- 
res conferidos por la aludida disposición legal, acordará la 



































ejecución provisional “cuando lo estime n i i 

ecesario y c - 

ble con la naturaleza del asunto” (art. 128). ¿id 

La jurisprudencia francesa considera que la ejecución 

provisional ordenada'en este caso por el presidente de la corte 

apo sus efectos a partir de la ordenanza de primer gra- 
o y no a partir de la decisión del presidente de la corte (47 


Recursos: La ordenanza del i 

: 1 presidente de la c. de ape- 

re únicamente podrá ser impugnada mediante el ME i 
e casación, no por el recurso ordinario de la apelación (Ca- 

sación 18 de diciembre, 1985, B. J. 901, p. 3152). 


SECCION II 
FORMA DE PROCEDER EN REFERIMIENTO 


_ Apoderamiento normal. Generalmente el referimiento 
se inicia, como se ha expuesto, mediante citación, diligencia- 
da a requerimiento del demandante, para una audiencia que: 
será celebrada el día y hora habituales de los referimientos 
Sin embargo, en los casos de extrema celeridad, el juez Exa 
autorizar que se cite a hora fija, aún en días feriados o de 
descanso, sea en el local de las audiencias o en su domicili 
con las puertas abiertas (art. 102 de la L. 834). i 

No existe realmente un plazo fijado para comparecer en 
referimiento. En principic el demandado es citado para 
el día fijado para los referimientos. El juez o presidente debe- 
rá apreciar, en cada caso, si se le ha acordado al demandado 
un plazo suficiente. Es lo que indica el art. 103 de la citada 
ley, ab expresar que el juez “se asegurará de que haya tri 
currido un tiempo suficiente entre la citación y la audiencia 
para que la parte citada haya podido preparar su defensa. Se 
admite, en este sentido (48) que el juez, en caso de estimar 





(47) Revista trimestral de derecho Civil, 1973, p. 884, obs. de Hebraud. 


(48) a Vicent, Procedure Civile, p. 655. La Suprema C, de Justicia h; 
er o, m el sentido de que el plazo de un día otorgado al endale en 
i EREA RINEN s suficiente si éste ha podido reparar sn defensa, 
unst: e es apreciada sobe j 
sación, 31 de agosto, 1983, B. J. EN ARS 
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que el plazo es insuficiente, puede fijar el asunto para la se- 
mana siguiente. 

Referimiento sobre acta. Además de la citación, en cier- 
tos casos excepcionales el referimiento se inicia mediante ac- 
ta levantada por un oficial público en el ejercicio de sus fun- 
ciones, en la que hace constar la dificultad surgida y envía a 
las partes ante el juez, en referimiento: el alguacil, en caso de 
embargo ejecutivo (art, 607); el juez de paz en Caso de fija- 
ción de sellos (art. 921); el notario al momento de proceder 
a un inventario (art. 921). Eljuez queda apoderado del cono- 
cimiento de la dificultad por el envío del acta en que el ofi- 
cial público la ha consignado, y sin necesidad de citación a 
requerimiento de parte. 

Las disposiciones legales citadas podrían considerarse 
vigentes, si se tiene en cuenta la disposición del art. 112 
de la L. 834 que permite al presidente del tribunal estatuír 
en referimiento sobre las dificultades de ejecución de una 


sentencia o de otro título ejecutorio. 


Comparecencia. De acuerdo con las normas legales vi- 
gentes antes de la puesta en vigor de la Ley No. 91 de 1983, 
que creó el Colegio Dominicano de Abogados, no se requería 
el ministerio de abogado en este procedimiento, por lo cual 
las partes podían comparecer personalmente o ser represen- 
tadas por un apoderado cualquiera. La citada ley hace obliga- 
torio el ministerio de abogados en materia de referimiento. 

Audiencia. Es celebrada en el local del tribunal y en las 
formas del derecho común; pero en los casos de extrema Ce- 
leridad, el art. 102 permite celebrarla como se ha expresado, 
en la morada del juez. 

El debate es puramente otal, pero nada impide que las 
partes depositen conclusiones escritas en la audiencia, si to- 
das están presente o representadas. 

El referimiento es una forma de proceso que la ley auto- 
riza para obtener instantáneamente del juez una decisión pu- 
ramente provisional sobre una cuestión urgente. 

Incidentes. En esta materia pueden ocurrir los mismos 
incidentes de procedimiento que en los demás asuntos, €x- 
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cepciones de nulidad, de incompetencia, etc. 

Por otra parte, el juez puede ordenar las medidas de ins- 
trucción que fueren útiles para el esclarecimiento de la causa: 
información testimonial, inspección de lugares, comunica- 
ción de documentos, comparecencia personal. 

Sustitución de procedimientos. En razón de que, siendo 
unipersonal, en el j. de primera instancia no son entidades 
distintas el tribunal y el juez-presidente, cuando un asunto 
que debe ser llevado de acuerdo con el procedimiento civil o 
comercial es sometido en la forma del referimiento, no hay 
lugar a declinatoria por causa de incompetencia del juez de 
los referimientos, sino a la posibilidad de proponer la excep- 
ción de nulidad contra el acto de citación (casación, 28 de 
enero de 1949, B., J. 462, p. 33; 15 dejunio de 1966, B. J. 
667 p. 876). e 

Pronunciación de la sentencia. La clausura de los deba- 
tes pone la causa en estado de recibir fallo. La decisión es 
dictada a la mayor brevedad, si es posible en la misma au- 
diencia; en esta materia no podría el juez, sin desnaturalizar 
el procedimiento, usar los plazos autorizados en el art. 78 
del C. de Pr, Civil mod. por la L. 845 de 1978. 

Si sobreviene un cambio en la persona del juez, se apli- 
ca la distinción hecha por la L. 684 de 1934. 

Sentencia. La decisión del juez de los referimientos es 
llamada generalmente auto u ordenanza, pero es una verda- 
dera sentencia o decisión de carácter contencioso. Este auto 
no puede perjudicar en nada a lo principal del asunto (art. 
104 de la L. 834). Esto no significa que el auto dictado en 
referimiento no pueda causar, en hecho, perjuicio a una de 
las partes, sino que tiene un carácter puramente provisional, 
que no prejuzga el fondo de la contestación, y que debe dejar 
intacto el derecho del tribunal de estatuir como fuere proce- 
dente acerca de las pretensiones de las partes en cuanto a lo 
principal de la contestación (casación, octubre, 1969, B. 
J. 707, p. 5004). Así, no puede estatuirse en referimiento 
acerca de la interpretación de un contrato, ni pronunciarse 
la resolución de un contrato, ni condenarse a un pago. 

No obstante, como ya se ha expresado, existen casos de 
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referimiento previstos por las nuevas reformas, que atenúan 
considerablemente el principio anteriormente expuesto. 

La ordenaza en referimiento es ejecutoria provisional- 
mente sin fianza, pero el juez puede ordenar que sea presta- 
da una fianza. En caso de necesidad extrema, puede ordenar- 
se la ejecución sobre minuta, sin previa notificación (art. 105 
de la citada ley). La ordenanza en referimiento no es suscep- 
tible de oposición pero sí de apelación, a menos que emane 
del presidente de la c. de apelación (art. 106). 

Una innovación en las disposiciones de la L. 834 (art. 
108) que pone fin a las controversias doctrinales y jurispru- 
denciales sustentadas con anterioridad a dicha ley, es la fa- 
cultad otorgada al juez estatuyendo en referimiento de pro- 
nunciar condenaciones a astreintes (multas conminatorias) 
y liquidar, a título provisional, los astreintes que hubiera 


pronunciado (49) 
CAPITULO V 
ORDENANZAS SOBRE REQUERIMIENTO 


Régimen. Es indudable que en el sistema del C. de Pr, 
Civil existen las denominadas ordenanzas sobre requerimiento 
(requéte) cuyo uso está previsto en diversas disposiciones, per 
ro en forma alguna fueron dotadas de un régimen jurídico 

io. 
dl La L. 834 no recogió las disposiciones de los arts. 493 
a 958 y 959 del Nuevo Código de Procedimiento Civil Fran- 
le Tanto la ordenanza o auto en referimiento, como la or- 
denanza sobre requerimiento emana del presidente del tri- 
bunal. Son medidas urgentes de carácter provisional y pueden 
ser modificadas por hechos y circunstancias nuevas. Pero, 


si hi 
ari Vincent, ob, cit. pág. 655, Civ, 30 de mayo, 1980 D. 1980, in: 
gan ce 463 obs. de P, Julien, citada en Dalloz, Enciclopedie Juridique, 2da, 
ed. Référé Civil, mise a jour 1985, No. 103. v, sobre el astreinte contra el 
Estado, Casación, 27 de noviembre, 1985, B.J. 900, p. 2987. 
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mientras la ordenanza sobre requerimiento es una medida ur- 
gente solicitada al juez, sin previa citación de la contraparte 
porque dada sus características no puede ser obtenida contra» 
dictoriamente, en razón de que una advertencia a ésta tendría 
como consecuencia prevenir y evitar la ejecución de la medi- 


da solicitada, la ordenanza en referimiento exige la citación 
previa a la contraparte (50) , 


TITULO VII 
TRIBUNALES DE EXCEPCION 
CAPITULO I 
JUZGADOS DE PAZ 


Legislación. Las reglas del procedimiento ante el juzga- 
do de paz están contenidas en los arts. 2 al 47 del C. de Pr 
Civil. 10 de la L. 1486 de 1938 (asuntos que interesan al Es- 
tado), 254 y s. de la L. de R. de T. (acciones posesorias re- 
lativas a terrenos en curso de saneamiento). 

Citación. La citación ante el j. de paz está sometida a los 
requisitos impuestos por el derecho común para los demás 
actos de alguacil (supra, libro III). El art. 2 indica las enun- 
ciaciones que debe contener, de un modo análogo a como lo 
hace el art. 61 para el emplazamiento ante el j. de primera 
instancia, Con excepción de la constitución de abogado, obli- 
gatoria actualmente en virtud de la L. 91 de 1983, la difación 
ante el j. de paz, a diferencia del acto de Emplazamiento no 
contiene ni elección ni domicilio, ni copia de documentos 
en materia inmobiliaria, la designación del inmueble no pode 
que hacerse precisamente conforme a lo que dispone el art 
64, A diferencia de lo que dispone el art. 61, el art. 2 no prò- 
nuncia la nulidad de la citación por incumplimiento de las 
formalidades que manda observar. Hay que aplicar en esta 


(50) V. sobre la retractación de 1 i 
e Aii as ordenanzas sobre requerimiento, supra Casos 
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materia, pues, la distinción entre formalidades sustanciales y 
no sustanciales. La citación puede ser anulada solamente 
cuando omite una de las formalidades sustanciales, que son: 
la fecha, la designación del demandante, la indicación del 
demandado, la enunciación del objeto y de los medios de la 
demanda, la indicación del j. de paz y del plazo de la compa- 
recencia. 

El demandante no tiene que hacer fijar el día de la cau- 
sa antes de notificar la citación, como ocurre en materia co- 
mercial y eń referimiento, puesto que este juzgado celebra au- 
diencia todos los días (art. 8). 

Plazo de la comparecencia. Según lo dispone el art. 5 
es de un día franco, y se aumenta naturalmente en propor- 
ción de la distancia entre el domicilio del demandado y el 
asiento del juzgado (art. 1033). 

Este plazo puede ser abreviado mediante cédula del juez 
en los casos urgentes (art. 6). 

En todos los casos, debe indicarse expresamente en la 
citación el día de la audiencia, el cual es fijado al vencimiento 
del plazo de la comparecencia. 

Cuando el plazo para la comparecencia dado en la cita- 
ción es inferior al establecido por la ley, si el demandado no 
comparece, el juzgado ordena que se le cite nuevamente a 
expensas del demandante (art. 5). 

Otros modos de apoderamiento. Además de la citación, 
que es la forma ordinaria, ante elj. de paz existen otras for- 
mas de apoderamiento, que tienen carácter excepcional: la 
comparecencia voluntaria, autorizada por el C. de Pr. Civil; 
la declaración de un accidente del trabajo, prevista en la L. 
385 de 1932. 

Comparecencia espontánea. Los arts. 7 y 9 permiten que 
las partes, omitiendo la citación comparezcan espontánea- 
‘mente ante el j. de paz y le expongan la demanda y los me- 
dios de defensa, apoderándolo así del conocimiento del pro- 
ceso. 

Accidentes del trabajo. De acuerdo con lo que dispone 
el art. 8 de la L. 385 de 1932, elj. de paz es apoderado del 
conocimiento del proceso relativo a accidentes del trabajo 
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mediante la declaración que de cada accidente deberá hacerle 
el patrono o su representante. 

Comparecencia; audiencia. Antes de la vigencia de la 
L. 91 de 1983, que creó, el Colegio de Abogados las partes 
podían asistir personalmente, o representadas por un manda- 
tario especial, aún cuando no estuvieran impedidas de compa- 
recer, El abogado no estaba eximido de exhibir su procura- 
ción. Actualmente, el ministerio de abogados es obligatorio 
ante elj, de paz (v. libro IH, Monopolio). 

Los debates tienen que ser puramente orales, lo mismo 
que las conclusiones, según lo dispone el art. 9. Pero es evi- 
dente que no se incurriría en nulidad si las partes depositaran 
alegatos escritos. 

El juez tiene la policía de la audiencia, de acuerdo con 
los arts. 9 y s. del C. de Pr. Civil, 365 y 366 del C. de Pr. 
Criminal: puede expulsar previa advertencia a quienes no se 
conduzcan correctamente, y sin advertencia si la falta es gra- 
ve, pudiendo ordenar su arresto si no se retiran. 

Sentencia. La causa debe ser fallada, si fuere posible, 
dentro de los términos prescritos por la L, 1021 de 1935. 

En caso de cambio en la persona del juez, su sucesor 
puede fallar el asunto de acuerdo con lo que dispone la L. 
684 de 1934. 





CAPITULO II 
TRIBUNAL DE CONFISCACIONES (51 


Legislación. El Tribunal de Confiscaciones ha sido ins- 
tituido por la Ley 5924 de 1962, la cual prevee la compe- 
tencia y procedimiento que deberán seguirse ante este Tri- 
bunal. Dicho procedimiento es de carácter especial. 

Los asuntos que entran dentro de la competencia del 


(51) La L. 285 de 1964 suprimió el Tribunal de Confiscaciones, atribuyendo sus 
funciones a la Corte de Apelación de Santo Domingo. En consecuencia, 
todas las yeces que se lea Tribunal de Confiscaciones, se entenderá Corte de 
Apelación en funciones de Tribunal de Confiscaciones. 
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Tribunal de Confiscaciones han sido tratados en supra, libro 
V, Cap- I, Sev. VI. 


Procedimiento en materia civil. Cuando la demanda es 
intentada por el Estado o un particular, el Tribunal quedará 
upoderado del caso “por instancia depositada en la Secreta- 
ría del Tribunal, copia de la cual deberá ser notificada a la 
parte contra quien se persigue la acción, dentro de los cinco 
días siguientes al depósito”. Es obligatorio hacer elección 
de domicilio en la ciudad de Santo Domingo, y de no hacerlo 
“los actos podrán ser notificados en la Secretaría del Tribu- 
nal de Confiscaciones.” (Art. 19 de la L. 5924). 

En caso de que se intentare demanda contra el Estado, 
de acuerdo con las previsiones de esta Ley, dicha demanda 
será notificada al Secretario de Estado de Propiedades Públi- 
ças, “quien previa consulta con el Presidente de la República, 
designará la persona que asumirá la representación del Estado 
enla litis” Bla 

Ante este Tribunal no es obligatorio el ministerio de 
ibogado: en consecuencia las partes pueden comparecer y 
defenderse personalmente, o mediante un apoderado espe- 
cial, El abogado no necesita justificar su poder. 

Dentro de los 30 días que siguen al depósito de la ins- 
lancia arriba mencionada, la parte demandada o su abogado, 
si lo constituye, depositará en Secretaría su contestación, y 


notificará ésta a la parte contraria o a su abogado, si lo tiene. 


Audiencia. A petición de la parte más diligente, (mismo 
lexto), el tribunal fijará audiencia para conocer del asunto, la 
que se hará saber a la otra parte. ] j l 

En audiencia, según indica la disposición citada, se si- 
pue un procedimiento similar al establecido para los asuntos 
kumarios. Es obvio que, desaparecido el procedimiento su- 
mario, en virtud de las disposiciones de la Es 845 de 1978, 
su deberá seguir el procedimiento para los asuntos civiles. El 
Iribunal podrá concederles un plazo moderado, si así lo so- 
licitan, para replicar y contrarreplicar” (mismo texto). 
Este Tribunal puede ordenar “las medidas de prueba 
que juzgue convenientes”; los informativos serán celebrados 
wn forma suscinta (Casación, agosto, 1967, B. Tb LD; 
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1377), y siempre en la forma que sea asegurado el derecho 
de defensa “podrá el Tribunal ordenar que sean puestas en 
causa las personas que deberán ser incluídas en la solución 
del caso”. 

Facultades en caso de abuso o usurpación de poder. De 
conformidad con el art. 33 de la L. 5924, en los casos en que 
la acción tenga su fuente “en el enriquecimiento ilícito, como 
consecuencia del abuso o usurpación de poder, el Tribunal 
de Confiscaciones podrá declarar no oponible la prescripción 
y abiertas las vías de recurso contra las decisiones judiciales” 
intervenidas, y “anular la convención litigiosa por vicio del 
consentimiento fundándose en los efectos jurídicos que con- 
forme al derecho común, produce la fuerza mayor”. Podrá, 
“si se trata de derechos registrados anular las sentencias, de- 
cretos y resoluciones emanados del Tribunal de Tierras, así 
como los certificados de títulos que sean necesarios para la 
solución del litigio y ordenar lo que sea procedente”. 

Como se ve, la comprobación de un caso de abuso O 
usurpación de poder, por parte del Tribunal de Confiscacio- 
nes, puede dar lugar a que sea anulado un derecho registrado, 
el cual, salvo esta excepción, debe ser inatacable, y oponible a 
todo el mundo (v. infra, libro VI, capítulo II). 

Facultades en caso de compensación. De acuerdo con 
los arts. 34 y siguientes de la L. 5924 de 1962, el Tribunal de 
Confiscaciones puede, en caso de acoger una demanda en 
reivindicación de un inmueble “que se encontraba en el mo- 
mento de la confiscación en nombre de la persona cuyos 
bienes han sido confiscados” “restituír dicho inmueble al 
demandante, sin derecho a indemnización alguna”. 

Si se trata de un inmueble que ha sido adquirido por el 
condenado a confiscación en virtud “de una convención y el 
precio de adquisición es igual al valor que tenía el inmueble 
en el momento de la convención”, el Tribunal “deberá de- 
sestimar la demanda”. Por el contrario, si el precio de adqui- 
sición del inmueble es inferior a su valor en el momento de la 
convención, “el Estado tendrá la facultad de quedar dueño 
del mismo pagando la diferencia entre ambos valores, y de no 
ejercer el Estado esta facultad, el demandante “podrá adqui- 
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tir el inmueble devolviendo el precio que ha pagado la perso- 


na condenada a la confiscación”. En caso de que no se ejer- 
zan estas facultades, el Tribunal podrá acordar al demandante 
una compensación “que no exceda del monto de la diferencia 
ya indicada, entre el valor del inmueble y el precio pagado 
por el comprador”. 

La devolución o restitución no será posible, cuando se 
irate de un inmueble destinado a la explotación agrícola, 
industrial o comercial, o si en él se encuentran levantados edi- 
licios públicos o que esté o pueda ser destinado a fines de 
utilidad pública o de interés social”. En este caso, “el deman- 
dante tiene derecho a una compensación”, debiendo el Tri- 
bunal enviar a las partes ante el Juez que comisione “para 
(que se pongan de acuerdo” “respecto del monto y de las 
modalidades de la compensación”. En caso de no acuerdo, 
“pl Juez comisionado así lo informará al Tribunal para que 
éste fije la reparación que corresponde”. 

Si el inmueble que se reclama se encuentra en poder de 
un tercero. éste se presume de mala fe hasta prueba en con- 
trario. “y se restituirá el inmueble, con todas $us mejoras, y 
sin compensación alguna, al demandante que ha obtenido ga- 
mincia de causa”. Si el tercero prueba su buena fe, “podrá 
conservar el inmueble pagando al reclamante una suma equi- 
valente a la mitad del valor que tenía dicho inmueble en el 
momento en que se cometió el abuso o usurpación de poder” 

El Tribunal de Confiscaciones podrá tomar en cuenta las 
ulircunstancias específicas de cadu caso, cuando deba fijar las 
compensaciones a que tienen derecho las partes. pero, en 
vaso de que éstas queden a Cargo del Estado, dichas compen- 
saciones no podrán exceder, “en ninguna de las situaciones 
expresadas, del valor que tenía el inmueble en el momento 
«le la usurpación o de la convención que operó el transferi- 
miento del derecho de propiedad”: así como “acordar que las 
compensaciones puestas a cargo del Estado scan pagadas en 
pluzos periódicos”. 
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CAPITULO IM 
SANEAMIENTO INMOBILIARIO 
SECCION 1 

GENERALIDADES (92 


En qué consiste. El saneamiento inmobiliario es un pro- 
cedimiento de carácter especial y extraordinario, incoado 4 
iniciativa del Estado, impulsado y dirigido por el órgano juris- 
dicional, con el que se obtiene el establecimiento, respecto de 
los inmuebles, del derecho de propiedad y de los otros de- 
rechos registrables, por medio de sentencia final e inataca- 
ble, oponible a todo el mundo, 

Legislación. El saneamiento inmobiliario está regulado 
por la L. 1542 de 1947; mod. por las leyes Nos. 1860 de 
1948: 2144 de 1949: 3468 de 1953: 3532 de*1953: 3630 
de 1953: 3719 de 1953; 3787 de 1954; 4479 de 1956: 
4656 de 1957: 5057 de 1958: 5147 de 1959; 5667 de 1961: 
3877 de 1962; 544 de 1964, 437 de 1964; 132 de 1967 y 
35 de 1970. por la L. 3637 de 1963, que sanciona las faltas 
cometidas por los agrimensores, las leyes números 3705 de 
1954 y 145 de 1964, que regulan el cobro de los créditos a 
Favor del Estado por concepto de mensuras catastrales: el 
Reglamento número 9655 de 1954; de mensuras catastrales. 

El objeto de esta legislación es implantar el sistema To- 
rrens de publicidad real inmobiliaria, en sustitución del sis- 
tema de publicidad de carácter personal que resulta del C. 
Civil, de la L, del 21 de junio de 1890, sobre registro y con- 
servación de hipotecas, y de sus modificaciones. La pieza 
esencial y fundamental del nuevo sistema es el libro registro, 


(52) V. F, Tavares hijo, En torno ala peligrosidad del proceso de saneamiento 
inmobiliario, en Revista Jurídica Dominicana, año 1946, No, 24; p. 41; 
Arístides Alvarez Sánchez, Eficacia y constitucionalidad de las citaciones 
en el saneamiento de la propiedad inmobiliaria, año 1947, No. 25-26, 
p. 24; ambos trabajos reproducidos en Estudios Jurídicos, Tomo II, vol, 
II, 1975, Ed, Capeldom, 
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n el cual se asientan, en hojas especiales, y respecto de cada 
inmueble, el derecho de propiedad y los otros derechos to- 
_jistrables. Cada una de estas hojas es un certificado original 
de título. Se puede decir que estas reglas de fondo consti- 
“luyen la parte sustantiva del nuevo sistema. 

El saneamiento es el mecanismo adjetivo empleado en 

uste sistema de publicidad para llegar al establecimiento del 
primer certificado de título de cada inmueble, el cual es pre- 
parado por el registrador de títulos en ejecución del decretó 
de registro expedido por el Secretario, de acuerdo con la sen- 
tencia final emanada del T. S. de Tierras. 

Terminología (53) , Perfeccionando las expresiones téc- 
hicas empleadas en ciertas ocasiones por la L. de R. de Tel 
iso ha establecido, para designar los terrenos en las sucesivas 

s del proceso de saneamiento, la terminología abajo ex- 


Terreno bajo mensura catastrales aquel en que se ha da- 
lo comienzo a una mensura. Es importante conocer este mo- 
mento, porque, de acuerdo con el Art. 269 de la L. de R. de 
[, a partir de entónces cesa la competencia de los tribunales 
'wrdinarios y la adquiere el T. de Tierras. 

Terreno en proceso, o en curso de saneamiento, es aquel 
yo expediente, después de terminada la mensura, se 
meuentra sometido al T. de Tierras para fines de sancamien- 


Terreno saneado es el que ha sido objeto de una de- 
ón final del T. S. de Tierras. 

Terreno registrado es el que, como consecuencia de la 

cución del decreto de registro expedido de acuerdo con lo 

He dispone la sentencia final del T. S. de Tierras, se encuen- 

“incorporado en un certificado de título (v. sin embargo, 

ación, 25 de marzo de 1952, B. J. 500, p. 559). 

Con excepción de la primera (terreno bajo mensura ca- 

Mi al), estas expresiones son incorrectas, puesto que toman 

reno, en vez de los derechos sobre el terreno, como ob- 

y del proceso de saneamiento. Es preferible decir: dere- 
en curso de saneamiento, saneados, registrados. 

Véase la resolución del T. S. de T. del 15 de octubre de 1935, G. O. 4844, 
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SECCION II 
LA MENSURA CATASTRAL 


Objeto. La mensura catastral, preliminar obligado del 
proceso de saneamiento, se encamina a individualizar lis 
áreas de terreno que van a ser sometidas al saneamiento, më- 
diante su parcelación, con indicación de las medidas y demás 
características técnicas de cada parcela, Es una verdadera me- 
dida de instrucción, que, a diferencia de lo que ocurre en los 
procedimientos de derecho común, es prescrita, no en el 
curso del proceso, sino antes de que se inicie. 

Iniciativa. La iniciativa para que se practique la mensu- 
ra catastral (que no debe confundirse con la iniciativa del pro- 
ceso de saneamiento) pertenece en primer lugar al Estado, y 
en segundo lugar a todo el que tenga interés en el registro de 
un derecho registrable. A esa iniciativa responde el T. de T. 
con una resolución de concesión de prioridad. 


Mensura a iniciativa del Estado. A pedimento del Es- 
tado Dominicano, a quien representa el Abogado del Estado, 
el Tribunal de Tierras, de acuerdo con lo que disponen los 
arts. 44 y s. de la L. de R. de T. “determinará las extensiones 
de terreno que el interés público requiera se le conceda prio- 
ridad para el saneamiento y adjudicación de títulos”, esto es, 
para que sea incoado el proceso de saneamiento con relación 
a tales terrenos. 

Antes de resolver, la solicitud es comunicada a la Direc- 
ción General de Mensuras Catastrales, que funciona como una 
dependencia del T. de T. (art. 33 y s. de L. de R. de T) 
para que informe acerca de la medida que se solicita, y espe- 
cialmente para que indique provisionalmente la designación 
que conviene atribuir a la extensión de terreno de que se tra- 
ta. 

Con ese informe, el T. S. de T. dicta una orden, llamada 
resolución de concesión de prioridad. 

Ejecución de la mensura. Está a cargo del Director Ge- 
neral de Mensuras Catastrales, de acuerdo con el art. 44 de 
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la L. de R. de T., practicar la mensura, por conducto de los 
Agrimensores que escoja, de entre el personal de su oficina. 
Como primera diligencia, dicho funcionario, por medio de un 
aviso, según lo disponen los arts. 52 y s. de la L. de R. de Ts 
notificará al público el día y la hora en que se empezará la 
mensura catastral, describiendo lo más amplia y exactamente 
posible los terrenos a cuya mensura va a procederse. El aviso 
-será publicado, distribuído y fijado en las formas que indican 
los mismos arts. 52 y s. de la L. de R. de T. Cumplidas es- 
las formalidades, se procede a hacer la mensura, llenándose 
los requisitos previstos en los arts. 60 y s. de la L. de R. de E 
Mensura a iniciativa particular. Según lo disponen los 
urts, 45 y s. de la L. de R. de T., los particulares pueden so- 
licitar, por conducto del Abogado del Estado, que el T. S. de 
TY, dicte una resolución mediante la cual ordene que se prac- 
lique la mensura catastral de un terreno en el cual pretenden 
lener un interés registrable, a fin de que se proceda luego al 
saneamiento. 
La solicitud, disponen los art. 47 y s. de la L. de R. de 
T, deberá contener todos los datos relativos al solicitante y al 
inmueble, y deberá ir acompañada de los documentos justi- 
licativos y de un contrato celebrado entre el solicitante y un 
iprimensor, en el cual éste asuma la obligación de practicar la 
mensura. El Abogado del Estado verifica la regularidad de la 
solicitud y la trasmite al T. de T., quien requiere, antes de re- 
polyer, la opinión del Director General de Mensuras Catas- 
rales. Los avisos dirigidos al público, de conformidad con el 
art, 54 de la L. de R. de T., son en este caso preparados por 
el agrimensor contratista, visados por el Director General de 
Mensura Catastrales, publicados, fijados y distribuídos, y la 
mensura es practicada, en la misma forma que si se tratara 
e una mensura catastral hecha por iniciativa del Estado. 
Ampliación. La práctica ha establecido un procedimien- 
lo mediante el cual un interesado que no solicitó la conce- 
“sión de prioridad puede obtener del T. S. de T. una orden adi- 
elonal ampliativa de la primera, sujetándose a los mismos re- 
quisitos. Ambas órdenes se acumulan, como si se tratara de 
Una sola, en los trámites de la ejecución de la mensura. 
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Carácter; impugnación. La orden o resolución dictada 
a pedimento de un particular, por la cual se manda practicar 
una mensura, no es una sentencia, sino un acto de administra- 
ción judicial, puesto que no resuelve ninguna cuestión con 
erian Ls Mint a los derechos del peticionario o de 
erceros (supra, li i ió i 
wo ior, bro IV). (Casación, 29 de abril de 1937, B. 
Por consiguiente, puede ser impugnada por cualquier 
interesado, La decisión del T. S. de T. respecto de esa impug- 
nación es en cambio una verdadera sentencia, contra la cual 
puede recurrirse en casación. 

Por otra parte, el art. 51 de la L. de R. de T. dispone 
que no está sujeta a recurso alguno la decisión del T. de T. 
que niegue una concesión de prioridad. 

Preparación del plano. Después de terminadas sobre el 
terreno las operaciones técnicas de la mensura, el agrimensor 
comisionado por el Director General de Mensuras Citástra- 
les, o el agrimensor contratista, según que la mensura haya 
sido ordenada a requerimiento del Estado o de un particular 
deberá contener la indicación precisa de las parcelas que se 
prenden y todas las demás enunciaciones necesarias para que 
en la celebración del juicio de saneamiento el tribunal tenga A 
la vista una imagen exacta de esos terrenos. “4 

Revisión; aprobación. El plano, conjuntamente con los 
documentos relativos a la ejecución de la mensura, deberá E 
entregado al Director General de Mensuras Catastrales, Ear 
forme lo dispone el art. 61 de la L. de R. de T., a fin de que 
sean revisados por los agrimensores oficialmente destinados 
para ese trabajo. Luego de revisados el plano y los ooit- 
a anexos, la mensura es aprobada por el Director Ge- 
neral. 

Envío del plano. Una vez aprobado el plano, el Direc- 
tor General de Mensuras Catastrales envía el expediente al 
Abogado del Estado, Fiscal del Tribunal de Tierras, a fin de 
que formule el requerimiento de saneamiento. 

SECCION II 
APODERAMIENTO DEL TRIBUNAL 
Requerimiento fiscal. Recibido el expediente de la men- 
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ira, el Abogado del Estado procede, en cumplimiento de 
"lo que dispone el art. 61 de la L. de R. de T., a apoderar al 


"Tribunal de Tierras del proceso de saneamiento, formulando 
nl efecto un requerimiento contra las personas que sean 
dueñas, que retengan, que reclamen, posean u ocupen los te- 
Irenos, total o parcialmente, haciendo constar, si se saben, 
los nombres de los dueños de los terrenos que colinden con el 
rca catastral de que se trate, y consignando los demás in- 
Tormes que sea conveniente, con el fin de dar pleno aviso a 
Odos los que ocupen las tierras y a todos los que pretendan 
tener derecho o interés en las mismas. 

Designación del juez. El Presidente del T. de T. dicta 


entonces, conforme lo dispone el art. 63 de la L. de R. de T., 


luto por el que trasmite a uno de los jueces el requerimiento 
“Niscal y sus anexos, y lo designa para que entienda en el pro- 
“deso de saneamiento como juez de primera instancia. 
Citación para presentar reclamaciones. Los arts. 64 y 
a de la L. de R. de T. mandan que el secretario cite a los in- 
leresados para que presenten sus reclamaciones y las pruebas 
n que las apoyen, lo que hace por medio de un aviso publi- 
vado en la Gaceta Oficial y en un periódico de circulación 
neral, y fijado en un lugar visible de los terrenos, en el 
ayuntamiento y en los j. de paz del municipio o municipios, 
y del Distrito Nacional, en que se hallen ubicados los terre- 
"nos. El plazo que debe darse en el aviso es de no menos de 
un mes, ni más de seis meses, prorrogables por causas justi- 
cadas. 
El aviso es dirigido, en primer término, a las personas 
le parezcan estar interesadas, que son aquellas cuyos nom- 
bres figuran en el requerimiento fiscal, y, en segundo térmi- 
no, a todas a quienes pueda interesar. 
Las reclamaciones son recibidas en el lugar en que, de 
¡cuerdo con el aviso, vaya el tribunal a celebrar sesión. 
Quién puede reclamar. Todo interesado puede presen- 
tir una reclamación, aun cuando su nombre no figure en el 
aviso. Este procedimiento, dirigido in rem contra todo el 
mundo (Casación: 31 de mayo de 1933, dos fallos, B. J. 274, 
17, 24; 12 de junio de 1933, B. J. 275, p. 8; 22 de no- 
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viembre de 1938; B. J. 340; p. 724), debe comenzar, en 
efecto, por una conminación dirigida a todo interesado para 
que haga valer sus derechos en el juicio de saneamiento. 

Forma y enunciaciones. De acuerdo con el art. 66 du 
la L. de R. de T. las reclamaciones son presentadas por es 
crito, firmadas y juradas por el reclamante o por su apodera- 
do, en un formulario ad hoc suministrado por el tribunal. 

Cada reclamación debe enunciar: los nombres, estado ci- 
vil y edad del reclamante; la designación catastral de la par- 
cela sobre la cual se reclama un derecho o un interés; una 
descripción de las mejoras existentes en la parcela; el títu 
lo, acto escrito o posesión, en cuya virtud se reclama; los 
nombres de los dueños colindantes; los gravámenes; los nom- 
bres de los reclamantes contrarios (Casación, 22 de diciembre 
de 1936, B. J. 317, p. 703); y, en fin, los documentos justi- 
ficativos. 


Naturaleza. La reclamación ante el T. de T. es una de- 
manda en justicia, sujeta como tal a los requisitos de fondo 
inherentes a este acto procesal, con la salvedad, sin embargo, 
de que no tiene que indicar el demandado, sino cuando se le 
conoce como posible reclamante contrario. Esta demanda, en 
efecto, es el ejercicio de una acción puramente in rem, ante 
un tribunal que tiene la dirección e impulsión del proceso, 
y que deberá, por lo tanto, descubrir inquisitoriamente los 


adversarios del reclamante aunque éste no los señale (supra, 
libro IV). 


Certificación de gravámenes. De acuerdo con el art. 83 
de la L. de R. de T., el juez encargado del saneamiento re- 
querirá del conservador de hipotecas del distrito judicial en 
donde se está llevando a cabo un expediente catastral una re- 
lación de los gravámenes inscritos sobre los terrenos o sus me- 
joras comprendidos en dicho expediente, para hacerlos cons- 
tar en la sentencia, si hubiere lugar. La ley no dice expresa- 
mente cuándo hará el juez ese requerimiento; pero lo natural 
es que sea después de recibidas las reclamaciones, que es 
cuando hay un “expediente” apto para permitirle dirigir esa 
solicitud al conservador de hipotecas, señalándole con clari- 
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dad y detalladamente las personas y las fincas sobre las cuales 
va a expedirse la certificación de gravámenes. 






SECCION IV 
EL JUICIO DE SANEAMIENTO 









El expediente. Después de cumplidos los trámites indi- 
cados en la sección anterior, el tribunal tiene en su poder tres 
listas de personas interesadas en el saneamiento: las que men- 
ciona el requerimiento fiscal; las que han concurrido a pre- 
sentar reclamaciones; los titulares de gravámenes consignados 
en la certificación del conservador de hipotecas. { 

Eliminando los factores comunes a las tres o a dos de 
esas listas, (54 el juez encargado de la causa tiene un estado 
completo de interesados en el juicio de saneamiento, a quie- 
nes deberá hacer citar para la audiencia del caso. 

Citación para la audiencia. Los arts. 64 y $. de la L. de 
R. de T. autorizan al juez a celebrar la audiencia el mismo día 
de la recepción de las reclamaciones, o tan pronto como sea 
posible. o 

El primer modo de proceder, aunque admitido por la 
ley, no es nada recomendable. En la sesión fijada para recibir 
las reclamaciones, en efecto, el juez no está en contacto sino 
con un número insuficiente de interesados en el saneamiento, 
los que figuran en el requerimiento fiscal. No conoce todavía 
los interesados que pudieren ser revelados por la certifica- 
ción del conservador de hipotecas, ni los que puedan resultar 
del examen de esas reclamaciones. Basta suponer que en el 
título de adquisición de un reclamante figurara alguna cláu- 
sula, por ejemplo una condición resolutoria, un precio no 
pagado, una servidumbre; oyendo tan sólo a ese reclaman te el 
juez no puede adquirir un conocimiento cabal de la situación 


(54) si es el propietario quien hasolicitadola mensura catastral, su nombre fi- 
gura en el requerimiento fiscal y entre los que acudieron a presentar ré- 
clamaciones; si es un acreedor hipotecario, su nombre figura en las dos pri~ 
meras listas, y aparece también entre los titulares de gravémens en Ja cer 
tificación del conservador de hipotecas, 
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jurídica del inmueble, sino que tiene que examinar, además, 
los alegatos de los otros interesados que pueden tener un in- 
terés contrario o concurrente (supra, libro IV). 

Es preferible, pues, formar un expediente completo, y 
preparar entonces una lista de las personas a quienes sea indis- 
pensable o útil oír en la audiencia, a fin de que sean saneados 
y adjudicados los títulos de todos los interesados. 

Asistencia de impedidos. El art. 68 de la L. de R. de T. 
dispone que “Cuando un interesado, por ignorancia, o por 
cualquiera otro motivo, justifique no poder preparar en 

«debida forma su reclamación y su defensa, el juez de la causa 
podrá designar a cualquier persona para que la ayude en tales 
diligencias”. 

Audiencia. No obstante la disposición del art. 67 de la 
L. de R. de T., en cuya virtud las partes pueden comparecer y 
defenderse personalmente o por medio de un apoderado es- 
pecial, la L. 91 de 1983 hace obligatorio el ministerio de abo- 
gado ante el T. de Tierras (v. supra, libro II). 


Los debates son puramente orales. Los alegatos y con- 
clusiones de las partes se hacen constar en el libro de audien- 
cias, según lo dispone el art. 23 de la L. de R. de T. Nada 
se opone a que las partes depositen escritos, ni a que sean au- 
torizadas por el juez a desenvolver sus medios en memoria- 
les entregados después de la audiencia. 

Sentencia. Es pronunciada, no en el lugar en que fue ce- 
lebrado el juicio, sino en el local del T. de T. En caso de ce- 
sar en sus funciones el juez que conoció de una causa, el que 
lo sustituye, por designación del Presidente, puede pronun- 
ciar el fallo, según lo dispone el art. 88 de la L. de R. de T. 
(Casación, 11 dejunio de 1952, B. J. 503, p. 1058). 


Revisión. La sentencia dictada por el T. de T. en juris- 
dicción original pasa, de oficio, al T. S. de T., quien procede 
a revisarla al mismo tiempo que a conocer de los recursos 
de apelación que puedan haber sido interpuestos (art. 15, 
120 y s. de la L. de R. de T.). Es una aplicación más, en el 
proceso de saneamiento inmobiliario, del principio de impul- 
sión del proceso no por las partes, sino por el mismo órgano 
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jurisdiccional. La decisión del T. S. de T. es la que adquiere 
autoridad de cosa juzgada, y recibe ejecución con el decreto 
de registro expedido por el Secretario (art, 150 y s. de lala 
de R. de T.), el cual va a constituír después de transcrito o 
copiado en el libro-registro, el certificado original de título, 

Si es correcta en la forma y en el fondo, la sentencia del 
juez a quo es confirmada por el T, S. de T. Si contiene erro- 
res de hecho o de derecho, puede ser enmendada por el T. 
S. de T., siempre que la instrucción de la causa esté comple- 
ta; si la instrucción ha sido defectuosa, debe procederse a un 
nuevo juicio. 

Nuevo juicio. Cuando aparezca que la sentencia objeto 
de la revisión, haya o no recurso de alzada, no sea el resulta- 
do de una completa y contradictoria instrucción de la causa, 
el T. S. de T. debe ordenar, de oficio o a pedimento de par- 
te, que se proceda a un nuevo juicio (art. 128 y s. de la Ls 
de R. de T.). La causa es entonces conocida nuevamente por 
el juez designado para celebrar el nuevo juicio, quien podrá 
utilizar aquella parte de la instrucción que encontrase Correc- 
ta, como por ej. las pruebas producidas en el primer juicio 
(v. Casación, 13 de noviembre de 1956, B, J. 556, p. 2346, 
septiembre 1968, B. J. 694, pág. 2056). La sentencia dicta- 
da en este nuevo juicio pasa también al T. S. de T. para su re- 
visión, en la misma forma que la primera. 


SECCION V 
TERRENOS COMUNEROS 


Definición. La L. sobre división de terrenos comuneros, 
deP21 de abril de 1911, art. 19, los había definido “aquellos 
cuya propiedad se tiene por acciones y pertenecen a dos O 
más personas”. La L. de R. de T. de 1920, en su art. 19, los 
caracteriza como “predios indivisos de terrenos que pertenez- 
can, o que se digan pertenecer a dos o más personas, cuyos 
derechos estén representados por acciones denominadas pe- 
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sos u otras unidades que más bien guardan relaciones al valor 
o derechos proporcionales que al área del terreno”. De modo 
análogo la L. de R. de T. de 1947 expresa: “Cuando en 
esta Ley se empleen las palabras “Terrenos Comuneros” o 
“Sitios Comuneros”, se entenderá que significan predios in- 
divisos que pertenecen o se dice pertenecer a dos o más per- 
sonas cuyos derechos están representados en acciones deno- 
minadas “pesos” u otras unidades que más bien guarden re- 
lación al yalor o derechos proporcionales que al área del te- 
rreno perteneciente a dichas personas o reclamado por ellas; 
y siempre que se empleen las palabras “pesos de títulos” se 
entenderá que significan los títulos sobre “Terrenos Comu- 
neros” o “Sitios Comuneros” ya referidos.” 

Necesidad de su abolición. En todo tiempo se ha reco- 
nocido que esta forma de propiedad presenta gravísimos in- 
convenientes y peligros, y la urgencia en hacer cesar tal es- 
tado de cosas. Con este fin, la L. del 21 de abril de 1911 
declaró “de utilidad pública la mensura, deslinde y partición 
de terrenos denominados comuneros” (art. 19), y estableció 
un procedimiento para realizar esas operaciones (art. 2 y s.). 
El art. 19 de la L. de R. de T. de 1920 declaró, por su parte, 
que esas operaciones eran de orden público y en sus arts. 82 
a 88 trazó un procedimiento encaminado a sanear, dividir y 
registrar esos terrenos. Al mismo tiempo, en su art. 146 de- 
claró derogada la L. del 21 de abril de 1911, y revocó todos 
los procedimientos que estuvieran pendientes para la parti- 
ción de esos terrenos. Pero la L. 590, del 2 de enero de 1921, 
mod. por el D. 83 de 1923, rehabilitó los procedimientos de 
mensura ya terminados, dejándolos sometidos a la homologa- 
ción por los correspondientes j. de P. i., siempre que no se 
hubiera comenzado una mensura catastral que incluyera el 
sitio de que se trata, y trazó nuevas pautas para su partición, 
saneamiento y registro. 

La L. 833, del 9 de marzo de 1945, reemplazó las dispo- 
siciones de la L, de R, de T. y sus modificaciones sobre este 
particular, e introdujo importantes reformas en el procedi- 
miento para la-partición de los terrenos comuneros, estable- 
| ciendo, previamente al saneamiento, un procedimiento para 
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Sua dipo 


i conciernen 
la depuración de los títulos que les s MLN 


siciones fueron incorporadas a la L. de R. de 

.89 ys. y Me 

F Aa Se regula por lo dispuesto en los arts, 89 

de la L. de R. de T. Tienen la iniciativa en el procedi 

BED para la depuración de títulos las partes interesadas, 
ficio el T. de T. 

Abogado del Estado, y de o el: supl s 
% El juez encargado del procedimiento hará citar, por me 
dio de un aviso publicado en la prensa y fijado TRT 

j icipios* ue esté inc 
i s y j. de paz de los municipios*en q i ; 
ENR le comunistas y al notario comisionado, para que 
poten los títulos que tengan en su poder en la secretaría 
del T. de T., dentro de un plazo de dos meses. i vin 
Los títulos no depositados quedarán y al e S 
pesos o acciones, y por consiguiente no serán tomados en 
cuenta para la partición del sitio. | ; nla 
sa de expirado el plazo impartido para el deposito 
de los títulos, será celebrado juicio para su a 
previa citación dirigida a los interesados, en igual forma q = 
la que los llamó para el depósito, con un plazo de paga 
i j decidirá, por una s - 
de treinta días. Después el juez de 
tencia, sobre la validez o la nulidad de cada título sometido 
a su juicioa y determinará la cantidad de pesos O acciones que 
serán tomadas en consideración para los fines de la partición 
del sitio correspondiente. \ E 
“` Luego que la sentencia sea revisada por el T. Superior 
de Tierras se procederá a iniciativa del Estado o de accionis 
tas cuyos títulos sumen por lo menos las dos terceras ci 
del total de los computados del sitio, a ordenar y practicar a 
mensura catastral siguiéndose los trámites expuestos anterior- 


mente. 
TITULO IX 
PROCESO EN DEFECTO 
Consideraciones generales. El procedimiento en defes 
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to ha sufrido profundas modificaciones en virtud de las dis 
posiciones de la L. 845 de 1978, inspiradas en las reformas 
francesas iniciadas en 1935, luego modificadas en 1958 y 
1965, que culminaron con el Decreto del 28 de agosto de 
1972, cuyas disposiciones se integraron al Nuevo Código de 
Procedimiento Civil Francés. 

Fundamentalmente, el espíritu de las modificaciones 
fue el de instaurar un sistema en el cual se simplifica el pro- 
cedimiento en favor de una mayor celeridad de la justicia y 
evitar las maniobras usuales del sistema que regía en el anti- 
guo Código de Procedimiento Civil. En este orden de ideas, 
las reformas francesas tienen como base la supresión del 
recurso de oposición en determinados casos considerando lä 
sentencia contradictoria (o reputada contradictoria). Todas 
las veces que el asunto es susceptible de apelación o el deman- 
dado ha recibido personalmente la citación o la reiteración 
de ésta, puesto que se presume que no ha debido ignorar la 
instancia seguida en su contra, el recurso de oposición le está 
vedado. 

La actitud del legislador francés frente al defecto por 
falta de concluír es más severa, puesto que generalmente 
la falta de concluír constituía un medio cómodo para ganar 
tiempo y retardar la marcha del procedimiento en contra del 
defectante. 

Es así que las reformas operadas en Francia en 1935 
suprimieron el defecto por falta de concluír como consecuen- 
cia de haber suprimido el recurso de oposición. Pasando por 
las reformas de 1958 que agravaron el régimen del defecto 
por falta de comparecer, se llega finalmente al Decreto del 28 
de agosto de 1972, que como se expresó, fue integrado al 
nuevo Código. 

Resumiendo el sistema instaurado en Francia, pode- 
mos decir que reglamenta únicamente el defecto por falta de 
comparecer para el cual existe, en determinados casos, la po- 
sibilidad de un recurso de oposición. 

En lugar del defecto por falta de concluir, los arts. 469 
y 470 del Nuevo Código consagran el defecto por falta de 
cumplir los actos de procedimiento en los plazos requeridos, 
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en cuyo caso el juez dictará una sentencia contradictoria, sal- 
vo la facultad para éste de reenviar la audiencia para otra fe- 
cha. 

Pero la disposición del art. 149 modificado por la L. 

845 de 1978, y otras disposiciones modificadas por la citada 
ley, en lo que respecta al defecto, no pueden considerarse una 
adopción y traducción fiel de las disposiciones francesas an- 
teriormente comentadas. En efecto, a diferencia de lo 
dispuesto por el art. 472 francés, el art. 149 de nuestro Có- 
digo sí establece la posibilidad de un defecto por falta de con- 
eluír al expresar que “si el demandado no comparece en la 
forma indicada por la ley o si el abogado constituído no se 
presenta en el día indicado para la vista de la causa se pro- 
nunciará el defecto. Al respecto, conviene mencionar dos 
fallos de la Suprema Corte de Justicia: uno de fecha 6 de di- 
ciembre de 1982 (v. B. J. 865 p. 2412); otro de fëcha.11 de 
marzo de 1983 (v. B. J. 868, p. 622). 
En la primera de dichas sentencias, la Corte de Casa- 
ción estima que el art. 149 en su nueva redacción no exclu- 
ye el defecto por falta de concluír, todo ello en virtud de la 
disposición legal citada. En la segunda sentencia (11 de marzo 
de 1983) se establece que la disposición del art. 150 en su 
actual redacción limita la posibilidad de un recurso de oposi- 
ción al caso de las sentencias en última instancia en defecto 
por falta de comparecer, pero es inadmisible contra una sen- 
tencia en defecto por falta de concluír ya que ésta se reputa 
contradictoria; el demandado ha constituído abogado, esto 
es, ha comparecido. 

Conviene pues desde ahora deslindar dos campos que 
por lo menos en el estado actual de nuestro derecho proce- 
sal han suscitado controversias: nos referimos al pronuncia- 
miento del defecto, ya sea por falta de comparecer o por fal- 
ta de concluír, que siempre es posible; y a las consecuencias 
de este defecto en lo que respecta a la posibilidad de un re- 
curso de oposición. y 

En efecto, la circunstancia de que una sentencia en de- 
fecto sea o no reputada contradictoria, y por ende, sea o no 
abierto al incompareciente el recurso de oposición, no im- 
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plica que exista o no exista el defecto: son pues dos cuestio- 
nes distintas. De ahí que consideramos inex:cto decir que no 
existe el defecto por falta de concluir: lo cue realmente ha 
desaparecido en el estado actual de nuestra legislación es la 
facultad para el defectante en este caso, de nterponer un re- 
curso de oposición. 

No cabe duda acerca de que nuestro legislador tuvo una 
pésima fórmula para mantener el defecto for falta de con- 
cluír, pero, efectivamente, lo ha mantenido. Pero entende- 
mos que está más acorde con los principios jurídicos mante- 
ner la institución del defecto, tanto por incomparecencia co- 
mo por falta de concluir, que crear, como er Francia, una es- 
pecie de ficción de una ausencia de defecto en el último caso, 
o un defecto por no cumplir los requisitos legales. 

Guiados por este criterio, serán expuestos en la obra 
las posibilidades en que existe realmente un defecto por falta 
de comparecer y un defecto por falta de concluír. 


CAPITULO I 
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA 
SECCION I 


PRINCIPIOS GENERALES 


El defecto. Cuando el demandado no tomparece en jui- 
cio, o cuando él o el demandante no presentan conclusiones 
en audiencia, se dice que esta parte ha incurrido en el defec- 
to (55) . En el primer caso la ley dice que hay defecto por fal- 


(55) El profesor Niceto Alcalá-Zamora y Castillo ha critrado, al igual que otros 
muchos, este calificativo empleado por la legisación dominicana, en 
elogiosa nota crítica sobre el ler. volumen de a la. edición de esta 
modesta obra (Miscelánea de libros procesales, en kevista de Derecho Pro- 
cesal, 3er. trimestre de 1944, 409 y s.). En este puto, sin embargo, la ob- 
jeción parece más que discutible, Tres expresiones en efecto, pueden ser 
usadas para caracterizar esta manifestación concret de inactividad proce- 
sal: contumacia, rebeldía, defecto. Para nuestro sistema del proceso civil de 
derecho común, que es dirigido e impulsado por la partes, y en que la in- 
gerencia del órgano jurisdiccional está reducida a 1 minima expresión, el 
término rebeldía es francamente inaceptable. Puesto que implica desobe- 
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ta de comparecer; en el segundo caso hay defecto por falta «de 
concluir. 

Quiénes incurren en uno o en otro. En el defecto por 
falta de comparecer puede incurrir únicamente el deman 
dado, pero no el demandante, El demandante, en electo, 
comparece necesariamente por el hecho de citar al deman 
dado para que comparezca ante el tribunal a oir declarar lo 
pedido en la demanda, o al ofrecerle directa o indirectamente 
el proceso mediante uno de los otros modos de apoderamien- 
to antes mencionados que, según se' ha expuesto, tienen 
lugar en virtud de la citación diligenciada a requerimiento del 
demandante. La única posibilidad para el demandante de in- 
currir en el defecto es la de no presentarse ante el tribunal el 
día fijado para la audiencia; no obstante esa inasistencia del 
demandante, el tribunal sigue apoderado del conocimiento 
de su demanda, pero decidirá el asunto por medio de una sen 
tencia en defecto por falta de concluir. 

En cambio el demandado puede incurrir en el uno y en 
el otro defecto. Como se ha expuesto, la comparecencia del 


demandado en materia civil ante elj. de primera instancia, en 
toda materia ante la c. de apelación tiene lugar por medio de 
una constitución de abogado, acto procesal que consiste un 
dar a conocer, al abogado constituído por el demandante en 
la citación introductiva de instancia, el nombre del abogado 
que postulará y defenderá por ese demandado. En los asuntos 
comerciales y de referimiento puede admitirse que la compi 


diencia a una orden del juez, cuadraría mejor en un proceso predominan 
temente o exclusivamente inquisitorio, dirigido e impulsado por el tribu 
nal. Contumacia, sinónimo de rebeldía, es un término igualmente 
inapropiado, por el mismo motivo. Con razón, pues, nuestro legislador em 
plea el término contumacia únicamente en materia criminal, para calificar 
la incomparecencia del acusado, lo que se explica dados los poderes del tribu 
nal en esta materia. En cambio, usa el calificativo defecto para designa! la 
incomparecenca en las materias correccional y de simple policía, en las cua 
les los poderes del juez son menos amplios. El término defecto, empleado 
por nuestros códigos en relación con los procesos civil y comercial, tions 
el sentido natural de faltas, carencia o imperfección, y no resulta por lo 
tanto más alejado de la exactitud que el de contumacia, y es, en cambio, 
mucho más apropiado que rebeldía, En estas materias, en efecto, en que ln 
facultades de citación y de impulsión procesal residen en las partos, el ll 
tigante que no comparece o que no concluye falta a un deber hacia la parle 
contraria, está en defecto frente a la parte contraria, pero no ha contive 
nido a ninguna orden del tribunal. 
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recencia del demandado se verifica con su asistencia ante el 
tribunal, pero representado por su abogado, puesto que su 
ministerio es obligatorio en virtud de la L. 91 de 1983; el he- 
cho de su incomparecencia constituye, pues, el defecto por 
falta de comparecer. Pero, aun presente en la audiencia, el de- 
mandado puede abstenerse de conclufr, entonces incurre en 
el defecto por falta de concluir. 


Carácter. El hecho de incurrir en el defecto constituye, 
en muchos casos, una maniobra dolosa, enderezada a prolon- 
var el proceso, Cuando eso es demostrado, la parte en defecto 
puede ser condenada a indemnizar a la otra el perjuicio que le 
causa (art. 1382 y 1883 del C. Civil). Pero, en sí mismo y 
descartado su posible carácter culposo, la parte que incurre 
en el defecto no comete necesariamente una falta, suscepti- 
ble de hacerla condenar al pago de una indemnización. 

El defecto se produce aún cuando el juez por error, ha 
omitido pronunciar el defecto y ha dado a su sentencia el ca- 
rácter de contradictoria. Inversamente, la sentencia es contra- 
dictoria aunque el juez la haya calificado en defecto, si re- 
sulta de los hechos de la causa que el demandado compareció 
y que ambas partes presentaron conclusiones sobre todos los 
puntos del debate. 


Consecuencias. De acuerdo con el régimen consagrado 
por el C. de Pr. Civil, cuando una de las partes incurría en 
defecto, se producían dos consecuencias: lra., la sentencia 
era pronunciada en defecto por falta de comparecer o por fal- 
ta de concluír de acuerdo con la distinción anteriormente 
establecida; 2a., esta sentencia estaba sujeta, generalmente, a 
una vía de recurso, la oposición, 

La L. 845 de 1978 ha modificado los Art. 145 a 151, 
153 y 155 a 157 del C. de Pr. Civil, estableciendo profundas 
innovaciones en el procedimiento en defecto. 

El nuevo Art, 150 establece dos categorías de senten- 
cias en caso de incomparecencia: las sentencias en defecto 
propiamente dichas (art. 150 2a. parte; las sentencias reputa- 
das contradictorias (art. 151, lra. parte; 151 parte final). 
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Unicamente contra las primeras, será admitido el recurso de 
oposición. 

De conformidad con el nuevo art. 150 el recurso de opo- 
sición contra las sentencias en defecto es admitido cuando 
son dictadas en última instancia contra el demandado, si éste 
no ha sido citado personalmente o en manos de su represen- 
tante legal. 


Dos eventualidades deben existir pues, para que la sen- 
tencia sea reputada contradictoria y por tanto se excluya el 
recurso de oposición: 1) que el demandado haya sido citado 
personalmente o en la persona de su representante legal; 2) 
que la sentencia sea susceptible de apelación, aunque la ci- 
tación no haya sido hecha en la persona del demandado, o de 
su representante legal. 

Este sistema ha sido, no obstante criticado, (56)' sobre 
todo cuando se trata de asuntos apelables, ya que pudiera 
suceder que el demandado se hubiera encontrado en una real 
imposibilidad de concurrir a la audiencia: sobre todo si se 
trata de una citación a día fijo. 

Las reformas introducidas mediante la modificación del 
art. 150 no han reproducido fielmente el sistema instaurado 
por los arts. 467 y s. del Nuevo C. de Pr. Civil Francés. Sin 
que la crítica pueda interpretarse como una total adhesión 
al sistema francés, sí conviene que los conceptos se preci- 
sen y clarifiquen. 

Por una parte, la L. 845 no adoptó las disposiciones del 
Art. 471 francés, que hace posible la reasignación del deman- 
dado incompareciente, sea a iniciativa del demandante o de 
oficio por el juez. En Francia, habrán de concurrir las siguien- 
tes circunstancias para que una sentencia dictada en última 
instancia sea considerada en defecto: que el demandante se 
haya abstenido de citar nuevamente al demandado, si la nue- 
va citación ha sido ordenada por el juez; que, habiendo hecho 
nueva citación, ésta no haya sido hecha en la persona del de- 
mandado. Por el contrario, la sentencia será reputada contra- 


(56) Jean Vincent, op. cit, p. 689. 
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dictoria cuando el demandante ha hecho nueva citación 

ésta se ha realizado en la persona del demandado. Por cad 
parte, la L. 845 no define claramente las características de la 
sentencia reputada contradictoria, como lo hace el art. 473 
del Nuevo C. de Pr, Civil Francés. Ciertamente, el art 155 de 
la L. 845 habla de las sentencias reputadas contradictoris 
y el texto del art. 150 indica las condiciones para la adipisi 
bilidad de la oposición. Sin embargo, una definición legal 


E s de una figura jurídica nueva, hubiera sido de gran 
utilidad. ; 


SECCION II 
INCOMPARECENCIA DE LOS DEMANDADOS 


Demandado único. Cuando el demandado no compare- 
ce, el art. 150 mod. por la L. 845, dispone que el tribunal, en 
primer término, deberá comprobar el hecho de la incompa- 
recencia, y pronunciar el defecto. En segundo término, el 
tribunal deberá acoger las conclusiones del demandante si se 
encontrasen justas y reposasen en una prueba legal. La in- 
comparecencia del demandado no exime al demandante de 
la obligación de suministrar la prueba de sus alegatos, ni al 
Juez de la obligación de fallar conforme a derecho. En ero 
cia de toda prueba, o de todo ofrecimiento de prueba, el 
tribunal deberá rechazar la demanda (art. 1315 del C. Civil) 
(v. Casación, 29 de septiembre, 1982, B. J.862,p.1730) (57) 

Si el demandante no posee una prueba preconstituída 
deberá concluír pidiendo que el tribunal ordene una medida 
de instrucción que fuere procedente (información testimo- 


(57) De acuerdo con la juris 
sor prudencia francesa, viola el art, 472 del 
arroes Civil pos el tribunal que condena al demandado idad 
en cuenta las explicaciones suministradas y los docum: 
ducidos sin ser objeto de análisis, o basándo: Š ines 
> 7 se únicamente en l; 3 
PS presumiendo que no existe motivo serio contra la te PENTA 
y que os Os (Civil. 2a, 14 de` enero, 1976, Bull Civ, II, 
. 10; enero, Ir p, 231; Civ. 2a, 12 de abril, 197 ivil. 
I p. 92; J. C. P. 1976, IV, 6627, citadas por I ee air. 
; . „IV, or Di 
cedure Civile. art, 472, ed. 1983, (Petit r Es 
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nial, etc.), a fin de suministrar la prueba de sus prelensionen 
El tribunal puede también, de oficio, ordenar una medida de 
instrucción. Cuando la ley no admite la confesión como me 
dio de prueba, o cuando el orden público está interesado, el 
juez se encuentra necesariamente obligado, antes de acoger 
las conclusiones del demandante, a prescribir las medidas de 
prueba que fueren pertinentes. 

Incomparecencia del Estado. Contra el Estado no puede 
pronunciarse el defecto, ni por incomparecencia ni por falta 
de conclusiones. De acuerdo en efecto, con lo que disponen 
los arts. 6 y 7 de la L. 1486 de 1938, el j. de primera ins- 
tancia no pueden en ninguna materia, en las causas en que el 
Estado es parte, celebrar audiencia sin que se halle presente 
el ministerio público; cuyo representante debe asumir, en la 
misma audiencia, la representación ad litem del Estado no 
compareciente. f 

Pluralidad de demandados. Cuando todos los demanda- 
dos gozan del mismo plazo para comparecer por hallarse 
domiciliados a igual distancia del asiento del tribunal, el de- 
mandante requería al juez pronunciar el defecto por medio 
de una sentencia única, igual que si se tratara de un solo de- 
mandado. 

En caso de pluralidad de demandados cuyos domici- 
lios se encuentran a desiguales distancias del asiento del tri- 
bunal, cada uno de ellos tiene un plazo distinto para com» 
parecer. El antiguo art. 151 y el art. 152, este último no der 
rogado ni modificado por la L. 845, trazaban dos reglas ten- 
dientes a evitar la complicación de procedimientos y la acu- 
mulación de los gastos: el demandante debía aguardar a que 
se venciera el plazo máslargo (58) y solamente entonces podía 
requerirse el pronunciamiento del defecto, lo que debía ha- 
cer simultáneamente contra todos los demandados incompi- 
recientes; por su parte, el juez debía decidir por una sola 

sentencia en defecto, con relación a todos los demandados. 

Si, en contravención a las disposiciones de los antiguos 
arts. 151 y 152 el demandante obtenía varias sentencias en 


(58) El párrafo del nuevo Art. 151 aporta esta misma solución. 
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defecto separadamente contra cada uno de los incompa- 
ee las costas de esas instancias no entraban en tasación 
uedaban a cargo del abogado, sin qu i i 
$ e 

Goi eng que pudiera repetirlas 
” es señalar que la L. 845 no modificó la disposi- 
ción del art. 152 ni expresa ni implícitamente, por lo que pa- 
a que permanece vigente, con las innovaciones que han si- 
a introducidas en la citada ley en lo que respecta al proce- 
dimiento en defecto, previsto en el nuevo art. 151, según se 
indicará más adelante, 


SECCION MI 
COMPARECENCIA DE ALGUNOS DEMANDADOS 


Procedimiento. Cuando hay dos o más demandado. 
puede ocurrir que unos comparezcan y otros no compa 3 
can. En ausencia de disposición expresa de la ley, el add 
bería fallar el asunto por medio de una sentencia da a 
contradictoria respecto de los demandados PE ANR 
y en defecto con relación a los demandados eSinartien. 
tes, Esta ocurrencia podría conducir a una situación indesea- 
ble, si, sobre un recurso de oposición interpuesto por los 
incomparecientes, el juez reformara la sentencia; respecto de 
un mismo punto litigioso podrían existir entonces dos fallos 
en sratigo opuesto, uno contradictorio, otro en defecto. 

A EILE nora aa a a na 
sn ,B.J.90,p.6; 'o de B.J. 
P Paa F mandaba que el tribunal, a E SL a 
pans ea A sterio público o de oficio, dictara una sentencia prepara- 
el fin de E A var. r a a 
y ecidido por una sola j 
ora E Ta AR gugno pudiera ser atacada por proa 
sn A A B 
ae incomparecencia de uno A ennea do o 
ma ai dad 
conclusiones como hubiera o o e A de iras 
mandado único o de varios a a a 
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acumulando ese defecto en beneficio de la causa; 3a., ordenaba qua lor 
demandados incomparecientes fueran nuevamente citados puri Conipa 
recer por ministerio de un alguacil comisionado al efecto. 

Los incomparecientes nuevamente citados, o reasignados como 
decía el art. 153 tenían para comparecer por ministerio de abogado el 
plazo de octava (art. 77); y si se trataba de un asunto ordinario, ellos y 
el demandante tenían que notificarse, previamente a la audiencia las 
defensas y. réplicas correspondientes, conforme lo disponía la L. 1015, 


de 1935. 
Si los demandados, no obstante esta nueva citación, dejaban de 


comparecer, la ley, presumiendo que ellos se abstenían maliciosamente 
en no concurrir al proceso, ordenaba que el asunto se decidiera por una 
sola sentencia que no era susceptible de oposición (Casación, mayo, 


1969, B. J. 702, p. 1134). 
Esta sentencia favorecía al demandante, no solamente con el 


beneficio del defecto reservado en la sentencia preparatoria antes men- 
cionada, sino con el de no ser recurrible por oposición. | 

La actual disposición de art. 151 establece que en caso 
de pluralidad de demandados “si uno de ellos o varios, o to- 
dos no han constituído abogado el tribunal fallará el fondo, 
por sentencia reputada contradictoria respecto de todos, 
cuando la decisión sea susceptible de apelación o cuando los 
demandados condenados en defecto hayan sido citados a per- 
sona o en la persona de su representante legal”. 

El mismo texto legal establece que si por el contrario, el 
asunto no es susceptible de apelación, “aquel o aquellos de 
los demandados que, no habiendo sido citados a persona no 
comparezcan, serán citados de nuevo por alguacil comisio- 
nado por auto del presidente”. La sentencia pronunciada 
después de la expiración del nuevo plazo de emplazamiento 
será reputada contradictoria respecto de todos, siempre que 
uno de los demandados, por el primero o el segundo acto 
haya constituído abogado, o haya sido citado en persona O 
en la persona de su representante legal. En caso contrario, los 
demandados que hayan hecho defecto podrán formar opo- 
sición a la sentencia. 

A pesar de que la disposición legal transcrita hace refe- 
rencia al caso en que uno, varios o todos los demandados no 
han constituído abogado, es obvio que ésta no excluye los 
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asuntos comerciales en primera instancia, en los cuales la 
comparecencia no se produce en virtud de una constitución 
de abogados. 

La disposición legal francesa (art. 474) es más clara en 
el aspecto señalado, ya que se refiere a demandados no com- 
parecientes. 

De acuerdo pues con el referido art. 151 se presentan 
dos situaciones o eventualidades que se fundamentan en los 
mismos principios que pautan los casos del demandado úni- 
co. 

1) La sentencia es de pleno derecho reputada contra- 
dictoria. Este caso se presenta cuando los demandados en 
defecto han sido citados personalmente o en la persona de su 
representante legal, o cuando la decisión sea susceptible de 
apelación. 

La solución no presenta dificultad cuando el objeto de 
la demanda es indivisible, ya que la jurisdicción se determina, 


para cada uno de los demandados, por el monto total de la 
demanda. Si el asunto es susceptible de apelación, lo será para 
todos. 

Pero la solución no puede ser la misma, para los casos en 
que el objeto de la acción es divisible. El valor del litigio, 
para fijar el límite de la jurisdicción será apreciado indivi- 
dualmente para cada demandado. De aquí que, para un de- 
mandado podría el asunto ser en última instancia; en cambio, 
para otros no. En estos casos, sólo serán privados de la opo- 
sición estos últimos, puesto que tendrán la oportunidad de 
apelar. 


Cuando el asunto es en primera y última instancia para 
todos los incomparecientes, o para algunos de ellos, el de- 
mandante estará obligado a citar nuevamente, según lo esta- 
blece el mismo art. 151 en su segunda parte. Esta formali- 
dad podrá conducir a la obtención de una sentencia repu- 
tada contradictoria según se indica a continuación. 

2) La sentencia no es reputada contradictoria sino des- 
pués del cumplimiento de ciertas formalidades. Este caso es 
tratado en la segunda parte del art. 151. Su texto constitu- 
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ye, en este caso, una traducción bastante fiel de la segunda 
parte del art. 474 francés. 

Cuando el asunto no es susceptible de apelación, “aquel 
o aquellos de los demandados que, no habiendo sido citados 
a persona no comparezcan, serán citados de nuevo por al- 
guacil comisionado por auto del Presidente”. 

Esta nueva citación deberá contener la advertencia de 
que la sentencia a intervenir tendrá los efectos de una sen- 
tencia contradictoria. 

La sentencia que fuere pronunciada después de la expi- 
ración del nuevo plazo como consecuencia de la segunda ci- 
tación será reputada contradictoria respecto de todos, siem- 
pre que uno de los demandados, por el primero o el segundo 
acto, “haya constituído abogado”, o más exactamente haya 
comparecido, o haya sido citado personalmente, o en la per- 
sona de su representante legal. 

En caso contrario, “los demandados que han hecho de- 
fecto, podrán formar oposición a la sentencia”. 

De lo expuesto puede concluírse que el recurso de opo- 
sición resulta bastante improbable. En efecto, la sentencia es 
reputada contradictoria desde que uno de los demandados, 
sea por la primera o la segunda citación ha constituído abo- 
gado o haya sido emplazado personalmente, o en la persona 
de su representante legal. TE 

La omisión de la segunda citación entraña, en opinión 
de algunos autores franceses (59 una nulidad de orden pú- 
blico. Como el procedimiento indicado se aplica a los casos 
en que no está abierta la vía de la apelación, a la parte deman- 
dada sólo le quedaría la posibilidad de un recurso de casa- 
ción. y 

Demandados citados en plazos diferentes para un mismo 
objeto. El párrafo del art. 151 establece que en este caso no 
se fallará respecto de ninguno de ellos antes del vencimiento 
del plazo más largo (60) . 

(59) Jean Vincent, ob, cit, p. 694 y nota (1). 


(60) V. el art, 149, del C. de Pr. Civil, 3 a 34, y 60 a 100 de la L. 834 de 1978, 
que establecen disposiciones especiales para los incidentes sobre incompe- 
tencia, litispendencia y conexidad, los informativos y comparecencia per- 
sonal, 
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SECCION IV 
DEFECTO POR FALTA DE CONCLUSIONES 


Cuando ocurre, En los asuntos civiles hay defecto por 
falta de conclusiones cuando el abogado de una de las partes, 
a quien se le notificó acto recordatorio, no concurre a la au- 
diencia, o cuando, aún estando presente ese abogado en la 
audiencia, no presenta conclusiones sobre el fondo del pro- 
ceso sino sobre una excepción o promueve algún otro inci- 
dente (Casación: 11 de agosto, 1922, B. J. 144-146, p. 28 
30 de agosto, 1926, B. J. 193, p. 6; 6 de diciembre, 1982, 
B.J. 865, p, 2412. 

Se incurre en el defecto por falta de conclusiones en la 
audiencia. 

El defecto por falta de conclusiones puede ocurrir tam- 
bién en materia comercial cuando una de las partes se 
conduce como ya se ha expresado. 

Sentencia. En este caso la sentencia es en defecto por 
falta de conclusiones. 

De acuerdo con la opinión más socorrida (61) esta sen- 
tencia no es susceptible del recurso de oposición, ya que el 
art. 150 en su actual redacción, limita el recurso de oposición 
a las sentencias en última instancia dictadas en defecto por 
falta de comparecer del demandado. 

Cuando el demandante ha presentado varios puntos de 
conclusiones y el demandado ha respondido a unos y no a 
otros, la sentencia es contradictoria solamente respecto de los 
primeros, pero en defecto sobre los segundos. 

Pluralidad de demandados. De acuerdo con el sistema 
establecido»por el C. de Pr. Civil, anterior a las reformas de 
1978, cuando había varios demandados todos comparecien- 
tes, y algunos solamente incurrían en el defecto por falta de 


(61) V. Casación 11 de marzo, 1983, B. J. 868, p. 622; Fabio A. Guzmán A., 
El procedimiento en defecto en materia civil y comercial después de las re- 
formas de la ley 845 de 1978 (1981). Jottin Cury, El artículo 149 del 
Código de Procedimiento Civil, publicado en el Nuevo Diario, edición del 
2 de noviembre, 1981. 
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concluír, el juez no podía acumular el defecto en beneficio 
de la causa como debía hacerlo cuando unos demandados 
comparecían y otros no; por un mismo fallo, el juez debía 
decidir contradictoriamente respecto de los demandados que 
hubieren concluído y en defecto en relación a los demanda- 
dos que no habían concluído. Ello así porque la disposi- 
ción del antiguo art. 153 se consideraba excepcional: se apli- 
caba únicamente en caso de pluralidad de demandados com- 
parecientes unos, incomparecientes otros; era ciertamente 
ajena al caso de que, entre varios demandados, unos con- 
cluían y otros no concluían. 

Esta solución podía indudablemente conducir a una 
contradicción de sentencias, en el caso de que una de las 
partes juzgada en defecto por falta de concluír, interpusiera 
oposición y obtuviera en su provecho la reforma de la senten- 
cia. 

En atención a esa posibilidad algunos autores sostenían 
la tesis de que la disposición del antiguo art. 153 era aplica- 
ble también al defecto por falta de concluir, ya que su fina- 
lidad era precisamente evitar la contradicción de fallos. Sin 
embargo esa no era la única finalidad de la indicada disposi- 
ción legal. Tanto como prevenir esa contradicción lo que el 
legislador trató de evitar al prescribir ese procedimiento fue la 
posibilidad de que el demandado incompareciente no hubiera 
recibido la citación que lo llamaba a comparecer ajuicio. Esa 
posibilidad condujo al legislador a establecer dos disposi- 
ciones concordantes: la del antiguo art. 156 que mandaba 
que la sentencia en defecto contra un único demandado in- 
compareciente fuera notificada por un alguacil comisionado: 
la del antiguo art. 153 sobre el procedimiento de la acumula- 
ción del defecto en beneficio de la causa. 

No obstante las precauciones adoptadas por el legisla- 
dor, a veces podían darse fallos contradictorios, en un mismo 
proceso. Asi ocurria por ej. cuando ninguno de los demanda- 
dos había comparecido, o cuando ninguno había concluído y 
el demandante obtenía una sentencia en defecto contra todos 
(por falta de comparecer en el primer caso; por falta de con- 
cluír en el segundo caso). Si solamente algunos de los deman- 
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dados tormaban oposición a la sentencia, ésta podía ser refor- 
mada en lo que les concernía, y había entonces contradicción 
entre la primera sentencia que seguía vigente contra los de- 
mandados que no formaban oposición y la segunda sentencia 
obtenida por los oponentes. 

Las nuevas disposiciones de la L. 845 de 1978 están en- 
caminadas, sin lugar a dudas, a evitar estas situaciones. 

En caso de pluralidad de demandados, si alguno o algu- 
nos concluyen y otros no, la posibilidad de una contradicción 
de fallos no existe ya que no es posible el recurso de oposi- 
ción contra las sentencias en defecto por falta de concluir; el 
art. 150 solo contempla la posibilidad de un recurso de oposi- 
ción para el demandado incompareciente. 


SECCION Y 
DEFECTO DEL DEMANDANTE 


Cuándo ocurre. Como se ha explicado, el demandante 
no puede incurrir en el defecto por falta de comparecer, 
puesto que él ha ofrecido el proceso al demandado con el ac- 
to de apoderamiento (que es generalmente una citación). En 
cambio, el demandante puede, lo mismo que el demandado, 
incurrir en el defecto por falta de conclusiones. Esto sucede, 
en materia civil, cuando su abogado no se presenta a la au- 
diencia, o cuando, presente en la audiencia, propone una ex- 
cepción o promueve algún incidente, sin referirse al fondo. 
En materia comercial puede ocurrir igualmente este defecto, 
en todos los casos en que la parte no concluye sobre el fon- 
do, sino sobre una excepción u otro incidente que no toca al 
fondo. 

La ley no ha previsto una de las hipótesis anteriormente 
examinadas, la de que el demandante concurre a la audiencia 
por mediación de su abogado y presenta conclusiones sobre 
un incidente, pero no sobre el fondo. Se deberá aplicar pues, 
el derecho común, y tratar esta situación de igual manera que 
el defecto del demandado; la sentencia será contradictoria 


-134— 





LIBRO VI — EL PROCESO 


sobre el incidente si el demandante concluye sobre el inciden- 
te y sobre el fondo, pero en defecto sobre el fondo, puesto 
que el demandante no ha concluído sobre ello. En cambio, 
la ley ha trazado normas especiales para el caso de que el de- 
mandante no concurra a la audiencia. 


En los asuntos civiles el demandado puede hacer fijar la 
audiencia inmediatamente después que constituye abogado, y 
pedir el defecto contra el demandante cuyo abogado no con- 
curra a la audiencia (art. 154). 

En materia comercial, de acuerdo con el art. 434 mod. 
por la L. 845, el tribunal pronunciará el defecto y descargará 
al demandado de la demanda en caso de incomparecencia del 
demandante, por una sentencia que se reputará contradicto- 
ria. 


Sentencia. Los arts. 154 (no modificado por la L. 845), 
y 434 disponen para las materias civiles y comerciales respec- 
tivamente, que el tribunal dictará en este caso una sentencia 
en defecto contra el demandante por la cual descarga al de- 
mandado de la demanda. 


Ha sido siempre controvertida la cuestión de determinar 
si el demandado debía limitarse a pedir el descargo y cual 
sería en este caso el carácter de la sentencia de descargo. 


De acuerdo con un primer sistema se sostenía que el demandado 
no podía pedir otra cosa que el descargo, y que no podía proponer con- 
tra la demanda ninguna excepción ni defensa. La sentencia debía limi- 
tarse a descargarlo o absorberlo de la demanda, sin que pudiera estatuir 
sobre esas excepciones o defensas, Esta opinión se apoyaba en la dife- 
rencia de las fórmulas empleadas por los arts. 150, 154 y 434 relati- 
vamente al defecto del demandado y al del demandante. Con respecto 
al primero, los arts. 150 y 434 mandaban que las conclusiones de la 
parte demandante fueran acogidas si eran justas y reposaban sobre una 
prueba admitida por la ley, El juez debía pues, en caso de defecto del 
demandado, estatuír sobre la demanda. (62) Por el contrario, cuando 


(62) Estas disposiciones han sido mantenidas en la nueva legislación, 
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era el demandante quien incurría en el defecto, los arts. 154 y 434 se 
limitaban a prescribir el descargo del demandado. De aquí se concluía 
que, puesto que no juzgaba el proceso, la sentencia de descargo no te- 
nía la autoridad de la cosa juzgada, ni era por consiguiente susceptible 
de oposición ni de apelación, y el demandante podía renovar su deman- 
da. (Casación, 27 de marzo de 1952, B. J. 500, p. 508). Se agregaba, en 
corroboración de esta tesis, que el demandante, al no concurrir a la 
audiencia había desistido implícitamente de su demanda, y que en con- 
secuencia, la instancia concluía con la sentencia de descargo, que se 
limitaba a dar constancia del defecto. Algunos autores sin embargo, aun 
manteniendo que la sentencia tenía un carácter de simple descargo, per- 
mitían al demandante atacarla por oposición, puesto que le causaba per- 
juicio, en razón de que, al hacer caer la instancia, conjuntamente con la 
demanda, imped ía que se produjeran los efectos de ésta, especialmente 
la interrupción del curso de la prescripción. 

En un segundo sistema que interpretaba más libremente las dispo- 
siciones de los citados artículos 154 y 434 se admitía por el contrario, 
que el demandado tenía derecho no tan sólo a pedir su descargo, sino 
también a presentar conclusiones contra la demanda, en la forma y en el 
fondo; que podía proponer una excepción, o promover cualquier otro 
incidente de procedimiento, o concluir al rechazamiento de la demanda 
invocando medios relativos al fondo; que por consiguiente, la sentencia 
que se pronunciaba tenía la autoridad de la cosa juzgada y era suscep- 
tible de oposición y de apelación, conforme los principios generales que 
rigen estas vías de recurso. Esta sentencia, por otra parte, no podía 
ser dictada sino previo examen de las conclusiones del demandado, las 
que no podían ser acogidas sino cuando estaban justificadas en hecho y 
en derecho (Casación: 16 de septiembre de 1952, B. J. 506, p. 1664). 


A partir de las modificaciones introducidas por la L. 
845 de 1978, el demandado frente al defecto del demandante 
puede ciertamente pedir el descargo puro y simple de la de- 
manda, pero puede asimismo concluír contra la demanda, 
tanto en cuanto al fondo como en cuanto a la forma. (63) 


(63) Esta solución es la que adopta la Suprema C. de Justicia en su sentencia de 
fecha 6 de diciembre de 1982, citada supra (B. J. 865, p. 2412) cuando 
expresa que “en caso de defecto del demandante el juez no está obligado a 
pronunciar el descargo puro y simple de la demanda, más que si así lo pide 
el demandado; pero si éste guarda silencio al respecto y concluye al fondo, 
como ocurrió en la especie, el juez está obligado a estatuír sobre el fondo”. 
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En el primer caso, el demandante podrá renovar su de- 
manda, pero no puede interponer recurso de oposición ni 
de apelación. En el segundo caso, el demandante podrá inter- 
poner recurso de apelación pero no de oposición, en virtud 
de los términos del art. 150 en su actual redacción. 


CAPITULO II a 
TRIBUNALES DE EXCEPCION 


SECCION I 
JUZGADO DE PAZ 


Clases de defecto. La situación de las partes ante el j. 
de paz, en lo que se refiere al procedimiento en defecto, no 
difiere sensiblemente de la que ocupaban en la materia co- 
mercial ante elj. de primera instancia. 

El antiguo art. 19 se limitaba a declarar, análogamente a 
como lo hacía el art. 434, que cuando una de las partes no 
comparecía el día fijado por la citación, se juzgaría la causa 
en defecto. Podría haber pues, defecto por falta de compare- 
cencia, cuando el demandado no concurría a la audiencia, y 
defecto por falta de conclusiones, cuando el demandante no 
asistía, o cuando él o el demandado, presentes en la audien- 
cia, no concluían sobre el fondo sino sobre un incidente. (64) 

Algunos autores (65) y la jurisprudencia (Casación, 15 
de agosto de 1934, B. J. 289, p. 7), sin embargo han opina- 
do que en razón de la simplicidad y de la celeridad de este 


V. también en este sentido Casación: 19 de octubre, 1983, B. J. 875,p. 
3298; 18 de marzo, 1984, B. J. 880, p, 651; 2 de marzo, 1984, B. J. 880, 
p. 551; 8 de junio de 1984, B. J. 884, p. 1417, 
Respecto del carácter de la sentencia que pronuncia el descargo puro y sim- 
ple, v. Casación, 18 de marzo, 1984, citada, Sobre la omisión de designar 
un alguacil comisionado, v, Casación, 19 de octubre, 1983, citada, 

(64)  Glasson, Précis, 2a. ed., 1,622, Morel, Traité, 582, 


(65)  Glasson y Tissier, Traité, 111, 839, 
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procedimiento, ante elj. de paz tiene que serjuzgada contra- 
dictoriamente la parte que comparece, aunque no concluya 
sobre el fondo, y que, por consiguiente, no se puede incurrir 
en el defecto por falta de concluír sino solamente en el defec- 
to por falta de comparecer. 

Los arts. 19 y 20 mod. por la L. 845 establecen un sis- 
tema similar al consagrado por la nueva legislación en los 
arts. 150 y 151. Si el demandado no comparece el día de la 
citación, se fallará el fondo por sentencia reputada contra- 
dictoria, cuando la decisión es susceptible de apelación o 
cuando el demandado es citado personalmente o en la persona 
de su representante legal. En cambio, será admisible la opo- 
sición cuando se trate de sentencia en única instancia (la ley 
habla impropiamente de último recurso), dictada en defecto, 
si el demandado no ha sido citado a persona o justifica que se 
ha encontrado en la imposibilidad de comparecer o de hacer- 
se representar. 


Pluralidad de demandados. En caso de que unos deman- 
dados comparezcan y otros no, elj. de paz no estaba obliga- 
do a seguir el procedimiento indicado por el art. 153 en su 
antigua redacción; pero tenía la facultad, si lo creía útil para 
la instrucción de la causa, de ordenar nueva citaciór de los in- 
comparecientes, a fin de conocer del asunto en otra audien- 
cia, respecto de todos los demandados. 

Aunque los nuevos arts. 19 y 20 no se refieren al caso 
de pluralidad de demandados, es obvio que serán aplicadas 
las disposiciones del art. 151 según su redacción actual. 


Decisión. En su sentencia en defecto, el juez adjudica el 
beneficio de sus conclusiones, conforme al derecho común 
(art. 150 mod. por la L. 845), a la parte que compsirece, siem- 
pre que sean legalmente comprobadas; de lo contrario, la de- 
manda debe ser rechazada. 

El Estado. El j. de paz no puede, en la primera audien- 
cia, conocer en defecto de un asunto en el que e Estado es 
parte. De acuerdo con el art. 10 de la L. 1486 de 1938, debe 
suspender la vista de la causa, fijar nueva audieria y hacer 
citar para ella al Procurador Fiscal; es solamente en la segun- 
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da audiencia cuando puede pronunciar el defecto contra el 
Estado. 


SECCION II 
TRIBUNAL DE CONFISCACIONES 


Decisión. La incomparecencia de una de las partes da 
lugar a una sentencia en defecto que podrá ser recurrida en 
oposición, según dispone el art. 22 de la L. 5924 de 1962. 

Es indudable que el recurso de oposición en el Tribunal 
de Confiscaciones sufre las mismas restricciones impuestas 
por los arts. 149 y sig. modificados por la L. 845, ya que 
constituyen el derecho común. El tribunal acogerá las conclu- 
siones del compareciente si son justas y reposan en prueba 
legal, en caso contrario serán rechazadas. 


SECCION IMI 
TRIBUNAL DE TIERRAS 


Incomparecencia. El art. 69 de la L. de R. de T. dispone 
a este respecto lo que sigue: “El Tribunal podrá proceder a 
la vista de la causa aun en ausencia de toda persona cuyo 
nombre figure en los avisos publicados o a quien se aluda en 
dichos avisos por medio de las palabras “a todos a quienes 
pueda interesar”, que no comparezca y no presente su re- 
clamación durante el tiempo especificado; y puede proceder 
a la vista de la causa, y fallar estando dichas personas ausen- 


” 


tes”. 

Decisión. La incomparecencia de un interesado no in- 
fluye en el carácter del fallo, el que tiene siempre, de acuerdo 
con lo que dispone el art. 86 de la misma ley, un carácter 
contradictorio, no sólo contra la parte citada que no compa- 
reció, sino también respecto de todo el mundo. 
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TITULO X 


PROCEDIMIENTOS ESPECIALES ANTE 
LOS TRIBUNALES DEL PRIMER GRADO 


CAPITULO I 
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA 
SECCION I — DIVORCIO 
$ — DIVORCIO POR CAUSA DETERMINADA 


Citación. Debe contener, de acuerdo con el art. 4 de la 
L. 1306 bis de 1937, sobre divorcio, además de las enuncia- 
ciones prescritas en el art. 61 del C. de Pr. Civil: 1o., la fecha de 
la comparecencia en juicio; 20., copia de los documentos en 
que se apoya la demanda, 30., lista de los testigos que el de- 
mandante se propone hacer oir, 40., enunciación del pedi- 
mento que hará el demandante respecto de la guarda de los 
hijos, o mención del convenio intervenido entre las partes a 
ese respecto. Cuando la demanda se funde en una condena- 
ción criminal impuesta al demandado, los requisitos 2o. y 30. 
se suplen, según el art. 13 de la mencionada ley, con la pre- 
sentación de una copia auténtica de la sentencia de condena- 
cion, y de un certificado expedido por el secretario del tri- 
bunal que la dictó, en que afirme que esa sentencia no es 
susceptible de ser reformada mediante ninguna vía de recur- 
so. 

Procedimiento. De acuerdo con los art. 6,7 y 8 de la 
citada ley, las partes asisten a la audiencia, que se celebra a 
puertas cerradas, personalmente, o por apoderados con poder 
auténtico, asistidas de sus abogados. El secretario levanta ac- 
ta de la comparecencia de las partes, de sus decires y obser- 
vaciones, y de las declaraciones de los testigos. 

Después de iniciado el procedimiento, el art. 22 de la ley 
autoriza a la mujer a dejar la residencia del marido y a solici- 
tar una pensión alimenticia; también puede solicitar una pro- 
visión ad litem, esto es, destinada a sufragar los gastos del 
proceso. El juez decide provisionalmente acerca de estas 
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cuestiones (v. Casación, 2 de diciembre de 1952, B. J. 509, p. 
2218). 

Según lo prescriben los arts. 8 y s. de la ley, el procedi- 
miento se concentra en la audiencia para la cual fue citado el 
cónyuge demandado, y en ella las partes, además de prestar 
sus declaraciones, administran las pruebas incluso la tes- 
timonial. Pero el juez puede, si no ha formado su convicción 
con las pruebas practicadas en la audiencia, de acuerdo con el 


art. 11, ordenar una información testimonial (Casación, 
febrero 1966, B. J. 663, p. 200). t 


Cuando el asunto queda en estado, el expediente es 
pasado al ministerio público para que dictamine. 

A diferencia de lo que ocurre en el derecho común, en 
que solamente se incurre en nulidad por inobservancia de las 
formalidades sustanciales o de las prescritas a pena de nuli- 
dad, en el procedimiento del divorcio, el art. 41 de la ley san- 
ciona con la nulidad la inobservancia de todas las reglas de 
forma indistintamente (66) . 


-(66> Es útil plantearse las consecuencias de la disposición del art, 41 de la L. 
1306 bis sobre Divorcio, frente a las disposiciones de los arts, 35 y 39 de la 
L, 834 de 1978 relativas a las nulidades de forma de los actos de procedi- 
miento. Siendo esta última de carácter imperativo por constituír una ley de 
procedimiento encaminada a una mejor administración de la justicia (v. 
H, Solus y R, Perrot, Broit judiciaire privé, tomo 1, pág. 24 y s.) podría 
pensarse que la aludida disposición del art. 41 fue derogada por la L, 834, 
Sin embargo, si se considera que la L. 1306 bis es una ley especial no ha 
podido ser derogada por la L, 834 que, aún siendo posterior, es de carác- 
ter general. Es una opinión constante que ambas leyes pueden coexistir (v. 
Beaudry Lacantinerie, Traité theorique et pratique de droit civile, Tomo 
I, pág. 98; No. Coviello, Doctrina general del derecho civil, pág. 104), a 
menos que la ley general posterior, haya expresado lo contrario, Nuestra 
doctrina no es unánime en cuanto al carácter de la citada L. No, 1306 bis, 
La opinión contraria ha sido expuesta por el Dr, Jottin Cuty en un trabajo 
leído en el Colegio de Abogados de Santiago el día 4 de septiembre de 
1986, titulado Divorcio, separación de cuerpos y concordato en la Repú- 
blica Dominicana, a propósito de la aplicación del art, 443 del C. de Pr, 
Civil mod, por la L, 845 de 1978 que reduce a un mes el plazo para 
interponer el recurso de apelación en materia civil y comercial. De acuer- 
do con la opinión del citado jurista, la ley 1306 bis es de carácter general 
porque es susceptible de aplicarse a cuantas parejas unidas por el vínculo 
del matrimonio se encuentren en las condiciones que esta ley contempla, 
En sentido contrario puede citarse la tesis expuesta por el Dr. Víctor J. 
Castellanos Pizano , publicada en el Listín Diario, días 11 y 13 de octubre 
de 1986, titulada Divorcio y plazo de apelación, en la que sostiene que la 
citada ley de divorcio es de carácter especial no habiendo sido derogada por 
la disposición, modificada, del art. 443 citado. 
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Sentencia. Se pronuncia públicamente, conforme al 
derecho común (confirmado por el art. 12 de la L. 1306 bis 
de 1937). De acuerdo con el art. 15 de la ley, la sentencia 
se considera contradictoria, aunque no haya comparecido la 
parte demandada, y, por consiguiente, no es susceptible de 
oposición (67, 

Pronunciación, transcripción; publicación. De acuerdo 
con lo que disponen los arts. 17 y s. y 42 de la L. 1306 bis de 
1937 y 64 ys. de la L. 659 de 1944, después que la sentencia 
que admite el divorcio haya adquirido la autoridad de la cosa 
juzgada, se deberá proceder: lo., a la pronunciacion del di- 
vorcio por el oficial del estado civil competente, previo lla- 
mamiento hecho por la parte más diligente a su contraparte 
mediante acto de alguacil; 20. a la transcripcion de la senten- 
cia en los registros del estado civil; 3o., a la publicación de su 
dispositivo en un periódico de la localidad, dentro de los 
ocho dias de la pronunciación. 


$ -DIVORCIO POR CONSENTIMIENTO MUTUO 


Preliminares. De acuerdo con el art. 28 de la L. 1306 
bis de 1937, antes de iniciar este procedimiento los esposos 
deben formar un inventario de sus bienes y otorgar acto au- 
téntico en el cual convengan: lo., cuál de ellos tendrá la 
guarda de los hijos durante el procedimiento y después de la 
sentencia; 2o., la residencia de la esposa durante los procedi- 
mientos; 3o., la pensión alimenticia de que deberá disfrutar 
la esposa durante ese procedimiento. 

Acta. Los esposos deberán entonces, de acuerdo con lo 
dispuesto en los arts. 28 y 29 de la misma ley, provistos de 
los documentos arriba expresados, de su acta de matrimonio 
y de las actas de nacimiento de ellos y de sus hijos, compare- 


(67) La S.C. de Justicia ha considerado que la disposición del art, 15 de la L. 
de Divorcio se aplica únicamente ante los jueces del primer grado, Por con- 
siguiente, la supresión del recurso de oposición no existe en grado de apela- 
ción: la parte que hace defecto puede recurrir en oposición (Casación, 23 
de diciembre de 1954, B. J. 533, p. 2622). Conviene no obstante obser- 
var, respecto del recurso de oposición, las limitaciones establecidas en los 
arts. 150 y 161 mod, por la L, 845 de 1978. 
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cer ante el juez personalmente, o por apoderados con poder 
auténtico, a fin de que se levante acta en la cual conste su 
propósito de divorciarse por mutuo consentimiento. 

Citación y comparecencia. El juez comprueba que el di» 
vorcio es admisible porque los esposos se encuentran dentro 
de las condiciones exigidas por el art. 27 de la ley o sea dos 
por lo menos y no más de treinta años de matrimonio, edad 
inferior a sesenta años del esposo y a cincuenta de la esposa, 
de acuerdo con el art. 30 autorizará la demanda, “fijando 
un término de no menos de treinta ni más de sesenta días 
para que los esposos comparezcan en juicio”. Cualquiera 
de los esposos puede entonces citar al otro para comparecer 
en la fecha indicada. Se admite que ellos pueden presentarse 
sin citación ante el juez. 

Sentencia. Según el mismo texto, debera ajustarse en 
todo a las estipulaciones consentidas por las partes, “las cua- 
les sólo podran sufrir las variaciones que los mismos esposos 
quieran introducir el día de la vista de la causa, por mutuo 
acuerdo anterior”. La sentencia es inapelable, dispone el 
art. 32. 

Pronunciación; transcripción, publicación. De acuerdo 
con los textos antes citados, estas formalidades se realizan 
también en este divorcio. 

Naturaleza de este procedimiento. Como resulta de lo 
expuesto, el divorcio por consentimiento mutuo no reúne los 
caracteres de un proceso. Las partes convienen en deshacer 
el vínculo matrimonial, y someten su decisión al juez para 
que la apruebe. Este acto no es una verdadera demanda, 
puesto que no hay litigio entre los esposos; la decisión del 
juez, que la ley declara inapelable, parece más bien una ho- 
mologación de carácter administrativo que una verdadera sen- 
tencia. 

Si se admite que esa decisión no tiene caracter jurisdic- 
cional sino de administración judicial, es preciso. reconocer 
que las partes pueden atacarla por acción principal en nuli- 
dad, en caso de que el juez haya incurrido en error o en vio- 
lación de la ley. Si, por el contrario, se admitiera que ella es 
de carácter contencioso, se debería decidir que puede ser im- 
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pugnada mediante un recurso de casación como toda senten- 
cia en única instancia (art. lo. de la L. 3726 de 1953). 


SECCION II-SEPARACION PERSONAL “** 


Cuándo es posible. De acuerdo con lo dispuesto por el 
art. lo. de la L. 3937 de 1954, únicamente podrán formar de- 
manda en separación personal “los casados conforme a las 
normas del Derecho Canónico”, que hubieren celebrado su 
matrimonio con posterioridad al 6 de agosto de 1954, “fecha 
de la entrada en vigor del Concordato y su Protocolo Final, 
suscritos entre la Santa Sede y la República Dominicana”. 

Procedimiento. De acuerdo con el art. 3 de la citada 
ley, se observará el mismo procedimiento que el establecido 
en la L. 1306 bis sobre divorcio, de 1937, para los divorcios 
por causa determinada (v. supra, seccion I); “sin embargo, 
las partes, si así lo desean, pueden acogerse a los trámites 
establecidos para el divorcio por mutuo consentimiento 
(supra, sección 1). 

Sentencia. De acuerdo con el art. 5 de la L. 3937, “la 
sentencia que pronuncia la separación personal, o una senten- 
cia posterior, puede prohibir a la mujer llevar el apellido de su 


(68) La separación personal prevista en los arts. 875 a 881 del C. de Pr. Civil, 
en diversas disposiciones del C, Civil (v. arts, 344, 346, 347, 351, 1441, 
1449, 1451, 1452, 1463), y en algunas leyes (v. por ej. la L. 856 de 1978, 
art. 373—2) desapareció a partir de la puesta en vigor de la L. 834 de 1935 
sobre divorcio, puesto que no incluyó la separación personal en su articu- 
lado, como sí lo hicieron las leyes anteriores sobre divorcio de 1897 y 
1899, que a su vez derogaron los antiguos arts, 229 a 233, 306 a 309 y 
311 del C. Civil. La L. 3932 de 1954 que modifica la actual ley de divor- 
cio No. 1306 bis introduce la separación personal para los cónyuges que 
han contraído matrimonio canónico porque éstos han renunciado a la fa- 
cultad de pedir el divorcio. Sin embargo, la Suprema C. de Justicia en di- 
versas sentencias (v. al respecto, Casación, abril, 1977, B. J. 797, p. 609; 
abril, 1978, B. J. 809, p. 879), considera que la modificación introducida 
por la citada L, 3932 que establece una presunción de renuncia de los cón- 
yuges a la facultad de pedir el divorcio por el hecho de contraer matri- 
monio canónico, es incompatible con los derechos inherentes a la persona 
humana, reconocidos por nuestra Constitución. Esta jurisprudencia ha sido 
criticada por el Dr. Jottin Cury (v. el trabajo indicado supra Sección I, 
Procedimiento, nota), en el que cuestiona la tésis de la Suprema C. de Jus- 
ticia frente a un compromiso contraído por nuestro País mediante un tra- 
tado internacional, aún no existiendo en nuestra Constitución una dispo- 
sición semejante a la adoptada por casi todas las constituciones extranjeras, 
entre ellas la francesa y la norteamericana, en la que se determine la autori- 
dad de un tratado internacional frente a las leyes. 
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marido, o autorizarla a no llevarlo”; “tiene igualmente por 
efecto el de devolver a la mujer casada la libre administración 
y disposición de sus bienes”. 

Sin embargo, los cónyuges tendrán la facultad de anu- 
lar los efectos de esta decisión, ya sea por “la expresa condo- 
nación de parte del cónyuge inocente, o por la reconciliación 
de los esposos”. Al efecto, los cónyuges “dirigirán una ins- 
tancia al Juez o Tribunal que haya admitido la separación 
personal”, pudiendo el Tribunal anular la sentencia interve- 
nida y ordenar “la publicación de un extracto del referido au- 
to en uno de los periódicos de la localidad”, pudiendo, si 
así lo juzgare conveniente, dispensar a los cónyuges de esta 
formalidad. De dicho auto se remitirá copia al Oficial del Es- 
tado Civil correspondiente, “para fines de anotación al mar- 
gen del acto de pronunciamiento de la separación personal 
de los cónyuges”. 


SECCION HI -INTERDICCION; CONSULTOR JUDICIAL 


Instancia previa. De acuerdo con lo que prescriben los 
arts. 493 del C. Civil y 890 del C. de Pr. Civil este procedi- 
miento se inicia con una exposición dirigida al j. de primera 
instancia acompañada de los documentos justificativos, en 
la que son articulados los hechos que justifiquen el pronun- 
ciamiento de la interdicción o el nombramiento de un con- 
sultor judicial. 

Dictamen fiscal. El art. 891 manda que la instancia y 
los documentos sean comunicados al ministerio público para 
que dictamine en cámara de consejo y que nombre juez relator. 

Primera sentencia. Si la demanda parece procedente y 
justificada, el tribunal debe, de acuerdo con lo que disponen 
los arts. 494 del C. Civil y 892 del C. de Pr. Civil, dictar una 
sentencia preparatoria por la cual ordena que un consejo de 
familia emita su opinion. Si, por el contrario, la demanda es 
improcedente o nó esta justificada, el tribunal puede recha- 
zarla inmediatamente, sin necesidad de consultar un consejo 
de familia (Casación, 11 de diciembre de 193 1,B..J. 255-257, 
p. 107). 
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Solicitud de interrogatorio. Luego de haber emitido su 
opinión el consejo de familia, el tribunal ordena, a pedimento 
del demandante, el interrogatorio del demandado según lo 
dispone el art. 496 del C. Civil. 

Citación. El art. 893 manda citar al demandado para 
comparecer a ese interrogatorio. Con la citación se debe dar 
copias de la instancia preliminar, de la opinion del consejo 
de familia y de la sentencia que ordena el interrogatorio. 

Interrogatorio. Tiene lugar en cámara de consejo, dis- 
pone el art. 496 del C. Civil. Si el primer interrogatorio es 
infructuoso, el juez puede ordenar otro. 


Administrador provisional. Después del interrogatorio, 
el tribunal puede, conforme al art. 497 del C. Civil, si el caso 
lo requiere, nombrar en camara de consejo un administrador 
provisional que cuide de la persona y los bienes de la parte 
demandada. 

Otras medidas. Si los documentos presentados por el 
demandante y el interrogatorio no bastasen para formar la 
conviccion del juez, se puede ordenar, de acuerdo con el art. 
893, una información testimonial en la forma ordinaria. Es- 
ta medida puede practicarse, si las circunstancias lo exigen, 
sin la presencia del demandado, a quien puede representar su 
abogado. 

Conforme a los principios generales, el juez puede orde- 
nar también un peritaje médico acerca del estado mental de 
aquel cuya interdicción es solicitada. 


Sentencia. Resulta del Art. 499 del C. Civil que el tri- 
bunal puede, o acoger la demanda de interdicción o el nom- 
bramiento de consultor judicial, o, si se ha pedido la interdic- 
ción únicamente, desestimar simplemente la demanda, o de- 
sestimarla y limitarse a nombrar un consultor judicial. 


Publicidad. Los arts. 501 del C. Civil y 897 del C. de 
Pr. Civil prescriben que la sentencia que pronuncia la inter- 
dicción y la que nombra consultor judicial deberán ser fija- 
das mediante carteles en la sala de audiencias del juzgado de 
p.i. y en las notarías del distrito judicial correspondiente. 
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SECCION IV—ACCIDENTES DEL TRABAJO 


Legislación. Lás normas relativas a la compensacion i 
que tiene derecho el obrero lesionado, o sus causahabientes, 
a causa de un accidente del trabajo, están consignadas en la 
L. 385 de 1932 sobre accidentes del trabajo. El D. 557 de 
1932 reglamenta la aplicación de la ley. 

El procedimiento instituído por esta ley contiene dos 
clases de reglas: unas constituyen formalidades previas al 
proceso, que son la denuncia del accidente y el informativo; 
otras se refieren al proceso mismo. 

Competencia. En esta materia, como se ha expuesto, el 
j. de paz es competente para conocer en instancia única de 
las contestaciones relativas a indemnizaciones temporales y 
a gastos funerarios, dispone el art. 11 de la L. 385 de 1932. 
En los otros casos, es competente el j. de p. i. 

Denuncia del accidente. El art. 8 de la L. 385 de 1932 
prescribe que el patrono o su representante debe comunicar 
al juzgado de paz dentro de las 48 horas, excluyendo los días 
feriados, todo accidente que ocasione incapacidad de trabajo. 
El aviso contendrá los nombres de la víctima y de los testigos, 
y enunciara la época en que, a juicio del denunciante, sera po- 
sible conocer el resultado del accidente. Elj. de paz levanta- 
rá acta de haber recibido la denuncia del accidente, dará avi- 
so de ello al participante, y pondrá el caso en conocimiento 
del asegurador. 

El incumplimiento de esta disposición está sancionado 
con una multa de 100 pesos. 

Información testimonial. De acuerdo con lo que prescri- 
ben los arts. 9 y 10 de la citada ley, cuando resulta del expe- 
diente que la lesión deba entrañar la muerte o una incapaci- 
dad permanente de trabajo, absoluta o parcial, elj. de paz tie- 
ne que practicar una información testimonial, dentro de las 
48 horas de recibir el aviso del accidente. Esta información, 
que deberá ajustarse a lo que disponen los arts. 35 y s. del 
C. de Pr. Civil €% tiene por objeto determinar: lo., las 
causas, naturaleza y circunstancias del accidente; 2o., las 


(t ) Actualmente derogados. 
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personas que hayan resultado víctimas del accidente; 3o., la 
naturaleza de las lesiones; 4o., los causahabientes que podrían 
tener derecho al cobro de una indemnización; 50. el salario 
de la víctima en el momento del accidente; 60., quién es el 
asegurador. 

Si la víctima del accidente no puede concurrir a esta me- 
dida, el juez de paz se transportará para oírla, al lugar en que 
se encuentre. 

La información debe quedar terminada en el plazo más 
breve, y a más tardar dentro de los diez días a partir del acci- 
dente, a menos de imposibilidad material, debidamente com- 
probada en el acta. La clausura de la información deberá 
ser avisada a las partes, por oficio del j. de paz. En los cin- 
co días siguientes las partes pueden solicitar copia del acta de 
la información. Pasado ese plazo, el j. de paz trasmite el ex- 
pediente al j. de p. i. 

Incompetencia del j. de paz. El j. de paz es desde un 
principio incompetente para conocer de la demanda cuando 
el accidente pueda acarrear la muerte del lesionado o una in- 
capacidad de trabajo. Su incompetencia puede sobrevenir en 
el curso del procedimiento puesto a su cargo, cuando se ha- 
ya agotado el plazo máximo de 30 semanas, o se haya cubier- 
to la totalidad de la suma de 800 pesos fijados como compen- 
sación por incapacidad temporal en el art. 2 de la ley. 

En el primer caso, él debe, como se ha visto, enviar el 
expediente alj. de p.i. En el segundo caso, él debe, de acuer- 
do con el art. 11 de la ley, dictar una decisión declarando su 
incompetencia, de la cual enviará copia alj. de p.i. Al mismo 
tiempo que declara su incompetencia, elj. de paz ordenará la 
continuación del suministro provisional de la mitad de la su- 
ma semanal que había establecido para la compensación. 

Tentativa de conciliación. En los cinco días de recibido 
el expediente, el j. de p. i. debe hacer citar a fines de conci- 
liación, dispone el art. 11 de la L. 385 de 1932. Si las partes 
no se concilian, el juez levanta acta de la no conciliación, y 
manda que la parte más diligente se provea ante el tribunal. 

Procedimiento, sentencia. El art. 11 de la ley manda 
que el procedimiento se desenvuelva y la sentencia sea dicta- 
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da conforme a las reglas prescritas para las materias sumaria 
(10). 

Prescripción. Esta acción prescribe por un año a partir 
de la clausura de la informacion testimonial o de la cesación 
del pago de la indemnización temporal, determina el art. 14 
dela L. 385 de 1932. 


SECCION V—RECONOCIMIENTO DE ESCRITURA 


Objeto. El acto bajo firma privada no produce entre las 
partes, sus herederos y causahabientes, el mismo efecto que el 
acto auténtico, sino bajo la condición de que sea reconocido 
por aquél a quien se le opone, o de habérsele tenido por le- 
galmente reconocido (art. 1322 del C. Civil). Por consiguien- 
te, cuando un escrito bajo firma privada no es admitido como 
sincero por la persona a quien se le opone, la parte que de- 
sea hacerlo valer tiene que demandar en reconocimiento de 
escritura a fin de obtener que establezca la sinceridad de 
ese escrito. 

Actos a que se aplica. Este procedimiento supone que 
se trata de un acto u otro documento bajo firma privada. El 
acto auténtico, por su propia naturaleza, es fehaciente: el 
que lo invoca no tiene que probar su sinceridad. Es el que la 
niega quien debe destruírla, recurriendo al procedimiento de 
la inscripción en falsedad (arts. 1319 del C. Civil, 214 y s. del 
C. de Pr. Civil). l 

Pero, aún tratándose de acto u otro documento bajo fir- 
ma privada, hay que distinguir. Este procedimiento tiende a 
establecer que una cierta escritura emana de la parte a quien 
se le opone. Por consiguiente, hay que emplearlo cada vez 
que se trate de establecer la sinceridad de un acto cualquie- 
ra, por ej. del bueno por o aprobado por, exigido en los reco- 
nocimientos unilaterales de sumas de dinero o de cosas fungi- 
bles (art. 1326 del C. Civil), de una firma. Pero no se debe re- 
currir a este procedimiento si la dificultad recae sobre el nú- 


(70) En el estado actual de nuestra legislación, no cabe la denominación de pro- 
cedimiento sumario, si se tiene en cuenta que ésta servía para distinguirlo 
del procedimiento ordinario, derogado por la L. 845 de 1978. 
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mero de originales en que dcben redactarse los actos bajo fir- 
ma privada que contienen convenciones plurilaterales (art. 
1325 del C. Civil), o sobre las menciones contenidas en los 
libros de los comerciantes. En estos casos la carga de la prue- 
ba incumbe a quien contesta la sinceridad del escrito, y puede 
hacerla de un modo cualquiera, aun por testigos. 

El testamento ológrafo puede ser objeto de un recono- 
cimiento de escritura, puesto que es un acto bajo firma priva- 
da. Se ha sostenido que en este caso la carga de la prueba in- 
cumbe no al legatario universal que ha obtenido el envío en 
posesión sino al heredero que niega la escritura atribuída al 
difunto. Esta opinión, que descarta el derecho común de las 
pruebas, aunque adoptada por la mayoria de la jurispruden- 
cia, carece de fundamento. Es preferible decidir que la carga 
de la prueba debería incumbir al legatario, que es quien in- 
voca el acto bajo firma privada. 

Forma. La demanda tendiente a obtener el reconoci- 
miento de una escritura puede ser intentada de modo princi- 
pal. Es entonces el ejercicio de una acción en mera declara- 
ción de derecho, admisible aun cuando no hay contestación 
alguna de parte del demandado; tiene, pues, un carácter pre- 
ventivo (supra, libro IV, Tit. I, Cap. IL). Si el demandado 
niega o desconoce la escritura, esta demanda se transforma en 
una demanda en verificación de escritura. 


Bajo esta última forma la demanda puede ser: principal, 
si el demandado ha negado o desconocido la escritura que es 
objeto de la demanda en reconocimiento; incidental, si en el 
curso de un proceso una de las partes hace valer contra la otra 
un escrito bajo firma privada, y aquella a quien se le opone 
lo niega o lo desconoce. Esta demanda en verificación es im- 
plícitamente incoada con el hecho de oponer el escrito bajo 
firma privada. 

Ventajas de esta demanda. La acción en reconocimiento 
y, subsidiariamente, en verificación de escritura, en forma de 
demanda principal, tiene las siguientes ventajas: 

la. Este procedimiento es rápido y sencillo, aunque pue- 
de complicarse en caso de que el escrito es negado o descono- 
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cido, en razón de las dificultades de la prueba, pero esto no es 
debido a su carácter propio, sino a las reglas de la prueba, 

2a. El acto reconocido o verificado en justicia merece, 
entre las partes y sus herederos y causahabientes, la misma fe 
que el acto auténtico. 

3a. El acreedor a término cuyo título es un acto bajo fir- 
ma privada, que no puede accionar en cobro de su crédito, 
puede sin embargo demandar en reconocimiento y verifica- 
ción de escritura, con lo cual evita que más tarde su titulo sea 
negado o desconocido en el proceso que intente para cobrar, 

4a. Con el ejercicio de esta acción el demandante obtie- 
ne una sentencia que produce hipoteca judicial (art. 2123 del 
C. Civil). 

Procedimiento. La demanda se intenta por citación di- 
ligenciada en la forma de los demás asuntos civiles. El plazo 
de la comparecencia es de tres d1as, conforme al art. 193. El 
abogado de la parte demandada puede constituírse en la mis- 
ma audiencia, en razón de lo breve del plazo de la compare- 
cencia. 

Defecto del demandado. De acuerdo con el derecho co- 
mún (art. 150 mod. por la L. 845 de 1978), cuando el 
demandado incurre en el defecto no le es adjudicado al de- 
mandante el beneficio de sus conclusiones sino cuando son 
justas y reposen en prueba legal. En esta materia, por el con- 
trario, de acuerdo con la disposición excepcional, del art. 194, 
cuando el demandado no comparece “el documento se tendrá 
por reconocido”. 

En el caso de pluralidad de demandados, algunos de los 
cuales comparecen y otros no, hay que distinguir según se tra- 
ta de varios demandados que han firmado el documento obje- 
to de la demanda o de los herederos de la persona a quien se 
atribuye el documento. 

El antiguo art. 153 no era aplicable a la primera hipóte- 
sis puesto que en ese caso había tantas demandas como de- 
mandados. Pero si algunos de los herederos no comparecían 
el juez debía acumular el defecto en virtud del art. 153, sea 
que los comparecientes reconocieran, sea que desconocieran 
el escrito opuesto por el demandante. 
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Actualmente en esta última hipótesis, en virtud de las 
disposiciones del art. 151 mod. por la L. 845, que ha hecho 
desaparecer la acumulación del defecto en caso de pluralidad 
de demandados, se procederá de acuerdo con las disposicio- 
nes previstas en la aludida disposición legal (v. el Título X, 
Capítulo I, Seccion III). 

Reconocimiento. Si el demandado reconoce el escrito 
que se le opone, el tribunal, de acuerdo con el art. 193, dicta 
sentencia que da acta al demandante de ese reconocimiento, 
y pone a su cargo las costas del proceso. En realidad, el de- 
mandado ha sucumbido, y las costas deberían correr a su 
cargo (art. 130); pero como el procedimiento ha sido incoado 
en interés exclusivo del demandante, es justo que él soporte 
las costas. 

Negación; desconocimiento. Cuando el demandado nie- 
gue el escrito que se le opone personalmente, o cuando decla- 
ra desconocer el escrito de su autor, el tribunal puede, con- 
forme a lo que dispone el art. 195, ordenar que se proceda a 
la verificación. Pero el juez puede rechazar la demanda, si 
le parece desde el primer momento frustránea o evidentemen- 
te infundada; o puede, por el contrario, proceder por sí mis- 
mo a verificarlo, sin necesidad de procedimiento alguno, y a 
dictar luego sentencia que admita la sinceridad del documen- 
to (Casación, 30 de septiembre de 1932, B. J.266, p. 17; 
28 de noviembre de 1947, B. J. 448, p. 780; marzo, 1960, 
B. J.596,p.593. 

Medios de Prueba. Si no tiene formada su conviccion 
en el uno o en el otro sentido (v. casación, 28 de noviem- 
bre de 1947, B. J. 448, p. 780) el juez debe ordenar, por sen- 
tencia interlocutoria, que se proceda a la verificación del do- 
cumento. Esto puede hacerse por títulos, por peritos, o por 
testigos, (infra, título XIII). Puede prescribir uno o dos de 
estos medios de prueba, o los tres a la vez; puede también, 
después de haberse practicado infructuosamente el medio de 
prueba ordenado, prescribir por una segunda sentencia, que 
se administre la prueba por otro medio. 

Sentencia. La sentencia sobre el fondo decide si el do- 
cumento es o no es sincero. En el primer caso, el documento 
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pasa a constituir un medio legal de prueba. La sentencia así 
obtenida produce hipoteca judicial (art. 2123 del C, Civil). 
En el segundo caso, el documento queda excluído como me- 
dio de prueba. 


SECCION VI—QUIEBRA 


Apoderamiento. Y  Elj. de p. i. puede ser apoderado 
de un procedimiento de quiebra de tres maneras: por solici- 
tud del quebrado; por demanda de uno de los acreedores; por 
iniciativa del tribunal. 

Declaración. El art. 440 del C. de Comercio dispone 
que la quiebra puede ser pronunciada “en vista de la decla- 
ración del mismo quebrado”, quien al efecto deberá, según 
lo disponen los arts. 438 y 439 del mismo Código, en los tres 
días de la cesación de los pagos, depositar en la secretaría del 
tribunal un balance de sus negocios y declarar que se encuen- 
tra en estado de quiebra. 

Iniciativa de un acreedor. La parte demandante puede 
optar, de acuerdo con lo que disponen los arts. 437 y 440 del 
C. de Comercio, entre dos formas de proceder: el pedimento 
o instancia y la citación. 

La instancia dirigida al tribunal, tiene la ventaja de per- 
mitir al acreedor demandante obtener instantáneamente una 
sentencia, sin debate con el quebrado. Esta forma de proce- 
der es frecuentemente un medio empleado por un insolvente, 
o por un acreedor solvente actuando a través de un testafe- 
rro insolvente a quien ha cedido aparentemente un crédito, 
para sorprender al deudor, y, a veces, al mismo tribunal, ob- 
teniendo una sentencia de quiebra que no obtendría frente a 
un demandado que pudiera defenderse. Para evitar esta ma- 
niobra el juez puede, si lo cree oportuno, antes de pronun- 
ciar sentencia, recoger los informes necesarios, y disponer que 


(71) De acuerdo con la L, 4582 de 1956, “no se admitirá demanda judicial al- 
guna tendiente a obtener la declaratoria de quiebra de un comerciante, sino 
después que se hayan agotado infructuosamente los procedimientos de ten- 
tativa de acuerdo amigable”, previstos :porlaindicadaley.Sobre la inter- 
pretación del art, 2 de esta ley, v. Casación, junio, 1961, B. J. 599, p. 
1276. 
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el demandado sea puesto en mora de presentar sus observa- 
ciones 12 

La citación es un modo de proceder más correcto y re- 
comendable, porque da oportunidad al demandado para que 
se defienda, respetandose así el principio de la contradicción 
del proceso. 

Iniciativa del tribunal. La quiebra puede ser pronuncia- 
da de oficio por el tribunal, según lo autoriza también el Art. 
440 del C. de Comercio. Ello así, aún existiendo una deman- 
da irregular (v. Casación, 16 de junio de 1953, B. J. 515, 
p. 1003). Esto es una excepción a los principios generales del 
proceso en materia civil y comercial en que el juez no tiene 
iniciativa. Se explica esta disposición particular por las cir- 
cunstancias de que, frecuentemente, un deudor, cuyos acree- 
dores se hallen alejados de la localidad, se fuga dejando aban- 
donado su establecimiento, o de que pueda haber acreedores 
alejados del domicilio del quebrado, que ignoren el estado de 
sus negocios, quienes vendrían demasiado tarde a pedir la 
quiebra, en un momento en que ya el deudor hubiese emplea- 
do su activo en desinteresar a sus acreedores más próximos. 
En todo caso, el tribunal debe usar con gran prudencia de 
esta facultad, a fin de no pronunciar una quiebra que nadie 
tiene interés en hacer declarar. 

Procedimiento. Cuando es el tribunal quien pronuncia 
la quiebra de oficio, no hay naturalmente procedimiento al- 
guno. En cambio, en los otros dos modos de apoderamiento 
existe necesariamente un procedimiento anterior a la senten- 
cia. En caso de petición de quiebra por instancia, es en cáma- 
ra de consejo como el tribunal examina la demanda. Cuando 
el proceso ha sido incoado por citación, rigen las reglas gene- 
rales del procedimiento comercial. 

Sentencia. Contiene las siguientes disposiciones, según 
lo prescriben los arts. 455, 456 y 462: comprueba el estado 
de cesación de pagos, y pronuncia la quiebra; nombra uno o 
varios síndicos provisionales, y designa juez comisario al juez 
de instrucción; fija la fecha de cesación de los pagos; ordena 


(72) Dalloz, Repertóire Pratique, Faillite..., 60. 
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la fijación de los sellos sobre los bienes del quebrado, y su 
arresto, si fuere procedente. 

Publicidad. El art. 442 del C. de Comercio dispone que 
un extracto de la sentencia que pronuncia la quiebra “se fi- 
jará e insertará en los periódicos, no solamente del lugar de 
donde se haya declarado la quiebra sino en todos los lugares 
en donde el quebrado tuviese establecimientos comerciales”, 
en la misma forma que establece el art. 42 de dicho Código. 
Por otra parte, el art. 210 de la L. de R. de T. dispone que 
“Siempre que un dueño de inmueble o derechos registrados 
sea declarado en estado de quiebra, el Síndico estará obliga- 
do a entregar una Copia certificada de la sentencia al Regis- 
trador de Títulos Correspondiente, a fin de que éste proceda 
a hacer mención de dicho procedimiento, en el Certificado 
Original del Título y en los Duplicados expedidos”. 


SECCION VI-OTROS PROCEDIMIENTOS 


Generalidades. Los procedimientos especiales anterior- 
mente examinados tienen ciertas peculiaridades que los ale- 
jan bastante de la estructura general del proceso, en cuanto 
al apoderamiento del tribunal y a la marcha del procedimien- 
to. Los procedimientos mencionados a continuacion, por el 
contrario, no se apartan de los principios generales sino en 
disposiciones secundarias, por lo cual no requieren un exa- 
men pormenorizado. 

Partición. Está regido este procedimiento por los arts. 
819 y s, del C. Civil, 966 y s. del C. del Pr. Civil. La demanda 
se inicia por emplazamiento, conforme al derecho común. 
Si dos demandas han sido formadas al mismo tiempo, el art. 
967 dispone que el derecho de proseguir la instancia pertene- 
ce a la parte que ha hecho visar Primero su emplazamiento 
por el secretario, lo que es importante desde el punto de vista 
del cobro de las costas del procedimiento. 

El art. 969 dispone que la sentencia puede nombrar un 
juez comisario (que sería el mismo juez de p. i.), y que debe 
nombrar un notario para que proceda a las operaciones de la 
partición. Según los casos, la sentencia ordenará la partición, 
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o prescribirá que se proceda a la licitación, disponen los arts. 
970 y s. 

Separación de bienes. La mujer necesita, antes de de- 
mandar, pedir al tribunal autorización para iniciar este proce- 
dimiento, dispone el art. 865. 

Las formalidades de la citación y del procedimiento es- 
tán sujetas al derecho común. 

La demanda es objeto, bajo pena de nulidad del proce- 
dimiento, de la publicidad prescrita por los arts. 866 y s.: 
inscripción de un extracto de la demanda en la sala de audien- 
cia del tribunal y en las notarías; publicación del mismo en un 
periódico de la localidad. 

El art. 869 dispone que el juez no puede fallar sino des- 
pués de transcurrido un mes del cumplimiento de aquellas 
formalidades; pero en ese intervalo son permitidos los actos 
conservatorios. Este plazo es prescrito a fin de dar a los 
acreedores del marido oportunidad para que puedan interve- 
nir en el procedimiento; pero pueden hacerlo aun después 
que ha expirado ese plazo, mientras no haya intervenido sen- 
tencia definitiva. En efecto, de acuerdo con lo que dispone el 
art. 871, ellos pueden “intimar al abogado de la mujer, por 
acto de abogado a abogado, la comunicación de la demanda 
en separación y los documentos que la justifiquen, y hasta 
intervenir para la conservación de sus derechos”. 

El art. 872 dispone que un extracto de la sentencia debe 
ser fijado durante un año en la sala de audiencias del tribunal 
y en las notarías, y que la mujer no podrá ejecutarla antes del 
cumplimiento de esas formalidades. 


CAPITULO II--JUZGADO DE PAZ “> 


SECCION I-CONTRATOS DE TRABAJO 


Tentativa de arreglo. De acuerdo con lo prescrito en el 


(73) Conviene apuntar que, de conformidad con lo dispuesto por la ley No. 
5055, de 1958, que crean los Juzgados de Paz de Trabajo, enel Distrito 
Nacional y el Municipio de Santiago, estos tribunales son competentes, en 
sus respectivas jurisdicciones para conocer de las contestaciones que surjan 
con motivo de la ejecución de los contratos de trabajo, 
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art. 47 de la L. 637 de 1944, la controversia, “deberá ser so- 
metida previamente al Departamento del Trabajo, que actua- 
rá como amigable componedor entre las partes”. (v. Casa- 
ción, 19 de junio de 1956, B. J. 551, p. 1276; 24 de julio de 
1956, B. J. 552, p. 1518, mayo 1959, B. J. 586, p. 1041). 
Es una forma particular de la conciliación. Se levantará ac- 
ta del acuerdo a que lleguen el patrono y el trabajador, o de 
que no pudieron avenirse; en este caso “el acta consignará su- 
mariamente los puntos de desacuerdo, el hecho de la inter- 
vención del Departamento del Trabajo, y la negativa de las 
partes a aceptar el arreglo”. 

Procedimiento; sentencia. De acuerdo con los arts 53 y 
s. de la citada ley, rigen las siguientes normas: la. La citación 
para comparecer ante el j. de paz, a la audiencia previamente 
fijada, dará al demandado un plazo de un día, por lo menos, 
aumentable por razón de la distancia. 2a. Todos los medios 
de prueba son admisibles, y los jueces gozan de un poder so- 
berano para apreciar los hechos de la causa. 3a. Los jueces 
“podrán dictar sentencias preparatorias “9 y ordenar cuan- 
tas medidas de instrucción consideren necesarias para el es- 
clarecimiento de los asuntos sometidos a su fallo”. 4a. La 
sentencia se reputa siempre contradictoria, aunque no compa- 
rezca el demandado. 5a. No hay nulidades de procedimiento, 
a menos que las irregularidades cometidas sean de una grave- 
dad tal “que imposibiliten al tribunal el conocimiento del li- 
tigio”. (Casación, 28 de julio de 1948, B. J. 456, p. 1469;5 
de junio de 1953, B. J. 515, p. 939; 15 de diciembre de 1953, 
B. J. 521, p. 2410). 6a. La sentencia decidirá al mismo tiem- 
po sobre las nulidades y sobre el fondo. 

Prescripción. Los artículos 658 a 662 del Código de 
Trabajo, puestos en vigor por la L. 5183 del 1959, disponen 
que prescriben por el término de un mes las acciones en pago 
de horas extraordinarias de trabajo; por el término de dos me- 
ses, “las acciones por causa de despido o de dimisión” y “las 
acciones en pago de las cantidades correspondientes al desa- 
hucio y al auxilio de cesantía”. 


(74) Mejor dicho: sentencias “de instrucción”, que pueden ser inteocutorias 
o preparatorias, según prejuzguen o no el fondo (art, 452). 
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Las demás acciones, “contractuales o no contractuales, 
derivadas de las relaciones entre patronos y trabajadores y las 
acciones entre trabajadores entre sí, prescriben en el término 
de tres meses”, 

Dicha prescripción comienza, en cualesquiera de los ca- 
sos señalados, “un día después de la fecha en que la acción 
pueda ser ejercida”. 

En esta materia se aplican las causas de interrupción de 
la prescripción del derecho común. 


SECCION II—ACCIDENTES DEL TRABAJO 


Procedimiento; sentencia. El j. de paz conoce de la de- 
manda mediante citación diligenciada a requerimiento de par- 
te interesada, conforme al derecho común. 75 

El proceso es instruído y la sentencia dictada conforme 
a las reglas generales del procedimiento ante el j. de paz. La 
decisión tiene que intervenir dentro de los 15 días de la de- 
manda prescribe el art. 11 de la L. No. 385 de 1932. 

Prescripción. La acción prescribe al término de un año 
a partir de la fecha del accidente, o de la clausura de la infor- 
mación testimonial que hubiera podido practicar el juez de 
paz, o de la cesación del pago de la indemnización temporal, 
dispone el art. 14 de la L. 385 de 1932. 


SECCION I1I—CARGAS MATRIMONIALES 


Obligación: demanda. De acuerdo con lo que dispone 
el art. 214 del C. Civil, mod. por la L. 855 de 1978, cada uno 
de los esposos debe contribuir, en la medida de lo posible, a 
los gastos del hogar, y la educación de los hijos. 

El incumplimiento de esas obligaciones puede originar 
una acción en justicia contra el esposo culpable que se rije 
por las disposiciones procesales contenidas en el citado art. 
214. 


(75) El art, 19 de la ley 385 de 1932 dispone que las notificaciones practicadas 
por los agentes de policía tendrán el mismo valor que las de los alguaciles; 
pero esto parece referime a las notificaciones relativas a la información tes- 
timonial practicada de oficio por el j. de paz, 
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Procedimiento. En caso de que uno de los esposos no 
cumpla con la obligación prevista en el art. 214, el otro es- 
poso podrá obtener del juez de paz de su domicilio la autori- 
zación de embargar retentivamente y de cobrar los salarios, 
del producto del trabajo o de las rentas de su cónyuge, en una 
parte proporcional a sus necesidades. Antes de decidir el asun- 
to, “los esposos serán llamados ante elj. de paz por medio de 
carta certificada del secretario, que indique la naturaleza de 
la medida”. Los esposos deberán comparecer personalmente 
salvo el caso de impedimento absoluto, debidamente justifi- 
cado. 

Sentencia. La sentencia determina la cantidad que debe 
suministrar el esposo demandado, y las fechas de los pagos. 
“La notificación de la sentencia por el esposo que la ha obte- 
nido a su cónyuge y a los terceros deudores vale por sí mis- 
ma atribución de las sumas embargadas”. 

Las sentencias así dictadas “serán provisionalmente eje- 
cutorias no obstante oposición o apelación”. Cualquiera de 
los esposos puede, siguiendo el mismo procedimiento, obte- 
ner una nueva sentencia, “si lo justifica un cambio en las 
situaciones respectivas de las partes”. 


CAPITULO IM—TRIBUNAL DE TIERRAS 


Enumeración. . Entre los procedimientos civiles de ca- 
rácter especial que están a cargo del T. de T. los más impor- 
tantes son: resarcimiento de pérdidas experimentadas a con- 
secuencia de la aplicacion de la L. de R. de T.; determinación 
de los derechos correspondientes a los sucesores del dueño de 
un derecho registrado, partiċión de inmuebles registrados, li- 
tigios sobre derechos registrados. Los tres primeros de estos 
procedimientos pueden no presentar inicialmente un carác- 
ter contencioso, sino adquirirlo después de comenzados. El 
último es, naturalmente, un proceso verdadero desde el pri- 
mer momento. 

Resarcimiento de pérdidas. Los arts. 125 y s. de la L. de 
R. de T. de 1920 habían establecido una percepción de un 
quinto de uno por ciento sobre el valor de cada inmueble al 
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momento del registro originario. Estas entradas constituían 
un “fondo de aseguro de terrenos registrados”, cuya custodia 
estaba a cargo del Tesorero Nacional y del cual deberían ser 
pagadas las indemnizaciones que el T. de T. concediera en 
favor de las personas que sufrieran pérdidas con motivo del 
saneamiento o de las operaciones posteriores al saneamiento. 
Esta acción era dirigida contra el Tesorero Nacional, como 
custodio del “fondo de aseguro”. 

Después de las reformas operadas por las Leyes 1309, de 
1930 y 1490 de 1938, de las cuales resultó que las percepcio- 
nes constituían un impuesto que ingresaba en los fondos ge- 
nerales del Gobierno, ésta debía ser vista como una acción di- 
rigida contra el Estado, tendiente a obtener la reparación del 
perjuicio ocasionado al demandante por toda actuación del 
T. de T. o del Registrador de Títulos. 

La L. de R. de T. de 1947 regula este procedimiento en 
sus arts. 225 a 234 de un modo análogo a como lo había he- 
cho la ley de 1920. La terminología de la ley es evidente- 
mente inapropiada: supone la existencia de un “fondo” de 
“aseguro” de terrenos registrados, lo cual no es cierto, puesto 
que se trata de un impuesto, que ingresa en los fondos gene- 
rales de la nación; estatuye que la acción deberá ser dirigida 
contra el Tesorero Nacional, como “custodio” del “fondo” 
de “aseguro”, en vez de prescribir, conforme a la realidad ju- 
rídica, que la acción sea dirigida contra el Estado, y, si se 
quiso en esto derogar la L. 1486 de 1938, reguladora del mo- 
do de notificar al Estado, debió decidirse que la demanda se- 
ría notificada al Estado, en la persona del Tesorero Nacional. 

La demanda es presentada al T. de T., el que la conoce 
en primera instancia por mediación de un juez de j. O., cuya 
sentencia es apelable ante el T. S. de T. 

Puede ser intentada solamente por la persona que, sin 
negligencia de su parte, se viese privada de cualquier terreno 
o de cualquier derecho o interés en el mismo. Se trata, pues, 
de una acción subsidiaria “9 , dada a un interesado que usó 


(76) A propósito de las acciones subsidiarios, en Anales de la Universidad de 
Santo Domingo, abril-junio de 1940, i7iys. 
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todas las vías de derecho a su alcance en la defensa de sus in- 
tereses. 

Esta acción tiene que ser ejercida dentro de los tres años 
de la fecha del acto que ocasionó el perjuicio. 

Determinación de derechos sucesorales. El art. 193 de 
la L. de R. de T. dispone a este respecto que en caso de falle- 
cimiento del dueño de un derecho registrado el Tribunal Su- 
perior de Tierras, a pedimento de parte legítima, acompañado 
de todas las pruebas justificativas, determinará los derechos 
de cada un interesado en el derecho registrado, mediante una 
resolución que haga referencia al Certificado de Título, y que 
especifique la o las personas que tienen derecho de heredar o 
suceder al dueño fallecido del derecho registrado, y que 
determinará al mismo tiempo la parte que a cada uno de ellos 
deba corresponder en la copropiedad del derecho registrado. 
Una copia de dicha resolución será entregada al registrador de 
títulos competente, a fin de que cancele el duplicado certifi- 
cado de título correspondiente al dueño fallecido, y expida 
un nuevo certificado en favor de los herederos o sucesores. 
Antes de decidir acerca del pedimento el T. de T. podrá man- 
dar que los peticionarios produzcan cualquier prueba adicio- 
nal que pueda conducir al esclarecimiento de los hechos invo- 
cados o hará dar al pedimento la publicidad que estime con- 
veniente a la protección de los intereses de los terceros, O 
hará celebrar audiencia para conocer del caso. El mismo pro- 
cedimiento se observará cuando el derecho se encuentre regis- 
trado innominadamente en favor de una sucesión. 

La determinación de herederos se resuelve mediante una 
medida de administración judicial o por una sentencia, en vis- 
ta del apoderamiento de un juez de J. Original, quien deberá 
celebrar audiencia, según haya o no discrepancia entre los he- 
rederos. El T. S. de Tierras acostumbra a elegir uno u otro de 
estos procedimientos, discrecionalmente, teniendo en cuenta 
las circunstancias especiales de cada caso. En virtud del prin- 
cipio del doble grado de jurisdicción, la sentencia del juez de 
J. Original es apelable ante el T. S. de T. 

Partición de inmuebles registrados. En virtud de lo que 
disponen los arts. 214 y 215 de la L. de R. de T., el T. de T. 
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conocerá del procedimiento relativo a la partición entre here- 
deros o copartícipes de los derechos registrados a nombre de 
su causante, mediante instancia que le sometan los interesa- 
dos, y siguiendo el procedimiento prescrito en el art. 139 de 
la misma Ley. Si todos ellos someten un proyecto de parti- 
ción, éste sera homologado por el T. de T. La declinatoria 
para ante los tribunales ordinarios deberá ser propuesta antes 
de otra excepción o defensa. 

Litigios sobre terrenos registrados. Según lo disponen 
los Art. 208 y s. de la L. de R. de Tierras, en caso de proceso 
sobre terrenos registrados deberán cumplirse los siguientes 
requisitos para que la demanda que se establezca sobre terre- 
nos registrados © cualquier sentencia que intervenga sobre 
esos mismos derechos pueda surtir efecto contra las personas 
que no han sido partes en la litis: lo., una copia de la deman- 
da será depositada en la oficina del Registrador de Títulos; 
20., será depositada en la misma oficina toda sentencia que 
ordene una cancelación, o que pronuncie el mantenimiento o 
la nulidad de un certificado de título a fin de que dicho fun- 
cionario proceda a su ejecución en todo cuanto se expresa en 
su dispositivo en relación con los derechos registrados. 

La jurisprudencia ha definido las litis sobre terrenos re- 
gistrados como aquellas que ponen en juego el derecho sobre 
la propiedad inmobiliaria o algún derecho real sobre la 
misma, registrado, y que son una consecuencia de hechos pro- 
ducidos entre las partes después del primer registro. La com- 
petencia del T. de Tierras en materia de litis sobre terrenos re- 
gistrados se extiende a todos aquellos asuntos que se presen- 
ten aislados o asociados con otros que no fueran de su com- 
petencia, en virtud principalmente de lo dispuesto por el Art. 
7 de la L. de R. de Tierras (v. Casación, 5 de abril de 1957, 
B. J. 561, p. 689; julio 1961, B. J. 612, p. 1399). Respecto 
de la administración de la prueba, v. casación, noviembre, 
1965, B. J. 660, p. 821. 
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TITULO XII — PROCESO ARBITRAL (”” 


CAPITULO I—EL COMPROMISO 


En qué consiste. El compromiso, de acuerdo con los 
Art. 1003 (mod. por la L. 845 de 1978) y sig. es un contrato 
por medio del cual dos o más personas confieren a uno o a 
varios árbitros la misión de conocer de un proceso y decidir- 
lo por medio de una sentencia. Con esto las partes eluden la 
jurisdicción estatal, y se someten a la que le confieren los ár- 
bitros. 

Para que una convención pueda ser calificada compromi- 
so es indispensable que exista un litigio entre las partes y que 
éstas confíen su resolución a árbitros. Por el contrario, el ac- 
to mediante el cual se comisiona a una o más personas sim- 
plemente para que emitan una opinión acerca de una contro- 
versia constituye, no un compromiso, sino un peritaje. La 
comisión dada a una o más personas para que intenten un 
arreglo amigable es un mandato y no un compromiso. 

Régimen. El compromiso está sometido a las normas ge- 
nerales que rigen todas las convenciones. No es un contrato 
solemne, sino consensual; para su perfección basta el consen- 
timiento de las partes (art. 1134 del C. Civil), expresado por 
escrito, dispone el art. 1005 del C. de Pr. Civil. 

Materia del Compromiso. El compromiso puede inter- 
venir respecto de cualquier materia susceptible de lícita con- 
tratación (arts. 6 y 1128 del C. Civil); pero existen algunas 
restricciones a la facultad de consentir en este contrato. 

En primer término, el compromiso es imposible en todas - 
las materias en que la ley prohibe la transacción. Así, el tu- 
tor y su ex pupilo no pueden celebrar un compromiso res- 
pecto de un litigio relativo al ejercicio de la tutela, sino des- 
pués de transcurridos diez días de la rendición de las cuentas 
y la entrega de los documentos, puesto que los arts. 472 y 


(TT) V. Los arts. 15 a 17 de la L. 50 de 1987 sobre Cámaras Oficiales de Comer- 
cio, Agricultura e Industria, crean el Consejo de Conciliación y Arbitraje 
para conocer, como amigables componedores o árbitros los diferendos en- 
tre sus miembros o entre éstos y personas físicas o morales. 
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2045 del C. Civil prohiben toda transacción durante ese pla- 
zo. De ahí que, en términos generales el art. 1004 prohibe el 
compromiso en las causas concernientes a la tutela de los me- 
nores e interdictos. 

Por otra parte, el art. 1004 prohibe expresamente el 
compromiso en las siguientes materias: 

Dones y legados de alimentos, alojamiento y vestidos. 
El art. 581, a su vez, declara inembargables los objetos com- 
prendidos en estas liberalidades. Ambas prohibiciones, la de 
compromiso y la de embargo, reposan en motivos a la vez de 
humanidad y de orden público, y tienden a evitar dificultades 
al acreedor de esas prestaciones. Esta disposición del art. 
1004, siendo excepcional, no es aplicable a los derechos de 
uso y habitación regulados por los art. 625 y s. del C. Civil, ni 
a alimentos adeudados en virtud de un acto que no es una do- 
nación o un legado, como por ej. en virtud de los arts. 205 y 
s., o 955 del C. Civil. 

Causas que conciernen al órden público. Entre éstas fi- 
guran: la separación de bienes entre marido y mujer; las cues- 
tiones de estado personal. 

Causas que conciernen al Estado y los municipios. La 
prohibición se justifica por el carácter público de estas enti- 
dades. 

Causas que interesan a las personas presumidas ausentes. 
Esto se explica porque la representación de estas personas in- 
cumbe al ministerio público (art. 1 16 del C. Civil). 

Capacidad; poder. El compromiso puede producir con- 
secuencias más graves que la transacción: en ésta cada con- 
tratante sabe desde el primer momento cuál es la extensión 
de los derechos a que renuncia; por el contrario, en el com- 
promiso no puede preverse la magnitud del perjuicio que 
pueda originarse en la sentencia arbitral. Por esa razón no 
basta, para otorgar el compromiso, que la parte sea simple- 
mente capaz de obligarse; es necesario, además, que tenga la 
capacidad de disponer del derecho sobre el cual recae el com- 
promiso (art. 1003). 

Para que el mandatario pueda suscribir un compromiso 
es preciso que haya recibido al efecto una procuración espe- 
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cial y expresa, puesto que el compromiso implica disposición 
de un derecho (art. 1988 del C. Civil). Por otra parte, el man- 
dato para transigir no implica el de comprometerse (art. 1989 
del C. Civil), puesto que, como se ha visto, el compromiso es 
un acto más grave que la transacción. Estos principios son 
aplicables al mandato del abogado y al de los liquidadores de 
sociedades civiles o mercantiles. 

Forma. El compromiso, dispone el art. 1005, debe ser 
otorgado por escrito; no puede, por consiguiente, ser probado 
por testigos, aun cuando el litigio sea inferior a 30 pesos. La 
ley excluye la prueba testimonial en interés de evitar que la 
existencia y las cláusulas del acto puedan originar dificulta- 
des; se admite, sin embargo, que el compromiso, aun celebra- 
do verbalmente, puede ser probado por la confesión judicial 
y por el juramento. 

El escrito en que conste el compromiso puede ser, con- 
forme al art. 1005, auténtico o bajo firma privada. 

Cuando es otorgado bajo firma privada, el escrito tiene 
que ser redactado en tantos originales como partes figuren en 
el compromiso con interés distinto (art. 1325 del C. Civil). 

El art. 1005 autoriza a las partes a otorgar el compromi- 
so ante los árbitros; en este caso basta que sea firmado por 
las partes en un solo original, que queda en manos de uno de 
los árbitros. 

Contenido. El art. 1006 prescribe que en el acta del 
compromiso deberán expresarse, bajo pena de nulidad, la 
causa del litigio y los nombres de los árbitros. 

El acta puede también contener otras cláusulas, como 
por ej. las relativas al procedimiento que deberán seguir los 
árbitros, al plazo en que deben fallar, a la designación de un 
tercer árbitro, a la facultad de estatuir en última instancia. 

La cuestión de saber si en el acta del compromiso se ha- 
llan correctamente indicados el objeto del litigio y el nombre 
de los árbitros es de la soberana apreciación de los jueces del 
fondo. 

Cláusula compromisoria. Frecuentemente las partes in- 
sertan en un contrato una cláusula en que declaran que en 
caso de que surjan dificultades en su ejecución, se obligan y 
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someterlas a árbitros. Es lo que se llama,.impropiamente, 
cláusula compromisoria; es, en realidad, no un compromiso, 
sino una promesa de compromiso. 

Para el contrato de seguro marítimo, el art. 332 del 
C. de Comercio permite convenir en la sujecion de las partes 
al juicio de árbitros, en caso de contestación; y el art. 631 del 
mismo Código, mod. por la L. 845 de 1978 establece que “las 
partes podrán, en el momento en que ellas contratan, con- 
venir en someter a árbitros las contestaciones” entre nego- 
ciantes, comerciantes y banqueros, entre asociados por ra- 
zón de una compañía de comercio, y las relativas a los actos 
de comercio entre cualesquiera personas. Pero no existe en la 
ley norma alguna de carácter general que autorice o prohiba 
expresamente que se incluya semejante convenio en un con- 
trato. De esto ha surgido la cuestión de saber si esa cláusula 
es válida. 19 

Se ha sostenido que la cláusula compromisoria es nula, 
porque el art. 1006 exige a pena de nulidad que el compromi- 
so indique el objeto del litigio y los nombres de los árbitros, 
y en la cláusula compromisoria no puede darse a conocer el 
objeto del proceso, que aun no existe, ni tampoco designarse 
los árbitros, cuyos poderes están limitados a un cierto tiem- 
po. 

En una segunda opinión, que parece preferible, se sostie- 
ne que la cláusula compromisoria es válida y obliga a las par- 
tes, no a título de compromiso, sino como promesa de com- 
promiso, puesto que se trata de una convención perfectamen- 
te lícita. La ley no ha entendido considerarla como contraria 
al orden público, como lo demuestran los arts 332 y 631 del 
C. de Comercio. Si la intención del legislador hubiera sido 
prohibir la clausula compromisora, lo hubiera consignado ex- 
presamente. Esta prohibición no resulta del art. 1006, porque 
este texto no regula el contrato de compromiso, sino el ins- 
trumento que debe comprobarlo. 


(78) Glasson, Precis, II, 1859; Jean Robert, L*Arbitraje. Droit inteme Droit In- 
temational Privé, 5a. ed. Pág. 50 y sig. 
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Si, contra lo estipulado en la cláusula compromisoria, 
una de las partes apodera al tribunal de una contestación re- 
lativa al contrato, el demandado puede intimarle al cumpli- 
miento de la cláusula y darle a conocer las diligencias que ha 
hecho o esta dispuesto a hacer para su ejecución, y luego opo- 
nerle a titulo de medio de inadmisibilidad, la inejecución de 
la cláusula compromisoria. 

Nulidad. La nulidad del compromiso proveniente de la 
incapacidad de una de las partes no puede ser, invocada sino 
por el incapaz, sea antes del arbitraje, sea después de termina- 
do. 

En tanto que los árbitros no han estatuído, la parte ca- 
paz puede invocar la incapacidad de su cocontratante, a tí- 
tulo de medio de inadmisibilidad (supra, libro IV, Tit. IL, 
Cap. II), negándose a proseguir el arbitraje a menos que el 
incapaz, legalmente asistido o representado, consienta en 
renunciar a la nulidad. La parte demandada, en efecto, tie- 
ne la facultad de no litigar con el demandante incapaz, tanto 
ante la jurisdicción estatal como ante los árbitros. 

La nulidad que resulta de la insuficiencia o de la falta de 
poder del mandatario de una de las partes puede ser opuesta 
por ambas partes. Si el compromiso es ratificado, se le debe 
atribuir como fecha la de su ratificación, y no la fecha en que 
el mandatario lo suscribió; por consiguiente, el término pre- 
visto con el art. 1007 para el cumplimiento del arbitraje em- 
pieza a correr, no del día del compromiso, sino del de su rati- 
ficación. Si la sentencia arbitral es pronunciada en ejecución 
de un compromiso nulo por insuficiencia o falta de poder 
del mandatario, la parte interesada puede recurrir en tercería. 

La nulidad resultante de que el compromiso ha versado 
sobre un objeto respecto del cual la ley lo prohibe, puede 
también ser opuesta por ambas partes. Si la prohibición del 
compromiso tiene un carácter de orden público, la nulidad no 
puede ser cubierta. por el consentimiento expreso o implícito 
de las partes, como por ej. por su actuación en el procedi- 
miento arbitral. 

Extinción. El compromiso se extingue de acuerdo con 
las disposiciones de los arts. 1012 y 1013, por las siguientes 
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sas: la., por la muerte, renuncia, no aceptación, o por im- 
ps ¿imento de uno de los árbitros, a menos que el compromi- 
permita seguir adelante, o que autorice el reemplazo del 
5o ¡tro por las partes o por los árbitros restantes; 2a., por la 
áb ¡ración del término estipulado, o por el de tres meses, siel 
exp ino no fue fijado en el compromiso; 3a. por el empate, 
u ndo los árbitros no tengan facultad para nombrar un ter- 
o; 4a., por la muerte de una de las partes, si ha dejado he- 
geros menores. x s 
Prorrogación. La comisión de los árbitros puede ser pro- 
gada por las partes. La prorrogación es en realidad un nue- 
R compromiso, que vale por el tiempo nuevamente conve- 
pe o, o, si no se ha fijado tiempo, por tres meses. 
Se admite generalmente que la prorrogación puede tam- 
«sn ser implícita y resultar de todos aquellos actos de las 
stes, otorgados por escrito, que impliquen cierta y necesa- 
P? nente su voluntad de prolongar el mandato de los árbitros, 
g mo por ej. la entrega formal de los documentos, la compa- 
ncia ante el tribunal arbitral, la producción de defensas. 
Suspensión. El plazo del compromiso es suspendido: 
g el sobreseimiento a su decisión, pronunciado por los ár- 
P os, hasta que el tribunal competente decida acerca de un 
> cidente, como la falsedad por ej.; en caso de que pronun- 
p n una sentencia interlocutoria, y sobrevenga una apelación, 
to. que la apelación suspende la ejecución de la sentencia; 
i acuerdo con el art. 1013, por el fallecimiento de una de las 
“tes que deja herederos mayores, durante el plazo para ha- 


mi inventario y deliberar. 


e 
re? 


CAPITULO II—-LOS ARBITROS 


Número. Las partes tienen la facultad, de acuerdo con 

art. 1006, de confiar el arbitraje a uno o a varios árbitros. 

E p Caso de que el número de árbitros sea par podría producir- 
un empate; para evitarlo es conveniente escoger un núme- 


impar de árbitros. Su 
Capacidad. La ley no determina las condiciones de 


capacidad especialmente requeridas para que una persona 
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pueda ser escogida como árbitro. 

De los principios generales resulta que no puede ser de- 
signada árbitro una de las partes en causa, u otra persona que 
tenga interés en la contestacion. En este caso el compromiso 
sería nulo. 

Tampoco pueden ser escogidos como árbitros: las per- 
sonas afectadas por la degradación cívica o por las privaciones 
previstas en el art. 42 del C. Penal, porque no pudiendo ellas 
ser peritos, no pueden mucho menos ser árbitros: el interdic- 
to por causa de demencia, porque sus actos son nulos de 
pleno derecho. 

Un juez puede ser escogido como árbitro. Es discutido 
si se puede confiar el arbitraje colectivamente a todos los 
miembros de un tribunal colegiado. 

Una persona puede ser escogida como arbitro aunque 
sea tachable u objetable como testigo. Así, puede ser árbitro 
un pariente o aliado en línea recta de una de las partes, y con 
mayor razón una persona unida a una de las partes o a su 
cónyuge por parentesco o afinidad colateral. 

Dificultades. El párrafo agregado al art. 1003 por la 
L. 845 de 1978, expresa que cuando surgieren dificultades, si 
las partes no estuvieren de acuerdo sobre la designación de los 
árbitros, la parte más diligente intimará a las otras partes por 
acto de alguacil para que designe los árbitros en un plazo de 

8 días francos. En dicha intimación se indicará el nombre y 
domicilio del árbitro escogido por la parte demandante. Si en 
el plazo indicado los demandados no dan a conocer elnombre 
del árbitro escogido. por ellos, “el presidente del Tribunal de 
Comercio competente en virtud del art. 439 del C. de Pr. Ci- 
vil procederá, sobre instancia del demandante, a su designa- 
ción”. “La ordenanza no será susceptible de ningún recur- 
so”. “Copia de la instancia y de la ordenanza será notifica- 


da en el plazo de 8 días francos a los demandados, así como a 
los árbitros con requerimientos de proceder al arbitraje”. 
Aunque por la redacción de la disposición transcrita pre- 
cedentemente, parece que ésta se aplica exclusivamente a la 
materia comercial, nos parece que la disposición es de carác- 
ter general, aplicable por consiguiente a los casos de arbitra- 





= 169 — 













jes en materia civil principalmente por ser el art. 11003 una 
disposición del derecho común. 

Establece asimismo la aludida modificación, que los arts. 
1003 a 1028 del C. de Pr. Civil son aplicables en tanto no 
sean contrarios a dicha ley. 

Carácter. Una cuestión conexa con la relativa a la capa- 
cidad necesaria para ser árbitro es la de saber cuál es el carác- 
ter de la función conferida a los árbitros. 

En una primera opinión se admite que el árbitro, puesto 
que recibe sus poderes de las partes, quienes pueden revocar- 
lo en todo momento, renunciando al arbitraje, debe ser asi- 
milado a un mandatario, y que, por consiguiente, sus funcio- 
nes tienen un carácter puramente privado: un menor podría 
ser escogido como árbitro, por lo mismo que puede ser man- 
datario. 

Otra opinión, por el contrario, que podría invocar en su 
favor el art. lo. de la L. de O. J., sostiene que la función de 
los árbitros tiene un carácter especial, que la acerca más a la 
función pública que a la función puramente privada. El ár- 
bitro, en efecto, a diferencia del mandatario, no está obligado 
a seguir las instrucciones de la persona que lo nombra; sus po- 
deres subsisten, a pesar de la muerte de la parte que deja he- 
rederos mayores, lo que no ocurriría si su misión fuera un 
mandato. Es más bien un juez, que ejerce actos de verdadera 
jurisdicción, tanto al prescribir, en el curso del arbitraje, me- 
didas de instrucción, como el pronunciar sentencia, la cual es 
un acto auténtico, con autoridad de cosa juzgada, y que, para 
llegar a ser ejecutorio, no le falta mas que la aprobación del 
tribunal. Por consiguiente, es preciso decidir que para ser 
árbitro se requiere tener el ejercicio de los derechos civiles y 
políticos, y que, por lo tanto, los menores y los extranjeros 
no pueden ser escogidos como árbitros. 


Aceptación. La persona escogida como árbitro es libre 
de aceptar o no ese cometido. Su aceptación puede ser ex- 
presa, e intervenir por escrito o verbalmente, puesto que la 
ley no ha determinado forma alguna o implícita, la que resul- 
ta de todo acto implicativo del propósito de cumplir su mi- 
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sión, como por ej. si convoca las partes, o si les pide la entre- 
ga de los documentos. 

Renuncia. Aun después de haber aceptado, dispone el 
art. 1014, el árbitro puede renunciar, esto es, negarse a ejer- 
cer sus funciones, a condición de que el procedimiento no ha- 
ya comenzado. Si, después de iniciada la instrucción de la 
causa, el árbitro se niega a continuar ejerciendo sus funciones, 
las partes pueden reclamarle una indemnización reparativa. 

Revocación. Conforme lo dispone el art. 1008, las 
partes pueden, por un común acuerdo, revocar el árbitro. La 
revocación no está sometida a ningún requisito de forma; 
puede ser expresa o implícita. La revocación implícita resul- 
taría de toda actuación de las partes que evidencie su deseo 
de desentenderse de la labor del árbitro, como por ej. si desig- 
nan otro árbitro, o si someten su diferendo a los tribunales, o 
si pactan una transacción. 

Recusación. Resulta del art. 1014 que los árbitros pue- 
den ser recusados por una causa sobrevenida posteriormente 
al compromiso. Al contrario, si la causa de recusación exis- 
tía al momento del compromiso, se considera que la parte ha 
renunciado implícitamente a su derecho de recusar, con el 
hecho de haber participado en la elección del árbitro. 

Las causas de recusación son las mismas que, de acuerdo 
con el art. 378, pueden fundamentar la recusación de un juez. 

Honorarios. El árbitro tiene derecho al cobro de los ho- 
norarios estipulados en el compromiso. En este aspecto de 
sus funciones el árbitro es asimilado a un mandatario. Puede, 
por consiguiente, ejercer una acción contra las partes en co- 
bro de esos honorarios (art. 1986 del C. Civil). 

Facultades y deberes. En los límites fijados por el com- 
promiso, los árbitros tienen los mismos poderes que los jue- 
ces, hasta el de interpretar sus sentencias, en tanto que su co- 
metido esté vigente. Hay sin embargo, cuestiones que esca- 
pan necesariamente a la competencia de los árbitros: no tie- 
nen la policía de la audiencia: no pueden expedir copias eje- 
cutorias de sus decisiones. no conocen de las dificultades rela- 
tivas a la ejecución de sus sentencias. 

Por otra parte, los árbitros tienen los mismos deberes 
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que los jueces: deben observar las normas legales, tanto de 
forma como de fondo. 

Los árbitros no pueden, sin el consentimiento de las par- 
tes, hacerse sustituir por otros árbitros. 

Amigables componedores. El art. 1019 permite a las 
partes dispensar a los árbitros de la observación de las reglas 
de derecho, invistiéndoles con facultades de amigables 
componedores. La cláusula del compromiso respecto de esto 
puede expresar, o simplemente que los árbitros serán amiga- 
bles componedores, o que estarán dispensados de aplicar la 
ley; en ambos casos ellos tienen la facultad de no observar las 
leyes, tanto de forma como de fondo. Pero si solamente han 
sido dispensados de observar las reglas de forma, ellos deben, 
en cuanto al fondo, aplicar la ley. 

La cláusula mediante la cual las partes renuncian a to- 
do recurso contra la sentencia, o simplemente renuncian a la 
apelación, es implicativa de que los árbitros son constituídos 
como amigables componedores. 

En ningún caso los amigables componedores pueden ser 
dispensados de observar las leyes que interesen al orden pú- 
blico, especialmente de las que tocan a las garantías de la de- 
fensa, y a la igualdad de las partes ante el tribunal arbitral. 
Salva esa restricción, los amigables componedores gozan de 
plena libertad en la decisión del asunto, pudiendo, por ej., 
no tomar en cuenta una prescripción consumada, o admitir 
una compensación en un caso en que no estén reunidas todas 
las condiciones exigidas por la ley. 


CAPITULO H- DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO 


Dispensación de formas. En caso de que los árbitros han 
sido eximidos del cumplimiento de las formas del procedi- 
miento. cuando han sido investidos como amigables compo- 
nederes. ellos organizan libremente cl procedimiento que 
debe seguise, Deben. sin embargo, observarse las reglas indis- 
pensables a la administración de la justicia, especialmente las 
concernientes a la libertad de la defensa. 
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Procedimiento legal. Fuera de los casos anteriormente 
mencionados, las partes y los árbitros deben observar, según 
lo manda el art. 1009, “los plazos y las formalidades que de- 
ben seguirse ante los tribunales”. La ley se refiere al procedi- 
miento ante el j. de p. i., que es el de derecho común. 

No obstante su aparente generalidad, la regla enuncia- 
da en el art. 1009 está limitada, en primer término, por la na- 
turaleza misma del procedimiento arbitral, y, en segundo tér- 
mino, por las reglas del procedimiento enunciadas en el art. 
1016. ` 

La citación para comparecer no contiene constitución 
de abogado; las partes pueden suprimirla, y presentarse 
espontáneamente ante los árbitros. Haya o no citación, la 
causa no es enrolada. Los árbitros no tienen que celebrar au- 
diencia pública, ni para conocer del asunto ni para decidirlo. 
No hay comunicación al ministerio público. 

Por otra parte, el art. 1016 manda que las partes produz- 
can sus defensas y documentos quince días, por lo menos, an- 
tes de la expiración del término del compromiso; es indispen- 
sable, además, que se comuniquen recíprocamente esos me- 
dios de defensa y de prueba. De lo contrario, los árbitros no 
estarían en condiciones de decidir, al no conocer las preten- 
siones de las partes. La producción de las defensas y de los 
documentos debe ser hecha por las partes sin necesidad de re- 
querimiento emanado de los árbitros. Ellos pueden juzgar 
aunque solamente una de las partes produzca sus defensas y 
documentos; pero no están obligados a hacerlo. Con mayor 
razón pueden abstenerse de juzgar cuando ninguna de las par- 
tes cumple aquella obligación. Las producciones tardías pue- 
den ser admitidas por los árbitros, si el término del compro- 
miso no ha expirado. 

Medidas de instrucción. Los árbitros pueden ordenar to- 
das las medidas de instrucción que fuesen necesarias para for- 
marse convicción: información testimonial, visita de lugares, 
informe pericial, interrogatorio sobre hechos y artículos, 
comparecencia personal, prestación de juramento. Todos los 
árbitros deben tomar parte en esas medidas, a menos que el 
compromiso los autorice a delegar esa tarea en uno de ellos. 
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Como los árbitros no tienen el poder de constreñir a las 
partes y a los terceros para que concurran a esas medidas de 
instrucción, ellos deben proveer sus sentencias del correspon- 
diente auto ejecutorio del j. de p. i. 

El art. 1015 prohibe a los árbitros conocer del inciden- 
te de inscripción en falsedad; deben remitir a las partes que 
acudan ante el j. de p. i. Esa prohibición es de carácter ex- 
cepcional, y no puede, por lo tanto, ser ampliada a la verifi- 
cación de escritura (79%. Los árbitros, en efecto, puesto que 
derivan sus poderes de la voluntad de las partes, tienen capa- 
cidad para resolver todos los incidentes del proceso, a menos 
de disposicion contraria de la ley. 

Demandas incidentales. Los árbitros son competentes 
para conocer de las demandas adicionales que constituyen el 
accesorio natural de la demanda principal, como por ej. de 
la que tiende a obtener el pago de intereses o la ejecución 
provisional; pero no para conocer de las enteramente ajenas a 
la materia del compromiso. 

Pueden los árbitros conocer también de las demandas re- 
convencionales, cuando sirvan de defensa a la demanda prin- 
cipal, como por ej. de la que tiende a la compensación judi- 
cial. Según algunos autores, cuando el crédito opuesto en 
compensación es superior al monto del crédito del demandan- 
te los árbitros pueden solamente desestimar la demanda prin- 
cipal, pero no condenar al demandante al pago de la diferen- 
cia. 

La intervención, voluntaria o forzosa, no es admisible 
sino con el consentimiento de ambas partes y del intervi- 
niente, y, además, de los mismos árbitros, puesto que altera 
la materia del compromiso. 

Excepciones. El demandado dominicano puede oponer 
ante los árbitros la excepción de fianza al demandante ex- 
tranjero. 

Ante los árbitros no pueden promoverse las declinato- 
rias por causa de litispendencia y de conexidad, puesto que 
ellos son una jurisdicción única, competente únicamente pa- 


(79) Glasson y Tissier, Traité, V. 1830. 
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ra examinar el asunto contenido en el compromiso. Por el 
contrario, ante los árbitros puede promoverse la declinato- 
ria por causa de incompetencia. Deben juzgarla, porque todo 
juez es naturalmente competente para decidir acerca de los 
límites de su propia competencia. Pero la sentencia de los 
árbitros sobre este punto no es soberana, aun cuando hayan 
recibido facultades para estatuir sin apelación sobre el fon- 
do: alj. de primera instancia toca decidir, sobre la oposición 
que pueda formarse al auto de ejecución, si los árbitros actua- 
ron dentro de los límites del compromiso. y 

Las nulidades pueden ser invocadas ante los árbitros en 
las mismas condiciones que ante cualquier otro juez. 

La excepción dilatoria fundada en el plazo para hacer in- 
ventario y deliberar se rige por el derecho común; según el 
desarrollo del art. 1013. En cambio, ante los árbitros no pro- 
cede, en principio, proponer la excepción dilatoria de garan- 
tía. El garante, en efecto, no podría ser obligado a aceptar 
árbitros que no ha nombrado; por su parte, el garantizado no 
podrá encausar al garante sin su consentimiento, el de las 
otras partes y el de los árbitros, puesto que la presencia del 
garante modifica la extensión del compromiso. 

La comunicación de documentos y la excepción funda- 
da en la no comunicación se rige por las reglas trazadas en el 
art. 1016. 0, 

Sobreseimiento. En todos los casos en que los árbitros 
son incompetentes para conocer de un incidente de procedi- 
miento, o de una cuestión surgida incidentalmente, ellos de- 
ben, aun quedando apoderados del fondo, sobreseer en el 
procedimiento hasta que el tribunal competente decida sobre 
esa cuestión. Esto ocurre: de acuerdo con el art. 1015, con el 
incidente de inscripción en falsedad, y cuando hay persecu- 
ción criminal con ocasión de los hechos que motivaron el 
compromiso; con las cuestiones de estado personal, cuando 
surge un incidente que exige la comunicación al ministerio 
público. 

(80) Conviene tener en cuenta que de conformidad con las disposiciones de la 


L, 834 de 1978, la comunicación de documentos no constituye una excep- 
ción de procedimiento. 


— 175 



































Sentencia. Después de terminada la instrucción del pro- 
ceso, el o los árbitros proceden a dictar sentencia. En la for- 
ma, la sentencia arbitral es análoga a la pronunciada por un 
tribunal, salvo que no lo es en audiencia pública. 

Efectos de la sentencia. Fuerza ejecutoria. De acuerdo 
con el art. 1020 la sentencia arbitral será ejecutoria por auto 
del presidente del Tribunal de P. Instancia del distrito en el 
cual ésta se haya dictado. Para esos fines, la minuta de la sen- 
tencia se depositará por uno de los árbitros en dicho tribunal 
dentro de los tres días de la fecha de su pronunciamiento. Si 
el compromiso hubiese sido realizado sobre la apelación de 
una sentencia, la decisión arbitral será depositada en el tribu- 
nal que conozca de la apelación. El auto ejecutivo se dará 
por el presidente del tribunal. 

El art. 1021 dispone que las sentencias arbitrales no po- 
drán ser ejecutadas sino después que se haya obtenido auto 
del presidente del tribunal, que la insertará al pié o al mareen 
de la minuta de la sentencia arbitral. Es lo que se denomina 
exequátur. El conocimiento de todo lo relativo a la ejecucion 
de la sentencia será de la competencia del presidente que dió 
el exequátur. 


TITULO XII-EXTINCION DE LA INSTANCIA 


Causas de extinción. La instancia puede extinguirse: 
por la sentencia definitiva sobre el fondo; por el desistimien- 
to; por la aquiescencia;, por el compromiso; por la transac- 
ción; por el fallecimiento de una de las partes en ciertos ca- 
sos; por la perención; por la prescripción. 

Sentencia definitiva.é Es el modo normal de extin- 
ción de la instancia: el proceso tiene precisamente por objeto 
poner fin al litigio mediante un acto emanado del órgano ju- 
risdiccional, la sentencia definitiva. 

Compromiso. Si en el curso del proceso las partes con- 
vienen en someter su disputa a la decisión de árbitros, la ins- 
tancia queda extinguida. Esta extinción es condicional: las 


(81) V. infra, libro VIL, 
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partes la consienten bajo la condición implrcita de que los ár- 
bitros dicten sentencia que venga a ocupar el puesto de la que 
hubiera dictado el tribunal, de no haber intervenido el com- 
promiso. Por lo tanto, si los poderes de los árbitros cesan an- 
tes de que adopten el fallo, la instancia ante el tribunal rea- 
nuda su curso, puesto que la condición no se ha realizado. 
En este caso el compromiso habrá operado como una simple 
causa de suspensión de la instancia. 

Transacción. Este acto, al modificar la Situación jurídi- 
ca de las partes, implica necesariamente renunciación a los 
efectos producidos por los actos del procedimiento, y, por 
lo tanto, a la instancia misma y consentimiento para que se 
extinga (art. 2044 y s. del C. Civil). 

Desistimiento; aquiescencia. El desistimiento es el acto 
del demandante de abandonar la instancia o de abandonar su 
derecho de acción (art. 402 y s.). 

La aquiescencia es el acto del demandado que acepta la 
demanda. 

El desistimiento y la aquiescencia constituyen incidentes 
del procedimiento, cuyo efecto es extinguir la instancia, ya 
que, después de ocurrido el uno o el otro, el proceso carece 
enteramente de objeto (sobre la aquiescencia v. Casación 22 
de febrero de 1949, B. J. 463, p. 99; mayo 1950, B. J. 478, 
p. 424). 

Perención; prescripción. La perención y la prescrip- 
ción tienen un efecto extintivo sobre la instancia, con las dis- 
tinciones que luego serán expuestas. La perención no opera 
de pleno derecho, sino que tiene que ser demandada. La 
prescripción, por el contrario, extingue la instancia de pleno 
derecho; no es del todo, desde este punto de vista, un verda- 
dero incidente del procedimiento, sino una causa de extin- 
ción de la instancia que puede ser opuesta como medio de de- 
fensa por la parte contra quien fueran perseguidas las actua- 
ciones de la instancia prescrita. 

Fallecimiento de una de las partes. En general, este 
suceso no tiene otro efecto que el de interrumpir la instanci: 
siempre que la causa no se halle en estado (art. 344 y S.). 
Excepcionalmente, el fallecimiento de una de las partes ¢x- 
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tingue la instancia y la acción, aun cuando la causa se halle en 
estado, en ciertos casos en que la ley considera que el proceso 
no tiene ya razón de ser: el divorcio (art. 20 de la L. 1306 
bis de 1937); la interdicción (art. 504 del C. Civil); la deman- 
da de pensión alimenticia (art. 244 del C. Civil). Por otra par- 
te, algunas acciones se hallan sometidas a un régimen espe- 
cial: el fallecimiento de una de las partes extingue el derecho 
y la acción solamente cuando sobreviene antes de incoarse el 
proceso, pero no después; en este caso, la instancia puede ser 
continuada por los herederos del demandante o contra los he- 
rederos del demandado (supra, Tit. XII). 

Referencias; plan de exposición. La extinción de la ins- 
tancia resultante del compromiso fue examinada con el pro- 
ceso arbitral. La transacción ha sido considerada como un 
medio de defensa (supra, Libro IV, Tit. I, Cap. II). El desis- 
timiento, la aquiescencia, la perención y la prescripción serán 
examinadas, infra, con los procedimientos incidentales. La 
sentencia, como acto procesal de carácter autónomo, será ob- 
jeto del libro VII que sigue. El fallecimiento de una de las 
partes fue considerado a propósito de la transmisibilidad del 
derecho de acción que resulta de la demanda en los casos en 
que el derecho deducido en justicia tiene un cierto carácter 
intrasmisible (supra Libro IV. Tít. I. Cap. 1): 


TITULO XIII—LOS PROCEDIMIENTOS INCIDENTALES 
CAPITULO I-LAS EXCEPCIONES 


SECCION I-FIANZA DEL EXTRANJERO 


En qué consiste. El extranjero puede, conforme a los 
principios generales del derecho procesal, litigar como deman- 
dante o como demandado, contra otro extranjero o contra.un 
dominicano. Cuando es demandante los Arts. 16 del C. Ci- 
vil mod. por la L. 845 de 1978, y 166 del C. de Pr. Civil le 
sujetan a la obligación de garantizar al demandado dominica- 
no el reembolso de las costas procesales Y el resarcimiento de 
los perjuicios que puedan resultar del proceso. El demandado 
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exige el otorgamiento de esta garantía por medio de la 
excepción de fianza, llamada generalmente fianza iudicatum 
solvi. 62 


Créditos que garantiza. Esta fianza garantiza, en primer 
lugar, el pago de las costas procesales, y, en segundo lugar, el 
de las indemnizaciones que puedan ser otorgadas al demanda- 
do, cuando las ha pedido reconvencionalmente, como repara- 
ción de los perjuicios que le ocasionen un proceso injustifi- 
cado o las faltas cometidas por el extranjero en la conducción 
del procedimiento. Pero no garantiza el pago de las otras 
condenaciones que puedan ser adjudicadas al demandado en 
virtud de demandas reconvencionales distintas de las enun- 
ciadas. 


Justificación. Esta fianza se justifica en razón de que el 
extranjero condenado en las costas y al pago de una indemni- 
zación puede no tener en la República bienes con cuyo 
embargo pueda el demandado cobrar esos créditos. De no 
existir, el dominicano se vería obligado, para cobrarlos, a per- 
seguir al extranjero ante el tribunal de su domicilio, lo que 
además de resultarle excesivamente costoso, lo expondría a 
que la sentencia del tribunal dominicano se le negara en el ex- 
tranjero el exequátur indispensable para su ejecución. 


Quién la debe. La fianza aquí prevista puede únicamen- 
te ser reclamada bajo las siguientes condiciones: la., que se 
trate de un extranjero transeúnte, esto es que no tenga domi- 
cilio en la República; 2a., que ese extranjero sea demandante 
principal o interviniente voluntario, pero nunca si es deman- 
dado, aunque haya incoado una demanda reconvencional; 3a., 
que ese extranjero no pertenezca a un país que tenga celebra- 
do con la República un tratado que exima a sus nacionales de 
aquella obligación, como por ejemplo la Convención de De- 
recho Internacional Privado adoptada en la VI Conferencia 
Internacional Americana, aprobada por la L. 1055 de 1928, 
cuyo art. 383 dispone que no habrá distinción entre naciona- 


(82) No tiene nada de común con la cautio indicatum solvi del derecho romano 
(G. May Eléments de droit romain, 285, nota 11). 
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les y extranjeros en cuanto a la prestación de fianza pari 
comparecer en juicio. ®® 

Materias y tribunales en que se debe. De conformidad 
con las disposiciones de los art. 16 del C. Civil y 166 del € 
de Pr. Civil vigentes con anterioridad a las modificaciones in 
troducidas por la L. 845 de 1978, la fianza era debida única 
mente en los asuntos civiles ante el J. de Primera Instancia, 
la C. de Apelación y la S. C. de Justicia. Pero, de conformi 
dad con la ley citada, la fianza puede ser exigida al extranje 
ro transeúnte, en todas las materias y ante todas las jurisdic 
ciones, a menos que posea en la República inmuebles por un 
valor suficiente para asegurar el pago de las costas y de los da 
ños y perjuicios resultantes de la litis. 

De acuerdo pues con la modificación introducida por la 
L. 845, la fianza del extranjero puede ser solicitada en los 
asuntos comerciales, ante el j. de paz, ante el T. de Tierras, y 
en referimiento. ($9 

En grado de apelación la debe prestar el extranjero ape- 
lante que fue demandante en primera instancia pero no el que 
fue demandado. En casación, la debe prestar el extranjero re- 
currente, si desempeñó el papel de demandante originario (Vv. 
Casación, 30 de marzo de 1939, B. J. 344, p. 245; 13 de agos- 
to de 1956, B. J. 553, p. 1663). 

Aunque el Art. 166 del C. de Pr. Civil no fue modificado 
expresamente por la L. 845, es obvio que lo ha sido implíci- 


(83) V. No, obstante lo indicado, V. Casación, 10. de diciembre de 1982, B. J. 
865, p. 2375. De acuerdo con el criterio de la Suprema Corte de Justicia, 
los países signatarios de la Convención de París de 1928 sobre propiedad 
industrial gozan de todas las ventajas concedidas a los nacionales, pero con 
las limitaciones relativas al procedimiento administrativo, competencia, 
elección de domicilio y constitución de mandatarios, pero deja potestad 
a los tribunales del otro Estado de establecer la forma en que los extran- 
jeros deberán litigar en los tribunales dominicanos, Que de conformidad 
con el Art, 16 del Código Civil, en su redacción actual, el extranjero que no 
justifique tener bienes inmuebles en la República Dominicana suficientes 

para asegurar el pago de las costas y daños y perjuicios resultantes de la li- 

tis puede exigírsele la fianza iudicatum solvi, a pesar de ser un signatario 


de la indicada Convención de 1928. 


(84) En materia de referimiento se consideraba improcedente la prestación de la 


ed. tomo 1, No. 634, p. 689, citado por Dalloz, Noueveau Code de Pro 
cedure Civile, Art. 166, No. 68 y sig. 
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tamente, ya que los términos generales del nuevo Art. 16 del 
C. Civil son suficientemente explícitos y no excluyen el j. de 
paz. 


Carácter. Esta fianza es un beneficio que la ley concede, 
no por motivos de orden público, sino mirando exclusivamen- 
te el interés privativo del demandado dominicano; éste puede 
por consiguiente, renunciar a su derecho de exigirla. La re- 
nunciación se presume cuando el demandado no la reclame 
oportunamente. Por su parte, el tribunal no puede ordenar 
de oficio, que la fianza sea prestada. 


Cómo se solicita. Tanto en materia civil como en mate- 
ria comercial, la fianza es solicitada mediante conclusiones en 
audiencia. 

La L. 3726 sobre procedimiento de casación no prevee 
en sus arts. 47 a 62 el procedimiento a seguir para solicitar en 
ese Tribunal, la fianza. Aunque la situación planteada noes 
frecuente, puesto que se supone que la fianza ha sido solici- 
tada al extranjero demandante en primera instancia o en ape- 
lación, esta excepción podría presentarla el recurrido al pro- 
ducir su memorial de defensa como una cuestion previa, so- 
licitando a la Suprema Corte declarar inadmisible los medios 
del recurrente en caso de no prestar la fianza solicitada. La 
Suprema Corte deberá, por una sentencia previa, ordenar la 
prestación de la fianza o rechazar ésta, si la considera impro- 
cedente (Casación, 11 de abril, 1983, B. J. 869, p. 882). 

Cómo es prestada. La fianza se constituye presentando 
un fiador o sea una persona solvente que se obliga a pagar la 
cantidad indicada por la sentencia que la impone (art. 2018, 
2019 y 2040 del C. Civil). El procedimiento a seguir está 
indicado en los art. 517 a 522 del C. de Pr. Civil. 

El extranjero demandante puede, según lo disponen los 
art. 16 del C. Civil y 167 del C. de Pr. Civil o sustituir el fia- 
dor con el depósito en la caja pública de la suma fijada por la 
sentencia, o eximirse de la fianza justificando que posee en la 
República bienes inmuebles suficientes para garantizar el 
pago de las condenaciones antes mencionadas. 
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SECCION 1I—DECLINATORIAS 
1—GENERALIDADES 


En qué consisten. Son declinatorias las excepciones que 
tienden a obtener que el tribunal apoderado de un proceso no 
lo conozca, en razón de que no es el designado por la ley. Su 
nombre les viene de que el litigante que propone la excep- 
ción, generalmente el demandado, declina el honor de ser juz- 
gado por el tribunal, o de que éste, a invitación de una de las 
partes, o de oficio en ciertas ocasiones, declina su competen- 
cia para conocer del proceso, 

Los art. 168 a 172, 424 y 426 del C. de Pr. Civil, que 
consagraban las excepciones declinatorias, fueron sustituídos 
por los art. 3 a 34 de la L. 834 de 1978, que son, en términos 
generales, una traducción de los art 75 a 107 del Nuevo Có- 
digo de Procedimiento Civil Francés. 

Cuáles son. Hay tres excepciones declinatorias: la de 
incompetencia, la de litispendencia y la de conexidad. 


II—EXCEPCION DE INCOMPETENCIA 


Clases de incompetencia. Como se ha explicado, hay 
dos clases de incompetencia: la incompetencia absoluta, que 
resulta del apoderamiento de un tribunal de yna naturaleza, 
de un grado o de un orden, que no son los determinados por 
la ley, en violación por consiguiente de una de las reglas de la 
competencia de atribución o ratione materiae, O de la compe- 
tencia funcional, que se sabe, son de orden público; la incom- 
petencia relativa, que resulta del apoderamiento de un tribu- 
nal que no es el designado por la ley para conocer del asunto 
en razón de la persona demandada o de la situación del in- 
mueble objeto del proceso, en violación por consiguiente de 
una de las reglas de la competencia territorial o ratione per- 
sonae vel loci, que son de interés privado. 

No obstante lo expresado, la terminología incompeten- 
cia absoluta e incompetencia relativa tiende a desaparecer del 
lenguaje jurídico moderno. Se usa más comúnmente los tér- 
minos antes expresados de competencia de atribución y com- 
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petencia territorial (v. los arts. 20 y 21 de la L. 834 de 1978). 
Por otra parte, la regla expresada respecto de las normas de 
orden público o de interés privado que tradicionalmente han 
caracterizado la competencia de atribución y la competencia 
territorial no pueden ser consideradas como absolutas. 

En efecto, los casos en que el juez puede suplir de oficio 
la incompetencia territorial (v. art. 21 de la citada L. 834), da 
a ésta en cierto sentido, un carácter de orden público. Por 
otra parte, la incompetencia que resulta de la violación de 
una regla de competencia de atribución únicamente podra ser 
suplida de oficio por el juez cuando esta regla es de orden 
público (art. 20 de la L. 834), esto es, cuando atañe al orden, 
la naturaleza o al grado de las jurisdicciones. Más aún, ante la 
c. de apelación y la c. de casación esta incompetencia sólo 
podrá ser suplida de oficio si el asunto es de la competencia 
de un tribunal represivo, o administrativo, o escapare al co- 
nocimiento de los tribunales dominicanos. 

Consecuencias. Esta oposición fundamental entre los 
caracteres de la competencia de atribución y los de la compe- 
tencia funcional, por un lado, y los de la competencia territo- 
rial, por otro lado, acarrea una diferencia, también fundamen- 
tal, en el régimen respectivo de las excepciones declinatorias 
fundadas en la incompetencia absoluta o en la incompetencia 
relativa, que serán analizadas de acuerdo con el estado actual 
de nuestra legislación. 


DI -LITISPENDENCIA Y CONEXIDAD 


Litispendencia. La litispendencia supone que un mismo 
proceso ha sido incoado, entre las mismas partes, ante dos tri- 
bunales igualmente competentes para juzgarlo. Es muy di- 
fícil que esta situación se presente mientras las partes origi- 
nariamente interesadas se encuentren personalmente figuran- 
do en el proceso; pero, en cambio, se podría presentar des- 
pués de la muerte del demandado, si el demandante, por ej. 
porque desconfiara del tribunal ante el cual llevó originaria- 
mente el pleito, incoara la misma demanda contra los herede- 
ros del demandado ante el tribunal del domicilio de uno de 
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so. 

Podría ocurrir también que el demandante, advertido de 
que ha iniciado el proceso ante un tribunal incompetente, 
cite al demandado ante otro tribunal que cree competente, 
sin haber desistido de la primera demanda. 

La ley, con la declinatoria fundada en la litispendencia 
evita que los tribunales estatuyan sucesivamente sobre un 
mismo asunto entre las mismas partes. Si los dos tribunales 
decidieran en sentido contrario, la segunda sentencia viola- 
ría la autoridad de la cosa juzgada inherente a la primera; si, 
inversamente, ambos tribunales decidieran en el mismo sen- 
tido, los gastos del segundo proceso, habrían sido hechos in- 
necesariamente. 

Esta declinatoria supone que los dos tribunales apodera- 
dos son igualmente competentes; si uno de ellos fuera incom- 
pentente la excepción que debería proponerse es la de in- 
competencia. Tampoco hay litispendencia si una demanda es 
sucesivamente incoada ante un j. de primera instancia por pri- 
mera vez conforme al procedimiento de los asuntos comercia- 
les, y una segunda vez conforme al procedimiento de los 
asuntos civiles, o inversamente (Casación, 30 de junio, 1937, 
B. J. 323, p. 328); en este caso, lo que procede es pronunciar 
la nulidad de la citación hecha irregularmente. 

Conexidad. Hay conexidad cuando dos procesos entre 
los cuales existen ciertas relaciones han sido llevadas ante dos 
tribunales igualmente competentes, aunque no estén pendien- 
tes entre las mismas partes. Con ese motivo podrían ser pro- 
nunciadas sentencias en sentido contrario; no habría en la 
especie oposicion de cosa juzgada, puesto que se trata de dos 
litigios distintos, sino solamente imposibilidad de ejecutar 
ambas sentencias. El caso más frecuente de conexidad se pre- 
senta a propósito del principio según el cual cada una de las 
partes de un contrato sinalagmático puede pedir su ejecución 
o su nulidad, revocación o resolución; existe conexidad si uno 
de los contratantes forma la primera y el otro una de esas 
otras demandas. Esto ocurre por ej. cuando el vendedor y el 
comprador están domiciliados en lugares diferentes, y el ven- 





— 184 — 


ellos, que es igualmente competente para conocer del proce- 


LIBRO VI—EL PROCESO 


dedor demanda al comprador en cobro del precio, en tanto 
que el comprador demanda al vendedor en nulidad, resolu- 
ción o revocación de la venta. Si las dos demandas son aco- 
gidas sería imposible ejecutar ambas sentencias. 
Contrariamente a lo que ocurre con la litispendencia, 
que supone forzosamente dos procesos ligados entre las mis- 
mas partes, la conexidad puede existir cuando hay dos litigios 
pendientes cada uno entre dos partes distintas, siempre que 
exista una relación íntima entre ambos procesos. Esto ocu- 
triría por.ej. si A demanda a B en cobro de un crédito y luego 
B es demandado ante otro tribunal por C, que se pretende ti- 
tular del mismo crédito; aquí existe conexidad, puesto que 
hay un demandado y dos demandantes distintos relativamen- 
te al mismo crédito, 5 
Ante cual tribunal son propuestas. Las declinatorias por 
litispendencia o por conexidad deben ser propuestas ante el 
tribunal apoderado en segundo término. El tribunal apodera- 
do en primer término debe retener el conocimiento del pro- 
ceso; el error del demandante ha consistido, en efecto, en ha- 
ber apoderado al segundo tribunal. En caso de identidad de 
los litigios debió abstenerse de incoar una demanda idéntica 
ante otro tribunal; en caso de proceso conexo con el ya some- 
tido a un tribunal, debió someterlo al primer tribunal apode- 
rado, que es el competente en virtud de una prorrogación 
legal de competencia. 

Si se admite la excepción de litispendencia o la de cone- 
xidad, el tribunal está obligado a desapoderarse, pronuncian- 
do la declinatoria para ante el tribunal primeramente apode- 
rado. Puede el tribunal pronunciar de oficio el desapodera- 


miento, si no es solicitado por la parte interesada (art. 28 de 
la L. 834 de 1978)..49 


(85) H. Solus y R. Perrot, Droit Judiciaire Privé, Tomo IIL, 1973, pág. 833, y s 


(86) La jurisprudencia francesa na estatuido en el sentido de que 

Nuevo Código de Pr. Civil Francés (art. 28 de la L. 834). obliga wi Hlasu 
apoderado en segundo término a verificar la competencia del tribunal ini- 
cialmente apoderado. Que debe ser casada por violación de esta disposi- 
ción la sentencia que rechaza la excepción de litispendencia a pesar de 
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Tribunales de grado diferente. Es controvertida la cues- 
tión de saber si las excepciones de litispendencia y de conexi- 
dad pueden ser propuestas cuando los dos tribunales sucesi- 
vamente apoderados de procesos idénticos o conexos son el 
uno del primer grado y el otro del segundo grado de jurisdic- 
ción. Respecto de una y otra declinatoria predomina la opi- 
nión negativa, fundada en motivos distintos, según se trate de 
la litispendencia o de la conexidad. 

Cuando, en virtud de una apelación, un asunto se en- 
cuentra pendiente ante el tribunal del segundo grado y es so- 
metido nuevamente a una jurisdicción del primer grado, lo 
que procede es oponer a la nueva demanda el medio deduci- 
do de la cosa juzgada inherente a la sentencia atacada por la 
apelación, en vez de oponer la excepción de litispendencia; el 
único efecto de la apelación es suspender la ejecución de la 
sentencia impugnada, pero deja subsistente la autoridad de la 
cosa juzgada por el juez a-quo. 

Si un asunto pendiente ante una jurisdicción del primer 
grado es conexo con otro asunto pendiente ante otra juris- 
dicción del segundo grado, es manifiestamente imposible pro- 
poner la excepción de conexidad ante aquella de estas juris- 
dicciones apoderadas en último lugar. En efecto: las normas 
que establecen el doble grado de jurisdicción son de orden 
público, y su violación entraña una incompetencia absoluta. 


haber constatado que otra jurisdiccion habia sido apoderada anteriormente 
por una demanda idéntica entre las mismas partes, fundamentándose úni- 
camente en la falta de enrolamiento ante el otro tribunal. (Dijon, 29 de oc- 
tubre, 1974, D. 1975. Summ. 47 Com, 16, de enero, 1978, Bull, Civ. IV, 
p. 18, citadas en Dalloz, Nouveau Code de Procedure Civile, 1983, art. 
100). V. asimismo la jurisprudencia de la obra citada, en relación con una 
instancia ante un tribunal extranjero igualmente competente: Civ. 26 
de noviembre, 1974. Bull. Civ. I. p. 267 Rev. Crit, de dr. Intemac., 1975, 
491, nota de Holleaux . Journ. dr.intern 1975, 198, nota de Ponsard: Civ. 
1ro. 25 de junio, 1974, Bull Civ. I. p. 172 Journ. dr. intem. 1975, 102, 
nota de A. Huet. Respecto de la conexidad, se ha estatuído que los jueces 
del fondo de acuerdo con la ley (art. 101 del Código de Pr, Civil Francés) 
aprecian soberanamente las circunstancias que establecen la conexidad; 
que es en el ejercicio de su poder soberano que una corte de apelacion 
ordena la unión de dos instancias (Civ. 1ro. 9 de octubre, 1974, Bull civ. 
1, p. 223). Que, de acuerdo con los términos del citado art. 101 el tribunal 
ante el cual se propone la excepción de conexidad tiene el deber de investi- 
gar si la instancia de la cual fue apoderada presenta, con la instancia llevada 
ante otro tribunal, un lazo tal que sea de interés para una buena justicia 
hacerlos instruir y juzgar conjuntamente (Civ. 5 de julio, 1978, Bull 
civ. I, p. 137 Gaz. Pal. 1978. 2. 624). Dalloz, ob. cit. Art. 101. 
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De donde resulta que el tribunal del primer grado es incom- 
petente de un modo absoluto para conocer del asunto que se 
haya pendiente en apelación. Recíprocamente, la jurisdic- 
ción del segundo grado es incompetente de un Rio absolu- 
to para conocer de un asunto, que no ha pasado por el pri- 
mer grado de jurisdicción. 

El art. 30 de la L. 834 de 1978 consagra esta tesis al es- 
tablecer-expresamente que “cuando las jurisdicciones apode- 
radas no son del mismo grado, la excepción de litispendencia 
o de conexidad no puede ser promovida más que ante la ju- 
risdicción del grado inferior”. lo 

El art. 31 de la citada ley establece que la excepción de 
conexidad puede ser propuesta “en todo estado de causa, sal- 
vo a ser descartada si ella ha sido promovida tardíamente pa 
una intención dilatoria”. 

Tribunales de orden diferente. Las cuestiones de litis- 
pendencia y de conexidad no podrian plantearse ante el j de 
primera instancia y el T. de Tierras, j 

Ni la litispendencia ni la conexidad pueden ocurrir jamás 
en el proceso de saneamiento inmobiliario puesto que desde 
que comienza la mensura, esto es desde antes de ser iticoado 
los tribunales ordinarios se encuentran desapoderados auto- 

máticamente de todo litigio inmobiliario en virtud de la regla 
establecida en el art. 269 de la L. de R. de T. j 

Después del registro de los derechos inmobiliarios, no 
podría haber tampoco litispendencia, a causa de la regla asta- 
blecida en el art. 7 de la L. de R. de T., que atribuye compe- 
tencia exclusiva al T. de Tierras, para conocer de los litigios 
relativos a terrenos registrados. 

Cuándo deben ser invocadas. Las excepciones de litis- 
pendencia y de conexidad tienden a evitar la contradicción 
de sentencias sobre un mismo proceso o sobre procesos co- 
nexos; debería atribuírseles, pues, un carácter de orden pú- 
blico, y admitirse en consecuencia que podrían ser propuestas 
en las mismas condiciones que la declinatoria por causa de in- 
competencia absoluta, o sea en todo estado de la causa (47 


(87) Glasson, Precis, I, 645. 
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—j Ha prevalecido la opinión según la cual estas excepciones tie- 


nen un carácter de puro interés privado $9; no pueden ser 
propuestas sino por las partes, al comienzo de la instancia, an- 
tes de las defensas al fondo y fines de inadmisión 8%; no 
son admisibles por primera vez en apelación ni en casación. 
Esta opinión se fundamentaba en los términos del antiguo 
art. 171 corroborados por el art. 424 para los asuntos comer- 
ciales: en los casos de litispendencia y de conexidad, según 
se expresaba en la citada disposición legal, se podría pedir y 
ordenar la declinatorja, términos que fueron interpretados co- 
mo significando que la declinatoria debía ser propuesta por 
las partes y que el juez podía, de oficio, declinar su compe- 
tencia. 

} El art. 28 de la L. 834, en lo que respecta a la litispen- 
dencia establece que el desapoderamiento puede producirse 
de oficio por la jurisdicción apoderada en segundo término, 
cuando las partes no lo han solicitado. 

Recursos. Los recursos contra las sentencias sobre li- 
tispendencia y conexidad son, de acuerdo con las reglas que 
se indicarán más adelante, la impugnación (contredit) o la 
apelación (art. 32 de la L. 834). 

Casos de recursos múltiples. Puede darse el caso de que 
dos cortes de apelación sean apoderadas de un mismo asunto. 
La excepción de litispendencia puede ser propuesta por uno 


pde los litigantes por primera vez en apelación. En este caso, 


de acuerdo con el art. 32 de la mencionada ley, la decisión 
pertenece a la corte apoderada primeramente, la cual si acoge 
la excepción, atribuye el asunto a aquella de las jurisdicciones 
que, según las circunstancias parece mejor colocada para co- 
nocerlo. La decisión dictada sobre esta excepción, expresa el 
art. 33 de la L. 834, sea por la jurisdicción que está apodera- 
da. sea a consecuencia de un recurso, se impone tanto a la 
Jurisdicción de reenvío como a aquella cuyo desapoderamien- 
to fue ordenado. En caso de que las dos jurisdicciones se ha- 





(88) Japiot, Traité élémentaire, 668; Morel, Traitá élémentaire, 303, 


(89) e aone el orden en que deben presentarse las excepciones, el art, 2 do la 
L. 834, 
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yan desapoderado (art. 34) la última decisión intervenida se- 
rá considerada como no pronunciada. 

—ẹ En consecuencia, la declinatoria se impondrá a los dos 
tribunales apoderados: uno de ellos quedará obligatoriamen- 
te desapoderado; el otro quedará obligatoriamente competen- 
te y no podrá verificar la regularidad de su competencia.20 


TV—PROCEDIMIENTO DE LAS EXCEPCIONES 
DECLINATORIAS 4D 


Cómo son propuestas. De conformidad con las dispo- 
siciones de los art. 2, 3 y sig., de la L. 834 de 1978, la excep- 
ción de incompetencia, como todas las excepciones de pro- 
cedimiento debe ser presentada antes de toda defensa al fon- 
do o fin de inadmisión, aún sea ésta de orden público, y si- 
multáneamente con todas las demás excepciones (Casación, 
15 de marzo, 1985, B. J. 892, p. 723). Se propondrá median- 
te conclusiones en audiencia debiendo éstas a pena de inadmi- 
sibilidad ser motivadas en indicar la jurisdicción que a juicio 
del demandante es la competente. 

Como se ve, el principio establecido en el antiguo art. 
170, especialmente en lo que atañe a la noción de orden pú- 
blico ha sido notablemente restringido. No es posible en lo 
adelante proponer la incompetencia en razón de la materia 
en todo estado de la causa, ni por las partes ni de oficio por el 
juez, puesto que, como se verá más adelante, los poderes de 
éste han quedado restringidos a los casos específicamente pre- 
vistos por los artículos 20 y 21 de la L. 834. 

La excepción de incompetencia serg pues inadmisible 
cuando se ha concluido al fondo. Las simples reservas for- 
muladas en las conclusiones al fondo no son suficientes para 
hacer admisible la excepción de incompetencia presentada 
posteriormente: 


(90) Jean Vincent, Procedure Civile, pág. 450, 


(21) V, H. Solus y R. Perrot, Droit Judiciaire privé, Tomo II, aos, 625 a 800. 
Dalloz, Encyclopedie juridique. 2da. ed., Vo Incompetence, y la jurispru- 
dencia anotada. 

Jean Vincent, Procedure Civile, 19na, ed. nos. 325 a 359. Dalloz, Nouveau 
Code de Procedure Civile, 1983 (Pedit Codes), art. 75 a 99 y la jurispru- 
dencia anotada ne 
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Se admite no obstante que, si la incompetencia resulta 
de nuevas conclusiones presentadas por la contraparte en el 
curso del proceso, una declinatoria posterior es admisible 


—psiempre que el autor de la declinatoria no haya propuesto 


conclusiones al fondo sobre estas últimas conclusiones de su 
adversario, puesto que es posible que la incompetencia quede 
revelada por dichas últimas conclusiones. 

Ningún texto prohibe asimismo, que la excepción de in- 
competencia sea propuesta en las mismas conclusiones al fon- 
do, siempre que estas últimas se presenten después de la ex- 
cepción. Por ejemplo, si la excepción se presenta mediante 
conclusiones principales, y se concluye subsidiariamente so- 
bre el fondo. 

Tampoco viola el principio expuesto, la demanda de 
comunicación de documentos en los casos en que el deman- 
dante, por ejemplo, no los comunique expontáneamente (art. 
49 de la L. 834), puesto que la demanda de comunicación 
de documentos, no es una excepción de procedimiento en el 
estado actual de nuestra legislación (art. 2 de la citada ley). 

En virtud de lo dispuesto por el citado art. 2, la excep- 
ción de incompetencia deberá proponerse simultáneamente 
con las demás excepciones de procedimiento que puedan ha- 
cerse valer. 

Este principio no es totalmente absoluto y podría pre- 
sentar algunos temperamentos, como sería el caso de la per- 
sona beneficiada del plazo para hacer inventario y deliberar. 

La excepción de incompetencia por otra parte, debe ser 
motivada, e indicar con claridad el tribunal que se considera 
competente (art. 3 de la L. 834). Esta obligación debe ser 
observada en todos los casos aún cuando se pretenda que la 
jurisdicción competente es de carácter administrativo, represi- 
va, arbitral o extranjera. Sin conducir a un formalismo excesi- 
vo, debe formularse de tal forma que no arroje dudas sobre la 
jurisdicción que se considera competente. 

Este señalamiento por otra parte, no tiene necesariamen- 
le que expresarse en el dispositivo de las conclusiones; puede 
indicarse en los motivos. 

De acuerdo con la jurisprudencia francesa, en los casos 
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en que existe una opción de competencia, el autor de la ex- 
cepeión puede indicar todas las opciones, pero esto es sola- 
mente una facultad. No está obligado a enumerar obligatoria- 
mente todas las jurisdicciones posibles. 

De acuerdo con la misma jurisprudencia, dicha facultad 
sólo es reconocida en los casos de opción legal de competen- 
cia: el autor de la excepción no podría, fuera del caso seña- 
lado, proceder a una doble designación, indicando por ejem- 
plo una designación a título principal, y otra a título subsi- 
diario, o indicando una doble designación alternativa, abando- 
nada a la discreción del tribunal. 4 

Sentencia. De conformidad con el sistema establecido 
por el antiguo art. 172, las excepciones declinatorias debían ser 
instruidas y juzgadas separadamente, sin que pudieran ser 
acumuladas al fondo. Esta disposición tenía por objeto pro- 
teger el derecho a la apelación. El tribunal debía pues, aco- 
ger o rechazar previamente la excepción declinatoria. Se admi- 
tía, sin embargo, que si la parte había concluido principal- 
mente sobre la declinatoria y subsidiariamente sobre el fon- 
do, el tribunal podía, por una sola sentencia, rechazar la de- 
clinatoria y estatuír sobre el fondo. Específicamente, el art. 
425 del C. de Comercio autorizaba al juez a que, por una sola 
sentencia, desestimara la excepción y dictara sentencia sobre 
el fondo, en razón de la celeridad que requerían los asuntos 
comerciales. Igual solución era admitida para los asuntos del 
j. de paz. 
pa De conformidad con lo dispuesto por los arts. 4 y 5 de 
la L. 834 pueden ocurrir dos eventualidades en la sentencia 
sobre la competencia: que el juez se declare competente, o 
que se declare incompetente. i 

En el primero de los casos, esto es cuando el juez recha- 
za la declinatoria, está facultado para estatuir sobre el fondo 
en una próxima audiencia que deberá fijarse en un plazo no 
mayor de quince días, a partir de la audiencia. 

Si, usando la facultad que le es atribuída por la ley, el 
tribunal estatuye únicamente sobre la competencia, la instan- 
cia es suspendida Kasta la expiración del plazo de quince días 
establecido para interponer el recurso de impugnación (con- 
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eR según queda establecido por el art. 10 de la citada 
ey. 

El sobreseimiento desde luego no es obligatorio en los 
casos en que la vía de la impugnación (contredit) no es abier- 
ta, como sucede en los recursos contra las ordenanzas sobre 
referimiento y en materia de divorcio (art. 26 de la L. 834). 
En estos casos, queda abierta únicamente la apelación ordina- 
ria. 

Pero el tribunal puede, al estatufr únicamente sobre su 
competencia, resolver accesoriamente una cuestión de fondo 
del cual depende su competencia. Esta posibilidad está plan- 
teada en el art. 5 de la L. 834. En este caso, el tribunal debe- 
rá estatuír sobre la competencia y sobre el fondo por disposi- 
ciones distintas. La sentencia es susceptible del recurso de 
impugnación (contredit). 

El juez puede, por el contrario, estatuir a la vez sobre la 
competencia y sobre el fondo del litigio. Esta facultad pue- 
de ser ejercida por el tribunal en el caso de que rechace la ex- 
cepción por infundada; cuando declare ésta inadmisible por 
irregular o tardía, o en el caso en que se declare competente 
después de haber examinado el fondo del asunto del cual de- 
pende su competencia. 

Dos condiciones son exigidas en este caso: lo. que las 
partes hayan concluído sobre el fondo, o que el juez haya 
puesto en mora a las partes de concluir al fondo, de acuerdo 
con lo dispuesto por el art. 4 de la citada ley; 20., que se pro- 
nuncie sobre la competencia y sobre el fondo por disposicio- 
nes distintas, condición ésta que se justifica porque la deci- 
sión sobre la competencia es siempre susceptible de apela- 
ción, mientras que la decisión sobre el fondo podría ser en 
única o en última instancia. 

- Conviene apuntar una diferencia que existe entre la dis- 
posición del art. 4 de la L. 834 y el art. 76 del Nuevo Código 
de Procedimiento Civil Francés. La obligacion para el 
tribunal de poner en mora a las partes de concluir al fondo 
en una audiencia a celebrarse en un plazo no mayor de 15 


días, es una modalidad introducida por el legislador domini- 
cano. 
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Ciertamente, constituiría una violación al derecho de 
defensa, si el juez estatuyera sobre el fondo sorpresivamente, 
sin cumplir con esta condición. De acuerdo con el texto fran- 
cés, y la interpretación de la doctrina y jurisprudencia, el tri- 
bunal o el juez de la puesta en estado podrían ordenar a las 
partes concluir al fondo, en caso de que éstas no lo hubieran 
hecho mediante conclusiones subsidiarias que en modo algu- 
no podrían constituir una aquiescencia anticipada a la senten- 
cia sobre la competencia, y ¡siempre que la declinatoria tu- 
viera poca probabilidad de éxito y la instrucción del fondo 
del asunto pudiera llevarse con rapidez y sin menoscabo del 
derecho de defensa de las partes. Indudablemente, la dispo- 
sición agregada por el legislador dominicano parece desna- 
turalizar el nuevo procedimiento sobre declinatorias encami- 


_ nado a evitar dilatorias. 


Desde luego, el tribunal no está obligado q estatuir si- 
multáneamente sobre la competencia y sobre el fondo, aún 
cuando las partes hubieran concluido subsidiariamente sobre 
el fondo. Esuna facultad que ejerce el tribunal discresional- 
mente. 

Recursos. Régimen de la L. 834. Como se ha expresa- 
do, de acuerdo con los antiguos art. 172 y 425, aplicable este 
último a la materia comercial, la sentencia pronunciada sobre 
una excepción declinatoria era siempre apelable, sea cual fue- 
ra el valor del litigio en cuanto al fondo (Casación, 18 de fe- 
brero, 1949, B. J. 439, p. 81). Esta regla era una derogación 
al derecho común en virtud del cual las sentencias sobre in- 
cidentes son susceptibles del recurso de apelación, según sea o 
no apelable la sentencia sobre el fondo. 

Los art. 6 a 27 de la L. 834 establecen un nuevo régimen 
respecto de los recursos contra las sentencias sobre declinato- 
rias, que recogen las disposiciones de los art. 75 a 99 del Nue- 
vo Código de Procedimiento Civil Francés, basadas funda- 
mentalmente en la posibilidad de que el juez pueda en cier- 
tos casos, al retener su competencia, fallar el fondo de la li- 
tis por disposiciones distintas 

La jurisprudencia francesa, antes de las reformas de los años 1958 
y 1960 teniendo en cuenta las necesidades de la práctica judicial y leyes 
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especiales, e interpretando extensivamente la disposición del antiguo 
art. 425, aplicaba dicha disposición a otros tribunales de excepción, de- 
jando la disposición del art. 172 únicamente para los tribunales civiles 
de primera instancia, pero admitía que, en el caso de que el demandado 
hubiera concluido subsidiariamente al fondo, el juez podía juzgar el 
fondo en caso de retener su competencia. Se consideraba que, en este 
caso, el demandado habra renunciado a la aplicación del antiguo art. 
172. 

La necesidad de una legislación que generalizara la disposición 
del indicado art. 425, produjo los decretos de 1958 y 1960, que modifi- 
caron el antiguo art. 172 dejando subsistir la disposición del art. 425. 

Sin embargo, estas modificaciones no surtieron en Francia el efec- 
to deseado, ya que por una parte, la jurisprudencia, interpretando los 
nuevos textos. consideraba que el sobreseimiento para conocer el fon- 
do se imponía en todas las jurisdicciones, con excepción de los tribuna- 
les de comercio, y por otra parte, consideraba que el sobreseimiento 
a estatuir en materia civil era de orden público, y por consiguiente, no 
se admitía la presunción de renuncia del demandado en caso de conclu- 
siones subsidiarias sobre el fondo. 

El Decreto de 1972, cuyas disposiciones en este aspecto adoptó el 
Nuevo Código, reconoce una más amplia libertad a las partes ya que al 
proponer la declinatoria pueden subsidiariamente concluir al fondo pa- 
ra el caso de que el juez retenga su competencia y juzgue el fondo, así 
como al juez, el que puede dentro de ciertas condiciones, dictar una 
decisión sobre la competencia o estatuir a la vez sobre la competencia y 
sobre el fondo. 

Existen, de acuerdo con las disposiciones de la L. 834 
ya citada, dos recursos contra las sentencias sobre declinato- 
rias: la apelación y la impugnación (sobre el procedimiento de 
estos recursos v. infra, libro VIII): 

El primero de dichos recursos, la apelación, es reservado 
a los siguientes casos, 1) Cuando el juez se declara competen- 
te y estatuye sobre el fondo (art. 6). En este caso, la apela- 
ción podrá interponerse respecto del conjunto de las dispo- 
siciones de la sentencia impugnada si ésta es susceptible de 
apelación respecto del todo, o únicamente respecto de la par- 
te del dispositivo que estatuye sobre la competencia, si la 
decisión sobre el fondo fuere dictada en última instancia. 2) 
Cuando se trata de recursos contra las ordenanzas de referi- 
miento, o las que dicte el juez en materia de divorcio (art. 
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26). 3) Cuando se trate de una incompetencia pronunciada 
de ofició, en razón de que el asunto es de la competencia de 
una jurisdicción administrativa (art. 27). 

El segundo de dichos recursos, la impugnación (contre- 
dit) es reservado para los siguientes casos: 1) Cuando el juez 
se pronuncia sobre su competencia sin estatuir sobre el fon- 
do del litigio (art. 8). 2) Cuando el juez pronuncia su incom- 
petencia de oficio (art. 22). 3) Cuando el tribunal se declara 
competente sin estatuir sobre el fondo, pero pronunciándose 
sobre una cuestión de fondo que atañe a su Competencia (art. 
8). 4) Cuando el juez se pronuncia sobre su competencia y 
ordena una medida de instrucción o una medida provisional 
(art. 8). 

Efectos de la sentencia. De acuerdo con el antiguo sis- 


. tema, cuando el tribunal acogía la excepción, se desapode- 


raba del proceso, pero sin indicar cual era el tribunal compe- 
tente. Si desestimaba la excepción, la parte podía, o aceptar 
la sentencia, y continuar la discusión del fondo del asunto, o 
apelar. 

La L. 834 estableció un régimen que se caracteriza fun- 
damentalmente en los siguientes principios: la jurisdicción 
apoderada puede siempre verificar su competencia en virtud 
del principio general según el cual todo tribunal esjuez de su 
propia competencia; el tribunal que se declara incompetente, 
señala la jurisdicción que considera competente; esta designa- 
ción se impone a las partes y al juez; cuando el juez al pro- 
nunciarse sobre su competencia, resuelve una cuestión 
fondo del cual depende su competencia, su decisión tiene au- 
toridad de cosa juzgada sobre esta cuestión de fondo; cuando 
el juez retiene su competencia, esto es, rechaza la excepción, 
está facultado para juzgar la competencia y el fondo, por dis- 
posiciones distintas (art. 7, 14,23 y 24 de la L. 834). 


La incompetencia pronunciada de oficio. De acuerdo 
con lo dispuesto por el art. 20 de la citada ley, la incompeten- 
cia puede ser pronunciada de oficio únicamente en caso de 
violación de una regla de competencia de atribución, cuando 
esta regla es de orden público. + 
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Esta facultad para el juez es excepcional no pudiendo 
ser ejercida sino en los casos limitativamente establecidos por 
la ley. 

Como ya se expresó, de conformidad con lo establecido 
por el antiguo art. 170 la incompetencia absoluta podía ser 
suplida de oficio, en todo estado de la causa. No obstante, de 
acuerdo con lo dispuesto por el citado art. 20 de la L. 834, 
ante la corte de apelación y ante la corte de casación, esta in- 
competencia “sólo podrá ser declarada de oficio si cl asunto 
fuere de la competencia de un tribunal represivo o de lo con- 
tencioso administrativo, o escapare al conocimiento de cual- 
quier tribunal dominicano.” 

De acuerdo con el art. 21 de la citada ley. en jurisdic- 
ción graciosa cl juez puede declarar de oficio su incompeten- 
cia territorial. En materia contenciosa, sólo podra declarar- 
la cuando se trate de litigios relativos al estado de las per- 
sonas o en los casos en que se atribuya competencia exclusi- 
va a otra jurisdicción. 

De modo pues, que es preciso distinguir los casos de in- 
competencia de atribución, previstos en el art. 20 citado, de 
istos en el art. 21. 





los casos de incompetencia territorial, prev 

En lo que respecta a la competencia de atribución, el 
lesislador no ha establecido ninguna enumeración, con lo 
guido el sistema implantado por el antiguo art. 170: 





cual ha 
su único límite es que la regla de competencia de atribución 
sea de orden público. 

Ahora bien: conviene apuntar que, por una parte, la no- 
ción de orden público no se refiere al objeto del litigio. pues- 
to que importa poco que éste sea © no de orden público; lo 
que se tiene en consideracion es el carácter de orden públi- 
co de la regla de competencia misma. . 

Es preciso asimismo indicar que la regla de competencia 
es de orden público cuando se trata de casos de competencia 
exclusiva; por ejemplo, en los casos de competencia del T. de 
Tierras, o del j. de paz. f 

En lo que respecta a su competencia territorial, el juez, 
en principio, no puede declarar de oficio su incompetencia 


196 


Y 


LIBRO VI — EL PROCESO 


más que en los casos limitativamente enumerados por el art. 
21 de la L. 834. 

Aquí. el legislador hace una distinción entre la materia 
graciosa y la materia contenciosa. 

En materia graciosa, dispone el citado art. 21, el juez 
puede siempre declarar de oficio su incompetencia territorial, 
pudiendo en consecuencia desestimar cualquier pedimento 
que se le dirija, si considera que no es territorialmente compe- 
tente. Esta solución se justifica por la naturaleza misma de la 
jurisdicción graciosa: la parte requeriente podría elegir en 
forma arbitraria el juez. La prerrogativa del juez de verificar 
su propia competencia, se justifica en razón de que no exis- 
te contraparte que pueda alegar la incompetencia. 

En materia contenciosa sin embargo, la incompetencia 
territorial solamente puede declararse de oficioren los casos 
que se refieren al estado de las personas, divorcio, filiación. 
ete. o cuando la ley atribuye competencia exclusiva ù otra jü- 
risdicción (art. 21 de la L. 834). 

En el primero de los casos, la regla se justifica al evitar 
que las partes abandonen su jurisdicción territorial. En el se- 
gundo de los casos. no solamente se exige que la regla de 
competencia territorial sea de orden público sino que además 
se le otorgue competencia exclusiva a otra jurisdicción, 

La incompetencia puede ser pronunciada por los jueces 
en todo estado de la causa. Esta regla, tradicional en el anti- 
guo derecho, no ha sido expresamente prohibida por las nue- 
vas disposiciones. 

Por otra parte, el poder reconocido a los jueces de pro- 
nunciar de oficio su incompetencia, no es una obligación, 
como lo era en el antiguo derecho, sino una simple facultad. 
Esto resulta de la letra misma del art. 20 que usa la palabra 
“puede” en lugar de “debe”. Pero, independientemente de 
este argumento que resulta de la letra del citado texto, si fue- 
ra una obligación para el juez, el principio que obliga a la par- 
te a presentar la declinatoria in limine litis será letra muerta 
ya que la parte privada de proponer la excepción, podría usar 
la omisión de los jueces del fondo como un agravio contra la 
sentencia. 


n 4 
== 





Las consecuencias de la sentencia del tribunal que pro- 
nuncia de oficio su incompetencia varían según se trate del 
juez de primera instancia, de una corte de apelación o la Su- 
prema Corte de Justicia. 

En el primero de los casos, esto es, cuando es el juez de 
primera instancia que pronuncia su incompetencia, éste de- 
berá designar la jurisdicción que estima competente, y esta de- 
signación se impondrá a las partes y al juez de envío (art. 
24 de la L. 834). Tiene pues carácter imperativo. Unicamen- 
te cuando el juez considera que la jurisdicción competente es 
de carácter administrativo, represivo, arbitral o extranjera, se 
limitará a declarar que las partes recurrirán a la jurisdicción 
correspondiente (texto citado). La única vía abierta es la 
impugnación (art. 22 de la citada ley), a menos que el juez 
considere que la jurisdicción competente es de carácter ad- 
ministrativo, caso en el cual, por derogación al principio an- 
teriormente citado, sólo podrá interponerse el recurso de ape- 
lación (art. 27 de la citada ley). 

En el segundo de los casos, esto es cuando la incompe- 
tencia es pronunciada de oficio por una corte de apelación o 
la Corte de Casación. sólo podrá serlo si el asunto fuere de la 
competencia de un tribunal represivo o contenciosoaadminis- 
trativo, o escapare al conocimiento de los tribunales domini- 
canos (art. 20 de la citada ley). 

Tratándose de la Corte de Casación, su sentencia tendría 
como resultado anular la de los jueces del fondo que han re- 
tenido su competencia. Pero la corte de envío no está ligada 
por la sentencia de la Corte de Casación, sino en el caso pre- 
visto en el párrafo segundo del art. 20 de la L. No. 3726 de 
1953 sobre procedimiento de casación. Conviene apuntar no 
obstante la disposición del párrafo final del citado art. 20, en 
virtud del cual cuando la sentencia es casada por incompeten- 
cia, la Suprema Corte de Justicia dispondrá el envío del asun- 
to por ante el tribunal que deba conocer de él, y lo designará 
igualmente. 

La citada disposición se refiere sin lugar a dudas al ca- 
so de incompetencia promovida por las partes, no pronuncia- 
da de oficio, puesto que en este último caso, la corte de casa- 
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ción sólo podrá pronunciar de oficio su incompetencia en los 
casos limitativamente numerados por el art. 20 de la L. 834, 

Declinatoria de incompetencia presentada con motivo 
de una vía de recurso. No obstante las limitaciones señaladas 
en las declinatorias sobre competencia. es posible que pueda 
presentarse ésta con motivo de una vía de recurso: apelación, 
oposición o casación. 

En grado de apelación, Debe tratarse de una sentencia 
reputada contradictoria, ya que si la sentencia de primera ins- 
tancia ha sido dictada contradictoriamente. la parte que ha 
comparecido no puede presentar una excepción de incompe- 
tencia por primera vez en grado de apelación. 

Dentro de las condiciones señaladas. para que esta decli- 
natoria sea admisible, la jurisdicción de apelación debe haber 
sido regularmente apoderada mediante un recurso de apela- 
ción ordinaria contra la sentencia sobre el fondo dictada en 
primera instancia puesto que ésta no podría ser apoderada 
mediante un recurso de impugnacion (contredit) ya que no 
ha estatuído sobre su competencia. Por otra parte, la excep- 
ción de incompetencia, en apelación, no podría presentarse 
sino en caso de que la sentencia sobre el fondo fuera ella mis- 
ma susceptible de un recurso de apelacion. 

Las disposiciones previstas en el art. 2 de la L. 834 son 
aplicables: la excepción deberá ser presentada simultánea- 
mente con las demás excepciones y antes de toda defensa al 
fondo, a pena de inadmisibilidad . 

Se ha considerado, especialmente por la doctrina france- 
sa que la corte deberá indicar la jurisdicción competente, pe- 
se a que la ley sólo prevee el caso en que la incompetencia sca 
pronunciada de oficio por el tribunal. Sin embargo, se afir- 
ma, no existe ninguna razón para que esta regla no pueda apli- 
carse al caso de que la declinatoria sea promovida por una de 
las partes. 

En un recurso de oposicion. Se trata de la hipótesis en que 
la sentencia en defecto por falta de comparecer no Sea repu- 
tada contradictoria. Se admite en este caso que el recurrente 
en oposición puede proponer la excepción de incompetencia, 
ya que debe protegerse el derecho de defensa del recurrente. 
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En un recurso de casación. Como ya se ha expresado, 
de conformidad con el antiguo art. 170, el medio deducido 
de la incompetencia de orden público (incompetencia en ra- 
zón de la materia), podía ser propuesto en todo estado de la 
causa, y de no ser pedida por la parte, el tribunal debía decli- 
narla de oficio. 

Sin embargo, en el estado actual de nuestra legislación, 
varias son las razones por las cuales podría afirmarse que la 
incompetencia en un recurso de casación no puede en prin- 
cipio proponerse por primera vez en casación aún se tratara 
de una incompetencia de orden público. 

En primer lugar, por el principio de que ésta debe ser 
propuesta in limine litis, aún tratándose de una incompeten- 
cia de orden público (art. 2 de la L. 834). En este sentido la 
jurisprudencia francesa admite que, en virtud de este princi- 
pio, la incompetencia no puede proponerse, por primera vez 
en casación aún cuando se trate de una incompetencia de or- 
den público. 

En segundo lugar, el carácter facultativo para los jueces 
de pronunciar de oficio su incompetencia, hace inadmisible 
un recurso de casación basado en su omisión. 

En tercer lugar, los casos limitados en que esta facultad 
es ejercida en casación de acuerdo con el art. 20 de la citada 
ley (materia represiva, contecioso-ad ministrativa, o cuando 
escapare a la competencia de los tribunales dominicanos). 

Es obvio que esta tendencia de la actual legislación está 
encaminada a evitar la casación de una sentencia por el solo 
hecho de que haya sido dictada por tribunales incompeten- 
tes, 


SECCION HI-LAS NULIDADES ®©” 


Generalidades. Según se ha expuesto, la nulidad es la 
sanción establecida por la ley a las reglas que rigen la forma 


(92) Solus y Perrot, Droit Judiciaire prive, Tomo I, Nos. 395 y s, Jean Vincent, 
Procedure Civile, Nos. 421, Dalloz Enciclopedie juridique, Procedure. Vo. 
Nullités. 


— 200- 


LIBRO VI — EL PROCESO 


de los actos procesales. La excepción de nulidad es el medio 
que debe ser empleado para oponer la nulidad del acto pro- 
cesal. 

Las nulidades de procedimiento han sido reguladas por 
los arts. 35 a 43 de la L. 834 de 1978, que son una traduc- 
ción de los arts. 112 y 121 del Nuevo Código de Procedimien- 
to Civil Francés. 

Conviene no obstante precisar el alcance del término ac- 
tos procesales, a los cuales se aplican las citadas disposiciones 
legales. T 

El régimen de las nulidades se aplica a los actos de 
procedimiento en el sentido estricto, esto es, todos los actos 
de procedimiento judiciales o extrajudiciales, preparados por 
las partes o a nombre de éstas, por los abogados, secretarios, 


alguaciles, y también las formalidades anteriores a los deba- 


tes, como por ejemplo, la comunicación al ministerio público. 

Entre los actos de procedimiento, se incluyen los actos 
de alguacil realizados con motivo de una vía de ejecución: 
embargo ejecutivo, retentivo o inmobiliario. En este último, 
de acuerdo con los artículos 715, 728 y 729 se establecen 
normas especiales para proponer los medios de nulidad ante- 
riores y posteriores al depósito del pliego de condiciones. Las 
normas de los arts. 35 y sig. de la L. 834 son aplicadas pero 
conciliándolas con el sistema especial del procedimiento de 
embargo inmobiliario en el que, además de las nulidades, 
se preveen caducidades en caso de inobservancia de algunos 
plazos (v. por ejemplo los artículos 674 y 692). 

Las nuevas disposiciones contenidas en la citada L. 834 
distinguen las nulidades de forma y las nulidades de fondo, 
distinción que aparece por primera vez adoptada en Francia, 
por el Decreto del 20 de julio de 1972, incorporadas luego al 
Nuevo Código *9 

Estas nulidades están regidas por normas y principios di- 
ferentes: se considera que una nulidad de forma es menos 


(93) V, sobre la distinción entre nulidades de fondo y deforma, Rev. trim. de 
der. civ. 1977, 817, obs. Perrot. 
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grave que una nulidad de fondo, por cuya razón a esta últi- 
mas las rige un estatuto mas severo. 

Nulidades por vicio de forma. Deben ser propuestas a 
medida que éstas se cumplen y quedaran cubiertas cuando se 
ha hecho valer, con posterioridad al acto que se pretende im- 
pugnar, defensas al fondo o un medio de inadmisión (art. 35). 

Y. en los casos en que un acto de procedimiento adolez- 
ca de varios vicios a la vez, estos deben serpropuestos simultá- 
neamente, no sucesivamente, bajo pena de ser considerada cu- 
bierta la irregularidad no propuesta. (Art. 36). 

Establece la misma disposición, que la mera compare- 
cencia para proponer la nulidad de un acto de procedimiento 
no cubre la nulidad. Esta condición creada por el legislador 
dominicano no contenida en el texto francés correspondien- 
te, no tiene ninguna razón de ser y puede considerarse supér- 
flua, ya que es obvio que el legislador expresamente ha 
previsto el caso en que la comparecencia del que la invoca cu- 
bre la nulidad: cuando este ha hecho valer con posterioridad 
al acto criticado, defensas al fondo o un medio de inadmisión 

art. 35). 
hs e otra parte, de acuerdo con el art. 38, la nulidad que- 
da cubierta por la regularización ulterior del acto, con la con- 
dición de que no se haya producido una caducidad y no sub- 
sista un agrayio. 

En efecto, la parte que ha cometido un error en un acto 
de procedimiento, puede reparar este error, rehaciéndolo en 
forma regular, siempre que el adversario no haya sufrido un 
agravio o que el vicio cometido haya dado lugar a una cadu- 
cidad. . 

Ahora bien: dos condiciones deben ser cumplidas para 
que pueda pronunciarse una nulidad por vicio de forma: que 
ésta se encuentre sancionada por un texto de ley, a menos 
que se trate de una formalidad sustancial o de orden público, 
y que la parte que la propone pruebe el agravio que le causa 
la irregularidad (art. 37). Y j j 

En lo que atañe a la primera condición, es preciso dis- 
tinguir entre las nulidades sustanciales o de orden público y 
las nulidades secundarias o accesorias (v. supra, libro HI, Cap. 
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II, Sección I). Para estas últimas se exige la sanción en 
virtud de un texto legal. Para las nulidades accesorias, la apli- 
cación de la regla no representa grandes dificultades, en vis- 
ta de la exigencia de un texto legal. Sin embargo, la determi- 
nación de las formalidades sustanciales no es a veces fácil. 
La jurisprudencia de la Corte de Casación francesa ha su- 
ministrado una definición de la noción del carácter sustan- 
cial de una formalidad diciendo que es la que se refiere a su 
razón de ser y le es indispensable para cumplir.su objeto. Es- 
ta definición sin embargo, ha sido considerada vaga ya que 
no abarca otros casos de irregularidades que pueden realmen- 
te considerarse como sustanciales. Pero el asunto no tiene 
mayor interés ya que, sea sustancial, o de orden público el 
que la invoca deberá de todas formas, probar el agravio que 
le.causa la irregularidad. 

En lo que respecta a la prueba del agravio, se trata de un 
medio impuesto por el legislador para evitar, en lo que atañe 
a las nulidades de forma, las excepciones puramente dilato- 
rias. 

El agravio en muchos casos no es fácil de probar, ya que 
su apreciación depende generalmente del caso particular. 

No obstante la Jurisprudencia francesa es firme caracte- 
rizando el agravio por ejemplo, cuando se ha violado el de- 
recho de defensa, o cuando se priva a la parte del doble gra- 
do de jurisdicción, o cuando habiéndose dictado dos senten- 
cias en la misma fecha y entre las mismas partes, el acto de 
apelación no indica con precisión cual era la sentencia recurri- 
da. 

Como norma general, la Corte de Casación francesa 
fuera de los casos en que realmente se violan principios fun- 
damentales, es estricta al exigir la prueba del agravio. 

Como principio general, cuando se niega pronunciar la 
nulidad, aún tratándose de una formalidad sustancial, es por- 
que la víctima del error no ha probado haber experimenta- 
do un agravio o porque existen en el acto, o en las circunstan- 
cias que lo acompañan, que le han seguido o que le han pre- 
cedido, determinados elementos que han informado en 
debida forma al destinatario sobre las características indispen- 
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sables del acto de procedimiento de que se trata. 9 . 

No es posible enumerar los casos de irregularidades de 
forma, sino solamente suministrar ejemplos puesto que, con- 
trariamiente a lo que ocurre con las nulidades de fondo, su 
número es ilimitado: la falta o. indicación exacta de las enun- 
ciaciones relativas a la calidad o identidad de las partes: a la 
fecha; la falta de indicación del tribunal donde debe compare- 
cer el demandado, del plazo o de la fecha de la comparecen- 
cia; la falta de la firma del alguacil en la copia del acto, Tam- 
bién han sido considerados como vicios de forma, los actos 
de procedimiento realizados en una forma distinta de la que 
impone la ley: la jurisprudencia francesa no obstante. ha 
considerado ciertos actos queadolecen de estas irregularidades 
como medios de inadmisión. Como ejemplo se cita el caso de 
un embargo retentivo hecho mediante una simple carta y no 
por acto de alguacil. El tercero embargado fue condenado a 
daños y perjuicios por no haber tenido en cuenta esta oposi- 
sión, $5 





Nulidades por vicio de fondo. Estas nulidades están re- 
gidas por reglas más estrictas que las irregularidades de forma. 
Contrariamente a estas ultimas, las nulidades por vicio de fon- 
do que pueden afectar los actos de procedimiento son enume- 
radas por el art. 39 de la L. 834, Son lo., la falta de capaci- 
dad para actuar en justicia: 20.. la falta de poder de una parte 
o de una persona que figura en el proceso como representan- 
le, ya sea de una persona moral. o de una persona afectada 
por una incapacidad de ejercicio: 30. la falta de capacidad o 
de poder de una persona que asegura la representación de una 
parte en justicia (96) 





(94) V. Casación, 23 de febrero, 1983, B. J. 867, p. 535, 12 de octubre 1983, 
B J. 875, p. 3127; 14 de septiembre, 1984, B. J. 886, P. 2377). V. asimis- 
mo, sobre las aplicaciones de la jurisprudencia francesa, Dalloz, ob. cit. 
Nos, 143 v s. 


(95) Rev, Trim. de der, civi. 1978, 722, obs. Perrot. 
(96) V, respecto de las nulidades de fondo, Casación, 14 de diciembre, 1984, 
B. J. 889, p. 3323 y s. La Suprema C. de Justicia en este fallo calificó erró- 


neamente como nulidad de fondo, una irregularidad de forma. Se trata de 
un recurso de apelacion notificado en el domicilio elegido por la recurrida 
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El primero de los casos se refiere a la capacidad de goce 
que tienen todas las personas para actuar en una instancia, 
sea como demandante, demandado o interviniente. 

No es solamente que la persona exista, ya que no puede 
concebirse fácilmente que un proceso sea llevado a nombre 
de una persona muerta. Como se sabe, el fallecimiento de 
una persona en el curso del proceso, da lugar a la interrupción 
de la instancia (v. al respecto, art. 344; infra, Causas de inte- 
rrupción. 

En lo que respecta a las personas morales, éstas deben 

estar dotadas de la personalidad jurídica, que adquieren des- 
pués del cumplimiento de las normas contenidas en el Código 
de Comercio (art. 18 a 55) para las sociedades por acciones 
o en comanditas; o las disposiciones de la L. 520 de 1920, 
para las sociedades constituídas sin fines pecuniarios. 
7 Contrariamente al principio expuesto, la jurisprudencia 
francesa admite para Jos casos de sociedades de hecho, agru- 
paciones, etc., que éstas podrán figurar en la instancia por lo 
menos como demandadas, representadas por los organismos 
o personas por ellas designadas 

El segundo de los casos citados por el referido art. 39,4s 
de una parte el de la persona que no puede, por sí misma 
actuar en justicia (menor, interdicto, ete); de otra parte, el 
caso de las personas físicas o morales, que no han sido regu- 
larmente habilitadas para actuar en justicia, como sería la 


en la instancia anterior, y no en la persona o en el domicilio de dicha parte, 
en violacion del art. 456 del C. de Pr, Civil, que, aunque se considera una 
formalidad sustancial no deja por esto de constituír una mera regla de for- 
ma, y en el caso particular, la parte que la ínvocó tenía necesariamente que 
probar la existencia del agravio que la causo la nulidad. 


En cambio, en otra sentencia (v. Casación, 18 de abril, 1983, B. J. 
869, p. 960, se ha hecho una correcta aplicación del art. 39 de la L, 834, Se 
trata en este caso de una nulidad fundada en la falta de capacidad de una 
persona para representar a otra en justicia no tratándose de un abogado, 
que es en efecto, una nulidad de fondo, La Corte de Casación además 
suplió un motivo de derecho al considerar que, contrariamente a lo alega- 
do en apoyo del recurso, la excepción podía ser propuesta en todo estado 
de la causa, y no simultáneamente con todas las demás excepciones, puesto 
que la disposición del art. 2 de la citada ley excluye expresamente esta obli- 
gación en los casos de nulidades de fondo las que, en virtud del art. 40 pue- 
den ser propuestas en todo estado de la causa, salvo desde luego la posi- 
bilidad de condenar en daños y perjuicios a quien se haya abstenido con in- 
tención dilatoria de proponerlas con anterioridad. 
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representación de una sociedad por acciones por una persona 
sin calidad, o provisto de una nominación irregular, de acuer- 
do con sus reglamentaciones estatutarias. Podrían citarse los 
casos del liquidador de una sociedad disuelta, que representa 
legalmente a la sociedad: la demanda interpuesta por un 
accionista, actuando individualmente, o por un administra- 
dor, sería nula. 

A veces es difícil distinguir la falta de poder de la falta 
de calidad para actuar en justicia. La jurisprudencia francesa 
ha incurrido en esta confusión en numerosas decisiones. La 
falta de poder genera una irregularidad de fondo; la falta de 
calidad constituye una inadmisibilidad. (V. respecto de la 
jurisprudencia francesa, Civ. 22 de junio, 1978, D. 1978, 
inf. rap. 496, obs. de Julien). 

La persona física afectada de una incapacidad o las per- 
sonas morales deben actuar por intermedio de su representan- 
te lugal, pero éste debe además, estar regularmente habilitado 
para ejercer la correspondiente acción ya sea de acuerdo con 
las reglamentaciones del Código Civil, en lo que respecta a las 
personas físicas, o de conformidad con las disposiciones es- 
tablecidas en sus reglamentaciones estatutarias. 


En el tercer caso citado esto es, la falta de capacidad o 
de poder de una persona que asegura la representación de una 
parte en justicia, se incluyen los casos de representación ad 
litem. Se trata del caso de una persona, física o moral que, 
teniendo capacidad para actuar en justicia, es asistida por un 
representante, sea porque está obligada a ello o porque así 
lo desee, 


Entre nosotros, después de la puesta en vigencia de la 
L. 91 de 1983 que crea el Colegio Dominicano de Abogados, 
el monopolio de éstos tiene una extensión mucho mayor sien- 
do excepcionales los casos en que no es obligatorio el minis- 
terio de abogados (v. supra, libro II, Sección II, Cap. VD. 

Sin embargo, aunque el poder del abogado para actuar 
en justicia es de carácter general, éste no se extiende a los ca- 
sos de aquiescencia, desistimientos, ofertas o consentimien- 
tos, inscripciones en falsedad, etc. (art. 352 y s., 218), en los 
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cuales el abogado ha debido recibir un poder expreso de su 
cliente. 

El mandato ad litem por otro lado, puede finalizar ya 
sea porque la ejecución de la decisión a intervenir se haya eje- 
cutado, o porque su mandato haya sido revocado (v. respec- 
to, de las condiciones de la revocación, la L. 302 de 1964, 
sobre Honorarios de los Abogados). 

Cabría preguntarse si la enumeración de las nulidades 
de fondo es limitativa, o si por el contrario, podrían existir 
otras fuera de las enumeradas por el artículo 39. 

La jurisprudencia francesa ha manifestado una tenden- 
cia, en varias decisiones, a interpretar en forma extensiva la 
disposición del art. 117 del Nuevo Código, que ha merecido 
la crítica de una parte de la doctrina ya que si bien es peligro- 
so dar una interpretación demasiado restrictiva a la menciona- 
da disposición legal, ello podría dar lugar a que no fueran san- 
cionadas ciertas irregularidades que son mucho más graves 
que una nulidad de forma, como sería por ejemplo el caso de 
la irregularidad de un acto de procedimiento que violaría el 
derecho de defensa o el principio de la contradictoriedad. Pe- 
ro, por el contrario, considerar que la enumeración del men- 
cionado texto legal es simplemente enunciativa, se correría el 
riesgo, según se afirma, de contrariar la intención del legisla- 
dor frente a las maniobras dilatorias de los litigantes, al no es- 
tar obligados a justificar el agravio. 

A diferencia de las nulidades por vicios de forma, las 
irregularidades de fondo pueden ser propuestas en todo es- 
tado de la causa, salvo la posibilidad para el juez de conde- 
nar a daños y perjuicios a quien se haya abstenido de invocar 
la irregularidad con intención dilatoria (art. 40 de la L. 834). 
Esto quiere decir que si la parte que invoca la nulidad por vi- 
cio de fondo mucho tiempo después de haber tenido conoci- 
miento de ella, ha demostrado actuar con intención dilato- 
ria, permitiría al tribunal condenarla a daños y perjuicios. 

Por otra parte, las nulidades por irregularidades de fon- 
do no están sometidas a las mismas condiciones que las irre- 
gularidades de forma. En primer lugar, la parte que la invoca 
no tiene que probar el agravio que le causa la irregularidad, 
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como ocurre con las nulidades de forma (art. 40 de la L. 
834), aunque dicha irregularidad no resultare de ninguna dis- 
posición expresa. 

Otra de las características de las nulidades de fondo es 
que el juez debe suplirlas de oficio cuando tienen un carác- 
ter de orden público (art. 42). Agrega dicha disposición legal 
que en los casos de nulidades por falta de capacidad de actuar 
en justicia, el juez puede suplir de oficio esta irregularidad. 

A propósito de la citada disposición legal se observa que, 
en el primer párrafo se expresa que cuando las nulidades de 
fondo tienen un carácter de orden público, el juez debe 
suplirlas de oficio; en cambio, cuando se trata de una nulidad 
de fondo resultante de la falta de calidad para actuar en justi- 
cia, la citada disposicion expresa que el juez puede suplirla de 
oficio, Esta terminología, que no parece clara, ha dado lugar 
en Francia, a que una parte de la doctrina considere que en el 
primero de los casos se trata de una obligación para el juez; 
mientras que en el segundo se trata de una facultad. La di- 
ferencia de tratamiento podría derivarse de que en el caso 
previsto en la primera parte del citado art. 120 del Nuevo Có- 
digo, equivalente al art. 40 de la L. 834, se trata de nulidades 
de orden público, mientras que en el caso de la falta de capa- 
cidad, la regla no es de orden público. Pero este razonamien- 
to no es absolutamente cierto, ya que la falta de capacidad de 
actuar en justicia puede ser de orden público como sería el 
caso de la minoridad, por ejemplo. 

Lo cierto es que ni la doctrina ni la jurisprudencia fran- 
cesa han explicado con claridad la razón de ser de esta dife- 
rencia de tratamiento. 

Otra característica de las nulidades por irregularidades 
de fondo es la posibilidad de que éstas sean cubiertas (art. 
43). La citada disposición legal expresa que “en el caso de 
que es susceptible de ser cubierta, la nulidad no será pronun- 
ciada si su causa ha desaparecido en el momento en que el 
juez estatuye”., 

Con esta disposición legal, el legislador ha querido evitar 
que la nulidad actúe automáticamente, de tal forma que será 
imposible evitar la declaratoria de nulidad pese a que ésta en 
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el curso de la instancia, haya desaparecido. Por ejemplo un 
menor, incapaz al inicio de la instancia, puede perfectamente 
llegar a su mayoría y ostentar la capacidad para actuar en jus- 
ticia, antes de que el juez estatuya. 

Efectos de las nulidades. Como se ha expresado; cuando 
la nulidad ha sido pronunciada, el acto queda desprovisto de 
sus efectos y considerado como no hecho, La nulidad puede 
por otra parte tener efectos sobre actos posteriores, cuando 
éstos tienen un lazo de dependencia y no pueden concebirse 
sin él. 

Por otra parte, la nulidad de un acto puede tener efectos 
sobre el fondo del derecho: es el caso de la nulidad de un ac- 
to de apelación, ya que generalmente el plazo para interponer 
el recurso ya ha expirado. 

Sentencia. La ley no exige, como sucedía en él sistema 
del C. de Pr. Civil para las declinatorias, que la excepción de 
nulidad sea juzgada separadamente: el tribunal puede, por la 
misma sentencia que rechaza la nulidad, estatuir sobre el fon- 
do. 

La sentencia es apelable solamente cuando fuese apela- 
ble la sentencia a intervenir sobre el fondo. 


SECCION IV-LAS EXCEPCIONES DILATORIAS 
$ I-PRINCIPIOS GENERALES “°” 


En qué consisten. Son dilatorias las excepciones que 
tienden a que una de las partes obtenga un plazo que le per- 


(97) Conviene recordar la disposición del art. 2 de la L, 834 de 1978, en virtud 
de la cual las excepciones deben ser presentadas simultáneamente a pena de 
caducidad. Aunque las excepciones dilatorias no han sido objeto de modi- 
ficaciones, el principio del art. 2 mencionado es de carácter general, aplica- 
ble también a las excepciones dilatorias. Es indudable que la aplicación 
de este principio podria tropezar con inconvenientes en relacion con la ex- 
cepción dilatoria para hacer inventario y deliberar, ya que el heredero, por 
ejemplo, tendría un plazo de 3 meses y 40 d¿as, situación ésta que podría 
dar lugar a interpretaciones sobre el derecho del heredero de presentar, una 
vez transcurrido el plazo que le favorece, otras excepciones, En Francia 
este asunto ha quedado resuelto con la disposición del art. 111 del Nuevo 
Código de Pr, Civil Francés en cuya virtud el beneficiario de un plazo para 
hacer inventario y deliberar tiene la facultad de proponer sus otras excep- 
ciones después de expirado este plazo (v, Jean Vincent, Procedure Civile, 
p. 62). 
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mita adoptar una decisión (supra, Libro IV, Tit. II, Cap. ID. 
Durante ese plazo el proceso es suspendido. 

Cuáles son. El C. de Pr. Civil regula el ejercicio de dos 
excepciones dilatorias: la primera, por el art. 174, está fun- 
dada en el derecho que tienen la mujer común en bienes des- 
pués de la disolución de la comunidad, y el heredero, de 
hacer inventario y deliberar; la segunda, es la concedida al 
garantizado para citar en causa a su garante por los arts. 175 
a 185. 

Algunos autores (*% sostienen que el art. 1225 del C. 
Civil consagra una tercera excepción dilatoria, que no podría 
confundirse con la excepción de garantía, en favor del here- 
dero del deudor, demandado en ejecución de una deuda in- 
divisible, para solicitar un plazo a fin de poner en causa a sus 
coherederos. 


$ JI-EXCEPCION PARA HACER INVENTARIO 
Y DELIBERAR 


Heredero. El heredero puede optar, con respecto a la 
herencia, entre estos tres partidos: aceptar simplemente; re- 
nunciar; aceptar bajo beneficio de inventario. Goza de este 
derecho durante el plazo de la prescripción (art. 789 del C. 
Civil). 

El plazo de tres meses para hacer inventario, al que sigue 
el de cuarenta días para deliberar, comienza a correr a partir 
del momento de la apertura de la sucesión. Si el heredero, 
mientras transcurre uno de estos plazos, es demandado en 
ejecución de una obligación que le incumbe como tal, él pue- 
de obligar al demandante a detener el procedimiento hasta 
que decida si acepta o no la sucesión, alegando que se encuen- 
tra dentro de los plazos para hacer inventario y deliberar (Ca- 
sación, 26 de octubre de 1938, B. J. 339, p.621). Estos pla- 
zos pueden ser prorrogados por el tribunal. 

El heredero no puede oponer la excepción dilatoria de 
que se trata si, con anterioridad a la demanda, se ha decidido 


(98) Glasson y Tissier, Traité, I, 231. 
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a renunciar, a aceptar bajo beneficio de inventario, o a acep- 
tar simplemente. 

Si es demandado después que han transcurrido esos pla- 
zos, el heredero no puede tampoco oponer la excepción dila- 
toria; tiene que decidirse inmediatamente por uno de los tres 
partidos indicados. 3 

Esposa común en bienes. Dentro de los mismos plazos 
la mujer común en bienes puede decidirse entre aceptar la co- 
munidad, o renunciar. 

Si, mientras corren esos plazos, la mujer es demandada, 
ella puede oponer al demandante, de acuerdo con el art. 174, 
la excepción dilatoria fundada en su derecho de hacer inven- 
tario y deliberar, a fin de decidirse a aceptar o a renunciar. 
Es necesario que la demanda haya intervenido mientras co- 
rren esos plazos, y que la mujer no haya optado todavía. 
Después de transcurridos los plazos indicados sé presume la 
aceptación de la comunidad, si la mujer no ha renunciado ex- 
presamente, salvo el caso de que la disolución haya sobreveni- 
do a consecuencia de una separación de bienes. 

Procedimiento. Esta excepción dilatoria se propone, en 
los asuntos civiles y comerciales, y ante elj. de paz, por con- 
clusiones en audiencia. 

Sentencia. La sentencia que acoge o desestima la excep- 
ción es o no susceptible de apelación según que lo sea o no la 
sentencia a intervenir sobre el fondo. El juez puede, cuando 
rechace la excepción, decidir el fondo. 


$ ¡N-—EXCEPCION DILATORIA DE GARANTIA 


Obligación de garantía. La garantía es la obligación de 
proteger a una persona a quien se ha transferido un dere- 
cho, real o de crédito, contra las turbaciones que pueda ex- 
perimentar en el ejercicio de ese derecho, y de indemnizarla 
por los perjuicios que puede sufrir con ese motivo (arts. 1626 
y s., 1693 y s. del C. Civil). Hay también obligación de garan- 
tía cuando varias personas se hallan obligadas a la misma deu- 
da, sea conjuntamente, sea como deudor principal y como 
fiador, y una de ellas es perseguida en cobro de lo que no 
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debe pagar o de una canuuau mayur ue ia que debe pagas, 
los otros codeudores deben la garantía al deudor perseguido 
(arts. 1213 y s., 2028 y's., 2033 y s. del C. Civil). Asimismo 
existe la obligación de garantía entre los copartícipes que se 
dividen (arts. 884 y s., 1476 y 1872 del C. Civil). 

Garante es la persona obligada a la garantía: garantizado 
o garantido es la persona que tiene derecho a la garantía. En 
una venta, por ej., el vendedor es garante y el comprador es 
garantizado. En materia de fianza. el garantizado es el fiador. 
porque él tiene derecho de accionar al deudor principal cuan- 
do se le quiere constreñir al paro; en cambio, el deudor prin- 
cipal es el garante. 

La obligación de garantía puede manifestarse procesal- 
mente bajo tres formas: como medio de defensa: como 
acción principal, como excepción dilatoria. 

La garantía como defensa. Por lo mismo que el garante 
debe abstenerse de todo acto que tienda a despojar o a turbar 
al garantido, resulta que cuando el garante intenta contra és- 
te un proceso que en cualquier forma tienda a una de esas fi- 
nalidades, el garantido puede proponer la garantía en la for- 
ma de una defensa al fondo, a la que el derecho civil llama 
impropiamente excepción de garantía: quem de evictione te- 
net actio eumdem agentem repellit exceptio. Como cualquie- 
ra otra defensa, ésta puede ser invocada en todo estado de 
causa, en tanto que, como se verá en seguida, la demanda in- 
cidental en garantía intentada por el garantido contra el 
garante, y la excepción dilatoria de garantía opuesta por el 
garantido al tercero que litiga con él, están sujetas a determi- 
nados plazos. 

Garantía principal; garantia incidental. Como deman- 
dante, el garantido puede hacer valer su derecho a la garantía 
de dos maneras: o intentando contra el garante, después que 
se haya consumado la evicción, una demanda principal e in- 
troductiva de instancia: o incoando contra el garante una 
demanda en intervención en el curso del proceso que lo ame- 
naza con la evicción. 

La primera forma de proceder no es recomendable, ya 
que presenta serios peligros para el garantizado: es lenta, 
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complicada y costosa, supone que el garantido intenta como 
demandante un proceso contra el garante como demandado, 
después de haber sucumbido como demandado o como de- 
mandante en el proceso incoado por o contra el tercero a pro- 
pósito del derecho objeto de la garantía; además, el garantido 
se expone a sucumbir en su acción principal en garantía, des- 
pués de haber sucumbido en el proceso entre él y el tercero, 
si el garante demuestra que no empleó en el primer proceso 
los medios que hubieran evitado la evicción. , 

Por esas razones es preferible la garantía incidental, esto 
es la demanda que intenta el garantido contra el garante en el 
curso del proceso que lo pone en peligro de sufrir la evicción. 

Diferencias. Existen diferencias importantes entre la ga- 
rantía principal y la garantía incidental: la primera es de la 
competencia del tribunal del domicilio del demandado, en 
tanto que la segunda es de la competencia del tribunal apo- 
derado de la demanda principal: si el garantido sigue el 
camino de la garantía principal hay necesariamente, como se 
ha expuesto, dos procesos y dos sentencias sucesivos, en tan- 
to que en la garantía incidental hay un solo proceso, que pue- 
de resolverse por una sola sentencia. 

Excepción de garantía. Al ejercer su acción en garantía 
bajo la forma de demanda incidental, el garantido es nece- 
sariamente, en este proceso accesorio, un actor con relación 
al garante, y es, según las circunstancias, demandado o de- 
mandante con respecto a la parte de quien teme que le infie- 
ra la evicción en el proceso principal. Ejemplos: el compra- 
dor accionado en reivindicación es demandado en el proceso 
principal y demandante en el proceso incidental en garantía 
incoado contra el vendedor, su garante; el cesionario que per- 
sigue el cobro del crédito que le fue cedido es demandante en 
el proceso principal incoado contra el deudor cedido y tam- 
bién demandante en la demanda incidental en garantía incoa- 
da contra su garante, el cedente. 

Cuando el garantido cita en garantía a su garante, él pue- 
de oponer a su contraparte la excepción dilatoria de garantía, 
tendiente a obtener la suspensión del procedimiento hasta 
que el garante comparezca. 









Plazo. Para los asuntos civiles, el art. 175 prevé sola- 
mente el caso, que es el más corriente, de que la demanda en 
garantía es intentada por la parte demandada en lo princi- 
pal, y le imparte al efecto un plazo de octava a partir de la 
demanda originaria, aumentable por razón de la distancia 
existente entre su domicilio y el del garante. Pero, como se 
ha expuesto, la demanda incidental en garantía puede emanar 
también del demandante en el proceso sobre lo principal. Se 
admite generalmente que él tiene, para intentar la demanda 
en garantía, un plazo de octava a partir de la fecha en que la 
defensa del demandado exija la interposición de esa demanda. 

En materia civil, el plazo tendrá como punto de partida 
el día de la audiencia; en este caso es prudente que el deman- 
dante que cree tener derecho a citar en garantía lo declare en 
la misma audiencia a fin de que el tribunal no estatuya en se- 
guida acerca de la demanda principal. Igual regla es aplicable 
en el procedimiento comercial; el plazo para citar en garantía 
es de un día franco. 

En caso de pluralidad de demandados en garantía, el 
art. 175 dispone que “no habrá sino un sólo término para to- 
dos, el cual se arreglará según la distancia del lugar de la resi- 
dencia del garante más apartado”. 

En caso de subgarantía, esto es cuando el garante crea 
tener derecho a citar a otro en garantía, la demanda tiene que 
ser incoada, según lo dispone el art. 175 para las materias ci- 
viles, en el mismo plazo de octava a contar de la fecha de la 
demanda en garantía. 

Cuando el demandado originario con derecho a la garan- 
tía se encuentra dentro de los plazos para hacer inventario y 
deliberar, el art. 177 dispone que el plazo para interponer la 
demanda en garantía no comienza a transcurrir sino desde el 
día de la expiración de aquellos plazos. 

El art. 32 dispone que el plazo para interponer la de- 
manda incidental en garantía ante el j. de paz es fijado en la 
audiencia en que surge el incidente. 

La expiración del plazo impartido al garantido para in- 
tentar la demanda en garantía no lo priva del derecho de in- 
tentarla posteriormente; la ley, en efecto, no pronuncia la ca- 
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ducidad. En cambio, si no forma su demanda en ese plazo, 
el garantido pierde el derecho de oponer a la otra parte la ex- 
cepción dilatoria de garantía, que tiende, como se ha expues- 
to, a suspender el procedimiento hasta que expire el plazo de 
comparecencia del garante. 

Procedimiento. La demanda incidental en' garantía se 
intenta por citación notificada al garante, en las formas ordi- 
narias. Con la citación deberá darse copias de la demanda ori- 
ginaria o del acto que ha hecho necesaria la demanda en ga- 
rantía, y de los otros documentos en que el garantido funda 
su demanda. 

La excepción dilatoria de garantía es propuesta, en los 
asuntos civiles, por acto de abogado a abogado, por el que el 
garante hace saber a su contraparte en el proceso sobre lo 
principal que se ha llamado al garante en causa y le intima a 
aguardar la expiración del término de la comparecencia del 
garante antes de proseguir las actuaciones. Si la contrapar- 
te del garantido cree que la demanda en garantía es infundada 
o improcedente, lo hará saber al garantido igualmente por 
acto de abogado a abogado. 

El art. 180 expresa que este incidente es juzgado suma- 
riamente. Sin embargo, esta disposición legal ha sido implíci- 
tamente modificada por la L. 845 de 1978. En consecuencia, 
la excepción dilatoria de garantía, en el estado actual de nues- 
tra legislación será juzgada de conformidad con las reglas es- 
tablecidas para la materia civil. E 

Garantía simple, garantía formal. Desde el punto de vis- 
ta de las obligaciones impuestas al garante, los arts. 182 y s. 
dividen la garantía en garantía simple, que es la que se debe 
en materia personal, y garantía formal, que es la que se debe 
en materia real inmobiliaria. Ejemplos: hay garantía simple 
cuando el codeudor solidario, demandado en cobro del total 
del crédito, cita en garantía a sus codeudores; hay garantía 
formal cuando el comprador, demandado en reivindicación, 
cita en garantía a su vendedor. 

En la garantía formal. Dos obligaciones incumben al 
garante en esta materia, de acuerdo con los arts. 182 y Sa: 
proteger al garantido contra cualquier peligro de evicción, 
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total o parcial defendiéndolo en el proceso en que se ve ame- 
nazado con esa evicción, cuando se ha realizado no obstante 
la defensa del garante o por causa de no haberle defendi- 
do. 99 

Carácter de esas obligaciones. La primera obligación 
del garante, la de proteger al garantido contra la evicción, 
es manifiestamente indivisible. Al fallecimiento del garante, 
pues, cada uno de sus herederos puede ser citado en garantía 
como si esa obligacion le incumbiera exclusivamente. La se- 
gunda obligación, de indemnizar al garantido, es, por el con- 
trario, divisible, lo mismo que cualquiera otra obligación de 
pagar una suma de dinero. Si el garantido cita en garantía co- 
lectivamente a los herederos, la condenación se repartirá en- 
tre todos: si, por el contrario, él llama en garantía a uno solo 
de los herederos, éste puede. de acuerdo con el art. 1225 del 
€, Civil, pedir plazo para encausar a sus coherederos, a fin 
de que la condenación que pueda intervenir se distribuya en- 
tre todos. 

Alternativas. En la garantía formal, el garantido puede 
optar entre los siguientes partidos. de acuerdo con los arts. 
182 y s.: lo., permanecer en causa: 20.. hacerse desencausar, 
o sea, hacerse relevar de la demanda, 30.. permanecer en cau- 
sa para la conservación de sus derechos. 

Permanecimiento en causa. Cuando se limita a citar al 
garante simplemente para que le ayude a rechazar la demanda 
y para ser condenado a indemnizar si la evicción se consuma, 
el garantido desempeña dos papeles: es demandado, o de- 
mandante, según los casos, en el proceso sobre lo principal: 
es demandante en el proceso relativo a la garantía. 

Desencausamiento. Conforme al art. 182, el garantido 
puede requerir, antes de la primera sentencia, ser simplemen- 
te desencausado. El proceso continúa entonces como si, des- 
de un principio, hubiera sido intentado por el tercero contra 
el garante. Con esta opción, dispone el art. 185, el garantido 
evita el pago de las costas procesales, aunque el garante sea in- 
solvente. A pesar de hallarse relevado de la demanda, el ga- 


: (99) Sobre las condiciones para el ejercicio de la acción en garantía v, Casación, 
30 de agosto de 1956, B. J. 553, p. 1820—1837. 
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rantido está representado en el proceso por el garante; la sen- 
tencia pronunciada contra el garante, el vendedor por ej., 
tiene, en efecto, autoridad de cosa juzgada y es ejecutoria 
contra el garantido. 

Asistencia conservatoria. Es posible que el garante (el 
vendedor en el ejemplo anteriormente puesto) se defienda 
mal. o hasta que se entienda fraudulentamente con el tercero 
reivindicante. Esta eventualidad presenta un serio peligro pa- 
ra el garantido. 

Para evitarlo, el garantido puede, de acuerdo con el art. 
182, al mismo tiempo que solicita su desencausamiento, de- 
clarar que permanece en «l proceso para la conservación de 
sus derechos. A primera vista resultan contradictorias esas 
dos posiciones: pero, en realidad, son perfectamente concilia- 
bles. Esta tercera opción pone al garantido en condiciones de 
seguir de cerca la marcha del procedimiento, a fin de evitar 
toda actuación que pueda resultarle perjudicial, Si el garante, 
por negligencia o por colisión con la contraparte del garanti- 
do, se defiende mal en el proceso, este último podrá notificar 
a las otras partes que reasume su defensa, y con ello volverá 
a estar presente en el procedimiento, en condiciones por lo 
tanto de proponer los medios de defensa que el garante haya 
omitido. 

Otra ventaja de esta tercera opción es que el tribunal po- 
drá por una sola sentencia,estatuir simultáneamente sobre la 
demanda principal y sobre el recurso en garantía. Por el con- 
trario, si el garantido hubiera escogido la segunda opción, pi- 
diendo simplemente que se le dejara fuera del proceso, la sen- 
tencia dictada en provecho del tercero reivindicante no podrá 
estatuir acerca de la indemnización que se le debiera a causa 
del perjuicio que le causa la evicción. Para reclamar esa in- 
demnización, el garantido tendría que intentar contra el ga- 
rante una demanda principal e introductiva de instancia. 

Derechos inmobiliarios registrados. Si un certificado 
de título es impugnado por vicio de forma, por incapacidad 
o por falta de derecho del vendedor, se estaría en presencia 
de un litigio sobre derecho inmobiliario registrado del que co- 
noce el T. de T., en virtud de lo que dispone el art. 7 de 
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la L. de R. de T. Si se admite que el demandado puede 1v: 
mar en este caso una demanda incidental en garantía contra 
su causante, el T. de T. sería competente para conocerla en 
virtud de las disposiciones contenidas en los arts. 7 y 8 de la 
L. de R. de T. 

Oposición del reivindicante. No obstante el carácter pu- 
ramente real de la acción en reivindicación, es posible que el 
reivindicante posea un derecho de crédito contra el garantido, 
por ej. por causa de degradaciones cometidas sobre el in- 
mueble, o por restitución de frutos En estos casos, tenien- 
do el garantido una obligación personal frente al deman- 
dante, éste puede exigir, de acuerdo con lo previsto en los 
arts. 182 y 185, que aquél permanezca en el proceso a fin 
de que se oiga condenar al pago de esas indemnizaciones o a 
la prestacion de esas restituciones. 

En la garantía simple. En esta materia, la única obliga- 
ción del garante es la de indemnizar al garantido, y el único 
derecho del garantido es el de hacerse indemnizar. 


El garante no puede asumir el hecho y causa del garanti- 
do; éste conserva su posición originaria en el proceso princi- 
pal, que está ligado a su contraparte por un lazo obligacional, 
de acreedor si es demandante, de deudor si es demandado. 
Ejemplo de demandante en lo principal que también es de- 
mandante en garantía: A, cesionario de un crédito de B con- 
tra C, demanda en cobro a C, y éste le opone la nulidad de su 
obligación, y entonces A, demandante originario, cita en ga- 
rantía a B, su cedente. Ejemplo de demandado que es de- 
mandante en garantía: A, acreedor de D, quien tiene como 
fiador a F, demanda en cobro a F, y éste cita en garantía a 
D, deudor principal. En ambas hipótesis, el único interés 
del garantido (A en el primer ejemplo, F en el segundo ejem- 
plo), frente al garante (B en el primer ejemplo, D en el segun- 
do ejemplo) es que la misma sentencia que decida sobre lo 
principal lo condene a indemnizarle el perjuicio que resulta 
del rechazamiento de su demanda en el primer ejemplo, de su 
condenación en el segundo ejemplo. 

Desglose de causas. El proceso principal y el relativo a 


=218-— 


LIBRO VI — EL PROCESO 


la demanda incidental en garantía quedan reunidos en una 
sola instancia, y, si se encuentran terminados simultáneamen- 
te, el tribunal decide sobre ambos por una sola sentencia. Pe- 
ro cuando la demanda incidental en garantía pueda acarrear 
retardos en la instrucción del asunto principal, a causa de la 
presencia de incidentes de cualquier clase, la contraparte del 
demandante en garantía puede, según lo dispone el art. 184, 
pedir el desglose o separación de las dos causas, a fin de que 
el tribunal se pronuncie previamente acerca de la demanda 
principal, quedando apoderado solamente de la demanda en 
garantía. 

Sentencia. Si son acogidas las pretensiones del garanti- 
do contra su contraparte y contra el garante, hay que distin- 
guir entre la garantía simple y la garantía formal. En la pri- 
mera, la sentencia condena al garantido frente a su contrapar- 
te y condena al garante a indemnizar al garantido. Ejemplo: 
el fiador es demandado en cobro, y llama en garantía al deu- 
dor principal. la sentencia condena al fiador a pagar al acree- 
dor, y al deudor principal a indemnizar al fiador. En la garan- 
tía formal, de acuerdo con el art. 185, la sentencia condena a 
la contraparte del garantido en favor de éste o del garante se- 
gún que el garante haya asumido o no el hecho y causa del 
garantido. El pago de la indemnización por los perjuicios ex- 
perimentados por el garantido es pronunciado contra el ga- 
rante. Las costas pueden quedar a cargo del garantido cuan- 
do él ha permanecido en causa y el garante es insolvente. 
Cuando el garantido obtiene su desencausamiento pero per- 
manece en el proceso para la conservación de sus derechos, él 
soporta las costas de su permanencia en la causa. La conde- 
nación principal, por ej. al abandono del inmueble, es pro- 
nunciada contra el garante. Las costas pueden quedar a car- 
go del garantido cuando él ha permanecido en causa y el ga- 
rante es insolvente. Cuando el garantido obtiene su desencau- 
samiento pero permanece en el proceso para la conservación 
de sus derechos, él soporta las costas de su permanencia en la 
causa. La condenación principal, por ej. al abandono del 
inmueble, es pronunciada contra el garantido que ha perma- 
necido en causa, contra el garante si el garantido se ha hecho 
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desencausar; pero, como se ha expuesto, le sentencia tiene 
autoridad de cosa juzgada contra el garantido, y es ejecutoria 
contra él. 

x Cuando el garante demuestra haber cunplido su obliga- 
ción y sucumbe la contraparte del garantidc, ésta debe pagar 
la totalidad de las costas, incluso las relativasa la demanda in- 
cidental en garantía, porque su actitud, al inzoar la demanda, 
o al presentar la defensa, según que sea demandante o deman- 
dada, ha sido la causa de la demanda en garartía. 

Cuando triunfa la contraparte del garantido éste es con- 
denado al pago de las costas, tanto en relación a su contrapar- 
te como frente al garante, puesto que ha sucumbido frente a 
ambos. 

Recursos, La sentencia intervenida en esta materia pue- 
de ser impugnada mediante los recursos correspondientes 
conforme al derecho común (infra, Libro VIL). 

Cuando el garante ha asumido la defensa del garantido, 
concluyendo por consiguiente contra el contrario de éste, el 
garantido puede recurrir contra la sentencia, aunque haya si- 
do dictada contra el garante, puesto que él lla sido represen- 
tado en la causa principal. Si ha habido colusión entre la con- 
traparte del garantido y el garante que ha asiamido su causa. 
el garantido no es representado por el gararte, puesto que 
este es culpable de un fraude. En ese caso el garantido viene 
a ser un tercero, y puede atacar la sentencia mediante la ter- 
cería. (infra, libro VIII) pero no podría apelar, ya que no fue 
parte ni estuvo representado en la causa principal. 


CAPITULO II-LA PRUEBA Y SUS INCIDENTES 
SECCION I—PRINCIPIOS GENERALES 
Concepto. La prueba es el medio o procedimiento que 


sirve para demostrar “la verdad de una proposición o la rea- 
lidad de un hecho” 4% Su estudio constituye una rama im- 


A i P 
(100) Z. Bonnier, Traité des preuves, 5a., ed., 1 Glasson y Tissier, Traité, 552 
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portantísima del derecho procesal, que algunos autores de- 
signan como derecho probatorio (101). Las normas relativas a 
la prueba desempeñan un papel esencial en el mecanismo del 
proceso. En todo proceso, en efecto, la tarea principal de 
las partes consiste en demostrar la existencia de ciertos actos 
o hechos que han creado, modificado o extinguido la situa- 
ción jurídica objeto de controversia, 

La palabra prueba es también empleada para designar, 
tanto los elementos de convicción obtenidos en el procedi- 
miento probatorio, como la convicción que el juez adquiere 
después de verificado este procedimiento. . 

Regla jurídica. La regla de derecho contenida en | 
ley nacional no es objeto de prueba; es alegada ante el juez a 
quien se le pide su interpretación. 

Si la regla jurídica resulta de una costumbre, su existen- 
cia puede ser probada por los medios ordinarios. 

En principio, la norma jurídica resultante de una ley ex- 
tranjera debe ser probada por la parte que la invoca (v. Casa- 
ción, 29 de mayo de 1935, B. J. 298, p. 168; 23 de enero de 
1941, B. J. 366, p. 7). Sin embargo, la ley de cada uno de los 
países que suscribieron la Convención de derecho internacio- 
nal privado de La Habana, de 1928, debe ser aplicada de ofi- 
cio en los casos que procedan, y puede ser invocada ante los 
tribunales de los demás países signatarios. De acuerdo con 
los arts. 409 y s. de este Código, la parte interesada podrá jus- 
tificar el texto invocado mediante certificación de dos aboga- 
dos en ejercicio en el país de cuya legislación se trate: sino lo 
hace, el tribunal podrá solicitar, por la vía diplomática, la in- 
formación necesaria acerca del texto de la ley. 

Legislación. Las reglas de la prueba se encuentran con- 
tenidas en los arts. 1315 y s. del C. Civil, a propósito de la 
prueba de las obligaciones. El C. de Pr. Civil las ha completa- 
do con disposiciones que reglamentan ciertos modos de prue- 
ba no previstos en el C. Civil (inspección de lugares y otros), 
y determinan los procedimientos a seguir para la administra- 
ción de las pruebas (confesión, prueba literal, prueba testi- 


(101) Chiovenda, Ensayos, trad. de Sentís Melendo, I, 395. 
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B peritaje, etc). Los art. 60 a 100 de la L. 834 de 1978 
eg amentan el procedimiento para el informativo y la com; 
recencia personal, (102 Y 
e Cómo es administrada, La prueba escrita y la prueba 
E dr son administradas sin necesidad de procedi- 
EN o especial: la primera con el depósito de los documen- 
br eve secretaría; la segunda por el examen que hace el juez 
s circunstancias alegadas co ituti 
ba B mo constitutivas de la presun- 
i 9 lo que concierne a los demás medios de prueba, o 
cuan o hay controversia acerca de la prueba escrita o de la 
existencia de los hechos alegados como fundamento de las 
po el tribunal tiene que recurrir a un procedimien- 
a para que la parte interesada ponga a su alcance los elemen- 
OP TETEP de la prueba que invoca. Este procedimien- 
E POER en dictar una sentencia de instrucción, por la que 
ribunal prescribe una medida: i ont 
tri a: información testi i 
P i r monial 
e pacas de un escrito, comparecencia personal, Peritaje, 
. Según las circunstancias. Estas medidas de instrucción 


se practican, según los casos, o ante el tribunal, o ante un juez 
comisario. 


Carga de la prueba. El art. 1315 del C. Civil, colocado 
en el punto de vista de la prueba de las obligaciones, enuncia 
acerca de la carga de la prueba dos reglas correlativas: “El 
que reclama la ejecución de una obligación debe probarla” 

Recíprocamente, el que pretende estar libre debe justificar 
el pág o el hecho que ha producido la extinción de su obli- 
gación í En el terreno procesal esas reglas significan, en e 
mer término, que el demandante debe probar los hethos : 
actos que alega en apoyo de su demanda, y, en segundo tér 
mino, que el demandado debe probar los Mitos y actos A 
alega en apoyo de su defensa o de los medios de hadin 
y excepciones que opone al demandante (Casación: 23 d 
marzo de 1923, B. J. 150-152, p. 75;29 de octubre de 1938, 


(102) La doctrina crítica e 
sta distribución de las regl: 
i v as d : 
pruebas zon mafana de procedimiento, y deberian aleo Saen l 
. de Pr, Civil. (Glasson y Tissier, Traité II, 592), ai 
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B. J. 339, p. 647, 3 de diciembre de 1947, B. J. 449 p. 803; 
29 de octubre de 1951, B. J. 495, p. 1357; 21 de marzo de 
1956, B. J. 548, p- 628). Si el demandante no suministra la 
prueba de los actos y hechos que sirven de fundamento a su 
demanda, el juez debe absolver al demandado; inversamente, 
si el demandado no prueba el fundamento de sus medios de 
defensa o de sus medios de inadmisión y excepciones, la de- 
manda tiene que ser acogida. En otros términos: la carga de 
la prueba incumbe a quien alega un hecho nuevo contrario a 
la situación adquirida por su contraparte. El litigante que se 
limita a negar los hechos invocados contra él no está obliga- 
do a suministrar ninguna prueba. 

Cuando los actos o hechos alegados por una de las partes 
no son contestados por la otra parte, el tribunal debe conside- 
rarlos como probados, a menos que se trate de un proceso re- 
lativo a una materia que interese al orden público, en que no 
es posible el acuerdo de las partes. 

Hechos negativos. La regla general contenida en el art. 
1315 del C. Civil se aplica igualmente a la prueba de los he- 
chos negativos como a la de los hechos positivos. El hecho 
negativo, ciertamente, €s más difícil de probar que el hecho 
positivo. Pero, salvo si se trata de un hecho indefinido o ab- 
soluto, por ej. que un individuo no ha estado jamás en un 
cierto lugar, la prueba del hecho negativo se resuelve siempre 
en la prueba de un hecho positivo: la prueba de que tal día 
un individuo no estuvo en un lugar determinado resulta de la 
prueba de que en el transcurso de ese día el individuo de que 
se trata permaneció en otro lugar. 

Presunciones legales. Las reglas anteriormente expues- 
tas sobre la carga de la prueba sufren modificaciones cuando 
existe una presunción legal, esto es cuando la ley da un hecho 
por establecido (art. 1350 y s. del C. Civil. Casación, 30 de 
marzo de 1954, B. J. 524, p. 584). Algunas presunciones le- 
gales admiten la prueba contrarias se las llama presunciones 
iuris tantum. Otras no la admiten; se las Hama presunciones 
iuris et de iure. Por otra parte, las presunciones legales pue- 
den ser absolutas, esto es existentes respecto de todos. O re- 
lativas, cuando producen efectos solamente entre algunas per- 
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sonas. Estas dos categorías de presunciones legales no coin- 
ciden: una presunción legal iuris et de iure puede ser relativa 
Así, la presuncion legal de verdad de la cosa juzgada, ihereh- 
te a la sentencia después que han expirado los términos para 
impugnarla, es iuris et de iure, tanto en materia civil como en 
materia penal, puesto que no admite la prueba contraria; pero 
es relativa en materia civil (art. 1351 del C. Civil), en tanto 
que, en materia penal, es absoluta. 

Cuando una parte demuestra la existencia en su favor de 
una presunción legal que admite la prueba contraria (iuris 
tantum), la carga de la prueba incumbe a su contraparte 
Cuando se alega una presunción legal que no admite hieni 
contraria (iuris et de iure), el hecho implicativo de la presun- 
ción es tenido como legalmente probado. Pero, en ambos 
casos, la parte que alega la presunción legal debe probar que 
se encuentra en las condiciones requeridas por la ley para que 
la presuncion pueda ser aplicada. (v. Casación, 7 de marzo 
de 1957, B. J. 560, p. 462). 

; Aportación de las pruebas. Salvo en casos y en procedi- 
micntos especiales, que luego serán indicados, corresponde 
exclusivamente a las partes aportar al proceso los elementos 
de prucba que el tribunal deberá temar en cuenta para deei 
dir. Es una consecuencia de la estructura de nuestro proceso 
civil y comercial, que es dirigido e impulsado por las hartes 
condicionado, en general, por la actividad de las partes Él 
papel del tribunal es de pasiva neutralidad: no tiene tasi mu 5 
ca el poder de iniciativa; limita su actividad procesal a consi- 
derar y ponderar los elementos de prucba que las partes po 
nen a su alcance. En otros términos, el tribunal debe juzgar 
el proceso tal como se lo someten las partes, sin que "pueda 
prescribir, salvo si el orden público está interesado, medidas 
de instrucción que las partes no estén dispuestas a consentir. 
Las partes tienen la disposición del objeto del proceso; en 
consecuencia, son jueces de la oportunidad y conveniencia 
de los medios probatorios. Transformar el juez en un inquisi- 
dor iría en contra de ese poder de disposición que correspon- 
dea las partes sobre sus intereses privados. 

El principio de la neutralidad del juez sufre algunas res- 
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tricciones en el proceso del derecho comun. En general, el 
tribunal aprecia soberanamente si el medio de prueba que se 
ofrece emplear es admisible, y, aunque lo sea, si es útil y per- 
tinente; en consecuencia decide también soberanamente, si 
procede o no ordenar las medidas de instrucción que se le pi- 
den para administrarla prueba. Por otra parte, el tribunal puc- 
de, usando del poder de iniciativa que en algunos casos la ley 
le reconoce, en ausencia de pedimentos de las partes, prescri- 
bir de oficio la mayor parte de esas medidas de instrucción: 
comparecencia personal (art. 119), información testimonial 
(art. 254), visita de lugares (art. 296), 0% juramento suple- 
torio (art. 1366 y s. del C. Civil). 

El régimen para la aportación de las pruebas, anterior- 
mente descrito, es casi completamente subvertido en el pro- 
ceso de saneamiento inmobiliario, encomendado al Tribunal 
de Tierras. Por estar este proceso regulado casi exclusivamen- 
te a base de una concepción publicística, su impulsion y dis- 
posición corren a cargo del órgano jurisdiccional. Esto se re- 
fleja netamente en el régimen de la prueba, pautado por los 
arts. 71 y s. de la L. de R. de T. El T. de T. tiene facultad, 
de acuerdo con los citados textos: para citar testigos y obli- 
agrlos a comparecer y a declarar; para exigir la presentación 
cualquier documento, público o privado, que a su juicio 
a servir para formar su convicción: para dictar Órdenes 
esas prue- 


de 
pued 
de allanamiento relativamente a la aportación de 
bas. 
Las modificaciones introducidas en el derecho procesal 
civil francés recogidas parcialmente por la L. 834 de 1978, 
han instituido un procedimiento menos formalista, dotando 
al juez de poderes más amplios encaminados a ordenar, mo- 
dificar, interrumpir o completar una medida de instrucción. 
Dichas modificaciones están contenidas en los art. 143 y s. 
del Nuevo Código de Procedimiento Civil Francés. De estas 
disposiciones, los art. 143 a 178 establecen los principios ge- 
nerales, el procedimiento para su ejecución y las nulidades. 


(101) Estas disposiciones legales han sido sustituidas como se expondra más 
adelante, por los arts. 60 a 100 de la L. 834 de 1978. 
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De ellas, la L. 834 adoptó el procedimiento de la compa- 
recencia personal (arts. 60 a 72) y el informativo (art. 73 a 
100), los que serán expuestos en las secciones IV y VII del 
presente capítulo. 

Una característica fundamental de las reformas francesas 
en la ejecución de las medidas de instrucción es la facultad Te- 
conocida en el art, 145 del Nuevo Código en virtud de la cual 
si existiera un motivo legítimo para conservar o establecer la 
prueba de hechos de los que podría depender la solución de 
un litigio, las partes pueden solicitar del tribunal, sca por la 
vía del requerimiento o por un referimiento. y fuera de todo 
proceso. esto es, por la vía de una acción principal. las medi- 
das de instrucción legalmente admisibles. 





Además de los avances adoptados en el experticio, ex- 
puestos a propósito de esta medida, los nuevos textos legales 
Iranceses reslamentan las denominadas verificaciones perso- 
nales del juez, que le permite tomar conocimiento personal 
de los hechos litigiosos, así como las declaraciones de ter- 
ceros que puedan esclarecer estos hechos. en los casos en que 
es permitida la información testimonial, 4 

Conviene mencionar también el uso «del sistema sonoro. 
visual o audiovisual, 

Pruebas admisibles. Para que un medio de prueba pueda 
servir de fundamento a la sentencia es preciso que reúna dos 
condiciones: 





la. El medio de prueba debe ser precisamente uno de 
los admitidos por la ley prueba 





uny rita. prueba testimonial, 
confesión, juramento, ete. (Casación, 28 de noviembre de 
1927, B. J. 208-209, p. 17). 

2a, El medio de prueba debe haber sido administrado en 
la forma prescrita por la ley: presentación de la prueba es- 
crita, información testimonial. cte. 





En consecuencia de las dos reglas anteriormente enun- 
ciadas. el juez no puede fundar su sentencia ni sobre una cer 
tificación de un funcionario público (Casación. sentencia an- 


(104) v, Jean Vine », K- 895 v s., No, 705 944 y s 7 
+ Jex cent, Proceiluro civil 
r pag. 89 Jj 
Dallos, Nonevan Cod de Pe da C ; 19 a 3 : 4 h nie 
PAE e Cite. 1983, art, 1431 
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tes mencionada), ni sobre el conocimiento personal de los he- 
chos que haya podido adquirir fuera del proceso, como por 
ej. mediante cartas que haya recibido, por medio de investi- 
gaciones personales, o por el estudio de otros expedientes. 

El juez puede fundar su decisión en informes o docu- 
mentos que no constituyan un medio legal de prueba, si los 
hechos consignados en esos informes o documentos han sido 
puestos contradictoriamente a disposición de las partes, a 
fin de que discutan su valor. Algunos autores admiten que en 
ciertas circunstancias el juez puede tomar en cuenta el hecho 
de notoriedad pública. (105 

Medios de prueba. En los art. 1317 del C. Civil, en al- 
gunas disposiciones complementarias del Código de Pr. Ci- 
vil, y actualmente en la L. 834 de 1978, se enumeran los me- 
dios de prueba escrita, prueba testimonial, confesión, jura- 
mento, inspeccióndel objeto litigioso, presunciones. 

Los medios de prueba se dividen, por una parte, en prue- 
bas preconstituídas, esto es que existen al momento del pro- 
ceso, caso de la prueba escrita, y en pruebas que se estable- 
cen en el proceso, como el testimonio, el juramento (Casa- 
ción. 24 de mayo de 1956, B. J. 550,p. 1061): y por otra 
parte. en pruebas directas que se relacionan al mismo hecho 
que debe ser probado, como la que resulta de los documentos 
y del testimonio. y en pruebas indirectas, que se obtienen por 
medio de un razonamiento. como la que resulta de las presun- 
ciones. En todo caso. que se trate de pruebas preconstituídas 
o no. de pruebas directas o indirectas, es lo cierto que el juez 
forma su convicción por medio de un razonamiento inducti- 
vo: de la circunstancia de que un medio de prueba haya sido 
aportado al proceso, cl juez concluye a la existencia del 
hecho de que se trata. La única diferencia se encuentra en 
los poderes del juez. quien, en algunos casos, como cuando se 
trata de un acto escrito no impugnado, está obligado a con- 
elur a la existencia del hecho objeto de la prueba, y en otros 
casos. cuando se trata de testimonio, por ejemplo, tiene li- 





(105) Aubi y Rau, Droit Civil, da. ed. XII, 749; Beaudry Lacantinene + Barde, 
Oblizatrons, 3a. ed., 111, 2056. 
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bertad para admitir o no la existencia del hecho objeto de la 
prueba. 

Prueba escrita, prueba testimonial. En términos genera- 
les, resulta de los arts. 1315 y s. del C. Civil que, en princi- 
pio, debe administrarse por escrito la prueba de los actos ju- 
rídicos, que se refieran a cosas cuyo valor exceda de 30 pesos 
(Casación, 19 de octubre de 1928, B. J. 219, p. 10). Para 
ciertas convenciones la ley exige un escrito, aunque el valor 
enunciado sea inferior a 30 pesos: donación (art. 931 del C. 
Civil); contrato de matrimonio (art. 1394 del C. Civil); actos 
relativos a derechos inmobiliarios registrados (art. 189 de la 
L. de R. de T.), hipoteca (art. 2127 del C. Civil, 189 de la L. 
de R. de T.); arrendamiento (art. 1715 del C. Civil); transac- 
ción (art. 2044 del C. Civil); anticresis (art. 2085 del C. Civil): 
compromiso (art. 1006 del C. de Pr. Civil); diversos actos 
del derecho marítimo (art. 195, 250, 273, 311,312 del C. 
de Comercio). La prueba testimonial o por presunciones no 
puede administrarse sino en casos excepcionales o con rela- 
ción a los actos que se refieren a cosas cuyo valor sea inferior 
a 30 pesos, y respecto de los cuales la ley no ha impuesto la 
forma escrita. Además, aunque se trate de un acto que en- 
vuelva una convención sobre una cosa cuyo valor no llegue a 
30 pesos, si la convención se ha formalizado por escrito es 
inadmisible la prueba testimonial para establecer cláusulas an- 
teriores, concomitantes o posteriores al escrito. 

Se admite casi unánimemente que la prohibición de la 
prueba testimonial es la regla general, y que, por el contrario, 
las pruebas testimonial y por presunciones son excepcionales. 
Por consiguiente, para que el juez pueda admitir estos últimos 
medios de prueba es indispensable que lo autorice una dispo- 
sición expresa de la ley. 

Cuando la prueba es libre. La regla general prohibitiva 
de las prucbas testimonial o por presunción no tiene aplica- 
ción en los siguientes casos, según lo disponen los arts. 1341, 
1347 y 1348 del C. Civil, y 109 del C. de Comercio: 10o., 
en materia comercial (Casación, 15 de marzo de 1956, B. J. 
548, p: 523: 18 de julio de 1956, B. J. 552, p. 1465); 2o., 
aun en materia civil, en caso de imposibilidad, material o 
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moral, en que se ha encontrado la parte interesada, de procu- 
rarse un escrito; 3o., en caso de pérdida del escrito que se ha- 
bía procurado la parte interesada; 4o., cuando se trate de pro- 
bar el dolo o el fraude, o sea, obligaciones que nacen de los 
delitos y cuasidelitos; 5o., cuando, tratándose de un caso en 
que es de rigor la prueba escrita, existe un principio de prue- 
ba por escrito (Casación, 21 de abril de 1953, B. J. 513, p. 
616: 12 de mayo, 1954, B. J. 526, p. 848; 16 de noviembre, 
1956, B. J. 556, p. 2361;2 de julio, 1984, B. J. 884, p. 1649) 
esto es, de acuerdo con la definición dada por el art. 1347 del 
C. Civil, “todo acto por escrito que emane de aquel contra 
quien se hace la demanda, o de quien lo represente, y que 
hace verosímil el hecho alegado”, 60. cuando se trate de pro- 
bar, no un acto jurídico, sino un simple hecho, puesto que 
los términos del Art. 134] del C. Civil no se refieren sino a 
los primeros (Casación, 19 de octubre, 1928, B. J. 219, p. 
10). 

Carácter de las reglas sobre la prueba. Es discutida en 
doctrina la cuestión de saber cuál es el carácter, si de orden 
público o de interés privado, que es preciso atribuir a las re- 
glas anteriormente expuestas, que, en términos generales, dan 
la preferencia a la prueba escrita, y que solamente de modo 
excepcional o supletorio permiten la prueba testimonial o 
por presunciones, 00% 

Según algunos autores, quienes se fundan en la forma 
como están concebidos los arts. 1341 del C. Civil, 253 y 254 
del C. de Pr. Civil (hoy derogados), la prohibición de la 
prueba testimonial es una regla de orden público. De aquí re- 
sultaría que, aun en ausencia de oposición de la parte intere- 
sada, el tribunal debería rechazar, de oficio, el pedimento 
tendiente a administrar esa prueba, y que la nulidad resul- 
tante de la admisión de la prueba testimonial o por presun- 
ciones en un caso en que la ley no lo permite puede ser pro- 
puesta en todo estado de causa, aun por primera vez en ca- 
sación: 


(100) Glasson y Tissier, Traité, II, 601. 
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De acuerdo con otro sistema (Casación, 24 de febrero de 
1953, B. J. 211, p. 252), más generalmente aceptado, la pro- 
hibición de la prueba testimonial es de puro interés privado. 
Las partes, que son dueñas del objeto del proceso, salvo si se 
trata de una cuestión en que el orden público se halle intere- 
sado, pueden expresar o implícitamente convenir en los me- 
dios de prueba a utilizar en el proceso. 497 

Poderes del juez. Pueden concebirse dos sistemas para 
determinar los poderes del juez en la apreciación del resulta- 
do de la prueba: el sistema de la prueba libre, que consiste en 
otorgarle omnímoda potestad para formar su convicción 
apreciando sin trabas el resultado de la administración de la 
prueba; el sistema de la prueba legal, en el que se determina 
rígidamente cuál es el valor de cada uno de los medios de 
prucba. Nuestro derecho procesal civil adopta una combina- 
ción de ambos sistemas. 

La ley determina la fuerza probatoria respectiva de los 
escritos auténticos o bajo firma privada, de la confesión, del 
juramento. Respecto de estos medios de prueba el juez no 
tiene facultad de libre apreciación; desde que uno de ellos 
es producido en el proceso, él tiene que decidir conforme a la 
prueba administrada, aunque su convicción se haya formado 
en sentido contrario. 

En cambio, la ley no ha fijado anticipadamente cuál es 
la fuerza probatoria del testimonio, del peritaje, de las pre- 
sunciones de hecho. Tratándose de uno de estos medios de 
prueba, el juez tiene facultad para decidir conforme a su ín- 
tima convicción, aunque sea contraria al resultado obteni- 
do con la administración de tales pruebas (Casación, 24 de 
junio de 1952, B. J. 503, p. 1168). 

Resumiendo lo expuesto se ve que, en lo que concierne 
a los actos jurídicos, el sistema de la ley consiste en exigir 
que, en principio, sean probados por escrito, y en cambio re- 


(107) Aunque las disposiciones de los antiguos: arts. 253 y 254 del C. de Pr. Civil 
no fueron reproducidas por la L. 834, estos principios parecen indudable- 
mente desprenderse del art. 82 de la citada ley, cuando expresa que “El 
juez puede oir o interrogar a los testigos sobre todos los hechos para los 
cuales la ley admite la prueba aunque estos hechos no estén indicados en la 
decisión que ordene el informativo”. 
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pudiar las pruebas testimonial y por presunciones, salvo en 
algunos casos. No es un sistema de pruebas legales, sino un 
sistema legal de pruebas: el valor de algunas es predetermina- 
do: el valor de otras es materia de apreciación judicial. (109): 


SECCION I1—VERIFICACION DE ESCRITURA “°° 


Objeto. La verificación de escritura es el examen que se 
hace en justicia de un acto bajo firma privada, con el fin de 
comprobar si ha sido escrito o firmado por la persona a quien 
se le atribuye u opone. 

Como se ha expuesto, el establecimiento de la sinceridad 
del acto bajo firma privada puede ser objeto de una deman- 
da principal en reconocimiento de escritura. 

Hay que recurrir al procedimiento incidental de la veri- 
ficación de escritura (art. 1323 y s. del C. Civil) si en el pro- 
ceso en reconocimiento de escritura el demandado niega O 
declara no conocer el escrito que se le opone, o si en un pro- 
ceso sobre el fondo una de las partes niega o declara no cono- 
cer el acto bajo firma privada que le opone su contraparte. 


(108) V. Casación, 2 de julio, 1984, B. J. 884, p. 1649, citada. 


(109 El procedimiento de la verificación de escritura y la inscripción en false- 
dad, ha sido objeto de importantes modificaciones en Francia a partir del 
Decreto del 17 de diciembre de 1973, y luego en el Nuevo Código de Pr. 
Civil (Art. 285 a 316). Estas disposiciones no fueron adoptadas en las re- 
formas de 1978 en nuestra legislacion. 

Fundamentalmente, el procedimiento de la inscripción en falsedad, 
en Francia, ha sido simplificado, pudiéndose interponer tanto por la vía 
principal como por la vía incidental, 

Por otra parte, los incidentes relativos a la prueba escrita no son de 
la exclusiva competencia de los juzgados de primerainstancia. Un incidente 
relativo a la verificación de escritura puede ser conocido, en determinados 
casos, por la corte de Apelacion o el tribunal de excepción, evitándose en 
esa forma, las dilaciones que presenta el antiguo sistenía, En efecto, cuando 
surge una verificación de escritura en forma incidental, es el juez apoderado 
de la accion principal quien Conocerá del incidente. Se evita así la dilación 
del procedimiento motivado por una cuestión prejudicial, Si por el contra- 
rio la verificación de escritura se presenta como acción principal, la compe- 
tencia es exclusiva para el juzgado de primera instancia, En lo que respecta 
a la inscripción en falsedad, el tribunal de primera instancia es competen- 
te en caso de ejercicio de la accion por la via principal o cuando se presen- 
ta ante un tribunal de excepción. Pero en caso de falsedad incidental, es 
competente el juzgado de primera instancia o la corte de apelación, si es 
en esta jurisdicción que se propone el incidente. Esta solución da más am- 
plitud a la jurisdicción de la corte de apelación y evita romper el ritmo del 
procedimiento ante este tribunal, que es de derecho común (V. Jean Vin- 
cent, Procedure civile, p. 917 ys.). 
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El hecho de producir un acto bajo firma privada, como fun- 
damento de una demanda o de una defensa, implica necesa- 
riamente intimación a la parte contraria para que acepte o 
no el documento; el desconocimiento del escrito conlleva la 
necesidad de su verificación, como medida previa para esta- 
blecer si procede o no de la parte a quien se le opone, o de 
sus causantes. 

Cuestión de competencia. Ratione materiae, el tribunal 
competente para conocer de la demanda en verificación de es- 
critura, sea principal o incidental es elj. de primera instancia. 
Por lo tanto, cuando en el curso de un proceso ante el j. de 
paz sobreviene la negación o el desconocimiento de un es- 
crito bajo firma privada, esa jurisdicción debe, conforme al 
Art. 14, sobreseer a su fallo sobre lo principal, hasta tanto el 
j. de primera instancia que debe ser apoderado por la acción 
principal, decida acerca de la sinceridad del documento. En 
cambio, parece que es preciso admitir que el T. de Tierras 
puede, en virtud de lo dispuesto en los Arts. 7 y 9 de la L. de 
Registro de Tierras conocer de una verificación de escritura 
surgida incidentalmente en un procedimiento de su compe- 
tencia. 

Cuestión de procedimiento. Cuando en el curso de un 
proceso comercial ante elj. de p. i. surge la negación o el des- 
conocimiento de un acto bajo firma privada, el tribunal debe 
sobrescer su decisión sobre el fondo hasta tanto la parte inte- 
resada someta la cuestión de la sinceridad del documento, por 
acción principal, al mismo tribunal, en la forma de los 
asuntos civiles. Es la interpretacion que precisa dar al art. 
427, en presencia del principio de la unidad de jurisdicción 
del j. de p. i. 

Forma de la demanda. Como toda demanda incidental, 
ésta se introduce por acto de abogado. Es demandante en el 
incidente la parte que pretende que el escrito es sincero; es 
demandada la parte a quien el escrito le es opuesto. Tanto el 
demandante como el demandado en lo principal pueden ser 
demandantes en la verificación. Ejemplos: si el deudor 
demandado en cobro de un crédito niega que suscribió el tí- 
tulo que sirve de fundamento a la demanda, el demandante 
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en lo principal será al mismo tiempo demandante en la verifi- 
cación; si ese demandado pretende que ha pagado y aduce co- 
mo prueba del pago un recibo que atribuye a su acreedor, di- 
cho demandado será el demandante en el incidente de verifi- 
cación de escritura, y será demandado el demandante en lo 
principal. 

Actitud del demandado. Si el demandado en el inciden- 
te de verificación incurre en el defecto (por falta de concluir 
naturalmente, puesto que, por hipótesis, ambas partes están 
litigando un asunto civil), el tribunal debe tener el escrito co- 
mo reconocido por analogía con lo que dispone el art. 194. 
Si el demandado en el incidente reconoce el escrito que se 
le opone, el tribunal debe dar de ello constancia al demandan- 
te, y condenar en costas a éste (v. supra, Tit. X, Cap. I, Sec- 
ción V). Si ese demandado persiste en no reconocer el docu- 
mento, el tribunal puede optar entre proceder él mismo a la 
verificación, o prescribir que se haga la verificación por uno 
o varios de los medios de prueba autorizados por los arts. 
195 ys. 

Poderes del tribunal. En presencia de la producción de 
un documento bajo firma privada y de la negativa a aceptarlo 
por parte de quien se le opone, el tribunal puede, si el docu- 
mento no le parece sincero, desecharlo del debate sin proce- 
der a su verificación; inversamente, puede rechazar enseguida 
la demanda de verificación si el documento le parece sincero. 
En otros términos cada vez que está convencido de que la 
producción o la negacion del documento es una maniobra 
fraudulenta de parte del litigante que lo produce o que lo nie- 
ga, el tribunal puede rechazar o admitir el documento, y pa- 
sar adelante a la instrucción del proceso (Rouen, 15 de octu- 
bre, 1968, D. 1969, 195). 

Estas soluciones están en aparente contradicción con lo 
dispuesto en el art. 1324 del C. Civil, que manda proceder a 
la verificación desde que el documento es negado; pero se ad- 
mite generalmente que ese texto solamente se refiere de una 
manera general al procedimiento de la verificación, no a los 
poderes del juez para prescribirla o desecharla, y que deben 
prevalecer los términos del art. 195 del C. de Pr. Civil, según 


— 233 — 








los cuales “podrá ordenarse” la verificación del documento 
producido por una de las partes y negado o desconocido por 
la otra. 

Cuando es necesario proceder a la verificación, por exis- 
tir una contestación seria acerca de la sinceridad del docu- 
mento, el tribunal puede hacerla por sí mismo, sin necesidad 
de recurrir al procedimiento indicado en los arts. 195 y s.: 
la verificación es obligatoria, pero no el uso de los procedi- 
mientos de verificación prescritos por la ley (Casación: 28 
de noviembre de 1947, B. J. 448, p. 780; marzo, 1960, B. 
J. 596, p. 593; septiembre, 1963, B. J. 638, p. 1004; 16 de 
noviembre, 1983, B. J. 876, p. 3584. 

Si no se encuentra en condiciones de proceder por sí 
mismo a la verificación, el tribunal la ordena mediante sen- 
tencia interlocutoria, por uno o por varios de los modos de 
prueba que autoriza el Art. 195: por títulos, por peritos o 
por testigos. Se admite generalmente que cuando el tribunal 
ordena la verificación, ésta no puede hacerse sino mediante 
esos procedimientos, y que la forma de ellos no puede ser 
cambiada. 

Verificación por títulos. Procede emplear esta forma 
cuando el demandante en el incidente de verificación produce 
un acto auténtico en el cual ha figurado la firma del acto bajo 
firma privada que se trata de verificar, y en el que se hace 
mención de dicho documento. Igualmente puede servir para 
ese fin un acto bajo firma privada reconocido o no contesta- 
do, que relate el tenor del acto sometido a la verificación. 

Esta forma de verificación se practica directamente por 
el tribunal, y sin procedimiento. 

Verificación por peritos. Consiste en el examen del do- 
cumento contestado por personas experimentadas. 

El peritaje es ordenado por la sentencia que prescribe la 
verificación. Esta sentencia contiene tres disposiciones, de 
acuerdo con los arts. 196 y 197: nombra juez comisario; 
nombra los peritos; ordena el depósito del documento en se- 
cretaría. 

Juez comisario. En el procedimiento de verificación de 
escritura ante el j. de p. i. el juez-presidente se designa a 
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sí mismo juez comisario. En la c. de a., uno de sus miembros 
es designado juez comisario. 

Peritos. La sentencia debe nombrar tres peritos, salvo 
que las partes hayan convenido por anticipado en designarlos 
ellas mismas, dispone el art. 196. Esta disposición deroga el 
derecho común en materia de información pericial (art. 303 
y s.), en que las partes pueden convenir en que el peritaje sea 
hecho por un sólo perito en vez de tres, y en reemplazar por 
otros los peritos designados por el tribunal, 


Depósito del documento. En último lugar disponen los 
art. 196 y 198, la sentencia ordena que el documento a veri- 
ficar sea depositado en secretaría, “después de haberse hecho 
constar su estado, y que haya sido firmado y rubricado por el 
demandante o su abogado y por el secretario, que extenderá 
acta del todo”. En esta acta el documento controvertido de- 
be ser descrito lo más exactamente posible, a fin de establecer 
su identidad. Al demandado en el incidente se le notificará el 
depósito, y se le intimará al mismo tiempo para que tome co- 
municación del documento, sin extraerlo de la oficina; el de- 
mandado, su abogado o su apoderado especial, rubricará el 
documento. De estas diligencias también levantará acta el se- 
cretario. 

Documentos de comparación. Practicadas las diligencias 
mencionadas, el juez comisario, dispone el art. 199, median- 
te auto dictado a instancia de la parte más diligente, determi- 
nará la fecha en que las partes deben concurrir ante él para 
convenir en los documentos de comparación, o sea cuáles son 
los actos emanados de la parte a quien se le opone el docu- 
mento impugnado que deberán servir de base para el trabajo 
de los peritos. Si, en el día indicado, no concurre el deman- 
dante a esas operaciones, el tribunal podrá decidir, en vista 
del informe del juez comisario 4% que el documento con- 
trovertido será desechado; si es el demandado quien no 
concurre, el tribunal podrá, en la misma forma, tener el do- 


(110) Es obvio que, cuando el procedimiento de verificación de escritura se de- 
senvuelve ante el j. de p. i., el mismo juez, que actúa de comisario, limita su 


actuación aincluir ese informe en el expediente. 
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cumento como reconocido. Esta sentencia es susceptible de 
oposición; en caso de ser retractada, la parte más diligente 
acude nuevamente al juez comisario para que dicte otra vez 
auto que fije nueva fecha para la comparecencia ante él 

Si las partes concurren ante el juez comisario y convie- 
nen en los documentos de comparación, se levanta acta en 
que son indicados esos documentos. 

Si, por el contrario, no hay acuerdo, el tribunal admitirá 
como documento de comparación únicamente, según lo 
dispone el art. 200: las firmas puestas en actos otorgados an- 
te notario, o ante el juez y el secretario actuando conjunta- 
mente; los documentos firmados por el demandado en cali- 
dad de juez, secretario, notario, abogado, alguacil, o ejercien- 
do alguna otra función pública; los escritos bajo firma pri- 
vada reconocidos por el demandado. 

El art. 200 dispone que si la negación o el desconoci- 
miento no son relativos sino a una parte del documento, el 
resto del mismo puede servir como documento de compara- 
ción. 

El tribunal no está obligado a admitir como documentos 
de comparación todos los que reúnan las condiciones exigidas 
por la ley, sino que puede seleccionar de entre ellos los que, 
a su juicio, sean suficientes para fijar la opinión de los peritos. 

Cuando los documentos aptos para servir de compara- 
ción se encuentren en poder de un tercero, oficial público o 
particular, el juez comisario podrá disponer, de acuerdo con 
el art. 201 que esas personas lleven los documentos al lugar 
en'que deba hacerse la verificación. Si hay peligro en el trans- 
porte de los documentos, O si el detentador de ellos se en- 
cuentra muy alejado, el tribunal podrá de acuerdo con los 
arts. 202 y 203, en vista del informe del juez comisario, y 
previo dictamen fiscal, disponer que la verificación se haga en 
la residencia del depositario o en un lugar próximo. Tratán- 
dose de un depositario que Sea funcionario público, él expedi- 
rá copias de los documentos, las que, después de cotejadas 
con los originales por el j. de p. i. del distrito, reemplazarán 
los documentos originales hasta su devolución. 

Intimaciones. El art. 204 dispone que la parte más di- 
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ligente deberá citar ante el juez comisario, para la fecha fija- 
da por él mediante auto, a los peritos que presten juramento, 
a los depositarios para que presenten los documentos de com- 
paración, y a la parte contraria para que presencie esas opera- 
ciones. 

Si no concurre uno de los peritos, las partes pueden con- 
venir ante el juez comisario en Su reemplazo; de lo contrario, 
el tribunal designará otro perito. La inasistencia de una de las 
partes no obsta para que las operaciones continúen. Si un 
depositario de documentos no concurre, las operaciones de- 
ben ser suspendidas hasta que el tribunal resuelva. 

Cuando los depositarios aportan los documentos, el 
juez comisario puede disponer de acuerdo con el art. 205, 
o que ellos presencien la verificación a fin de conservar la cus- 
todia de los documentos, retirándolos después de cada vaca- 
ción, o que los documentos queden en manos del secretario. 
En este caso, el depositario que es funcionario público podrá 
sacar copia de esos documentos en la forma indicada por el 
art. 203. 

Confección de un escrito. Cuando no existen documen- 
tos de comparación, O cuando son insuficientes, el juez comi- 
sario puede prescribir una medida extrema, según lo dispone 
el art. 206: que el demandado escriba lo que le dicten los pe- 
ritos, previa citación hecha al demandante, a fin de que 
presencie esta operación. Si el demandado, sin excusa justi- 
ficada, se niega a confeccionar el escrito que le dicten los 
peritos, el tribunal podrá tener como Teconocido el documen- 
to impugnado. 


Operaciones periciales. Después de cumplidas las for- 
malidades anteriormente mencionadas, el art. 207 dispone 
que las partes deben retirarse a fin de que los peritos 
procedan a la verificación. De acuerdo con el art. 208, los 
peritos deben practicar la verificación conjuntamente, en se- 
cretaría y en presencia del secretario o del juez si este lo dis- 
pone así, en una O varias vacaciones. 

Informe pericial. El art. 210 manda que los tres peritos, 
por mayoría de votos, adopten un informe común y motiva- 
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ao; pero podrán indicar los motivos de la opinión de la mino- 
rfa, sin mencionar el nombre del perito que la sustentó. El 
art. 209 dispone que el informe deberá ser anexado al expe- 
diente, y que los documentos sean devueltos a los deposita- 
rios, quienes darán recibo al secretario. 

Prueba testimonial. Por último, los arts. 211 y s. autori- 
zan a establecer la sinceridad del documento contestado por 
medio de la prueba testimonial. Con esta prueba se tiende a 
establecer tan sólo, directa o indirectamente, el hecho 
material de que el demandado o su causante escribió el do- 
cumento impugnado, no la existencia del derecho comproba- 
do en el documento. Es lo que resulta de los términos del 
art. 211, que permite citar como testigos a “aquellos que han 
visto escribir y firmar el documento en cuestión, o que tuvie- 
sen conocimiento de los hechos que puedan servir a descubrir 
la verdad”. 

s La información testimonial se practica como en materia 
ordinaria dispone el art. 212, salvo que no es preciso articu- 
a g los hechos a probar, como lo manda el art. 

Sentencia. Administrados los medios de prueba, las ac- 
tas en que constan son depositadas en secretaría, y la parte 
más diligente llama a su contraparte, por acto recordatorio 
a discutir su resultado. : 

La sentencia decide si el documento es sincero o no. En 
el primer caso el documento es considerado como probatorio 
en el proceso sobre lo principal. El art. 213 dispone que al 
demandado que sucumbe se le impone una multa de 5 pesos 
además de condenársele al pago de las costas y de la idem: 
nización que fuera procedente. 

f El tribunal puede, por una sola sentencia, decidir sobre 
el incidente de verificación y sobre el fondo. 

La sentencia es apelable o no, según que lo sea o no la 
sentencia sobre el fondo. 


(111) V, las disposiciones de los arts. 73 a 100 de la L. 834 de 1978. 
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SECCION II—INSCRIPCION EN FALSEDAD 


$ I-PRINCIPIOS GENERALES 


La falsedad. En términos generales, la falsedad consiste 
en la alteración de la verdad de un escrito. Puede ser material 
o intelectual. Hay falsedad material cuando un escrito es 
confeccionado mediante falsas firmas o por imitación de la 
escritura de una persona, O cuando un escrito ha sido altera- 
do mediante adiciones O supresiones; hay falsedad intelec- 
tual cuando, al redactarse un acto, se escriben cláusulas que 
no son las convenidas. Pueden ser falsos tanto los actos au- 
ténticos como los actos bajo firma privada. Pero es evidente 
que sólo en los primeros pueden darse las dos figuras de la 
falsedad: en un acto bajo firma privada puede solamente 
existir la falsedad material, puesto que la inserción de cláusu- 
las no realmente convenidas constituye, no una falsedad, si- 
no una simulación. 

Aspecto civil; aspecto penal. La falsedad, sea material o 
intelectual, constituye una infraccion penal cuando reúne los 
caracteres especificados por los arts. 145 y s. del C. Penal. 
Da origen, naturalmente, a la accion pública, que ejerce la 
persona perjudicada con la infracción, para obtener la repa- 
ración del perjuicio irrogado por la falsedad. Esas acciones 
están regidas por normas que estudia el derecho procesal pe- 
nal (art. 1o. y s. del C. de Pr. Criminal). 


Terminología. En los art. 1319 del C. Civil y 250 del 
C. de Pr. Civil el legislador ha perdido de vista las reglas traza- 
das en el C. de Pr. Criminal para el ejercicio respectivo de la 
acción pública y de la acción civil, oponiendo, en el primero 
de esos textos, la querella por falso principal ala inscripción 
en falsedad hecha incidentalmente, y permitiendo al deman- 
dante, en el segundo, recurrir a la vía criminal. Este lenguaje 
es evidentemente incorrecto, puesto que los particulares no 
tienen en ningún caso el ejercicio de la acción pública. 

Inscripción en falsedad. Al lado de esas dos acciones, la 
ley ha regulado otra, que llama inscripción en falsedad, bajo 
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la forma de un procedimiento incidental encaminado a la 
comprobación de la falsedad, y consiguientemente a la supre- 
sión del documento falso o a la reconstrucción del documen- 
to alterado (art. 214 y s.). 

Falsedad principal. Es muy debatida la cuestión de 
saber si la declaración de la falsedad de un documento puede 
ser objeto, no solamente del procedimiento incidental de la 
inscripción en falsedad, sino también de una acción principal. 

Los autores 12 , en general, se inclinan a admitir que 
un interesado, temeroso de ser perjudicado por la falsedad de 
un documento, puede, en ausencia de proceso sobre el fondo, 
incoar una acción principal en declaracion de la falsedad de 
ese documento; se trataría de una acción meramente decla- 
rativa, que debe ser admitida en ausencia de disposicion pro- 
hibitiva de la ley. 

La jurisprudencia, por el contrario, fundándose en los 
términos empleados por los arts. 1319 del C. Civil y 250 del 
C. de Pr. Civil, y en la rúbrica De la Falsedad como Inciden- 
te Civil del título que encabeza el art. 214, establece que la 
declaración de falsedad no puede ser obtenida sino inciden- 
talmente en el curso de un proceso en que sea invocado el do- 
cumento falso (v. Casación, 7 de septiembre de 1956, B. J. 
554, p. 1893). 

Actos a que se aplica. La falsedad, como se ha visto, 
puede ser cometida tanto en un acto auténtico como en uno 
bajo firma privada; de ahí que el procedimiento de la inscrip- 
ción en falsedad sea aplicable a ambos actos. 

El acto auténtico es fehaciente hasta inscripción en fal- 
sedad respecto de los hechos que el oficial público actuante 
tiene misión de comprobar y que atesta haber comprobado: 
es preciso inscribirse en falsedad para rebatir la sinceridad de 
una de esas comprobaciones. Por el contrario, las afirmacio- 
nes hechas en el acto por el oficial público, fuera de sus atri- 
buciones legales, pueden ser combatidas por toda clase de 
pruebas, sin necesidad de inscripción en falsedad. Ejemplo: 
la mención hecha por el alguacil en la citacion, de la persona 


(112) Glasson y Tissier, Traité, II, 623, Garsonnet y Cézar-Bru, Pralté, II, 282, 
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a quien entregó la copia, no puede hacerse caer sino mediante 
inscripción en falsedad; en cambio, puede impugnarse en 
cualquier forma la enunciación en ese acto de una declaración 
del demandado hecha al alguacil en el momento de notifi- 
car. Tampoco hay que inscribirse en falsedad para probar 
que las declaraciones hechas por las partes ante el oficial pú- 
blico, un notario por ej., son simuladas: la simulación puede 
ser probada en este caso por todos los medios, puesto que es 
obra de las partes, y no del oficial público. 

Por otra parte, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 
214, el acto bajo firma privada puede ser también objeto de 
una inscripción en falsedad, aunque “haya sido verificado, sea 
con el demandante, sea con el demandado en falsedad, si la 
verificación no ha tenido por objeto una persecución de fal- 
sedad principal, o incidental, y aun cuando, fuera de esta ex- 
cepción, haya intervenido sentencia fundada en dicho docu- 
mento como verdadero”. El sentido de esta disposición es 
motivo de controversia. Algunos autores piensan que se refie- 
re a la hipótesis de que un documento, reconocido judicial- 
mente sincero sobre un punto, encierre una falsedad en otra 
parte, o haya sido alterado después de la sentencia que lo ve- 
rificó. Pero generalmente se la interpreta como derogatoria 
del principio de la autoridad de la cosa juzgada inherente a la 
sentencia; en este caso, aunque verificado en juicio, el acto 
bajo firma privada puede ser impugnado, mediante inscrip- 
ción en falsedad, por la persona contra quien fue verificado. 

Naturaleza de este procedimiento. Resulta de los art. 
214 y s. y 470, y de los art. 164 de la L. de O. J., y 47 y s. de 
la L. 3726 de 1953, que la inscripción en falsedad es un pro- 
cedimiento establecido por la ley en relación con los asuntos 
civiles de la competencia del j. de p. i. con los asuntos, sean 
comerciales o civiles, de que conoce la c. de a., y con respec- 
to al recurso de casación en materia civil y comercial. 
Requiere siempre, por lo tanto, el ministerio de abogado. 

Cuando ante el j. de paz surge este incidente, el art. 14 
manda a dar constancia a la parte de su deseo de inscribirse 
en falsedad, y remitir la causa ante el juez competente. 

El j. de p. i. no puede instruir en la forma comercial el 
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incidente de inscripción en falsedad; según lo dispone el art. 
427, debe sobreseer el conocimiento del proceso para que las 
partes se provean en la forma civil. 

El T- de T. tiene competencia para conocer de un alega- 
to de falsedad contra un documento depesitado en apoyo de 
una reclamación, en virtud de lo dispuesto por los art. 329 y 
s. de la L. de R.de T., que lo autoriza a declarar falso el títu- 
lo presentado o el título de donde éste protede. (v. Casación, 
3 de julio de 1951, B. J. 492, p. 780). 


Marcha del procedimiento. La instracción de este inci- 
dente se halla dividida en tres etapas, cada una de las cuales 
se termina por una sentencia: la., debateacerca de la admisi- 
bilidad de la demanda; 2a., debate sobre la admisibilidad de 
los medios de falsedad; 3a., discusión de hs pruebas de la fal- 
sedad. 


Es un procedimiento mucho más complicado que el de 
la verificación de escritura. Además, susresultados son más 
graves, puesto que puede conducir a la elininación de un acto 
auténtico. El orden público se halla evidentemente interesa- 
do en la marcha del procedimiento; de aq1í la disposición del 
art. 249, que exige que sea homologada judicialmente la tran- 
sacción pactada respecto de la demanda, yla del art. 251, que 
requiere el dictamen del ministerio público antes de toda sen- 
tencia, aún de instrucción. 

En la práctica, sin embargo, este procedimiento resulta 
relativamente breve, a causa del poder retonocido al tribunal 
de resolver el incidente desde un principie, o antes de llegar a 
la última fase, cuando ya se ha formade su convicción: el 
tribunal puede, antes de decidir sobre la admisibilidad de la 
demanda, examinar los medios de prueba y si no le parecen 
convincentes, rechazar la demanda: o, inversamente, decidir 
por una misma sentencia acerca de la admisibilidad de la de- 
manda y sobre el mérito de los medios Œ prueba. En otros 
términos: el incidente puede no recorrerlas tres etapas men- 
cionadas, sino por el contrario terminar 'avorable o adversa- 
mente a la demanda desde el primer monento, o al final de la 
primera o de la segunda etapa (v. Casación: 18 de octubre de 
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1933; B. J. 279, p. 12; 22 de mayo de 1936, B. J. 310, p. 
236; octubre de 1959, B. J. 591, p. 2188). 


$ II-ADMISION DE LA DEMANDA 


Intimación. De acuerdo con lo que dispone el art. 215, 
el que quiera inscribirse en falsedad, que puede ser el deman- 
dado o el demandante en el proceso sobre lo principal, debe 
intimar a su contraparte, por acto de abogado, para que 
declare si quiere o no servirse del documento, advirtiéndole 
que, en caso afirmativo, se inscribirá en falsedad. 

En materia comercial ante el j. de p. i., y ante el j. de 
paz, la intimación es hecha por acto de alguacil, a fin de pro- 
poner, en audiencia, el sobreseimiento de lo principal, y pro- 
veerse luego en la forma que proceda. 

Declaración del demandado. El art. 216 dispone que el 
demandado, por acto de abogado suscrito por él o por su apo- 
derado con poder especial y auténtico, tiene que declarar, 
dentro de los ocho días de la intimación, si hará o no uso del 
documento. 

Este plazo no es prescrito a pena de caducidad. El de- 
mandado puede responder afirmativamente hasta tanto el 
demandante no ha obtenido sentencia que rehace el docu- 
mento impugnado (Casación, 25 de abril de 1936, B. J. 309, 
p. 183), puede también obtener una prorrogación del plazo 
(Casación, 24 de julio de 1931, B. J. 250, p. 76). 

Si el demandado no contesta, el art. 217 dispone que el 
demandante puede obtener sentencia que declare desechado 
el documento. 

Si el demandado contesta que no quiere servirse del do- 
cumento, el art. 217 manda también que el documento sea 
desechado. Esta declaración del demandado equivale a una 
confesión de la falsedad del documento impugnado, y no 
puede por consiguiente ser retractada, aun antes de la senten- 
cia, a menos que no haya incurrido en error al formularla. 

Inscripción en falsedad. Cuando el demandado en el in- 
cidente ha respondido que desea usar el documento, el art. 
218 prescribe que el demandante declare que se inscribe en 
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falsedad, por acto otorgado en secretaría, firmado por él 
o por su apoderado con poder especial y auténtico. 

Audiencia. El incidente es llevado a la audiencia, de 
acuerdo con el art. 218, mediante acto recordatorio, a fin de 
pedir la admisión de la falsedad. 

Sentencia. El tribunal puede, en esta primera fase del 
procedimiento: o desestimar la inscripción en falsedad, si el 
documento le parece intachable, y, si el asunto principal se 
halla en estado, decidirlo al mismo tiempo que desestima la 
demanda incidental (Casación, octubre 1959, B. J. 591, p. 
2181); o por el contrario acoger la demanda en inscripción en 
falsedad, si desde ese instante estima que el documento im- 
pugnado es falso. 

Si, por el contrario, el tribunal entiende que hay dudas 
serias, debe limitarse a admitir la inscripción en falsedad, dic- 
tando al efecto sentencia que designa juez comisario que se 
encargue del procedimiento (en primera instancia el mismo 
juez presidente se designa comisario). 41% Por esta misma 
sentencia puede ordenarse, conforme lo dispone el art. 1319, 
del C. Civil, que se suspenda la ejecución del acto impugnado. 
Además, el tribunal debe aplazar el fallo sobre la demanda 
principal, a menos que resulte de los hechos de la causa que la 
prueba de la falsedad no tiene influencia alguna sobre ella. 

El demandante en el incidente, disponen los art. 246 y 
s., incurre en una multa de 60 pesos y puede ser condenado a 
pagar indemnizaciones al demandado, si, después de admitida 
la inscripción en falsedad, desiste de la demanda, o no prac- 
tica las diligencias necesarias para impulsar el procedimiento, 
o si la demanda es rechazada. 


$ [II--PRESENTACION DE LOS MEDIOS DE FALSEDAD 


Depósito del documento. En los tres días de la notifi- 
cación de la sentencia que declara admisible la inscripción en 


. (113) y, Casación, 19 de diciembre, 1979, B. J. 829, p. 2650, De acuerdo con 
esta jurisprudencia, al tribunal le basta establecer que el documentos es sus- 
ceptible de ser atacado por la vía:de la falsedad y que sea capaz de influir 
sobre la solución final del proceso, sin necesidad de examen ni ponderación, 
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falsedad, el demandado tiene que depositar en secretaría el 
documento impugnado según lo dispone el art. 219. Este pla- 
zo es puramente conminatorio. El documento no puede ser 
excluído del proceso por la única razón de que su depósito 
haya sido efectuado tardíamente. Además, el juez puede pro- 
rrogarlo. 

Si el documento impugnado es una copia, el juez comi- 
sario puede ordenar, disponen los art. 221 y s., que el deman- 
dado haga depositar el original por los depositarios corres- 
pondientes. 

Acta. Los art. 225 y s. disponen que, luego de hecho el 
depósito en secretaría del documento controvertido, el de- 
mandado notifica ese depósito al demandante, por acto de 
abogado, llamándolo para que se halle presente en la redac- 
ción del acta que debe levantar el juez comisario, asistido del 
secretario, con asistencia del ministerio público, en la que se 
hará constar el estado del documento. 

El documento así depositado está sujeto al examen del 
demandante, sin poderlo extraer de la secretaría, según lo 
dispone el art. 228. 

Presentación de los medios. Dentro de los ocho días de 
levantada esa acta, dispone el art. 229, el demandante notifi- 
cará al demandado la articulación de los medios en que apoya 
la demanda, esto es, la enunciacion de “las circunstancias y 
pruebas que han de servir para establecer la falsedad”. El art. 
230 prescribe que en la octava siguiente el demandado con- 
testará en la misma forma. Ambos plazos son puramente 
conminatorios. 

Si el demandante no notifica los medios de falsedad, el 
demandado puede proseguir la audiencia, a fin de hacer dese- 
char la demanda; si el demandado no contesta, el demandante 
puede actuar en la misma forma para hacer desechar el docu- 
mento. 

Acto recordatorio. Tres días después de las notificacio- 
nes puestas respectivamente a cargo del demandante y el de- 
mandado, uno cualquiera de ellos puede llevar el incidente a 
la audiencia, mediante acto recordatorio. 

Sentencia. Después de ofr el dictamen del ministerio 
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público, el tribunal puede estatuir inmediatamente en el sen- 
tido de la admisión o del rechazamiento de la inscripción en 
falsedad, si ya tiene formada opinión en uno u otro sentido. 
En el caso contrario, ordena que se administre la prueba de la 
falsedad sea por títulos, sea por testigos, sea por medio de un 
peritaje, según lo dispone el art. 232 (v. Casacion, 13 de ma- 
yo de 1955, B. J. 538, p. 878). 


IV—DISCUSION DE LAS PRUEBAS 


Instrucción. La prueba de la falsedad es administrada, 
como se ha visto, por títulos, por testigos o por peritos, o por 
varios de esos medios en la misma forma que en materia de 
verificación de escritura disponen los art. 232 y s. 

Terminada la producción de las pruebas, la parte más di- 
ligente notifica a su contraparte, por acto de abogado, la co- 
pia sea del informe pericial, sea del acta de la información tes- 
timonial, como asimismo de todos los documentos produci- 
dos en el incidente, a fin de ponerla en condiciones de presen- 
tar sus defensas acerca del incidente. En seguida la audiencia 
puede ser perseguida por acto recordatorio. 

Sentencia. Después de oir el dictamen del ministerio pú- 
blico, el tribunal dicta sentencia definitiva. 

Si rechaza la demanda, el documento impugnado es te- 
nido por verídico entre las partes. Además, el demandante 
incurre en la multa antes mencionada, y puede ser condenado 
a indemnizar al demandado conforme lo dispone el art. 
246. (114) 

Si por el contrario, el tribunal admite la demanda, el 
documento impugnado pierde su fuerza probatoria, y es de- 
sechado del proceso. El tribunal puede, dispone el Art. 241, 
ordenar las siguientes medidas: 1ra., la supresión o laceración 
del documento, o sea su destrucción, si se trata de un acto 


(114) La Suprema Corte ha interpretado extensivamente el art. 246, al conside- 
rar fundamentada la indemnización concedida al demandado ¿h falsedad 
en las hipótesis previstas en el art. 247, En su sentencia del 13 de mayo de 
1955, B. J. 538, p. 870, citada, se consideró válida la indemnización con- 
cedida en un caso de caducidad. 
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aislado; 2a., la radiación del documento, o lo que es lo 
mismo, que sea tachado, total o parcialmente, lo primero si 
es falso totalmente, lo segundo si es sólo parcialmente falso, o 
si forma parte de un registro público; 3a., la reforma del do- 
cumento, que consiste en suprimir sobre la copia las palabras 
que no se encuentran en el original, poner en su lugar las pala- 
bras que han sido traspuestas, escribir correctamente las pa- 
labras que fueron mal escritas; 4a., el restablecimiento del 
acto impugnado, o sea, la reintegración al documento de las 
partes que se le han omitido o suprimido por medio de la-fal- 
sedad, o la corrección de la parte que le fue alterada. 

Los plazos para ejercer los recursos, tanto ordinarios, 
oposición y apelación, como extraordinarios, revisión civil y 
casación, son en este caso, prescribe el art. 241, contraria- 
mente a lo que ocurre en el derecho común, suspensivos de la 
ejecución de esas medidas; para llevarlas a cabo es necesario, 
pues, aguardar a que la sentencia haya adquirido la autoridad 
irrevocable de cosa juzgada. 

Indicios de un crimen de falsedad. Si en el curso de este 
procedimiento se descubre la comisión del crimen de false- 
dad, cuyo autor esté vivo, el tribunal y el agente del minis- 
terio público proceden de acuerdo con lo que disponen los 
art. 239 del C. de Pr. Civil y 330 del C. de Pr. Criminal. El 
tribunal puede ordenar el arresto del culpable, o trasmitir 
el expediente al ministerio público; en todo caso éste puede 
incoar la acción pública, conforme al derecho común. 

Por su parte, el art. 250 autoriza al demandante a ejer- 
cer la acción civil accesoriamente a la acción pública, también 
conforme al derecho común. 

La instrucción del incidente queda suspendida, desde el 
momento en que se inician esas actuaciones, y hasta tanto sea 
resuelta la cuestión penal. El art. 250 permite al tribunal, sin 
embargo, decidir sobre el incidente de inscripción en false- 
dad, antes de que sea resuelta la cuestión penal, si estima que 
puede ser instruido y juzgado independientemente del docu- 
mento impugnado. 

Cuestión de cosa juzgada. La sentencia condenatoria 
dictada con motivo de la persecución del crimen de falsedad 
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tiene una autoridad de cosa juzgada absoluta, que se impone 
al juez que conoce del incidente de inscripción en falsedad. 
En consecuencia, la condenación del autor de la falsedad im- 
pide que el incidente sea resuelto con el rechazamiento de la 
demanda. Por el contrario, cuando el autor de la falsedad 
sea descargado de la acusación porque el hecho no reúna las 
características del crimen de la falsedad, el documento| im- 
pugnado puede ser declarado falso en el procedimiento. rela- 
tivo a la inscripción en falsedad. 


SECCION IV—INFORMACION TESTIMONIAL 


Sistema del C. de Pr. Civil. L. 834 de 1978. La infor- 
mación testimonial tratada en los Art. 252 a 294 fue susti- 
tuida por las disposiciones de los Art. 73 a 100 de la L. 834, 
que constituyen una traducción y adecuación en algunos ca- 
sos, de las disposiciones de los Art. 204 y s. del Nuevo Có- 
digo de Pr. Civil Francés. 


De acuerdo con el Código de Pr. Civil existían dos tipos de pro- 
cedimientos para el informativo: el ordinario y el sumario. El procedi- 
miento ordinario era secreto, escrito y formalista. Los testigos, por de- 
rogacion de las reglas relativas a la publicidad de los procesos, depo- 
nían ante un juez comisario y no en audiencia del tribunal. De modo 
que el tribunal conocía de las declaraciones de los testigos no en forma 
inmediata, en audiencia, sino por la lectura del acta de dicha informa- 
ción testimonial levantada ante el juez comisario. Frente a este proce- 
dimiento, existía el informativo sumario, seguido en el procedimiento 
sumario, en los asuntos comerciales y ante las jurisdicciones de excep- 
ción. Este procedimiento era menos formalista, se realizaba en audien- 
cia y no era absolutamente necesario el levantamiento de un acta o pro- 
ceso verbal, a menos que el asunto fuera susceptible de apelación (Art. 
410 y 411). 

Se imponía pues dar un paso a un procedimiento más rápido y 
flexible, y menos expuesto a muchas y muy variadas causas de nulidad, 
por su carácter excesivamente formalista. 

En Francia, se iniciaron en las reformas en el año 1958, hasta 
culminar con la adopción de las actuales disposiciones del Nuevo Códi- 
go. 

Existe actualmente, tanto en Francia como en nuestra legislación, 
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un solo procedimiento para llevar a cabo la información testimonial, 
que en muchos aspectos ha tomado los principios del antiguo informa- 
tivo sumario. 

De acuerdo con las reformas ya mencionadas, al tiempo que ha 
sido atenuado el formalismo, se han extendido los poderes del juez en la 
dirección del procedimiento. 

De conformidad con las disposiciones de la L. 834 exis- 
ten dos tipos de informativo: el informativo ordinario (Art. 
91 a 99), y el informativo inmediato (Art. 100). El primero 
de ellos se aplica a los casos normales; el segundo permite al 
juez oir de inmediato la declaración de cualquier persona, en 
su despacho, en audiencia, o en cualquier otro lugar, en el 
curso de una medida de instrucción. 


Plan de exposición. Se expondrán en primer lugar los 
principios generales, muchos de los cuales son tomados de la 
obra como originalmente fue expuesta, dada su vigencia. A 
continuación se expondrán las características de los dos tipos 
de información previstos por la nueva legislación. 


$ I—-PRINCIPIOS GENERALES 


En qué consiste. La información testimonial (la ley dice 
tambien informativo) es el procedimiento prescrito para ad- 
mitir la prueba por testigos. 

Cuándo es posible. Aunque, como se ha visto, la prueba 
por testigos tiene un carácter excepcional, debido a la disposi- 
ción del Art. 1341 del C. Civil, que la prohibe en términos 
generales para establecer actos jurídicos que se refieran a co- 
sas cuyo valor exceda de 30 pesos “1% ; este modo de 


(115) Una parte de la doctrina francesa (Laurent) Principes de droit civil fran- 
çais, 5a. ed., T. 19 nos, 347 YS; Glasson y Colmet Daage, T. I, Nos. 757, Pp. 
809) estima que el consentimiento de las partes no puede derogar la pro- 
hibición del art. 1341, y que la parte que ha consentido en ella podría 
arguir la nulidad de la decisión que ha ordenado el informativo, La juris- 
prudencia francesa, sin embargo, se ha pronunciado en sentido contrario, 
La Corte de Casación ha afirmado que las disposiciones del art, 1341 no 
son de orden público y que las partes pueden renunciar a su aplicación 
(Civ, 6 de abril, 1960, Bull civ. I, No, 207; 25 de octubre, 1960, ob, cit. 
I, No, 456; 30 de enero, 1962, ob. cit, I, No.64;8 de mayo, 1962, ob, 
cit, I, No. 220; 22 de julio, 1964, ob, cit, I, No. 409), citadas por Dalloz, 
Encyclopedie Juridique, Vo, Enquete, Témoins, Attestations, Nos. 59 y 3. 
No podría, en consecuencia alegarse por primera vez en casación, el medio 
deducido de la violación del Art, 1341 gal C. Civil, 
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prueba es, sin embargo muy frecuente, dado el gran número 
de casos en que es permitida, por disposición expresa de la 
ley (116) 

Cómo es ordenada. La prueba testimonial puede ser 
prescrita de dos modos distintos: o a pedimento de una de 
las partes, o de oficio, según resulta de las disposiciones de los 
Art. 87 y 93 de la L. 834 de 1978, que sustituye los Art. 34, 
252,253 y 432 del C. de Pr. Civil. 

Cuando una de las partes pide que-se ordene una infor- 
mación testimonial, el tribunal puede no ordenarla si aprecia 
que la demanda no reune las condiciones para ser admitida, 
o si en ese momento su convicción se haya formada por otro 
de los medios de prueba constantes en el debate (Casación, 
8 de mayo, 1953, B. J. 514, p. 766). 

La información testimonial es/ordenada siempre por me- 
dio de una sentencia de instrucción. 

Hechos cuya prueba puede ser ordenada. Para que el tri- 
bunal pueda prescribir una información testimonial es preciso 
que los hechos sean pertinentes, concluyentes y admisibles; 
que su prueba no esté prohibida por la ley, y que sea posible 
probarlos por testigo (Casación, 22 de febrero, 1949, B. J. 
463, p. 99). Los hechos a probar deben también ser hechos 
controvertidos, esto es, negados por la parte contra quien se 
aducen. Si son reconocidos y no son negados, no debe ser of- 
denada una información testimonial, a menos que se trate de 
hechos que no puedan ser probados por la confesión como 
por ej. en materia de interdicción, de estado civil, etc. 

"Aunque los art. 73 a 100 de la L 834 no reproducen las 
disposiciones de los antiguos art. 34 y 253 del Código de Pr. 
Civil, ya derogados, las condiciones para la admisión de la 
prueba testimonial según se ha expuesto anteriormente, son 
exigibles. La disposición del art. 91 de la citada ley establece 
no solamente la obligación a cargo de la parte que solicita 


(116) Respecto de los poderes de los Jueces del fondo para ordenar una medida, 
y. Casación, octubre, 1950, B. J, 483, p. 1007; 17 de marzo de 1954, B. 
J. 524, p. 522; diciembre, 1949, B. J. 473, p. 1067. Sobre la posibilidad de 
recurrir al informativo cuando existe un acto, pero que es.oscuro o ambi- 
guo, v. Civ, 1ra, 3 de marzo de 1969, D. 1969, 477. a 
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una información testimonial de precisar los hechos a probar, 
sino que al jr -z compete determinar “los hechos pertinentes 
a probar”. 

Bajo el sistema de los antiguos textos, los jueces gozaban 
de un poder soberano para apreciar si los hechos presentados 
por la parte eran suficientemente precisos, y su decisión esca- 
paba al control de la corte de casación. Esta jurisprudencia 
es válida aún en el actual sistema, apesar de que el juez no se 
encuentra ligado por los hechos así precisados por las partes, 
en virtud de lo dispuesto por el art. 82 de la L. 834 (art. 213 
del C. de Pr. Civil Francés), en virtud del cual el juez está fa- 
cultado para interrogar a los testigos sobre hechos no indica- 
dos en la decisión que ordenó el informativo, cuando esta 
prueba es admitida por la ley. 

Carácter incidental. A diferencia del reconocimiento de 
escritura que puede ser introducido bajo la forma de una ac- 
ción principal, tendiente a establecer la existencia de la prue- 
ba escrita contenida en un documento bajo firma privada, re- 
sulta del conjunto de las disposiciones de los art. 73 y s. de 
la L. 834 como lo eran en virtud del Código de Pr. Civil, que 
la información testimonial, lo mismo que los demás medios 
de prueba, no se haya regulada sino como un procedimiento 
incidental surgido en el curso de un proceso sobre el fondo de 
los derechos alegados por las partes. 

Una parte de la doctrina sostiene, sin embargo, que a fal- 
ta de una disposición expresamente prohibitiva de la ley, la 
información testimonial, lo mismo que la administración de 
algunos otros medios de prueba, puede ser motivo de una de- 
manda principal; pero la jurisprudencia se inclina, de un mo- 
do general, a la solución contraria, (117) 

Clases de información. Como se expresó anteriormente, 
existen dos tipos de información testimonial, de acuerdo con 
las modificaciones introducidas por la L. 834: el informativo 
ordinario (art. 91 a 99) y el informativo inmediato (art. 
(117) En Francia, en virtud del art. 145 del Nuevo Código de Pr, Civil, puede una 

persona que justifique un intexés legítimo, solicitar una medida de instruc- 

ción, sea por requerimiento o por referimiento (v. Jean Vincent, Procedure 


Civile pág. 42; Dalloz, Nouvesu Code de procedure civile 1983, art. 146, y 
la juris prudencia citada, 
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100). Estas formas del informativo se aplican a toda materia 
y ante todas las jurisdicciones (art. 73). Los asuntos de que 
conoce el T. de Tierras están regidos además por las disposi- 
ciones de los art. 75 y s. de la L. de Registro de Tierras. 


H-LOS TESTIGOS 


Objeto del testimonio. Es hábil para declarar como tes- 
tigo toda persona que pueda suministrar informes sobre los 
hechos cuya prueba ha sido ordenada. El testigo es, en efec- 
to, la persona que relata lo que ha percibido por medio de los 
órganos de los sentidos, especialmente lo que ha visto u oído, 
en relación con los hechos de la causa. Debe, por consiguien- 
te, tener un conocimiento personal de esos hechos. Sin em- 
bargo, por extensión del concepto del testimonio, son citadas 
frecuentemente como testigos personas que solamente han 
oído hablar a otro acerca de esos hechos, o sobre lo que han 
oido referir en rumor público. Estos últimos testimonios 
son, evidentemente, muy débiles, y lo más que el juez puede 
hacer es tomarlos como simples indicios o presunciones más 
o menos sólidos. 

No obstante lo indicado, la jurisprudencia francesa an- 
terior al Nuevo Código de Procedimiento Civil admitió la 
validez del testimonio indirecto, especialmente en los casos 
en que éste versaba sobre lo que el testigo había conocido u 
oído de una persona determinada, pero era excluído en los 
casos en que era conducido a relatar las declaraciones de las 
personas cuyo testimonio directo era prohibido por ser par- 
tes en el proceso. 

Los principios establecidos por esta jurisprudencia no 
parecen haber perdido vigencia con la disposicion del art. 199 
del Nuevo Código, que establece con precisión que los testi- 
gos no pueden ser oídos sino sobre los hechos litigiosos de los 
que hubieran tenido conocimiento personal. (118) 

El texto del art. 199 citado no fue recogido por la L. 
834 de 1978. 


r (118) V, Dalloz, Enciclopedie, Procedure Civile, Vo. Enquete, Témoins, Attes- 
tations, Nos, 195 y sig. 
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Citación. De acuerdo con las disposiciones del C. de Pr. 
Civil, el tribunal podía oír solamente las personas que hubie- 
ran sido citadas como testigos conforme a las formalidades 
legales. Estas reglas eran menos rigurosas ante el J. de Paz y 
el T. de Tierras. 

Actualmente, de conformidad con la L. 834 resultan 
dos cuestiones que se apartan de las antiguas normas: 1) el 
art. 87 de la citada ley establece que el juez, en el curso de 
una información testimonial puede, ya de oficio o a requeri- 
miento de una de las partes, convocar u oír a cualquier per- 
sona cuya audición le parezca útil al esclarecimiento de la 
verdad; 2) el art. 93 faculta al juez para que pueda autorizar 
a las partes a presentar sus testigos sin formalidad previa, o 
indicar al secretario del tribunal dentro del plazo que el juez 
indique, los nombres y demás datos personales de dichos 
testigos, cuando las partes se encuentran en la imposibilidad 
de indicar al inicio, las personas que desea sean oídas. Esta 
facultad corresponde también al juez cuando ordena de ofi- 
cio un informativo. 


Número de testigos. Las partes pueden hacer ofr el tes- 
timonio de cuantos testigos estimen necesarios. La disposi- 
ción del art. 281 que establecía que la parte que sucumbía 
no estaba obligada a soportar sino el costo de producción 
de cinco testigos, no fue reproducida por la actual legisla- 
ción sobre la materia. 


Obligaciones del testigo. El testigo citado para concu- 
rrir a una información testimonial está obligado a compare- 
cer, a prestar juramento, a declarar, a decir la verdad (art. 75 
y 80 dela L 834). 

Las obligaciones de comparecer, de declarar y de decir la 
verdad son, como se ha expuesto, uno de los efectos del pro- 
ceso con relación a terceros; es una cooperación que les im- 
pone la ley al ejercicio de la función jurisdiccional. 

La prestación de juramento es al mismo tiempo que una 
obligación del testigo, una formalidad esencial requerida a pe- 
na de nulidad del testimonio prestado. Su fórmula consiste 
simplemente en la promesa del testigo de decir la verdad. 
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' El acta de la información testimonial levantada por el 
juez comisario o por el tribunal, o la sentencia en que consta 
el testimonio, cuando no es necesaria el acta según los casos 
deben hacer constar la prestación de juramento porel testigo. 

La nulidad resultante de que un testigo no prestó jura- 
mento, o de su constatación en el acta del informativo, es un 
medio que debe ser propuesto en las mismas condiciones que 
las otras nulidades. Esta nulidad no es de orden público; por 
consiguiente es suceptible de ser cubierta por el consenti- 
miento de las partes, o por la ejecución sin reservas. 

La falta de juramento de un testigo no conlleva la nuli- 
dad de la sentencia, cuando el tribunal no se ha apoyado en la 
declaración del testigo no juramentado, sino en otros medios 
de prueba. 

Sanciones. El incumplimiento por el testigo de sus obli- 
gaciones de comparecer y declarar bajo juramento es sancio- 
nado, dispone el art. 76 de la L. 834 con una multa civil de 
RD$10.00 a RD$100.00. La indicada disposición legal esta- 
blece que si el testigo no comparece es vuelto a citar a sus ex- 
pensas, si su audición es considerada necesaria. Esas condena- 
ciones pueden ser revocadas si el testigo justifica el motivo de 
su incomparecencia (mismo texto). La alegación de falsas ex- 
cusas es castigada con prisión correccional (art. 236 del C. Pe- 
nal). 

Cuando el testigo declara falsamente incurre en el deli- 
to de perjurio (L. 202 de 1918). 

El art. 86 de la citada ley 834 dispone asimismo, que si 
el testigo justifica que está en la imposibilidad de compare- 
cer en el día indicado, el juez puede acordarle un plazo o 
trasladarse para recibir su declaración. 

Personas incapaces de atestiguar. El art. 74 de la L. 834 
establece que toda persona puede ser oída como testigo, a 
excepción de las afectadas por una incapacidad para prestar 
testimonio en justicia. Entre estas personas pueden citarse las 
condenadas a la degradación cívica (art. 32 del C. Penal) y las 
privadas por sentencia del derecho de deponer en juicio (art. 
42 del C. Penal). 

La indicada disposición legal establece que, sin embargo, 
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las personas incapaces de testimoniar pueden ser oídas en las 
mismas condiciones, pero sin prestar juramento. Pero los des- 
cendientes no podrán nunca ser oídos sobre los agravios invo- 
cados por los esposos en apoyo de su demanda de divorcio. 

Dispensa. El art. 75 de la citada ley establece que 
podrán ser dispensados de declarar como testigos las perso- 
nas que justifiquen un motivo legítimo. Los parientes o afi- 
nes en línea directa de una de las partes o de su cónyuge aún 
esté divorciado, pueden negarse a testimoniar. 

De acuerdo con lo establecido en el antiguo régimen, los 
parientes y aliados en línea directa, legítima o adoptiva, y el 
cónyuge aún divorciado podían ser tachados y por consi- 
guiente impedidos para prestar testimonio, salvo que se tra- 
tara de una información testimonial en materia de divorcio. 

De acuerdo con el nuevo sistema, estas personas pueden 
negarse a testimoniar, sin que caigan sobre ellas las sanciones 
anteriormente señaladas. 

Menores de 18 años. Estas personas pueden ser oídas 
como testigos; pero el juez está en libertad de oir o no sus de- 
claraciones y apreciar soberanamente el valor de éstas. Aun- 
que la L. 834 no reprodujo el texto del antiguo art. 265 del 
C. de Pr. Civil, los menores pueden ser oídos en las mismas 
condiciones que los demás testigos, sin prestar juramento 
(art. 74 de la citada ley). 

El secreto profesional. Tradicionalmente se admite que 
la persona citada como testigo puede negarse a hacer declara- 
ciones sobre los hechos que ella no puede revelar a causa de 
haberlos conocido con motivo del ejercicio de una profesión 
que la obliga a guardar el secreto profesional. La revelación 
de tales hechos podría, según algunos, constituir el delito de 
divulgación de secretos, previsto por el art. 378 del C. Penal; 
pero esta solución parece discutible. Lo único cierto es que 
la persona que se halla en esta situación no puede ser obligada 
a prestar declaraciones sobre tales hechos. El art. 75 de la L. 
834 prevee esta situación, al referirse a los casos de dispensa 
por motivos legítimos. 

En relación al secreto médico, la doctrina y jurispruden- 
cia francesas consideran que, por una parte, éste no es oponi- 
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ble sino a los terceros y por consiguiente, un médico no po- 
dría solicitar la dispensa de su testimonio y negarse a respon- 
der a su paciente las preguntas que éste le presenta, a menos 
que el médico considere que la revelación de la enfermedad 
de su paciente puede perjudicar sus intereses O traumatizar- 
lo; que, asimismo es al juez, no a las partes, a quien compete 
apreciar la legitimidad del motivo por el cual el testigo soli- 
cita su dispensa, en virtud del artículo 206 del Nuevo Códi- 
go. 019, 

Tachas. Observaciones. De acuerdo con el sistema del 
C. de Pr. Civil, tachar un testigo era alegar contra éste ciertos 
hechos suceptibles de poner en duda su sinceridad. Cuando 
una tacha era aceptada, la declaración del testigo era tenida 
por no existente. 

El art. 283 del citado Código suministraba una enumera- 
ción no considerada limitativa, de las categorías de testigos 
tachables. Esta disposición no fue adoptada por la L. 834. 
El sistema ha sido simplificado. Como se ha expresado, toda 
persona, en principio, puede ser testigo, cuando tiene cono- 
cimiento de los hechos a probar. Pero se distinguen las per- 
sonas incapaces de testimoniar, de las personas dispensadas de 
deponer como testigo. 

Las personas incapaces de testimoniar pueden pues ser 
objeto de tachas, aunque este término podría resultar impro- 
pio a la luz de las nuevas disposiciones legales. 

Ciertamente, no puede pasarse por alto el derecho de 
una parte de manifestar su oposición a la audición de un testi- 
go, aduciendo por ejemplo que el testigo está privado de 
deponer en juicio, o que existe enemistad o interés personal 
en el juicio, parentesco o cualquier otro motivo considerado 
legítimo. 

La ley vigente no ha trazado pautas para hacer valer es- 
te derecho, pero es indudable que deberá ser ejercido antes de 
la audición del testigo, a menos que la causa haya sobreveni- 
do después de la declaración, o que esté justificada por escri- 
to (Casación, julio, 1960, B. J. 600, p. 1321). 


(119) V. Dalloz, Encyclopedie Juridi 
s que, 1984, Procedure Civile, Vo. 
Témoins, Attestations, Nos. 261 y s. ee ás 
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Puede admitirse pues, que cualquier objeción a la decla- 
ración de un testigo podría ser presentada a manera de obser- 
vación (v. art. 89, L. 834), ya previamente a la declaración 
o como medio de defensa de la parte interesada en que sea 
descartada la declaración del testigo. 

Audición de los testigos. Poderes del juez. Los testigos 
son oídos en audiencia del tribunal o ante el juez comisiona- 
do, según se trate de un tribunal unipersonal o colegiado. 

Serán oídos separadamente, en el orden que determine 
el juez, en presencia de las partes y de sus defensores o abo- 
gados, o en ausencia de éstos, si han sido regularmente cita- 
dos, Excepcionalmente el juez puede, si las circunstancias lo 
exigen, invitar a una de las partes a retirarse, la que tendrá 
el derecho de tomar inmediatamente conocimiento de las 
declaraciones hechas en su ausencia. Si existe riesgo de que 
desaparezca la prueba, el juez puede proceder sin plazo (se 
entiende inmediatamente y sin formalidad alguna) a la audi- 
ción de un testigo, después de haber emplazado a la parte, de 
ser posible (art. 77 y 78 de la citada ley). 

Los testigos declararán sus apellidos, nombres, cédula 
personal, fecha y lugar de nacimiento, domicilio, residencia y 
profesión; su vínculo de parentesco o de afinidad con las par- 
tes o de subordinación; de colaboración o de comunidad de 
intereses con éstas (art. 79). 

Prestarán juramento de decir la verdad. El juez deberá 
advertirles que incurrirán en las penas de multa y prisión en 
caso de falso testimonio. En caso de que las personas sean 
oídas sin prestar juramento serán informadas de su obliga- 
cion de decir la verdad. Los testigos no podrán leer ningún 
proyecto, borrador o apunte (art. 79,80 y 81). 

El Art. 82 autoriza al juez a oir e interrogar los testigos 
sobre todos los hechos cuya prueba fuera admitida por la ley, 
aunque estos hechos no estuvieran indicados en la decisión 

que ordenó el informativo. 

Las partes no deben interrumpir, interpelar o tratar de 
influir en las declaraciones de los testigos, ni dirigirse a ellos 


directamente, a pena de exclusión. El juez hará al testigo las 
si lo estima necesario. 


preguntas que le sometan las partes, 
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Puede oir de nuevo a los testigos, confrontarlos entre sí o con 
las partes. Está facultado asimismo, si fuere necesario, a or- 
denar la audición de los testigos en presencia de un técnico 
(art. 83 y 84). 

Después de haber sido oídos, los testigos deberán perma- 
necer a disposición del juez hasta la clausura del informativo 
o de los debates. Los testigos pueden hasta ese momento ha- 
cer las adiciones o cambios en sus declaraciones (art. 85). 

En caso de que un testigo justifique no poder asistir a la 
información testimonial el día fijado, el juez puede acordarle 
un plazo, así como trasladarse a oir la declaración de dicho 
testigo (art. 86). 

Durante el curso de un informativo el juez está faculta- 
do, ya sea de oficio o a requerimiento de las partes, a convo- 
car u oir cualquier persona cuya audición le parezca útil al 
esclarecimiento de la verdad (art. 87). 

Contrainformación. Información respectiva. De confor- 
midad con el Art. 76 de la L. 834 cuando es ordenado un in- 
formativo, la prueba contraria puede ser hecha por testigos, 
sin que ésta tenga que ser ordenada. Es el ejercicio del dere- 
cho de defensa. 

La parte demandada puede probar en la contrainforma- 
ción solamente aquellos hechos que son la negación de los 
alegados por el demandante, o que atenúan su gravedad y su 
importancia. Ejemplo: si la sentencia ha prescrito la prueba 
testimonial de la obligación que es objeto de la demanda, el 
demandado puede probar en la contrainformación que la 
obligación no ha existido jamás; pero no puede probar su ex- 
tinción por el pago, porque este hecho no constituye una sim- 
ple negación de la deuda. 

No obstante lo expuesto, este último razonamiento no 
parece sostenible dados los términos del art. 82 de la citada 
L. 834, en virtud del cual el juez puede oir o interrogar a los 
testigos sobre “todos los hechos para los cuales la ley admite 
la prueba, aunque estos hechos no estén indicados en la deci- 
sión que ordene la información”. 

Se admite que cuando el demandado en el incidente, no 
conforme con negar los hechos articulados por el demandan- 
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te, desea probar hechos contidos a aquellos, él debe incoar, 
ñ su vez, una demanda tendiente a que se ordene otra infor- 
mación que tiene el carácter de principal lo mismo que la pri- 
mera, es la llamada generalmente información respectiva. A 
diferencia de la contrainformación o prueba contraria que es 
de derecho, como ya se ha expresado, la información respec- 
liva puede ser o no ordenada, según las circunstancias. Es- 
las dos informaciones pueden practicarse ante el mismo juez 
© tribunal. Cuando el tribunal ha ordenado dos informacio- 
nes, hay también lugar a dos contrainformaciones. 

Lo expuesto es consagrado, en el estado actual de nues- 
tra legislación por el art. 73 de la L. 834. (120) 

Acta. De conformidad con las disposiciones de los arts. 
B8 y 89 de la L 834, las declaraciones de los testigos serán 
consignadas en un acta. Pero, si ellas son recibidas en el curso 
de los debates, solamente se mencionará en la sentencia los 
nombres de las personas oídas y el resultado de sus declara- 
ciones, cuando el asunto se juzgue en última instancia. 

El acta hará mención de la presencia o ausencia de las 
partes, sus nombres y apellidos, cédulas, lugar y fecha de na- 
úlmiento, profesión y residencia de las personas oídas, del 
Juramento prestado si hubiere lugar, y de las declaraciones 
respecto del parentesco o afinidad con las partes, o de subor- 
dlinación, colaboración o comunidad de intereses. 

Las personas que presten declaración firmarán dicha 
meta después de habérsele leído, y certificado que está confor- 
Me con su declaración. En caso necesario, se hará constar la 
negativa o imposibilidad de firmar o certificar conforme 
dicha acta. 

Se harán constar asimismo las observaciones de las par- 
los, las que pueden también ser anexadas a dicha acta cuando 
Ieren escritas. El juez puede asimismo hacer constar en el 
uta sus comprobaciones sobre el comportamiento de los tes- 
ligos durante la audición de éstos. 

Será firmada por el juez y si hay lugar, por el secretario. 


(120) V. Jean Vincent, ob. cit. p. 931, No. 719, Dalloz, Encyclopedie, Procedure 
Civile, Vo, Enquéte, Témoins, Attestations, Nos. 159 y s. 
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$ 1II-INFORMATIVO ORDINARIO 


Cómo se inicia, La información ordinaria (art. 91 a 99 
de la L. 834) se inicia mediante conclusiones formales de la 
parte interesada, u ordenado de oficio por el juez. La parte 
que solicita el informativo debe precisar los hechos que pre: 
tende probar. 

Esta articulación de los hechos, usando el término em- 
pleado por el Código de Pr. Civil tiene vital importancia. 

En efecto, los hechos a probar deben ser suficientemen- 
te detallados, no simplemente invocados en masa, de manera 
que el tribunal pueda apreciar, respecto de cada uno de ellos, 
si son o no pertinentes (art. 91). Cuando en el curso del pro- 
cedimiento surgen nuevos hechos, éstos pueden ser articula- 
dos aun después de la sentencia que ha ordenado el informa- 
tivo. 

Si el demandado reconoce los hechos, no hay lugar a or- 
denar la información testimonial a menos que se trate de ma- 
teria que interese al orden público, o en la que no esté admiti- 
da la confesion como medio de prueba. 

Si se trata de hechos cuya prueba está prohibida, el tri- 
bunal debe rechazar de oficio la demanda de información 
testimonial. 

Sentencia. De conformidad con el art. 255 del C. de 
Pr. Civil, la sentencia que ordenaba el informativo debía 
contener dos disposiciones esenciales: la enunciación de los 
hechos y la designación del juez comisario para que éste lë- 
vantara acta de la información testimonial, y de la contrain- 
formación. 

Esta serie de formalidades previstas por el antiguo 
sistema han desaparecido en gran parte, de acuerdo con lo 
establecido por la L. 834, como ya Se ha expresado. 

En virtud de estas reformas, la sentencia que ordena un 
informativo debe contener: 1.— Los hechos que el juez esti- 
ma pertinentes para Ser probados (art. 91); 2.— los nombres y 
apellidos de los testigos, Sus domicilios y residencias (art. 92), 
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3. indicar el calendario del informativo (art. 94). (121) 

La indicación de los hechos a probar tiene como finali- 
dad el que tanto el juez como los testigos sepan con toda pre- 
cisión lo que respectivamente pueden y deben preguntar y 
responder, y el que la parte demandada sepa cuáles preguntas 
puede hacer en la contrainformación, De acuerdo con el sis- 
tema del C. de Pr. Civil, los testigos conocían estos hechos 
por la copia del dispositivo de la sentencia que se les notifi- 
caba al citarlos; igual ocurría respecto del demandado (anti- 
puo Art. 260). R 

De conformidad con el art. 91 de la L. 834, corresponde 
al juez que ordena el informativo determinar los hechos perti- 
nentes a probar. En consecuencia, la sentencia que admite 
unos hechos y rechaza otros, debe indicar los motivos en que 
funda el rechazamiento de éstos. 

El art. 98 exige que el secretario, al citar a: los testigos 
y a la parte, indique asimismo los hechos a probar. Pero la 
parte que ha obtenido la sentencia que ordena el informativo, 
deberá notificar la sentencia, por cuya vía la parte que recibe 
la notificación conocerá los indicados hechos, a menos que, 
en virtud de las disposiciones del art. 93 de la citada ley, el 
juez autorice a las partes a presentarse “sin otras formalida- 
des” al informativo. 

En caso de que las partes se encuentren en la imposibili- 
dad de indicar al tribunal, al solicitar la información, los nom- 
bres y demás datos personales de las personas que desean sean 
oídas, el juez puede autorizarlas ya sea a presentarse al infor- 
mativo con los testigos que desee ofr, sin otras formalidades, 
o fijarles un plazo dentro del cual deberán informar al secre- 
lario, los nombres, domicilios y residencias de las personas 
que desean ser oídas (art. 93). De igual manera podrá proce- 


(121) De acuerdo con la antigua legislación, era controvertida la competencia del 
juez de los referimientos para ordenar un informativo, salvo casos muy ex- 
cepcionales, como por ejemplo, la audición de un testigo en peligro de 
muerte. Esta controversia ha desaparecido en virtud de lo dispuesto por el 
art, 808 del Nuevo Código de Procedimiento Civil Francés (Art, 109 de la 
L, 834), en razón de que el juez de los referimientos puede ordenar “todas 
las medidas que no colidan con una contestación seria o que justifique la 
existencia de un diferendo” (v, Dalloz, Encyclopedie juridique, Procedure 
Civile, Vo. Enquéte, Témoins, Attestations, Nos. 110 a 114). 
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derse cuando el informativo es ordenado de oficio por el juez. 

De conformidad con los art. 91 a 96 de la L. 834, cuan- 
do la prueba testimonial sea ordenada por un tribunal uniper- 
sonal ésta será celebrada ante el mismo juez, o en caso nece- 
sario, ante otro juez comisionado. Si es ordenada por una 
corte de apelación, el informativo podrá celebrarse ante la 
misma corte, en pleno, o ante uno de sus miembros comisio- 
nado al efecto, o ante un juez comisionado. 

En caso de que el informativo sea celebrado por el tribu- 
nal que lo ordenó o ante uno de sus miembros, si se trata de 
una c. de apelación, la sentencia indicará el día, hora y lugar 
en que se procederá a esta medida. 

Si por el contrario, la sentencia comisiona a otra juris- 
dicción, la sentencia que ordena la medida de instrucción se 
limitará a señalar el plazo dentro del cual se practicará la in- 
formación testimonial. Este plazo puede ser prorrogado por 
la jurisdicción apoderada, la que informará de esta circunstan- 
cia al tribunal que ordenó el informativo. 

De acuerdo con la opinión generalmente adoptada, el 
juez comisionado debe practicar la información mediante el 
procedimiento que rige el tribunal delegante. Sin embargo, 
esta tesis no tiene en la actualidad gran interés ya que, de 
acuerdo con las reformas introducidas por la L. 834, el for- 
malismo instaurado en el C. de Pr. Civil para elj. de primera 
instancia y la c. de apelación ha desaparecido, quedando vi- 
gente un procedimiento común para todas las jurisdicciones. 

La comisión rogatoria puede ser conferida a un tribunal 
extranjero, el que, según se admite generalmente, no está 
obligado a aceptarla, a menos que resulte lo contrario de un 
tratado internacional, como por ej. el Código de Derecho in- 
ternacional Privado (art. 388 y s.). 

Comienzo de la información. Como se ha expresado, la 
sentencia que ordena la información testimonial, en caso de 
que esta se celebre en el lugar en el que se encuentre estable- 
cido el tribunal, indicará el día y la hora en que se realizará 
dicha medida de instrucción. De conformidad con el art. 97 
de la L. 834, el secretario del tribunal citará los testigos por 
lo menos ocho días antes de la fecha fijada para el informati 
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vo. Asimismo (art. 99) las partes serán informadas por el se- 
cretario de la fecha en que será practicada la información me- 
diante simple carta, telegrama o verbalmente. 

Es obvio que en el mismo plazo deberán ser citados los 
testigos de la contrainformación. 


Punto de partida. De conformidad con el sistema del C. de Pr. 
Civil, para determinar el punto de partida de la información testimonial, 
era preciso distinguir entre las sentencias susceptibles de oposición y las 
no suceptibles de oposición. 

Cuando la información había sido ordenada por una sentencia no 
suceptible de oposición, bien porque se tratara de una sentencia contra- 
dictoria, bien porque se tratara de una sentencia en defecto no sucep- 
tible de oposición, el plazo para comenzar la información corría a par- 
tir de la fecha en que la sentencia fuera notificada al abogado de la par- 
te demandada o, si esta parte no tenía abogado, a partir de la notifica- 
ción hecha a dicha parte (122), personalmente o en su domicilio (anti- 
guo art. 257). En caso de que la información había sido ordenada por 
una sentencia en defecto susceptible de oposición, el plazo para comen- 
zar la información testimonial corría a partir de la fecha en que expira- 
ra el plazo del recurso de oposición (antiguo art. 257). Cuando se tra- 
taba de una sentencia en defecto por falta de concluír, como el plazo de 
la oposición era de ocho días a partir de la notificación de la sentencia 
al abogado (antiguo art. 157), el plazo para comenzar la información 
testimonial comenzaba a contarse a partir de los ocho días que seguían 
A la notificación al abogado. Cuando la sentencia que ordenaba la infor- 
mación testimonial era en defecto por falta de comparecer, la oposición 
bra admisible hasta la ejecución de la sentencia (antiguo art. 159). Pe- 
ro, como la ejecución consistía en este caso precisamente en realizar la 
información testimonial, existía un círculo vicioso: la oposición podía 
ser hecha hasta la ejecución y la ejecución no podía comenzar hasta des- 
pués de expirado el plazo de la oposición. Esta antinomia se resolvía 
admitiendo que, en este caso, la información testimonial no podía ser 
comenzada sino a partir del vencimiento de la octava de la notificación 
de la sentencia a la parte, ya que en esta primera octava la sentencia no 
podía ser ejecutada (antiguo art. 155), pero que la parte demandada po- 


(122) La parte, aun cuando hubiera tenido abogado durante el procedimiento, 
podría no tenerlo después de la sentencia que ordenó la información, si 
su abogado murió o cesó en el ejercicio de su profesión. 
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día formar oposición hasta tanto no se terminara la información testi- 
monial. 

Respecto de la aplicación de los principios anteriormen- 
te enunciados, que se desprenden del sistema procesal 
anterior a las reformas de 1978, conviene tener en cuenta lo 
siguiente: 1) De conformidad con los arts. 97 y 98 de la L. 
834, los testigos son convocados por el secretario del tribu- 
nal; asimismo el art. 99 de la misma ley establece que las par- 
tes serán informadas por dicho secretario, de la fecha del in- 
formativo, verbalmente o por simple carta o telegrama. Sin 
embargo, estas disposiciones no ponen a cargo del secretario 
la notificación de la sentencia que ordena el informativo, lo 
cual hace suponer que dicha actuación queda a cargo de la 
parte más diligente, con lo que se harían correr los plazos del 
recurso de oposición, 2) No todas las sentencias en defecto 
son suceptibles de oposición (art. 150 y 151 mod. por la L. 
845 de 1978). 

Esta situación no se plantea en Francia. De conformi- 
dad con los Arts. 150 y 170 del Nuevo Código de Procedi- 
miento Civil Francés, las decisiones que ordenan o modifi- 
can una medida de instrucción, o las relativas a su ejecución, 
no son susceptibles de oposición; la apelación o el recurso de 
casación sólo son admisibles conjuntamente con el fondo, sal- 
vo, en lo que respecta a las decisiones que ordenan o modifi- 
can una medida de instrucción, cuando este recurso es admi- 
tido específicamente por la ley. 

Al no ser incluídas por el Legislador de 1978 las disposi- 
ciones de los Art. 143 a 178 del Nuevo Código de Procedi- 
miento Civil Francés, es forzoso admitir la posibilidad de un 
recurso de oposición en los casos admitidos por los arts. 150 
y 151 mod. por la Ley 845. 

Suspensión del plazo. Conforme al derecho común, el 
plazo para comenzar la información es suspendido por el 
ejercicio de un recurso ordinario (oposición o apelación) con- 
tra la sentencia que la ordenó. 

Cómo se inicia. De conformidad con el art. 95 de la L. 
834, cuando el informativo tenga lugar ante el juez que lo or- 
denó o ante un miembro de la c. de apelación, la sentencia 


— 264 — 





LIBRO VI— EL PROCESO 


deberá indicar el día y la hora en que será celebrada esta 
medida. El informativo, en este caso, se inicia con la audi- 
ción de los testigos. 

En el caso de que el juez comisionado por la c. de apela- 
ción ño es uno de sus miembros, la sentencia que ordena el 
informativo puede limitarse a indicar el plazo en el Cual debe 
procederse a esta medida (art. 96). 

Cuando se diere comisión rogatoria a otra jurisdicción, 
la sentencia indicará el plazo en el cual deberá procederse al 
informativo. Este plazo podrá ser prorrogado por el presiden- 
te de la jurisdicción comisionada, como ya se ha expresado. 

Citación a los testigos. De conformidad con los arts. 
97 y 98 de la L. 834, los testigos son convocados por el secre- 
tario del tribunal, ocho días por lo menos, antes de la fecha 
fijada para el informativo. En las convocatorias se menciona- 
rán los apellidos y nombres de las partes y reproducirán las 
disposiciones de los dos primeros párrafos del art. 76 de la 
misma ley, relativos a la no comparecencia de los testigos y 
sus consecuencias legales. 

Aunque las citadas disposiciones legales no indican la 
forma en que la citación a los testigos será hecha por el secre- 
tario, se sobreentiende que lo será mediante el uso del correo 
que, aunque no es un medio seguro ni recomendable, no es 
sin embargo extraño en nuestro derecho, ya que ha sido ins- 
taurado por la Ley de Casación y la Ley de Registro de Tie- 
rras. 

Como ya se ha expresado, el art. 93 establece que, el 
juez puede autorizar a las partes a presentarse al informativo 
con los testigos que ellas deseen oir, sin otras formalidades, o 
informar al secretario del tribunal dentro del plazo que el tri- 
bunal fije, los apellidos y demás datos de los testigos. Este 
mismo procedimiento es usado en el caso de que sea ordena- 
do el informativo de oficio. 

Citación a la parte. Según expresa el art. 99 las partes 
son informadas de la fecha del informativo por el secretario 
del tribunal verbalmente o por simple carta o telegrama, se- 
gun se ha expresado. 

Aplazamiento. Prórroga. Si todos los testigos de la in- 
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formación o de la contrainformación no pueden ser oídos en 
el mismo día el juez fijará otra fecha para la audición de los 
demás. Igualmente cuando circunstancias imprevistas lo re- 
quieran, la información o la contrainformación pueden ser 
prorrogadas, a fin de que los testigos citados que no pudieron 
ser interrogados en el día fijado, puedan serlo en una audien- 
cia posterior. 

En el estado actual de nuestra legislación, estas posibi- 
lidades se desprenden principalmente de las disposiciones de 
los art. 76 y 86 de la L. 834, en cuya virtud los testigos no 
comparecientes pueden ser nuevamente citados a sus expen- 
sas, si su audición es considerada necesaria (art. 76). Si por 
otra parte algún testigo justificara haber estado en la imposi- 
bilidad de comparecer el día fijado, el juez puede acordarle 
un plazo o trasladarse para recibir su declaración. 

La posibilidad de una prorrogación puede asimismo pre- 
sentarse en el caso de que el juez, ya de oficio o a requeri- 
miento de la parte, disponga la convocatoria de una persona 
cuya audición se considere util al esclarecimiento de la ver- 
dad en el curso de una informacion testimonial (art. 87). 

Ciertamente, aunque la ley no ha determinado los casos 
en los cuales puede ser solicitada una prórroga del informati- 
vo, la doctrina y jurisprudencia francesas están de acuerdo en 
que la solicitud de prórroga deberá estar fundamentada en 
motivos graves y exclusivos de una falta de la parte que la so- 
licita. (123) 

La prórroga favorece a la parte adversa en lo que respec- 
ta a su derecho al contrainformativo, aunque ésta, a su vez, 
no la haya solicitado. 

Informativo inmediato. El art. 100 de la L. 834 autori- 
za al juez, en ocasión de una medida de instrucción, a oir in- 
mediatamente a las personas cuya audición considere útil al 
esclarecimiento de la verdad. 

Esta medida puede llevarse a cabo en audiencia, en el 
despacho del juez o en cualquier otro lugar. Constituye una 


1. (123) V, Dalloz, Encyclopedie Procedure Civile, Vo. Enquéte, Témoins, Attea- 


tations, Nos, 332 y E. 
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innovación introducida por las nuevas leyes procesales con el 
fin de acelerar el procedimiento. 

Se trata de una audición espontánea, sin formalidad pre- 
via, que puede resultar útil y conveniente en determinados ca- 
sos. De aquí que las personas que van a oirse como testigos, 
deberán estar presentes en la audiencia o en el lugár donde 
se realice la medida. Puede ser solicitado tanto por las partes 
interesadas como ordenada de oficio por el juez. 

Es obvio que las reglas generales expuestas respecto de 
la calidad de los testigos así como a su audición, son aplica- 
bles al informativo inmediato. 

Nulidades. En este procedimiento puede incurrirse en 
diversas nulidades, por causa de violación u omisión de 
formalidades sustanciales o de formalidades prescritas a pena 
de nulidad. 

La nulidad puede ser: total, si afecta al procedimiento 
en su conjunto, como por ej. cuando esta medida de instruc- 
cion no ha sido llevada a cabo dentro de los plazos prescritos 
o si ninguno de los testigos ha prestado juramento; o sola- 
mente parcial, como por ej. si uno de los testigos no ha pres- 
tado juramento. 

La nulidad, total o parcial, puede ser obra de las partes o 
de sus mandatarios o causarse por negligencia del juez. 

En caso de pluralidad de partes, la nulidad puede haber- 
se producido frente a todas por ej. si ninguna ha sido citada, o 
con relación solamente a una de ellas, como por ej. si a unas 
se les cita para concurrir a la información y a otras no. 

Hay que distinguir, por último, entre las nulidades de or- 
den público, como por ej. la que resulta de que el juez haya 
actuado fuera de su jurisdicción territorial, y las nulidades de 
interés privado, como por ej. la que resulta de irregularidades 
cometidas en la citación a las partes o a los testigos. 

La consecuencia de esas nulidades varía según el tipo de 
cada una. Es evidente que la nulidad total hace caer comple- 
tamente la información o la contrainformación, y que la nuli- 
dad parcial deja intacta la parte del procedimiento no afecta- 
dá. Análogamente, la nulidad cometida frente a una de las 
partes no afecta la validez del procedimiento con relación a 
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las otras, salvo si se trata de materia indivisible. Cuando la 
nulidad, total o parcial, proviene de un error del juez, el pro- 
cedimiento puede ser recomenzado a sus expensas; pero no 
cuando la nulidad proviene de error del alguacil o del aboga- 
do. En este caso, lo que la parte puede hacer es reclamar con- 
tra ellos los gastos, y hasta indemnización. Cuando la nulidad 
es de orden público, el juez puede pronunciarla de oficio, pe- 
y no cuando es de puro interés privado. 

Por otra parte, la nulidad del informativo no entraña la 
de la sentencia sobre el fondo, si esta decisión no está legal- 
mente fundamentada en los resultados del informativo. 

Conviene apuntar que los conceptos expuestos anterior- 
mente por el autor de la obra, son indudablemente aplicables 
a la luz de las nuevas disposiciones vigentes a partir de las re- 
formas de 1978. 

Sin embargo, el régimen de las nulidades producidas en 
el curso de una información testimonial deberá regirse nece- 
sariamente por las disposiciones de los art. 35 a 48 de la L. 
834 (v. supra, Tit. XIII, Sección MI). Ello así, apesar del si- 
lencio de la referida ley. 

Evidentemente el legislador de 1978 no adoptó las 
disposiciones de los art. 143 a 178 del Nuevo Código de Pro- 
cedimiento Civil Francés, en los que se organizan todo lo re- 
lativo a los principios que pautan las decisiones que ordenan 
medidas de instrucción, su ejecución y nulidades. Entre estas 
disposiciones, el art. 175 del referido Código establece expre- 
samente que las nulidades de las decisiones y de los actos de 
ejecución relativos a las medidas de instrucción están someti- 
das a las disposiciones que rigen la nulidad de los actos de 
procedimiento. 

Notificación de las actas. De conformidad con el proce- 
dimiento establecido por los arts. 252 y sig. del Código de Pr. 
Civil ya derogados, la parte más diligente notificaba las actas 
de la información y contrainformación, y en el mismo acto O 

por acto separado, citaba al abogado de la otra parte, O a és- 
ta, según se tratara de un asunto civil o comercial, para discu- 
tir el resultado de dicha medida de instrucción. 

De conformidad con el art. 88 de la L. 834, las declara- 
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ciones de los testigos serán consignadas en un acta. Pero si 
ellas son recibidas en el curso de los debates solamente se ha- 
ra mención en la sentencia del nombre de las personas ofdas 
y del resultado de sus declaraciones cuando el asunto deba ser 
juzgado inmediatamente en última instancia. 

De esta última disposición se desprende que solamente 
en los casos en que el asunto es susceptible de apelación, será 
obligatorio levantar acta de la información, y en consecuen- 
cia, se impone la notificación, dado el silencio de la ley en es- 
te aspecto. 

Una de las partes o ambas, pueden, renunciando a la in- 
formación o a la contrainformación, si entienden que por 
ellas no lograrán establecer la prueba, abstenerse de notificar 
las actas, en caso de que fuera obligatorio su redacción, y pro- 
mover la audiencia; pero el tribunal puede tomar en cuenta el 
expediente de esas medidas de instrucción, para dictar sen- 
tencia. Esta prerrogativa del juez es, en el estado actual de 
nuestra legislación de una aplicación más justificada, dados 
los más amplios poderes reconocidos al juez en el manejo del 
procedimiento relativo al informativo. 

Audiencia. En la audiencia, las partes concluyen en pri- 
mer lugar sobre las nulidades del procedimiento, sobre las ob- 
servaciones respecto de los testigos, tanto de la información 
como de la contrainformación, y por último emitirán sus con- 
clusiones, en las que, lógicamente formularán sus comentarios 
sobre el resultado de las declaraciones. 

Sentencia. El tribunal estatuirá en primer término sobre 
las nulidades propuestas, así como sobre las observaciones de 
las partes en el informativo, y finalmente decidirá el asunto, 
apreciando el resultado del informativo de acuerdo con su 
íntima convicción (Casación, 20 de enero de 1955, B. J. 534, 
p. 56; 13 de diciembre de 1955, B. J. 545, p. 2591; noviem- 
bre, 1962, B. J. 628, p. 1831; noviembre, 1965, B. J. 660, 
p. 949; marzo, 1966, B. J. 664, p. 504; 5 de noviembre, 
1982, B J. 864, p. 2013) 

Información en materia comercial y ante el j. de paz. II 
procedimiento preindicado es aplicable en la materia comer- 
cial y ante el j. de paz (v. art. 73 de la L. 834). 


— 269 - 



































Información ante el T. de Tierras. Los arts. 75 y s. de | 


la L. de R. de Tierras dictan sobre esta materia las siguientes 
normas. 

“A petición de parte, en un procedimiento que se si- 
guiere de acuerdo con las disposiciones de esta ley (Casación, 
febrero, 1969, B. J. 699, p. 221), o por indicación del tribu- 
nal, o aun de oficio, podrá éste hacer citar a cualquier testi- 
go cuya declaración fuere necesaria para que comparezca en 
el lugar y hora señalados en la citación”. “Si dejare de com- 
parecer dicho testigo a la hora y el lugar indicados, podrá el 
Tribunal dictar un mandamiento de conducencia para que el 
testigo sea llevado a su presencia”. “Los gastos que ocasiona- 
re el mandamiento de conducencia del testigo serán pagados 
por éste, si el Tribunal juzgare que dejó de comparecer sin 
motivo justificado”. 


Una copia de la citación firmada por el Secretario del 
Tribunal de Tierras, será enviada al testigo por correo o con 
un propio designado por dicho secretario . “La citación se 
hará de manera que el testigo pueda disponer del tiempo ne- 
cesario para efectuar su traslado al lugar en que tenga que 
comparecer”, “Cuando la citación haya sido hecha por un 
propio, deberá éste dar aviso al Secretario del Tribunal de 





Tierras. tan pronto como la haya efectuado”. 

“Cada testigo antes de ser ofdo, dirá sus nombres, 
profesión. edad. domicilio, si es o no pariente o afín de las 
artes y en qué grado, si es criado o está en servicio de alguna 
de ellas; y prestará juramento de decir la verdad”. 


“No podrán ser ofdos como testigos: a) Los parientes o 
afines de las partes en línea directa. y en línea colateral. los 
darientes o afines hasta el tercer grado, inclusive: b) Los me- 
nores que, en opinión del Tribunal de Tierras. tengan poca 
edad e insuficiente capacidad para formarse una idea de los 
echos sobre los cuales deben deponer: c) El marido en favor 
o en contra de la esposa y viceversa: d) El que hubiere sido 
condenado a una pena aflictiva e infamante. o siquiera a una 
ena correccional por robo, estafa o falsedad en escritura pú- 
blica o privada”. “El tribunal podrá, no obstante. ofr a titu- 
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lo de información, a estas personas sin prestación de juramen- 
to” 

“Das declaraciones de los testigos, con excepción de las 
que se hicieren de conformidad con el artículo siguiente, se 
prestarán verbalmente ante el Tribunal y cada testigo podrá 
ser interrogado por cualquiera de las partes o por los repre- 
sentantes de estas, o por el tribunal, con la suficiente ampli- 
tud y libertad para poner de manifiesto su exactitud, veraci- 
dad, ausencia de interés o prejuicio, con el fin de esclarecer 
todos los hechos importantes que se relacionen con la cues- 
tión” (124) . “El tribunal tendrá facultad para limitar y con- 
cretar las preguntas a los fines que se acaban de señalar, y pa- 
ra descartar, asimismo, cualquiera pregunta que insinúe al tes- 
tigo la contestación que la parte que interroga desea que se le 
haga”. 3 
“Si el testigo residiere a distancia del lugar en que el Tri- 
bunal celebrare sus audiencias, o si se hallare imposibilitado 
para asistir, o si se averiguare que dicho testigo piensa salir 
para algún lugar lejano y que continuará probablemente au- 
sente al tiempo de necesitarse su declaración, o por cualquier 
otro motivo que merezca la aprobación del Tribunal, podrá 
éste ordenar que la declaraciòn se preste bajo juramento y se 
notifique debidamente a todas las partes interesadas”. “La 
declaración podrá prestarse por ante cualquier Juez que el 
Tribunal designare”. “Las personas interesadas podrán pre- 
senciar el interrogatorio y hacer las preguntas que sean per- 


(124) En este punto, el sistema de la información testimonial ante el T. de T., 
copiado del sistema procesal anglosamericano, es muy inferior al del dere- 
cho común, a causa de la peligrosa influencia que sobre la espontaneidad 
y la exactitud de las declaraciones del testigo pueden tener las preguntas 
capciosas, intimidantes o sugestivas (v. acerca de éste y otros defectos del 
sistema angloamericano de información F. Gorphe. La critique de temoig- 
nage, 2a. ed, 413), 

Sin lugar a dudas, teniendo en cuenta estos inconvenientes, la S. 
C, de Justicia, en una sentencia de fecha 12 de mayo de 1954 (B. J. 526, p. 
853) admite que los jueces del T, de Tierras pueden aplicar en la informa- 
ción testimonial las reglas previstas en los art, 252 y sig. (hoy derogados) 
del C. de Pr. Civil; que su aplicación implica un máximo de garantías al 
derecho de defensa. La práctica seguida en el T, de Tierras, en los informa- 
tivos, acusa una marcada preferencia a la aplicación del derecho común, 
Conviene recordar sin embargo que, de acuerdo con las disposiciones de 
la L. 834 el formalismo que caracterizó el sistema del C. de Pr, Civil ha de- 
saparecido en gran parte. 
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tinentes'”” “Terminado el interrogatorio, la deposición será 
leída al testigo, para que corrija cualquier palabra o frases que 
considere innecesarias o mal transcritas”. “La declaración 
será suscrita por el testigo y certificada por el Juez que la to- 
me, y enviada por éste en sobre cerrado por correo certifi- 
cado, a la Secretaría del Tribunal en que estuviere pendiente 
el procedimiento”. “La deposición podrá emplearse enton- 
ces como prueba contra cualquiera persona que hubiere reci- 
bido su notificación; pero será susceptible de impugnación 
legal por los interesados”. “Sin embargo, la parte que hubie- 
re asistido al interrogatorio, no podrá impugnarlo ante el 
Tribunal, si no lo hizo en el momento en que se recibía”. 
“Si el Tribunal estimare que la declaración fue tomada irre- 
gularmente, podrá excluírla” (v. Casación, marzo 1951, B. 
J. 488, p. 336). 

“Al determinar la preponderancia de las pruebas, el Tri- 
bunal tomará en consideración todos los hechos y circunstan- 
cias de la causa, el modo de declarar los testigos, su inteligen- 
cia, sus medios de conocer los hechos, la verosimilitud de sus 
declaraciones, su interés o falta de interés, y, asimismo, la 
credibilidad individual de ellos”. 

“El Tribunal de Tierras podrá, cuando lo considere con- 
veniente y necesario, aceptar en audiencia declaraciones de 
venta verbales, de terrenos, realizadas por campesinos, en los 
casos en que se trate de procedimiento de saneamiento”. 


SECCION V-INFORME PERICIAL (125) 
$ I-INFORME PERICIAL EN MATERIA CIVIL 


En qué consiste. Cuando el proceso plantea cuestiones 
cuya solución exige conocimientos técnicos que el juez no 
posee es preciso que él recurra a personas que tengan esos co- 


(126) Las reformas francesas contenidas en los arts. 232 a 284 del Nuevo Códi- 
go de Pr. Civil Francés, no fueron adoptadas por el elgislador dominicano 
en las reformas introducidas en el año 1978, 
La nueva legislación francesa responde a una necesidad cada vez 
mayor de parte del juez de obtener un asesoramiento más acorde de la 
ciencia y la tecnología. Las reformas francesas no solamente reconocen un 
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nocimientos a fin de que le emitan un dictamen razonado 
contentivo de los elementos aplicables a la solución del caso 
(art. 302 y s.). 

Esas personas entendidas son llamadas peritos o exper- 
tos. Peritaje, peritación, juicio pericial o experticio es la ope- 
ración por medio de la cual los peritos o expertos proceden al 
examen de los hechos sometidos a su consideración. Informe 
o información pericial es la relación escrita de las investigacio- 
nes de todo género que los peritos han llevado,a cabo, con in- 
dicación del resultado de las apreciaciones técnicas a que han 
llegado. 

Cuándo procede. El peritaje es, en principio, facultati- 
vo, el juez lo ordena cuando, a su juicio, esa medida es indis- 
pensable o útil para llegar al esclarecimiento de la cuestión 
litigiosa. Puede ser ordenado de oficio, en ausencia de pedi- 
mento de las partes en ese sentido; pero, aunque las partes lo 
soliciten, el juez no está obligado a prescribirlo, si encuentra 
en el expediente otros elementos de convicción o si él mismo 
posee los conocimientos necesarios para llegar a una decisión 
(Casación, 26 de enero de 1923, B. J. 150-152, p. 13:12 de 
junio de 1957, B. J. 563, p. 1153). 

Por excepción a esa regla, el informe pericial es obliga- 
torio en ciertos casos, por ej. en materia de rescisión de ven- 
ta por causa de lesión (Art. 1678 del C. Civil), en ciertos ca-“ 
sos de partición de inmuebles (Art. 824 del C. Civil), respec- 
to de ciertas indemnizaciones en materia de arrendamiento 
(Art. 1447 del C. Civil). 

Quien puede ser perito. Cualquier persona puede ser de- 
signada como perito (v. Casación, enero, 1958, B. J. 570, p. 
124) con excepción de las condenadas a pena aflictiva o infa- 


poder de iniciativa mayor en el juez, sino que crean una serie de normas 
que permiten una mayor celeridad en la realización de estas medidas de 
instrucción. La misión conferida al juez en el experticio puede ir desde una 
simple constatación, que no implica opinión sobre las consecuencias de 
hecho o de derecho; una consulta esto es, una opinión técnica que no re- 
quiere investigaciones complejas; y finalmente el experticio, que supone 
investigaciones más complejas, y no es ordenado sino en los casos en que 
no sean suficientes ni las constataciones ni las consultas, para el esclareci- 
miento de la causa (vo. Dalloz, Nouveau Code de Procedure Civile, 1983, 
Art. 232 y s.; J. Vincent, Prosedure Civile, pág. 946 y 5.). 
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mante (Art. 32 del C. Penal), y de las privadas de esa facultad 
por una sentencia (Art. 42 del C. Penal). 

Cómo es prescrito. El informe pericial es ordenado por 
sentencia que debe contener tres disposiciones distintas. 

En primer lugar, debe indicar con toda precisión el ob- 
jeto de la diligencia pericial (Art. 302). Esta indicación sirve 
de guía a los peritos, quienes no pueden practicar sus investi- 
gaciones sino sobre los objetos especialmente indicados en 
la sentencia; de lo contrario excederían sus poderes. 

En segundo lugar la sentencia nombra un juez comisario 
ante quien presten juramento los peritos, o da comisión para 
esto al j. de paz del municipio en que los peritos van a actuar 
(art. 303). 

Por último, la sentencia indica los peritos que las partes 
han designado, o, a falta de haberlo hecho las partes, los 
designados por el tribunal. Salvo en materia de verificación 
de escritura y de inscripción en falsedad, en que rigen disposi- 
ciones especiales (art. 196, 236), la designación de los peritos 
es obra exclusiva de las partes. Si éstas se han puesto de 
acuerdo a ese respecto antes de la sentencia, el tribunal se li- 
mita a confirmar esa designación; de lo contrario, nombra de 
oficio los peritos. Después de la sentencia, las partes pueden 
entenderse, en un término de tres días para escoger otros pe- 
ritos que los nombrados de oficio, declarándolo en secre- 
taría (art. 304 y 305). Este plazo no es prescrito a 
pena de caducidad; las partes pueden nombrar sus peritos 
hasta tanto no hayan prestado juramento los designados en la 
sentencia. (126) , 

Número de peritos. En general, el peritaje debe confiar- 
se a tres peritos (art. 303) sea por la sentencia que lo ordena, 
sea por las partes; sin embargo, éstas pueden convenir en que 
un solo perito practique la diligencia pericial. Se admite 
igualmente que el tribunal, cuando prescribe de oficio el peri- 
taje, puede confiarlo a un solo perito. La ley no permite cen- 
fiar el peritaje a dos peritos, en razon de que, en caso de em- 


(126) Sobre el carácter de las formalidades prescritas por los arts, 302 y s, v, Ca- 
sación, octubre de 1950, B. J. 483, p. 969. 
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pate, no llegarían a adoptar opinión alguna. 

Recusación. El dictamen de los peritos puede tener una 
gran influencia sobre la solución del proceso, no obstante que 
el juez falla de acuerdo con su íntima convicción, De aquí 
el derecho. conferido a las partes de recusar a los peritos, por 
las mismas causas que autorizan la recusacion de los testigos 
(art. 310). La recusación se formula mediante acto firmado 
por el recusante o por su apoderado especial, que enunciará 
las causas de la recusación y las pruebas en que se funda, o 
el ofrecimiento de probarla (art. 309). Los peritos nombra- 
dos de oficio pueden ser recusados solamente dentro de los 
tres días de su nombramiento; los nombrados por las partes 
pueden serlo únicamente cuando las causas de recusación ha- 
yan sobrevenido posteriormente a su nombramiento (art. 
308). La recusación es llevada a la audiencia por acto de abo- 
gado, y decidida sumariamente (art. 311), por sentencia eje- 
cutoria provisionalmente, no obstante apelación (art. 312). 
Si la recusación es admitida, la sentencia nombra otro perito 
en lugar del recusado (art. 313). La sentencia que desecha la 
recusación puede condenar al recusante a indemnizar a su 
contraparte por el perjuicio causado, y aun al perito; pero en 
este caso éste debe dimitir (art. 314). 

Aceptación. Los peritos pueden no aceptar su designa- 
ción, o, después de haberla aceptado, renunciar a ella. En 
este caso, las partes deben ponerse de acuerdo para reempla- 
zarlos; si no lo hacen, el tribunal los reemplaza de oficio (art. 
316). La aceptación resulta implícitamente de la prestación 
de juramento. El perito que, después de haberse juramenta- 
do, no quiere actuar, puede ser condenado, según las circuns- 
tancias, al pago de los gastos frustráneos, y hasta a indemni- 
zara la parte perjudicada (art. 316). 

Juramentación. La parte mas diligente debe citar a los 
peritos para que concurran ante el juez comisario o ante elj. 
de paz, según los casos, en la fecha fijada por auto de este 
funcionario, a fin de prestar juramento de cumplir fielmente 
su cometido (art. 307). En el acta en que consta el juramento 
los peritos deben indicar el día y la hora en que van a practi- 
car la diligencia pericial (art. 315). Si las partes se hallan pre- 
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sentes en el acto del juramento, esa indicación hecha por los 
peritos vale citación para hallarse presentes en la diligencia 
pericial, de lo contrario, la parte más diligente debe citar a sv 
contraparte, por acto de abogado, para que concurra al lugar 
y a la hora indicados, a fin de que los peritos oigan las expli- 
caciones de ambas partes. 


Diligencia pericial. Luego de reunidos los peritos y las 
partes, éstas deben poner a disposición de los peritos la sen- 
tencia que ordenó el peritaje y los documentos relacionados 
con el asunto, a fin de que los peritos queden enterados de la 
extensión de su mandato y de los pormenores del asunto que 
van a examinar, y puedan entonces dar comienzo a la diligen- 
cia, dispone el art. 317. Ademas las partes pueden manifes- 
tar y requerir en ese momento lo que crean conveniente en 
relación a las operaciones periciales. 


Informe pericial. Una vez cumplidas las formalidades 
anteriormente mencionadas, los peritos redactarán su informe 
en el mismo lugar contencioso o en el que ellos indiquen al 
efecto, conforme lo dispone el art. 317. Emitirán colectiva- 
mente un solo informe, el cual consta de dos partes. En la 
primera, preparada en presencia de las partes, los peritos 
hacen constar los hechos que han comprobado y enuncian el 
cumplimiento de las formalidades preliminares de su diligen- 
cia. En la segunda parte del informe los peritos dan a 
conocer su opinión, adoptada por mayoría de votos, confor- 
me al art. 318. Esta última parte es preparada secretamente; 
las partes no deben enterarse de la opinión particular que ca- 
da perito ha sostenido en la discusión del informe. Con esto 
se asegura la libertad de juicio de los peritos. 

De acuerdo con el art. 319, los peritos deben depositar 
el informe en secretaría; si se niegan a hacerlo, o si demoran 
el depósito, pueden ser compelidos bajo apremio corporal a 
cumplir su deber mediante citación ante el tribunal que or- 
denó el peritaje, prescribe el art. 320. 

Tasa. Al pie del informe deberán ser tasados por el juez 
presidente los honorarios a que tienen derecho los peritos, en 
la forma prevista por la Tarifa de costas judiciales, a fin de 
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que puedan ser cobrados por ellos a la parte que requirió el 
informe pericial (art. 319). 

Persecución de la audiencia. De acuerdo con lo dispues- 
to por el art. 321, la parte más diligente debe notificar a su 
contraparte, por acto de abogado, copia del informe, a fin 
de discutir su validez y su resultado. 

Nulidad del experticio. A diferencia de lo que ocurre 
con la información testimonial, la ley no pronuncia expresa- 
mente la nulidad del informe pericial por incumplimiento de 
las reglas de forma a que se halla sujeto; por consiguiente, 
conforme al derecho común de las nulidades, se le podrá anu- 
lar cuando al practicarlo se ha contravenido a las formalida- 
des sustanciales o han sido vulnerados los derechos de la de- 
fensa (v. Casación, octubre de 1950, B. J. 483, p. 969). Se 
ha juzgado que el peritaje no es nulo cuando el juramento no 
consta en el acta del informe, si éste fue realmente cumplido 
(art. 307 y 315, Casación, 22 de febrero, 1985, B. J. 891, p. 
452). 

Cuando el experticio es anulado el tribunal puede hacer- 
lo recomenzar. 

Discusión. En la audiencia se discute previamente, si 
hay lugar, la cuestión de la validez del informe pericial, y lue- 
go sobre el resultado de esa prueba, esto es en qué medida 
puede ser tomado en cuenta como elemento de decisión. 

Las partes pueden controvertir únicamente acerca de las 
apreciaciones técnicas emitidas por los peritos, pero no acer- 
ca de los hechos que los peritos declaran haber comprobado. 
Sobre este último punto, en efecto, el informe pericial es fe- 
haciente hasta inscripción en falsedad, puesto que emana de 
personas investidas con un mandato legal para proceder a ta- 
les comprobaciones. 

Sentencia. Si el informe pericial es declarado nulo, que- 
da naturalmente excluído del debate; si, por el contrario, es 
admitida su validez, permanece en el proceso como elemento 
de decisión. El tribunal no está ligado por el dictamen de 
los peritos, dispone el art. 323, sino que goza de un poder so- 
berano para apreciar, de acuerdo con su Íntima convicción, 
la prueba que resulta del informe, a menos que exista cons- 
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tancia en el expediente de que las partes han convenido an- 
ticipadamente en atenerse a la opinión de los peritos (v. Ca- 
sación, 23 de diciembre de 1957, B. J. 564, p. 2624). 

Nuevo peritaje. Si el peritaje no arroja información su- 
ficiente, el tribunal puede ordenar otro, dispone el art. 322. 

Explicaciones en audiencia. Se admite que el tribunal 
puede, en vez de ordenar una nueva información pericial, 
prescribir que los peritos comparezcan en audiencia, a fin de 
suministrarle explicaciones complementarias. 


$1I-INFORME PERICIAL EN OTRAS MATERIAS Y ANTE 
OTROS TRIBUNALES 


Materia comercial. De acuerdo con el art. 429, el tribu- 
nal puede nombrar uno o tres peritos; lo hace de oficio cuan- 
do las partes no se han puesto de acuerdo en la audiencia. La 
recusación debe ser propuesta en los tres días de la sentencia, 
dispone el art. 430. El informe es depositado en secretaría, 
manda el art. 431. Existe en esta materia un peritaje de 
caracter especial, previsto por el art. 106 del C. de Comercio, 
aplicable únicamente en caso de contestación entre el portea- 
dor y el destinatario sobre el recibo de los objetos transpor- 
tados; puede ser prescrito, aunque no haya proceso sobre el 
fondo, por el j. de p. i. o por el juez de paz, quienes podrán 
ordenar el depósito o el secuestro de los objetos porteados, o 
su venta en favor del porteador, hasta cubrir la cuantía del 
porte. 

Referimiento. Se admite generalmente que en este pro- 
cedimiento el j. de primera instancia puede prescribir que el 
informe pericial sea hecho por un perito único a quien puede 
serle dispensado el juramento, y que después de ser deposita- 
do el informe en secretaría, sin necesidad de notificarlo, el 
juez puede pronunciar sentencia. 

Juzgado de paz. Cuando ordena un peritaje, general- 
mente combinado con una visita de lugares, el j. de paz entre- 
ga a las partes cédula de citación que indica la fecha y el lu- 
gar en que los peritos deberán prestar juramento, y el objeto 
de la diligencia pericial tal como lo enuncia la sentencia que 
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lo ordena (art. 29). En cuanto a los demás se siguen las reglas 
del derecho común compatibles con el procedimiento ante el 
j. de paz. 

Tribunal de Tierras. La ley no prescribe nada acerca de 
este particular. El T. de T. puede, por consiguiente, ordenar 
esta medida de instrucción ateniéndose a los principios gene- 
rales que rigen el procedimiento de los asuntos de su compe- 
tencia. 


SECCION VI-INSPECCION DE LUGARES (127) 
$ I-MATERIA CIVIL ANTE EL J. DEP. I. Y C. DE A. 


En qué consiste. Por esta medida de instrucción el tri- 
bunal practica el examen directo del objeto litigioso, mueble 
o inmueble. Generalmente es empleada en los procesos rela- 
tivos a inmuebles, por ej. cuando hay discusión acerca de lin- 
deros, servidumbres, etc. Es una medida importante y de 
resultados decisivos, porque permite al juez cerciorarse di- 
rectamente de los hechos controvertidos, en vez de hacerlos 
a través del testimonio de testigos o peritos. 

Cómo es prescrita. De conformidad con el art. 295, la 
inspección de lugares puede ser ordenada sea a pedimento de 
parte, sea de oficio. Pero cuando la ley requiere expresamen- 
te un informe pericial, como por ej. en materia de partición 
de inmuebles (art. 824 del C. Civil), de lesión (art. 1678 del 
C. Civil), de arrendamiento (art. 1716 del C. Civil), el juez no 
puede ordenar esta medida sino a pedimento de una de las 
partes. 

Quién la practica. En los tribunales colegiados la sen- 
tencia nombra un juez comisario, dispone el art. 296; en el 
j. de p. i., conforme al uso repetidamente expuesto, el juez se 


(127) Las disposiciones de los arts. 295 a 301 del C. de Pr. Civil fueron susti- 
tuídas en Francia por los arts. 179 a 183 del Nuevo Código de Pr. Civil, 
relativos a las verificaciones personales del Juez. Estas disposiciones facul- 
tan al juez a realizar una investigación personal, con amplias facultades que 
le permiten efectuar verificaciones, comprobaciones, evaluaciones o recti- 
ficaciones, pudiendo hacerse asistir de un técnico, así como trasladarse a 
los lugares 
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autodesigna comisario. Conforme a la disposición general del 
art. 1035, el tribunal puede dar comisión rogatoria a un j. de 
p.i. o nombrar juez comisario al juez de paz del lugar en que 
vaya a efectuarse la diligencia. 

Cómo es practicada. En todo caso, el juez encargado de 
esta medida de instrucción la lleva a cabo luego de dictar, a 
requerimiento de la parte más diligente, auto en que indique 
la fecha y el lugar de la diligencia, el cual es notificado por 
acto de abogado, de acuerdo con el art. 297. Esta notifica- 
ción conlleva llamamiento para estar presente en la fecha y en 
los lugares indicados en el auto. El juez concurre asistido de 
su secretario (art. 1040). La parte requeriente debe deposi- 
tar previamente en secretaría el importe de los gastos que 
ocasiona esta diligencia, dispone el art. 301, calculados con- 
forme a las disposiciones de la Tarifa de costas judiciales. 

Acta. De acuerdo con el art. 298, el juez comisario le- 
vanta acta de la diligencia, dispone el art. 301, en la cual debe 
consignar las comprobaciones hechas y todos los datos que 
puedan ser útiles para la solución del proceso. 

Audiencia. La parte más diligente debe notificar, por 
acto de abogado, copia del acta levantada por el juez, manda 
el art. 299. Tres días después de esa notificación puede per- 
seguirse audiencia. 


II-OTROS TRIBUNALES Y OTRAS MATERIAS 


Juzgado de Paz. Disponen los art. 41 y s. que la inspec- 
ción o visita de lugares puede ser combinada con la informa- 
ción testimonial o con el peritaje, o con ambas medidas de 
instrucción. El secretario lleva consigo el original de la senten- 
cia que prescribe la visita de lugares (art. 30). Este aporte de la 
sentencia reemplaza las notificaciones exigidas en otras ju- 
risdicciones. De esta medida de instrucción no es necesario 
levantar acta sino en los casos apelables; en los asuntos no 
apelables basta consignar en la sentencia el nombre de los 
peritos, su juramentación, y el resultado de la medida. El d 
de paz puede dictar sentencia en los mismos lugares visitados, 
dispone el art. 42. 
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T. de Tierras. Es obvio que en el proceso de saneamien- 
to inmobiliario el tribunal debe actuar tan cerca como sea 
posible de los inmuebles litigiosos; de ahí las disposiciones de 
los art. 70 y 74 de la L. de R. de T.: según la primera el jui- 
cio podrá celebrarse en el lugar mas conveniente; de acuerdo 
con la segunda, el tribunal deberá tomar en cuenta, para de- 
terminar las colindancias, entre otras cosas los hitos o mojo- 
naduras, cercas, murallas, setos, zanjas o trochas colocadas 
sobre el terreno. En este procedimiento, pues, no es indis- 
pensablemente necesario prescribir de modo expreso la ins- 
pección de lugares, puesto que esta diligencia entra normal- 
mente en los deberes del tribunal; pero cuando es ordena- 
da expresamente, lo que ocurre con frecuencia, el tribunal de- 
be poner a las partes en condiciones de asistir a esta 
medida, a fin de que formulen sus observaciones. En todo ca- 
so, el tribunal puede, al mismo tiempo que inspeccionar los 
lugares, interrogar allí mismo a los testigos. 


SECCION VII- INTERROGATORIO Y COMPARECENCIA 
PERSONAL 


La confesión. La confesión es el medio de prueba 
más completo y seguro; pero casi nunca es el hecho espontá- 
neo de la parte. Es preciso provocarla por medio de un pro- 
cedimiento que permita conducir la parte ante el tribunal, a 
fin de que sea interpelada acerca de los hechos de la causa. 

El C. de Pr. Civil establecía dos medios para llegar a es- 
te resultado: el interrogatorio sobre hechos y artículos (art. 
324 y s.); la comparecencia personal (Art. 119), sustituído 
por los art. 60 a 72 de la L. 834 de 1978. El primero era se- 
creto y formalista, practicado ante un juez comisario; el se- 
gundo es, en principio, público y libre, practicado en audien- 
cia del tribunal. Como ambos tienen por objeto obtener la 
confesión, existían entre ellos numerosas analogías relativa- 
mente a la mayor parte de las condiciones de fondo; en cam- 
bio, estaban separados por diferencias en cuanto a las respec- 
tivas reglas de forma a las que estaban sometidos. 
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En el procedimiento del interrogatorio, la parte compa- 
recía ante un juez comisario, sin la presencia de su adversa- 
rio, y era interrogada sobre cuestiones precisas, notificadas 
con antelación. 

La práctica hizo que se recurriera más comúnmente a la 
comparecencia personal, que puede ser ordenada de oficio, 
a diferencia del interrogatorio, y ser realizada en audiencia 
del tribunal, lo que permite a éste confrontar a las partes y di- 
rigir el interrogatorio. 

La comparecencia personal era tratada en un solo artícu- 
lo del Código, brevemente. 

Lo expuesto impuso cambios en la legislación francesa 
que culminaron con la desaparición del interrogatorio sobre 
hechos y artículos, incluyendo en el nuevo Código (art. 184 
a 198) un procedimiento más completo y flexible, para la 
comparecencia personal. 

La L. 834 en sus art. 60 a 72 adoptó la legislación fran- 
cesa respecto de la comparecencia personal. Sus disposicio- 
nes son una traducción literal de los textos franceses. 

Aunque el legislador dominicano no derogó expresa- 
mente las disposiciones del Código de Pr. Civil relativas al in- 
terrogatorio sobre hechos y artículos, en completo desuso 
en la práctica del derecho, es obvio que este procedimiento 
desapareció en virtud de la disposición contenida en el art. 
142 de la L. 834 de 1978. Las referencias que se hagan en 
la obra lo serán por un motivo puramente histórico, y por su 
similitud, en muchos aspectos, a la comparecencia personal. 

Materias en que es posible. De acuerdo con el art. 60 de 
la L. 834, la comparecencia personal puede ser ordenada en 
toda materia, por consiguiente, aun en los casos en que la 
prueba testimonial es inadmisible. No obstante la generalidad 
del texto, esta medida de instrucción no puede ser empleada 
en los casos en que la ley prohibe la prueba de ciertos hechos. 
Tampoco puede ser ordenada en los casos en que la ley exije 
que la prueba de ciertos hechos sea suministrada de una cier- 
ta manera, y no precisamente por medio de la confesión. Si, 
no obstante la exigencia de un determinado medio de prueba, 
el juez ordenare la comparecencia personal, hay que admitir 
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que las declaraciones recibidas en esta forma, que no consti- 
tuyen una prueba propiamente dicha, puedan sin embargo ser 
retenidas como elementos de convicción a título de presun- 
ciones, en todos los casos en que la prueba testimonial es ad- 
misible. 

De acuerdo con las reglas generales que rigen la prueba, 
la comparecencia personal debe recaer sobre hechos pertinen- 
tes, concluyentes y admisibles, 

Aunque las nuevas disposiciones legales sobre la compa- 
recencia personal no lo establecen expresamente, ésta puede 
ser solicitada y ordenada en todo estado de la causa, pero sin 
retardo del fallo. 

Esta recomendación era dictada expresamente por el 
art. 324 actualmente derogado. 

Procedimiento de la comparecencia personal ; Sus resul- 
tados. Esta medida de instrucción consiste, como su nombre 
lo indica, en la asistencia de una de las partes o de todas las 
partes a la audiencia del tribunal, para que suministren per- 
sonalmente las explicaciones que ellas y el tribunal conside- 
ren útiles al esclarecimiento de los hechos de la causa y que 
muy frecuentemente no se encuentran suficientemente ex- 
puestos en los memoriales y actuaciones del expediente. 

La comparecencia personal puede ser ordenada sea a re- 
querimiento de una de las partes, sea de oficio por el tribunal. 
Esta posibilidad confiere al tribunal un cierto poder en la im- 
pulsión y disposición del proceso. 

La comparecencia personal es pública, pero, de confor- 
midad con el art. 62 de la L. 834, puede siempre celebrarse 
en cámara de consejo, esto es, en forma no pública. 

Ambas partes son cuestionadas, o pueden serlo, una en 
presencia de la otra o separadamente, si así lo exigen las cir- 
Cunstancias, pero deben ser confrontadas si una de las partes 
lo solicita. 

En caso de que la comparecencia personal sea orde— 
nada respecto de una de las partes, dicha parte será interro- 
pada en presencia de la otra, a menos que las circunstancias 
exijan que este interrogatorio se realice inmediatamente o- 
fuera de la presencia de la otra parte. En este caso se reser- 
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vará a la parte ausente el derecho de tener inmediatamente 
conocimiento de las declaraciones de la parte interrogada 
(art. 63 de la citada ley). 

Como se observa por las disposiciones legales citadas, se 
preveen todas las combinaciones posibles en el interrogatorio 
de las partes: una en presencia de la otra, separadamente, 
con o sin confrontación. 

Por otra parte (texto legal citado) la ausencia de una 
de las partes no impide la audición de la otra. 

Es indudable que estas disposiciones legales abandonan a 
la prudencia del juez todas las cuestiones que deben ser pre- 
sentadas a las partes en la comparecencia personal. 

De acuerdo con el art. 64 de la L. 834 las partes pueden 
ser interrogadas en presencia de un técnico y confrontadas 
con los testigos. 

La posibilidad de interrogar a una de las partes en pre- 
sencia de un técnico permitiría al juez cuestionar de inmedia- 
to al técnico asuntos relativos al comportamiento de la par- 
te interrogada (por ej. el caso de un incapaz que fuera oído 
en presencia de un psiquiatra). 

La facultad asimismo que se reconoce al juez de con- 
frontar a las partes con los testigos, son normas que cierta- 
mente se apartan de las reglas estrictas del antiguo derecho 
para facilitar al juez la investigación de la verdad. (128) 

De conformidad con el art. 66 de la L. 834, la compa- 
recencia personal tendrá lugar en presencia de los defensores 
o éstos legalmente citados. Si una de las partes está ausente, 
ello no impide interrogar a la otra (art. 63), consagrando así 
legalmente una práctica del antiguo derecho. 

Las partes deberán responder a las preguntas que le sean 
formuladas sin poder leer ningún proyecto (art. 65). Las 
respuestas deben ser pues personales y expontaneas. 

El juez, si lo estima necesario, puede hacer las preguntas 
que las partes le sometan, después del interrogatorio (art. 67). 
El interrogatorio queda pues a discreción del juez. Las par- 
tes no pueden ser interrogadas directamente por los defenso- 


(128) E. Blanc, Nouveau code de procedure civil commenté dans 1 ordre des 
articles, tomo I, p. 172, 
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res; éstos después del interrogatorio, podrán presentar al juez 
las observaciones y pedimentos que juzguen convenientes, a 
las que accederá el juez si lo considera conveniente. 

Cuando una de las partes se encuentra en la imposibili- 
dad de presentarse, el juez que haya ordenado la comparecen- 
cia puede transportarse donde se encuentre dicha parte, pre- 
via convocatoria a la parte adversa (art. 70). 

En el procedimiento de la comparecencia personal pues, 
cada una de las partes puede controlar las contestaciones da- 
das por su contraparte y hacer notar sus contradicciones, pro- 
vocar nuevas preguntas y pedir acta de sus confesiones. Co- 
mo se ve, en la comparecencia personal son respetados los 
principios de inmediación y de publicidad del proceso. 

De conformidad con los art. 68 y 69 de la citada L. 
834, cuando se celebra una comparecencia personal se levan- 
tará acta de las declaraciones de las partes, así como de la au- 
sencia o negativa a responder. Pero esta acta puede ser supli- 
da por una mención de la sentencia, si el asunto es juzgado en 
última instancia. Dicha acta será firmada por las partes des- 
pués de su lectura, o después que haya sido certificada con- 
forme a sus declaraciones, de cuya circunstancia se hará men- 
ción en el acta. En caso contrario, se hará constar que las 
partes rehusan firmar o certificar ésta. El acta asf levantada 
será fechada y firmada por el juez; si ha lugar, por el secre- 
tario. 

La jurisprudencia francesa ha juzgado: (129 que los jue- 
ces no están obligados a mencionar en su sentencia las decla- 
raciones de las partes contenidas en el acta de la compare- 
cencia personal. Que no obstante, estando sometida la acción 
en nulidad de los actos relativos a las medidas de instrucción 
a las disposiciones que rigen los actos de procedimiento, la 
parte que la invoca estará obligada a probar el agravio que le 
causa la irregularidad, aún cuando se tratare de una formali- 
dad sustancial y de orden público. 

Personas a que se aplica. Esta medida de instrucción 
puede ser aplicada únicamente respecto de las partes en el 


(129) V, E. Blanc, ob, cit. tomo 1, Art, 194, p. 173. 
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proceso, sean principales o intervinientes, pero no respecto 
de terceros; estos no pueden ser interrogados sino en calidad 
de testigos, en la forma de una información testimonial. 

El art. 71 de la L. 834 establece, relativamente a los in- 

„ capaces, que el juez podrá hacerlos comparecer bajo reservas 
de las reglas relativas a la capacidad de las personas y a la ad- 
ministración de la prueba, así como a sus representantes le- 
gales o a aquellos que asistan a los incapaces. 

Indudablemente, si bien es cierto que de las declaracio- 
nes de los incapaces no puede válidamente deducirse la con- 
fesión, puesto que éstos no pueden disponer de sus derechos 
litigiosos, el juez puede obtener de sus declaraciones, las in- 
formaciones que fueren útiles en la investigación de la verdad. 
Por otra parte, sus representantes legales pueden ser llamados 
a comparecer y sus declaraciones serán oídas en la presencia o 
ausencia del incapaz. 

Materia comercial. La comparecencia personal no es 
una medida de instrucción distinta en la materia comercial. 
La disposición del art. 60 de la L. 834 establece que el juez 
puede ordenar esta medida de instrucción en toda materia. 

Ante el J. de Paz. Los art. 9 y s., reguladores de la com- 
parecencia de las partes, no excluyen la posibilidad de que el 
j. de paz obtenga directamente de ellas las declaraciones que 
considere útiles para la solución del litigio. 

De acuerdo con la actual legislación la facultad para el 
j. de paz de ordenar la comparecencia personal de las partes 
se encuentra reconocida por las indicadas disposiciones del 
art. 60 de la L. 834. 

T. de Tierras. Dados el poder de investigación de que 
dispone este tribunal y la flexibilidad de su procedimiento, 
es evidente que las declaraciones de las partes pueden ser re- 
cibidas en cualquier forma, siempre que se les respete el de- 
recho de la defensa. 

Carácter de las declaraciones. La declaración hecha por 
la parte en la comparecencia personal constituye una confe- 
sión judicial (art. 1356 del C. Civil), y produce, en conse- 
cuencia, tres efectos. 

En primer lugar vale como medio de prueba, que hace 
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plena fe contra la parte de quien emana. Este efecto es pu- 
ramente relativo: se produce únicamente en el proceso en 
que la confesión ha tenido lugar; en otro proceso, esa decla- 
ración no constituye sino una mera confesión extrajudicial 
que puede ser tomada en consideración por el juez como me- 
dio de convicción en la medida en que lo crea conveniente. 

En segundo lugar, esta confesión es indivisible con res- 
pecto a la parte que la hizo; su contraparte debe aceptarla 
o no aceptarla en su totalidad, siempre que se refiera a un 
hecho único (v. Casación, julio, 1950, B. J. 480, p. 575). 

Por último, la confesión es irrevocable, aun cuando haya 
intervenido como consecuencia de un error de derecho. En 
cambio, puede ser revocada cuando ha sido la consecuencia 
de un error de hecho. 

Cuando la declaración hecha en la comparecencia perso- 
nal no constituya una verdadera confesión y no forme por 
consiguiente una prueba completa, ella puede, sin embargo, 
ser tomada en consideración como principio de prueba por 
escrito (art. 1347 del C. Civil), y rendir en consecuencia ad- 
misible la prueba testimonial. 

La falta de declaración propiamente dicha, las afirmacio- 
nes hechas por la parte relativamente a hechos constantes, y 
en fin, sus vacilaciones, pueden ser tomadas en consideración 
por el tribunal a título de presunciones de hecho, suscepti- 
bles de servir de fundamento al fallo. 

En este orden de ideas, el art. 72 de la L. 834 expresa 
que el juez podrá sacar cualquier consecuencia de derecho de 
las declaraciones de las partes, de la ausencia o de la negativa 
a responder de una de ellas, y considerar esta como equiva- 
lente a un principio de prueba por escrito.(130) 


SECCION VII-—JURAMENTO 
Noción. El juramento es la afirmación solemne que una 
persona hace acerca de la verdad de un hecho o de la seguri- 


dad de una promesa. 


(130) y, Jean Vincent, Procedure Civile, p. 942 y s. y la jurisprudencia citada. 





Por tener un origen religioso, se le describe generalmen- 
te como “un acto a la vez civil y religioso, por el cual quien 
jura toma a Dios como testigo de la verdad de un hecho o de 
una promesa”. (“131 

El juramento extrajudicial es una convención sometida 
al derecho común en cuanto a sus condiciones de formación 
y asu prueba. 

El juramento judicial, como su nombre lo indica, es el 
que se presta ante el juez. Puede ser decisorio o supletorio 
(art. 1357 y s. del C. Civil). 

Juramento decisorio. Es el deferido por una de las par- 
tes a la otra. Es posible esta prueba en toda materia suscep- 
tible de transaccion, y entre las partes capaces de transigir 
(art. 1358 del C. Civil). Debe versar acerca de un hecho per- 
sonal a la parte a quien se le difiere. (Art. 1359 del C. Civil). 

El juramento decisorio puede ser deferido aun por la 
parte que carece en absoluto de medios de prueba (art. 1360 
del C. Civil), y aun a la parte que invoca un acto auténtico en 
apoyo de sus pretensiones. El hecho a probar debe ser uno 
cuya prueba no esté prohibida por la ley; tampoco puede es- 
tablecerse de este modo un hecho que no pueda ser probado 
por la confesión. Pero el juramento no puede ser deferido 
con el fin de suplir la ausencia de un acto solemne, como por 
ej. si se trata de una donación. 

El juramento puede ser deferido en todo estado de cau- 
sa (art. 1360 del C. Civil), aun en grado de apelación. 

Si la parte a quien se le defiere el juramento rehusa pres 
tarlo ella pierde el proceso (art. 1361 del C. Civil); pero esa 
parte puede, a su vez si se trata de un hecho común a ambas, 
deferir el juramento a su contraparte, y ésta se encuentra en- 
tonces en la misma situación que si se le hubiera deferido el 
juramento, esto es, pierde el proceso si no se aviene a jurar. 

Si la parte presta el juramento que le es deferido, ella 
gana el proceso, sin derecho para su contraparte de probar la 
falsedad del juramento (art. 1363 del C. Civil). 

El tribunal tiene poder discrecional para acoger o dese- 


(131) Dalloz, Repertoire Pratique, Art. Preuves, 1509. 
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char el pedimento de una de las partes tendientes a deferir el 
juramento a su contraparte, aun cuando se encuentren reu- 
nidas las condiciones exigidas por la ley para que el juramen- 
to pueda ser deferido; lo rechazará, por ej.. si entiende que 
la prueba se halla establecida por otros elementos de la causa, 
o que los hechos sobre los cuales se quiere deferir el juramen- 
to no son pertinentes y concluyentes. 

Juramento supletorio. Este juramento puede intervenir 
en dos hipótesis (art. 1366 y s. del C. Civil): « 

la. El juramento puede ser deferido por el jueza una u 
otra de las partes cuando la pretensión de una de ellas no esté 
ni plenamente justificada ni enteramente desprovista de prue- 
ba (juramento supletorio propiamente dicho; art, 1367 del 
C. Civil). 

2a. El juramento puede ser deferido de oficio:al deman- 
dante cuando es imposible de otra manera determinar el valor 
de la demanda (juramento estimatorio, juramento in litem; 
art. 1369 del C. Civil). Al deferir este juramento, el juez de- 
be determinar la suma hasta cuyo importe será creído el de- 
mandante. (132 . 

El adversario de la parte a quien se le defirió puede pro- 
bar la falsedad del juramento (v. sobre el valor probatorio del 
juramento supletorio, Casación, 2 de julio de 1957, B. J. 
564, p. 1359). 

Se admite generalmente que la parte que asiste sin pro- 
testas ni reservas a la prestación del juramento deferido de 
oficio da por anticipado aquiescencia a la decisión que pres 
cribió esta medida, y a las sentencias que sean una consecuen- 
cia de ella. 

Cómo es ordenado. En principio, la prestación del ju- 
ramento es ordenada por sentencia, dispone el art. 120. Se 
admite, sin embargo, que esta sentencia puede omitirse cuan- 
do la parte a quien su contraria le defiere el juramento se ha- 
lla personalmente presente en la audiencia y consiente en 
prestarlo inmediatamente. 


(132) Respecto del juramento supletorio, v. 10. de junio, 1972, D. 1972, Sum. 
139, citada por J. Vincent, Procedure civile, pág. 943, nota (5). 
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Según disponen los arts. 120 y 121, la sentencia que or- 
dena esta medida debe indicar los hechos sobre los cuales se- 
rá prestado el juramento, y la audiencia en que esto se lleva- 
rá a cabo. La primera formalidad es sustancial. Esta senten- 
cia debe ser notificada al abogado, conforme a la regla pres- 
crita en el art. 147. Algunos autores opinan que también 
debe ser notificada a la parte, y otros que basta la notifica- 
cion a la parte, porque el juramento es un hecho personal de 
ella; pero esto último no parece admisible en presencia de la 
regla general del art. 147, que prescribe que, en todos los ca- 
sos, la sentencia sea notificada al abogado. 

Prestación del juramento. El juramento es prestado, en 
audiencia, por la parte personalmente, en presencia de la otra 
parte. la cual debe ser llamada por acto de abogado, O, si no 
lo tiene, por acto de alguacil (art. 121). Si la parte que debe 
jurar se encuentra impedida el tribunal comisionará un juez 
para que, asistido del secretario, reciba el juramento en el do- 
micilio de ella. En caso de alejamiento de la parte que debe 
jurar, el tribunal comisionará al efecto a un juez del lugar de 
su residencia (art. 121, 1035). 

La ley no ha prescrito forma sacramental alguna para el 
juramento; basta, pues, que el jurante diga en alta voz. lo ju- 
ro. Si no sabe español, el intérprete judicial traducirá para el 
que jura la pregunta contentiva del hecho sobre el cual versa- 
rá el juramento, y transmitirá luego al tribunal la traducción 
del juramento. Un mudo puede prestar juramento por es- 
crito. 

La parte que no concurre a prestar el juramento es con- 
denada (art. 1361 del C. Civil). La sentencia es apelable, y es 
susceptible de los recursos extraordinarios cuando es en últi- 
ma o en única instancia; pero no está sujeta a oposición, pues- 
to que, según se ha supuesto, esa parte ha comparecido y con- 
cluído. 

Materias comerciales. Ante el j. de p. i., la prestacion del ju- 
ramento se halla sometida a las reglas generales del procedi- 
miento de los asuntos comerciales, anteriormente expuestos. 

Juzgado de Paz. T. de Tierras. Ante estos tribunales las 
partes pueden deferirse y referirse respectivamente un jura- 
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mento decisorio, y asimismo el juez puede deferir de oficio 
el juramento supletorio, procediéndose a prescribirlo y pres- 
tarlo de conformidad con sus respectivos procedimientos. 


CAPITULO IH—DEMANDAS INCIDENTALES 
SECCION I-PRINCIPIOS GENERALES 


Definición. Las demandas incidentales son procedimien- 
tos accesorios que se incoan en el curso del proceso por una 
de las partes contra la otra, por una de las partes contra un 
tercero, o por un tercero contra una o todas las partes. Su 
carácter general consiste en promover una cuestión que tien- 
de a modificar el fondo de las prestaciones de las partes o a 
obtener que se ordene una medida provisional o conserva- 
toria. 

Como se ha explicado (supra, Libro IV, Tit. ID), las de- 
mandas incidentales son: adicionales, las formadas por el 
demandante contra el demandado; reconvencionales, las ema- 
nadas del demandado contra el demandante; en intervención, 
las emanadas de una de las partes contra un tercero o de un 
tercero contra una o ambas partes del proceso (forzosa en el 
primer caso, voluntaria en el segundo caso) ; provisionales, las 
que una cualquiera de las partes somete al tribunal en solici- 
tud de una medida provisional o conservatoria para mientras 
dure el proceso. 

Ocasiones en que pueden presentarse. Las demandas in- 
cidentales pueden presentarse en toda materia y ante todos 
los tribunales. Ante el j. de p. i. en materia civil y ante la c. 
de a. en toda materia, las demandas incidentales son instruí- 
das siguiéndose las reglas trazadas por el C. de Pr. Civil para 
los asuntos civiles. En materia comercial ante elj. de p. i., en 
los asuntos de la competencia del J. de paz y del T. de Tie- 
rras se siguen análogamente las reglas de los respectivos pro- 
cedimientos ante estas jurisdicciones. 
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SECCION [I-DEMANDAS ADICIONALES 


Condiciones de admisibilidad. Para que el demandante 
pueda incoar una demanda adicional contra el demandado es 
indispensable que la pretensión así agregada a la demanda 
principal tenga alguna relación estrecha con la demanda prin- 
cipal. 

Justificación. Las condiciones enumeradas se encami- 
nan a evitar que el demandante sorprenda deslealmente al 
demandado, sometiendo al tribunal cuestiones absolutamente 
ajenas al contenido de la demanda principal. Como se ha ex- 
puesto, el demandante debe enunciar en la demanda princi- 
pal el objeto y los medios que sirven de fundamento a su pre- 
tensión, de manera que el demandado pueda encontrarse 
oportunamente en condiciones de presentar sus medios de de- 
fensa. A su vez, la exigencia de que la demanda adicional ten- 
ga estrecha conexión con la demanda principal tiende a salva- 
guardar la defensa del demandado; su derecho de defensa no 
es lesionado, puesto que ya conoce los medios en que el de- 
mandante funda sus pretensiones. Toda demanda adicional 
que reúna esa condición es admisible, aun cuando sea más 
importante que la demanda principal. 


SECCION 111-DEMANDAS RECONVENCIONALES 


Concepto. Es preciso no confundir los medios de defen- 
sa del demandado con las demandas reconvencionales. El 
demandado tiene derecho de proponer contra la demanda 
cuantos medios de defensa juzgue oportunos para obtener su 
rechazamiento, total o parcialmente. El dominio propio de 
las defensas es el de repeler el ataque contenido en la deman- 
da, sin que el demandado reclame condenación alguna contra 
el demandante (excepto la condenación en costas). Por el 
contrario, la demanda reconvencional tiende a obtener, ade- 
más del rechazamiento de la demanda, una condenación con- 
tra el demandante. Por ejemplo: la compensación legal 
opuesta por el demandado al demandante es un simple medio 
de defensa: la compensación judicial, en cambio, puede ser 
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opuesta únicamente bajo la forma de una demanda reconven- 
cional, consistente en pedir al juez que reconozca al deman- 
dado acreedor del demandante y liquide su crédito, a fin de 
que su importe sea reducido, por obra de esa liquidación, del 
monto de la demanda principal, y aun de que, si es mayor el 
crédito del demandado que el importe de la demanda del de- 
mandante, éste sea condenado a pagar la diferencia. 

Las demandas reconvencionales están sujetas a requi- 
sitos de fondo y de forma que luego serán examinados. 

Cuándo son admisibles. Por interpretación de lo previs- 
to para casos particulares por los arts. lo. parr. 60. y 70. del 
C. de Pr. Civil, mod. por la L. 845 de 1978; 28 a 34 de la L. 
834 de 1978; 464 del C. de Pr. Civil y 639 del C. de Co- 
mercio, se puede establecer que las demandas reconvencio- 
nales son legalmente permitidas en cuatro hipótesis: 

la. La demanda reconvencional es admisible cuando sir- 
ve de defensa a la demanda principal. El art. 464 permite es- 
ta clase de demandas nuevas en grado de apelación; con ma- 
yor motivo deben ser autorizadas en el primer grado de 
jurisdicción. Ejemplo: a la demanda en ejecución de un con- 
trato el demandado podrá oponer una demanda reconvencio- 
nal tendiente a hacer pronunciar la nulidad, la resolución, la 
rescisión o la revocación del contrato. 


2a. La demanda reconvencional es admisible cuando 
tiende a oponer la compensación judicial. El art. 464 permite 
oponerla por primera vez en grado de apelación; a fortiori de- 
be serlo ante el juez del primer grado (Casación, 3 de mayo, 
1955), B. J. 532, p..821). 


3a. Puede ser intentada bajo la forma reconvencional to- 
da demanda conexa con la demanda principal. Esto se in- 
ducía del antiguo Art. 171 que permitía la declinatoria cuan- 
do la demanda sometida a un tribunal era conexa con un pro- 
ceso pendiente ante otro tribunal. En vez de someter a otro 
tribunal esa demanda como demandante principal, para pedir 
luego la declinatoria, el demandado, por interpretación de la 
aludida disposición, podía, mediante un procedimiento más 
simple y económico someter reconvencionalmente sus pre- 
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tensiones al tribunal apoderado de la demanda de su contra- 
parte. 

En realidad, todos los casos de admisibilidad de las de- 
mandas reconvencionales pueden reducirse al previsto en ter- 
cer término: la conexidad. Sea que tienda a oponer la com- 
pensación judicial o que sirva de defensa contra la demanda 
principal, o que se proponga obtener indemnización por el 
perjuicio sufrido por el demandado con el hecho de la deman- 
da, la demanda reconvencional es siempre una pretensión li- 
gada con la demanda principal por un evidente lazo de cone- 
xidad. 

Los principios que sustentaba el Art. 171, pueden dedu- 
cirse de las disposiciones de los Art. 29,30 y 31 de la L. 834 
de 1978, relativos a la conexidad. 

Esta interpretación ha sido confirmada en Francia, por 
la disposición del Art. 70 del Nuevo Código de Pr. Civil, en 
cuya virtud las demandas reconvencionales o adicionales “no 
son admisibles sino cuando se relacionan con las pretensiones 
originales por un lazo suficiente”. (133) 

Quién puede formarlas. El derecho de formar una 
demanda reconvencional pertenece a todo demandado, inclu- 
so al garante puesto en causa por el demandado, ya que él 
desempeña el papel de demandado con relación al deman- 
dado principal. 

Se admite generalmente que el demandante principal no 
puede, en respuesta a la demanda reconvencional del deman- 
dado, formar a su vez contra éste una demanda reconvencio- 
nal, a menos que ella se funde en el mismo título que sirve de 
fundamento a la demanda reconvencional del demandado. 


(133) V, en relación con lo expuesto, Jean Vincent, ob, cit. 974 y s, La jurispru- 
dencia francesa considera que los jueces del fondo aprecian soberanamente 
si la relación entre la demanda principal y la demanda reconvencional es 
suficiente para justificar, en virtud del art. 70 del Nuevo Código, la admisi- 
bilidad de esta última (Civ, iro. 6 de junio, 1978, Bull Civ. 1, p, 171; 
Civ. 3ro, 31 de mayo, 1979, D. 1979, IR 509, Comp, Civ. 3ro. 27 de mar- 
zo, 1979, y 20., 29 de mayo, 1979, D. 1979, IR, p. 473 obs. de Julien, 
citadas por Dalloz, Nouveau Code de Pr. Civil, Art. 70, 1983). 
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SECCION IV—-DEMANDAS PROVISIONALES 


En qué pueden consistir. Con la demanda provisional, 
como se ha expuesto, una de las partes, el demandante o el 
demandado, por lo general solicita una medida urgente que le 
evite un perjuicio irreparable que podría sobrevenir por cau- 
sa del mismo proceso. Ejemplos: una provisión alimenticia 
en el curso de un procedimiento de divorcio (art. 22 de la L. 
1306 bis de 1937); el secuestro de una cosa, mueble o inmue- 
ble, cuya propiedad es controvertida (art. 1955 y s. del C. Ci- 
vil). Pero, aunque todas las demandas provisionales se pro- 
ponen evitar un perjuicio, no todas tienen un carácter de ur- 
gencia; así, por ej. se admite que en el curso de un procedi- 
miento de partición el copartícipe que no posee ninguno de 
los bienes indivisos puede pedir, contra el coparticipe que los 
tiene todos en su poder, que se le atribuya provisionalmente 
una parte de esos bienes mientras dure el proceso, aunque no 
los necesite estrictamente para atender a sus necesidades. 


SECCION V—DEMANDAS EN INTERVENCION 


$ I-NOCIONES GENERALES 


Concepto. La intervención es el acto procesal por el 
que un tercero entra a tomar parte en un proceso pendiente. 


Clases de intervención. Hay dos: la intervención volun- 
taria y la intervención forzosa. 


Es voluntaria la intervención en que el tercero, por 
propia iniciativa, entra a ser parte de un proceso pendiente 
entre otras personas. Se la llama también intervención activa, 
o intervención propiamente dicha. 


La intervención es forzosa cuando una de las partes li- 
tigantes incoa una acción contra el tercero a fin de obligarle 
a tomar parte en el proceso. También se la llama encau- 
samiento, llamamiento en causa, citación en declaración de 
sentencia común. 
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$ IE -INTERVENCION VOLUNTARIA 


Papel que desempeña. Ciertamente, una demanda no 
puede ser intentada sino por la persona que tiene interés en la 
protección, la creación, la modificación o la supresión de una 
situación jurídica, contra otra persona que tenga un interés 
contrario a una de esas finalidades. Sin embargo, las conse- 
cuencias del proceso, resultantes de la sentencia que lo ter- 
mina, pueden repercutir desfavorablemente respecto de los 
terceros, aunque no se hallen ligados mediante relaciones de 
ninguna clase con las partes litigantes. Ejemplos: la ejecu- 
ción de la sentencia condenatoria contra el deudor deman- 
dado, al disminuír su patrimonio como consecuencia de la 
venta de sus bienes para pagar el importe de la condenación, 
perjudica a sus demás acreedores, quienes cuentan con la ga- 
rantía del patrimonio de su deudor para hacer efectivos sus 
créditos (art. 2092 y 2093 del C. Civil); un vendedor de in- 
mueble puede verse perjudicado con la sentencia que acoja 
la demanda en reivindicación intentada por un tercero con- 
tra el adquiriente, a quien él transfirió el derecho de propie- 
dad, al verse obligado a resarcir el daño experimentado con la 
evicción (art. 1626 y s. del C. Civil). 

En sus efectos con relación a terceros, la sentencia pue- 
de ser comparada, desde ciertos puntos de vista, con la con- 
vencion. 

De dos maneras la ley protege a los terceros contra las 
consecuencias perjudiciales que respecto de ellos podrían re- 
sultar de una convención: la primera, declarando que las con- 
venciones no producen efectos sino entre las partes contra- 
tantes (art. 1165 del C. Civil); la segunda, otorgando a los 
terceros el derecho de atacar, en su propio nombre e interés, 
los actos fraudulentamente consentidos por su deudor en per- 
juicio de ellos (art. 1167 del C. Civil). 

Análogamente, la ley evita a los terceros las consecuen- 
cias perjudiciales que podrían resultar para ellos de una sen- 
tencia, por dos medios de carácter reparador, correlativos a 
los que pueden emplear con respecto a una convención: 10., 
el medio de inadmisibilidad fundado en la autoridad relativa 
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de la cosa juzgada (art. 1351 del C. Civil); 20., el recurso de 
tercería deducido contra la sentencia intervenida en un pro- 
ceso en que ellos no han sido partes (art. 474 del C. de Pr. 
Civil). 

No van más allá las analogías entre los efectos de la con- 
vención y los de la sentencia. La convención, por ser un acto 
puramente facultativo y voluntario de las partes, es entera- 
mente desconocida para los terceros antes de llegar a ser un 
hecho cumplido; los actos preparatorios de la convención, 
por causa de su propia naturaleza, no trascienden a los terce- 
ros. Por el contrario, el proceso está rodeado de una cierta 
publicidad; antes de ser discutida la causa en audiencia, nu- 
merosas actuaciones procesales (demanda, enrolamiento, etc.), 
han tenido lugar en condiciones tales que los terceros han po- 
dido adquirir ciertas noticias acerca de la pendencia. Dada 
esa circunstancia, la ley ha podido conceder al tercero, que 
tema ser perjudicado con la solución a que se llegue en el pro- 
ceso, un medio preventivo para evitar el peligro de una sen- 
tencia desfavorable a sus intereses, el de entrar en un proceso, 
a fin de defender sus propias pretensiones, o las suyas al mis- 
mo tiempo que las de una de las partes: la intervención. Así, 
pues, en materia de proceso, los terceros tienen a su disposi- 
ción dos instituciones reparadoras del perjuicio, análogas a las 
que tienen frente a una convención: la invocación de la auto- 
ridad puramente relativa de la cosa juzgada, y el recurso de 
tercería; y un medio preventivo, la intervención. Pero estos 
diversos medios no son puestos indistintamente a disposición 
de los interesados, como se expondrá en seguida. 


Quién puede intervenir. En grado de apelación, el art. 
466 da el derecho de intervenir no a todo el que tenga inte- 
rés sino únicamente al que pueda intentar un recurso de ter- 
cería contra la sentencia que termina el proceso. Esta res- 
tricción a la facultad de intervenir se explica porque la de- 
manda en intervención, cuando es incoada ante los jueces de 
la segunda instancia, tiende a hacer juzgar las pretensiones del 
interviniente por primera vez ante este segundo grado, sin que 
las haya conocido el juez del primer grado de jurisdicción, 
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asa . Ante las jurisdicciones del primer grado, por el contra- 
rio, la intervención de los terceros es posible, conforme al 
derecho común, en todos los casos en que ellos tengan un in- 
terés jurídico en el resultado de la litis, y aun cuando no se 
encuentren en las condiciones requeridas para impugnar la 
sentencia por medio del recurso de tercería (v. Casación, 18 
de junio de 1956, B. J. 552, p. 1475). Así el acreedor puede 
intervenir en el proceso en que su deudor litiga respecto de 
un interés pecuniario, aunque no esté en aptitud de alegar 
que existe sospecha de confabulación entre el deudor y su 
contraparte; en cambio, para que el acreedor pueda intentar 
la tercería es preciso que la sentencia condenatoria contra su 
deudor haya intervenido a consecuencia de un fraude concer- 
tado entre las partes (art. 474). 

El interés que debe tener el interviniente en el ejercicio 
de la intervención es, pues, sustancialmente idéntico al que 
se requiere para el ejercicio de toda acción en justicia, puesto 
que la intervención es, respecto del interviniente, una deman- 
da principal. Sin embargo, se admite que un interés eventual, 
que generalmente no basta para justificar el ejercicio de la 
acción es suficiente para fundamentar la demanda en inter- 
vención; el interviniente puede comparecer en juicio mera- 
mente para supervigilar la marcha del proceso, aun antes de 
que aparezcan manifestaciones lesivas en su contra. 

Finalidades de la intervención. La intervención volun- 
taria tiende: o a hacer conocer un derecho que pertenece al 
interviniente en relación a un proceso pendiente entre otras 
personas, como ocurre cuando se interviene en una litis en 
que se disputa el derecho de propiedad, y el interviniente sos- 
tiene que él y no ninguna de las otras partes es el propieta- 
rio; a ejercer una cierta influencia sobre la solución que debe 
recibir el proceso en relación a los derechos de una de las par- 
tes en causa, como es el caso del interviniente que entra en el 


(134) No es esta sin embargo, la tesis adoptada en Francia, de acuerdo con el 
art. 554 del Nuevo Código de Pr. Civil, en cuya virtud, pueden intervenir 
en causa de apelación las personas que justifiquen un interés aun cuando no 
hayan sido partes en primera instancia, o que hayan figurado en otra cali- 
dad. 
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proceso para evitar, robusteciendo las pretensiones de una 
parte, una acción recursoria de ésta luego de terminado el 
proceso. (135) 

Relaciones con el proceso originario. La demanda en in- 
tervención es principal, pero no introductiva de instancia; con 
ella se produce una ampliación o extensión de un proceso ya 
pendiente, del cual resulta ser un accesorio, un incidente. La 
intervención implica, pues, la regularidad del proceso princi- 
pal, de donde resulta que el tribunal no podría resolver en 
pro o en contra de la demanda en intervención cuando se de- 
clarara incompetente para decidir acerca de la demanda origi- 
naria, o cuando la anulara por vicio de forma, o cuando la re- 
chazara por infundada. 

Materias, tiempo, tribunales en que es posible. La in- 
tervención es posible: en toda materia, sea civil o comercial; 
en todo estado de causa; ante todos los tribunales, salvo que 
como se ha visto con respecto a la c. de apelación y se verá 
oportunamente con relación a la Suprema C. de Justicia en 
funciones de corte de casación, las condiciones de la interven- 
ción ante estas últimas jurisdicciones son más estrictas que 
ante los demás tribunales. 

Clases de intervención voluntaria. El interviniente pue- 
de ser: o un tercero, o un causahabiente de una de las partes. 
Su papel en el proceso varía según que se trate del uno o del 
otro. 

El tercero interviniente es el que no tiene ningún interés 
común con las partes del proceso, pero que tiene un derecho 
vinculado a las mismas relaciones jurídicas que ligan a las par- 
tes en causa relativamente al objeto del proceso. Ejemplos: 
el fiador que interviene en el proceso pendiente entre el 
acreedor y el deudor afianzado; el vendedor que interviene 
en el proceso en reivindicación incoado contra el comprador 
a fin de salvaguardar su posición como garante, y de no verse 
expuesto a una demanda principal en garantía. Estos terce- 
ros, según se ha expuesto, tienen a su alcance dos medios re- 


(135) Estos dos tipos de intervención han sido denominados en Francia como 
principal y accesoria (art. 328 a 330 del Nuevo Código de Pr. Civil Fran- 
cés. 


— 299 — 















































paradores: el derecho de oponer la autoridad relativa de la 
cosa juzgada de la sentencia con motivo del proceso; el de- 
recho de interponer el recurso de tercería. Tienen, además, 
un medio preventivo, la intervención. La doctrina y la juris- 
prudencia llaman agresiva a la intervención de los terceros, 
porque tiende a proteger en el interviniente un interés distin- 
to del de las partes en el proceso originario. 

Los causahabientes, por el contrario, se hallan ligados 
por relaciones directas con las partes en causa, y tienen con 
ellas, por consiguiente, un interés común. De ahí que se en- 
cuentren representados por las partes litigantes, y que su suer- 
te se halle subordinada al resultado de un proceso en el cual 
no han sido partes. Es la posición ocupada por los acreedo- 
res quirografarios de los litigantes. La intervención es la úni- 
ca vía que ellos tienen para protegerse contra las consecuen- 
cias perjudiciales del proceso, cuando. teman que su deudor 
no se conduzca diligentemente en la defensa de su causa. Es 
el caso, por ej., de los acreedores del marido con relación al 
proceso en separación de bienes intentado por la mujer (art. 
871 y s.). El papel de los causahabientes en la intervención se 
reduce a colocarse al lado de su deudor, sometiendo al juez 
las conclusiones tendientes a fortalecer la situación de él, pe- 
ro sin asumir ninguna pretensión personal. La intervención 
del causahabiente, en otros términos, es una mera ayuda pro- 
cesal a su deudor, en apoyo de sus pretensiones. A esta inter- 
vención se llama conservatoria. 

Sin embargo, los causahabiéntes cesan de estar represen- 
tados en el proceso por su deudor en caso de que éste 
proceda fraudulentamente, por ej. confabulándose con su 
contraparte para burlar los derechos del acreedor. En este ca- 
so, se dice que el acreedor deja de ser causahabiente y pasa 
a Ser un tercero, que puede, como tal, impugnar por la ter- 
corfa, el fallo recaído en la contestación entre su deudor y la 
parte contraria. 

Efectos. La intervención voluntaria hace del intervinien- 
te una parte del proceso. De aquí resultan estas consecuen 
cias: la., la competencia ratione personae vel loci del tribu- 
nal apoderado del proceso originario resulta prorrogada para 
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conocer de las pretensiones sostenidas por el interviniente, 
sea en apoyo del demandado, sea en apoyo del demandante, 
cuyos papeles respectivos asume según que su intervención 
se dirija a respaldar a uno o al otro; 2a., el interviniente podra 
invocar en su favor, y contra él podrá ser invocada la senten- 
cia intervenida en el proceso originario; 3a., el interviniente 
podrá atacar la sentencia en su propio nombre, por apelación, 
revisión civil, o casación, según los casos a pesar de la inac- 
ción de la parte en cuyo interés intervino, 4a, por el contra- 
rio, el interviniente no podrá atacar la sentencia por medio 
de un recurso de tercería. 


$ IM — INTERVENCION FORZOSA 


Concepto. La intervención forzosa es la demanda incoa- 
da por una de las partes contra un tercero, a fin de eonvertir- 
lo en parte demandada en el proceso y de que la sentencia a 
intervenir, al mismo tiempo que decida acerca de las preten- 
siones de las partes originarias una contra otra, resuelva acer- 
ca de las pretensiones de una de ellas contra el demandado en 
intervención (v. Casación, 18 de junio de 1958, B. J. 552. p. 
1475). Ejemplo: en un proceso en reivindicación, una cual- 
quiera de las partes cita a su vendedor en garantía (art. 1626 
y s. del C. Civil). El derecho de citar a un tercero en inter- 
vención, aunque no previsto expresamente en la ley. resulta 
implícitamente, por argumento a fortiori, según la opinión 
general, del art. 171, que permite reunir ante un mismo tri- 
bunal dos demandas, pendientes ante distintos tribunales 
tre los cuales existe un lazo de conexidad. 

Se dice que hay demanda en declaración de sentencia 
común cuando el demandante en intervención forzosa no pre- 
tende obtener condenación alguna contra el demandado, si 
no que se limita simplemente a pedir que la sentencia a inter 





venir le sea oponible. 090 


(136) El Nuevo Código de Pr. Civil Francés distingue claramente tres stacio 
diferentes en la intervención forzosa: el llamamiento en garun tiu, un 
el caso más corriente, reglamentado por los Arts. 334 a 338 di dicho 
digo; la puesta en causa. mediante la cual se obliga a una persona 
es parte, a intervenir en'la instancia (Art, 331 al, liv finalmente 


















































La demanda en intervención forzosa es principal, pero 
no introductiva de instancia. 

Contra quién puede serincoada. Se admite generalmen- 
te que la demanda en intervención forzosa puede ser inten- 
tada, no contra todo el que pudiera intervenir voluntariamen- 
te, sino tan sólo contra quien tuviera derecho de atacar la sen- 
tencia que estatuya sobre el proceso mediante un recurso de 
tercería. 

Hasta cuándo es posible. Ante las jurisdicciones del pri- 
mer grado la demanda en intervención forzosa es posible en 
todo estado de causa. 

Es controvertida la cuestión de saber si la intervención 
forzosa es admisible en grado de apelación. Contra su posibi- 
lidad se aduce que tal demanda en este caso priva a la parte 
demandada del beneficio del primer grado. de jurisdicción; 
sin embargo, por interpretación del art. 466 se admite gene- 
ralmente la afirmativa respecto de aquellas personas que pue- 
dan atacar la sentencia por medio de un recurso de tercería, 
salvo si se trata del caso particular de una demanda inciden- 
tal en garantía. 


SECCION VI—PROCEDIMIENTO 


Generalidades, Las demandas incidentales son incoadas 
en general, en los asuntos civiles ante el j. de primera instan- 
cia y en toda materia ante la c. de apelación, por acto de abo- 
gado contra las partes que tienen abogado constituído, y por 
citación contra las que no lo tienen, 


cion en declaración de sentencia común, que puede ser interpuesta, espe- 
cialmente en grado de apelación, a fin de hacer oponible la cosa juzgada, y 
cerrarle Ja vía de la tercería, prevista en el referido art. 331, al. 2a, Res- 
pecto de la aplicación de las disposiciones francesas, la jurisprudencia ha 
considerado que si toda persona que tiene interés y calidad para intervenir 
en apelación puede ser puesta en causa por la vía de la intervención forzo- 
sa, es a condición de que el tercero citado no sea constreñido a renunciar a 
la garantía de su interés respecto del doble grado de jurisdicción, Que asi- 
mismo es inadmisible la puesta en causa de un tercero para obtener que és- 
te suministre las explicaciones sobre el objeto del litigio y para que escla- 
rezca al juez sobre las circunstancias de la causa (v. Civ. 2da, 6 de noviem- 
bre, Bu974, Bull Civ, II, p. 236; Civ. 3a. 13 de julio 1977, Bull Civ, 3a, 
235; Rev. Trim. dr, Civ, 1978, 424, obs, Perrot, citadas en Dalloz, Nou- 
veau Code de Pr. Civile, Art. 531, 1983; Jean Vincent, ob, cit, p. 979 y s.). 
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Demandas adicionales. Como acaba de expresarse son 
formadas, contra el demandado que ha comparecido, por 
acto de abogado, contentivo de los medios y conclusiones, 
con ofrecimiento de comunicar los documentos justificativos 
(art. 337), y por acto de alguacil contra el demandado que 
no ha comparecido. 

La parte demandada debe responder en la misma for- 
ma, 4137) 

Demandas reconvencionales. Son incoadas por acto de 
abogado, contentivo de los medios y conclusiones (art. 337). 

Si la decisión sobre la demanda reconvencional requiere 
alguna medida interlocutoria, como una información testimo- 
nial por ej., en tanto que la causa sobre la demanda princi- 
pal se hallara en estado, el tribunal debe desglosar ambas de- 
mandas, a fin de estatuir separadamente sobre cada una de 
ellas. 

Demandas provisionales. El demandante puede incoar- 
las en el mismo acto de emplazamiento contentivo de la de- 
manda principal. Después de la comparecencia del demanda- 
do, las demandas provisionales son interpuestas por acto de 
abogado, conforme a lo que dispone el Art. 337. Si el 
demandado no ha constituído abogado, son naturalmente in- 
tentadas por acto de alguacil. La demanda provisional puede 
también preceder a la demanda principal, cuando es intro- 
ducida en la forma del referimiento (Art. 101 de la L. 834 de 
1978). 

Antes de ser suprimido el procedimiento ordinario las 
demandas provisionales, por su carácter de urgencia, debían 
ser siempre instruidas sumariamente, esto es, sin la formali- 
dad previa de las notificaciones de defensas y réplicas, a fin 
de que dichas demandas se encontrarán en estado de recibir 
fallo antes que la demanda principal. Como antes se ha ex- 


(137) Es obvio que habiendo sido suprimido el procedimiento ordinario en virtud 
de la L, 845 de 1978, las disposiciones precitadas del C, de Pr, Civil 
deberán ser aplicadas de acuerdo con las nuevas normas procesales. Una 
notificación al abogado o a la parte, según sea el caso, conteniendo una mo- 
tivación suficiente de la demanda, con ofrecimiento de comunicar los do- 
cumentos justificativos será suficiente para cumplir el voto de la ley. 
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presado, este asunto no se planta en el estado actual de nues- 
tra legislación, ya que. existe únicamente un procedimiento 
para los asuntos civiles. Ello no implica que, desde luego la 
anticipación del fallo en la demanda provisional constituya la 
utilidad de estas demandas; se trata de cuestiones urgentes 
que requieren una ejecución antes de que intervenga la sen- 
tencia sobre el fondo. Asf, por ejemplo, la demanda provi- 
sional tendiente a poner bajo secuestro el inmueble litigioso 
se propone primordialmente salvaguardar los intereses de la 
parte que resulte gananciosa en el proceso. Es legítimo, 
pues, que el demandante en lo provisional trate de que el in- 
mueble litipioso sea secuestrado antes de que intervenga sen- 
tencia sobre el Fondo. Lo mismo ocurre con la demanda de 
una provisión ad litem en el procedimiento del divorcio. De 
estas consideraciones de oportunidad parecería resultar que, 
invariablemente, la demanda provisional debería recibir fallo 
antes que la demanda principal, puesto que de lo contrario, 
perdería su principal utilidad. No obstante esa necesidad ló- 
gica, el art. 134 prescribe que el tribunal deberá decidir pre- 
viamente sobre lo provisional tan sólo en el caso de que la de- 
manda sobre lo principal no se halle todavía en estado, pero 
que si ambas se encuentran simultáneamente en estado, se de- 
berá pronunciar una sola sentencia sobre lo provisional y so- 
bre lo principal. Aun en este último caso, la decisión sobre la 
demanda provisional conserva una gran utilidad, especialmen- 
te si respecto de ella solamente, y no sobre lo principal, ha 
sido ordenada la ejecución provisional de la sentencia; no obs- 
tante un recurso de apelación que sobrevenga, las medidas 
provisionales pueden ser llevadas a cabo.0138 

Intervención voluntaria, Se forma “por medio de escri- 
to que contenga los fundamentos y las conclusiones, y del 
cual se dará copia a los abogados de las partes en causa, así 
como de los documentos justificativos”, de acuerdo con el 
art, 339. Este acto de abogado reviste, pues, la forma de una 


(138) El asunto expuesto tiene un interés mayor por la disposición del art, 127 
de la L, 834 de 1978 según el cual son ejecutorias provisionalmente de ple- 
no derecho ‘fas decisiones que prescriben medidas provisionales para el 
curso de la instancia...” 
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mstancia notificada a requerimiento del abogado del intervi- 
niente a los abogados de las partes en causa. Cuando el de- 
mandado en el proceso sobre lo principal no ha compareci- 
do, el interviniente notifica su demanda en intervención al 
demandante por escrito de abogado, y al demandado por acto 
de emplazamiento en la forma prescrita por el art. 61. 

La intervención voluntaria, lo mismo que toda otra de- 


manda incidental, es recibible en todo estado de causa, a con- 


dición de que no retarde el fallo sobre el asunto principal, 
dispone el art. 340. El juez goza de un poder soberano para 
desglosar la intervención del asunto principal, si entiende que 
la intervención es susceptible de retardar la instrucción de la 
causa. 

Intervención forzosa. Como demanda principal que es, 
aunque no introductiva de instancia, la intervención forzosa 
se intenta por citación notificada al tercero, de acuerdo con 
el art. 61. 


SECCION VII-OTRAS MATERIAS Y OTROS 
TRIBUNALES 


Materia comercial; referimiento. En estos asuntos de la 
competencia del j. de primera instancia, las demandas adi- 
cionales, reconvencionales y provisionales pueden ser forma- 
das mediante conclusiones contra la parte que se halle pre- 
sente en la audiencia, o por acto de alguacil, y las demandas 
en intervención tienen que serlo por acto de alguacil. No obs- 
tante, siendo actualmente obligatorio el ministerio de aboga- 
dos en estas materias (v. L. 91 de 1983 que crea el Colegio de 
Abogados) las partes no pueden actuar personalmente. 

Juzgado de paz. Con las distinciones anteriormente es- 
tablecidas, las demandas incidentales son intentadas en la mis- 
ma forma que en materia comercial o en referimiento. 

Tribunal de Tierras. En el proceso de saneamiento 
inmobiliario no hay, propiamente hablando, demandas adi- 
cionales ni reconvencionales: toda reclamación es, en cuanto 
a esto, una demanda principal, de carácter interrogatorio y 
provocatorio. 
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Las demandas provisionales, como por ej. la que tiende 
a poner en secuestro al inmueble reclamado por varios de- 
mantes, puede ser formada en todo estado de causa, por sim- 
ples conclusiones. 

Las demandas en intervención voluntaria no existen en 
el T. de T., puesto que toda demanda reviste la forma de una 
reclamación, que es, como se ha visto, una demanda princi- 
pal. En cambio, la intervención forzosa sería posible; se in- 
tentaría mediante instancia contentiva de la demanda, diri- 
gida al tribunal, a fin de que éste haga citar al demandado en 
intervención. 


CAPITULO IV—INCIDENTES RELATIVOS AL JUEZ, 
AL ABOGADO Y AL ALGUACIL (139 


SECCION I—-DESIGNACION DE JUECES 


Conflicto de competencia. En ciertos casos, como por 
ej. cuando hay varios demandados, en materia mixta, etc., va- 


(139) Como consecuencia de las modificaciones introducidas por la L, 834 no 
son posibles los conflictos de competencia, tal como eran concebidos en el 
antiguo derecho: únicamente el caso de imposibilidad de constituírse el 
tribunal, tratado en esta sección podría ser posible en el estado actual de 
nuestra legislación. Hecha esta aclaración no solamente para mantener el 
plan de la obra, sino por el interés teórico de los conceptos contenidos en 
ella, los aspectos tratados en la Sección I, respecto de la designación de 
Jueces serán mantenidos con las necesarias enmiendas. 

Como se acaba de indicar, no existe la posibilidad de una designa- 
ción de jueces en caso de conflicto de competencia, por las razones siguien- 
tes: 1) las decisiones sobre los aspectos relativos a la competencia, así co- 
mo la litispendencia y conexidad (en cuyos procedimientos son aplicables 
las reglas previstas para las excepciones de incompetencia) son de carácter 
impositivo (v, art. 7,14, 24, 33 y 34 de la citada ley). 2) Quien promueve 
la excepción de incompetencia, está obligado a indicar el tribunal ante el 
cual considera debe ser llevado el asunto (art, 3). 3) Cuando el juez declara 
su incompetencia deberá designar la jurisdicción que estima competente; 
esta decisión se impone al juez y a las partes (art. 24). 4) Las decisiones dic- 
tadas en materia de litispendencia y de conexidad se imponen tanto a la 
jurisdicción de envío como a aquella cuyo desapoderamiento fue ordenado 
(art. 33). 5) En caso de recursos múltiples la decisión corresponde + la Cor- 
te apoderada en primer témino, la que, en caso de acoger la excepción, 
atribuye el asunto a la jurisdicción que su juicio, sea la mejorsituada (art. 
32). 6) En caso dedesapoderamiento de dos jurisdicciones, la última deci- 
sión será considerada no ppronunciada (art. 34). 


Las reglas expuestas, por su carácter imperativo, eliminan en conse- 
cuencia en el aspecto tratado, todo conflicto ya positivo, ya negativo de 
competencia (v, respecto de la evolución legislativa en estos aspectos, H, 
Solus y R., Perrot, Droit judiciaire privé, vol, 1, pág, 833 y sig,). 
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tios tribunales pueden ser competentes para conocer de la de- 
manda, Es posible, por este motivo, que una misma deman- 
da haya sido incoada sucesivamente ante dos tribunales dis- 
tintos. En estos casos puede naturalmente ser propuesta la 
excepción de litispendencia ante el segundo tribunal apodera- 
do (antiguo art. 171, hoy sustituído por los art. 28 y s. de la 
L 834). 

De acuerdo con el antiguo sistema podía ocurrir que 
la excepción de litispendencia fuera desestimada o que, no 
propuesta esta excepción, ambos procesos siguieran paralela- 
mente su curso. Si ambos tribunales, sucesivamente, se de- 
claraban competentes para conocer de las dos demandas, o si 
por el contrario, ambos se declaraban incompetentes, se pro- 
ducía un conflicto de competencia: positivo en el primer 
caso, negativo en el segundo caso. 

Para resolver esta situación el C. de Pr. Civil organizó el 
procedimiento de la designación de jueces. 

Competencia. La S. C. de Justicia era el tribunal compe- 
tente para conocer del incidente de la designación de jueces, 
de conformidad con lo que disponía el art. 164 de la L. de 
O. J. ref. por la L. 294 de 1940, que derogó implícitamente, 
sobre la cuestión de competencia, el art. 363 del C. de Pr. 
Civil. 

Conflicto positivo. La litispendencia era el único caso de conflic- 
to positivo expresamente previsto por la ley (art. 363 del C. de Pr. Ci- 
vil, hoy sustituido por el art. 28 de la L. 834). 

De acuerdo con el sistema del C. de Pr. Civil, para que hubiera lu- 
gar a la designación de jueces por causa de litispendencia, era necesario 
que se tratara de dos asuntos contenciosos sometidos con sendas ci- 
taciones ante dos tribunales distintos, sin que ninguno de ellos hubiera 
fallado. 

No había litispendencia, por consiguiente, cuando uno de los tri- 
bunales había estatuído sobre el fondo por sentencia que hubiera ad- 
quirido la autoridad de la cosa juzgada. En este caso, se opondría an- 
te uno de los tribunales la autoridad de Ja cosa juzgada por la senten- 
cia dictada por el otro tribunal. 

La designación de jueces en cambio era admisible si la sentencia 
pronunciada por uno de los tribunales podía todavía serimpugnada por 
oposición o por apelación, porque el ejercicio de estas vías de recurso 
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hacía reaparecer el conflicto de competencia. 

No había litispendencia susceptible de dar lugar a designación de 
jueces cuando dos tribunales hubieran decidido por sentencias análo- 
gas: si estas dos sentencias eran idénticas, uno de los dos procesos ha- 
bría sido incoado inútilmente; si las dos sentencias se contradecían, 
había que recurrir en apelación contra la última de ellas si se trataba de 
sentencias en primera instancia, y en casación si se trataba de sentencias 
en última instancia o en única instancia, disponía el art. 504 ref. por la 
L. del 13 de marzo de 1913. Como requisito para que pudiera quedar 
abierta la vía de la designación de jueces, la ley suponía que los tribu- 
nales apoderados simultáneamente pertenecían al mismo grado de 
jurisdicción, puesto que se refería a dos o más j. de paz, o a dos o más j. 
de primera instancia (art. 363). Algunos autores sostenían sin embargo, 
que aun cuando los tribunales apoderados pertenecían, el uno al primer 
grado, y el otro al segundo grado de jurisdicción, las partes podían pro- 
veerse en designación de jueces, si estimaban que este procedimiento era 
conforme a sus intereses. 

La doctrina y la jurisprudencia admitieron que la conexidad po- 
día también motivar un procedimiento de designación de jueces. Lo 
mismo que la litispendencia, la conexidad era, y es actualmente, un mo- 
tivo de conflicto de competencia, y las partes podían evitarlo recurrien- 
do a su elección, a los mismos medios que en caso de litispendencia: 
excepción declinatoria o designación de jueces. 

Conflicto negativo. Por analogía con la disposición del art. 363 
para el conflicto positivo se admitía unánimemente que también en 
caso de conflicto negativo de competencia era posible recurrir a la desig- 
nación de jueces (Casación: 4 de marzo, 1925,B.J.176,p.4;febrero, 
1961, B. J. 607 , p. 359; 18 de junio de 1969, B. J. 703, p. 1359). 
Pero, para que este procedimiento se considerara admisible, era necesa- 
rio que, apesar de que los dos tribunales apoderados se hubieran 
declarado incompetentes, uno de ellos sin embargo, fuera el tribunal 
competente. Si, por el contrario , la competencia pertenecía a un ter- 
cer tribunal, lo que procedía era apoderar a este tribunal, abandonando 
los procedimientos incoados ante los dos tribunales incompetentes. 

Opción. En ciertos casos, las partes podían escoger entre la de- 
signación de jueces y otros medios de procedimiento para resolver 
los conflictos de competencia: si uno de los tribunales apoderados 
había estatuído sobre la competencia, las partes podían optar entre pro- 
poner la excepción de incompetencia de uno de ellos o recurrir en de- 
signación de jueces; si uno solo de los tribunales se declaraba competen- 
te, o si ambos rechazaban la excepción declinatoria por causa de litis- 
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pendencia, se podía escoger entre la apelación y la designación de jue- 
ces. 


Imposibilidad de constituir un tribunal. Un tercer caso 
de designación de jueces, admitido unánimemente por la 
doctrina y la jurisprudencia es el de que el único tribunal apo- 
derado de la contestación no pueda constituirse para conocer 
de la causa, debido a que el juez único del j. de paz o delj. de 
primera instancia y sus posibles sustitutos o la totalidad ola 
mayoría de los miembros de la c. de apelación, hayan sido re- 
cusados o hayan propuesto su inhibición. Se ha considerado 
que no había otro camino, en esta hipótesis, para que las par- 
tes puedan apoderar a los órganos jurisdiccionales del conoci- 
miento de la causa que el de recurrir a la designación de jue- 
ces. (140) 

Procedimiento. La parte que quiere recurrir a este pro- 
cedimiento debe previamente solicitar de la S. C. de Justicia, 
mediante la instancia acompañada con las diversas demandas, 
permiso para citar a su contraparte en designación de jueces 
(art. 364). La S. C. de Justicia decide en cámara de consejo 
acerca de la autorización pedida, después de oír el dictamen 
del Procurador General de la República (art. 83). 

La solicitud podía ser rechazada, si se comprobaba que 
se trataba de dos asuntos diferentes, o de dos asuntos entre 
los cuales no existía conexidad alguna. 

La sentencia que autorizaba a citar en designación de 
jueces podía ordenar, en caso de conflicto positivo de compe- 
tencia, que los tribunales apoderados sobreseyeran en los pro- 
cedimientos (art. 364). Si esto no era ordenado, esos tribuna- 
les podían continuar la instrucción de las respectivas causas; 
pero la validez de sus actuaciones quedaba subordinada a lo 
que disponía el fallo que interviniera sobre el mérito de la de- 
manda en designación de jueces. 


(140) Podría aceptarse también esta atribución de la Suprema C, de Justicia, en 
virtud del acápite 2, art, 29 de la L, de O, J, Parece que, en virtud de esta 
disposición legal, las leyes Nos. 255 y 248 de 1981, que crearon respecti- 
vamente una nueva C, de apelación y dos nuevas Cámaras Civiles y Comer- 
ciales en el Distrito Nacional, daban atribución a la Suprema C. de Justi- 
cia para resolver cualquier diferencia surgida con motivo de estas leyes. 


= 309 = 





La parte autorizada a perseguir la designación de jueces 
debe, en los asuntos civiles, notificar la sentencia dentro de 
los quince días de su pronunciamiento a las otras partes, en 
el domicilio de sus abogados, con citación para comparecer 
ante la S. C. de Justicia en el plazo ordinario de los emplaza- 
mientos, aumentado proporcionalmente a la distancia en que 
se encuentran los domicilios de los abogados (art. 365). En 
los demás asuntos la notificación antes mencionada debía ha- 
cerse naturalmente a persona o domicilio, 

No habiendo la ley trazado reglas especiales para el pro- 
cedimiento de este incidente, deben seguirse las normas del 
derecho común; la citación para comparecer ante la S. C. de 
Justicia debe ajustarse a las formalidades prescritas por el art. 
61; el proceso se instruye conforme a lo dispuesto por los art. 
75 y sig. 

Si el demandante en designación de jueces no cita a su 
contraparte en el plazo indicado pierde de pleno derecho el 
beneficio de hacerla ordenar, y en los casos de conflictos de 
competencia, los procedimientos podían continuarse por an- 
te el tribunal al que el demandado en designación de jueces 
atribuyó el conocimiento del litigio. En estos casos, la ley su- 
ponía que cada una de las partes había apoderado a uno de 
los dos tribunales en conflicto. Su disposición no era aplica- 
ble al caso de conflicto resultante de dos demandas incoadas 
por una misma parte. No pudiendo el hecho de la caducidad 
hacer competente a ningún tribunal, nos encontrábamos en- 
tonces en un caso de conflicto negativo. 

Sentencia. La decisión que estatuye acerca de la desig- 
nación de jueces puede desestimar la demanda, si no se en- 
cuentran presentes en la especie ninguna de las condiciones 
requeridas (conflicto positivo, o negativo, conforme al anti- 
guo derecho, o imposibilidad de constituirse el tribunal). 

Si por el contrario, la demanda era admitida, la S. C. de J. debía 
proceder a la designacion del juez que debía conocer de la causa, deci- 
diciendo: o que de los dos tribunales apoderados uno de ellos era compe- 
tente y debía continuar conociendo de la causa; o que, de dos tribunales 
igualmente competentes, siguiera apoderado aquel a quien conviniera me- 
jor atribuir el conocimiento del proceso, de acuerdo con las circunstan- 
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cias (grado de avance de los dos procesos, interés de la buena adminis- 
tración de la justicia, etc.); o que ambos tribunales apoderados eran in- 
competentes y enviar entonces la causa ante otro tribunal; en caso de 
conexidad, que el asunto continuara sometido a uno de los tribunales 
apoderados, especialmente a aquél en que se hallara pendiente el pro- 
ceso más amplio. 

La parte que sucumbía era condenada en costas (Art, 130). Al 
demandante que sucumbía se le podia condenar también, si procedía, 
a indemnizar a las otras partes (art. 367). 


SECCION I—RECUSACION 14D 
$ I —PRINCIPIOS GENERALES 


En qué consiste. Según se ha expuesto (supra. libro M, 
Sec. I, Cap. IV), cualquiera de las partes puede, alegando una 
de las causas previstas por la ley (art. 378 y s.). recusar al 
juez de cuya imparcialidad sospecha, esto es, entablar un pro- 
cedimiento mediante el cual obtendrá la eliminación del recu- 
sado como juez de la causa. 

Inhibición. Es el acto del juez que, conociendo que en 
él concurre un motivo de recusación, declara su deseo de abs- 
tenerse de conocer de la causa (art. 380). Es un procedimien- 
to preventivo de una posible recusación. La inhibición no ne- 
cesita ser motivada. Puede ser propuesta en todo estado de 
causa. 

Se admite generalmente que un juez puede proponer su 
inhibición no solamente en los casos en que legalmente pue- 
da ser recusado, sino también en toda circunstancia en que 
razonablemente pueda temer que las partes pongan en duda 
su imparcialidad. 

El tribunal de que forma parte el juez que propone su 


(141) En Francia, los art. 378 y s. del C. de Pr, Civil han sido derogados por la 
Ordenanza No. 58-—1273 de 1958, y la L. 726 de 1972. Los arts. 339 a 
355 del Nuevo Código de Procedimiento Civil, bajo el título La abstención, 
la recusación y el reenvío instituyen el procedimiento a seguir (v. J. Vi- 
cent, Procedure civile, No. 169, p. 200; Dalloz, Nouveau Cod de Procedure 
civile, ari. 339 a 355 (Petit Codes) 1983, 
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inhibición tiene poder soberano para admitirla o desestimarla 
(v. S. C. de J., 15 de septiembre de 1920, B. J. 122, p. 8), 
y su decisión al respecto se impone a ese juez, sin recurso 
alguno, 

En la práctica, cuando se inhibe el j. de paz o el juez pre- 
sidente del j. de p. i., su sustituto pasa a ocupar su puesto 
para conocer de la causa, sin necesidad de estatuír sobre la in- 
hibición. Si se trata de un juez de un tribunal colegiado, los 
demás miembros integran el tribunal para decidir acerca de la 
inhibición. Si, por el número de inhibiciones el tribunal ha 
quedado en minoría, se procedera a completarlo conforme a 
las reglas del caso. 

Cuando a consecuencia de las inhibiciones de un núme- 
ro tal de los jueces de un tribunal colegiado, se haga imposi- 
ble que éste se constituya, hay lugar a recurrir, como se ha 
expuesto, al procedimiento de la designación de jueces (S. 
C.de J., 15 de octubre de 1924, B. J. 171-173, p. 4.042) 

Carácter individual. La recusación es naturalmente diri- 
gida contra cada juez individualmente, no contra el tribunal. 
Se recusa el juez, no al juzgado de primera instancia. De la 
misma manera, tratándose de un tribunal colegiado, la recu- 
sación debe ir dirigida contra uno o más jueces, no contra el 
tribunal como entidad. (143 

Cuando la recusación sea dirigida contra un número tal 
de jueces de una c. de a. que ésta se halle en la imposibilidad 
de constituírse, hay lugar a designación de jueces, según se 
acaba de exponer. 

Otras personas recusables. Además de los jueces, pue- 
den ser recusados: el abogado que es llamado a reemplazar 
a unj. de p. i.; los jueces comisarios (art. 385); los agentes del 
ministerio público, cuando actúen como parte adjunta (art. 
381), esto es cuando sean llamados a dictaminar. 


(142) En este caso la S. C. de J. ordenó la ''declinatoria”, en vez de proceder a 
una designación de jueces, 


(143) V. no obstante, S. C., de Justicia, 3 de mayo, 1985, B, J. 894, p. 1048. La 
S. C. de Justicia consideró en este caso que la recusación de un tribunal co- 
legiado en pleno se asimila a una demanda en declinatoria porsospecha le- 
gftima. 
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LIBRO VI — EL PROCESO 
$ ¡I—CAUSAS DE RECUSACION 


Casos previstos en el art. 378. El art. 378 enumera li- 
mitativamente las causas que pueden motivar la recusación 
de los jueces de p. i., de las cortes de spelacion y de la S. C. 
de J. Pueden ser distribuídas en cinco grupos. 

I. Lazos de parentesco o de aliaza. Hay lugar a recusa- 
ción: 1o., cuando el juez es pariente o afín de las partes. o de 
una de ellas, hasta el grado de primo hermano inclusive. 20.. 
por ser la mujer del juez pariente o afín de uña de las partes. 
o por ser el juez pariente o afín de la mujer de una de las par- 
tes dentro del grado referido, cuando la mujer estuviere viva, 
o si, habiendo muerto, existiesen hijos. y si la mujer hubiese 
muerto y no quedasen hijos podrán ser recusados el suegro, el 
yerno, y los cuñados (art. 378 ordinales lo. y 20.) El juez 
no es recusable cuando es pariente o afín, no de la parte. si- 
no de su tutor o su curador, ni cuando es pariente o afín 
de los administradores o miembros de una sociedad que es 
parte en la causa, a menos que esos tutores, curadores o admi- 
nistradores tengan un interés personal en el proceso, El pa- 
rentesco natural es una causa de recusación lo mismo que el 
parentesco legítimo. 

I. Interés personal. Hay motivo de recusación: “si el 
juez, su mujer, sus ascendientes y descendientes, o afines en 
la misma línea, tienen una contienda sobre una cuestión aná- 
loga a aquella que se discute entre las partes” (art. 378-30.): 
por tener el juez “un proceso en su propio nombre ante un 
tribunal en que una de las partes sea juez”; si el juez fuese 
acreedor o deudor de una de las partes (art. 378-40.); “cuan- 
do el juez sea tutor, protutor o curador, heredero presuntivo, 
o donatario” de una de las partes; “si fuere administrador de 
algún establecimiento, sociedad 149 o dirección, que sean 
partes en la causa”; “si una de las partes fuere su presunta he- 
redera” (art. 378-70.). 





(144) La ley no puede referirse sino a una sociedad de beneficencia, por ej., y no 
a una sociedad comercial, puesto que los jueces no pueden ejercer comer- 
cio (art. 6 de la L, de O. J. 
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MM. Opinión dada acerca del proceso. Eljuez puede ser 
recusado: si “hubiere dado consulta, alegado o escrito sobre 
el asunto debatido”; “si hubiere conocido de él precedente- 
mente como juez o como árbitro” (v. Casación, 19 de mayo 
1953, B. J. 514; p. 814), “si hubiere declarado como testigo” 
(art. 378-80.). Estas disposiciones son interpretadas general- 
mente: en lo que respecta a la causa de recusación fundada 
en el hecho de haber dado consulta, como significando que el 
juez puede ser recusado únicamente por haber dado opinión 
propiamente dicha acerca del proceso, no porque haya cono- 
cido del asunto en una fase anterior del mismo proceso (S. C. 
de J., 29 de junio de 1927, B. J. 203-204, p. 11; 16 de octu- 
bre de 1953, B. J. 519, p. 2028), ni porque haya escrito li- 
bros o artículos, de carácter puramente científico, acerca del 
tema discutido en el proceso (145) y en cuanto a la recusa- 
ción fundada en el hecho de haber sido testigo, que el juez 
haya efectivamente declarado como tal, no simplemente que 
se le haya citado como testigo. 

IV. Relaciones de amistad o protección. El juez puede 
ser recusado: cuando fuere “patrono o comensal” de una de 
las partes (art. 378-70.); cuando “hubiere solicitado, reco- 
mendado o provisto a los gastos del proceso” (art. 378-80.): 
“si desde el principio del proceso hubiere bebido o comido 
con una u otra de las partes en la respectiva casa de éstas, O 
recibido presentes de cualquiera de ellas” (art. 378-80.: v. 
Casación, 18 de septiembre de 1936, B. J. 314, p. 482). 


V.  Presunciones de enemistad. Es recusable el juez “si 
en el curso de los cinco años precedentes a la recusación ha 
habido proceso criminal”, esto es proceso penal en que ha 
habido parte civil, entre él “y una de las partes. o su cónyuge, 
o sus parientes o afines en línea recta” (art. 378- 50), cuando 
“exista proceso civil entre el juez, su mujer. sus ascendientes 
o descendientes, o afines en la misma línea. y una de las par- 
tes”, iniciado por la parte antes del proceso en que se propo- 
ne la recusacion, o concluído en los cinco años precedentes a 


(145) Glasson y Tissier, Traité, I, 66. 
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la recusación (art. 378—60.); “cuando hubiere enemistad ca- 
pital entre el juez y una de las partes”, resultante, por ej., de 
“agresiones, injurias o amenazas”, emanadas del juez (art, 
378-90.; v. Casación, abril 1949, B. J. 165, p. 346; septiem- 
bre 1950, B. J. 482, p. 817; 15 de noviembre de 1951, B. J. 
496, p. 1488). 

Causas de recusación de los jueces de paz. El art. 44 
enumera, también limitativamente, las causas de recusación 
contra los jueces de paz: “lo. Cuando tengan interés perso- 
nal en la contestación o litis, 20. Cuando sean parientes © 
aliados de cualquiera de las partes hasta el grado de primo 
hermano inclusive; 30. Si dentro del año que precedió a la re- 
cusación, ha mediado proceso criminal entre ellos y una de 
las partes, o su cónyuge, o sus parientes o afines en línea di- 
recta; 4o. Si hubiere pleito civil entre ellos y una de las par- 
tes, o su cónyuge; 50. Siempre que hubieren dado opinión 
por escrito sobre el asunto de que se trata”. 

Siendo limitativa esa enumeración. el puez de paz no 
puede ser recusado por ninguna otra causa. mi aùn de las 
admitidas en el art. 378. 


Recusación contra los jueces del T. de 1. Ll art. 87 de 
la L. de R. de T. permite la recusación contra estos jueces en 
los mismos casos y condiciones que la de los jueces de los tri- 
bunales ordinarios. 


$ III -COMPETENCIA 


Reglas aplicables. Según resulta de lo que disponen los 
arts. 385 y s., la recusación es conocida. en principio, por el 
tribunal de que forma parte el juez recusado: la de un juez 
de primera instancia, por el juzgado de primera instancia de- 
sempeñado por el sustituto del juez; la de un juez de corte de 
apelación, o de la Suprema Corte de Justicia, por la Corte co- 
rrespondiente: la de un juez del Tribunal de Tierras, por el 
Tribunal Superior de Tierras. No obstante, la Suprema Cor- 
te de Justicia ha decidido (v. Casación, 12 de diciembre de 
1947, B. J. 449, p. 845; 19 de julio de 1955, B. J. 540, p. 


315; 



































1429), que es la corte de apelación el tribunal competente pa- 
ra conocer de la recusación de los jueces de primera instan- 
cia, fundándose, esencialmente en el hecho de que siendo uni- 
personal, ante el juzgado de primera instancia no pueden ser 
cumplidos los trámites establecidos en los arts. 358 a 390, 
que regulan el procedimiento de la recusación. De esto resul- 
taría, según la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justi- 
cia, una imposibilidad de constituírse el juzgado de primera 
instancia, y la necesidad de que sea la corte de apelación 
quien conozca de la recusación del juez de primera instan- 
cia. (146) 


En virtud de lo que dispone el art. 47, la recusación del 
juez de paz es conocida por el juzgado de primera instancia. 


(146) La Suprema Corte de Justicia da estos fundamentos a sus fallos: que las 
disposiciones de los arts. 385 y 390 del C. de Pr. Civil, que establecen la 
competenia de los juzgados de primera instancia para conocer de la recusa- 
ción de uno o varios de sus jueces, fueron escritas cuando esos tribunales 
eran colegiados y se han hecho de imposible aplicación desde el momento 
en que fueron convertidos en unipersonales; que, por otra parte, la dispo- 
sición del art, 33, apartado 5o., de la L, de O, J., que atribuye competen- 
cia a las cortes de apelación para designar a un juez de paz que sustituya a 
los jueces de primera instancia cuando éstos se encuentren imposibilitados 
para ejercer sus funciones por causa de recusación, de io inhibición o por 
cualquier otro motivo, no hace sino aplicar, a un caso particular, el princi- 
pio general de nuestro derecho procesal en virtud del cual cuantas veces las 
causas de recusación son dirigidas contra un número de jueces tal que un 
tribunal no pueda constituítse para estabtuir sobre la recusación, ésta debe 
ser dirigida a la jurisdicción inmediatamente superior con fines de decisión; 
que, como consecuencia de todo lo expuesto es a las cortes de apelación 
a quienes compete a virtud del texto citado, no sólo designar al juez que 
sustituya al de primera instancia que ha sido recusado, sino conocer y apre- 
ciar también las causas de recusación presentadas contra el mismo y decidir 
acerca de su fundamento, A propósito de esta jurisprudencia se puede ob- 
servar: 1ro., que las dificultades con que tropieza en este caso el juzgado de 
primera instancia pueden ser obviadas, como en la práctica se hace para la 
información testimonial, para el informe pericial, para el interrogatorio 
sobre hechos y artículos, etc., autodesignándose juez comisario el juez- 
presidente; 2do,, que en los casos decididos no existía verdadera imposi- 
bilidad de constituírse el juzgado de primera instancia, precisamente en 
razón de que el art, 33 de la L. de O. J, determina la manera de reemplazar 
al juez de primera instancia; 30., que cuando, por causas extraordinarias, 
no fuese posible que ningún juez de paz pudiera sustituir al juez de primera 
instancia y que ningún abogado quisiera aceptar este encargo, nos encon- 
traríamos en un caso de designación de jueces; 4o., que en los argumentos 
en que se funda estos de los Suprema Corte de Justicia podrían aplicarse 
también a la recusación del juez de paz, si al ser ella promovida son recusa- 
dos el juez de primera instancia y sus sustitutos legales y ningún abogado 
quisiera aceptar la designación que de él hiciera la corte de apelación, de 
donde resultaría que también en este caso habría que atribuír competencia 
ala corte de apelación para conocer de este incidente. 
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8 IV -PROCEDIMIENTO 


Hasta cuando es posible.— La recusación debe ser pro- 
puesta antes de principiar el debate y antes que la instrucción 
esté terminada, o que los plazos hayan transcurrido, en los 
asuntos sometidos a relación” (art. 382). La recusación fun- 
dada en causas sobrevenidas posteriormente al comienzo del 
debate puede ser propuesta después de este momento (art. 
382); también puede serlo, de acuerdo con la opinión general, 
sobre el fundamento de causas existentes antes del comienzo 
de los debates, pero descubiertas posteriormente. 


De acuerdo con el párrafo agregado por la L. 237 de 
1967, “se deberá previamente prestar fianza que garantice el 
pago de la multa, indemnizaciones y costas”, a que pueda 
eventualmente ser condenado el recusante en caso de ser de- 
clarada inadmisible la demanda. Dicha fianza será solicitada 
al tribunal que deba conocer de la recusación, quien la fijará 
soberanamente. Esta quedará afectada como acreencia privi- 
legiada pudiendo ser admitida en efectivo, mediante depósito 
en la Colecturía de Rentas Internas o en forma de garantía 
otorgada por una compañía de seguros autorizada para esta 
clase de actividad, en virtud de acta auténtica o bajo firma 
privada suscrita por el representante de la compañía asegura- 
dora y por el ministerio público actuando a nombre del Esta- 
do. Esta formalidad es exigida también en los casos de recusa- 
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ción contra varios jueces de un tribunal colegiado. Los efec- 
tos de la fianza cesarán de pleno derecho un año después de la 
decisión definitiva sobre la recusación, “a menos que el Esta- 
do o el funcionario recusado, cada uno en lo que les concier- 
ne hayan ejercido en tiempo hábil la acción correspondiente 
en cuanto a la multa o la reclamación de daños y perjuicios.” 
El recibo del depósito de la fianza o el acta, según sea el caso, 
deberán ser depositados en la Secretaría de tribunal apodera- 
do junto con los demás documentos justificativos. 


La recusación de los jueces comisarios debe ser propues- 
ta, conforme lo dispone el art. 383 dentro del plazo de tres 
días: “lo., desde el día de la sentencia, si ésta fuere contra- 
dictoria: 2o., desde el último día de la octava para oposición, 
si la sentencia fuere en defecto y no se hubiere intentado con- 
tra ella oposición: 3o., desde el día en que se desechara la 
oposicion, aun por defecto, si la sentencia era susceptible de 
tal recurso”. La disposición del art. 383-30. es fácilmente 
aplicable, en materia civil, cuando se trata de defecto por fal- 
ta de concluír, porque en este caso la oposición debe ser in- 
tentada en la octava de la notificación de la sentencia, 
según lo previene el art. 157; pero no en caso de sentencia en 
defecto por falta de comparecer en materia civil, y de senten- 
cia en defecto en materia comercial, sea por falta de compa- 
recer o por falta de concluír, puesto que en estos casos la 
oposición es recibible, de acuerdo con los arts. 159 y 436, 
hasta la ejecución de la sentencia. Hay, pues, una antinomia 
entre las disposiciones del art. 838, de una parte, y las dispo- 
siciones de los arts. 159 y 436, de otra parte, en lo que res- 
pecta al plazo impartido para recusar a un juez comisario 
nombrado por una sentencia en defecto susceptible de ser im- 
pugnada por oposición hasta su ejecucion. Se admite general- 
mente que prevalecen estos últimos textos, y que, por consi- 
guiente, la recusación es recibible hasta tanto no haya sido 
ejecutada la sentencia que nombra al juez comisario. (147) 


(147) Conviene tener en cuenta que las disposiciones de los arts, 149,150, 181, 
153, 155 y 156 han sido modificadas por la L, 845 de 1978. 
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Como se ve, la ley permite a la parte que, con su asisten- 
cia al debate, ha renunciado a su derecho de recusar a un 
juez, pueda sin embargo recusarlo posteriormente si ese juez 
es designado comisario. Esto se explica por la circunstancia 
de que el papel desempeñado por el juez es más importante 
cuando es comisionado para practicar una medida de instruc- 
ción que cuando tiene que concurrir simplemente a integrar 
el tribunal a 


Cómo se propone y se juzga. Los arts. 384 y s. trazan el 
procedimiento a seguir para la recusación de los jueces de p. i. 
y de las cortes de apelación; sus disposiciones deben ser apli- 
cadas a la recusacion de los jueces de la S. C. de J. El proce- 
dimiento para la recusación de los jueces de paz está conteni- 
do en los arts. 45 y s. No hay reglas legalmente establecidas 
para proponer la recusación de los jueces del T. de T. 


La recusación de los jueces de p. i., de las cortes de 
apelación y de la S. C. de J. debe proponerse “por un acto en 
secretaría, que contendrá los medios, y será firmado por la 
parte o por el que la represente con poder auténtico y espe- 
cial, que se agregará al acto”, dispone el art. 384, Esta for- 
ma es requerida a pena de nulidad, la cual debe ser pronun- 
ciada de oficio por el tribunal. 

Dentro de las 24 horas de formulada la recusación, el 
secretario remitirá copia del acta al presidente del tribunal; en 
audiencia, sin oír a las partes, pero después de oír el informe 
del presidente y el dictamen del ministerio público, el tribu- 
nal decide acerca de la admisibilidad de la recusación, de 
acuerdo con el art. 385. 

Si la recusación es declarada inadmisible, el recusante es 
condenado a una multa de no menos de 20 pesos, y queda su- 
jeto a indemnizar al juez indebidamente recusado; pero éste, 
si reclama indemnización, no puede seguir actuando como 
juez de la causa (Art. 390: Casación: octubre 1969, B. J. 
707, p. 6050; junio 1973, B. J. 751, p. 1777). 


Si, por el contrario, la recusación es declarada admisible. 








el tribunal ordenará: “lo., la comunicación al juez recusado, 
para que se explique en términos precisos sobre los hechos, 
en el plazo que la sentencia determine; 20., la comunicación 
al fiscal” (art. 385). 

La instancia queda suspendida a partir del momento en 
que interviene la sentencia que declara admisible la recusa- 
ción; pero el tribunal puede, si una de las partes lo pide, orde- 


nar por sentencia que se proceda a una operación urgente ' 


(art. 387). 

De acuerdo con el art. 386, el juez recusado hará en se- 
cretaría la declaración de que trata el art. 385. 

La recusación es juzgada sin instrucción contradictoria 
en debate oral. Si el juez recusado conviene en los hechos in- 
vocados en apoyo de la recusación, o si el recusante prueba 
esos hechos por escrito el tribunal ordena la abstención del 
juez (art. 388). Si, por el contrario, “el recusante no produ- 
jera prueba escrita, o principio de prueba, quedará al buen 
juicio del tribunal acoger la simple declaración del juez, y de- 
sechar en su virtud la recusación, u ordenar la prueba testi- 
monial” (art. 389). La información testimonial es practica- 
da en audiencia. La sentencia es pronunciada en audiencia 
Pública. 

La recusación de los jueces de paz es formulada por acto 
de alguacil que deberá enunciar las causas de la recusación y 
ser firmado en original y copia por el recusante o su apodera- 
do especial, y notificado en la persona del secretario (art. 45). 
Al pie de ese acto el juez de paz declarará, dentro de los dos 
días, si admite o no la recusación (art. 46). Si el juez de paz 
admite su recusación, el incidente es terminado, y el suplente 
conocerá de la causa; en caso contrario, o si el juez de paz no 
responde, el secretario, a instancia de la parte más diligente, 
remitirá dentro de los tres días el expediente al fiscal del juz- 
gado de primera instancia del distrito, tribunal que la juzga 
en último recurso, esto es en única instancia (art. 47). Si es 
admitida la recusación, conoce de la causa el suplente del juez 
de paz. 

Lu ley no determina el procedimiento que debe seguir- 
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se para recusar a los jueces del T. de Tierras. Bastará, pues, 
que la parte declare su propósito por acto otorgado en secre- 
taría, O por instancia elevada al T. de Tierras para que éste 
quede apoderado del incidente. (148) 

Recursos. De acuerdo con lo que dispone el art. 391 
son apelables las sentencias intervenidas sobre recusación de 
los jueces de primera instancia y de las cortes de apelación; 
del recurso conocen, respectivamente, bajo reserva de la juris- 
prudencia precedentemente expuesta, la corte de apelación o 
la Suprema C. de Justicia. 

El recusante es quien puede apelar, no el juez recusado, 
puesto que él es extraño al incidente, a menos que intervenga 
para reclamar indemnización. 

La apelación debe ser interpuesta dentro de los cinco 
días de la pronunciación de la sentencia por un acto en la se- 
cretaría, acompañado de los documentos en apoyo (art. 392; 
v. Casación: 19 de julio de 1955, B. J. 540, p. 1429; mayo 
1961, B. J. 610, p. 1134; enero de 1965, B. J. 654, p. 22). 

El expediente de la apelación debe ser remitido por el 
secretario de la corte correspondiente (art. 393). Después del 
fallo, los documentos son devueltos al secretario ante quien 
se declaró la apelación (art. 395). 

La sentencia pronunciada sobre recusación de un juez 
de paz es inapelable (art. 47). 


SECCION IH-DECLINATORIA POR PARENTESCO O 
AFINIDAD 


En qué consiste. Los arts. 368 y s. trazan un procedi- 
miento para obtener la declinatoria por causa de parentesco o 
afinidad. Sus disposiciones son actualmente inaplicables, por- 
que este procedimiento está regulado únicamente con rela- 
ción al j. de p. i., en el supuesto de que es un tribunal colegia- 
do. Por otra parte, en la época de la promulgación del C. de 
Pr. Civil (1884) no había cortes de apelación, sino una S. C. 


(148) Respecto del caso de recusación de todos los jueces de un tribunal, v. Ca- 
sación, octubre, 1962, B. J. 627, p. 1696, 
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de J. como tribunal único del segundo grado. No pudiendo 
extenderse fuera de sus términos las disposiciones de los arts. 
368 y s., es claro que esta declinatoria no puede ser pedida en 
la hipótesis de que en una c. de a. se encontraran reunidas las 
circunstancias previstas en el art. 368. La parte interesada 
tiene que recurrir, en este caso, al procedimiento de la recusa- 
ción, fundándose en las disposiciones del art. 378 ordinales 
lo. y 2o. 


SECCION IV-DEMANDA EN RESPONSABILIDAD 
CIVIL (149) 


En qué consiste. La demanda en responsabilidad civil 
es un procedimiento pautado por los arts. 505 y s., mediante 
el cual un litigante persigue a un juez en reparacion del daño 
que éste, como juez, le ha causado. 

En principio, esta demanda tiene como única finalidad 
el cobro de una indemnización, que el juez deberá pagar a la 
parte demandante. A veces, sin embargo, la demanda en res- 
ponsabilidad civil puede conducir a la anulación de ciertos ac- 
tos jurisdiccionales emanados del juez; de aquí que el C. de 
Pr, Civil haya considerado este procedimiento, no como inci- 
dental, sino como una vía extraordinaria de recurso para im- 
pugnar las sentencias. Pero tal como se presenta en la ley, la 
demanda en responsabilidad civil es más bien un recurso con- 
tra la persona del juez que un recurso dirigido contra la sen- 
tencia. 

De acuerdo con el derecho común, contenido en el art. 
1382 del C. Civil, todo el que comete una falta está obligado 


(149) La legislación francesa, en este aspecto, ha sufrido algunas modificaciones, 
en virtud de las disposiciones de la L. del 7 de febrero de 1933, Fundamen- 
talmente, la responsabilidad de los jueces puede verse comprometida no 
solamente en casos de fraude, dolo o concusión, según se indica en el 
acápite lo. del Art. 505, sino también en los casos de falta grave profe- 
sional, Por otra parte, el Estado es civilmente responsable de las condena- 
ciones a daños y perjuicios pronunciadas contra los jueces, salvo su recur- 
so contra éstos. La L. 72-826 del 7 de julio de 1972 derogó estas disposi- 
ciones del nuevo Art. 505 francés, pero sus disposiciones quedarán vigentes 
hasta la entrada en vigor de las disposiciones legislativas concernientes a la 
responsabilidad de los magistrados, en razón de su falta personal (v. al res- 
pecto, Dalloz, Nouveau Code de Procedure Civile, 1983, Art. 505 (antiguo): 
C, de Org. Judicial, L. 781-1 pág. 639; J. Vincent, ob, cit, No. 175, p. 206). 
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a reparar el daño causado con ella. Este principio general no 
es aplicable a la acción en responsabilidad civil dirigida contra 
el juez. El juez no es responsable de sus errores ni de sus sim- 
ples faltas, sino solamente de sus fraudes, de la violación 
consciente e intencional de la ley. 

Quién puede ser demandado. Ie acuerdo con lo que 
dispone el art. 505, pueden ser demandados en responsabili- 
dad civil: los jueces de paz, los jueces de primera instancia, 
de las cortes de apelación, de la Suprema Corte de Justicia. 
Pero están eximidos de esta responsabilidad los jueces del Tri- 
bunal de Tierras; la reparación pecuniaria de las faltas cometi- 
das por éstos es puesta a cargo del Estado (art. 226 y s. de 
la L. de R. de T.). Puede ser demandado en responsabilidad 
civil no solamente el juez titular, sino también la persona que 
sustituye a ese juez. i 

Casos de responsabilidad civil. De acuerdo con lo dis- 
puesto por el art. 505 los jueces pueden ser demandados en 
responsabilidad civil en los siguientes casos: 

lo. Cuando ha habido por parte del juez dolo, fraude o 
concusión. 

20. En los casos en que la ley lo autoriza expresamente. 
En materia civil no existe ninguna disposición que permita 
expresamente la demanda en responsabilidad contra el juez, 
pero sí la contienen los art. 77, 112, 164 y 278 del C. de Pr. 
Criminal. 

30. Cuando la ley declara al juez responsable bajo pena 
de. daños y perjuicios, por ej., en los art. 15 y 928 del C. de 
Pr. Civil y 647 del C. de Comercio. 

4o. Cuando haya denegación de justicia. Esto ocurre: 
cuando el juez rehuse estatuír bajo pretexto de oscuridad, si- 
lencio o insuficiencia de la ley (art. 4 del C. Civil; Civ. 4 de fe- 
brero, 1924, D. P. 1924, I. 62); cuando el juez rehuse respon- 
der a los pedimentos que se le dirijan o se descuide en fallar 
los asuntos en estado (art. 506 del C. de Pr. Civil), en los pla- 
zos impartidos al efecto por el art. 165 de la L. de O. J. ref. 
por la L. 1021 de 1935, salvo circunstancia de fuerza mayor, 
que el juez deberá hacer constar en auto dictado al efecto y 
que deberá mencionarse en la sentencia. El juez no incurre 


323 










en responsabilidad civil de pleno derecho, por su simple re- 
tardo en cumplir sus deberes. La ley exige que, antes de ser 
demandado en responsabilidad, el juez sea puesto en mora de 
cumplir su deber de juzgar por medio de dos pedimentos diri- 
gidos a la persona de su secretario, y que se notificarán en el 
intervalo de tres días a lo menos si se tratare de un juez de 
paz o un j. de p. i. en un asunto comercial y de octava en oc- 
tava si tratare de otros jueces (art. 507 y 508). 

Competencia. De conformidad con las disposiciones 
contenidas en los arts. 509 del C. de Pr. Civil y 164 de la L. 
de O. J. ref. por la L. 294 de 1940, la demanda en responsabi- 
lidad civil debe ser incoada: contra los jueces de paz y jueces 
de primera instancia, ante la corte de apelación correspon- 
diente; contra los jueces de las cortes de apelación, ante la 
Suprema Corte de Justicia; y, por analogía forzosa con esas 
disposiciones, contra los jueces de la S. C. ante ella misma. 

Procedimiento. La demanda en responsabilidad civil es- 
tá sujeta a un procedimiento que se desenvuelve en dos fases: 
una autorización previa para incoar la demanda, y un juicio 
contradictorio para conocer de la demanda. 

Autorización previa La parte que quiera demandar a 
un juez en responsabilidad civil debe solicitar previamente 
permiso de la corte de apelación o de la Suprema Corte de 
Justicia, según los casos (art. 510), mediante instancia firma- 
da por ella o por su representante provisto de poder auténti- 
co y especial acompañado del poder y de los documentos jus- 
tificativos (art. 511). 

Esa instancia no podrá contener palabras injuriosas con- 
tra el juez, bajo pena de multa y apercibimiento contra la par- 
te, y aun de suspensión contra el abogado (art. 512). Pero no 
habiendo fijado la ley la cifra de la multa, resulta que el tri- 
bunal no podrá imponerla, por aplicación del principio según 
el cual no puede haber penas arbitrarias. 

En vista de la instancia, la corte componente examina si 
procede o no otorgar autorización para demandar en respon- 
sabilidad civil. Esto se hace en cámara de consejo, fuera de la 
presencia del juez motivo de la demanda. El demandante 
puede presentar alegatos personalmente o por medio de un 
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abogado, en apoyo de la solicitud. El expediente es comuni- 
cado al ministerio público, para que dictamine, puesto que se 
trata de un asunto que interesa al orden público. La senten- 
cia es pronunciada también en camara de consejo. 

Demanda; instrucción de la causa. Si la solicitud es 
admitida, el juez puede ser demandado en responsabilidad ci- 
vil (art. 514). A este efecto será citado, dentro de los tres 
días de la autorización, a persona o domicilio, para compa- 
recer ante la corte correspondiente. La citación será acom- 
pañada de copias de la sentencia que la autoriza y de los do- 
cumentos en que se apoya la demanda. 

Dentro de la octava, el juez demandado notificará su de- 
fensa. 

Después de incoado este procedimiento, y hasta que in- 
tervenga sentencia definitiva, el juez deberá absterierse de co- 
nocer, no solamente el proceso que ha dado ocasión a la de- 
manda en responsabilidad civil, sino también de todas las cau- 
sas que la parte demandante, sus parientes en línea recta o su 
cónyuge puedan tener pendientes ante el tribunal a que di- 
cho juez pertenece. 

La demanda en responsabilidad civil es llevada a la au- 
diencia por un simple acto. El art. 515 disponía que la de- 
manda “será juzgada por una sala formada ad hoc por la Su- 
prema Corte de Justicia, compuesta con dos de los jueces que 
no hubieren figurado entre los que acordaron la autorización 
para establecer la demanda, y un abogado”. Actualmente, se- 
gún se ha expuesto, de conformidad con las reglas contenidas 
en el art. 164 de la L. de O. J., ref. por la L. 294 de 1940, es 
la S. C. de J. el tribunal competente para conocer de las de- 
mandas en responsabilidad contra los jueces de las cortes de 
apelación y contra sus propios jueces; en caso de que quede 
incompleta a causa de la regla establecida en el art. 515, se 
integrará llamando a presidentes o jueces de c. de a., confor- 
me lo dispone el art. 27 de la L. de O. J. ref. por la L. 1257 


de 1946. Tratándose de demanda en responsabilidad civil 


contra otros jueces, de la que conoce, como también se ha 
expuesto, la c. de apelación, esta debe constituirse, a fin de 
conocer de la solicitud para intentar la demanda (primera fase 


-3235 — 





del procedimiento), con tres jueces, de conformidad con lo 
regulado en términos generales por el art. 34 de la L. de O. J. 
mod. por la L. No. 255 del 1981. De aquí resulta que en aca- 
tamiento de lo prevenido en el art. 515, quedarían solamente 
dos jueces capacitados para conocer de la demanda (segunda 
fase del procedimiento), los que no figuraron entre los tres 
que integraron la corte para conocer de la solicitud. En este 
caso, conforme lo dispone también el art. 34 de la L. de O. J., 
se llamará a un juez de p.i. para completar la corte. 


Sentencia. Si la corte estima que la demanda en respon- 
sabilidad civil es infundada, condena al demandante a una 
multa de hasta 60 pesos, y a los daños y perjuicios en favor 
de las partes, si hubiere lugar a ello, de acuerdo con el art. 
$16. 


Por el contrario, en caso de que la demanda aparezca 
fundada, la corte debe, naturalmente, condenar al juez o tri- 
bunal demandado a pagar una indemnización a la parte de- 
mandante, como reparación del daño experimentado. 


La condenación al pago de una indemnizacion puede ser 
suficiente para reparar el daño causado al demandante, cuan- 
do la acción en responsabilidad civil ha sido intentada con 
motivo de una sentencia intervenida a consecuencia de dolo, 
fraude o concusión. En estos casos no parece necesario ha- 
cer caer la sentencia. Además, es posible que la sentencia sea 
reformadaen un recurso de apelación, o retractada median- 
te un recurso de tercería, cuando el adversario del demandan- 
te en responsabilidad haya participado en el dolo o en el frau- 
de. Pero puede ocurrir que la sentencia no pueda ser refor- 
mada porque haya expirado el plazo de la apelación, ni re- 
tractada porque el otro litigante no haya participado en el do- 
lo o fraude. En estos casos, es posible que la indemnización 
a que ha sido condenado el juez resulte insuficiente pa- 
ra dar satisfacción al demandante, sea porque el juez no se 
encuentre en condiciones de pagar la indemnización a que ha 
sido condenado, sea porque se trate de un proceso que en sí 
mismo no tenga valor pecuniario, como por ej. una cuestión 
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de estado. Se promueve a propósito de esto la cuestión de sa- 
ber cuál es la verdadera naturaleza de la acción en responsa- 
bilidad civil contra el juez. Si se adopta la opinión que sos- 
tiene que es invariablemente una pura acción contra la per- 
sona del juez, se debería decidir como consecuencia que el 
demandante tendría que conformarse con que permanez- 
ca en vigor la sentencia pronunciada por el juez demandado 
en responsabilidad civil aunque la suma que se le otorgue a 
título de indemnización sea insuficiente para desinteresarlo, 
o aunque no pueda cobrar ninguna suma o cobre una suma 
inferior a la acordada, a causa de la insolvencia del juez. Se 
ha considerado, sin embargo, en sentido opuesto, que sería 
contrario a los fines de la justicia el mantener la autoridad de 
la cosa juzgada a una sentencia dictada fraudulentamente. 
Esas razones postulan en favor del sistema según el ¿ual en los 
casos en que la indemnización otorgada al demandante no 
baste para reparar el daño, o cuando no es posible cobrar el 
todo o parte de la indemnización, la sentencia puede ser anu- 
lada como efecto de la demanda en responsabilidad civil. La 
ley no es contraria a esta solución; su propósito de considerar 
este procedimiento tanto como un recurso contra el juez co- 
mo un recurso contra la sentencia resulta del hecho de que 
los arts. 505 y s. forman el título IJI del libro IV de la prime- 
ra parte del C de Pr. Civil, el cual lleva como epígrafe: DE 
LOS RECURSOS PARA IMPUGNAR LAS SENTENCIAS. 


Si se adopta esta última opinión habría que decidir: 
lro., que la sentencia de la c. de a. que estatuye sobre la de- 
manda en responsabilidad civil tiene como efecto el de repo- 
ner a las partes en el estado en que se encontraban antes de 
dictarse la decisión emanada del juez objeto de la demanda en 
responsabilidad civil; 20., que cuando es la S. C. de J. la que 
conoce de la demanda en responsabilidad civil, ella podría en- 
viar el asunto ante otra c. de a., por analogía con lo dispuesto 
en el art. 20 de la L. sobre Pr. de Casación, y haciendo uso 
del poder que le confiere el art. 29-20. de la L. de O. J., de 
“determinar el procedimiento judicial que deberá observarse 
en los casos ocurrentes, cuando no esté establecido en la ley”. 
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SECCION V — DENEGACION (150) 


Principios generales. El epígrafe del título XVIII del 
libro II de la primera parte del C. de Pr. Civil es: DE LA DE- 
NEGACION DE ACTOS HECHOS POR ABOGADOS Y AL- 
GUACILES. Son, pues, denegables: lo., los actos que el 
abogado prepare en el curso del proceso en nombre de su 
cliente, tanto en materia civil, como en materia comercial 
(art, 618 del C de Comercio, ref. por la L 682 de 1921), 
que entren dentro de la noción que de tales actos ha sido ex- 
puesta precedentemente, 20., los actos preparados por el al- 
guacil, en su calidad de oficial ministerial, en las mismas cir- 
cunstancias, 

Denegación incidental; denegación principal. La dene- 
gación es incidental cuando es formada en el curso de un pro- 
ceso. 

También puede ser incoada la denegación después de la 
sentencia que pone fin a la instancia, sea que esa sentencia ha- 
ya sido impugnada por apelación, sea antes de ser interpuesto 
el recurso de apelación, sea que la sentencia haya sido 


(150) El Nuevo Código de Pr, Civil Francés (art. 416 y 417) ha derogado las dis- 
posiciones relativas al desconocimiento o denegación, previstos en los arts. 
352 y s. Independientemente de que han sido mantenidos los principios 
del antiguo sistema procesal, especialmente los relativos a la obligación de 
justificar el mandato de parte de toda persona que pretende ostentar la 
representación de otro, y la dispensa de esta justificación al abogado, así 
como la obligación exigida al abogado de ostentar un poder expreso y es- 
pecial en determinados casos (inscripción en falsedad, juramento, ete.), 
la nueva legislación francesa ha reforzado los poderes normales del manda- 
tario para actuar en justicia, En efecto, se presume que este mandatario es- 
tá investido de un poder especial para desistir, dar aquiescencia, hacer o 
aceptar ofrecimientos, hacer confesiones y dar consentimientos. Por otra 
parte, esta presunción no puede ser objeto de una denegación. En cambio, 
ha reemplazado esta acción, poniendo a disposición de la parte interesada 
otros medios que podrían resumirse haciendo dos distinciones: en el caso 
de que no existiere mandato alguno, el acto irregular se encuentra afectado 
por una irregularidad de fondo (falta de calidad), que conlleva su nulidad 
(art. 117 del Nuevo Código); en en caso de que se repute que el mandata- 
rio ha recibido mandato, existe únicamente la responsabilidad personal del 
mandatario por el acto injustificado (art. 698 del Nuevo Código) V. Jean 
Vincent, Procedure Civil, Nos. 755 y s., pág. 984 y s. 

Conviene observar que la disposición del citado art, 117 fue adopta- 
da por el art, 39 de la L, 834, a cuyo tenor puede impugnarse la actuación 
de un mandatario por falta de calidad. 
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pronunciada en instancia única, sea que, por no haber sido 
impugnada, la sentencia haya adquirido la autoridad de la co- 
sa juzgada. La denegación puede ser dirigida también contra 
un acto extrajudicial. En todos estos casos se dice que hay 
denegación principal. 

Una y otra clase de denegación están sujetas a reglas dis- 
tintas en cuanto a las formas del procedimiento, a los plazos 
de su ejercicio, y a los efectos de la acción. 

Reglas de competencia. Hay que distinguir entre la de- 
negación incoada respecto de un acto judicial, esto es de un 
acto que forma parte de las tramitaciones de un proceso, y 
la denegación dirigida contra un acto extrajudicial, o sea de 
un acto hecho fuera de todo proceso, 

De conformidad con lo que disponen los arts. 356 y 
357, la denegación formada contra un acto judicial «debe ser 
llevada ante el tribunal ante el cual el acto impugnado ha sido 
hecho, aunque sea formada de modo principal, y aun cuando 
la instancia haya terminado. Es un caso de competencia fun- 
cional. La ley ha atribuído competencia a este tribunal por- 
que lo considera el más apto para decidir, con pleno conoci- 
miento de causa, acerca del incidente de la denegación. Esta 
regla de competencia se justifica, por otra parte, en razón 
de que el éxito de la demanda en denegación tendrá como 
consecuencia la anulación del procedimiento hecho ante el 
tribunal y de la sentencia pronunciada por éste. 

Tratándose de la denegación de un acto extrajudicial, 
como por ej. de un mandamiento de pago, notificado por el 
alguacil sin haber recibido mandato de la parte requeriente, 
la acción debe ser intentada ante el tribunal del domicilio del 
demandado, conforme al derecho común. El art. 358, que 
confirma esta regla de competencia, aunque habla de “un 
acto respecto del cual no hubiere instancia”, debe ser sin em- 
bargo, interpretado como si se refiriera a un acto respecto del 
cual no haya habido instancia; de lo contrario habría contra- 
dicción entre los arts. 356 y 358. 

Hasta cuándo es posible. El ejercicio de la acción en de- 
negación, respecto de un acto extrajudicial, es posible indefi- 
nidamente, durante todo el tiempo en que el acto tenga exis- 
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tencia legal y sea, por consiguiente, susceptible de producir 
efectos perjudiciales a la persona interesada en denegarlo. 

Si se trata de un acto que forma parte de una instancia, 
de un acto judicial, la denegación es posible hasta tanto la ins- 
tancia no es terminada por sentencia inatacable. La denega- 
ción es posible también mientras subsista la facultad de im- 
pugnar la sentencia por oposición o por apelación, y después 
de intentados estos recursos en los plazos legales. 

La facultad de denegar el acto, sea extrajudicial, sea ju- 
dicial, se pierde cuando ha intervenido ratificación expresa o 
implícita. 

De conformidad con lo que dispone el Art. 362, la de- 
negación sería posible “aún después que la sentencia, contra- 
dictoria o en defecto, que termina la instancia, hubiera adqui- 
rido la fuerza de la cosa juzgada, durante el plazo de octava 
a partir del día en que la sentencia se presumía ejecutada 
según los términos del art. 159 (pago de las costas, venta de 
los muebles embargados, denuncia del embargo inmobilia- 
rio, etc.). Esta disposición, que circunscribía en el breve pla- 
zo de octava el derecho de intentar la denegación, se justifica- 
ba por el interés legítimo que existe en mantener la autoridad 
de la cosa juzgada a una sentencia que no es ya susceptible 
de oposición ni de apelación, y que, además, ha sido ejecuta- 
da. La supervivencia de la acción en denegación, mas allá de 
esos plazos, sería atentatoria a la estabilidad jurídica que pro- 
porciona la sentencia a la parte gananciosa, ya que, como se 
ha expuesto, la denegación podría hacer caer la sentencia dic- 
tada en el proceso de que forma parte el acto denegado. La 
autoridad de la cosa juzgada inherente a la sentencia, en efec- 
to, que cubre sus vicios de forma, puesto que no puede ser re- 
formada ya por ninguna vía, debe cubrir con mayor razón el 
vicio resultante de la falta de poder del abogado o del alguacil 
que actuó en representación de las partes. 


Conviene tener en cuenta, sin embargo, que el art. 159 
ha sido expresamente derogado por la L 845 de 1978, como 
lo han sido también los art. 449 y 450, que prohibían el ejer- 
cicio del recurso de apelación durante el plazo de ocho días 
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contados a partir de la fecha del fallo, suspendiendo su eje- 
cución durante el indicado plazo. 

En el estado actual de nuestra legislación pues, el plazo 
mismo de la apelación y el de la oposición son suspensivos de 
la ejecución de la sentencia salvo los casos de ejecución pro- 
visional (151) 

Como se inicia. Sea principal o incidental, la denega- 
ción está sujeta, de conformidad con lo que prescribe el art. 
353, a una formalidad previa: la declaración de la demanda 
en la secretaría del tribunal, por acto firmado*por la parte de- 
mandante, o por su apoderado con poder especial y auténti- 
co, con ministerio de abogado, y contentivo de los medios y 
conclusiones. Estas formalidades son sustanciales. 

El incidente de denegación interesa evidentemente al or- 
den público, puesto que compromete la situación del aboga- 
do o del alguacil, auxiliares de la justicia; por este motivo el 
art. 359 exige que toda demanda en denegación sea comuni- 
cada al ministerio público. 

Sobreseimiento. El art. 357 prescribe que el tribunal 
apoderado de la instancia principal (naturalmente en caso de 
denegación contra un acto judicial) deberá sobreseer en el 
procedimiento y en la sentencia, hasta que la demanda en de- 
negación sea fallada; pero puede fijar un plazo al denegante 
para que haga juzgar el incidente, pasado el cual podrá dictar- 
se decisión acerca del asunto principal. 

Procedimiento. La denegación principal es notificada 
por acto de citación al abogado o al alguacil y a las partes que 
figuran en el proceso principal, para comparecer ante el tri- 
bunal (art. 356). 

La denegación incidental está sujeta a reglas distintas, se- 
gún los casos (art. 354 a 356). Cuando es dirigida contra el 
abogado, la demanda en denegación le es notificada a él y a 
las otras partes por acto de abogado, si el incidente es de la 
competencia del tribunal ante el cual se prosigue la instancia 
principal en que ese abogado figura constituído por la parte 
actora en la denegación, puesto que en este caso se trata de 


(151) V.J. Vincent, ob, cit., pág. 735 y 736. 
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una demanda incidental; en el caso contrario, el abogado y las 
otras partes son llamados por acto de citación. 

Sentencia. La decisión que intervenga sobre la denega- 
ción puede rechazarla o admitirla. 

Si la rechaza, el acto denegado conserva su eficacia. 
Además, el denegante puede ser condenado a resarcir al dene- 
gado y a las otras partes de los perjuicios causados con la 
demanda, dispone el art. 361. 

Si, por el contrario, la demanda en denegación es admi- 
tida, el acto impugnado es jurídicamente aniquilado. En con- 
secuencia de ello, el art. 360 dispone que la sentencia que ha 
terminado el proceso, o las disposiciones de éste que se refie- 
ren “a los puntos que hubieren motivado la denegación, que- 
darán anulados y como insubsistentes”. La denegación fun- 
ciona, en este caso, a la manera de una vía de recurso contra 
la sentencia, al igual que la demanda en responsabilidad civil 
contra el juez, puesto que, no obstante hallarse a cubierto de 
todas las vías de recurso, la sentencia puede caer a consecuen- 
cia del éxito de la demanda en denegación. 

El abogado o el alguacil contra quien fue dirigida la de- 
manda en denegación puede incurrir en una cuádruple res- 
ponsabilidad (art. 360): puede ser condenado a pagar al 
denegante una indemnización por el perjuicio causado con su 
actuación, conforme al derecho común, y a lo que disponen 
los arts. 1030 y 1031; puede ser condenado a indemnizar a 
la parte adversa del denegante el perjuicio que le ha causado 
al haber actuado frente a ella sin la procuración necesaria; 
puede ser perseguido disciplinariamente; puede, por último, 
incurrir en responsabilidad penal, si su hecho constituye una 
infracción. 


La denegación ante la S. C. de Justicia . Ante la S. C. 
de Justicia en funciones de Corte de Casación, el procedi- 
miento de este incidente está regulado por los arts. 53 a 56 de 
la L, sobre Pr. de Casación. La demanda no es declarada en 
secretaría, sino que se interpone después de permiso otorga- 
do por la S. C. de Justicia, luego de oír el dictamen del Proc, 
General de la República. A partir de la notificación de la de- 
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manda se siguen los trámites previstos en los arts. 355 y s. del 
C. de Pr. Civil. 


CAPITULO V—INCIDENTES RELATIVOS 
A LA INSTANCIA (152) 


SECCION I-INTERRUPCION DE LA INSTANCIA 
RENOVACION 


Interrupción, suspensión de la instancia. Estas dos fi- 
guras jurídicas deben ser distinguidas cuidadosamente. 

La instancia es suspendida cuando el curso del proceso 
es detenido como consecuencia de ciertos acontecimientos 
ajenos a las partes o a sus representantes procesales, los abo- 
gados. Ejemplos: cuando sobreviene una demanda en dene- 
gación, el art. 357 manda que sea sobreseído el proceso del 
cual forma parte el acto impugnado; cuando en un proceso ci- 
vil en que se reclama indemnización por el perjuicio causado 
con un crimen o un delito se presenta la cuestión previa del 
ejercicio de la acción pública (art. 3 del C. de Pr. Criminal). 
En estos casos, la instancia, simplemente suspendida por el 
incidente de la denegación o por la persecución penal, es con- 


(152) Las disposiciones de los arts. 344 y s, fueron sustituídas en Francia por los 
arts, 369 a 376 (interrupción) y 377 a 380 (suspensión, sobreseimiento). 
La nueva legislación francesa instituye dos casos de interrupción de la ins- 
tancia: Lainterrupción de pleno derecho y automática (mayoría de edad 
de los litigantes, cesación de las funciones del abogado o del avoué, en los 
casos en que su representación es obligatoria; los efectos de una sentencia 
que pronuncia el reglamento judicial o liquidación de bienes, en los asuntos 
que conllevan asistencia o desapoderamiento del deudor, La interupción 
subordinada a una notificación dirigida a la parte contraria (fallecimiento 
de una de las partes, cesación de las funciones del representante legal de un 
incapaz; la recuperación o la pérdida de una de las partes de su capacidad 
para litigar. 

Dos innovaciones conviene resaltaren la nueva legislación francesa: 
la facultad atribuïda al juez de invitar a las partes a renovar la instancia y 
solicitar del ministerio público la obtención de los informes pertinentes 
respecto de esta renovación; la facultad que se le otorga al juez en caso de 
usar de esta facultad con indicación a las partes de un plazo, de indicar el 
aumento, en caso de cumplimiento dentro del plazo otorgado (art. 376. 
381 a 386). 





=333= 





tinuada después que sean resueltas esas cuestiones. 

Por el contrario, la instancia es interrumpida cuando las 
partes o sus abogados se encuentran en la imposibilidad de 
realizar las actuaciones procesales como resultado de un acon- 
tecimiento que modifica su situación personal. En este caso 
hay solución de continuidad en los procedimientos de la ins- 
tancia, a diferencia de lo que ocurre en la simple suspensión. 
Cuando la instancia es interrumpida es preciso renovarla o 
reanudarla, 

Causas de interrupción. La instancia es interrumpida en 
dos casos, según lo dispone el art. 344: lo. cuando una de 
las partes muere, y su muerte es notificada a la otra parte; 
2o., cuando el abogado de una de las partes muere o viene a 
encontrarse incapacitado para ejercer la profesión de aboga- 
do, a causa de una medida disciplinaria, de una decisión del 
Poder Ejecutivo que lo priva del exequátur, o dela aceptación 
de un cargo judicial(153) . Estas normas se justifican plena- 


(153) El art, 344 habla también de dimisión y de destitución del abogado, Esto 
se debe a que los adaptadores del código perdieron de vista los estatutos del 
abogado dominicano, que es un profesional libre, que puede incurrir en in- 
capacidad para el ejercicio de su profesión por las causas enunciadas en el 
texto, pero que no es un oficial ministerial como el avoué del derecho fran- 
cés) que pueda dimitir de su cargo o que pueda ser destituído. Una tenta- 
tiva de interpretación literal del art, 344 ha conducido a la S, C, de J. (Ca- 
sación, 31 de agosto de 1931, B. J. 253, p. 102), aislando ese texto del 
conjunto de nuestra legislación procesal, a tener que hacer estas declaracio- 
nes: “que el art, 397 del Código de Procedimiento Civil establece que toda 
instancia, aunque en ella no haya habido constitución de abogado, se ex- 
tinguirá por cesación de los procedimientos durante tres años y que ese 
plazo se aumentará a seis meses más en aquellos casos que den lugar a 
demanda en renovación de instancia o constitución de nuevo abogado; 
que según el art, 344 del mismo Código hay necesidad de renovar la instan- 
cia en caso de muerte de una de las partes y de constituir un nuevo aboga- 
do en caso de muerte, dimisión, interdicción o destitución del abogado de 
una de las partes; que está admitido que la enumeración del citado artícu- 
lo 344 no es limitativa y que hay que asimilar a los casos previstos de un 
modo expreso por dicho artículo en cuanto a la constitución de nuevo abo- 
gado, todos los casos en que hay que asimilar a los casos previstos de un 
modo expreso por dicho artículo en cuanto a la constitución de nuevo abo- 
gado, todos los casos en que, por una circunstancia imprevista e indepen- 
diente de su voluntad, una de las partes se encuentra obligada a constituír 
un nuevo abogado y uno de éstos es la aceptación por su abogado de un 
cargo judicial incompatible con el ejercicio de la abogacía, y por consi- 
guiente con la conservación del mandato conferídole por esa parte para 
representarla y defenderla en dicha instancia; que el aumento de seis me- 
ses establecido por la disposición general y absoluta del citado artículo 
397, cuando hay lugar a renovación de instancia o constitución de nuevo 
abogado, aprovecha a ambas partes y al no perimir en esos casos la instan- 
cia sino después de la expiración del plazo de tres años y seis meses a Partir 
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mente. Ninguna de las partes debe ser juzgada y condenada 
sin que haya tenido oportunidad de presentar adecuadamen- 
te sus medios de defensa; de ahí la necesidad de que la ins- 
tancia sea interrumpida mientras la parte se encuentra inha- 
bilitada para defenderse idóneamente. Pero, al mismo tiem- 
po, la ley tiende a hacer efectiva la pronta solución del pro- 
ceso, dictando reglas para que la instancia pueda ser pronta- 
mente reanudada. , 

El incidente causado por el fallecimiento de la parte es 
llamado renovación de instancia propiamente dicha; el causa- 
do por la cesación del mandato del abogado se designa cons- 
titución de nuevo abogado. La diferencia de nombres se 
explica: en el primer caso, el abogado constituído por la par- 
te fallecida sigue siendo el abogado de la causa, la que es con- 
tinuada a diligencias de los sucesores de esa parte; en el se- 
gundo caso, es preciso constituír un nuevo abogado en reem- 
plazo del que ha muerto o ya no puede postular. 

Fallecimiento de una de las partes. Para que este acon- 
tecimiento interrumpa la instancia es preciso que el hecho 
del fallecimiento sea notificado a la parte contraria, por acto 
de abogado dispone el art. 344. Esta notificación, aunque no 
vaya acompañada de copia del acta de defunción, basta para 
interrumpir la instancia, salvo el derecho de la parte contra- 
ria de exigir la prueba del fallecimiento. 

Muerte o cesación de funciones del abogado. Estas cau- 
sas de interrupción operan automáticamente, sin necesidad de 
ser notificadas de acuerdo con el art. 344. La diferencia en- 
tre la manera cómo interrumpen la instancia la muerte de una 
de las partes y la del abogado o la cesación de sus funciones 
se explica fácilmente: la muerte de una de las partes puede 


ón de la misma intancia, la demanda tendiente a hacer de- 
ida en esos mismos casos es irrecibible cuando es intentada 
antes de la expiración de dicho plazo de tres años y seis meses, y la Otra 
parte invoca su derecho a la prórroga de seis meses”. Todo eso hubiera re- 
sultado innecesario si, en vez de abordar el tema por la letra del art, 344, 
se hubiera considerado su espíritu y la situación ocupada por ese texto den- 
tro de nuestro sistema jurídico en cuanto se refiere al ejercicio de la pro- 
fesión de abogado; entoonces hubiera sido fácil darse cuenta de que hay 
forzosamente lugar a interrupción de la instancia cuando el abogado acep- 
ta un cargo judicial, a causa de la incompatibilidad entre el ejercicio de la 
profesión de abogado y el desempeño de un semejante cargo. 
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ser ignorada por las otras partes o por sus abogados, en tanto 
que la muerte o la cesación de funciones del US sdS son for- 
zosamente hechos conocidos por los demás abogados. 

Nueva situación de las partes o de sus apoderados. De 
conformidad con lo que dispone el art. 345, los procedimien- 
tos de la instancia continúan no obstante los cambios sobre- 
venidos en la capacidad de las partes o en los poderes de sus 
representantes. La ley se refiere tanto a la adquisición o recu- 
peración como a la pérdida de capacidad ocurrida en una de 
las partes, lo que conlleva, en el primer caso, la eliminación 
de su representante legal, en el segundo caso el advenimiento 
de un representante legal. Ejemplos: un menor alcanza la 
mayor edad; una persona es puesta en interdicción; a un in- 
terdicto se le levanta la interdicción; un menor es emancipa- 
do. En el primer caso (menor que alcanza la mayor edad ) el 
proceso iniciado por el tutor en nombre del menor es conti- 
nuado personalmente por éste; en el segundo caso (parte que 
fue luego interdicta) el proceso iniciado personalmente por la 
parte es continuado por el tutor; en el tercer caso (interdicto 
a quien se levanta la interdicción) el proceso iniciado por el 
tutor es continuado personalmente por el ex interdicto; en 
el cuarto caso (menor que es emancipado) el proceso inicia” 
do por el padre administrador legal o por el tutor en nombre 

E menor es continuado por éste con la asistencia de su cura- 
or. 

. El cambio de estado de la mujer, al casarse, divorciarse o 
enviudar, no tiene significación alguna en la marcha del pro- 
ceso, puesto que su capacidad no es influída por esos aconte- 
cimientos. 

En derecho común el mandato ordinario termina con los 
poderes del que lo confirió. Así, por ej., el mandato otorga- 
do por el tutor cesa a la terminación de la tutela, Pero, tra- 
tándose del mandato ad litem del abogado, esta regla > tie- 
ne aplicación. La cesación de las funciones de quien lo otor- 
gó no pone fin al mandato del abogado; éste continúa 
ocupando por el ex incapaz mientras no le sea revocado el 
mandato, conforme lo dispone el art. 75. 

Cambios en el actor antes de la comparecencia. El falle- 
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cimiento o el cambio de estado del demandante influyen en 
la continuación de la instancia cuando sobrevienen antes que 
el demandado haya constituído abogado. Para estos casos, el 
art. 345 dispone que el demandado “será emplazado de nue- 
vo a octavo día, para que oiga adjudicar las conclusiones”. 
La ley teme que el demandado crea que no debe ya consti- 
tuír abogado porque el fallecimiento o el cambio de estado 
del demandante traigan como consecuencia el abandono del 
proceso. La nueva citación es notificada a requerimiento de 
la persona que debe continuar el proceso, sean los herederos 
del demandante, o sea el incapaz venido a ser capaz, sea el re- 
presentante de la persona que ha perdido la capacidad, según 
los casos. Es solamente después de esta nueva citación cuan- 
do puede pedirse contra el demandado el pronunciamiento 
del defecto. Por lo demás, subsisten los efectos producidos 
por la primera citación: curso de los intereses e interrupción 
de la prescripción. 

Se admite por analogía con lo que dispone el Art. 345, 
que se requiere también una nueva citación cuando el aboga- 
do del demandante muere o cesa en el ejercicio de la profe- 
sión antes que el demandante constituya abogado;en este ca- 
so, en efecto, no hay abogado frente a quien deba constituir- 
se el demandado. 

Hasta cuando puede haber interrupción. Según resulta 
de las disposiciones combinadas de los Arts. 342 y 343 del 
C. de Pr. Civil, la interrupción de la instancia puede ocurrir 
solamente mientras tanto el asunto no se encuentra en estado 
de recibir fallo, esto es, hasta el momento de la presentación 
de las conclusiones en audiencia si las partes han discutido 
oralmente, o hasta que transcurra el plazo concedido por el 
juez para el depósito en secretaría de los escritos de réplica 
y contraréplica (art. 77 y 78 del C. de Pr. Civil, mod. por la 
L. 845 de 1978). 

Si las partes han concluido sobre un incidente, el asunto 
se halla en estado respecto de este incidente, y el tribunal 
puede, en consecuencia, dictar sentencia sobre el mismo no 
obstante la muerte de una de las partes o la cesación de las 

funciones de uno de los abogados. Pero, a partir de esta sen- 


=337.= 

























tencia, el procedimiento queda interrumpido. 


Efectos de la interrupción. Cuando se produce la inte- 

Ei de la instancia, el procedimiento queda paraliza- 
o. 

Los actos de procedimientos hechos después de la inte- 
rrupción de la instancia son nulos dispone el art. 344. Esta 
nulidad es puramente relativa: Puede ser opuesta únicamen- 
te por la parte o por los herederos de la parte respecto de la 
cual se produjo la causa de interrupción; es cubierta por el si- 
lencio de la parte interesada. 

Es asimismo nulo el fallo intervenido no obstante la in- 
terrupción de la instancia. Esta nulidad tiene que ser pro- 
puesta por medio del ejercicio de las vías de recurso corres- 
pondientes: oposición, apelación, revisión civil, casación. La 
sentencia pronunciada después de la cesacion de funciones 
del abogado podría ser considerada una sentencia en defecto 
por falta de comparecer y susceptible de ser impugnada por 
oposición, en caso de que se cumplan las previsiones que al res- 
pecto, contienen los Art. 150 y 151 del C. de Pr. Civil, mod. 
por la L. 845 de 1945, La sentencia intervenida no obstante 
el fallecimiento de una de las partes puede ser impugnada por 
apelación si es en primera instancia, y por revisión civil, o 
Por casación, si es en única o en última instancia. i 

La interrupción de la instancia suspende el curso de los 
plazos; éstos se reanudan después que ha cesado la interrup- 
ción. La interrupción conlleva necesariamente, pues, suspen- 
sión de la instancia. j 

Los efectos de la demanda subsisten, no obstante la in- 
terrupción de la instancia. 


Renovación de la instancia. La instancia interrumpida 
debe ser renovada o reanudada, a fin de que el proceso con- 
tinúe su curso. Esta renovación puede ser voluntaria o for- 
zosa. (v. Casación, enero de 1935, B. J. 294, p. 8). 

Renovación voluntaria. La instancia es voluntariamente 
reanudada cuando el procedimiento es continuado por una 
de las partes, como por ej. si los herederos de la parte falleci- 
da ocupan en el procedimiento el puesto de aquella, o si la 
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parte cuyo abogado cesó de postular constituye otro en su 
lugar. 

Renovación forzosa. A falta de renovación voluntaria, 
la parte interesada en continuar el proceso debe recurrir al 
procedimiento de la renovación forzosa contra los herederos 
de la parte fallecida o contra la parte cuyo abogado ha cesa- 
do en sus funciones. Al efecto, la parte será citada, en el pri- 
mer Caso, en renovación de instancia, y, en el segundo caso, 
en constitución de nuevo abogado. La citación es hecha con- 
forme al art, 346. Si no comparece la parte citada en reno- 
vación de instancia o en constitución de nuevo abogado, 
el tribunal pronunciará sentencia en defecto que declarará 
renovada la instancia y mandará que se proceda conforme a 
los últimos trámites, esto es, de acuerdo con el estado en que 
se encontraba la causa en el momento en que se produjo la 
interrupción de la instancia. 

Asuntos comerciales; juzgado de paz. En las materias 
comerciales y de la competencia del j. de paz en los que no 
existía el ministerio de abogado, se admitía que solamente 
podía haber interrupción de la instancia por causa de falleci- 
miento de la parte. Para los asuntos comerciales, el art. 426 
reconoce expresamente que la muerte de una de las partes 
interrumpe la instancia. Lo mismo debía ser admitido con re- 
lación a los asuntos de la competencia delj. de paz, aúna fal- 
ta de texto. No obstante, después de la puesta en vigor de la 
L. 91 de 1983, que instituye el Colegio de Abogados, y hace 
obligatorio su ministerio en estas jurisdicciones, es necesario 
admitir que se producen ambas causas de interrupción (falle- 
cimiento de la parte y del abogado). En consecuencia, será 
necesario proceder según lo expuesto, para la materia civil 
ante el j. de primera instancia y la c. de apelación. 


SECCION 1H —DESISTIMIENTO 
En qué consiste. En términos generales, el desistimiento 
es la renunciación por el demandante a los efectos del proce- 


so, O por una cualquiera de las partes a los efectos de uno de 
los actos del proceso. Segun el alcance que tenga, pueden dis- 


—-339— 





























_ tinguirse tres clases de desistimiento: el desistimiento de ac- 
ción, el desistimiento de instancia, el desistimiento de actos 
procesales. 

El desistimiento de acción es un abandono del derecho 
mismo. Tiene como resultado extinguir el proceso en el pasa- 
do y hacerlo imposible en el porvenir. Está regido por las 
normas del derecho común relativas a las renunciaciones en 
general. 

El desistimiento de instancia es una renuncia a la situa- 
ción jurídica creada por la instancia. Extingue el proceso ac- 
fual, a partir de la demanda inclusive, pero deja subsistente el 
derecho de acción en justicia. Las partes quedan repuestas en 
la situación existente antes de la demanda. Una nueva 
demanda puede ser intentada posteriormente al desistimien- 
to. 

El desistimiento de actos procesales determinados es la 
renunciación a los efectos producidos por esos actos. En tan- 
to que el desistimiento de acción y el de instancia emanan na- 
turalmente del demandante, es evidente que el desistimiento 
de actos procesales determinados puede provenir tanto del 
demandante como del demandado. Este desistimiento puede 
intervenir respecto de un acto único, o de varios actos, o de 
una demanda incidental, etc. Se le puede asimilar, cuando 
proviene del demandante, a un desistimiento parcial de ins- 
tancia, de extensión más o menos grande según el número y 
la naturaleza de los actos abandonados por el desistente. 

El de instancia es el único desistimiento regulado por 
el C. de Pr. Civil (art. 402 y 403). El desistimiento de acción 
y el de actos determinados se hallan regidos por las disposi- 
ciones del derecho común y por las reglas generales que go- 
biernan el proceso. 

Desistimiento implícito. Es el que resulta de un hecho 
personal que conlleva el abandono, sea del derecho, sea de 
la instancia, sea de un acto procesal Pero, lo mismo que el 
desistimiento expreso, el desistimiento implícito no se pre- 
sume, y debe ser probado por la parte que lo alega (Casa- 
ción, 6 de marzo de 1953, B. J. 512,p.370;16 de marzo de 
1955, B. J. 536, p. 503). 
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Desistimiento de instancia. Es particularmente útil dis- 
tinguir con toda exactitud el desistimiento de acción del de- 
sistimiento de instancia. Pero esta distinción es frecuente- 
mente difícil, sobre todo cuando el demandante declara sim- 
plemente, que desiste, sin precisar que abandona únicamente 
la instancia o que renuncia a su derecho o a sus pretensiones. 
En la duda, la fórmula empleada por el demandante debe ser 
interpretada restrictivamente, como simple desistimiento de 
instancia. Todo abandono de derecho, en efecto, debe ser 
expresado. 

En diferentes hipótesis el demandante tiene justificado 
interés en desistir de una instancia, conservando intacto, sin 
embargo, su derecho de acción en justicia. Ejemplos: la de- 
manda ha sido incoada ante un tribunal incompetente: la 
citación está viciada de nulidad; la demanda ha sido intenta- 
da prematuramente, esto es antes de vencerse el término o de 
realizarse la condición que afecta el derecho del demandante. 
En todas estas hipótesis, si el procedimiento continuara es 
muy probable que interviniera sentencia desfavorable al de- 
mandante, que declinara la competencia del tribunal, o que 
anulara la citación, o que declarara inadmisible la demanda, 
según los casos. La ley ha considerado preferible permitir al 
demandante abandonar esa instancia, y, antes de que se cause 
la totalidad de las costas procesales, recomenzarla, sea ante el 
tribunal competente, sea mediante una citación regular en la 
forma, sea luego de vencido el término o de realizada la con- 
dición que afecta a su derecho. 

Capacidad; poder. De acuerdo con una opinión, las 
condiciones de capacidad y de poder serían idénticas para el 
desistimiento de instancia y para el desistimiento de acción, 
porque ambos suponen que el desistente tiene capacidad o 
poder para disponer del derecho litigioso. Por consiguiente, 
esos dos desistimientos pueden ser consentidos solamente 
por las personas a quienes no es necesario ningún requisito 
particular de capacidad o de poder para incoar el proceso. 

Prevalece una segunda opinión, según la cual no puede 
exigirse en materia de desistimiento de instancia otra capaci- 
dad, otro poder ni otra habilitación que las requeridas para el 
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ejercicio de la acción. Asf, por ej.: el tutor puede, como re- 
presentante del menor, ofrecer un desistimiento de instancia, 
aún en materia inmobiliaria; el menor emancipado puede de- 
sistir, sin la asistencia de su curador, en todos los casos en que 
puede incoar la demanda sin esa asistencia. El desistimiento 
de.instancia, en efecto, puede ser asimilado, no a un acto de 
disposición, sino a un acto de administración, puesto que deja 
intacto el fondo del derecho del desistente. Como su único 
objeto es aniquilar un procedimiento cuya continuación sería 
perjudicial para el demandante, es preciso decidir que el que 
tiene capacidad para incoarlo tiene igualmente capacidad pa- 
ra abandonarlo. 

Excepcionalmente, sin embargo, se exige en el desisten- 
te la capacidad de disponer del objeto litigioso, en todos 
aquellos casos en que el desistimiento de la instancia conlle- 
va de manera indirecta la pérdida del derecho mismo. Esto 
resulta, por ej., cuando al aniquilar la citación en justicia que 
interrumpió la prescripción, ésta se ha cumplido antes de la 
fecha del desistimiento. En este caso, el desistimiento ha te- 
nido como consecuencia el que la prescripción se consumara, 
y el que no se pueda volver a intentar la demanda. El dere- 
cho mismo ha sido aniquilado, indirectamente, por el desis- 
timiento de la instancia (art. 2247 del C. Civil). Lo mismo 
ocurre con el desistimiento de un recurso de apelación, 
euando interviene después que ha transcurrido el plazo de la 
apelación. Siendo entonces inadmisible una nueva apelación 
(art. 444), el desistimiento de la instancia ante el tribunal del 
segundo grado tiene como efecto necesario el de hacer ad- 
quirir a la sentencia del juez del primer grado la autoridad de 
la cosa irrevocablemente juzgada: el desistente ha perdido, 
por vía de consecuencia, su derecho en cuanto al fondo. 

Aceptación del desistimiento. El efecto necesario del de- 
sistimiento es reponer las cosas en el mismo estado en que se 
habrían encontrado si no hubiera habido instancia. Con el 
desistimiento quedan aniquilados tanto los actos provenien- 
tes del demandante como los provenientes del demandado. El 
demandante no debe, pues, ser dueño absoluto de borrar las 
actuaciones del proceso, en el momento en que se diera cuen- 
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ta de que sus pretensiones serán desestimadas. El demandado, 
que ha concurrido al desarrollo de la situación procesal, y que 
aspira a obtener una sentencia absolutoria, tiene un interés 
legítimo en la prosecución de la instancia; el demandante, en 
efecto, después de haber desistido, puede reiniciar el proceso. 
Sería injusto que el demandante mantuviera al demandado 
bajo la amenaza de un nuevo proceso, listo para incoarlo en el 
momento que juzgara más oportuno para obtener el triunfo 
de sus pretensiones. 

De ahí que la ley requiera, en principio, que el desis- 
timiento de instancia, para que produzca efectos, debe ser 
aceptado por la parte demandada (Casación, 20 de agosto de 
1926, B. J. 193, p. 9), por lo menos a partir del momento en 
que la situación procesal ha alcanzado una cierta etapa. 

Cuándo opera sin aceptación. El abandono de un acto 
aislado del procedimiento no necesita ser aceptado, salvo si 
ese acto confiere algún derecho al adversario (Casación, ene- 
ro 1962, B. J. 618, p. 139). 

Tampoco es necesaria la aceptación del desistimiento 
que interviene antes del momento en que la instancia está 
ligada entre las partes. La instancia está ligada, según algunos, 
a partir de la comparecencia de la parte demandada por me- 
dio de la constitucion de abogado, según otros, a partir del 
momento en que el demandado interponga una demanda re- 
convencional o presente conclusiones sobre el fondo (v. Ca- 
sación: 25 de abril de 1936, B. J. 309, p. 183; 30 de enero de 
1937, B. J. 318, p. 19; 29 de mayo de 1974, B. J. 762, 
p. 1388). 

La exigencia de que el desistimiento sea aceptado, a par- 
tir del momento en que la instancia está ligada entre las par- 
tes, se justifica por la necesidad de proteger el interés legíti- 
mo que tiene el demandado en continuar la instancia. El pro- 
ceso es, en efecto, el medio jurídico puesto a disposición de 
las partes para dirimir una contienda por medio de una sen- 
tencia emanada del órgano jurisdiccional; ambas partes son, 
puede decirse, cointeresadas en el normal desenlace del pro- 
ceso, la sentencia. Pero esto no significa en ninguna forma 
que el demandado tenga derecho de resistir inoportunamente 
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a un desistimiento justificado, como por ej. el que le ofrece 
el demandante que se da cuenta de que ha incurrido en una 
nulidad de la citación. En este caso, y en otros análogos, èl 
demandado no puede obstaculizar el abandono de la instan- 
cia por el desistente, puesto que esto conduciría, inevitable- 
mente, a una decisión que invalidará el procedimiento de la 
instancia; en el intervalo que mediara entre la sentencia y la 
nueva demanda que podría incoar el demandante, el derecho 
de éste podría encontrarse aniquilado por la prescripción. 
Por estas razones se admite que, cuando el demandado no 
puede justificar un interés legítimo en no aceptarlo, el desis- 
timiento de instancia produce sus efectos automáticamente, 
sin necesidad de aceptación por parte del demandado (Ca- 
sación, noviembre, 1966, B. J. 672, p. 2167). 

La no aceptación del desistimiento da motivo a un in- 
cidente, verdadero proceso accesorio, del que conoce el tri- 
bunal apoderado del proceso principal. En este caso, el tri- 
bunal decide el incidente por medio de una sentencia que de- 
clara válido el desistimiento, no obstante la resistencia del 
demandado. (154) 

Procedimiento. De acuerdo con lo previsto en el art. 
402 el desistimiento puede ser ofrecido y aceptado en todos 
los asuntos en los que es obligatorio el ministerio de abogados 
por simples actos bajo firma privada de las partes o de 
quienes las representen, notificados de abogado a abogado. 
Esta forma es puramente facultativa: la ley permite emplear- 
la, pero no la impone. Por lo tanto el desistimiento puede 
ser válidamente ofrecido y aceptado en cualquiera otra for- 
ma, por acto de alguacil, por carta, etc. También puede ser 
ofrecido y aceptado en audiencia, especialmente en materia 


(154) Conviene hacer referencia a la disposición del art. 38 de la L. 834 de 1978, 
según la cual la nulidad quedará cubierta mediantė la regularización ulte- 
rior del acto, si no se ha producido ninguna caducidad y si la regulariza- 
ción no deja subsistir ningún agravio, Esta disposición viene a fortalecer lo 
expresado en relación con la necesidad para el demandado de justificar un 
interés legítimo en no aceptar el desistimiento de instancia, cuando se tra- 
ta del caso en que se produzca la nulidad de un acto por vicio de forma, 
Evidentemente, si el demandado no puede justificar la subsistencia de un 
agravio, el desistimiento y la consiguiente regularización del acto viciado 
reafirma la tésis antes expuesta, sobre los efectos del desistimiento. 
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comercial y ante el j. de paz en que, si bien es obligatorio el 
ministerio de abogados, su simplicidad lo hace admisible. 

Cuando el desistimiento es ofrecido en la forma indica- 
da por el art. 402, el acto debe ser firmado por el desistente, 
en el original, en la copia, o por su mandatario especial. El 
abogado necesita, para ofrecer el desistimiento, estar provis- 
to de un poder especial, puesto que su mandato no incluye 
sino los actos normales de la instancia, entre los cuales no se 
cuenta el desistimiento (Casación, agosto, 1957, B. J. 565, 
p. 1803-4). à 

En las materias en que no hay ministerio de abogado, la 
notificación del desistimiento puede ser hecha por acto de al- 
guacil, o en cualquiera otra forma. 

La ley no regula el procedimiento a seguir para ofrecer y 
aceptar el desistimiento en el procedimiento del recurso de 
casación; en esta materia, pues, el desistimiento se encuentra 
regido por el derecho común de los arts. 402 y 403 (Casa- 
ción: 19 de abril, 1926, B. J. 189-190, p. 8:20 de agosto, 
1926, B. J. 193, p. 9:23 de octubre, 1931, B. J. 255-257, p. 
31). 

Efectos. El desistimiento, aceptado o tenido por acepta- 
do, tiene como primer efecto el de extinguir la instancia, ha- 
ciendo que se tengan como no intervenidos todos los actos 
del procedimiento. De aquí resultan varias consecuencias. 
Aniquila retroactivamente los efectos producidos por la ci- 
tación. La interrupción de la prescripción no habrá tenido 
lugar (art. 2247 del C. Civil), y ella continúa corriendo contra 
el desistente. Los intereses moratorios no han corrido. El de- 
mandado no ha sido puesto en mora. El art. 403, al establecer 
los efectos del desistimiento, dice que implicará de pleno de- 
recho el consentimiento de que las cosas sean puestas, de una 
y otra parte, en el mismo estado en que se hallaban antes de 
la demanda”. Pero esta fórmula no es enteramente exacta, 
puesto que el desistimiento de instancia puede, a veces, ani- 
quilar indirectamente el derecho del demandante en cuanto al 
fondo: cuando interviene en un momento en que, sino hu- 
biera habido demanda, la prescripción del derecho del deman- 
dante se hubiera consumado, el desistimiento tendrá como 
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consecuencia, al destruir la citación que interrumpió el curso 
de la prescripción, hacer que ésta se encuentre definitiva- 
mente adquirida; igualmente, el apelante quedará privado del 
derecho de renovar su apelación cuando haya desistido de su 
recurso después de transcurrido el plazo de la apelación. La 
fórmula del art. 403 significa, pues, que el desistimiento de 
instancia tiene por efecto reponer las cosas en el mismo esta- 
do en que se habrían encontrado si no se hubiera incoado el 
proceso. 


En segundo lugar, el desistimiento tiene como efecto “la 
sumisión a pagar las costas, a cuyo pago se obligará a la parte 
que haya desistido en virtud de simple auto del presidente, 
extendido al pie de la tasación, presentes las partes o llamadas 
por acto de abogado a abogado” (art. 403). A falta de acepta- 
cion del desistimiento, el tribunal, apoderado del incidente, 
dicta sentencia por medio de la cual da al demandante acta 
de su desistimiento. Las costas de esta sentencia son a cargo 
del desistente, si el demandado tenía justos motivos para no 
aceptar el desistimiento; si, por el contrario, el demandado ha 
hecho necesario este procedimiento por su intempestiva rc- 
sistencia a aceptar el desistimiento él debe soportar las costas, 
puesto que ha cometido una falta. 

Retractación del desistimiento. Se admite que el desis- 
timiento no despoja al desistente de su derecho de retracti- 
ción, siempre que no se haya dictado sentencia dando acta 
del desistimiento. Puede el desistente retractarse del desisti- 
miento y solicitar al tribunal que estatuya sobre el fondo 
(Casación, 17 de marzo de 1952, B. J. 500, p. 492). 


SECCION I — AQUIESCENCIA 


En qué consiste. La aquiescencia o asentimiento es. en 
general, el hecho de una parte que se somete a una pretensión 
de su contraparte, o que renuncia a un derecho frente a ella. 
El término aquiescencia se emplea más frecuentemente para 
designar la adhesión prestada a una sentencia. 

El C. de Pr. Civil no contiene ninguna disposición ex: 
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presa sobre la aquiescencia. Son los principios generales que 
han llenado esta laguna. 

Los arts. 408 y 410 del Nuevo Código de Procedimiento 
Civil Francés contienen disposiciones relativas a la aquies- 
cencia, que recogen los principios sustentados por la antigua 
legislación (155) 


Formas. La aquiescencia no está sujeta a formas particu- 
lares. Puede ser unilateral o resultar de una convención; en 
este caso está sometida al derecho común de las convencio- 
nes. La aquiescencia puede ser judicial o extrajudicial. 

Puede ser expresa o implícita (Casación, 15 de octubre 
de 1926, B. J. 195, p. 3). 

Hay aquiescencia implícita por ej. cuando se notifica 
una sentencia sin reservas, o cuando se la ejecuta voluntaria- 
mente, renunciando así al derecho de impugnarla. Sin embar- 
go, la ejecución, aun sin reservas, de una sentencia suscepti- 
ble del recurso de casación, no implica necesariamente aquies- 
cencia, porque este recurso no es en general suspensivo de la 
ejecución de la sentencia impugnada, y la parte se halla obli- 
gada a ejecutarla salvo que la Suprema C. de Justicia suspen- 
da la ejecución, conforme a lo que dispone el art, 12 de la E; 
sobre Pr. de Casación (156) . La ejecución de la sentencia pre- 


(155) v. Jean Vincent, Procedure civile, pág. 1004. 


(156) De acuerdo con la jurisprudencia francesa, la aquiescencia puede ser ex- 
presa o tácita, pero deberá ser cierta, esto es, resultar de actos incompa- 
tibles con la voluntad de interponer apelación, o demostrar con evidencia la 
intención de la parte a la cual se opone, de aceptar la decisión intervenida 
(Civ, 2a, 26 de noviembre, 1975, Bull civ. TI, p. 249. Se ha juzgado asimis- 
mo, que la notificación de una sentencia sin reservas, no comporta aquies- 
cencia (Civ, 2a, 27 de febrero, 1980, Bull civ. IT, p. 30. Así también, que la 
ejecución sin reservas de unasentencia no ejecu toria vale aquiescencia, sin 
que haya necesidad de investigar si la parte que la ha ejecutado tenia o no 
la intención de dar aquiescencia (Civ. 2a. 14 de octubre, 1981, Bull civ. Il, 
p. 199, Que, por otra parte, el ofrecimiento de pago de una suma inferior 
al monto de la condenación no constituye aquiescencia, cuando este ofre- 
cimiento no ha sido aceptado (Civ. 2a, 28 de mayo de 1979, Bull civ. II, 
p. 107, Que por el contrario, la ejecución por la parte condenada de una 
sentencia ejecutoria provisionalmente, no vale aquiescencia (París, 17 de 
diciembre de 1977, IR p. 385 obs. Julien. Que el hecho para un litigante, 
de ejecutar una sentencia previamente recurrida en casación, desprovista de 
efecto suspensivo no establece su voluntad de aceptar esta decisión, si al 
ejecutar, él se ha referido expresamente a su recurso (Civ. la. 5 de abril, 
1978, D. 1978, IR p. 363), citadas por Dalloz, Nouveau Code de Procedure 
Civile, (petit codes), 1983, art, 410). 
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paratoria no implica aquiescencia, puesto que el recurso de 
apelación no es posible contra ella sino conjuntamente con la 
sentencia definitiva; en cambio, la ejecución de una sentencia 
interlocutoria conlleva aquiescencia, porque es susceptible 
de apelación (art. 451 y s., Casación, 26 de julio de 1945, B. 
J. 420, p. 581). 

La aquiescencia, a diferencia del desistimiento, produce 
sus efectos sin necesidad de aceptación de la parte adversa. 

La aquiescencia puede ser hecha bajo condición o con 
reservas. En este caso, se requiere la aceptación expresa o 
tácita de la parte adversa (Casación, 23 de diciembre de 1937, 
B. J. 329, p. 755,mayo 1962, B. J. 622, p. 763). 

Momento en que puede intervenir. La aquiescencia pue- 
de darse por anticipacion. Así, se considera que la parte ha 
prestado aquiescencia anticipada a la sentencia dictada con- 
forme a sus conclusiones (Casación, 28 de septiembre de 
1934, B. J. 290, p. 23). 

Pero la aquiescencia más frecuente es la que se presta a 
una sentencia después de pronunciada. Hay aquiescencia, co- 
mo se ha visto, en la notificación sin reservas (157) y en la 
ejecución voluntaria de la sentencia. La parte que no quiera 
asentir a la sentencia debe hacer reservas expresas de su de- 
recho a impugnarla, bien sea en los procedimientos de ejecu- 
cion que dirija contra su contraparte, bien sea al ejecutar for- 
zosamente la sentencia cuando la ejecución sea perseguida 
contra ella a requerimiento de la parte contraria. 

Materia en que es posible. La aquiescencia es posible en 
toda materia, salvo si implica violación a una norma de orden 
público. Así, es imposible la aquiescencia a la decisión de un 
tribunal que se ha declarado competente no obstante ser in- 
competente de un modo absoluto (Casación, 13 de agosto de 
1938, B. J. 337, p. 439; mayo 1950, B. J. 478, p. 429 (158) ; 
a una sentencia dictada en contravención a un precepto de 


(157) Véase no obstante, la jurisprudencia francesa anotada supra. 


(158) V.lo dispuesto porlos arts. 23 y 24 de la L, 834 de 1978 en relación con 
n n 1 
carácter imperativo de la sentencia que estatuye sobre la competencia. B 
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orden público sobre el estado personal, la familia, la adop- 
ción, etc. 

Capacidad, poder, Cuando conlleve renunciación a un 
derecho, la aquiescencia requiere en la parte que la consien- 
te la capacidad de disponer de este derecho. Así; el tutor no 
puede asentir en materia inmobiliaria sin el consentimiento 
del consejo de familia (art. 464 del C. Civil); el menor eman- 
cipado y la persona provista de un consultor judicial no pue- 
den prestar aquiescencia sino en los límites de su capacidad, 
y, fuera de esos límites, con la asistencia de “su curador o de 
su consultor judicial respectivamente (art. 482 y 513 del C. 
Civil). 

Para prestar aquiescencia en nombre de otro se necesi- 
ta estar provisto de un poder especial. Esto se aplica al abo- 
gado, pero el acto implicativo de aquiescencia se mantiene, 
salvo denegación. 

Efectos. La aquiescencia a la demanda extingue la ins- 
tancia (Casación, 22 de febrero de 1949, B. J. 463, p. 99). La 
aquiescencia a una decisión suprime las vías de recurso. 


SECCION IV 
PERENCION DE LA INSTANCIA (159 


Concepto. La perención es un modo de extinguirse la 
instancia y cuya finalidad es impedir que el proceso se pro- 
longue indefinidamente a consecuencia de la inacción de las 
partes. Su origen viene del derecho romano (Código de Jus- 


(159) El sistema consagrado en el Código de Pr. Civil ha sufrido profundas modi- 
ficaciones en Francia en virtud de las disposicones de los arts. 386 a 392 
del Nuevo Código, Las características de la perención en Francia podrían 
resumirse así; 1) El término fue reducido a dos años; 2) Corre contra toda 
persona física o moral, aún contra los incapaces, salvo su recurso contra los 
tutores o administradores; 3) puede ser propuesta por cualquiera de las par- 
tes por vía de excepción contra aquella que ha realizado un acto después 
de la expiración del plazo de dos años; 4) el plazo sigue corriendo al pro- 
ducirse una causa de suspensión de la instancia, salvo el caso de que ésta ha- 
ya tenido lugar por un tiempo determinado o hasta la superveniencia de un 
acontecimiento determinado, en cuyo caso, comienza a correr un nuevo 
plazo a partir de la expiración del tiempo fijado o de la supexveniencia del 
acontecimiento; 5) no puede ser suplida de oficio por el juez, 
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tiniano, III, 13 pr. y 31), en que fue establecida como un 
remedio destinado a evitar “que los litigios se hagan casi in- 
terminables, y excedan la duración de la vida de los hombres”. 

Se ha tratado de explicar la perención de la instancia asi- 
milando la descontinuación de los procedimientos a una ma- 
nifestación implícita de voluntad del demandante de desis- 
tir de la instancia. Pero esta idea, aunque bastante exacta en 
un principio, conduciría, si se la aplicara con todo rigor, a 
consecuencias inaceptables. Es preferible, pero solamente a 
título de comparación, explicar la perención de instancia por 
las mismas razones que justifican la prescripción: la utilidad 
de ésta consiste en consolidar el resultado de una prolongada 
situación de hecho, y en evitar el perjuicio que experimenta- 
ría la persona que gozara pacíficamente de una tal situación. 
En el mismo caso se encuentran las partes de la instancia. Una 
y otra han podido creer que la inacción de su contraparte 
significaba un consentimiento a que el proceso feneciera a 
causa de su no impulsión por las partes (v. Casación, octu- 
bre de 1950, B. J. 483, p. 1070). 

Dominio de aplicación. De acuerdo con los términos del 
art. 397, toda instancia, aunque no haya intervenido consti- 
tución de abogado, “se extinguirá por cesación de los proce- 
dimientos durante tres años”. La perención afecta, pues, úni- 
camente, a la instancia, no a los actos extrajudiciales, como 
por ej. a los procedimientos de embargo que no constituyen 
un proceso (embargo ejecutivo, etc.); pero, en cambio, se 
aplica a toda instancia en materia civil y comercial ante el 
j. de primera instancia, la c. de apelación y la Suprema C. de 
Justicia, en ésta con las modalidades que luego serán expues- 
tas. 

La perención no afecta al procedimiento arbitral, el cual 
se extingue a la expiración del plazo fijado en el compromi- 
so, 0, si no hay término fijado al cabo de tres meses. 

La perención es susceptible de extinguir la instancia a 
partir del momento de la citación, que la inicia, y aun cuando 
la causa se halle en estado. La pronunciación de la sentencia, 


con que se termina la instancia, es el único obstáculo a la pe- 
rención. 
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Por quién y contra quién puede invocarse. Solamente el 
demandado puede invocar la perención de la instancia. El de- 
mandante no puede invocarla; pero algunos autores opinan 
que, en ciertas condiciones el demandante que es demandado 
en un incidente promovido por el demandado puede oponer 
a éste la perención de esta instancia incidental. 

La perencion puede ser invocada contra todo demandan- 
te incluso el Estado, los municipios, el Distrito Nacional, los 
establecimientos públicos, los menores (art. 397). Pero estos 
demandantes tienen un recurso contra sus Órganos o contra 
sus representantes, cuando la perención ha ocurrido por ne- 
gligencia de éstos. 

Plazo. El plazo normal de la perención de instancia es de 
tres años, el cual comienza a computarse a partir de la fecha 
del último acto de procedimiento. Este plazo es aumentado 
en seis meses más dispone el art. 397, en los casos en que 
haya lugar a renovación de instancia o a constitución de nue- 
vo abogado, esto es, cuando ha habido interrupción de la ins- 
tancia (v. Casación, 31 de agosto de 1931,B. J. 253,p.102). 
El aumento del plazo se justifica porque la interrupción de la 
instancia tiene como consecuencia necesaria el impedir al de- 
mandante o a sus herederos continuar el procedimiento. Esta 
disposición es facilmente aplicable en caso de cesación de las 
funciones del abogado de una de las partes. Por el contrario, 
presenta dificultades cuando la interrupción de la instancia 
proviene del hecho de la muerte de una de las partes. Para 
que se produzca la interrupción de la instancia es preciso que 
el fallecimiento sea notificado a la parte contraria. Ahora 

bien: la notificación de este fallecimiento podría tener como 
efecto interrumpir el curso de la perención. Es preciso, pues, 
que los herederos del demandado, cuando quieran oponer al 
demandante la perención de la instancia, le notifiquen el fa- 
llecimiento de su causante con la reserva de que lo hacen con 
el único fin de prevalerse de la perención, y que su acto no 
puede implicar renovación voluntaria de la instancia. 

Suspensión, interrupción del plazo. El plazo de la peren- 
ción es necesariamente suspendido en todos los casos en que 
la instancia es suspendida. 
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La interrupción del plazo resulta de todo acto válido del 
procedimiento, emando del demandante o del demandado 
(art. 399; Casación, 19 de junio, 1939, B. J. 347, p. 471); 
constitución de abogado, demanda de comunicación de do- 
cumentos, requerimiento de fijación de audiencia (160), 
Cuando ocurre uno de estos actos comienza a correr un nue- 
vo plazo de perención de instancia. 

Cómo opera. El art. 399 dispone que la perención no 
opera de pleno derecho. Debe ser expresamente pedida por el 
demandado. Mientras no lo es, la perención puede quedar 
cubierta, como se ha visto, por todo acto que tenga por obje- 
to continuar el procedimiento de la instancia (v. Casación, 22 
de julio, 1983, B. J. 872, p. 1998). En los asuntos civiles ante 
el j. de primera instancia, en todos los asuntos ante la c. de 
apelación, la demanda en perención de la instancia es forma- 
da por acto de abogado a abogado, dispone el art. 400. 

Cómo se cubre la perención. Por lo mismo de que no 
opera de pleno derecho, la perención es cubierta, después de 
expirado el plazo de tres años, por todo acto de procedimien- 
to susceptible de interrumpirla (art. 399). Se requiere sola- 
mente que este acto sea regular en la forma, anterior a la de- 
manda en perención, y que forme parte de la instancia (art. 
400). Por lo tanto, la perención es cubierta: por un acto frus- 
tráneo; por un acto que no es notificado a la parte adversa, 
pero que ésta ha podido conocer, como por ej. una fijación 
de audiencia. Un acto proveniente del demandado puede cu- 
brir la perención, lo mismo que el emanado del demandante. 
El demandado que proyecte pedir la perención debe, pues, 
abstenerse cuidadosamente de toda actuación que sea suscep- 
tible de cubrirla. 

Efectos. La perención de la instancia produce dos efec- 
tos (art. 397 y 401): lo., extingue la instancia; 20., pone a 
cargo del demandante las costas de la instancia perimida. 

Lo mismo que el desistimiento, la perención aniquila 


(160) V. sin embargo, Casación, 13 de junio de 1979, B. J. 823,p,1036, Se tra- 
ta de una fijación de audiencia hecha por el tribunal, por sentencia, Las 
partes no comparecieron a la audiencia, y fue cancelada de oficio por el 
juez, La Suprema Corte consideró que la perención no fue: interrumpida. 
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únicamente el procedimiento de la instancia, dejando subsis- 
tir el derecho de acción del demandante, quien podrá incoar 
una nueva demanda. Lo mismo que el desistimiento, sin em- 
bargo, la perención puede acarrear indirectamente la pérdi- 
da del derecho del demandante, cuando, a causa de haber 
sido eliminado el efecto interruptivo de la prescripción in- 
herente a la demanda, la acción del demandante haya pres- 
crito. 

Los actos de la instancia perimida, a contar de la cita- 
ción inclusive, se consideran como no intervenidos, “sin que 
se pueda en ningún caso oponer acto alguno del procedimien- 
to extinguido ni apoyarse en él”. En consecuencia de esto, 
las medidas de instrucción practicadas en la instancia perimi- 
da, como por ej. un experticio, una información testimonial, 
no pueden ser utilizadas en un proceso ulterior. Hay contro- 
versia, sin embargo, en cuanto a las confesiones y otros re- 
conocimientos hechos por la parte demandada: algunos opi- 
nan que estos actos no son afectados por la perención; pero 
predomina la tesis contraria, en consideración de la finalidad 
que ha perseguido el legislador al instituir la perención, que 
es la de aniquilar todas las manifestaciones de la instancia pe- 
rimida. En cambio, la perención deja subsistentes las senten- 
cias definitivas dictadas sobre ciertos incidentes, como por 
ej. la sentencia por medio de la cual el tribunal ha decidido 
sobre una cuestión de competencia, puesto que hay cosa 
juzgada a ese respecto. 

En segundo lugar, cuando la perención es pronunciada, 
“el' demandante principal es condenado en todas las costas 
del procedimiento fenecido” (art. 401). Es una aplicación 
del derecho comun (art. 130): la perención es un hecho im- 
putable al demandante; él sucumbe, pues, en este incidente 
de la instancia. 

Pluralidad de partes. Cuando hay varios demandantes o 
varios demandados, es posible que la perención sea invocada 
solamente contra uno de los demandantes, o que la invoque 
solamente uno de los demandados. Lógicamente, por aplica- 
ción del principio general que considera la instancia como un 
haz de relaciones jurídicas con efectos solamente relativos, . 
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entre las partes, la perención debería producir en este caso 
efectos únicamente contra el demandante a quien le fue 
opuesto, o en favor del demandado que la pidió. Este princi- 
pio tiene aplicación en materia de desistimiento: en caso de 
pluralidad de demandantes o de demandados, el desistimien- 
to puede ser ofrecido por uno sólo de los demandantes, o di- 
rigirse a uno y no a los otros demandados. 

Prevalece, sin embargo, la opinión que considera la ins- 
tancia como indivisible desde el punto de vista de la peren- 
ción (Casación, 19 de junio de 1939, B. J, 347, p. 471), en 
caso de pluralidad de demandantes o de demandados, la pe- 
rención no puede ser pronunciada contra uno solo de los de- 
mandados; por otra parte, si el plazo de la perención ha 
transcurrido en provecho de todos los demandados, la deman- 
da en perención incoada por uno de ellos beneficia a todos 
los demás. Se hace valer, en apoyo de este sistema, un argu- 
mento fundado en la finalidad de la perención de instancia, 
que es extinguir el proceso al cabo de un cierto período de 
inactividad de las partes; este propósito no sería obtenido si 
la instancia pudiera extinguirse respecto de algunas de las par- 
tes, subsistiendo sin embargo respecto de otras. 

En causa de apelación. De acuerdo con lo dispuesto por 
el art. 469, el efecto de la perención en la segunda instancia 
es “dar a la sentencia apelada la autoridad de la cosa juzga- 
da ”. Esto es evidente por sí mismo en el caso de que, al mo- 
mento de ser incoada la demanda en perención, ha transcu- 
rrido ya el plazo para apelar, fijado en los arts. 16 y 443 para 
las sentencias del j. de paz y del j. de primera instancia res- 
pectivamente, y cuyo punto de partida es, para las senten- 
cias contradictorias, la notificación de las mismas a las partes 
condenadas, y, para las sentencias en defecto, la expiración 
del plazo de la oposición. Pero la norma del art. 469 signifi- 
ca también que la apelación no puede ser reiterada aun cuan- 
do, en el momento de producirse el incidente de la perención, 
ese recurso fuera todavía posible a causa de que la sentencia 
del juez a quo no hubiera sido notificada. Por lo tanto, la 
perención de la instancia en el segundo grado de la jurisdic- 
ción, extingue, no solamente el procedimiento de apelación, 
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sino también, consiguientemente, el mismo derecho de ape- 
lar. 

En causa de oposición. La ley no ha determinado cuá- 
les son los efectos de la perención ocurrida en el procedi- 
miento de la oposición a una sentencia en defecto. Hay que 
tener presente que, según la opinión que prevalece, el recur- 
so de oposición, por sí mismo, no aniquila el fallo en defec- 
to. En cambio, el procedimiento del recurso de oposición 
es susceptible de perimir por causa de que las actuaciones 
sean descontinuadas durante el transcurso def período reque- 
rido para la perención. En este caso se decide, por analogía 
con lo dispuesto por el art. 469 para la instancia en apela- 
cion, què la perención consumada en el curso del procedi- 
miento de la oposición tiene como consecuencias necesarias 
la de mantener en vigor la sentencia en defecto, y la de impe- 
dir un nuevo recurso de oposición, aun cuando éste fuera 
todavía posible a causa de no haber sido notificada la sen- 
tencia. 

En caso de revisión civil. El recurso de revisión civil 
inicia una instancia nueva, que pasa por dos fases: lo rescin- 
dente, en que se examina el mérito del recurso y se retracta 
la sentencia impugnada, y lo rescisorio, en que se juzga el 
fondo (art. 501 y 502). Si la paralización del procedimiento 
ocurre antes de que la sentencia impugnada haya sido retrac- 
tada por el fallo intervenido acerca de lo rescindente, la pe- 
rención habrá alcanzado al demandante en revisión civil, 
y queda en su fuerza y vigor la sentencia objeto del recurso 
de revisión, Pero cuando la perención de instancia se consuma 
después del fallo sobre lo rescindente y antes de que inter- 
venga fallo respecto de lo rescisorio, lo único que permanece 
vigente es ese fallo sobre lo rescindente, ya en ese momento, 
en efecto, no existe la sentencia atacada con la revisión civil, 
puesto que ha sido aniquilada como consecuencia del fallo 
sobre lo rescindente. 

En caso de envío o de reenvío. Cuando la Suprema C. 
de Justicia casa un fallo envía el asunto ante un tribunal del 
mismo grado o categoría que aquel cuya sentencia fue casa- 
da; si interviene una segunda casacion el asunto es reenvia- 
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do en igual forma (art. 20 de la L. sobre Pr. de Casacion). 
Ante el tribunal de envío o ante el de reenvío puede produ- 
cirse la perención de la instancia. Su efecto es análogo al de la 
perención en caso de revisión civil: las partes quedan en la 
misma situación en que se encontraban antes de intervenir 
ninguna sentencia, puesto que la sentencia impugnada con el 
recurso de casación fue anulada por la S.C. de J.; en este caso, 
pues, la perención aprovecha a la parte que recurrio en casa- 
ción, y perjudica a la parte que obtuvo la sentencia casada. 

Ante el juzgado de paz. De acuerdo con lo que dispone 
el art. 15 cuando el j. de paz hubiese ordenado un interlocu- 
torio, “la causa se fallará definitivamente dentro de cuatro 
meses contados desde la fecha del interlocutorio””; pasado ese 
término, “la instancia quedará extinguida de derecho” (Ca- 
sación, 8 de febrero de 1952, B. J. 499, p. 148;4 de agosto, 
1955, B. J. 541, p. 1630). 

Esta perención, a diferencia de la que regulan los arts. 
397 y s., no tiene que ser demandada, ni puede ser suspendi- 
da, ni tampoco podría ser cubierta, puesto que tiene lugar de 
pleno derecho. Se admite, sin embargo, que la disposición del 
art. 15 no es de orden público, y que las partes pueden, de 
común acuerdo, continuar el procedimiento aun después de 
transcurrido el plazo de cuatro meses, quedando en ese caso 
cubierta la perención. 

La perención no se produce cuando el j. de paz ha dic- 
tado solamente una sentencia preparatoria. Tampoco se pro- 
duce cuando, aun tratándose de una sentencia interlocutoria, 
no ha podido ser posible llevar a cabo la medida ordenada en 
el plazo de cuatro meses. (161) 

Ante el T. de Tierras. La perención de la instancia es 


(161) Esta tesis es la que se desprende de una sentencia dictada por la Suprema 
C, de Justicia (octubre, 1972, B. J. 743, p, 2512) en la que se expresa que 
la disposición del art. 15 sólo ha quedado con una fuerza puramente con- 
minatoia en todos los casos en que los jueces de paz no pueden solu- 
cionar los litigios dentro de los plazos determinados cuando el exceso de 
trabajo u otra causa atendible justifiquen esa dilatoria, y así se proclamen 
en los fallos de fondo de que se trate...” Conviene asimismo indicar que la 
disposición del art, 15 por su carácter especial sólo se aplica a los j. de paz 
cuando conocen de casos puramente civiles, no a los litigios en materia la- 
boral, ya que en esos casos su competencia es más, excepcional aún (v, ju- 
risprudencia citada). 
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hasta cierto punto, un corolario del papel desempeñado por 
las partes en la iniciativa, la dirección y la impulsión del pro- 
ceso. Es obvio por tanto, que ante esta jurisdicción los proce- 
dimientos no son susceptibles de extinguirse por la perención, 
puesto que su iniciativa está a cargo del Estado, y su direc- 
cion e impulsión, tanto en el saneamiento como en las litis 
sobre terrenos registrados, está a cargo del órgano jurisdic- 
cional. (V. al respecto, Casación, junio, 1970, B. J. 715, 
p. 1155). 

En el recurso de casación. En esta materia, la perención 
de la instancia se produce de pleno derecho; en consecuencia, 
no necesita ser pedida, ni puede ser cubierta. Además, debe 
ser pronunciada de Oficio por la Suprema C. de Justicia, en 
cualquier momento en que se compruebe que se ha cumpli- 
do (Casación, 25 de Sept. de 1945, B. J. 422, p. 759; 30 de 
agosto de 1948, B. J. 452, p. 1563). Es lo que resulta de lo 
dispuesto en el párrafo Il, del art. 10 de la L. sobre Pr. de Ca- 
sacion: “El recurso de casación perimirá de pleno derecho si 
transcurrieren tres años contados desde la fecha del auto que 
autorizó el emplazamiento, sin que el recurrente haya depo- 
sitado en la Secretaría el original del emplazamiento, o si 
transcurriere igual plazo, contado desde la expiración del 
término de quince días, señalado en el artículo 8, sin que el 
recurrente pida el defecto o la exclusión contra el recurrido 
que diere lugar a ello, a menos que, en caso de haber varias 
partes recurrentes, o recurridas, una de dichas partes haya 
pedido el defecto o la exclusión contra las partes en falta”. 


SECCION V 
PRESCRIPCION DE LA INSTANCIA 


En qué consiste. La cuestión de saber si la instancia está 
sujeta a extinguirse por la prescripción ha dado motivo a 
controversias. Algunos autores han sostenido que la inacti- 
vidad de las partes no puede dar lugar sino a la perención de 
la instancia. La prescripción sería una manera de extinción 
de la instancia. La prescripción sería una manera de extin- 
ción aplicable únicamente a los derechos sustantivos de las 
partes, no a las relaciones jurídicas implicadas en la instancia, 
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como etapa del proceso. Predomina, sin embargo, la opinión 
contraria. La instancia, al crear una serie de relaciones jurí- 
dicas entre-las partes, verdaderos derechos subjetivos, es na- 
turalmente susceptible de prescribir, por aplicación del prin- 
cipio general enunciado en el art. 2262 del C. Civil. 

Diferencias con la perención. Estas dos instituciones se 
encuentran separadas por varias diferencias: 

la. La perención extingue únicamente el procedimiento 
de la instancia, de tal modo que, por ej. el acrecdor deman- 
dante puede renovar su acción; por el contrario, la prescrip- 
ción aniquila el derecho mismo del demandante, impidiéndo- 
le incoar una nueva demanda. 

2a. El plazo de la perención es uniforme, de tres o de 
tres años y medio, aun cuando el ejercicio de la acción está 
sujeto a un término inferior al de la perención. El ejercicio 
de la acción la pone a salvo de la prescripción, excepto en el 
caso del art. 189 del C. de Comercio. El plazo al cabo del cual 
prescribe el ejercicio de la acción es en principio de veinte 
años (art. 2262 del C. Civil); pero tiene una duración menor 
en ciertos casos (v. los arts. 589,373, 432, 433 del C. de Co- 
mercio.). s 

3a. La prescripción es suspendida en provecho de cier- 
tas personas, los menores por ej. (art. 2252, 2253, 2256, 
2258 del C. Civil), en tanto que la perención corre contra 
toda persona (art. 396). 

4a. Se puede renunciar tanto a la perención como a la 
prescripción de la instancia. Sin embargo, la perención, aun 
después de cumplida, salvo en el recurso de casación, puede 
ser cubierta por un acto proveniente del demandado, y puede 
ser interrumpida por un acto emanado del demandante. En 
cambio, el demandado tiene un derecho adquirido a invocar 
la prescripción de la instancia una vez transcurrido el plazo 
requerido, no obstante cualquier acto emanado del deman- 
dante. 

5a. Hay acciones imprescriptibles, como por ej. las rela- 
tivas a la reclamación de estado (art. 328, del C. Civil). En 
cambio, toda instancia es susceptible de extinguirse por la 
perención, incluso la relativa a un derecho imprescriptible. 
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LIBRO VII 
LA SENTENCIA * 
TITULO I — PRINCIPIOS GENERALES 


Noción de la sentencia. La sentencia es el acto jurisdiccio- 
nal que pone fin al proceso o auna etapa del proceso. Des- 
pués de haber verificado la verdad de los hechos invocados 
por las partes, el juez declara, para cada caso, cuál es la volun- 
tad de la ley en relación con la causa planteada ante él con el 
ejercicio de la acción. En otros términos: la setencia es una 
aplicación concreta del derecho objetivo alos hechos de la cau- 
sa. La declaración del juez puede revestir diversas formas: 
reconocer, modificar o extinguir una situación jurídica, for- 
mular órdenes y prohibiciones. Encierra pues, no solamente 
una declaración, una opinión, como resultado de un razona- 
miento, sino que al mismo tiempo constituye un acto de vo- 
luntad, un mandamiento. 

— La sentencia está regida, en primer término, por normas de 
derecho público: es un acto emanado de la autoridad pública, 
contentivo de una decisión emitida en nombre del Estado, y 
que se impone, no solamente a las partes litigantes, sino tam- 


(*) Dalloz. REPERTOIRE PRATIQUE, art. Jugement et arrets, PANDECTES 
FRANCAISES, art. Jugements et arrets; Rousseau y Laisney, DICTION- 
NAIRE DE PROCEDURE CIVILE, art. Jugements; Glasson, Precis de pro- 
cedure civile, 2a; ed., I, 504, y s.; Glasson, Tissier y Morel, Traite, II 728 y 
s.; Morel, Traité elementaire de procedure civile, 2a. ed., 545 y s. Cremieu, 
Précis theorique et pratique de procedure civile, 322 y s, ¡Laborde-Lacoste, 
Précis elementaire de procedure civile, 2a. ed. 567 y s. Boltard, Colmet 
Daag y Glasson, Lecons de procedure civile, 15a, ed. 240 y s.; Garsonnet y 
Cézar-Bru, Traité, III, 620 y s.; Japiot, Tratié elementaire de procedure 
civile et commercial, 2a. ed., 521 y s. Jean Vincent Procedure civile, 19na. 
ed., pag 97 y s; 705 y s. H. Solus y R, Perrot, Droit Judiciaire privé, Tomo 
I, pag. 426 y s.; Jean Robert, L. arbitrage. Droit inteme. Droit internatio- 
nal privé, 2a. ed., pág. 3 y s.; 173 y s.; 292 y s. Dalloz, Encyclopedie juri- 
dique, 2a. ed. Procedure. vos. Jugements, Execution de jugements et des 
actes; Chose juge; Execution provisoire; Frais et depens; Artagnan Perez 
Mendez, Procedimiento Civil, Tomos I, 1985, pág. 233 y s.; Tomo II, 1987, 
pág. 437 y Manuel Berges Chupani, Jurisprudencia dominicana, años 
1967-1975; L. Almanzor González Canahuate, Recopilación jurispruden- 
cial. integrada, 1973-1981. 
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bién a todos los otros órganos del poder público, especial- 
mente a las autoridades que detentan. la fuerza pública. De 
ahí que la sentencia sea pronunciada “En nombre la Repú- 
blica” (art. 146). Por otra parte, la sentencia está regida por 
normas del derecho privado en cuanto constituye una deci- 
sión respecto de una controversia de carácter privado, cuyas 
consecuencias se producen en relación a las partes litigantes. 
Esos dos aspectos de la sentencia, el público y el privado, no 
pueden disociarse. Ambos concurren a caracterizar la senten- 
cia: es preciso insistir en que no es meramente una opinión 
del juez acerca del proceso; es también el establecimiento o el 
restablecimiento de la situación jurídica que sea conforme al 
derecho objetivo. 


Terminología. A la palabra sentencia se le atribuye, en pri- 
merlugar, un sentido lato, que abarca toda decisión o resolu- 
ción de un tribunal respecto de un asunto que legalmente le 
está atribuído resolver. Con esta significación son llamadas 
sentencias: a ciertas comprobaciones que hace un tribunal, en 
las cuales por ej. da acta de una confesión o de un contrato ju- 
dicial, a los actos de administración judicial, por medio de los 
cuales un tribunal comprueba, por ej., una adjudicación en 
subasta. Estas dos categorías de actos judiciales no son sen- 
tencias puesto que con ellos el tribunal no dirime un litigio o 
controversia entre partes, sino que cumple funciones de admi- 
nistración judicial, que deben ser distinguidas de las funciones 
jurisdiccionales. 


En segundo término, considerada como acto jurisdiccional, 
la sentencia es la decisión emanada de un tribunal en el curso 
de la instancia o para poner fin a la instancia. El término sen- 
tencia es, pues, general; pero la ley emplea la palabra auto u 
ordenanza para designar la sentencia intervenida en los casos 
de referimiento, y la palabra decisión para designar la senten- 
cia del Tribunal de Tierras. 


Diversas clases. Las sentencias pueden ser clasificadas desde 
diferentes puntos de vista: sentencias definitivas, sentencias 
previas (o de antes de hacer derecho), sentencias contradicto- 
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rias; sentencias en s en_defecto” sentencias ordinarias, sentencias 
de expediente; sentencias declaratorias, sentencias constituti- 
vas, sentencias condenatorias, sentencias absolutorias; senten- 


- cias en primera instancia, sentencias en única instancia, sen- 


tencias en última instancia. 





TITULO II — CLASIFICACION DE LAS SENTENCIAS 
CAPITULO I — SENTENCIAS DEFINITIVAS, PREVIAS 


Sentencia definitiva. Es definitiva no solamente la senten- 
cia que pone término a la constestación, sino también la que 
resuelve acerca de un incidente del procedimiento (v. Casa- 
ción: 9 de marzo, 1934, B. J. 284, p. 3; 6 de abril, 1934, B. J. 
285, p. 3; 11 de noviembre, 1953, B. J. 520, p. 2119; agosto, 
1962, B. J. 625, p. 1259; agosto, 1973, B. J. 753,.p. 2452). 
Con estaúltima clase de sentencia definitiva el juez queda 
finalmente desapoderado de la cuestión que se le sometió in- 
cidentalmente en el curso de la instancia, salvo la posibilidad 
de un recurso contra la sentencia. Así, por ej., cuando se pro- 
mueve una excepción de nulidad, el tribunal la admite o la re- 
chaza por medio de una sentencia, la cual es definitiva con 
respecto a ese incidente. Lo mismo ocurre con relación a las 
excepciones declinatorias, dilatorias, etc. Estas sentencias son 
definitivas con respecto a tales incidentes porque ponen fin a 
una instancia accesoria que ha venido a interponerse, con una 
digresión, en el curso de la instancia principal. 

+ Con la sentencia definitiva no debe confundirse la senten- 
cia irrevocable, esto es la que no es susceptible de ser impug- 
nada por ninguna vía de recurso. Cuando el tribunal resuelve 
sobre el fondo o sobre un incidente, su sentencia es cierta- 
mente definitiva, pero no forzosamente irrevocable, puesto 
que casi siempre puede ser impugnada mediante ciertas vías 
de recurso, ordinarias o extraordinarias: oposición si es en de- 
fecto; apelación si es contradictoria y en primera instancia, o 
si es en defecto y en primera instancia y ha transcurrido el 


(1) En ciertos casos (v. supra, libro VI, Título IX), la sentencia es reputada 


contradictoria. En estos casos la vía de la oposición es cerrada. 
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plazo de la oposición; revisión civil o casación, en los casos 
determinados por la ley. En cambio, toda sentencia irrevoca- 
ble es necesariamente definitiva. 


Sentencia previa. Es la que un tribunal pronuncia, en el 
transcurso del proceso, antes de decidir sobre el fondo, y por 
medio de la cual ordena sea una medida de instrucción, sea 
una medida provisional. Ejemplos: la sentencia que prescribe 
una información testimonial; la que pone en secuestro la cosa 
objeto del litigio. En estas sentencias el tribunal no dice, esta- 
blece o declara el derecho de las partes, sino que pone la cau- 
sa en condiciones de recibir fallo definitivo, En otros térmi- 
nos: la sentencia previa encamina el proceso hacia la solución 
final, la sentencia definitiva. La sentencia previa es llamada 
también, por esa razón, sentencia de antes de decir, o de ha- 
cer, o de establecer derecho. 

Las sentencias previas son de dos especies: de instruc- 
ción y provisionales. a 


— Sentencia de instrucción. Esta primera especie de sen- 
tencias previas comprende dos grupos: las sentencias prepara- 
torias y las sentencias interlocutorias. El art, 452 contrapone 
ambas categorías diciendo: que es preparatoria la sentencia 
“dictada para la sustanciación de la causa, y para ponerla en 
estado de recibir fallo definitivo” (Casación, 18 de abril de 
1951, B. J. 489, p. 396; mayo, 1963, B. J. 634, p. 501; octu- 
bre, 1966, B. J. 634, p. 671; diciembre, 1974, B. J. 769, p. 
315, septiembre, 1976, B. J. 769, p. 315; agosto, 1979, B. S. 
825, p. 1553), y que es interlocutoria “aquella que un tribu- 
nal pronuncia en el discurso «de un pleito, antes de establecer 
derecho, ordenando prueba, verificación o trámite de sustan- 
ciación que prejuzgue el fondo” (v. Casación, 30 de octubre, 
1951, B. J. 495, p. 1382, marzo, 1968, B. J: 688, p. 605; ju- 
nio, 1975, B. J. 775, p. 1152). 


La distinción entre sentencias preparatorias y sentencias 
interlocutorias es particularmente importante desde estos pun- 


tos de vista. 
lo. El ejercicio de ciertas vías de recurso, apelación, re- 
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visión civil, casación, es posible contra las sentencias interlo- 
cutorias, aun antes de que intervenga sentencia definitiva, 
pero no contra las sentencias preparatorias, éstas no pueden 
ser impugnadas separadamente, sino al mismo tiempo que sea 
atacada la sentencia sobre el fondo (art. 451 y 480 del C. de 
Pr. Civil, 5 de la L. sobre pr. de casación; Casación, diciem- 
bre, 1963, B. J. 641, p. 1473; agosto, 1976, B. J. 789, p. 
1274; marzo, 1981, B. J. 844, p. 541; mayo, 1985, B. J. 894, 
p. 1089). . 

2o. La ejecución voluntaria de las sentencias interlocuto- 
rias vale aquiescencia, y hace por consiguiente irrecibibles las 
mencionadas vías de recurso (Casación, 26 de julio de 1945, 
B. J. 420, p. 581). 


30. Los medios de derecho que podían ser invocados 
contra la sentencia interlocutoria que ha adquirido lå autori- 
dad de la cosa juzgada no pueden ser invocados contra la sen- 
tencia definitiva dictada como consecuencia de aquélla. 

Estas diferencias se explican por el carácter primordial 
de la sentencia interlocutoria, que es el prejuzgar el fondo, en 
perjuicio de la parte contra quien ha sido pronunciada. Nada 
más natural, en consecuencia, que esta parte pueda impugnar 
una tal decisión, y que pierda la facultad, de hacerlo y de ar- 
gumentar contra los medios de derecho en que se funda esa 
sentencia, cuando, al ejecutarla, le ha prestado aquiescencia 
implícita. 


Cómo distinguirlas. En muchos casos resulta fácil el 
apreciar si una sentencia es preparatoria o interlocutoria, Así, 
es evidentemente preparatoria, por ej., la sentencia que orde- 
na una comunicación de documentos (Casación, 20 de agosto 
de 1920, B. J. 121, p. 7; diciembre, 1974, B. J. 769, p. 3156, 
precitada), puesto que en nada prejuzga el fondo, esto es, no 
deja entrever en favor de cuál de las partes se decidirá el tri- 
bunal. Por el contrario, cuando la parte demandante, por ej., 
ha articulado ciertos hechos en apoyo de su demanda en repa- 
ración de perjuicios irrogados por la parte demandada, y el 
tribunal ordena la prueba de esos hechos, su sentencia es cier- 
tamente interlocutoria, puesto que el tribunal da a entender 


— 363 — 



































que, si los hechos son probados, acogerá la demanda (v. Casa- 
ción, marzo 1958, B. J. 572, p. 587; 12 de junio de 1957, B. 
J. 563, p. 1153). 

En todo caso, el criterio objetivo para determinar si una 
sentencia es interlocutoria o preparatoria consiste, de acuerdo 
con lo que dispone el art. 452, en establecer, en cada ocasión, 
si prejuzga o no prejuzga el fondo del proceso (Casación: 20 
de agosto de 1920, B. J. 121, p: 7; 5 de julio de 1922, B. J. 
141-143, p. 36; 21 de agosto de 1922,B. J. 144-146, p. 28; 
18 de diciembre de 1922, B. J. 147-149, p. 69; 21 de diciem- 
bre de 1928, B. J. 221, p. 13; 6 de diciembre de 1929, B. J. 
233, p. 3; 22 de diciembre de 1934, B. J. 293, p. 39; 25 de 
agosto de 1939, B. J. 349, p. 638; 28 de noviembre de 1939, 
B. J. 352, p. 828; 13 de agosto de 1940, B. J. 361, p. 451; 25 
de febrero de 1941, B. J. 367, p. 77; 29 de marzo de 1941, B. 
J. 368 p. 143; 26 de mayo de 1941, B. J. 370, p. 639; 27 de 
enero de 1943, B. J., p. 19; 21 de diciembre de 1943, B. J. 
401, p. 1145; 26 de agosto de 1946, B. J. 433, p. 565; lo. de 
diciembre de 1953, B. J. 521,p. 2289, y las sentencias precita- 
das. 

Queda por resolver, no obstante, la cuestión de saber 
cuando la sentencia de instrucción prejuzga y cuando' no pre- 
juzga el fondo. Se ha propuestoW% tomar como base el carác- 
ter de los hechos cuya prueba ha ordenado el tribunal: si son 
exclusivamente favorables al éxito de una de las partes, la sen- 
tencia es interlocutoria; si, por el contrario, la prueba de esos 
hechos puede ser favorable a una o a otra de las partes, la sen- 
tencia es meramente preparatoria. Conforme a otro siste- 
ma*” hay sentencia interlocutoria cuando el tribunal, al 
prescribir una medida de instrucción, ha desechado implícita- 
mente una defensa, una excepción o un medio de inadmisibi- 
lidad (v. Casación, 26 de julio de 1945, B. J. 420, p. 581). Se- 
ría meramente preparatoria, conforme a este criterio, por ej. 
la sentencia que, frente a la articulación de los hechos pro- 
puestos a prueba por el demandante, y negados por el deman- 


(2) Japiot, Traité elementaire de procedure civile, 2a, ed., 538, 


(3) Glasson, Tissier y Morel, Traité, II, 733. 
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dado, el tribunal prescribiera una información testimonial 
porque el propósito del juez en este caso es simplemente el de 
poner en claro la situación, en presencia de las manifestacio- 
nes contrarias de las partes; en cambio, se caracterizaría como 
interlocutoria la sentencia que ordenara una información 
testimonial cuando el demandado sostuviera que los hechos 
alegados por el demandante no pueden ser probados por testi- 
gos, o no son pertinentes. 

En caso de duda acerca del carácter de una sentencia de 
instrucción, es preferible considerarla como interlocutoria. 


Efectos del interlocutorio. El tribunal no puede, si ha 
declarado admisible un determinado medio de prueba, volver 
luego sobre su propia decisión. Así, cuando ha prescrito una 
información testimonial, el tribunal no puede, al decidir so- 
bre el fondo, rechazar la demanda fundándose en que la prue- 
ba testimonial es irrecibible. Esta actitud implicaría una con- 
tradicción lógica del juez consigo mismo. 

Otro efecto del interlocutorio es que el juez no podría 
estatuír sobre el fondo antes de que se haya verificado la me- 
dida de instrucción prescrita (Casación, agosto, 1963, B. J. 
637, p. 899), a menos que las partes renuncien expresa o im- 
plícitamente a ella, o que la ejecución del interlocutorio haya 
venido a resultar imposible, como por ej. si han muerto las 
personas que iban a ser citadas como testigos. 

En cambio, el resultado del interlocutorio no produce 
influencia alguna respecto de la decisión a intervenir sobre el 
fondo. Esto se expresa generalmente diciendo que “lo inter- 
locutorio no liga al juez”; pero tal fórmula excede el significa- 
do de la regla que con ella quiere enunciarse, puesto que, 
como se ha expuesto, el juez se halla ligado, en un cierto sen- 
tido, por el interlocutorio en sí mismo, aunque no por su re- 
sultado. De esto resulta que, aun cuando fueran establecidos 
los hechos mandados a probar, el juez puede, fundándose en 
otros elementos de convicción, decidirse en sentido contrario 
a como lo había dado a entender en la sentencia interlocuto- 
ria. Esta sentencia, en efecto, en razón de su carácter propio 
no decide nada, sino que meramente deja adivinar el sentido 
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probable de una decisión futura, la cual puede quedar frustra 
daaconsecuencia del poder de apreciación que tiene el juez 
sobre la fuerza probatoria de los hechos comprobados median- 
te el interlocutorio (Casación junio de 1953, B. J. 515, p. 954 
marzo, 1962, B. J. 620, p. 460). 


-—— Sentencias provisionales. Son, como se ha expuesto, las 
que deciden sobre demandas provisionales, esto es que tien- 
den a obtener que el tribunal prescriba de modo inmediato 
una medida de carácter urgente, necesaria para proteger el in- 
terés de una de las partes o para evitarle perjuicios irrepara- 
bles. Ejemplos: el secuestro del objeto litigioso, varias veces 
citado; la pensión alimenticia que puede ser otorgada a la es- 
posa demandante o demandada en el procedimiento de divor- 
cio, 

Las sentencias provisionales, igual que las interlocuto- 
rias, son inmediatamente apelables, 


Efectos de las preparatorias y provisionales. Si, como se 
ha expuesto, las sentencias interlocutorias no tienen autori- 
dad de cosa juzgada, aunque signifiquen un prejuicio respecto 
del fondo del proceso, con mayor razón no la tienen las sen- 
tencias preparatorias, que nada significan en lo concerniente 
a la actitud del tribunal . 

Tampoco tienen autoridad de cosa juzgada las sentencias 
provisionales puesto que el tribunal puede modificar o revo- 
car luego la medida que ha ordenado, si sobreviene un cambio 
en el estado de las cosas que había tomado en consideración 
al pronunciarlas (Casación, 28 de enero de 1949, B. J. 462, 
p. 33). 


Sentencias de carácter mixto. Una misma sentencia 
puede contener, a la vez: disposiciones de carácter interlocu- 
torio y disposiciones de carácter definitivo; disposiciones de 
carácter preparatorio y disposiciones de carácter interlocuto- 
rio (Casación, 7 de enero de 1925, B. J. 174-175, p. 14; 6 de 
diciembre de 1929, B. J. 233, p. 10), disposiciones de carác- 
ter preparatorio y disposiciu.es de carácter definitivo (Casa- 
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ción, 7 de noviembre de 1927, B. J. 208-209, p. 3). 
Estas sentencias son insusceptibles de recursos sobre los 
puntos interlocutorios o definitivos. 


CAPITULO II — SENTENCIAS CONTRADICTORIAS 
SENTENCIAS EN DEFECTO 


La sentencia contradictoria. Es contradictoria la sentencia 
intervenida en un procediminto en que el demandado ha 
comparecido, y en que tanto él como el demandante han 
presentado conclusiones. 


Papel del tribunal en caso de defecto. Cuando se produce 
el defecto, el tribunal procede a dos actuaciones: la., pronun- 
ciar el defecto; 2a., juzgar en defecto. 

Pronunciar el defecto es comprobar la incomparecencia 
del demandado, o la falta de conclusiones de éste o del de- 
mandante (art. 149). 

Juzgar en defecto es estatuír acerca de la contestación 
en ausencia del demandado (sentencia en defecto por falta de 
comparecer), o en ausencia de conclusiones de él o del de- 
mandante (sentencia en defecto por falta de concluír). El sim- 
ple hecho del defecto no debe conducir necesariamente al 
juez a.dar ganancia de causa al que ha comparecido y concluí- 
do. Una demanda, en efecto, aunque no sea combatida, pue- 
de contener una pretensión injusta; puede ser que el deman- 
dante que no concurra a sostener su demanda tenga de su par- 
te la razón. Especialmente, tratándose del defecto del deman- 
dado, la ley no autoriza a acoger las conclusiones del deman- 
dante sino cuando sean justas y reposen sobre prueba legal, y 
aun permite al juez que ordene el depósito de los documen- 
tos, a fin de pronunciar el fallo en una próxima audiencia 
(art. 150 y 434 mod. por la L. 845 del 1978). El juez no pue- 
de, por lo tanto, acoger una demanda evidentemente injusta, 
infundada o contraria a la ley: él debe, de oficio, suplir, en 
provecho de la parte que incurre en el defecto, los medios de 
orden público, como por ej., la excepción de incompetencia 
por razón de la materia; también debe el juez verificar los he- 
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chos invocados en apoyo de una demanda no susceptible de 
aquiescencia. Asimismo, el juez debe requerir la prueba de 
aquellos hechos alegados por la parte que comparece y con- 
cluye y que no le parezcan suficientemente justificados. 

Como ejemplos de ese deber de vigilancia del juez en 
favor de la parte que no se defiende, pueden citarse el art. 
123, que permite otorgar un plazo de gracia al demandado 
que incurre en el defecto, y el antiguo art. 257, actualmente 
derogado por la ley 834 de 1978, que autorizaba a prescribir 
una información testimonial en las mismas circunstancias. 
Aunque la señalada disposición no fue adoptada por la ley 
834, se reconoce al juez la facultad de ordenar de oficio el in- 
formativo (art. 93 parrafo, de la citada ley). 

Este deber, sin embargo, tiene límites racionales: el juez 
no puede convertirse en defensor del litigante que incurre en 
el defecto, sino en la medida en que el orden público lo exi- 
uc: los medios de puro interés privado no pueden ser en nin- 
gún caso suplidos por el juez. 


Reglas comunes. En cuando a su adopción, su redacción 
y su pronunciación, las sentencias en defecto están sujetas a 
las mismas reglas que las sentencias contradictorias. 

No obstante lo expresado, hay reglas especiales para la 
notificación y la ejecución de las sentencias en defecto. 

De acuerdo con el sistema anterior a las modificaciones 
introducidas por la L. 845 de 1978, existían reglas especiales 
para la ejecución y notificación de las sentencias en defecto 
que establecían distinciones entre las sentencias en defecto 
por falta de comparecer y las sentencias en defecto por falta 
de concluír. 

Notificación. De acuerdo con el antiguo art. 156 y el 
art. 435, no modificado, la notificación de la sentencia en de- 
fecto por falta de concluír era preparada por el alguacil que 
ascogía la parte interesada. En cambio, tratándose de senten- 
cias en defecto por falta de comparecer, emanadas del j. de 
primera instancia o de la c. de apelación, estas disposiciones 
legales exigían a pena de nulidad, que la notificación fuera 
hecha por un alguacil comisionado por el tribunal. Actual- 
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mente, después de las modificaciones introducidas al art. 156 
por la L. 845 de 1978, todas las sentencias en defecto, lo mis- 
mo que las sentencias reputadas contradictorias, serán notifi- 
cadas por un alguacil comisionado sea en la sentencia, sea por 
auto del presidente del tribunal que la dictó. 

El motivo de esta disposición es el temor de que el in- 
compareciente no haya recibido la citación para comparecer a 
juicio; se exige en este caso el ministerio de un alguacil que, 
por el'hecho de ser escogido por el tribunal, pondrá todo su 
empeño en notificar la sentencia en tal forma que su actua- 
ción llegue a conocimiento de la parte condenada. 

Además, la notificación de la sentencia en defecto pro- 
nunciada por el j. de primera instancia en materia comercial 
debe contener elección de domicilio en el lugar en que se veri- 
fique, si el demandante no reside allí. 

En el procedimiento ante el j. de paz en que, según se ha 
expuesto, la ley no distingue entre el defecto por incompare- 
cencia y el defecto por falta de concluir, la sentencia debe ser 
notificada en-todos los casos por alguacil comisionado. 


Cuándo pueden ser ejecutadas. El antiguo art. 155 
disponía que las sentencias en defecto no podían ser ejecuta- 
das antes del vencimiento de la octava de la notificación al 
abogado, cuando se tratara de sentencia en defecto por in- 
comparecencia. En cambio, la sentencia contradictoria no po- 
día ser ejecutada dentro de la octava de su pronunciación 
(art. 450 actualmente derogado). Respecto de ambas clases 
de sentencias había pues un plazo de octava durante el cual la 
ejecución estaba prohibida: para las contradictorias tenía 
como punto de partida la pronunciación; para las en defecto 
el punto ge partida era la notificación. Los actos conservato- 
rios eran permitidos durante ese plazo de octava. 

Cuando existía urgencia, el antiguo art. 155 autorizaba 
al j. de primera instancia a ordenar la ejecución de la senten- 
cia en defecto antes de vencerse el mencionado plazo de octa- 
va si se estaba en uno de los casos en que el art. 135 autoriza- 
ba qué se ordenara la ejecución provisional, de una sentencia 
contradictoria no obstante apelación. Esta autorización era 
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para el juez una suupis 1acultad, no una Obligación. El pva- 
miso para esta ejecución no implicaba el derecho de conti- 
nuar la ejecución si sobrevenía un recurso de oposición; éste 
paralizaba automáticamente la ejecución, dado su efecto sus- 
pensivo, Para poder continuar la ejecución de la sentencia en 
defecto apesar de que hubiera sobrevenido la oposición, era 
preciso obtener un permiso distinto, previsto asimismo por el 
antiguo art, 155 el de ejecutar provisionalmente no obstante 
oposición, si había peligro en la demora, 

La parte que obtenía solamente la primera autorización 
podía comenzar la ejecución dentro de la octava de la notifi- 
cación, pero no podía continuarla si sobrevenía una oposi- 
ción; la parte que obtenía solamente la segunda podía ejecu- 
tar no obstante oposición, pero no podía comenzar a ejecutar 
dentro de la octava de la notificación. Si la parte obtenía am- 
bas autorizaciones, no solamente podía comenzar a ejecutar 
inmediatamente después de notificar la sentencia, sino que 
podía demás, consumar la ejecución aunque la parte condena- 
da hubiera interpuesto recurso de oposición. 

El art, 155 en su actual redacción derogó este complica- 
do sistema estableciendo el principio, aplicable a todas las 
sentencias en defecto, sean o no reputadas contradictorias, en 
virtud del cual éstas no podrán ser ejecutadas antes del venci- 
miento del plazo de la oposición o de la apelación, salvo el ca- 
so de ejecución provisional o ésta fuere de derecho. 

En materia comercial las sentencias en defecto pueden 
ser ejecutadas, según dispone el art. 435 “un día después de 
su ejecución”. 

Respecto de las sentencias en defecto del j. de paz, se 
admitía, antes de las modificaciones citadas, la imposibilidad, 
de ejecutarlas durante el plazo de la oposición. En la actuali- 
dad, a pesar de que el art. 20 mod. por la L. 845 no aplica ex- 
presamente la disposición del art. 155, puede admitirse que 
siendo las reglas citadas de aplicación general, las sentencias 
de los j. de paz no pueden ser ejecutadas durante el plazo de 
la oposición que actualmente, cuando es admitido, es de 
quince dias, a partir de la notificación por alguacil comisiona- 
do. 
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Esta regla no es aplicable en caso de que se ordene la eje- 
cución provisional o ésta sea de derecho. 


Notificación en los seis meses. Como ya se expresó, el 
art. 156 mod. por la L, 845 establece que las sentencias en 
defecto o reputadas contradictorias por aplicación de la ley, 
deberán ser notificadas por un alguacil comisionado dentro 
de los seis meses de su pronunciamiento, a falta de lo cual la 
sentencia se reputará como no pronunciada. Esta notificación 
deberá a pena de nulidad hacer mención del plazo fijado para 
la oposición (art. 157) o del fijado para la apelación (art. 443) 
según sea el caso, 

La indicada disposición establece una breve prescripción 
derogatoria del derecho común (art. 2262 del C. Civil). 

Con esta breve prescripción se evita que el demandado, 
en la posible ignorancia de la demanda y del proceso, pueda 
ser sorprendido, después de varios años de inacción del de- 
mandante, con la ejecución de la sentencia obtenida contra 
él, en un momento en que tal vez haya perdido o destruído 
sus pruebas. 

Como toda prescripción, la establecida en el art. 156 
opera. de pleno derecho. No tiene que ser pedida, como 
ocurre con la perención de la instancia. Al vencimiento del 
plazo de seis meses prescribe el derecho de ejecutar la senten- 
cia y ésta viene a ser inexistente. Esta prescripción es un be- 
neficio instituído en interés del incompareciente; él puede, 
pues, renunciar a ella, expresa o implícitamente, por ej. eje- 
cutando la sentencia. 

La prescripción establecida por el art. 156 afecta única- 
mente a la sentencia en defecto; no alcanza a los actos ante- 
riores a ella, los cuales subsisten con todas sus consecuencias. 
Por lo tanto, el demandante puede acudir nuevamente al tri- 
bunal y obtener una nueva sentencia. 

La regla del art. 156 es aplicable en materia comercial, 
según lo dispone el art. 643 del C. de Comercio. Es aplicable 


(4)  Respeecto de la aplicación de esta mención, v. Casación: 1o. de febrero, 
1984, B. J. 879, p. 243; 20 de julio, 1984, B, J. 884, p. 1830. 
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asimismo al procedimiento ante elj. de paz por disposición 
expresa del art. 20 en su actual redacción. 

Antes de la puesta en vigor de la L. 845, las sentencias 
en defecto, por incomparecencia debían ser ejecutadas dentro 
de los seis meses de su pronunciación. Esta prescripción de 
seis meses era ajena a las sentencias que, aún siendo en defec- 
to por incomparecencia, no eran susceptibles de oposición, 
como por ej. la que era pronunciada, en caso de pluralidad de 
demandados, contra el demandado que persistía en no com- 
parecer después de haberse acumulado el defecto en benefi- 
cio de la causa conforme lo disponía al art. 153 en su antigua 
redacción, estas sentencias eran en efecto, ficticiamente con- 
tradictorias. 


Cómo se interrampe.. De acuerdo con el antiguo siste- 
ma, bastaba que el demandante ejecutara la sentencia en una 
Forma cualquiera. 

No era necesario que esta ejecución renuniera los carao- 
teres de la requerida en el art. 159 ya derogado, para que el 
demandado perdiera el derecho de formar oposición a la sen- 
tencia en defecto por falta de comparecer (venta de muebles 
embargados, notificación del embargo del irmueble, etc.). 
Era suficiente pues, un acto cualquiera que implicara el pro- 
pósito de ejecutar la sentencia, aunque la ejecución no fuera 
completa ni conocida por el demandado. Se consideraba pues 
como actos de ejecución para los fines de interrumpir la pres- 
cripción del derecho de ejecutar la sentencia en defecto, un 
procedimiento de embargo retentivo; la notificación al in- 
compareciente del auto del juez comisario que fija la apertura 
de la información testimonial, un acta de carencia, en que el 
alguacil hiciera constar que trató de practicar un embargo eje- 
cutivo contra el deudor, y que no encontró bienes «sUscepti- 
bles de ser embargados. En cambio la prescripción no era in- 
terrumpida por actos simplemente preparatorios de la ejecu- 
ción, como por ej. la notificación de la sentencia o de un 
mandamiento de pago, ni poractos puramente conservatorios, 
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En la actualidad, este procedimiento complicado y mu- 
chas veces perjudicial para el demandante desapareció con las 
modificaciones al art. 156. En muchas ocasiones, en efecto, 
sus disposiciones daban lugara confusiones e interpretaciones 
respecto del carácter del acto con que se pretendía suspender 
la ejecución. 

En virtud de las nuevas disposiciones contenidas en el ci- 
tado art. 156, basta con la notificación de la sentencia en de- 
fecto o reputada contradictoria dentro del plazo de los seis 
meses a partir de su pronunicamiento, en cuyo defecto, se 
considerará ésta como no pronunciada, esto es, cumplida la 
prescripción. 


CAPITULO III — SENTENCIAS ORDINARIAS 
SENTENCIAS DE EXPEDIENTE 


La sentencia ordinaria. Es la sentencia propiamente di- 
cha, esto es la que interviene a título de decisión del juez res- 
pecto de una diferencia real de intereses entre las partes. 


Sentencia de expediente. Se designa como sentencia de 
expediente o sentencia convenida, la que es pronunciada res- 
pecto de un proceso entre partes que han estado desde el 
principio o que han llegado a ponerse de acuerdo acerca de 
la cuestión sometida al tribunal. Esto puede presentarse en 
dos hipótesis. 

En primer lugar, puede ocurrir que dos personas simulen 
una contestación que, en realidad, encubra un acuerdo que 
han pactado, y luego, mediante una acción en justicia incoada 
por una de ellas contra la otra, concurran ante el tribunal, 
concluyan en consonancia con lo convenido, y obtengan así 
una sentencia que consagre ese acuerdo previo, Ha habido en 
este caso un proceso simulado; como toda simulación, el pro- 
ceso simulado es lícito siempre que no tenga por objeto con- 
travenir a una norma legal de orden público, como por ej., a 
una de las que se refieren al estado y la capacidad, a los regí- 
menes matrimoniales, y, en general, a las que regulan las 
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materias respecto de las cuales las partes no pueden celebrar 
convenciones (art. 6 del C. Civil). 

En segundo lugar, puede ocurrir que un litigio haya exis- 
tido efectivamente entre las partes, y que, después de haberlo 
sometido al tribunal, ellas convengan en una transacción o en 
un desistimiento, o que una de las partes preste aquiescencia 
a las pretensiones de la otra, y luego concluyan en tal forma 
que la sentencia venga realmente a consagrar el acuerdo de las 
partes. En este caso hay simulación sobrevenida en el curso del 
proceso, y es lícita si intervienen en las mismas condiciones 
que la simulación que tiene por objeto incoar un proceso. 


Carácter.® De acuerdo con una primera opinión, la sen- 
tencia de expediente no debe ser considerada como verdadera 
sentencia, sino como un acto no jurisdiccional, o de adminis- 
tración judicial, mediante el que los jueces comprueban que 
las partes han celebrado una convención, y levantan acta de 
su convenio. Esta sentencia no sería otra cosa que un contra- 
to judicial. En este sistema, la sentencia de expediente podría 
ser impugnada mediante acción principal en nulidad, igual 
que cualquier otro contrato; ella no produciría hipoteca judi- 
cial, excepto si se trata de una sentencia intervenida respecto 
de una demanda en reconocimiento de escritura, a causa de 
las previsiones de los art. 193 y s. 

Se ha pretendido, en otra opinión, que para determinar 
el carácter*de la sentencia de expediente hay que tomar en 
cuenta la fórmula empleada por el tribunal: si éste se ha lim+ 
tado a levantar acta del acuerdo de las partes, sin pronunciar 
ninguna decisión acerca del litigio, hay simplemente contrato 
judicial y no sentencia; si, por el contrario, el tribunal no se 
limita a comprobar el acuerdo de las partes, sino que, además, 
dicta una decisión sobre el proceso, esta decisión constituye 
una sentencia propiamente dicha, y no la comprobación de 
un contrato judicial. En este caso, el tribunal se ha apropiado 
la convención de las partes, y la ha hecho figurar en el dispo- 
sitivo de su sentencia. La convención ha sido absorbida por la 


(5)  Glasson, Tissier, y Morel, Traité, III, 785 y s. 
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sentencia. Esta distinción, sin embargo, no ha prevalecido: en 
todos los casos, y sea cual sea la fórmula empleada por el juez 
frente a las conclusiones concordantes de las partes, la senten- 
cia de expediente es considerada como una verdadera senten- 
cia contenciosa, que produce la hipoteca judicial, y que no es 
susceptible de ser impugnada por acción principal en nuli- 
dad, sino únicamente por el ejercicio de las correspondientes 
vías de recurso, ordinarias o extraordinarias. 


Ventajas. Desde varios puntos de vista, las partes pue- 
den tener interés en hacer incorporar su convención, interve- 
nida antes o en el curso del proceso, en una sentencia de ex- 
pediente. lo. Cuando la convención es relativa al pago de can- 
tidades de dinero y es otorgada ante notario, ella constituye 
un título ejecutorio, equiparable a la sentencia, èn cuya vir- 
tud el acreedor puede embargar los bienes del deudor (art. 
545 ref.) Esa convención está sujeta, sin embargo, a ser im- 
pugnada mediante acción en nulidad durante cinco años 
(art. 1304 ref. del C. Civil), en tanto, que por el contrario, la 
sentencia es impugnable únicamente por el ejercicio de las vías 
de recurso, ordinarias o extraordinarias, dentro de plazos ge- 
neralmente muy breves. 20. La sentencia de expediente pro- 
cura al acreedor el beneficio de la hipoteca judicial, que grava 
todos los inmuebles del deudor (art. 2123 del C. Civil); en 
cambio, la hipoteca convencionalmente otorgada tiene un ca- 
rácter especial (art. 2129 del C. Civil). 


Objeciones. Se ha criticado la práctica de la sentencia de 
expediente, en razón de que transforma al juez, cuya función 
es esencialmente jurisdiccional, en notario público, funciona- 
rio encargado por la ley de dar forma auténtica a las conven- 
ciones de las partes. Las críticas son casi infundadas para el 
caso de que las partes lleguen a un acuerdo en el curso de un 
proceso verdadero; nada más natural, en efecto, que lo some- 
tan inmediatamente al juez para que lo incorpore en una sen- 
tencia. Esto es másrápido y sencillo, y menos costoso, que for- 
malizar su acuerdo de otro modo. Tal situación se parece a 
otras muchas situaciones que pueden presentarse en el curso 
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del proceso, como por ej., la reducción de la demanda por el 
demandante, la de reconocimiento parcial por el demandado 
del derecho del demandante; también en estos casos el fallo 
se apropia un acuerdo de las partes. Las objeciones parecen 
más certeras para el caso de que no exista litigio alguno en- 
tre las partes, y éstas lo simulen con el mero objeto de que 
el tribunal levante acta de su acuerdo. Este proceder tiende 
abiertamente a conferir al juez atribuciones enteramente aje- 
nas a su cometido, sin la atenuante de que al comienzo exis- 
tía un verdadero proceso; aquí, la simulación es total. Se ha 
sostenido que, en esta hipótesis, el tribunal debe negarse a es- 
tatuír; pero esta opinión no ha prevalecido. En este caso, 
como en el anterior, el tribunal debe pronunciar sentencia, en 
respuesta a las conclusiones concordantes de las partes. 


CAPITULO IV — SENTENCIAS DECLARATIVAS, 


CONSTITUTIVAS, CONDENATORIAS, ABSOLUTORIAS 


Sentencia meramente declarativa%, Es la que se contrae 
a comprobar la existencia de un derecho o de una situación 
jurídica. Tal es el carácter que tienen las sentencias interveni- 
das en los casos de demandas tendientes al simple reconoci- 
miento de un derecho: reconocimiento de escritura, nuevo tí- 
tulo del crédito después de transcurridos 18 años, reconoci- 
miento de servidumbre, declaración de hipoteca, nulidad de 
la condición de un legado. Caso el más destacado de senten- 
cia meramente declarativa es la que dicta el T. de T. como re- 
sultado de proceso de saneamiento inmobiliario: el tribunal 
se limita a comprobar quiénes son los titulares de los diver- 
sos derechos reales que afectan a los inmuebles objeto del sa- 
neamiento y delos otros derechos registrables, y ordena el re- 
gistro de esos derechos en favor de sus titulares respectivos. 


(6)  Chiovenda, Instituciones de derecho procesal civil, I, 61 y s. Rocco, Dere- 
cho Procesal Civil, 302 y s.; Kisch, Derecho procesal civil, 38; Glasson y Ti- 
ssier, Tratié, I, 177; Hugo Alsina, Tratado teórico-práctico de derecho pro- 
cesal civil y comercial, II, 551 y s.; E. J. Couture, Fundamentos del dere- 
cho procesal civil, 139 y s.; Bouchard, Declaratory judgements, especial- 
mente 224 y s., en relación con el problema en derecho francés. 
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La posibilidad de una acción tendiente a obtener una 
sentencia meramente declarativa, fuera de los casos expresa- 
mente consagrados por la ley, ha sido persistentemente nega- 
da por la mayor parte de la doctrina, hasta época reciente. 
No hay para esa negativa, sin embargo, ninguna razón funda- 
mental: la acción en justicia es el único medio de obtener de- 
claración judicial respecto de-una situación jurídica en todos 
los casos en que puede temerse una perturbación o contesta- 
ción; basta para ello que el actor ostente un interés jurídico 
en el ejercicio de la acción. 


Sentencia constitutiva. Es la que crea una situación ju- 
rídica, sea modificando un estado de cosas anterior, sea abo- 
liéndolo, sea sustituyéndolo por otro. Ejemplos: la sentencia 
que admite el divorcio; las sentencias que pronuncian o levan- 
tan la interdicción; la sentencia que pronuncia la quiebra (en 
el sentido de que la sentencia que pronuncia la quiebra es pu- 
ramente declarativa, v. Casación, 30 de julio de 1936, B. J. 
312, p. 359). 


Sentencia condenatoria. Es la que impone a la parte 
vencida en juicio el cumplimiento de una prestación, sea posi- 
tiva, de dar o de hacer, sea negativa, de no hacer. 

Durante mucho tiempo se ha considerado que la acción 
en justicia no podía tener otro objeto que el de obtener una 
sentencia de condena; era excluída, como se ha expuesto, la 
posibilidad de que el poder judicial tuviera por misión el pro- 
nunciar fallos meramente declarativos. Aun admitiendo que 
el ámbito de la sentencia condenatoria es el más amplio, es 
preciso reconocer, sin embargo, la legitimidad de la sentencia 
simplemente declarativa, como un modo de responder a cier- 
tas demandas perfectamente justificadas. 


Sentencia absolutoria. Es todo lo contrario de la senten- 
cia condenatoria. Interviene cuando el tribunal, acogiendo la 
defensa del demandado, rechaza la demanda del actor. 

No hay sentencia absolutoria, en cambio, cuando el tri- 
bunal acoge en favor del demandado una excepción o un me- 
dio de inadmisiblidad que no toque al fondo, puesto que en 


-3M- 


estos casos, pudiendo el actor incoar nuevamente su acción. 
no puede decirse que el demandado ha sido absuelto. 


CAPITULO V — SENTENCIAS EN PRIMERA INSTANCIA 
EN UNICA INSTANCIA, EN ULTIMA INSTANCIA 


Sentencia en primera instancia. Es la que un tribunal del 
primer grado de jurisdicción dicta a cargo de apelación. Es el 
caso normal, dada la generalidad del principio del doble erado 
de jurisdicción (supra, libro IL, Cap. HL, Sec. M). 


Sentencia en única instancia. En los casos en que el se- 
gundo grado de jurisdicción es suprimido por la ley o en el 
que las partes renuncian anticipadamente a la apelación. la 
sentencia es llamada en única instancia. Es susceptible de los 
recursos extraordinarios de revisión civil y de casación. lo 
mismo que la sentencia en última instancia. 


Sentencia en última instancia. Cuando la sentencia es 
apelable. y el recurso de apelación es interpuesto, la decisión 
del juez del segundo grado se dice dictada en última instancia. 


TITULO IlI — FORMA DE LA SENTENCIA 


Adopción del fallo. Después que el asunto queda en cs- 
tado, el tribunal tiene que dictar sentencia. Las formalidades 
relativas a la adopción de la sentencia varían según que se trii- 
te de tribunales unipersonales o de tribunales colegiados. 





Tribunales unipersonales. En estas jurisdicciones (j. de 
primera instancia, juzgado de paz, T. de T. de jurisdicción 
original), la adopción del fallo tiene lugar, naturalmente. sin 
procedimiento alguno; el juez, de acuerdo con la fórmula 
adoptada usualmente, “después de haber estudiado el cases” 
resuelve la cuestión que le fue sometida. 


Tribunales colegiados. Según se ha expuesto, el T. S. de 
Tierras se compone de un presidente y cinco jueces más y las 
cortes de apelación de cinco jueces, y se constituyen en au- 
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diencia con tres de ellos, entre los cuales pueden figurar el 
presidente, en el primero en todas las ocasiones, y en las últi- 
mas para conocer de los asuntos civiles y comerciales. 

La S. C. de Justicia que, según también se ha expuesto, 
se compone de nueve jueces, tiene que constituírse, para ce- 
lebrar audiencia y fallar, con una mayoría de las dos terceras 
partes de sus miembros. 

Conforme lo dispone el art. 116, los asuntos son decidi- 
dos, en todos estos tribunales, por mayoría de votos: dos en 
el T. S. de Tierras y en las cortes de apelación; cuatro en la S. 
C. de Justicia cuando se ha constituído con seis o con siete 
jueces, cinco cuando se ha constituído con ocho o con sus 
nueve jueces. 


Cuando se produzcan más de dos opiniones, el art. 117 
dispone que “los jueces que se encuentren en minoría esta- 
rán obligados a agregarse a los dos opiniones que se hayan 
emitido por el mayor número”. Es obvio que esta situación 
no puede presentarse en el T. S. de Tierras y la c. de apela- 
ción. No existe ninguna previsión legal para resolver el con- 
flicto que se presentaría en caso de que cada uno de los jueces 
de estos tribunales propusiera y persistiera en sostener una so- 
lución distinta. En cambio, en la S. C. de Justicia podría pre- 
sentarse tal situación y debería ser resuelta conforme a la re- 
gla establecida en el art. 117. 


Empate. En la S. C. de Justicia puede ocurrir un empate 
cuando seis u ocho de sus jueces conocen de un asunto. En 
este caso, de acuerdo con lo prescrito en los art. 27 de la L. 
de O. J. ref. por L. 1257 de 1946 y 2o. de la L. 294 de 1940 
(modificativo éste del párrafo agregado a la L. 684 de 1934 
por la L. 926 de 1935), se procede a' completar el número de 
siete o de nueve, jueces de la siguiente manera: llamando, en 
primer término, al otro juez que no conoció del asunto, siem- 
pre que no se haya inhibido, o que no haya sido recusado 
aun cuando su nombramiento sea posterior al conocimiento 
del asunto; y, en segundo término, a un presidente o juez de 
corte de apelación. 























Redacción de la sentencia”. Según lo dispone el art. 40 
de la L. de O. J. mod. por la L. 2004 de 1949, la sentencia es 
redactada, por escrito, por el juez único en los tribunales uni- 
personales, por el juez presidente o por uno de los otros jue- 
ces por él escogido en los tribunales colegiados, de acuerdo 
en este último caso, con el resultado de la deliberación*, 


Pronunciación de la sentencia. Después de redactada, la 
sentencia es pronunciada, esto es, leída íntegramente en au- 
diencia pública (art. 17 de la L. de O. J.), aun en aquellos ca- 
sos en que se trate de asuntos contenciosos conocidos en cá- 
mara de consejo. Hasta el momento de su pronunciación la 
sentencia no existe legalmente. El juez único o el tribunal co- 
legiado pueden retractarse de su decisión. Esto puede ocurrir, 
en los últimos sea por común acuerdo de todos los jueces, sea 
porque alguno de ellos abandone su opinión y desaparezca así 
la mayoría obtenida por esta opinión. 

Si, después de adoptada la sentencia, pero antes de su 
pronunciación, el juez único que la adoptó o uno de los jue- 
ces que concurrieron a adoptarla, mueren, renuncian, son des- 
tituídos o trasladados”, se procede, de acuerdo con lo que 
disponen los art. único de la L. 684 de 1934 y 2o. de la L. 
294 de 1940, por el nuevo juez único a adoptar un nuevo fa- 
llo,o porel tribunal colegiado a integrarse nuevamente llaman- 
do a sus otros jueces, aun cuando éstos hubieran sido nom- 
brados posteriormente a la fecha del conocimiento del asunto 
de que se trata. Este sistema, como se ha expuesto, implica 
un total abandono del principio de la inmediación del proce- 
so, correlativo al abandono del principio de la oralidad. Si 
estas dos directrices del proceso (inmediación y oralidad) hu- 


(1) Véase: M. P. Fabreguetts, La logique judiciaire et l'art de juger, 2a. ed., 515 
ys 


(8) En relación con las sentencias originales manuscritas y la sustitución de este 
sistema por originales mecanografiados v. Casación, diciembre 1971, B. J. 
733, p. 3364. 


(9) Los jueces que pueden ser trasladados son los de primera instancia, los jue- 
ces residentes del T. de T, y los jueces de paz (art. 67.5 de la Constitución 
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bieran sido conservadas, la causa habría tenido que ser nueva- 
mente discutida al sobrevenir uno de los acontecimientos an- 
tes mencionados. 


Enunciaciones de las sentencias. Resulta de las disposi- 
ciones de los art. 138, 141 y 1040 del C. de Pr. Civil, combi- 
nados con las reglas del derecho común que gobiernan la pre- 
paración de los actos procesales, que las sentencias deben 
contener un cierto número de enunciaciones o menciones 
particulares, que se indican a continuación. + 


Encabezamiento. El art. 146 manda que las sentencias 
“se encabezarán y darán en nombre de la República”. Esto 
es un corolario de que la sentencia es un acto procesal emiti- 
do por el órgano jurisdiccional en nombre del Estado, o, lo 
que es lo mismo, de que es un acto de voluntad estatal. 


Lugar. Las sentencias deben darse, conforme lo dispone 
el art. 1040, en el lugar en que se halla establecido el tribunal, 
y, allí, en el local en que funciona, salvo en materia de referi- 
miento y en otros casos de urgencia (art. 102 de la L. 834 de 
1978). 


Indicación dei tribunal. La sentencia debe indicar el tri- 
bunal que la pronuncia, por su designación oficial: juzgado o 
tribunal de primera instancia, corte de apelación, etc. Se acos- 
tumbra indicar además, pero esto no parece' indispensable, 
que el tribunal actúa en sus atribuciones civiles y comerciales, 
y, en los j. de primera instancia divididos en cámaras, que la 
sentencia emana de la cámara civil y comercial. Si se trata del 
Distrito Nacional o de municipios en que existen varias cáma- 
ras, indicar la circunscripción. 

Nombre de los jueces. A seguidas de la indicación del tri- 
bunal, la sentencia enuncia los nombres del o de los jueces 
que la dictan. Tratándose de un j. de primera instancia o de 
un j. de paz la sentencia indicará el nombre del juez que de- 
sempeña el cargo” tratándose de una c. de apelación o el T. 


(10) Sobre la constatación de este requisito en la sentencia v. Cas 


1985, B. J. 897, p. 2073. ación, agosto, 
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S. de Tierras indicará los nombres de los jueces que lo compo- 
nen. 


Asistencia del secretario. La sentencia deberá enunciar 
(art. 138 y 1040) que el tribunal estuvo asistido por el secre- 
tario en el acto de su pronunciación. 


Publicidad del procedimiento. La sentencia debe indicar 
expresamente, respecto de todos los trámites del proceso que 
han ocurrido ante el tribunal, que ellos se han verificado pu- 
blicamente. En esa virutd, la sentencia tiene que enunciar: 
10., que ha sido pronunciada en audiencia pública (art. 87) 4 
que las partes fueron oídas en audiencia pública, salyo en los 
casos en que la audiencia es celebrada en cámara de consejo 
(art. 87); 30., que, en los casos que procedan, el dictamen del 
ministerio público fue leído en audiencia pública (art. 59 de 
la L. de 0. j. v. Casación, 20 de septiembre de 1933, B. J. 
278, p. 21; 18 de octubre de 1933, B. J. 279, p. 12; 20 de ju- 
lio de 1951, B. J. 492, p. 818). La necesidad de que en la sen- 
tencia se enuncie el cumplimiento de estos requisitos es, en pri- 
mer término una aplicación del principio general de la publi- 
cidad del ejercicio judicial en todas sus fases, y, en segundo 
término, una consecuencia del principio de publicidad que ri- 
ge el proceso. 


Indicación de las partes. La sentencia deberá mencionar 
“los nombres, profesiones y domicilios de las partes” (art. 
141), y sus respectivas cédulas de identidad, con indicación 
del número del sello que comprueba el pago del impuesto co- 


(11) No debería decirse como se hace frecuentemente:el juzgado de primera ins- 
tancia de. ...... , compuesto por ..... ,sino desempeñado por. .... . 
dado que, lexicológicamente, componer y sus derivados atañen solamente a 
cosas compuestas, como son los tribunales colegiados. . Esta manera de in- 
dicar los nombres de los jueces es la más conforme con la terminlogía legal; 
tratándose de tribunales unipersonales (j. de primera instancia y j. de paz) 
la L. de O. J. expresa que son desempeñados o servidos por un juez (art. 44 
y 52); tratándose del T. S. de T. y de las c, de apelación la L. de R, de T. 
(art. 16 ref.) y la L. de O. J. (art. 32 ref.) expresan, respectivamente, que 
esos tribunales están compuestos el uno por un Presidente y cinco jueces, y 
las otras por cinco jueces, La misma terminología es usada por el art. 6 de 
la L, 5924, del 1962, que crea el Tribunal de Confiscaciones. 
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rrespondiente (L. 6125 de 1963 sobre cédula personal de 
identidad). 


Indicación de los abogados. En las materias que requieren 
su ministerio, la sentencia deberá indicar los nombres de los 
abogados que han asumido la representación de las partes,- 
dispone el art. 141. 


Indicación del ministerio público. En los asuntos sujetos 
a comunicación, la sentencia debe mencionar el nombre del 
agente del ministerio público que dictaminó en la causa, de 
acuerdo con el art. 141. 


Conclusiones de las partes. Las conclusiones son actos 
procesales en que se enuncia concretamente el pedimento que 
cada una de las partes somete al tribunal. El demandante soli- 
cita mediante ellas que se acoja la demanda; por su parte, el 
demandado solicita que se rechace la demanda. Esas son lla- 
madas conclusiones sobre el fondo. Ambas partes pueden 
también presentar conclusiones sobre excepciones y otros in- 
videntes. Las conclusiones son precedidas de defensas, orales 
O escritas, según los casos, de las cuales son un remate. La 
enunciación de las conclusiones de las partes es una formali- 
dad esencial, puesto que ellas fijan la extensión del proceso y 
limitan por lo tanto el poder de decisión del juez y el alcance 
de la sentencia (v. Casación, 31 de octubre de 1935, B. J. 
303, p. 408; 3 de abril de 1957, B. J. 561, p. 659). 


Puntos de hecho y de derecho. El punto de hecho es la 
enunciación del conjunto de los hechos, actos y circunstan- 
cias relativos al litigio y al procedimiento mediante el cual se 
le ha sometido al tribunal. El punto de derecho es la enuncia- 
ción de las cuestiones jurídicas sometidas al tribunal, y que 
Éste debe resolver en su sentencia (Casación: 21 de agosto de 
1931, B. J. 253, p. 22; 26 de febrero de 1938, B. J. 331, p. 
93, febrero 1958, B. J. 571, p. 331). Estas dos enunciaciones 
son indispensables y sustanciales, puesto que permiten deter- 
minar si el juez ha tomado en consideración todos los hechos 
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de la causa y si ha decidido acerca de todos los aspectos del 
proceso. 

Generalmente el tribunal consigna el punto de hecho en 
los resultas o resultandos de la sentencia, y el punto de dere- 
cho en los considerandos; pero a veces el punto de derecho es 
enunciado en uno o varios de los resultas O resultandos, y en 
los considerandos el tribunal se contrae a enunciar los moti- 
vos jurídicos de la sentencia. No hay forma legalmente esta- 
blecida para el cumplimiento de este requisito. 


Motivos. La sentencia debe contener, a pena de nulidad, 
los fundamentos, o, lo que es equivalente, los motivos en que 
el tribunal funda su decisión (art. 141). Los motivos constitu- 
yen la demostración dialéctica y jurídica en que se apoya el 
dispositivo de la decisión adoptada por el tribunal. 


En la sentencia, el tribunal debe responder a todos los 
pedimentos de las partes contenidos en sus respectivas conclu- 
siones, para acogerlos o para desestimarlos, sea que figuren en 
sus conclusiones principales, sea que figuren en conclusiones 
adicionales o subsidiarias, sea que se refieran a una defensa, 
una excepción, un medio de inadmisibilidad, etc. (v. Casa- 
ción, 11 de mayo de 1923, B. J. 153-155, p. 20; 16 de julio 
de 1924, B. J. 168-170,.p. 3; 13 de junio de 1927, B. J. 203- 
204, p. 3; 19 de septiembre de 1951, B. J. 494, p. 1154; 7 de 
marzo de 1957, B. J. 560, p. 462; 10 de octubre, 1984, B. J. 
887, p. 2607; 22 de noviembre, 1985, B. J. 900, p. 2919). 

A lo que el tribunal debe responder expresamente es a 
las conclusiones o puntos de conclusiones, pero no a cada 
uno de los argumentos en quese fundan (Casación, sentencias 
precitadas). 

Los motivos deben ser especiales (Casación, 27 de no- 
viembre de 1931, B. J. 255-257, p. 75; 16 de octubre de 
1957, B. J. 567, p. 2117). No es suficiente que el tribunal 
afirme; es preciso que muestre o exponga el fundamento de 
su afirmación. No bastaría, pues, que el tribunal declarara, 
por ej., que el demandante es acreedor, o que es propietario; 
es indispensable que establezca cuáles son los hechos y cir- 
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cunstancias de los cuales resulta en el demandante la calidad 
de acreedor o la de propietario. 

Sin embargo, el tribunal puede responder a varias con- 
clusiones o puntos de conclusiones por un motivo general que 
los incluya a todos. Por otra parte, los motivos pueden ser im- 
plícitos (v. Casación, 30 de noviembre de 1937, B. J. 328, p. 
628), y resultar del conjunto de la sentencia, aunque no estén 
formulados de un modo particular. Así, por ej., los motivos 
dados para rechazar una demanda principal pueden aplicarse 
al rechazamiento de una demanda subsidiaria. 

Un tribunal del segundo grado de jurisdicción, al confir- 
mar la sentencia del juez del primer grado, puede limitarse a 
adoptar los motivos dados por éste en su sentencia (Casación, 
30 de septiembre de 1929, B. J, 230, p. 20, a condición de 
que esos motivos sean correctos y suficientes, y de que, en la 
alzada, no haya surgido ninguna pretensión nueva cuya admi- 
sión o rechazamiento exijan motivos particulares. El tribunal 
de apelación, al confirmarsobre el fondo una sentencia no 
motivada o insuficientemente motivada, debe dar motivos 
propios suficientes, enmendando así el error del primer juez. 

La sentencia carente de motivos o insuficientemente 
motivada es nula (v. Casación, 28 de julio de 1937, B. J. 323, 
p.311 15 de septiembre, 1961, B. J. 1961, B. J. 614, p. 1742; 
21 de abril, 1980, B. J. 833, p. 756; 15 de mayo, 1985, B. J. 
894, p. 1158; y 1163 (dos fallos); 22 de febrero, 1986, B. J. 
891. p. 443). Si es en última o en única instancia, su nulidad 
es propuesta como medio de casación”, Por el contrario, la 
sentencia no es nula por el solo hecho de que sus motivos fue- 
ron erróneos, cuando la decisión adoptada sea correcta (Casa- 
ción, 23 de diciembre de 1936, B. J. 317, p. 720; 30 de sep- 
tiembre de 1937, B. J. 326, p. 519). 

Por excepción a ia regla general que exige que toda sen- 
lencia contenga una motivación que sirva de fundamento a su 


(12) No obstante, la S. C. de J. ha dicho que “la insuficiencia de motivos no bas- 
ta, por sí sola, para anular una sentencia, sino cuando esa insuficiencia de 
motivos sea tal, que equivalga a falta de motivos, y en mora de pronunciar- 
se sobre conclusiones explícitas y formales”? (V. Casación, 23 de mayo de 
1954, B. J. 524, p. 545). 
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dispositivo, hay sentencias que no necesitan ser motivadas, 
porque su dispositivo se basta a sí mismo. En este caso se en- 
cuentran: las sentencias preparatorias que prescriben una me- 
dida deinstrucción; las sentencias que pronuncian una deci- 
sión que es una mera aplicación de la ley, como, por ej. la 
condena en costas contra la parte sucumbiente en virtud del 
art. 130 del C. de Pr. Civil; el conferimiento de la guarda de 
los hijos menores a uno de los esposos divorciados, dentro de 
las previsiones del art. 12 de la L. 1306 bis de 1937 (Casa- 
ción, 27 de noviembre de 1945, B. J. 423, p. 1033). 


Dispositivo. Por último, la sentencia debe contener un 
dispositivo, parte final que enuncia la decisión del tribunal 
acerca del proceso, y en la cual se encierra la autoridad de la 
cosa juzgada. El requisito de que el dispositivo sea la última 
de las enunciaciones de la sentencia no se opone, de acuerdo 
con la opinión dominante, a que una cuestión sea decidida 
porel tribunal en otro lugar que el dispositivo de la sentencia, 
por ejemplo en el contexto de los motivos (Casación, 30 de 
junio de 1952, B. J. 503, p. 1221). 


Orden a observar. La ley no contiene previsión alguna 
indicativa del orden que debe seguirse en la enunciación de 
las formalidades relativas a la redacción y a la pronunciación 
de la sentencia. El orden en que esas formalidades han sido 
tratadas parece ser el más natural, porque las sitúa cronológi- 


camente. 


Sistema del C. de Pr. Civil. Los arts. 142 y s. habían 
establecido, para la redacción de las sentencias en materia ci- 
vil ante elj. de primera instancia en toda materia ante la c. de 
apelación una división de su contenido en dos partes: una 
que preparaba el tribunal, contentiva de la fecha, de los nom- 
bres de los jueces y del agente del ministerio público, de las 
menciones relativas a la publicidad, de los fundamentos; otra 
que emanaba del abogado de la parte más diligente, contenti- 
va de las cualidades, esto es de las menciones relativas a los 
nombres, profesiones y domicilios de las partes, las conclusio- 
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nes, y los puntos de hecho y de derecho. Esta parte de la sen- 
tencia era preparada por acto notificado de abogado a aboga- 
do, que debía ser depositado en secretaría (art. 142). Unien- 
do estas cualidades a la parte de la sentencia redactada por el 
tribunal, se formaba un todo, y solamente entonces era posi- 
ble expedir copia de la sentencia. En este sistema, pues, la 
sentencia no era una obra exclusiva del tribunal, sino un acto 
de colaboración entre el tribunal y las partes. Las formalida- 
des de los art. 142 y s. han caído en desuso. En toda materia, 
está a cargo del tribunal la entera redacción de la sentencia. 


Prueba de las enunciaciones.La sentencia como todo otro 
acto procesal, debe contener en sí misma la prueba del cum- 
plimiento de las formalidades legales anteriores y concomi- 
tantes a su pronunciación (supra, Libro III, Cap. I, Sec. 1). Si 
en la sentencia no se enuncia expresamente el cumplimiento 
de una formalidad, se considera que ésta no ha sido observada; 
el cumplimiento de tal formalidad no puede, por consiguien- 
te, ser probado por ningún otro medio. Así, por ej., la senten- 
cia es nula si no comprueba que las partes fueron oídas en au- 
diencia pública, que fue pronunciada en audiencia pública, y 
que el dictamen fiscal fue leído también en audiencia públi- 
ca, aunque esas formalidades hubieran sido efectivamente ob- 
servadas (v. Casación,abril, 1937, B. J. 321 p. 162; diciembre, 
1966, B. J. 673, p. 2415). 

La ley no ha impuesto ninguna fórmula sacramental 
para la indicación del cumplimiento de las formalidades que 
deben ser observadas en la redacción de la sentencia. Se apli- 
ca en este caso, pues, la regla que admite la validez en térmi- 
nos equivalentes o equipolentes. 


Sanciones. Para determinar cuándo la violación de las 
formalidades impuestas en la redacción y la pronunciación de 
la sentencia acarrea su nulidad, es preciso distinguir, confor- 
me a los principios generales, entre formalidades sustanciales 
y las formlidades accesorias; solamente la contravención de 
las primeras produce la nulidad. 
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Cuando la sentencia no omite, sino que menciona 
incompleta o insuficientemente el cumplimiento de las for- 
malidades sustanciales, ella está cubierta por una presunción 
de regularidad, y en consecuencia no puede ser anulada. Así 
por ej.: si en la sentencia no se indica expresamente que fue 
pronunciada en audiencia pública, basta que esa mención se 
halle consignada en la hoja de la audiencia; si la sentencia ex- 
presa solamente que fue pronunciada “en audiencia”, debe 
presumirse que lo fue en audiencia pública, puesto que las au- 
diencias deben ser celebradas públicamente. 


Cómo se hace valer la nulidad. La nulidad de la senten- 
cia debe ser propuesta necesariamente por medio del ejercicio 
de la vía de recurso correspondiente: oposición si es en defec- 
to; apelación si es contradictoria en primera instancia, O si, 
tratándose de sentencia en defecto, no es impugnable por 
oposición; revisión civil o casación (con las distinciones que 
serán examinadas en el libro VIII) si es en única o en última 
instancia. 

Por el contrario, la sentencia no puede ser motivo de 
una acción principal en nulidad; tampoco puede la nulidad 
ser propuesta como medio de defensa. Es lo que implícita- 
mente resulta del art. 480, que autoriza a invocar ciertas nuli- 
dades de la sentencia por medio del recurso extraordinario de 
la revisión civil. 

Cuando han transcurrido los plazos impartidos ` por la 
ley para impugnar la setencia, ésta viene a ser inatacable. Los 
vicios de forma o de fondo de que pueda adolecer quedan cu- 
biertos. Se dice que la sentencia ha adquirido entonces la au- 
toridad irrevocable de la cosa juzgada. 


Juzgado de paz; materia comercial. Las sentencias pro- 
nunciadas por el j. de paz y las dictadas por el j. de primera 
instancia en materia comercial están sujetas, en principio, a 
las reglas de forma anteriormente expuestas. A partir de la 
puesta en vigor de la L. 91 de 1983 que crea el Colegio de 
Abogados de la República Dominicana y hace obligatorio su 
ministerio en estas jurisdicciones, debe concluírse a que las 
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sentencias deberán contener la mención de los abogados que 
han postulado por las partes. 


Tribunal de Tierras. Los art, 249 y 251 de la L. de R. de 
R. disponen, respectivamente: que, ““La sentencia se pronun- 
ciará una vez terminada la vista de la causa o cinco días des- 
pués, a más tardar, y deberá estar suscintamente motivada”, 
y que “La sentencia deberá ser firmada por el juez o los jue- 
ces que la hubieran dictado y por el Secretario”. El art. 84 
de la misma ley dispone: “En todas las sentencias de los Tri- 
bunales de Tierras se hará constar: el nombre de los jueces, 
el nombre de las partes, el domicilio de éstas si fuere posible 
indicarlo, los hechos y los motivos jurídicos en que se funda, 
en forma suscinta, y el dispositivo” (v. Casación, 9 de abril de 
1930, B. J. 234-239, p. 112; 24 de enero de 1934, B. J. 282, 
p. 9; 29 de enero de 1934, B. J. 282, p. 15; 8 de agosto de 
1936, B. J. 313, p. 334; 22 de diciembre de 1937, B. J. 329, 
p.736)%. 

Cuando el T. S. de Tierras, en la revisión, confirma la 
sentencia del primer juez, adopta simplemente los consideran- 
dos de la sentencia revisada, los completa, o los sustituye con 
motivos propios. En caso de revocación o modificación de la 
sentencia del primer juez, el T. S. de Tierras da, naturalmen- 
te, motivos propios en apoyo del dispositivo de su decisición 
(Casación, 31 de enero de 1951, B. J. 486, p. 95). 


Suprema C. de Justicia. El art. 70 de la L. sobre Pr. de 
casación determina que las sentencias del S. C. de Justicia, en 
funciones de C. de Casación, deberán contener “los nombres 
de las partes, el objeto de la demanda, los motivos del fallo, 
y el texto de la ley en la cual se basa dicho fallo”. En hecho, 
las sentencia de la S. C. Justicia contienen otras enunciacio- 
nes, como por ej. la fecha, los nombres de los abogados, el del 
agente del ministerio público, las conclusiones de su dicta- 
men, etc. 


(13) Las sentencias del T. de Tierras no tienen que ser dictadas en audiencia pú- 
blica (v. casación, julio, 1972, B. J. 740, p. 1688). 
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TITULO IV—-CONTENIDO DE LA SENTENCIA 
CAPITULO I-PRINCIPIOS GENERALES 


Pronunciamiento principal. En términos generales la 
sentencia que acoge la demanda contiene un pronunciamien- 
to, el cual varía según la naturaleza de la sentencia: una con- 
denación del demandado en la sentencia de condena; una sim- 
ple declaración en la sentencia meramente declarativa; el esta- 
blecimiento de una situación jurídica en la sentencia consti- 
tutiva. 

La posibilidad de estos diversos pronunciamientos está 
sujeta a la condición de que el demandante pruebe su derecho 
de acción; en caso contrario el demandado es absuelto, esto 
es descargado de la demanda. Entonces hay pronunciamiento 
en favor del demandado. Cuando es acogida una demanda re- 
convencional, el demandante es un demandado, y existe en- 
tonces un pronunciamiento en contra suya. 


Pronunciamientos accesorios. Toda sentencia contiene, 
además de los pronunciamientos principales, una condena- 
ción contra la parte que sucumbe al pago de las costas proce- 
sales. Además, según la naturaleza de los procesos, la senten- 
cia puede contener, sea la concesión de un plazo de gracia, 
sea una condena a pagar indemnización a liquidar por estado, 
sea una condenación a restituír frutos, sea el beneficio de la 
ejecución provisional, sea la supresión de un escrito calumnio- 
so (Casación, 14 de febrero, 1982, B. J. 855, p. 231), sea la 
orden que el fallo sea publicado. 


CAPITULO II—LAS COSTAS PROCESALES 
SECCION I-LA CONDENACION EN COSTAS 


Gratuidad de la justicia. Según lo dispone el art. 109 de 
la Constitución, la justicia es administrada gratuitamente. Es- 
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to significa que los litigantes no tienen que remunerar a los 
jueces por la prestación del servicio judicial. En cambio, la 
ley impone a las partes ciertos desembolsos, bien sea en con- 
cepto de impuestos, bien sea a título de remuneración a al- 
gunos auxiliares de la justicia o a algunos oficiales que inter- 
vienen directamente o indirectamente en la administración 
de la justicia. El conjunto de estos desembolsos constituye 
las costas procesales, o litisexpensas. 


La condenación en costas. Según lo dispone el art. 130, 
toda parte que sucumbe será condenada al pago de las costas. 
De conformidad con esta norma, la parte perdidosa viene 
obligada a reembolsar a la parte gananciosa el importe de las 
costas causadas en la litis, liquidadas conforme a la Tarifa de 
Costas Judiciales. 

El principio enunciado en el art. 130 constituye el de- 
recho común: se aplica, pues, al procedimiento comercial 
y al procedimiento ante el juzgado de paz. 


Contenido. Las costas procesales comprenden, según lo 
indica el art. 23 de la Tarifa de Costas Judiciales (D. del 8 de 
junio de 1904 y 8 de la L. 302 de 1964 sobre honorarios de 
los Abogados): lo.: los impuestos fiscales, consistentes: a) 
en los sellos de rentas internas que son aplicados a los docu- 
mentos preparados o producidos en el proceso, en virtud de 
las disposiciones de la L. 2254 de 1950, de impuestos sobre 
documentos; b) en los derechos percibidos por los secretarios 
judiciales, registradores de títulos y otros oficiales públicos 
por concepto de expediciones y otras diligencias practicadas 
por ellos (L. 417 de 1943, D. 1550 de 1943); c) en los dere- 
chos de registro percibidos sobre los documentos producidos 
en justicia, conforme a las disposiciones de la L. del 20 de 
mayo de 1885 sobre registro de los actos civiles, judiciales y 
extrajudiciales; 20., los emolumentos percibidos por algunos 
oficiales ministeriales y otros auxiliares de la justicia, como 
por ej. los alguaciles por concepto de los actos que preparan, 
los conservadores de hipotecas por concepto de inscripciones 
y transcripciones; 3o., los emolumentos, gastos e indemniza- 
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ciones adeudadas a los testigos, peritos, expertos; 4o., los gas- 
tos necesarios para que el juez verifique ciertas medidas de 


instrucción (visita de lugares, etc.); 50. j 
JN .); 50., los honorarios de 


. eme Jurídico“%. Es-una cuestión controverti- 
a e saber cuál es el fundamento j i 

f jurídico de la r 

ciada en el art. 130. pa 

Las doctrinas que ven en el 

; à proceso un contrato o un 
cuasicontrato atribuyen consecuentemente a'la condenación 
en costas un fundamento contractual o cuasicontractual. Si 
se descartan- esas explicaciones acerca de la naturaleza del 
proceso, hay que rechazarlas igualmente para la condena en 
costas. 

Se ha tratado también de explicar la condenación en 
costas por medio de la noción de riesgo: la parte que pleitea, 
como demandante o como demandada, debe soportar las con- 
secuencias de su actuación en el proceso, aun cuando al in- 
tentar la demanda o resistirla no haya incurrido en ninguna 
imprudencia o negligencia. 

i En otra teoría se explica la condenación al pago de las 
costas diciendo que se trata de una pena, de carácter especial 
infligida al litigante vencido. " 

Muchos autores explican la obligación de pagar las cos- 
las procesales como constituyendo la reparación del daño 
Ja a la parte triunfante con el hecho de su contraparte 

e intentar un proceso infundado o de resisti 
inte stir a una - 
da justificada. Pere 

Estas dos últimas explicaciones son inadmisibles. La 
parte perdidosa no comete generalmente ninguna falta al li- 
ligar. Ella ha podido simplemente equivocarse acerca de la 

Justeza de sus pretensiones. Cuando incurre en falta, puede 
ser sancionada con la condenación a pagar a su contraparte 
una indemnización reparatoria del daño causado con su acti- 
tud. Esta condenación, evidentemente, €s distinta de la con- 


(14)  Glasson y Tissier, Traité, III, 781; Japiot, 'Truité elementaire de procedure 
TiS 2a. ed., 566; Morel, Traté elementaire de procedure civile, 693; 
¡ovenda, La condena en costas, trad. de J, A. de la Puente, 157, y S. d 
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denación en costas. Ambas pueden acumularse. De esto re- 
sulta claramente, pues, que a la condenación en costas no 
puede atribuírsele ni el carácter de una pena ni el carácter de 
una indemnización; no existe, para que esto sea sostenible, 
la condición esencial de que el hecho de litigar pueda ser 
mirado en sí mismo, como una falta (Casación, 27 de julio 

. J. 264, p. 18). , 
Š EE ANa lo bastante aceptable que es la expli- 
cación de la condena en costas por medio de la idea del sa 
go, parece preferible admitir que se trata, simplemente, i: e 
una obligación impuesta por la ley a la parte que sucum e. 
Se comprende fácilmente, en efecto, que el Estado no podría 
asumir la carga de las costas, puesto que el proceso civil es un 
asunto que atañe principalmene al interés privado de los liti- 
gantes. Por otro lado, las costas procesales constituyen no 
carga anormal, extraordinaria, que tiene su origen, no e e 
ejercicio pacífico del derecho, sino exclusivamente en e pro- 
ceso; no sería justo dejarlas a cuenta de la parte gananciosa. 
Es lo más lógico, pues, que la ley haya decidido ponerlas a 
cargo de la parte que sucumbe. 

Es evidentemente más equitativo que ésta, y no la parte 
gananciosa, soporte las costas; de este modo, la parte ganan- 
ciosa no ve gravado el ejercicio de su derecho de acción, Co- 
mo demandante o como demandada, con una carga que ha 
sido causada precisamente por la necesidad en que se ha en- 
contrado de actuar ante los tribunales. 


Limitación. La condenación en costas no abarca todos 
los desembolsos en que la parte gananciosa haya podido incu- 
rrir sino solamente aquellas partidas que la ley considera in- 
dispensablemente necesarias para la sustentación del proceso. 
Estas partidas son: unas anteriores a la sentencia, Ta a 
ej. las relativas al registro de los documentos produci os n 
las partes, a las notificaciones, a las medidas de A 
otras posteriores a la sentencia, como por ej. las noti TA 
nes de ésta, la inscripción o el registro de la hipoteca judicial. 

De la condenación en costas quedan excluídos los gastos 
innecesarios o frustráneos. 


—394— 





LIBRO VII — LA SENTENCIA 


Quién es condenado en costas. La disposición del art, 
130, que manda condenar en costas a la parte que sucumbe, 
implica dos requisitos (Casación, 27 de julio de 1932, B. J, 
264. p. 18; 31 de agosto de 1937, B. J. 325, p. 452; 23 de 
diciembre de 1937, B. J. 329, p. 755; 30 de agosto de 1952, 
B. J. 505, p. 1542; 24 de marzo de 1953, B. J. 512, p. 473) 
el de ser parte en el proceso y el de sucumbir, 

En primer lugar, es preciso que la persona condenada en 
costas sea parte, esto es, que tenga un interés personal en el 
proceso, como demandante, como demandado, o como in 
terviniente. Así, por ej. cuando el menor litiga y sucumbe, vs 
él personalmente quien debe ser condenado en las costas, y 
no su representante legal (padre, administrador legal o tutor) 
Por excepción, el art. 132 permite condenar en costas, perso 
nalmente, a los tutores, curadores y otros representantes, 
cuando hubieran cometido faltas en el ejercicio de sus funcio 
nes, 

En caso de pluralidad de partes perdidosas entre las cua 
les no existe solidaridad, la condenación en costas se divide 
¿ntre ellas, conforme al derecho común (art. 1220 del ©. Ci 
vil), puesto que se trata de una deuda personal y divisible 
Cuando esas partes han litigado en defensa de un interés co 
mún se admite generalmente que la obligación al pago de las 
costas se divide en proporción al número de partes, y no en 
proporción al interés de cada una de ellas en el proceso. 

Cuando las partes condenadas son deudores solidarios. 
la condenación en costas tiene también un carácter solidario 
(art, 1200 y s. del C. Civil). 

En segundo lugar, para que pueda ser condenada al puro 
de las costas es necesario que la parte sucumba, esto es qua 
pierda el proceso. El demandante pierde el proceso cuando 
su demanda es rechazada, o declarada inadmisible, o anula 
da; lo pierde el demandado cuando el juez acoge la demanda 


Condenación de la parte gananciosa. Por aplicación dul 
art. 1382 del C. Civil, confirmado por la L. 378 de 1919, 41 
lribunal debe poner las costas a cargo de la parte gananelos 
y no a cargo de la parte perdiente, cuando aquella se ha con 






































ducido en el proceso temerariamente o con mala fe, causán- 
dole así perjuicios a su contraparte. En este caso la condena- 
ción en costas tiene un carácter indemnizatorio. 

La parte demandante puede igualmente ser condenada al 
pago de las costas, aunque su demanda sea acogida, cuando el 
proceso ha sido incoado en su interés exclusivo, como por ej. 
para obtener un plazo de gracia (v. Casación, 27 de julio de 
1932, B. J. 264, p. 18). 


Exigibilidad de las costas. El art. 130, ref. por la L. 507 
de 1941, dispone que las costas “no serán exigibles, sea que 
provengan de nulidades, excepciones, o incidentes, o del fa- 
llo de lo principal, sino después que recaiga sentencia sobre el 
fondo que haya adquirido la fuerza de la cosa irrevocable- 
mente juzgada”. 

Puede ocurrir que intervenga sentencia definitiva respec- 
to de un incidente. En este caso el mismo art. 130 dispone 
que “si en virtud de sentencia sobre incidente, nulidad o ex- 
cepción, el tribunal ha quedado desapoderado del conoci- 
miento del fondo, las costas serán exigibles un mes después 
de haber adquirido dicha sentencia la fuerza de la cosa irre- 
vocablemente juzgada, siempre que durante ese plazo no se 
haya introducido de nuevo demanda sobre el fondo del liti- 
gio (Casación, 17 de julio, 1974, B. J. 764, p. 2030). 

La regla establecida por el art. 130 se aplica a las costas 
causadas «enel recurso de casación (Casación, 24 de julio de 
1951, B. J. 492, p. 837). 


Costas en los incidentes. Las costas causadas en los in- 
cidentes del procedimiento relativos a los interlocutorios 
prescritos por el juez (información testimonial, etc.) son 
reservadas, esto es, que su liquidación será hecha conjunta- 
mente con la de las demás costas causadas en el proceso (Ca- 
sación, 31 de agosto de 1937, B. J. 325, p. 452; 22 de diciem- 
bre de 1938, B. J. 341, p. 904; julio, 1969, B. J. 704, p. 
1743: agosto, 1969, B. J. 705, p- 1835; julio, 1973, B. J. 
752, p. 2074). 

Por el contrario, respecto de los incidentes completa- 
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mente ajenos al fondo, como por ej. los relativos a nulidades 
o declinatorias, se admite generalmente que la parte que 
sucumbe debe ser condenada en las costas, conforme a la re- 
gla establecida en el art. 130, puesto que esos incidentes no 
constituyen meros accesorios del proceso principal, sino ver- 
daderos procesos distintos. 15 

Costas en referimiento. Es controvertida la cuestión de 
saber si en este procedimiento el juez debe condenar en cos- 
tas a la parte que sucumbe®%®. La dificultad viene del carác- 
ter meramente provisional del fallo interveniđo en referimien- 
to. 

Algunos autores, fundándose en la generalidad de los 
términos del art. 130, estiman que en este procedimiento el 
juez debe, en todos los casos, condenar en costas al sucum- 
biente (v. Casación, 8 de febrero de 1952, B. J. 499, p. 179). 

Otros autores, por el contrario, sostienen que en ningún 
caso se puede estatuír en referimiento sobre las costas, 
porque las decisiones intervenidas en esta materia son pura- 
mente provisionales, en tanto que la condenación al pago de 
las costas tiene invariablemente un carácter definitivo. El 
juez debería, pues, reservar siempre las costas para que se es- 
fatuya sobre ellas al momento que se resuelva sobre lo prin- 
cipal. 

Una tercera opinión distingue: Cuando la medida pres- 
crita tiene un carácter puramente preparatorio, porque deba 
servir de base a la decisión que intervendrá ulteriormente so- 
bre el fondo, como por ej., un experticio o un secuestro, el 
juez se encuentra en las mismas condiciones que si, apodera- 
do de un proceso sobre el fondo, estatuyera respecto de un 
incidente ligado al fondo; deberá, necesariamente, pues, re- 
servar las costas, conforme a la regla anteriormente expuesta 
con relación a los incidentes. Por el contrario, cuando, en 
los casos excepcionales en que esto sucede, la decisión pro- 


(16) El art. 10 de la L. 834 de 1978 exige, como una Condición para la acepta- 
ción de la impugnación (contredit) que su autor deposite con el recurso, los 
gastos de éste. 


(16) A. Curet. La jurisdiction des référes, 11 969 y s. 
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nunciada en el referimiento pone fin al proceso, el juez debe 
estatuir sobre las costas, condenando a pagarlas a la parte que 


sucumbe. ha 
En el recurso de apelación incoado contra la decisión 


que estatuye en referimiento rigen las mismas reglas que en 
primera instancia en lo que concierne a la condenación en 


costas. 


Costas en apelación. En grado de apelación se aplican 
la reglas anteriormente enunciadas. Si el tribunal del segun- 
do grado confirma totalmente la sentencia impugnada, conde- 
na en costas al apelante; de donde resulta que, si sucumbió en 
primera instancia, el apelante soportará las costas de la pri- 
mera y de la segunda instancia. Si el tribunal del segundo gra- 
do revoca totalmente la sentencia impugnada, el apelado es 
condenado al pago de las costas de ambas instancias. El tri- 
bunal del segundo grado puede compensar las costas, o poner- 
las a cargo de la parte gananciosa, en los mismos casos y con- 
diciones que el juez del primer grado. 


Costas ante el T, de Tierras. La legislación que rige el 
proceso de saneamiento inmobiliaric y los otros procedimien- 
tos de que conoce el T. de T. no decide nada acerca de la car- 
ga de las costas. Cada parte, pues, soporta las costas en que 
incurra. 


Costas ante el T. de Confiscaciones. Según lo que dispo- 
ne el art. 23 de la L. 5924 de 1962, las costas podrán ser 
compensadas en todos los casos, por este Tribunal. 


Costas en casación. Están regidas por el art. 65 de la 
L. sobre Pr. de Casación. Si el recurso de casación es recha- 
zado, el recurrente es naturalmente condenado al pago de las 
costas; soportará pues las costas del procedimiento incoado 
ante el tribunal que pronunció la sentencia impugnada, como 
asimismo, las del procedimiento del recurso de casación. Si, 
por el contrario, la sentencia es casada, el recurrido es conde- 
nado en costas; éstas comprenden las del procedimiento de la 
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casación, y, además, según se admite generalmente, las rela- 
tivas a la expedición, al registro y a la notificación de la sen- 
tencia casada. Sea Cual sea la decisión pronunciada por el tri- 
bunal de envío o de reenvío, esos últimos gastos quedarán a 
cargo del recurrido. El tribunal de envío o de reenvío decidi- 
rá solamente, pues, acerca de las costas causadas ante el mis- 
mo, y acerca de las costas causadas en el procedimiento veri- 
ficado ante el tribunal que pronunció la sentencia casada. 

Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el 
art, 65 de la L. sobre Pr. de Casación, las costas podrán ser 
compensadas: en los casos del art. 131 del Código de Pr. Civil; 
cuando una sentencia fuere casada exclusivamente por un me- 
dio suplido de oficio por la S. C. de Justicia; y cuando una 
sentencia fuere casada por falta de base legal o insuficiencia 
de motivos, desnaturalización de los hechos o por cualquier 
otra violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento esté 
a cargo de los jueces. 

Por disposición expresa del art. 65 de la L. sobre Pr. de 
Casación, en esta materia es aplicable el art. 133 del C. de Pr. 
Civil, relativo a la distracción de las costas. 


Cuantía de las costas. El art. 25 de la Tarifa de Costas 
Judiciales, derogado por la L. 302 de 1964 prescribía de un 
modo general, que no se podían cobrar otras ni mayores cos- 
tas que las establecidas en la ley. Esta disposición era conexa 
con la contenida en-el art. 33 de la misma Tarifa y 67 del C. 
de Pr. Civil, no derogado. Significa evidentemente que los se- 
úretarios, alguaciles, venduteros públicos y demás auxiliares 
de la justicia, no deben percibir sino estrictamente los emolu- 
mentos fijados por la ley. 

En lo que concierne a tales derechos y emolumentos, la 
regla anteriormente enunciada rige, tanto las relaciones entre 
esos auxiliares de la justicia y la parte que usa de su ministe- 
rio, como las relaciones entre esa parte y su contraparte con- 
denada en costas. Por el contrario, en lo que respecta al 
cobro de los honorarios de abogado, la mencionada regla rige 
solamente las relaciones entre la parte gananciosa y la parte 
Nucumbiente, y las relaciones entre el abogado que obtiene en 
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su favor la distracción de las costas y la parte sucumbiente; en 
uno u otro caso según resultaba del antiguo art. 25 de la Tari- 
fa de costas Judiciales, y actualmente del art. lo. de la L. 302 
de 1964, la parte gananciosa o el abogado que obtuvo la dis- 
tracción no pueden cobrar al sucumbiente sino el importe de 
esos honorarios liquidados en la actualidad conforme a la 
Tarifa fijada por la citada L. 302. 

En cambio, las relaciones entre el cliente y el abogado se 
hallan regidas únicamente por la convención intervenida entre 
ambos. El abogado puede cobrar a su cliente el importe con- 
venido como remuneración de sus servicios (v. infra, Ley 
302 de 1964). 


SECCION II-COMPENSACION DE LAS COSTAS 


En qué consiste. Compensar las costas significa repar- 
tirlas entre las partes, en vez de condenar a una de ellas a pa- 
garlas. 

El art. 131, ref. por la L. 296 de 1940, autoriza al juez 
a compensar las costas, en todo o en parte, en los siguientes 
casos: lo. entre cónyuges, ascendientes, descendientes, her- 
manos y afines en el mismo grado; 2o., cuando los litigantes 
sucumben respectivamente en algunos puntos; 30., cuando 
concede un plazo de gracia. 

Esta medida obedece, especialmente en los casos lo. y 
2o., al deseo del legislador de apaciguar en lo posible los ren- 
cores inherentes a todo litigio. 

La compensación es una medida facultativa para el tri- 
bunal, quien es árbitro para pronunciarla en la proporción 
que estime conveniente (Casación, 23 de octubre de 1934, 
B. J. 291, p. 6; 30 de noviembre de 1937, B. J. 328, p. 658; 
24 de marzo de 1953, B. J. 512, p. 468; 23 de diciembre de 
1953, B. J. 545, p. 2653; 15 de junio de '1956, B. J. 551, p. 
1241; abril, de 1971, B. J. 725, p. 897; octubre de 1973, B. 
J. 755, p. 3227; mayo de 1974, B. J. 762, p. 1174; agosto 
de 1974, B. J. 765, p. 2826; octubre de 1977, B. J. 803, p. 
1871). Puede mandar que el total de las costas del proceso 
sea dividido en porciones iguales, a fin de que cada uno de los 
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litigantes soporte una de esas porciones, o que de ese total 
cada uno de los litigantes soporte una porción desigual (un 
tercio, un cuarto, por ej.). Cuando el tribunal se limita a de- 
clarar que compensa las costas, se entiende que cada una de 
las partes soportará sus propias costas. 

La expresión “compensar las costas”, empleada por el 
art. 131, no es enteramente exacta en los casos en que inter- 
viene tratándose de litigios entre cónyuges, parientes y afines, 
y en el caso de concesión de un plazo de gracia; se trata más 
bien de una medida en cuya virtud el crédito por concepto 
de las costas, de que es titular la parte gananciosa contra la 
parte perdiente, queda simplemente suprimido. En cambio, 
la expresión es bastante apropiada, cuando se trata de la hipó- 
tesis en que los litigantes sucumben respectivamente respecto 
de algunos puntos del proceso. 


SECCION HI—DISTRACCION DE LAS COSTAS 


En qué consiste. En numerosas ocasiones el abogado se 
encarga de avanzar por cuenta de su cliente, en todo o en par- 
le, los gastos necesitados por el proceso, especialmente tra- 
tándose de litigantes pobres; si la causa presenta serias proba- 
bilidades de éxito, el abogado que incurre en esas erogaciones 
tiene las mejores perspectivas de recuperarlas. Por medio de 
la distracción de las costas, el art. 133, ref. por la L. 507 de 
1941, garantiza al abogado, en principio, aunque poco efi- 
cazmente según se verá en seguida, el cobro de esos gastos y 
de sus honorarios, directamente contra la parte sucumbien- 
te. 

Para darse cuenta de la utilidad de la distracción de las 
costas hay que tener presente que, conforme al derecho co- 
mún (supra, Libro II, Cap. VI, Sec. II), una vez terminado el 
proceso, el abogado podría ejercer contra su cliente la acción 
de mandato para cobrarle el importe de los gastos avanzados 
y de sus honorarios. La parte gananciosa tendría, a su vez, el 
derecho de ejecutar, contra el perdiente, la condenación al 
pago de las costas. En estas condiciones, pues, el abogado de 
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la parte gananciosa tiene un deudor, su cliente, quien, a su 
vez, tiene un deudor, su contraparte vencida en juicio. Por 
aplicación del art. 1166 del Código Civil, el abogado de la 
parte gananciosa podría ejecutar contra el perdiente, ejercien- 
do los derechos de aquella, la condenación en costas. Podría 
también obtener que su cliente le cediera ese crédito, y en- 
tonces ejecutar, en su propio nombre, la condenación en 
costas. 

Pero, como es fácil comprender, ambos caminos (cobro 
de las costas en nombre de su cliente, cesión de las costas) 
presentan serios inconvenientes para el abogado. En pri- 
mer término, cuando el abogado actúa en el cobro de las cos- 
tas en nombre de su cliente, él, puede verse oponer por la 
contraparte de su cliente la compensación legal que haya po- 
dido operarse entre ambos créditos recíprocos, en virtud de 
lo que dispone el art, 1289 del C. Civil. En segundo término, 
aun cuando no haya motivo para la compensación legal, cuan- 
do el abogado de la parte gananciosa proceda al cobro de las 
costas tiene que sufrir, en caso de insolvencia de su cliente, 
el concurso de los otros acreedores de éste, compartir con 
ellos el importe de lo cobrado a la parte perdiente, y confor- 
marse con un dividendo. 

La distracción de las costas tiene como finalidad el evi- 
tar este doble inconveniente. Al mismo tiempo que condena 
a la parte perdidosa al pago de las costas hacia la parte ganan- 
ciosa, el tribunal las distrae en favor del abogado de ésta, o, 
lo que es lo mismo, confiere al abogado de la parte ganancio- 
sa un crédito directo contra la parte perdidosa; ésta deberá, 
pues, pagar las costas procesales, no en manos de su contra- 
parte, sino en manos del abogado de ésta. Por virtud de la 
distracción, el crédito de las costas procesales no figura un so- 
lo momento en el patrimonio de la parte gananciosa; el tri- 
bunal lo ha transportado al patrimonio del abogado que 
obtiene la distracción. Por lo tanto el abogado no va a exi- 
gir al perdiente el pago de las costas como acreedor de la par- 
te gananciosa, sino como acreedor directo de aquél. Con eso 
quedan eliminados los peligros que representan los medios 
que el perdiente pueda oponer a la parte gananciosa y el con- 
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curso de los acreedores de ésta. La distracción de las costas 
consiste, pues, en la concesión al abogado del derecho de 
proceder a la ejecución directa contra la contraparte de su 
cliente; es una verdadera delegación autorizada por la ley y 
operada por la sentencia. 

No obstante la distracción de las costas, el abogado si- 
gue siendo acreedor de su cliente, a quien puede cobrarlas, 
en los términos de la convención intervenida entre ambos (su- 
pra, Libro II, Cap. VI, Sec. II): la distracción de las costas, 
en efecto, no produce novación por cambio de deudor del 
crédito del abogado contra su cliente. El art. 133 lo recono- 
ce así, puesto que le reserva expresamente su acción contra 
la parte a quien prestó sus servicios profesionales (v, Casa- 
ción, agosto 1948, B. J. 457, p. 1540). 


Materias en que interviene. La distracción de las costras 
puede ser obtenida lo mismo en materia civil que en materia 
comercial. En materia penal puede ser obtenida cuando la 
acción civil es ejercida accesoriamente a la acción pública. 


Cómo se pide. El beneficio de la distracción de las cos- 
tas no existe de pleno derecho. Para obtenerlo, el abogado 
tiene que afirmar ante el tribunal, antes de la pronunciación 
de la sentencia, esto es, en las conclusiones, que ha avanzado, 
por lo menos, la mayor parte de los gastos (Casación, 20 de 
octubre de 1938, B. J. 339, p. 609; 25 de noviembre de 
1953. B. J. 520, p. 2239; 10 de diciembre de 1954, B. J. 
533, p. 2555; enero 1960, B. J. 594, p. 86). El abogado no 
tiene que demostrar este derecho; su afirmación basta. 


Cómo se otorga. Conforme lo dispone el art. 133, la 


distracción de las costas debe pronunciarse en la misma sen- 
tencia que condene al pago de ellas, y su liquidación será he- 
cha en nombre del abogado que tuvo ese beneficio. 


s Ley 302 de 1964. El art. lo. de la Ley 302 establece los 
siguientes principios fundamentales que rigen no solamente 


las relaciones entre el cliente y el abogado, sino de éste con el 
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perdiente, que pueden resumirse así: 1) La nueva tarifa pre- 
vee un monto mínimo de los honorarios para los abogados 
por su labor profesional en los tribunales y fuera de ellos, 
siendo nulo todo convenio por el cual se obligue al abogado 
a recibir honorarios menores de los fijados en dicha tarifa; 
previendo sanciones contra el abogado que lo consintiera; 2) 
Los abogados pueden pactar honorarios más elevados que los 
establecidos en dicha ley, siempre que, tratándose de pactos 
de cuota litis, no sobrepasen del 30 por ciento del valor de 
los bienes o derechos envueltos en el asunto (arts. 3 y 4); es- 
tos honorarios más elevados, sin embargo, no podrán regir las 
relaciones entre el abogado y las personas no ligadas por ta- 
les convenios, que estuvieren obligados al pago de las costas 
por condenación judicial (partes perdidosas o por otros moti- 
vos), a quienes sólo se les podrá exigir los honorarios míni- 
mos fijados por la tarifa (art. 10.); 3) Los abogados tendrán 
derecho a cobrar sus honorarios y gozarán de las acciones pre- 
vistas en la citada ley 302, cuando hayan intervenido para 
prestar asesoramiento, asistencia, representación, o cualquier 
otro servicio profesional, sin que en estos casos hubiere habi- 
do litis, o hubieren efectivamente asistido a su cliente ante los 
tribunales; 4) Cuando se hubiere utilizado los servicios de un 
abogado para la conducción de un procedimiento, y una vez 
comenzado éste, no será posible al cliente sin comprometer 
su responsabilidad, dar mandato o encargo a otro abogado 
(salvo el caso de muerte o imposibilidad en el ejercicio) sin 
antes realizar el pago correspondiente al primer abogado, de- 
biendo el nuevo abogado abstenerse de aceptar el mandato 
sin antes asegurarse de que los honorarios correspondientes a 
este primer abogado fueron satisfechos. El abogado perjudi- 
cado podrá perseguir el pago de sus honorarios y gastos avan- 
zados haciendo uso de los medios establecidos en dicha ley 
(art. 7). 5) Los honorarios causados frente a la parte sucum- 
biente, son propiedad del abogado, siendo nulo todo acuerdo 
en contrario, pudiendo ejercer esta acción las Asociaciones O 
Colegio de Abogado legalmente constituídos, entidades que 
también tienen facultad para aplicar al abogado en estos ca- 
sos, las correspondientes sanciones disciplinarias (art. 14 y 
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15) hoy necesariamente, a cargo del Colegio de Abogados de 
la República Dominicana; 6) Los honorarios de los abogados 
y los gastos que hubieren avanzado por cuenta de su cliente 
gozan de un privilegio que primará sobre los de cualquier otra 
naturaleza; sean mobiliarios o inmobiliarios existentes, excep- 
to los del Estado y Municipios; 7) Los abogados podrán usar 
para la ejecución de sus créditos líquidos acordados en la ef 
302, las disposiciones de la Ley de Fomento Agrícola No. 
6186 de 1963, en los casos en que dicha ejecución se realice 
mediante embargos inmobiliarios. 

A continuación, serán tratados separadamente los efec- 
tos de la distracción de las costas, tanto frente al cliente co- 
mo frente a la parte perdidosa, para seguir el ordenamien- 
to de esta obra, pero teniendo en cuenta los cambios introdu- 
cidos por la ley 302. 


Efectos en cuanto al cliente. Como consecuencia de que 
la distracción de las costas confiere al abogado que la obtiene 
el derecho de cobrarlas directamente a la parte perdidosa, el 
crédito resultante de ellas viene aserinembargable e intrans- 
ferible. Este crédito, en efecto, ha salido del patrimonio del 
cliente, a causa de la distracción obtenida por el abogado. 
Es lo que consagra expresamente el art. 133, al disponer que 
las costas distraidas “no podrán ser cedidas por la parte que 
ha obtenido ganancia de causa, ni podrán ser embargadas re- 
tentivamente por los acreedores de esta última”. (Casación 
abril 1972, B, J. 737, p. 968). 


Efectos entre el abogado y el perdiente. El beneficio de 
la distracción de las costas, según lo dispone el art. 133, no 
obsta a que “la parte condenada en costas pueda oponer al 
abogado las causas de compensación que hubiera podido in- 
vocar contra el cliente de este último por concepto de crédi- 
tos del litigio, en principal, accesorios y costas a que se refie- 
re el art. 130”. Esta última disposición, combinada con la 
relativa a la exigibilidad de las costas, ambas introducidas por 
la Ley 507 de 1941, quitaba virtualmente a la distracción de 
las costas la mayor parte de su carácter de beneficio concedi- 
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do por la ley al abogado. En efecto: por un lado, conforme 
a lo que dispone el art. 130, las costas ocasionadas en los in- 
cidentes no son exigibles sino después que intervenga sobre el 
fondo sentencia con autoridad irrevocable de cosa juzgada; 
por otro lado, el perdiente podrá invocar en compensación 
contra el abogado de la parte gananciosa los créditos resultan- 
tes del litigio. De aquí resulta que el abogado que ha obteni- 
do el beneficio de la distracción de las costas debía aguardar 
esta liquidación final entre las partes, antes de que pudiera 
proceder al cobro de las costas adeudadas por el perdiente. 


No obstante lo indicado, el art. 12 de la Ley 302 de 
1964 según se expresó (supra, Ley 302 de 1964) establece 
un privilegio en favor del abogado para el cobro de los hono- 
rarios y los gastos avanzados por cuenta del cliente que prima 
sobre cualesquiera otros créditos cual que sea su naturaleza. 
Lo expresado coloca al abogado en un rango preferencial pa- 
ra el cobro de sus créditos. 


SECCION IV —LIQUIDACION DE LAS COSTAS 


Cómo se hace. Los art. 543 y 544 actualmente deroga- 
dos por la Ley 302 de 1964, establecían una diferencia en 
cuanto a la liquidación de las costas: las causadas en un asun- 
to sumario debían ser liquidadas en la misma sentencia; pa- 
ra las causadas en cualquier otro asunto se seguirían las reglas 
establecidas en la Tarifa de Costas Judiciales. Esta distinción 
desapareció con la regla general establecida por el art. 28 de 
la Tarifa de Costas Judiciales, según la cual los abogados, 
“en los tres días del pronunciamiento de una sentencia con- 
denatoria en costas depositarán en secretaría un estado deta- 
llado de sus honorarios y de los gastos de la parte que repre- 
senta”... “a fin de que pueda figurar al pie de la copia de la 
referida sentencia”. Se consideraba que este plazo no era 
prescrito a pena de caducidad (Casación, 20 de febrero de 
1935, B. J. 295, p. 44). 

Actualmente, de acuerdo con el art. 9 de la citada Ley 
302, los abogados “después del pronunciamiento de la sen- 
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tencia condenatoria, depositarán en secretaría un estado de- 
tallado de sus honorarios y de los gastos de la parte que re- 
presenten” “ante eltribunalo corte que dictó la sentencia”, 
salvo los casos que exceptúa dicha ley, para su aprobación. 


Aprobación. Según se ha expresado, el juez o presiden- 
te de la Corte que dictó la sentencia condenatoria aprobará 
la liquidación, si es correcta, dentro de los cinco días que 
sigan a su depósito en secretaría (art. 9) (Casación, junio 
1968, B. J. 691, p. 1323). i 

Cuando los gastos y honorarios fueren producidos con 
motivo de un procedimiento contencioso administrativo, ase- 
soramiento, asistencia, representación y otra actuación que 
no hubieran culminado en sentencia condenatoria en costas, 
el estado de costas será depositado por el abogado en la secre- 
taría del j. de Primera Instancia de su domicilio, para fines de 
aprobación. Los gastos y honorarios causados ante el T. de 
Tierras deberán ser aprobados por el Presidente del T. S. de 
Tierras (art. 10). 

La liquidación, una vez probada, será ejecutoria tanto 
frente a la parte perdidosa que sucumbe, como frente al pro- 
pio cliente por los honorarios y los gastos que hubiere avan- 
zado por cuenta del cliente (art. 9 parr. T). 

Asimismo, la parte gananciosa que hubiere pagado a su 
abogado dichos honorarios y gastos, podrá repetirlos frente 
á la parte sucumbiente, condenada al pago de dichos gastos y 
honorarios (art. 9 parr. IT). 

De acuerdo con lo que dispone el párrafo III del art. 9 
en caso de existir pacto de cuota litis entre el abogado y su 
cliente, el juez o presidente de la corte al que se someta la 
liquidación no podrá apartarse al aprobar la liquidación, de 
lo convenido, salvo el caso de violación de dicha ley, espe- 
cialmente lo dispuesto en el art. 3. 

De acuerdo con el citado art. 9, la liquidación de las cos- 
las se hace por medio de la presentación de un estado conten- 
tivo de los gastos en que haya incurrido la parte, y de los ho- 
horarios a que tiene derecho el abogado de esa parte, tasados 
conforme a la Tarifa contenida en el art. 8 de la citada Ley. 
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La Ley no determina el orden en que deben ser insertadas m 
partidas de que se compone el estado; se puede, pues, O E i 
car esas partidas en el orden cronológico en que se han causa- 
do, o agrupar separadamente los gastos y honorarios. 


Impugnación. De conformidad con lo que dispone el 
art. 11 de la L. 302, las liquidaciones de costas son impugna- 
das mediante instancia dirigida al tribunal inmediato a 
rior: la liquidación aprobada por elJ . de Paz será impugna 4 
por elj. de primera instancia; la del j. de primera potencia sA 
te la corte de apelación. La liquidación aprobaba por e pe - 
dente de la C. de apelación será impugnada ante la S. ` de 
Justicia; la aprobada por el Presidente de la S. C. de Jupticią 
lo será por esta Corte en pleno (art. 10). (Casación: maae 
1974, B.J. 760, p. 642 abril, 1974 B.J. 761, p:213;mayo 1 y 
Biz). 690, p. 1193; julio 1968, B. J. 692, p. IEE ap 
1977, B. J. 801, p. 1532). A mas tardar a los dos lías € e 
presentada la instancia de impugnación el secretario ie a 
las partes por correo certificado ante el tribunal, quien e o 
conocer del caso en los diez días que sigan a la APEN e 
partes producirán sus argumentos en la audiencia fija a ye 
tribunal dictará sentencia dentro de los diez días que sigan a 
al po que intervenga no es suceptible de apos 

ción, y tendrá la fuerza ejecutoria que tienen los pr > 
gastos y honorarios aprobados conforme al art. 9 de dicha 


ley. (art. 11).0P 
SECCION V-LA ASISTENCIA JUDICIAL 


Concepto. Es una forma de asistencia social que el Esta- 
do procura a las personas que carecen de recursos suficientes 


sus derechos en justicia. Se halla regida por las 


para defender a 


disposiciones contenidas en el art. 78 de la L. de 
la L. 97 de 1931. 


17) Sobre el momento en que la liquidación de las costas adquiere la A 
i de la cosa juzgada, V. casación, enero, 1978, B. J. 806, wn Sobre 
ejecucón de las costas en casación, julio, 1974, B. J. 764, p. 5. 
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Personas que pueden obtenerla. En materia civil y co- 
mercial este beneficio puede ser concedido “a los pobres de 
solemnidad o a aquellas personas físicas o morales, estable- 
cimientos públicos o de utilidad pública y asociaciones pri- 
vadas cuyo objeto sea una obra de asistencia y que gocen 
de la personalidad civil, que, en razón de la insuficiencia de 
Sus recursos se encuentren en la imposibilidad de ejercer sus 
derechos en justicia, ya como demandante o como demanda- 
do” (art. 78-d de la L. de O. J.). La L. 743 de 1934 excep- 
túa el divorcio. k 


Cómo se pide. La concesión de asistencia judicial se 
pide, verbalmente o por escrito, al procurador fiscal del dis- 
trito en que reside el solicitante, directamente o por media- 
ción del jefe local de policía (art. 78-d-4 de la L. de O. E). 
La solicitud deberá ir acompañada de certificaciones expedi- 
das por el Jefe del Impuesto de la Propiedad (actualmente 
tendrá que serlo el Jefe del Departamento de Catastro), por el 
conservador de hipotecas, registrador de títulos, y por el jefe 
local de policía, en que conste el estado económico del soli- 
citante (art. 78-d-9 de la L. de O. J.). 

Cómo se concede. La solicitud deberá ser transmitida al 
tribunal que debe conceder la asistencia, directamente por el 
procurador fiscal. Si el juzgado en que actúa el procurador 
fiscal que recibió la solicitud no es el tribunal competente 
para conocer de ella, dicho fiscal enviará el expediente al Pro- 
curador General de la República, a fin de que apodere al tri- 
bunal competente (art. 78-d-5 de la L. de O. J.). 

Si comprueba que en el solicitante concurren los requi- 
sitos exigidos, el tribunal le concede el beneficio de la asisten- 
cia judicial (art. 78-d de la L. de O. J.), designando al solici- 
lante un abogado que lo represente en justicia y se encargue 
de los procedimientos del caso (art. 78-d-3 de la L. de 0. J.). 

En caso de extrema urgencia el agente del ministerio 
público ante el tribunal apoderado puede conceder provisio- 
nalmente el beneficio de la asistencia; después el tribunal re- 

solverá definitivamente (art. 78-d-6 de la L. de O. J.). 

Si el tribunal apoderado de la solicitud niega el benefi- 
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cio de la asistencia judicial, el interesado puede solicitarla 
ante el Proc. General de la República, quien apoderará del ca- 
so al tribunal inmediato superior (art. 78-d-1 de la L. de O. 
Bd 


Extensión. La asistencia judicial conlleva naturalmente 
para el abogado la obligación de postular y defender en 
interés del asistido. Además, “se extiende de pleno derecho 
a los actos y procedimientos de ejecución que sea necesario 
llevar a cabo en virtud de las decisiones en vista de las cuales 
esta asistencia ha sido concedida”. Por otra parte, la asisten- 
cia puede ser concedida “para todos los actos y procedimien- 
tos de ejecución a operar en virtud de las decisiones obteni- 
das sin el beneficio de esta asistencia, o de todos los actos, 
aun convencionales, si los recursos de la parte que persigue la 
ejecución son insuficientes” (art. 78-d-2 de la L. de O. J.). 

La asistencia judicial se extiende a la defensa del asisti- 
do en los recursos de apelación y de casación intentados con- 
tra. él: pero el asistido que quiera interponer estos recursos 
tiene que obtener al efecto una nueva concesión del benefi- 
cio de la asistencia (art. 78-d-8 de la L. de O. J.). 


Efectos. La asistencia judicial conlleva exoneración pro- 
visional del pago de los impuestos fiscales y de los emolu- 
mentos de los oficiales ministeriales (art. 78-d-11 de la L. de 
O. J.). Por otra parte, el Estado avanza los gastos necesita- 
dos por los alguaciles, abogados y otros auxiliares de la justi- 
cia (art. 78-d-12 de la L. de O. J.). 

Cuando el adversario del asistido es condenado en 
costas, esta condenación es pronunciada en favor del direc- 
tor del registro (art. 78-d-15-16 de la L. de O. J.), quien pro- 
cederá luego a su cobro y distribución, pagando al abogado 
sus honorarios, y haciendo ingresar la parte correspondiente 
a los impuestos fiscales en la forma prevista por la ley. 


Pérdida del beneficio. El asistido pierde el beneficio de 
la asistencia judicial cuando le sobrevienen recursos suficien- 


tes para costear la defensa de sus derechos, o si se comprue- 
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ba que obtuvo el beneficio fraudulenta 
NN ntamente (art. 78-d-18 de 


CAPITULO HMI-LA EJECUCION PROVISIONAL 
SECCION I—PRINCIPIOS GENERALES-CASOS 


A En qué consiste, Uno de los efectos del ejercicio de las 
vías ordinarias de recurso (oposición y apelación) es el de 
suspender la ejecución de la sentencia atacada. Este efecto 
puede ser eliminado, en ciertos casos, mediante el pronuncia- 
miento de la ejecución provisional, que es un beneficio que 
los tribunales pueden, y a veces deben conceder, a la parte 
o en cuya virtud la sentencia puede ser inmedia- 
e una, aunque fuere impugnada por oposición o 


Justificación. De acuerdo con el Código de Pr. Civil 
este beneficio extraordinario se justifica sea en rizón de las 
muchas probabilidades de éxito definitivo que existen en 
favor de la parte que ha obtenido ganancia de causa, sea en 
razón de la urgencia que esa parte tenía en ejecutar el fallo 
obtenido. Estos principios, como se verá más adelante. han 
sufrido una profunda evolución en el derecho moderno. i 


| Antigua legislación. Evolución. Antes de las modifica- 
ciones introducidas por la L. 834 de 1978, que recogió en 
parte las disposiciones de los arts. 514 a 526 del Nuevo Có- 
digo de Procedimiento Civil Francés, existían de acuerdo con 
el art. 135 dos clases de ejecución provisional: una no obs- 
lunte oposición (antiguo art. 155), otra, no obstante apela- 
ción (antiguos arts. 449 y 450). 
Además, en relación a las sentencias en defecto, existía 
Una ejecución provisional de carácter especial, la que podía 


18 
(18) puse Espyclópeda, Procedure, 2a. ed. Vos. Jugement: Execution des j 
t des actes; Execution provisoire, F mis et dépens; Nouveau Code 


Procedure civile, 1983 (petit codi 
a a les), arts. 430 a 526; 695 a 723; J. Vincent, 
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intervenir durante el plazo de octava a partir de su notifica- 
ción (antiguo art. 155). Por otra parte, las reglas aplicables 
en esta materia no eran las mismas para la jurisdicción civil 
y para el procedimiento comercial, o elj. de paz. f 

Se reprochaba a este sistema el de ser complicado y po- 
co flexible. 

En Francia, las reformas al sistema de la ejecución pro- 
visional establecidos en el C. de Pr. Civil se iniciaron con la 
ley del 23 de mayo de 1942 y posteriormente con los Decre- 
tos del 28 de agosto de 1972 y 17 de diciembre de 1973, has- 
ta culminar con las disposiciones anteriormente señaladas del 
Nuevo Código. Esta evolución de la legislación francesa en 
lo que atañe a la ejecución provisional se encaminó princi- 
palmente a la eliminación de las diferencias entre las senten- 
cias contradictorias y las sentencias en defecto, a la unifica- 
ción del sistema del procedimiento para todas las jurisdic- 
ciones, así como la implantación de un sistema más flexi- 
ble en lo concerniente a los poderes del juez en la apreciación 
de su oportunidad y procedencia, criterio que no estaría en 
lo adelante fundamentado únicamente en la existencia de la 
urgencia o de peligro en la demora. 

En efecto, de conformidad con lo dispuesto por el art. 
515 del Nuevo Código de Procedimiento Civil, adoptado por 
el art. 128 de la L. 834 de 1978, “Fuera de los casos en que 
es de derecho, la ejecución provisional puede ser ordenada, 
a solicitud de las partes o de oficio, cada vez que el juez lo 
estime necesario y compatible con la naturaleza del asunto, 
a condición de que ella no esté prohibida por la ley. Puede 
ser ordenada para toda o parte de la condenación. En ningún 
caso puede serlo por los costos”. , 

De la transcripción que antecede, pueden distinguirse 
tres casos: aquellos en que la ejecución provisional tiene lu- 
gar de pleno derecho (ejecución provisional legal); aquellos 
en que es prohibida por la ley; aquellos en que es dejada ala 
apreciación del juez (ejecución provisional facultativa). i 

De acuerdo con el antiguo sistema, podían distinguirse, 
además de la ejecución provisional legal, los casos de ejecu- 
ción provisional judicial en los que la ley imponía al juez la 
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obligación de prescribir la ejecución provisional, y se trata- 
ba entonces de ejecución provisional judicial imperativa; o 
a veces le daba la potestad de hacerlo, y se trataba entonces 
de ejecución provisional judicial facultativa. 


Ejecución provisional legal. Algunas sentencias son pro- 
visionalmente ejecutorias, no obstante oposición o no obstan- 
te apelación, de pleno derecho, en virtud de una disposición 
expresa de la ley. En estos casos excepcionales, la ejecución 
provisional resulta del mismo contenido de la sentencia: la 
parte interesada no tiene que pedir que se la ordene; tampo- 
co tiene el tribunal que prescribirla. Esto ocurre, por ej.: 
con las sentencias dictadas en materia de desahucio (art. lo. 
2o., ref. por la L. 571 de 1941); con las sentencias dictadas 
contra las personas que alteren el orden en la audiencia (art. 
89 y 90); con las sentencias intervenidas respecto. de la recu- 
sación de un juez o de un perito (art. 392 y 396); con las sen- 
tencias que decidan respecto de la constitución de un fiador 
(art. 521); con los autos dictados en referimiento (art. 105 
de la L. 834 de 1978); con las sentencias pronunciadas en ma- 
teria de compulsorio (art, 848); con las sentencias declarato- 
rias de quiebra (art. 440 del C. de Comercio); las sentencias 
que ordenan medidas provisionales o conservatorias (art. 127 

de la L. 834 de 1978). 


Ejecución provisional prohibida. El antiguo art. 135 es- 
tablecía que la ejecución provisonal podía ser prohibida por 
la ley, posibilidad ésta que también es planteada por el citado 
art. 128 de la L. 834. 

En primer lugar, existe una prohibición que expresamen- 
le prevee la citada disposición legal: es cuando establece que 
en ningún caso la ejecución provisional puede ser ordenada 
por los costos. 

En materia de orden, por ej. la ejecución provisional es 
prohibida. En efecto, el art. 765 del Código de Pr. Civil esta- 
blece que la clausura del orden debe intervenir en los ocho 
días que sigan a la expiración del plazo de la apelación, o en 
caso de interposición del recurso, en los ocho días a contar 
de la sentencia sobre dicho recurso. 
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Ejecución provisional facultativa. Constitución de una 
garantía. Como se ha expresado , el art. 128 de la L. 834 re- 
conoce la facultad al juez de ordenarla ejecución provisional 
cuando lo estime necesario y sea compatible con la naturaleza 
del asunto, siempre que no esté prohibida por la ley. Y, en 
virtud del art. 130 de la misma ley, esta ejecución provisional 
estará subordinada a la constitución de una garantía real o 
personal y podrá consistir además en una suma de dinero sufi- 
ciente para responder de todas las restituciones y reparacio- 
nes salvo los casos que se tratarán más adelante, en los cuales 
la ejecución provisional no estará sujeta a dicha garantía. 

Es indudable que la garantía a que se refiere la citada 
disposición legal se justifica en razón de que la ejecución pro- 
visional podría causar graves perjuicios materiales y morales a 
la parte perdidosa puesto que la sentencia puede ser reforma- 
da en oposición o en apelación, y la garantía serviría para que 
ésta pudiera obtener las restituciones o los daños y perjuicios 
que pudieren corresponderle. La víctima de la ejecución que- 
daría pues al abrigo de la insolvencia del ejecutante y parte 
gananciosa en primera instancia. : k 

Los casos en los cuales el juez subordina la ejecución 
provisional a la prestación de una garantía son ilimitados, ya 
que el legislador sólo ha determinado aquellos en que esta ga- 
rantía no tiene que ser prestada. 


Casos en los que no es exigida una garantía. El citado ar- 
tículo 130 establece que la ejecución provisional no estará su- 
jeta garantía en los siguientes casos: 


lo. Cuando haya títuto auténtico. Para entender esta 
disposición hay que recordar la diferencia que existe entre títu- 
lo auténtico y título ejecutorio. Todo título ejecutorio es ne- 
cesariamente título auténtico; pero, inversamente, no todo tí- 
tulo auténtico es título ejecutorio. Los ejecutorios son sola- 
mente los títulos enumerados en los art. 545 del C. de Pr. Ci- 
vil ref. por la L. 679 de 1934 y 173 de la L. de R. de T. ref. 
por la L. 1860 de 1948. La parte portadora de un título eje- 
cutorio no tiene que incoar una acción contra su deudor para 
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exigirle el cumplimiento de la obligación; ella puede proceder 
directamente a practicar una ejecución forzosa, esto es, sea 
una ejecución en naturaleza, sea un embargo. En este caso la 
vía de derecho puesta a disposición de la parte no es la acción 
en justicia sino la vía de ejecución. En cambio, la parte pro- 
vistadeun título simplemente auténtico, como por ejemplo 
de una acta de conciliación, tiene necesidad de intentar una 
acción en justicia para reclamar el reconocimiento de su dere- 
cho. El juez puede ordenar en este caso la ejecución provisio- 
nal y sin fianza de su sentencia, en razón de las serias garan- 
tías de que se halla rodeado el acto auténtico, dado que es 
preparado o recibido por un oficial público, cuyas actuacio- 
nes son fehacientes. 


20. Cuando haya promesa reconocida. Se trata en este 
caso de un acto bajo firma privada reconocido como sincero 
por la parte a quien sele opone; este acto produce entre las 
partes el mismo efecto que un acto auténtico (art. 1322 del 
C. Civil). Si esa parte lo niega o lo desconoce, el acto bajo fir- 
ma privada no llega a adquirir fuerza probatoria sino después 
que el interesado pruebe su sinceridad en el procedimiento de 
verificación de escritura. 

El tribunal no podrá ordenar la ejecución provisional sin 
fianza de su sentencia sino cuando el acto bajo firma privada 
tiene fuerza probatoria, lo que ocurre en dos casos: si el acto 
ha sido espontáneamente reconocido como sincero por la par 
le contra quien es invocado; o si, contestada su sinceridad, la 
parte que lo invoca ha triunfado en el procedimiento inciden- 
tal de la verificación. Hay que recordar, a este propósito, que 
la ley da por reconocido el acto bajo firma privada cuando el 
demandado incurre en el defecto en el procedimiento de la 
verificación. 


30. Cuando haya condenación por sentencia no apela- 
da. La ley se refiere aquí a la hipótesis en que, después de 
pronunciada una sentencia, se presenten dificultades para su 


Interpretación o su ejecución. El conocimiento de estas difi- 


vultades corresponde al mismo tribunal que dictó la senten- 
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cia (salvo si se trata de un juzgado de paz), y resuelve sobre el 
asunto mediante nuevo fallo cuya ejecución provisional y sin 
fianza puede ordenarse si el demandante se lo pide. Si ha e 
tervenido apelación contra el primer fallo, el conocimiento e 
estas dificultades pasa a ser de la competencia del presidente 
de la Corte de Apelación, estatuyendo en referimiento, de 
conformidad con lo que disponen los arts. 138 y 139 de la L. 
834 (sobre los poderes del presidente de la C. de Apelación, 
V. Asuntos ante la C. de Apelación. -Poderes del Presidente, 
ibro VI, cap. IV, Sec. T). AR 

= TE pen pot ad anteriormente constituían en la 
antigua legislación, las situaciones en las cuales el juez estaba 
obligado, de conformidad con lo dispuesto por el antiguo art. 
135 a conceder la ejecución provisional sin fianza (ejecución 
provisional imperativa). 


En la actualidad, pese a que el art. 128 de la L. 834 
adopta el principio establecido en el derecho francés (art. 515 
del Nuevo Código) que reconoce un poder soberano del juez 
en el otorgamiento de la ejecución provisional, estos casos, y 
los quescenumerana continuación, parece que conservan su 
carácter imperativo, en razón de que el legislador dominicano 
mantiene la fórmula del antiguo art. 135, 


4o. Cuando se trate de fijacióny levantamiento de se- 
llos y de formación de inventarios. Esta mención es práctica- 
mente inútil, puesto que estos asuntos, siempre urgentes, son 
tramitados en la forma de los referimientos y, en este caso, el 
auto del juez como se ha expuesto, es ejecutorio provisional- 
mente de pleno derecho (art. 105 de la L. 834, 921, 928, 
944). 


50. Cuando se trate de reparaciones urgentes, de lanza- 
miento de lugares, cuando no haya contrato de arrendamien- 
to o cuando esté vencido el término estipulado en el contrato. 
Casosestosúltimos de la competencia del j. de paz (art. lo. 
mod. por la L. 845 de 1978). 


-416— 





LIBRO VII — LA SENTENCIA 


60. Cuando se trate de secuestrarios, comisarios y guar- 
dianes. 0) 


7o. En los casos de admisión de fiadores y certificado- 
res. El certificador es el fiador del fiador. Esta mención es 
también superabundante puesto que, de acuerdo con lo que 
dispone el art. 521 las sentencias intervenidas en esta materia 
son ejecutorias provisionalmente de pleno derecho. 


80. Cuando se trate de nombramiento de tutores, cura- 
dores y demás administradores. Como por éj. el consultor ju- 
dicial y de rendición de cuentas. En cuanto a esto último, de 
acuerdo con el antiguo art. 135 se consideraba que éste abar- 


caba tanto la sentencia que ordena la rendición de cuentas 
roma la ame la anmeha 


9o. En materia de pensiones y de provisiónes de ali- 
mentos, lo que se justifica por la naturaleza misma del asunto. 

Estos últimos casos, eran considerados por el antiguo 
derecho, como de ejecución provisional facultativa (antiguo 
art. 135); el juez no estaba obligado a prescribir la ejecución 
provisional y sin fianza de su sentencia, sino que podía orde- 
nar ésta si se le pedía y al hacerlo conceder ese beneficio, a su 
elección, con o sin fianza. 

Existe una diferencia sustancial entre la legislación fran- 
cesa y las disposiciones de la L. 834. En efecto, el art. 515 del 
Nuevo Código establece el principio general adoptado por el 
art. 128 de la L. 834 como se ha expresado. Pero respecto de 
la constitución de una garantía (art. 517 del Nuevo Código), 
reconoce al juez un poder soberano para acordarla o rechazar- 
la: su constitución es posible en todos los casos. 


En relación a las costas. Como antes se expresó el 
art. 128 de la L. 834 determina que la ejecución provisional 
no podrá pronunciarse por las costas. Se trata de un caso de 
ejecución provisional prohibida. 

(19) El antiguo Art. 135 (Art. 130 de la Ley 834) mencionada además los “Co- 
misarios”, que no existen en nuestro derecho. En el antiguo derecho fran- 


cés eran los guardianes de inmuebles embargados (Glasson, Precis de pro- 
cedure civile, 2a. ed., 1 539). 
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SECCION Il — GARANTIA 


Constitución. Como se ha expuesto, el art. 130 de la L. 
834 establece quela ejecución provisional estará subordinada 
a la constitución de una garantía, real o personal, y podrá 
consistir además en una suma de dinero suficiente para res- 
ponder de todas las restituciones y reparaciones. Sólo excep- 
túa los casos enumerados anteriormente. 

El art. 131 de la citada ley establece, por otra parte, que 
la naturaleza, la extensión y las modalidades de la garantía 
son precisadasporlasentencia que prescribe la constitución. 
Asimismo, establece el art. 132 que, en caso de que la garan- 
tía consista en una suma de dinero, ésta será depositada en 
consignación en la Colecturía de Rentas Internas como tam- 
bién podrá serlo a solicitud de una de las partes, por el depó- 
sito de la suma de dinero en manos de un tercero comisiona- 
do a este efecto. En caso de que el juez ordene esta última 
medida, deberá hacer constar en su sentencia las modalidades 
del depósito y particularmente la tasa del interés que produ- 
cirá la suma depositada. 

En principio, es el litigante que solicita la ejecución pro- 
visional quien propone el tipo de garantía que está en condi- 
ciones de ofrecer: fianza, hipoteca, depósito de suma de di- 
nero, prenda, etc. Pero corresponderá al juez determinar li- 
bremente la garantía que será suministrada, la que deberá 
garantizar al litigante lo mejor posible las restituciones y da- 
ños y perjuicios que pudieren eventualmente serle adeuda- 
dos. 

En caso de que el tercero rehusare el depósito, la suma 
será depositada en la Colecturía de Rentas Internas. 

El art. 133 establece por otra parte que si el valor de la 
garantía no puede ser apreciado inmediatamente, el juez in- 
vitará a las partes a presentarse ante él en la fecha que fije, 
a fin de que sean presentadas las justificaciones sobre su valo- 
ración. 

La misma disposición legal establece que la decisión so- 
bre la garantía no es susceptible de recursos. Esta decisión 
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será mencionada sobre la minuta y sobre las copias de la sen- 
tencia. 


Consignación. En los casos especiales en que se trata de 
condenación al pago de otras sumas que no consistan en ali- 
mentos o rentas indemnizatorias, la arte condenada puede 
evitar que se ordene la ejecución provisional, consignando, 
con autorización del juez, las especies o los valores suficientes 
para garantizar, en principal intereses y gastos, el monto de la 
condenación. Asimismo, encaso de condenación a la entrega 
de un capital en reparación de un daño corporal, el juez pue- 
de ordenar que este capital sea confiado a un secuestrario a 
cargo de entregar periódicamente a la víctima la parte de ella 
que el juez determine (art. 134 de la L. 834). 

Por otra parte, el art. 135 de la citada ley permite al juez, 
en cualquier momento, autorizar la sustitución de la garantía 
primitiva por una garantía equivalente. 


SECCION III— SUSPENSION DE LA 
EJECUCION PROVISIONAL 


Competencia. Casos. De conformidad con lo establecido 
por el antiguo art. 136, “cuando los jueces hayan omitido 
pronunciar la ejecución provisional, no podrán ordenarla por 
una segunda sentencia, salvo a las partes el pedirla en apela- 
ción ”. 


La ejecución provisional, una vez ordenada en primera 
instancia, no podía ser suspendida si no mediante el uso de 
las vías de la apelación. 

De conformidad con lo dispuesto por los arts. 137, 
138 y 139 de la L. 834, la facultad de suspender la ejecu- 
ción provisional ordenada por el juez del primer grado, com- 
pete exclusivamente al presidente del tribunal de alzada (dicha 
ley se refiere impropiamente al presidente de la c. de apela- 
ción), estatuyendo en referimiento, con motivo de un recur- 
so de apelación, en los siguientes casos: lo. siestáprohibida 
por la ley: 20. si hay riesgo de que entrañe consecuencias ma- 
nifiestamente excesivas. 








Por otra parte, el presidente en apelación, puede acor- 
dar la ejecución provisional cuando ésta no ha sido solicitada 
en primera instancia, o habiéndolo sido, el juez haya omitido 
estatuir, así como en el caso de que la ejecución provisio- 
nal haya sido rehusada. La ejecución provisional puede ser 
suspendida asimismo en los casos de sentencias impropiamen- 
te calificadas en última instancia (art. 141 de dicha ley). 

Desde luego, la ejecución provisional nunca podrá ser 
suspendida cuando se trata de una decisión ejecutoria de ple- 
no derecho, como lo son por ej. las ordenanzas de referimien- 
to (sobre los poderes del presidente v. Asuntos ante la c. de 
apelación. Poderes del Presidente, en el libroVI, Título VI, 
Cap. IV, Sec. D. 


SECCION IV — EFECTOS DE LA 
EJECUCION PROVISIONAL 


En cuanto a la parte perdidosa. La ejecución provisio- 
nal puede ser total o parcial. Puede en efecto, ser acordada 
por el todo o parte de la condenación (art. 128 de la 
L. 834). 

Esta posibilidad no era reconocida por el antiguo de- 
recho: la ejecución provisional debía ordenarse por el total 
de las condenaciones. 

En esta materia el juez tiene libertad para decidir, de 
acuerdo con las circunstancias de la causa, si procede o no 
acordarla en forma total o parcial. 

De acuerdo con el principio general establecido en el 
art. 116 de la L. 834 la sentencia que ordena la ejecución 
provisional no puede ser ejecutada sino después de su notifi- 
cación, a menos que la ejecución sea voluntaria. 

Excepcionalmente, cuando los casos requieran celeridad 
la ejecución puede ser ordenada sobre minuta. Entonces la 
presentación de la sentencia vale notificación (v. el texto 
legal citado). 

Pero, si la ejecución provisional ha sido subordinada a 
la prestación de una garantía, ésta deberá ser otorgada antes 
de la ejecución. 
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En cuanto a los terceros. La ejecución provisional por 
otra parte, puede ser ordenada contra un tercero en virtud 
de lo dispuesto por el art. 119 de la L. 834 en cuya virtud 
“Los levantamientos, radiaciones de seguridades, mencio- 
nes, transcripciones o publicaciones que deben ser hechas 
en virtud de una sentencia, son válidamente hechos a la vista 
de la producción, por todo interesado, de una copia certifi- 
cada conforme de la sentencia, o de un extracto de ella y si 
no es ejecutoria a título provisional, de la justificación de su 
carácter ejecutorio. Esta justificación puede resultar de un 
certificado expedido por el abogado”. 

La disposición legal transcrita, traducción del art. 506 
del Nuevo Código de Procedimiento Civil Francés, puso fin al 
sistema del antiguo derecho, especialmente a las disposiciones 
del art. 548 del Código Civil que exigía que las sentencias que 
pronuncian la suspensión: de un acto de oposición, la cance- 
lación de una inscripción hipotecaria, un pago o cualquier co- 
sa que deba hacer un tercero o que deba hacerse contra él, 
“no serán ejecutorias por dichos terceros o contra éstos, 
ni aún después de transcurridos los plazos de la oposición 
o de la apelación, sino en virtud del certificado del abogado 
de la parte ejecutante conteniendo la fecha de la notifica- 
ción de la sentencia hecha en el domicilio de la parte conde- 
nada y en vista del certificado del secretario, haciendo cons- 
tar que no existía contra la sentencia ni oposición ni apela- 
ción”. 

La ejecución de las sentencias contra terceros pues, obedecía a 
reglas muy estrictas, puesto que suponía que la sentencia para ser ejecu- 
tada, no podía ser susceptible de ninguna vía de recurso. 

De aquí que la jurisprudencia francesa no admitía la posibilidad 
de que fuera ordenada la ejecución provisional de una sentencia contra 
un tercero, como por ej. contra un conservador de hipotecas, o un ofi- 
cial del estado civil. Esta solucción era aplicada asimismo aún en los ca- 
sos de ejecución provisional legal, como por ej. en los casos de ordenan- 
zas de referimiento, aunque finalmente la corte de casación francesa lo 
admitió en este último caso. 

Consecuencia de ello era que en muchos casos se usara el expe- 
diente de la citación al tercero en declaración en sentencia común, para 
hacerlo parte del proceso. 
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Cómo es solicitada y concedida. La demanda tendiente 
a obtener la ejecución provisional puede ser formada en to- 
do estado de causa. 

Según lo establece el art. 129 de la L. 834, la ejecución 
provisional debe ser ordenada por la decisión que estatuye 
sobre la contestación, salvo los casos previstos en los art. 138 
y 139, esto es, cuando la ejecución provisional es ordenada 
por el Presidente en grado de apelación estatuyendo en refe- 
rimiento. 


Sentencias comerciales, La antigua legislación no conte- 
nía disposición expresa respecto a la ejecución provisional de 
las sentencias comerciales en defecto. En lo que respecta a las 
sentencias contradictorias, el art. 439 disponía que los j. de 
primera instancia podían ordenar la ejecución provisional de 
sus sentencias no obstante apelación y sin fianza, cuando 
haya título auténtico no impugnado o condenación preceden- 
te, acerca de la cual no se haya interpuesto apelación; en los 
demás casos, la ejecución provisional no podía ordenarse sino 
a cargo de fianza o justificandose solvencia bastante en aquel 
en cuyo favor se acuerda (v. Casación, 21 de diciembre, 
1928, B. J. 221, p. 17). La ambiguedad de esta disposición 
dió lugar a diversas opiniones acerca de si en materia comer- 
cial la ejecución provisional era de derecho, o por el' contra- 
rio se trataba de un caso de ejecución provisonal imperativa o 
facultativa, según que hubiera o no título no impugnado o 
condenación precedente. Como antes se expresó (v. supra, 
Antigua legislación. Evolución). la ejecución provisional de 
las sentencias comerciales contradictorias o en defecto, está 
regida por las disposiciones de carácter general del art. 128 de 
la L. 834. 

Sentencias del J. de paz. En lo que respecta al procedi- 
miento ante el J. de paz, el art. 17 delC. de Pr. Civil dispone 
que “la ejecución provisional y sin fianza se ordenará siem- 
pre que haya título auténtico, promesa reconocida o conde- 
ración anterior de que no se haya apelado” (v. Casación. 22 
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de agosto de 1919, B. 3.111, p. 11). En los demás casos, el 
mismo art. 17 dispone que “el alcalde podrá ordenar la ejecu- 
ción provisional de sus sentencias sin fianza, siempre que se 
trate de pensiones alimenticias, o que la suma no exceda de 
70 pesos; y a cargo de fianza cuando excediera de dicha su- 
ma”. 

Como se ha expresado (v. supra, Justificación), el sis- 
tema establecido por los arts. 127 a 139 de la L. 834 tien- 
de, entre otras cosas, a unificar el procedimiento para obtener 
la ejecución provisional en todas las jurisdicciones. En tal sen- 
tido, no parece que los poderes del j. de paz en esta materia, 
se encuentren limitados, en la actualidad, por el citado art. 
17, sino que éstos se encuentran regidos por los principios es- 
tablecidos en los arts. 128 y sigs. dela L. 834 de 1978. 


CAPITULO IV — OTROS PRONUNCIAMIENTOS 


Plazo de gracia. El art. 1244 del C. Civil, al mismo tiem- 
po que autoriza al acreedor a negarse “a recibir en parte el 
pago de una deuda, aunque sea divisible”, permite a los jue- 
ces “en consideración a la posición del deudor, y usando de 
este poder con mucha discreción, acordar plazos moderados 
para el pago, y sobreseer en las ejecuciones de apremio, que- 
dando todo en el mismo estado: es lo que se llama conceder 
un plazo de gracia (Casación, 22 de diciembre 1983, B. J. 281, 
p. 24). Los art. 123 a 126 de la L. 834 de 1978, que deroga- 
ron los art. 122 y sig. del C. de Pr. Civil determinan la forma 
dé conceder este plazo, y los efectos de su concesión. 

La concesión de plazos de gracia constituye una merma 
al principio de la libertad de las convenciones, consagrada 
por el art. 1134 del C. Civil, puesto que, al otorgarlos, el juez 
autoriza al deudor a cumplir su obligación en otra época que 
la en que él había prometido. Se justifica esta facultad ju- 
dicial extraordinaria por consideraciones de humanidad. 

Salvas las restricciones que se consignarán luego, el juez 
tiene potestad discrecional para apreciar la oportunidad de 
conceder el plazo de gracia (Casación, 17 de marzo de 1937 
B. J. 320. p. 143), para ponderar la necesidad que del plazo 
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tiene el deudor, para fijar la duración del plazo, y, por úl- 
timo, para tomar en consideración el daño que el otorgamien- 
to del plazo pueda inferir al acreedor. 4 

El plazo de gracia puede ser concedido de oficio a un 
deudor que no lo ha solicitado. Esto no implica decisión 
ultra petita; lo que en este caso hace el tribunal es otorgar al 
demandante menos de lo que él reclama, en beneficio del de- 
mandado. 

La facultad que tienen los jueces de conceder plazos 
de gracia es una norma de orden público (Casación, 30 de 
mayo de 1935, B. J. 298, p. 176); el derecho del deudor de 
obtenerlo es, pues, irrenunciable, i f 

El plazo de gracia puede ser motivo de una acción prin- 
cipal e introductiva de instancia, ejercida por el deudor con- 
tra su acreedor, con el fin de que se le conceda. En este caso 
la concesión del plazo constituye el objeto del pronuncia- 
miento principal de la sentencia. j 

Todo deudor puede obtener plazos de gracia a menos 
que la ley lo prohiba, o que declare al deudor incapaz o indig- 
no de obtenerlos. El art. 125 de la L. 834 prohibe conce- 
der plazos de gracia, y quita al deudor el beneficio de los pla- 
zos obtenidos por él, en los siguientes casos: si sus bienes han 
sido embargados por otros acreedores; si se hubiera iniciado 
en su contra el procedimiento preliminar de la quiebra; si 
el deudor, por su hecho, hubiera disminuido las garantías 
que había dado por el contrato a su acreedor. 

El plazo de gracia tiene que resultar de la misma senten- 
cia que estatuye sobre la contestación, y mediante la cual el 
juez queda desapoderado del proceso (art. 123 de la L. 834; 
Casación, 22 de diciembre, 1933, B. J. 281, p. 22). Después 
de pronunciada la condenación, el deudor no puede solicitar 
el plazo de gracia, ni por acción principal, ni mediante 
oposición a las persecuciones incoadas contra él en virtud de 
la sentencia condenatoria. 

De acuerdo con el art. 124 de la citada ley, el punto de 
partida del plazo de gracia es el día de la sentencia, cuando 
fuese contradictoria, y el de su notificación, cuando fuese en 
defecto o reputada contradictoria. 
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Cuando ha obtenido un plazo de gracia, el deudor no 
puede ser perseguido por el acreedor, hasta tanto expire el 
plazo; pero el acreedor puede practicar actos conservatorios 
de su derecho, dispone el art. 126 de la L. 834. 

En los siguientes casos los tribunales no pueden otorgar 
plazos de gracia: cuando el acreedor haya hecho transcribir o 
inscribir un embargo sobre los inmuebles de su deudor (art. 
1244 del C. Civil, adicionado por el art. 3 de la L. 764 de 
1944; Casación, 23 de abril, 1933, B. J. 273, p.14); cuandose 
ha estipulado en una venta de inmuebles la resolución de 
pleno derecho si el comprador no paga el precio en un plazo 
determinado, y si dicho comprador no ha pagado a pesar de 
la intimación que se le ha hecho (art. 1656 del C. Civil); 
cuando en una venta con cláusula de retrocesión el vendedor 
no ha ejercido su derecho dentro del plazo estipulado (art. 
1661 del C. Civil); en caso de préstamo de consumo, cuando 
se ha estipulado un término para la devolución (art. 1900 
del C. Civil); para el pago del importe de una letra de cambio 
o de un pagaré a la orden (art. 157 y 187 del C, de comercio; 
Casación, 30 de mayo de 1936, B. J. 3 10, p. 258). 

Cuando se trata de créditos garantizados con hipoteca, 


el art. 1244 del C. Civil, adicionado porel art. 3 de la L. 764 
de 1944, dispone: 1ro., que el plazo de gracia no excederá de 


seis meses, y que solamente podrá ser concedido a los deu- 
dores que hayan pagado intereses de su deuda, o que los 
paguen en el momento de pedir el plazo .2o., que el beneficio 
del plazo de gracia se pierde desde el momento en que se 
compruebe que el deudor no está cumpliendo con las condi- 
ciones mediante las cuales le fue otorgado. 

Indemnizaciones a liquidar por estado. El cobro de una 
indemnización puede ser el objeto único de la acción en 
Justicia; en este caso el pronunciamiento principal contenido 
en la sentencia es la condena a pagar la indemnización, Pero 
es posible que la sentencia contenga una condenación princi- 
pal, por ej. el pronunciamiento de la nulidad o de la resolución 
de un contrato, al mismo tiempo que condene al demandado 
a indemnizar al demandante el perjuicio que le ha causado. 
En estos casos la condenación al resarcimiento de los daños 
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constituye un pronunciamiento accesorio con respecto al 
pronunciamiento de la nulidad o de la resolución. 

La materia de las indemnizaciones reparatorias de los 
daños causados al demandante está regida diferentemente, 
según que se trate de partes ligadas por una convención o de 
partes entre las cuales no existe relación convencional alguna. 
En el primer caso hay falta contractual, y la reparación del 
daño está regulada por los art. 1146 y s. del C. Civil. En el 
segundo caso hay falta delictiva, y la reparación del daño está 
regulada por los art. 1382 y s. del C. Civil. S è 

En la sentencia que condene al pago de una indemniza- 
ción el tribunal puede optar, de conformidad con lo que 
dispone el art. 128, entre liquidar la indemnización en la 
misma sentencia u ordenar que la liquidación sea hecha por 
estado. 

Toda demanda en reparación de perjuicios promueve, en 
efecto, dos cuestiones sucesivas ; la de saber si hay perjuicio, y 
la de determinar el monto del perjuicio. Cuando la primera 
cuestión ha sido resuelta afirmativamente, el art. 128 manda 
que el tribunal, si tiene desde ese momento en su poder los 
elementos necesarios para efectuar la evaluación del perjuicio, 
lo haga por la misma sentencia que estatuye sobre lo princi- 
pal. Si, por el contrario, no es posible hacer esa evaluación en 
la misma sentencia, el art. 128 manda que el tribunal ordene 
que la liquidación sea hecha por estado. Los art. 523 y 524 
prescriben el procedimiento a seguir en este caso, El deman- 
dante debe dar a conocer a la parte demandada, por acto de 
abogado a abogado, la evaluación de los perjuicios; a ese acto 

debe responder el demandado, en la misma forma, haciendo 
al demandante oferta de la suma en que estime los perjuicios. 
Si el demandado no hace ofertas o si las que hizo no son 
aceptadas por el demandante, el asunto es llevado a audiencia 
por simple acto. El tribunal dicta entonces una segunda 
sentencia que liquida los perjuicios. 
Se admite generalmente que el tribunal puede, al dictar 
la sentencia condenatoria al pago de una indemnización a 
liquidar por estado, conceder al demandante, a título 
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provisional, el derecho de cobrar, antes de la liquidación, la 
suma que, desde ese primer momento, aparezca ciertamente 
exigible. 

Antes de la puesta en vigor de la L. 91 de 1983, que 
creo el Colegio de Abogados, ante los j. de paz y en materia 
comercial ante los j. de primera instancia, este procedimiento 
se llevaba a cabo mediante notificaciones a las partes; siendo 
obligatorio a partir de la citada ley el ministerio de abogado, 
no parece haber distinción y las notificaciones serán hechas 
por acto de abogado a abogado. R 

Restitución de frutos. La demanda en restitución de 
frutos puede ser el objeto único del proceso, o puede consti- 
tuir, en cambio, un accesorio de la demanda principal. Esto 
ocurre, por ej., en la reivindicación dirigida contra un po- 
seedor de mala fe, quien debe restituir al demandante el 
inmueble reivindicado conjuntamente con los frutos que 
haya producido (art. 549 del C. Civil). Sea que la restitución 
de frutos constituya el pronunciamiento principal o que sólo 
constituya un pronunciamiento accesorio de la sentencia, el 
procedimiento es el mismo, de conformidad con lo que 
dispone el art. 129. Esas sentencias “ordenarán que sea en 
naturaleza por lo que respecta al último año; y por lo que 


hace a los años precedentes, según los precios corrientes en el 
mercado más próximo; teniéndose en cuenta las estaciones y 


los precios comunes del año; y a falta de precios corrientes, 
por la opinión de peritos”. El art. 129 agrega que si fuere 
imposible la restitución en naturaleza de los frutos del último 
año, “se hará del mismo modo prescrito para la de los años 
precedentes”. 

Supresión de escritos calumniosos. 'El art. 1036 dispone 
que los tribunales podrán, aun de oficio, pronunciar por 
mandamiento expreso la supresion de memoriales y otros 
escritos calumniosos. Este poder puede ser ejercido por todos 
los tribunales, ordinarios o de excepcion y por la S. C. de 
Justicia (Casación, 19 de febrero, 1982, B. J. 855, p. 231). 

Publicación del fallo. El mismo art. 1036 autoriza a 
todos los tribunales, en las mismas condiciones, a prescribir la 
publicación de sus sentencias por medio de la prensa. Esta 


= 427 = 




















medida puede ser prescrita conjuntamente con la que ordena 
la supresión de un escrito calumnioso, o ser ella sola motivo 
de un pronunciamiento. 


TITULO V — EXPEDICION Y NOTIFICACION 


Original y copias. Luego de pronunciada, el original de 
la sentencia queda a cargo del secretario, como parte del 
archivo del tribunal que él tiene bajo su custodia (art. 72 de 
la L, de O. J.), y de la cual tendrá que expedir copias. Estas 
son de dos clases: primera copia ejecutoria y copias no 
ejecutorias. 

La primera copia ejecutoria de la sentencia es la que el 
secretario está obligado a expedir a la parte que ha obtenido 
ganancia de causa (art. 545 ref. por la L. 679 de 1934), y so- 
lamente a ella en esa calidad. Esto es importante en vista de la 
disposición del art. 1238 del C. Civil, según la cual la entrega 
de esta primera copia a la parte perdidosa vale como presun- 
ción de quita o de pago, salva la prueba contraria. Cuando 
varias partes han obtenido ganancia de causa, cada una tiene 
derecho a obtener una primera copia ejecutoria. Esta primera 
copia ejecutoria de la sentencia es un título ejecutorio, en 
cuya virtud la parte gananciosa puede ejercer las vías de eje- 
cución contra la parte perdidosa. 

Cuando una primera copia ejecutoria es destruida o per- 
dida accidentalmente, la parte gananciosa puede obtener del 
secretario una segunda primera copia ejecutoria, mediante el 
cumplimiento de los trámites previstos en los art. 844, 853 y 
854. 

La ley no ha previsto la pérdida o la destrucción del ori- 
ginal de una sentencia civil o comercial. Se admite que en este 
caso son aplicables, por analogía, las disposiciones contenidas 
en los art. 378 y 379 del C. de Pr. Criminal: toda persona que 
tenga en su poder una copia auténtica de la sentencia cuyo 
original haya sido destruido está obligada a entregarla en se- 
cretaría, a fin de que sea considerada como original, pudien- 
do esa persona exigir que se le expida gratuitamente otra co- 
pia auténtica. 
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Las copias no ejecutorias, sean certificadas o simples, 
deben ser expedidas por el secretario a todo el que las solici- 
te, mediante el único requisito de que pague el importe de los 
impuestos correspondientes. Es una aplicación del principio 
de la publicidad del ejercicio judicial, y particularmente de 
los registros judiciales (art. 87 y 853). 

La notificación. Es el acto procesal preparado a reque- 
rimiento de una de las partes del proceso, mediante el cual la 
sentencia es llevada a conocimiento de la otra parte. En regla 
general, la ley no considera suficientemente conocida la sen- 
tencia por la parte que sucumbe por el sólo hecho de su pro- 
nunciación en la audiencia: paria sunt non esse et non signi- 
ficari. Esto no significa, sin embargo, que todos los efectos de 
la sentencia se produzcan únicamente a partir de su notifica- 
ción. Desde el momento de su pronunciación, la sentencia 
produce algunos efectos: contiene una declaración de dere- 
cho en favor de la parte gananciosa, y ésta puede practicar 
desde ese momento los actos conservatorios de su derecho, 
especialmente el de inscribir o el de registrar la hipoteca judi- 
cial. 

La notificación de la sentencia tiene dos finalidades: sir- 
ve de preliminar a la ejecución forzosa; hace correr los plazos 
para el ejercicio de las vías de recurso (Casación, 15 de octu- 
bre de 1926, B. J. 195, p. 3;,30 de octubre de 1934, B. J. 
327, p. 576120) 

Conviene no obstante, tener en cuenta, como se expon- 
drá más adelante (infra, Cap. V), que en la actualidad, de 
acuerdo con los principios establecidos en la L. 834 (arts. 
113 y s.) la sentencia adquiere la fuerza ejecutoria cuando no 
es susceptible de ningún recurso ordinario. 

Hay sentencias que pueden ser ejecutadas sin necesidad 
de ser notificadas, como por ej. la que da acta de la constitu- 
ción del abogado en audiencia en caso de demanda a breve 
plazo (art. 76). 

* En todas las materias en que el ministerio de abogado es 


(20) El asunto será tratado a propósito de los recursos. 
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obligatorio, las sentencias son objeto de dos notificacio- 
nes: una al abogado, otra a la parte. 

Por consiguiente, todas las sentencias del j. de paz, de 
los j. de primera instancia tanto en materia civil como comer- 
cial, las de c. de apelación, deberán ser objeto de esta doble 


notificación. 
Notificación a abogado. De acuerdo con lo expresado, 


y en virtud de lo dispuesto por el art. 147 del C. de Pr. Civil 
y 17 de la L. 91 de 1983, las sentencias deben ser siempre no- 
tificadas al abogado de la parte adversa, en los casos en que 
haya abogado constituído. En ciertos casos basta la notifi- 
cación al abogado; pero generalmente la sentencia debe tam- 
bién ser notificada a la parte. 

La notificación de la sentencia al abogado es un acto de 
indiscutible utilidad. En los asuntos antes indicados el abo- 
gado asume la entera representación de su cliente; a él corres- 
ponde pues, aconsejarle acerca del partido que debe tomar 
frente a una sentencia desfavorable; ejecutarla en caso de con- 
formidad; interponer el correspondiente recurso en caso con- 
trario. 

La notificación al abogado es la únicamente exigida 
cuando se trata de una sentencia preparatoria o de una sen- 
tencia interlocutoria, en razón de que se trata de fallos enca- 
minados a la instrucción del asunto, la cual se halla confiada 
a los abogados. También es suficiente la notificación al abo- 
gado cuando la sentencia, aun siendo provisional o definiti- 
va, no contiene condenación. 

Es discutida la cuestión de saber si basta la notificación 
al abogado cuando se trata de sentencia que ordena una me- 
dida de instrucción en que la parte deba participar personal- 
mente, como por ej. una comparecencia personal, un jura- 
mento. Se ha pretendido que en este caso sería necesario no- 
tificar también la sentencia a la parte misma; pero no exigién- 
dolo expresamente la ley, es preciso admitir que basta la noti- 
ficación al abogado.?P 


(21) En Francia, el art. 152 del Nuevo Código de Procedimiento Civil expresa 
que las sentencias que ordenan o modifican una medida de instrucción en 
el curso de la instancia no tienen que ser notificadas. Los arts. 154, 157 y 
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Cuando no hay abogado en causa, porque ha muerto o 
ha cesado en el ejercicio de la profesión, basta la notificación 
a la parte (art. 148), debiéndose mencionar en esa notifica- 
ción el hecho que motiva la falta de abogado. 

Cuando hay varias partes con distintos abogados, cada 
uno de éstos debe recibir una copia de la notificación de la 
sentencia. Cuando varias partes han constituído colectiva- 
mente a un único abogado, se admite generalmente que basta 
una sola notificación a éste; pero es preferible, especialmen- 
te cuando las partes no tienen el mismo interés, hacer tantas 
notificaciones como partes haya. 


Notificación a parte. Cuando se trata de sentencias de- 
finitivas o de sentencias provisionales que contengan conde- 
nación, la ley exige que sean también notificadas a la parte 
condenada, a su persona o en su domicilio, y que en la noti- 
ficación se mencione que la. sentencia fue también notifica- 
da al abogado (art. 147). > 

Cuando hay varias partes condenadas, cada una de ellas 
debe recibir una copia de la notificación de la sentencia, con- 
forme al principio general que rige en esta materia (supra, 
Libro III, Cap. I, Sección I), aún cuando ellas sean marido 
y mujer. 


Notificación conjunta. En la práctica, si el abogado y 
su cliente residen en la misma localidad, se acostumbra hacer 
la notificación de la sentencia a ambos simultáneamente, 
mediante un solo acto. 


160 no se refieren realmente a notificaciones, sino a convocatorias a cargo 
del tribunal; en lo que respecta a la ejecución d e dichas sentencias se esta- 
blece que éstas serán ejecuta das por iniciativa del juez o de las partes, según 
las leyes propias de la materia, en virtud de un extracto o de una copia cer- 
tificada de la sentencia. Las modificaciones introducidas por la L, 834 de 
1978 (arts. 97 a 99) ponena cargo del secretario la convocatoria de los tes- 
tigos, y la de suministrar a las partes una información de la fecha en que se 
realizará la medida de instrucción, pero no se refieren expresamente a la 
notificación de la sentencia que la ordena, aunque la convocatoria supone 
que por lo menos suscintamente se da a conocer el fallo a los testigos y a la 
parte. Como no existe por tanto previsión legal respecto de la notificación 
al abogado, parece necesario observar esta formalidad de acuerdo con lo ex- 
presado, salvo cuando la sentencia fuere dictada en presencia de las partes y 
de sus abogados, en cuyo caso tendrían conocimiento legal. 
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Mención del plazo del recurso. De acuerdo con el art. 
156 mod. por la L. 845 de 1978, la notificación de la senten- 
cia en defecto o reputada contradictoria deberá contener a 
pena de nulidad, la mención del plazo de la oposición fijado 
por el art, 157 o del plazo de la apelación establecido por el 
art. 443, según sea el caso (Casación: 13 de febrero, 1984, 
B. J. 879, p. 243; 28 de julio, 1984, B. J. 884, p. 1830). 


Ejecución sobre original. El art. 116 de la L. 834 esta- 
blece como regla general que las sentencias no pueden ser eje- 
cutadas contra aquellos a quienes se les opone sino después 
de haber sido notificadas, a menos que la ejecución sea volun- 
taria... Dicha disposición consigna la excepción, al establecer 
que, en caso de ejecución sobre minuta, la presentación de 
ésta vale notificación. Este principio ha sido establecido ade- 
más en los art. 17 del C. de Pr. Civil para las sentencias de los 
j. de paz y 24 de la L. de O. J. ref. por la L. 735 de 1934, que 


autorizan al juez a ordenar, en los casos que hubiere peligro * 


en el retardo, la ejecución de la sentencia sobre original. El 
art. 105 de la L. 834 para los referimientos, autoriza al juez 
“en caso de necesidad” a ordenar la ejecución a la vista de la 
minuta. 

En estos casos, el original es entregado al alguacil, a fin 
de que proceda a los actos de ejecución, y lo devuelva des- 
pués al secretario. 


Sentencias del T. de Tierras. De las sentencias interveni- 
das en el proceso de saneamiento inmobiliario no hay necesi- 
dad de expedir copias a los interesados, porque los trámites 
posteriores a la pronunciación están a cargo, no de ellos, si- 
no del Secretario y del mismo tribunal. 

Como se ha expuesto, en efecto, la sentencia dictada en 
jurisdicción original pasa automáticamente al T. S. de Tierras, 
para ser revisada, haya o no recurso de apelación. Por otra 
parte, la sentencia emanada del T. S. de Tierras, es ejecutada 
mediante la expedición de un decreto de registro, que va a 
constituír, una vez transcrito en el libro-registro, el primer 
certificado de título de los derechos mandados a registrar por 
la sentencia, 
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Los plazos para impugnar las sentencias del T. de Tie- 
tras, corren a partir de su publicación, formalidad que, en es- 
ta materia, reemplaza a la notificación, y que consiste en su 
fijación en la puerta principal del tribunal (art. 118 y s. de la 
L. de R. de T.).22 


Además, el secretario deberá remitir copia del dispositi- 
vo de la sentencia a las partes interesadas; pero el plazo para 
interponer Jos recursos comienza a computarse a partir de 
la publicación, no a partir del envío del aviso (art. 118 y s. 
de la L. de R. de T.). 


(22) Este sistema de llevar a conocimiento de los interesados el contenido de la 
sentencia es evidentemente imperfecto, porque supone que las partes man- 
tienen una estricta vigilancia sobre la marcha del proceso de saneamiento, y 
qué en consecuencia se hallan en condiciones de verificar, con el examen de 
las sentencias fijadas en la puerta del tribunal, cuándo ha sido publicada la 
que les concierne. Tal suposición, es como se comprende, absolutamente 
infundada. La inmensa mayoría de los reclamantes en el saneamiento 
inmobiliario son personas pobres e inexperimentadas, ignorantes de los trá- 
mites procesales, y casi siempre abruma das por las inmediatas preocupacio- 
nes del trabajo cotidiano, Asisten al jucio del saneamiento para declarar 
simplemente que mantienen la reclamación que un momento antes le han 
preparado, tal vez no muy cuidadosamente, y se retiran a sus domicilios 
para no recordar más el asunto. Ignoran cuando la causa fue fallada, y en 
qué sentido. Andando el tiempo, puede que se enteren, casualmente, de 
que el tribunal de jurisdicción original rechazó su reclamación, ya en un 
momento en que transcurrió el mes que tenían para apelar, y cuyo punto 
de partida fue precisamente esa “publicación” que ignoraron, Menos mal sí 
el T. S. de T., asumiendo la defensa de ellos, en la revisión, enmienda el ye- 
rro del primer juez. Si no ocurre esto, los derechos de esos reclamantes que- 
darán definitivamente purgados o extinguidos con la sentencia final del T. 
S. de T. intervenida con relación al saneamiento. Esos indefensos reclaman- 
tes, así juzgados, condenados y despojados de sus derechos, despertarán a 
la realidad cuando se enteren de que otra persona ostenta en su poder el 
certificado de título correspondiente a lo que ellos reclamaron. Es posible 
que la desagradable noticia les llegue cuando todavía no ha expirado el pla- 
zo de un año impartido para impugnar el proceso de saneamiento por causa 

-de fraude; pero esta vía extraordinaria está erizada de difcultades, unas en 
irtud de la ley, otras como consecuencia de la interpretación harto estricta 
que se le ha dado a la ley. Si ese plazo de un año ha trancurrido, no les que- 
da entonces a esos reclamantes preteridos sino la acción contra el Estado en 
reparación del daño que les haya podido causar una inadecuada aplicación 
de la L. de R. de T.; pero siendo bastante difícil establecer la existencia de 
las condiciones requeridas para el éxito de esta acción, es lo más probable 
que tales víctimas de una demasiado mecánica aplicación de la L. de R de 
'T. pierdan inexorablemente no ya la oportunidad de obtener el reconoci- 
miento de sus derechos, sino también la ocasión de resarcirse del daño 
sufrido, cuya principal causa hay que buscar, única y exclusivamente, en su 
debilidad económica y en su impreparación técnica y jurídica. 


— 433 — 


COM 





























TITULO VI—EFECTOS DE LA SENTENCIA 
CAPITULO I-PRINCIPIOS GENERALES 


Enumeración. Con la salvedad de ciertas excepciones 
que serán indicadas oportunamente, la sentencia, por ser el 
acto jurisdiccional que termina la instancia, produce estos 
efectos: 10., desapoderamiento del tribunal del conocimien- 
to del proceso; 20., declaración o constitución de un derecho 
o de una situación jurídica, según los casos; 30., autoridad de 
cosa juzgada; 40., fuerza ejecutoria; 50., hipoteca judicial. 


Cuándo se producen. Estos efectos se producen, 
normalmente, en el acto de pronunciación de la sentencia. 
Otras formalidades posteriores a la pronunciación, especial- 
mente la notificación de la sentencia, vienen a reforzar o a 
confirmar sus efectos. 


CAPITULO M-DESAPODERAMIENTO 


En qué consiste. Con la pronunciación de la sentencia 
el tribunal agota sus poderes jurisdiccionales. Queda, por 
consiguiente, desapoderado del proceso (S. C. de Justicia, 3 
de septiembre de 1943, B. J. 378, p. 789): lata sentencia, ¡u- 
dex desinit esse iudex, Después de la pronunciación de su 
sentencia el tribunal no puede volverse a poner en contacto 
con el proceso, aunque se lo requieran todas las partes, ni 
mucho menos de oficio. La sentencia, una vez pronunciada, 
pertenece a las partes, y solamente ellas tienen desde ese mo- 
mento iniciativa para hacerla revocar o modificar, cuando sea 
contraria a sus pretensiones, recurriendo, según los casos, sea 
ante el mismo tribunal (oposición, revisión civil), sea ante un 
tribunal superior (apelación). Este principio del desapodera- 
miento del juez, y el que inviste a la sentencia con la autori- 
dad de la cosa juzgada, se basan en un motivo idéntico, el 
de que la sentencia pone fin al proceso. Aplicaciones parti- 
culares de ambos principios son las prohibiciones impuestas 
al juez, después de pronunciada la sentencia, de conceder un 
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plazo de gracia (art. 123 y s. de la L. 834 de 1978), y de pres- 
cribir la ejecución provisional (arts. 127 y s. de la citada ley). 


Limitaciones. El principio del desapoderamiento del 
juez no es absoluto. Admite las siguientes excepciones: la. 
cuando se trata de sentencias provisionales; 2a., el juez puede 
interpretar su sentencia; 3a., el juez Puede corregir su senten- 
cia; 4a., ciertas vías de recurso (oposición, revisión civil, re- 
visión por causa de fraude en el proceso de saneamiento in- 
mobiliario, tercería) pueden apoderar nuevamente al juez del 
conocimiento del proceso. 


Sentencias provisionales. Como se ha expuesto, estas 
sentencias, al no adquirir nunca la autoridad de la cosa juz- 
gada, tampoco producen el desapoderamiento del juez; en 
todo momento, antes que la instancia se termine, las partes 
pueden requerirle que modifique o revoque su decisión, fren- 
te a la superveniencia de un cambio en el estado de las cosas 
que existía en el momento en que intervino la sentencia pro- 
visional. 


Sentencias condicionales. Una práctica judicial cuya le- 
galidad encontró fuertes críticas en la doctrina admite que en 
ciertos casos el tribunal Puede, al condenar al demandado, fi- 
jar una multa por cada día de retardo en la ejecución de la 
sentencia, Es definida como una condenación pecuniaria pro- 
nunciada por el juez, cuyo fin es vencer la resistencia del deu- 
dor recalcitrante, y constreñirlo a la ejecución de la sentencia. 
Puede ser definitiva o provisional. En el primer caso, que es 
el más eficaz, el juez fija de antemano la suma a la que se con- 
dena al deudor por cada día de retardo en la ejecución de la 
sentencia; una vez ocurrido el retardo en la ejecución, no es- 
taría sujeta a modificación. En el segundo caso, el juez con- 
dena al deudor a la multa, reservándose la posibilidad de revi- 
sar su decisión, lo que obliga al acreedor a dirigirse nuevamen: 
te al juez para obtener su liquidación. 
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No es, por otra parte, una condena a pagar indemniza- 
ción. Es una medida por la cual el juez usa, no ya de su 
poder de decidir (iurisdictio), sino de su facultad de asegurar 
el cumplimiento de lo decidido (imperium). 

La jurisprudencia francesa, creadora del sistema de las 
multas conminatorias o astreintes, en sus orígenes no había 
establecido una separación entre el astreinte y los daños y 
perjuicios, de tal manera que el juez al liquidar un astreinte, 
debía justificar que el monto liquidado era el equivalente al 
perjuicio experimentado por el acreedor cuando no se eje- 
cutaba la obligación definitivamente o en el tiempo previs- 
to. Pero a partir del año 1950, la jurisprudencia francesa se 
inclinó en el sentido de considerar que el astreinte es una me- 
dida de constreñimiento distinta de los daños y perjuicios; 
es un medio de vencer la resistencia a la ejecución de una con- 
denación, y no tiene por objeto compensar el daño nacido del 
retardo, que es normalmente liquidado en función de la gra- 
vedad de la falta del deudor recalcitrante y de sus facultades 
(v. Civ. 20 de octubre, 1959, D. 1959, 537; Civ., 20 de mayo 
de 1960, Sem. Jur. 1960, IL, 11449; Civ. 17 de enero, 1961, 
Bull civ. 1961, I, No. 40, p. 33). 

Un asunto fuertemente discutido por la doctrina es el 


de determinar si podría el acreedor practicar medidas ejecu- 
torias en virtud de una sentencia que condena a astreintes. 


Se considera que, no siendo un crédito cierto, liquido y exigi- 
ble, la sentencia que condena al astreinte de carácter condi- 
cional y provisoria, que no tiene por tanto la autoridad de la 
cosa juzgada, no podría constituír un título que justifique 
una ejecución. No obstante, la mayoría de la doctrina está 
de acuerdo en que puede justificar un embargo retentivo por 
lo menos en su fase conservatoria, ya que el acreedor posee 
un título en los términos del art. 547. Lo que no podría el 
acreedor es obtener su validación. De no ser así, el astreinte 
perdería su eficacia, al no poder el acreedor ejercer por lo 
menos medidas conservatorias como son los embargos reten- 
tivos por lo menos en su fase conservatoria (v. en este 
sentido, Casación, 8 de noviembre, 1972, B. J. 744, p. 2737). 

Estas condiciones (liquidez, certidumbre y exigibilidad), 
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afirman los defensores de la validez del uso de las medidas 
ejecutorias, se cumplen, puesto que el astreinte es pronuncia- 
do bajo una condición suspensiva, y si esta condición se rea- 
liza, no hay obstáculos legales para la ejecución. 

Por otra parte, mientras la resistencia del deudor no. se 
ha consumado, nada impide que el crédito exista provisio- 
nalmente, y pueda servir de base a un embargo como cual- 
quier otro crédito bajo condición resolutoria. 

La exigibilidad del crédito por otra parte, se justifica, 
porque el astreinte, que no puede equipararse a un plazo de 
gracia, sino que efectivamente es un medio de constreñimien- 
to, sólo puede ser detenido por el ejercicio de una vía de re- 
curso (apelación, oposición), salvo que se haya obtenido la 
ejecución provisional, o que sea ésta de derecho. 

En Francia, la institución del astreinte fue consagrada 
legalmente en forma general, en virtud de la L. 72-626 del 
5 de julio de 1972, luego incluída en el Nuevo Código de 
Procedimiento Civil por disposiciones expresas en los arts. 
11, 134, 137, 139, y 491. 

La L. 834 de 1978 lo consagra en los arts. 53 y 54 cuan- 
do faculta al juez en el procedimiento de la comunicación de 
documentos a condenar a astreintes en los casos de negativa 
de una parte a restituir los documentos comunicados. El art. 
107 de la referida L. 834 autoriza al juez, en referimiento a 
pronunciar condenaciones a astreintes, pudiendo liquidarlos 
a título provisional. Pero, de manera general, la condenación 
a astreintes es de uso frecuente en todas las jurisdicciones, 
incluyendo el T. de Tierras. 

Se admite asimismo, que tiene carácter condicional la 
sentencia que condena a pagar una indemnización a liqui- 
dar por estado, así como las que imponen una pensión ali- 
menticia en materia de divorcio. 

La jurisprudencia y doctrina consideran que estas deci- 
siones de carácter condicional, no contradicen el principio del 
desapoderamiento del juez.22 


(23) V. respecto de las multas conminatorias o astreintes: Savatier, L’ execu- 
tion des condemnations au payements d' un astreinte, D. 1951, Chroniquee 
87; H. y L. Mazeaud, J. Mazeaud, Lecon de droit civile, Tomo II, pág. 823 
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Interpretación de la sentencia. Se admite generalmen- 
te que el tribunal puede, si una de las partes se lo solicita, pre- 
via citación a su contraparte, emitir una interpretación de su 
sentencia, cuando en ésta exista una disposición oscura o am- 
bigua (Casación, 10 de marzo de 1919, B. J. 104, p. 4).2% 
La interpretación reviste la forma de una sentencia interpre- 
tativa, el tribunal no puede introducir modificación alguna en 
la sentencia interpretada. 2® 

Todo tribunal, ordinario o de excepción, tiene facultad 
para interpretar sus decisiones, aunque, en el momento en 
que es apoderado de la demanda de interpretación, se halle 
desempeñado o compuesto por magistrados distintos de los 
que emitieron el fallo cuya interpretación es pedida. 

La demanda de interpretación no es posible desde que 
la sentencia ha sido impugnada por una vía de recurso. 


Corrección de la sentencia. Se reconoce generalmente 
que el tribunal puede, también a pedimento de parte interesa- 
da, reparar, corregir o enmendar las omisiones y los errores 
materiales en que haya podido incurrir en la sentencia. Así, 
por ej., el tribunal puede, por una segunda sentencia: desig- 
nar el juez comisario que omitió nombrar en el fallo que 


y s. Dr. Rafael MI. Luciano Pichardo, De los astreintes, en Estudios Jurídi- 
cos, Tomo II, Vol, II, Ed. Capaldom, p. 85 y s.; el mismo autor, Astreinte y 
embargo retentivo, en Estudios Jurídicos, Tomo III, Vol. II, Dr. Jottin Cu- 
ry, Consideraciones sobre astreintes, en Estudios Jurídicos, Tomo III, Vol. 
1, Rev. Trim. de der. civ. 1950, p. 403 y 367; Civ. 2, 9 de octubre, 1975, D. 
1975, I. R. p. 256, Sobre el astreinte contra el Estado, Casación, 27 de no- 
viembre, 1985, B. J. 900, p. 2987.. 


(24) En Fxmncia esta facultad del juez está prevista en el art. 461 del Nuevo Cô- 
digo de Procedimiento Civil en cuya virtud “pertenece a todo juez interpre- 
tar su decisión si no ha sido apelada. La demanda en interpretación es for- 
mada por simple requerimiento de una de las partes o por requerimiento 
común. El juez se pronuncia una vez de las partes han sido oídas o citadas”.V. 
en relación con esta facultad del juez, Rev. trim. der. civ. 1946, 147. Civ. 5 
de diciembre, 1962, Bull, civ. I, No. 522; 14 de junio, 1965, ob cit. I, No. 
389; Soc. 29 de enero, 1965, Ob cit, IV, No. 85 citadas por Dalloz, Encielo- 
pedie, Procedure, 2a. ed. Vo. Jugement, No. 491 y s. 


Respecto de esta prohibición v. Civ. 30 de marzo, 1965, Bull civ. L, No. 

qe 231, 23 de junio, 1965 ob. cit. II, No. 547; Civ. 16 de enero, 1969, ob. cit, 
II, No. 49; 18 de enero, 1972, ob. cit. III, No. 38; 8 de diciembre, 1971, 
ob. cit. 1, No. 313, citadas por Dalloz , ob. cit. No. 512, 5 de julio, 1978, 
Bull, civ. L p. 202; Civ. 3a. 23 de octubre, 1979, ob. cit. II, p. 144; 
Civ. 2a. 16 de julio, 1980, ob. cit. II, p. 126, citadas por Dalloz, Nouveau 
Code de Procedure Civile, 1983, (Petit codes), art. 461, 
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ordena una información testimonial; rectificar un error en la 
designación de una de las partes; enmendar un error de cálcu- 
lo. Al proceder así, el tribunal no violará la autoridad de la 
cosa juzgada inherente a su decisión; más bien la corrobora 
con algo que le es necesario para su cabal integración. La sen- 
tencia correctora pasa a«formar un todo con la sentencia co- 
rregida. En todo caso, para que el tribunal pueda usar de es- 
ta facultad de corrección, es indispensable que la misma sen- 
tencia cuya enmienda se pide suministre los elementos nece- 
sarios para efectuar la corrección. z 

Después de intentada una vía de recurso contra la 
sentencia, la demanda de corrección viene a ser inadmisible. 
Si el recurso es la oposición o la revisión civil, corresponde al 
mismo tribunal, al sustituír su primera sentencia por otra que 
estatuya respecto del recurso, eliminar los errores u omisio- 
nes en que incurrió la primera vez; si el recurso es la apela- 
ción, corresponde al tribunal del segundo grado reparar esos 
errores u omisiones. 96 

Vías de recurso. La oposición, la revisión civil, la revi- 
sión por causa de fraude de las decisiones del T. de Tierras, 
la tercería son vías de recurso mediante las cuales el proceso 
vuelve a plantearse ante el mismo tribunal que dictó la 
sentencia. 


(26) El art. 462 del Nuevo Código establece que los errores y omisiones materia- 
les de una sentencia pueden siempre ser reparados por la jurisdicción que la 
dictó o por aquella a la que es deferida aunque la decisión haya adquirido 
la autoridad de la cosa juzgada, de acuerdo con los elementos que se des- 
prendan del expediente, o a falta de éste, de lo que sea razonable. Puede 
serlo a solicitud de las partes o de oficio. V. al respecto la jurisprudencia ci- 
tada por Dalloz, Nouveau Code de Procedure Civile, 1983 (petit codes) 
1983, art. 462, las interpretaciones de la jurisprudencia francesa sobre los 
casos en que no puede haber rectificación: omisiones imputables a las par- 
tes, civ. 2a. 6 de mayo, 1976, Bull civ. II, pag. 115; error en la apreciación 
de un hecho, Civ. 2a. 6 de octubre, 1976, D. 1976, IR. p. 328; la admi- 
sión por el tribunal de un medio de hecho, Amiens, 11 de marzo, 1975, J. 
C. P. 1975, IV, 6548, modificación o retractación de motivos, Civ. 2a. 6 de 
octubre, 1976, Bull civ, II, p. 211; nueva apreciación de los hechos de la 
causa, Com, 6 de noviembre, 1981, D. 1982, IR 168 obs, Julien. Sobre los 
casos que pueden dar lugar a rectificación: divergencia entre el dispositivo 
y los motivos que proviene de un error de impresión, Civ. 2a. 9 de octu- 
bre, 1974, Bull Civ, II, p. 217; o de un error de escritura, París 
29 de abril, 1978, D. 1978, IR p. 86, obs. Julien; o cuando se rectifica una 
omisión materal sin modificar el monto de la indemnización, Civ. 2a, 13 
de octubre, 1977, D. 1978, IR p. 86, obs. Julien; o en caso de error cálculo 
Civ. 2a. 4 de enero, 1978, Bull, Civ. II, p. 3. 
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Lo mismo ocurre a consecuencia del recurso de casación 
interpuesto contra una sentencia del T. S. de Tierras; por tra- 
tarse de un tribunal único, cuando una de sus sentencias es 
casada, el asunto es enviado ante el mismo tribunal para su 
reconsideración (art. 136 de la L. de R. de T.). 


CAPITULO MNI-EFECTO DECLARATIVO, EFECTO 
CONSTITUTIVO DE LA SENTENCIA 


Efecto declarativo. En principio, la sentencia se contrae 
a manifestar el derecho o la situación jurídica objeto del pro- 
ceso, y que el demandante aduce como fundamento de la ac- 
ción. Su efecto es, pues, puramente declarativo: el acreedor, 
por ej., que obtiene la condenación de su deudor, sigue sién- 
dolo después de la sentencia en la misma forma y por las mis- 
mas causas que lo era antes. La sentencia no produce nova- 
ción del derecho deducido en justicia. 

Sin embargo, aun permaneciendo idéntica la situación 
jurídica de la parte gananciosa, la sentencia favorable produ- 
ce algunas consecuencias fortalecedoras de esa situación jurí- 
dica: su derecho adquiere, en la medida en que es reconoci- 
do por la sentencia, incontestabilidad frente a la parte conde- 
nada; la sentencia condenatoria produce la hipoteca judicial; 
si el derecho de la parte gananciosa estaba sujeto a una breye 
prescripción, después de la sentencia estará afectado única- 
mente por la prescripción del derecho común; la sentencia es 
un título ejecutorio. 


Efecto constitutivo. En ciertos casos, como se ha 
expuesto, la sentencia no se limita a declarar la existencia de 
una situación jurídica, sino que la constituye; es lo que ocu- 
rre con las sentencias que pronuncian un divorcio, una sepa" 
ración de bienes, una interdicción. Estas sentencias cambian 
o aniquilan una situación jurídica anterior (estado de perso- 
nas casadas, comunidad de bienes, capacidad civil), para 
reemplazarla por otra (estado de personas aptas para contraer 
nuevo matrimonio, esposos separados de bienes, estado de in- 
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capacidad). Los efectos de la sentencia constitutiva se pro- 
ducen a partir de su pronunciación; excepcionalmente, al- 
gunas retrotraen sus efectos al día de la demanda, como por 
ej. la que pronuncia la separación de bienes. 


CAPITULO IV—-COSA JUZGADA 


A Concepto. La autoridad de cosa juzgada “es una presun- 
ción absoluta de verdad, en cuya virtud los hechos comproba- 
dos y los derechos reconocidos por una sentencia no pueden 
ser contestados nuevamente, ni ante el tribunal que ha dicta- 
do esa sentencia, ni tampoco ante otra jurisdicción: “res indi- 
cata pro veritate habetur”.27 


Funciones. La presunción de cosa juzgada es un medio 
que puede ser invocado tanto para fundamentar una deman- 
da como para defenderse de una demanda. Desempeña, pues 
una doble función procesal. En primer término, la parte dar 
vorecida con una sentencia puede prevalerse en otro proceso 
como demandante, de las ventajas que esa sentencia le Haya 
otorgado; el tribunal no puede dejar de tener como cierto lo 
decidido en esa sentencia. Es la función positiva de la cosa 
juzgada. En segundo término, la parte cuya demanda fue de- 
sestimada no puede, en un nuevo proceso, contradecir lo de- 
cidido contra ella por la sentencia desestimatoria. Es la fun- 
ción negativa de la cosa juzgada, a la cual se designa, en el len- 
guaje de los civilistas y de algunos procesalistas, como excep- 
ción de cosa juzgada. “8 Procesalmente hablando, es un me- 
dio de defensa o un medio de inadmisibilidad (art. 44 de la 
L. 834 de 1978). 


Sentencias que la producen. La autoridad de la cosa juz- 
gada reside en todas las sentencias definitivas, sea que estatu- 
yan sobre el fondo o sobre un incidente, tanto de los tribu- 


(27) Garsonnet y Cézart-Bm, Traité, III, 703. 


(28) Aubry y Rau, Droit civil francais, 5; 
m, , 5a. ed., XII, 769 (p. ; 
Encyelopedie, Procedure, Vo. Chose Juges, Noi ys, l T Deog, 
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nales ordinarios como de los de excepción (art. 113 y s. de la 
L. 834 de 1978; Casación: 6 de abril, 1934, B. J. 285, p. 3 
mayo, 1948, B. J. 466, p. 376). 

Las llamadas sentencias dictadas por los tribunales en ju-* 
untaria no tienen autoridad de la co- 


risdicción graciosa o vol 
sa juzgada (supra, libro II, Cap. I, Sec. MI). Son, como se ha 


expuesto, actos de administración, no de jurisdicción (Civ. 
25 de octubre, 1905, D. P. 1906, 1, 337, nota de M. Planiol; 
30 de junio, 1919, D. P. 1923, I, 225). 

No tienen autoridad de cosa juzgada: las sentencias pre- 
vias (preparatorias, interlocutorias) cuando no contienen de- 
cisión definitiva sobre un punto litigioso (Casación, 9 de ju- 
nio, 1953, B. J. 515, p. 954; Civ. 9 de mayo, 1922, D. P. 
1925, I, 158; 28 de febrero, 1938, D. P. 1938, 263; Civ. 2a. 
7 de enero, 1956, D. 1956, 214; y provisionales; las dictadas 
en referimiento (Civ. 16 de abril, 1923, D. P. 1926, I, 147), 
o sobre apelación de un referimiento (Civ. 28 de junio, 1892, 
D. P. 92, 1, 378; 12 de diciembre, 1973, D. 1974, Inf. Rap. 
63), las ordenanzas sobre requerimiento, puesto que pueden 
ser retractadas por el juez que las dictó, salvo que surja una 
contestación, puesto que la decisión sobre el punto conten- 
cioso adquiere la autoridad de la cosa juzgada. No tienen asi- 
mismo autoridad de cosa juzgada la sentencias dictadas por el 
T. de Tierras de Jurisdicción Original (Casación: 30 de junio, 

1938, B. J. 335, p. 322; junio, 1950, B. J. 479, p. 519; 25 
de julio, 1951, B. J. 492, p. 856). > 

Tiene autoridad de cosa juzgada aun la sentencia dictada 
por un tribunal incompetente (Civ. 16 de julio, 1917, D. P. 
1917, 1, 149;Civ. 13 de noviembre, 1953, D. 1953, 113). 


Justificación. La autoridad de cosa juzgada con que la 
ley inviste a las decisiones contenciosas se justifica por razo- 
nes del más alto interés público. No se podría permitir, en 
efecto, que los procesos pudieran ser reanudados después que 
sobre ellos dijeran su última palabra los Órganos jurisdiccio- 
nales. El orden público exige imperativamente que la deci- 
sión del juez no sea puesta en entredicho a consecuencia de 
un nuevo proceso. De ahí que el art. 1350 del C. Civil atri- 


—442— 


LIBRO VII — LA SENTENCIA 


o a lo decidido por el órgano jurisdiccional la fuerza pro- 
atoria de una presunción iuris et de iure. 


Carácter. No obstante fundamentarse en razones de or- 
den público, la autoridad de la cosa juzgada se considera ge- 
neralmente como un medio de inadmisibilidad o como n 
p de defensa de puro interés privado (Casación: 22 de 
ebrero de 1935, B. J. 295, p. 44; 8 de junio de 1936, B. J 
SUL, p. 287), La parte interesada puede renunciar asi dès 
pno de invocar o de oponer la autoridad de la cosa juzgada; 
aA público no puede proponerla, ni el juez puede 
e Ms oficio a 20 de mayo, 1957, B. J. 562, 

Tratándose de las sentencias emanadas del T. de Tierras 


por el contrario, la autoridad de la j 
bc cosa juzgada es de orden 


pi Alcance. La autoridad de la cosa juzgada tiene, en prin- 
cipio, de conformidad con lo que dispone el art. 1351 del 
C. Civil, un alcance relativo. 
En primer lugar, la autoridad de 1 j 
z l 5 a cosa juzgada no exis- 
s m en relación a los puntos decididos en el dispositivo de 
la sen encia; es lo que el art. 1351 del C. Civil desi 
identidad de objeto y de causa. i a 
En segundo lugar, la autoridad d j 
i | A e la cosa juzgada no 
e o las partes del proceso; es lo que el art. 1351 
el C. Civil llama identidad de partes (Casació 
ción, 11 d 
1984, B. J. 882, p. 1108). OIA 


Hay sentencias que, por su propia naturaleza, tienen por 


29 i 

(29) da con los art. 44 y s, de la L. 834, el medio deducido de la 
fondo, y propuesta en todo estado de la causa, sao la posiblidad para el 
1 h estado de la causa, salvo la posibilida 
juez de condenar en daños y perjuici Saey a 
a ió cios a quien se ha abstenido de propo- 


(30) cc con la jurisprudencia francesa, esta regla no “e absoluta. Exis- 
E o pe en los que se atribuye un carácter de orden público 
A 5 EA o n aa lugar, de sentencias sucesivas en una 
isma insta: y na des m posterior ha estastuído sobre ti 
a por una sentencia precedente que ha adquirido la sutoridad de 
ja juzgada. Se justifica por la necesidad de dar homogeneidad a la cosa 
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el contrario una autoridad absoluta de cosa juzgada, erga om- 
nes, como por ej. las intervenidas en materia de interdicción, 
quiebra, y las pronunciadas por el T. S. de Tierras en el pro- 
ceso de saneamiento inmobiliario. (Casación: junio, 1957, 
B. J. 563, p. 1197; marzo, 1960, B, J. 596, p. 608; junio, 
1960, B. J. 599, p. 1139). 


Donde reside.®® La autoridad de la cosa juzgada resi- 
de solamente en el dispositivo de la sentencia, no en los mo- 
tivos que le han servido de fundamento. Se admite, sin 
embargo, que los motivos participan de la autoridad de la co- 
sa juzgada cuando están necesariamente ligados al dispositi- 
vo de la sentencia. Por otra parte, el examen de los motivos 
puede ayudar a esclarecer el sentido del dispositivo y a pre- 
cisar su alcance (Casación: julio, 1948, B. J. 456, p. 1382; 
marzo, 1950, B. J. 476, p. 279). 


Diversos grados. La autoridad de la cosa juzgada reside 
en la sentencia, como se ha expuesto, desde el mismo instan- 
te en que es pronunciada. Pero esta autoridad no es termi- 
nante y definitiva mientras la sentencia se halle sujeta a la po- 
sibilidad de ser impugnada mediante una vía de recurso, y es 
más o menos firme según que el recurso con que pueda ser 
impugnada sea un recurso ordinario, o que sea un recurso ex- 
traordinario. È 

Se admite generalmente que mientras la sentencia sea 
susceptible de ser atacada por las vías ordinarias de recurso, 
oposición o apelación, su autoridad de cosa juzgada es pura- 
mente provisional, y que es suspendida si uno de esos recur- 
sos es ejercitado. k 

Cuando esos recursos ordinarios han sido incoados in- 
fructuosamente, o cuando el plazo para interponerlos ha ex- 


juzgada que resultaría de la sentencia final, En E cdi 
i bre derechos que escapan 
que la sentencia estatuye sol pan le de 
, sobre“odo en materia de estado pers + 
Hor Bneyaiopadia juridique, 2a, ed. Procedure, vo. Chose Jugée, Nos. 211 


y Ss.) 
(31) Glasson y Tissier, Tmité, I, 773, Dalloz, ob. cit. Nos. 77 y s. 
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pirado, se dice que la sentencia ha “pasado en autoridad de 
cosa juzgada” (art. 800, 2157 del C, Civil), o que ha “adqul 
rido la autoridad de la cosa juzgada” (art, 2215 del C, Civil) 


Cuando no es susceptible de ser impugnada por una vía 
extraordinaria de recurso, revisión civil o casación, së dice 
que la sentencia es “irrevocable”. 


Hay que reservar, sin embargo, la posibilidad excepelo 
nal de que la sentencia sea revocada a consecuencia de uni 
tercería (art. 474 y s.), de una acción en denegación (art, 532 
y 5.), o de una demanda en responsabilidad civil contra el juez 
(art. 505 y s.). 


En cuanto concierne a la cosa juzgada, pues, la sentencia 
puede presentar las siguientes características: tener autori 
dad de cosa juzgada, haber pasado en autoridad de cosa juz 
gada, ser irrevocable. Estos grados de la autoridad de comú 
juzgada, no surgen siempre sucesivamente; con frecuencia lon 
dos primeros ocurren al mismo tiempo, y el tercero ye les une 
después. La sentencia contradictoria en única o en última 
instancia tiene desde el primer momento autoridad de com 
juzgada y al mismo tiempo ha pasado en autoridad de com 
juzgada, puesto que no es susceptible de ser impugnada por 
ninguna vía ordinaria de recurso, y llega a ser irrevocable 
cuando ya no puede ser impugnada por ninguna vfa 6x Uno 
dinaria, o cuando éstas hayan sido ejercidas infructuosumon 
te. Una sentencia contradictoria en primera instancia tene 
inmediatamente autoridad de cosa juzgada, pasa en autoridad 
de cosa juzgada y llega al mismo tiempo a ser irrevocable ui 
no es objeto de apelación en el plazo correspondiente, Una 
sentencia en defecto en única o en última instancia, liene de 
inmediato autoridad de cosa juzgada, pasa en fuerza de coma 
juzgada cuando no es impugnada por oposición o cuando la 
oposición es desestimada, y vendrá a ser irrevocable cuando 
los recursos extraordinarios hayan sido desestimados, En os 
te último ejemplo las tres características de la cosa Juzgadn 
surgen sucesivamente, a diferencia de lo que ocurre en los 
anteriores, en que los dos primeros o el segundo y el tercero 
pueden surgir al mismo tiempo. 
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CAPITULO V—FUERZA EJECUTORIA 


Concepto, Toda sentencia, por ser un mandato emana 
do del órgano jurisdiccional, debe ser ejecutada, bien sea vo- 
“luntariamente por las partes del proceso, bien sea forzosa- 
“mente contra la parte que debe ejecutarla y que se niega a ha- 
“cerlo, 


Las sentencias de instrucción, como por ej. las que pres- 
criben una visita de lugares, una información testimonial, 
etc., son ejecutadas en las formas precedentemente expuestas. 

Las sentencias que condenan a la entrega de una cosa de- 
terminada, mueble o inmueble, son ejecutadas mediante la 
toma de posesión de esa cosa por la parte gananciosa, asisti- 
da por un alguacil, y, si es necesario, con el auxilio de la fuer- 
‘za pública. 

i Las sentencias que condenan al pago de una suma de di- 
nero son ejecutadas mediante un embargo. 

De acuerdo con el Código de Pr. Civil, la ejecución de la 
sentencia era posible, en todos los casos, después de llenar el 
requisito esencial de ser notificada al abogado de la parte con- 
«tra quien se persigue la ejecución, en todos los casos en que se 
-requería su ministerio, y casi siempre también, a la parte mis- 
-ma, con las distinciones establecidas en el art. 147. De acuer- 


do pues con la antigua legislación era el ejercicio del recurso y 
no el plazo para interponerlo lo que privaba a la sentencia de 
su fuerza ejecutoria. 

En virtud de lo dispuesto por el art. 113 de la L. 834, 
tiene fuerza ejecutoria la sentencia que no es susceptible de 
un recurso suspensivo de la ejecución. La sentencia suscep- 
tible del indicado recurso adquiere la misma fuerza de la co- 
sa juzgada a la expiración del plazo para interponer el recurso 
que corresponda cuando éste no ha sido ejercido en el plazo. 

, La sentencia es ejecutoria desde que pasa en fuerza de 
` cosa juzgada a menos que el deudor se beneficie de un plazo 
` de gracia o el acreedor de la ejecución provisional (art, 114 de 

dicha ley). 

De acuerdo con las señaladas disposiciones legales, no 
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basta llenar el requisito de la notificación exigido por el art. 
116 de la L. 834. El plazo del recurso de apelación o de opo- 
sición es suspensivo de la ejecución sin distinguir que la eje- 
cución deba realizarse contra la parte o contra un tercero. 

La sentencia adquirirá pues la fuerza ejecutoria cuando. 

ranscurra el plazo del recurso, si éste no ha sido ejercido. 

Es este indudablemente el sentido y alcance de las cita- 
das disposiciones de la L. 834, apesar de que no existe en 
nuestra nueva legislación una disposición similar a la del art. 
539 del Nuevo Código de Procedimiento Civil Francés en cu- 
ya virtud “El plazo del recurso para una vía ordinaria suspen- 
de la ejecución de la sentencia. El recurso ejercido en el pla- 
zo es igualmente suspensivo”. 

Las disposiciones de los arts. 449 y 450 que prohibían el 
ejercicio del recurso de apelación o suspendían la ejecución 
de las sentencias durante un plazo de ocho días contados des- 
de la fecha de la sentencia, han sido derogadas por la L. 845 
de 1978. No tienen, en el estado actual de nuestra legisla- 
ción, ninguna razón de ser. 

La sentencia que ordena el cumplimiento de ciertas me- 
didas por un tercero, sea un particular o un funcionario pú- 
blico, como por ej. un pago a efectuar por el tercero embar- 
gado, el pronunciamiento y la inscripción de un divorcio por 
el oficial del estado civil, la cancelación de una hipoteca por 
el conservador de hipotecas o por el registrador de títulos, 
son ejecutadas por esos particulares o funcionarios a diligen- 
cias de la parte interesada. En estos casos, lo mismo que en 
los anteriormente mencionados, la ejecución va dirigida tam- 
bién contra la parte condenada, pero con la particularidad de 
que tiene que obtenerse a través de personas que no tienen 
ningún interés personal en la contestación y que no han figu- 
rado en el proceso. Estas personas no pueden negarse a la eje- 
cución de la sentencia; pero tienen derecho antes de ejecutar, 
de exigir las justificaciones previstas en el art. 119 de la L. 
834. En efecto, dicha disposición legal establece que “Los 
levantamientos, radiaciones de seguridades, menciones, trans- 
cripciones o publicaciones que deben ser hechos en virtud de 
una sentencia son válidamente hechos a la vista de la produc- 
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ción, por todo interesado, de una copia certificada conforme 
de la sentencia o de un extracto de ella, y si no es ejecutoria 
a título provisional, de la justificación de su carácter ejecu- 
torio. Esta justificación puede resultar de un certificado ex- 
pedido por el abogado”, 

El art. 117 de la referida L. 834 establece que “la prue- 
ba del carácter ejecutorio resulta de la sentencia misma cuan- 
do ella no es susceptible de ningún recurso suspensivo”, co- 
mo sería el caso de las sentencias dictadas en única o en úl- 
tima instancia, “o cuando se beneficia de la ejecución provi- 
sional”. Y continúa expresando la citada disposición legal 
que en los demás casos, esta prueba resulta, sea de la aquies- 
cencia de la parte condenada, sea de la notificación de la 
sentencia y de un certificado que permita establecer, por co- 
tejamiento con esta notificación, la ausencia, en el plazo, de 
una Oposición, de una apelación, o de un recurso de casación 


cuando éste fuera suspensivo. 
A estos fines, el art. 118 expresa que toda parte podrá 


hacerse entregar por el secretario de la jurisdicción ante la 
cual el recurso pudiera ser interpuesto, un certificado que 
atestigue la ausencia de oposición, de apelación o de un re- 
curso de casación o que se indique la fecha del recurso cuan- 
do éste hubiera sido interpuesto. 


Obstáculos a la ejecución. La ejecución de la sentencia 
es: aplazada, cuando el deudor goza del beneficio de un pla- 
zo de gracia (art. 123 y s. de la L. 834); suspendida, cuando 
es impugnada por oposición o apelación, o cuando, al ser im- 
pugnada mediante el recurso extraordinario de la casación, 
la S. C. de Justicia dispone que se suspenda la ejecución (art. 
12 de la L. sobre Pr. de Casación); diferida, en casos de fal- 
sedad, de cancelación de hipoteca, etc. hasta que haya adqui- 
rido el carácter de la cosa irrevocablemente juzgada (art. 241 
del C. de Pr. Civil; 116 a 118 de la L. 834 de 1978; 2157 del 
C. Civil). 


Cosa juzgada y fuerza ejecutoria. Es importante distin- 
guir estos dos efectos de la sentencia. Algunas sentencias tie- 
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nen fuerza ejecutoria sin tener en cambio autoridad de cosa 
juzgada, como por ej. las sentencias previas (de instrucción 
y provisionales), y las dictadas en referimiento. 

Por otra parte, una sentencia es ejecutoria, de acuerdo 
con los arts. 113 y 114 de la citada L. 834 cuando no es sus- 
ceptible de ningún recurso suspensivo de su ejecución, o 
cuando dicho recurso no hubiera sido interpuesto dentro del 
plazo establecido. La sentencia es por consiguiente ejecutoria 
desde que pasa en fuerza de cosa juzgada, a mehos que el deu- 
dor se beneficie del plazo de gracia o el acredor de la ejecu- 
ción provisional (v. en el presente capítulo supra, Concepto). 


CAPITULO VI-HIPOTECA JUDICIAL 


Concepto. Es la que resulta, de pleno derecho, según 
lo disponen los art. 2117 y 2123 del C. Civil, de dos clases de 
sentencias. En primer término producen hipoteca judicial 
las sentencias definitivas y provisionales que contengan una 
condenación actual, o el principio de una condenación even- 
tual, en cuanto a lo principal, los intereses y las costas; así, 
producen la hipoteca judicial no solamente las sentencias que 
condenen al pago de una suma actualmente determinada, si- 
no también las que condenen a pagar una indemnización a li- 
quidar por estado, o que prescriban una rendición de cuentas, 
En segundo término producen hipoteca judicial las sentencias 
que declaran, aun antes del vencimiento de la deuda, que el 
escrito bajo firma privada opuesto al deudor ha sido firmado 
por él o por sus autores, o que dan al acreedor acta del reco- 
nocimiento judicial que de un tal escrito haya hecho el deu- 
dor. 

Inscripción; registro, Provista la parte gananciosa de la 
primera copia ejecutoria de la sentencia, ella puede, a título 
de medida conservatoria, requerir del conservador de hipote- 
cas la inscripción de su hipoteca judicial sobre los inmuebles 
de su deudor no todavía registrados conforme a la L. de R, 
de T., y el registro de esa misma hipoteca sobre los inmuebles 
de su deudor ya registrados conforme a las disposiciones de 
esa ley, 








TITULO VII-LA SENTENCIA ARBITRAL) 


Concepto. La sentencia o laudo arbitral es el acto de 
jurisdicción mediante el cual el árbitro o los árbitros deciden 
«la cuestión litigiosa que fue objeto del compromiso. 


Designación de los árbitros. El árbitro o los árbitros, si 
“son más de uno, son designados por las partes en el acta del 
"compromiso, de conformidad con lo establecido en el art. 


“1006. 
El art. 1003 mod. por la L. 845 de 1978 establece un 


procedimiento para el caso en que las partes no se pongan de 
acuerdo en la designación de los árbitros. 

Según esta disposición legal, la parte más diligente “in- 
timará a las otras partes por acto de alguacil, para que desig- 
ne los árbitros en un plazo de 8 días francos. Esta intimación 
contendrá el nombre y el domicilio del árbitro escogido por 
el demandante. Si en el plazo impartido, los demandados no 
hacen conocer el nombre de los árbitros escogidos por ellos, 
el presidente del tribunal de comercio competente en virtud 
del artículo 420 del Código de Procedimiento Civil procede- 
rá, sobre instancia del demandante, a su designación”. 

La ordenanza que dicte el tribunal apoderado, expresa la 


(32) El axbitraje es una institución que ha tomado un lugar imvortante en la 
economía, debido principalmente a la necesidad de obtener aecisiones rápi- 
das y equitativas en los litigios, sin tener que esperar la lentitud de la justi- 
cía. Su importancia en el ámbito internacional se manifiesta por ej. en el 
Tratado de Helsinki (Lo. de agosto, 1975) en el que se reconoce la necesi- 
dad de que los nacionales de los países sucribientes adopten cláusulas de ar- 
bitraje en los contratos comerciales ode cooperación industrial. En Francia, 
los arts. 1003 a 1029 del Código de Pr, Civil fueron derogados, incorporan- 
do el derecho del arbitraje al Nuevo Código de Procedimiento Civil (arts. 
1442 a 1507 por el D. 81-500 del 12 de mayo de 1981. Independientemen- 
te del derecho interno, el título V organiza todo lo relativo al arbitraje in- 
ternacional, De acuerdo con la nueva legislación francesa, los poderes de los 
árbitros han sido aumentados, pudiendoentre otras facultades estatuirsobre 
los límites de su investidura (art. 1466); interpretar su sentencia o reparar 
errores u omisiones materiales. El carácter jursidecional de la sentencia 
axbitral se consagra principalmente en el art. 1476 al expresar que desde 
que es dictada , ésta tiene la autoridad de la cosa juzgada (salvo el carácter 
ejecutorio que no lo toma sino a partir de la ordenanza de ejecución). Ade- 
más del recurso de apelación, la sentencia arbitral puede ser objeto de un re 
curso de tercería ante la jurisdicción de derecho comun (art. 1481). 
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indicada disposición legal, “no será susceptible de ningún re- 
curso”. 

Expresa asimismo el art. 1003 que una copia de la ins- 
tancia y de la ordenanza serán notificadas en el plazo de 8 
días a los demandados, así como a los árbitros con requeri- 


miento de proceder al arbitraje. : 


Adopción. El árbitro único adopta la sentencia en la 
misma forma que el juez único. K 

Si la cuestión ha sido sometida a varios árbitros ellos 
adoptan la sentencia por mayoría de votos, análogamente a 
como procede un tribunal colegiado. Elart. 1016 dispone al 
respecto que “La sentencia será firmada por todos los árbi- 
tros, y en caso de que hubiere más de dos, si la minoría rehu- 
sare firmar, los demás arbitros harán mención de ello, y la 
sentencia tendrá el mismo efecto que si hubiera sido firmada 
por todos”. 

En caso de que los árbitros sean en número par es posi- 
ble que se produzca un empate. Esto conlleva, según lo pres- 
cribe el art. 1012-30., la extinción del compromiso, a menos 
que alos árbitros se les haya conferido poder para designar un 
tercer árbitro, o tercero en discordia. 


Tercer árbitro. Las partes pueden haberse reservado en 
el compromiso la facultad de nombrar el tercer árbitro, o 
pueden haber confiado esta atribución, sea a los mismos ár- 
bitros, sea al juez presidente del tribunal, sea a un tercero. 

El art. 1017 determina que, “En caso de empate, los ár- 
bitros autorizados a nombrar un tercero estarán obligados a 
hacerlo en la misma decisión que declara el empate”, y que, 
si no se ponen de acuerdo a ese respecto, “lo declararán en 
el acta que se extenderá al efecto”. Entonces, a instancia de 
la parte más diligente, el tercer árbitro “será nombrado por el 
presidente del tribunal a quien corresponde ordenar la eje- 
cución de la sentencia arbitral”. 


Actuación del tercer árbitro. A fin de que el tercer ár- 
bitro se encuentre convenientemente informado acerca de la 
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cuestión litigiosa, los art. 1017 y 1018 prescriben dos forma- 

„lidades esenciales. La primera es que “los árbitros divididos 
„estarán obligados a redactar sus respectivos dictámenes, mo- 
-tivándolos, ya sea en una misma acta, ya en actas separadas”. 
-La omisión de este requisito conllevaría la nulidad de la ac- 
«tuación del tercer árbitro, salvo que las partes hayan redimi- 
do a los árbitros de su cumplimiento, lo cual resultaría de ple- 
no derecho de que se les hubiera designado amigables compo- 
nedores. La segunda es que el tercer árbitro “no podrá fallar 
sino después de haber conferenciado con los árbitros que es- 
tuvieren divididos en opiniones, los cuales serán intimados pa- 
ra reunirse con tal objeto”. La nulidad resultante del incum- 
plimiento del primer requisito quedaría cubierta si, en hecho, 
el tercer árbitro conoció las opiniones de los otros, y los 
llamó a conferenciar. No es necesario que todos los árbitros 
concurran a la convocatoria, pero es indispensable que sean 
convocados, aun cuando ellos hubieran comunicado por es- 
crito sus opiniones al tercer árbitro, pero sin debate oral. 

La misión del tercer árbitro se limita a decidir acerca de 
los puntos que dieron origen al empate, y a escoger, según lo 
manda el art. 1019, entre las opiniones emitidas por los ár- 
bitros; él no puede hacer admitir su propia opinión, salvo que 


el compromiso disponga lo contrario. En caso, pues, de que 


el empate se haya producido únicamente sobre uno de los 
puntos del litigio, y sobre los otros haya mayoría, el tercer ár- 
bitro debe limitarse a estatuír sobre aquel punto, a menos 
que exista indivisibilidad entre los diversos puntos de la con- 
testación. 

Lo mismo que los árbitros ordinarios, el tercer árbitro 
puede ser dispensado de observar sea las leyes de forma, sea 
las de fondo, sea las unas y las otras a la vez. Actúa entonces 
como amigable componedor, según lo dispone el art. 1019, 
Puede, en consecuencia, omitir la convocatoria a los árbitros 
y la conferencia con ellos. Aun en este caso, él debe optar 
necesariamente entre una de las dos opiniones emitidas por 
los primitivos árbitros; no puede adoptar una solución dis- 
tinta. A su vez, los árbitros primitivos no pueden cambiar 
de opinión después del empate. Todo esto es una conse- 
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cuencia de que, según se admite generalmente, las partes tie- 
nen un derecho adquirido a ser juzgadas de conformidad con 
una de las dos opiniones propuestas por los árbitros. 

Según lo prescribe el art. 1018 el tercer árbitro está obli- 
gado a decidir dentro del mes de su aceptación, expresa O 
implícita, salvo que las partes le hayan otorgado un plazo más 
largo al designarle. Este plazo puede serle prorrogado por los 
árbitros, actuando de acuerdo con las partes, mediante la 
indicación precisa de un nuevo plazo. 

Los poderes del tercer árbitro terminan por las mismas 
causas que los de los árbitros ordinarios, a menos que las par- 
tes consientan en mantenérselos. 


Redacción. En principio, la sentencia arbitral es redac- 
tada en la misma forma que las sentencias de los tribunales. 
Debe ser firmada por todos los árbitros; pero, cuando son tres 
o más, se admite que basta la firma de la mayoría, sea que la 
minoría no pueda, sea que no quiera firmar. La sentencia ar- 
bitral es perfecta desde el momento en que es firmada, aun- 
que no sea inmediatamente depositada en la secretaría del tri- 
bunal. 

Cuando la sentencia emana de un tercer árbitro, éste de- 
be hacer constar que ha conferenciado con los otros árbitros, 
o, por lo menos, que los ha invitado a conferenciar con él, y, 
además, que ha optado por una de las opiniones anteriormen- 
te sustentadas. 


Resulta del art. 1019 que la sentencia arbitral debe con- 
tener las enunciaciones prescritas en el art. 141. Puede ser 
anulada si carece de algún requisito esencial, como por ej., 
si no enuncia la fecha, o si no está motivada. 


Contenido de la sentencia arbitral. La sentencia arbitral 
contiene todos aquellos pronunciamientos que contiene la 
sentencia de un tribunal, y que sean compatibles con su na- 
turaleza propia. Decide acerca de las costas procesales con- 
forme al derecho común, condenando al perdiente a pagar- 
las, o compensándolas. 





Efectos de la sentencia arbitral. Desde el momento en 


que es firmada, la sentencia arbitral tiene fuerza probatoria. 


y autoridad de cosa juzgada. 

Como consecuencia de lo primero, la sentencia arbitral 
hace fe de su contenido hasta inscripción en falsedad. 

En virtud de lo segundo, si una de las partes recomen- 
zara el mismo proceso ante una jurisdicción cualquiera, su 
contraparte podrá oponerle la autoridad de cosa juzgada de la 
sentencia arbitral. Asimismo, resulta del hecho de que la sen- 
tencia arbitral tiene autoridad de cosa juzgada que, en princi- 
pio, salva la oposición al auto ejecutorio, de que se tratará 
luego, ella no puede ser atacada por acción principal en nuli- 
dad, sino mediante los recursos correspondientes. 


Auto de ejecución. El auto o mandamiento de ejecu- 
ción, u ordenanza de exequátur, previsto en los art. 2123 del 
C. Civil, 1020 y 1021 del C. de Pr. Civil, es el acto que confie- 
re fuerza ejecutoria a la sentencia arbitral, y que permite ins- 
cribir o registrar la hipoteca judicial. 

El art. 1020 dispone que el auto de ejecución es dictado 
por el juez de primera instancia del distrito en el cual se haya 
dado la sentencia arbitral. Si el juicio arbitral sobrevino a 
consecuencia de un compromiso celebrado con motivo de 
apelación intentada contra sentencia de un j. de primera ins- 
tancia el auto de ejecución es dado por el presidente de la c. 
de apelación. El juez de paz es incompetente para dictar es- 
te auto, aunque se trate de un proceso que, en razón de su 
cuantía o de su naturaleza entrara dentro de su competen- 
cia. 

A fin de obtener el auto de ejecución, las partes tienen 
el derecho de exigir que los árbitros, en cumplimiento de lo 
que dispone el art. 1020, depositen su sentencia en la secre- 
taría del j. de primera instancia; si se trata de un compromi- 
so sobrevenido en apelación, en la secretaría de la c. de apela- 
ción. Las partes mismas pueden hacer el depósito, a falta de 
hacerlo los árbitros. El plazo para que los árbitros hagan el 
depósito es de tres días; pero este plazo es meramente conmi- 
natorio. 
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El auto ae ejecución no es un acto jurisdiccional, sino 
de administración judicial. El juez presidente no puede, pues, 
averiguar si los árbitros han juzgado bien o mal, ni promover, 
de oficio, nulidades puramente relativas; pero sí puede rehu- 
sar expedir el auto de ejecución si la sentencia arbitral carece 
de una de las condiciones esenciales para su validez, o si está 
afectada por una nulidad de orden público, como por ej.: si 
no está firmada; si emana de personas incapaces de ser ár- 
bitros; si ha intervenido sobre una materia en que está prohi- 
bido el compromiso. 


Oposición al auto ejecutorio. El art. 1028 autoriza el 
ejercicio, bajo el nombre de “oposición al auto de ejecución”, 
de una verdadera acción en nulidad contra “el acto calificado 
sentencia arbitral”. Esta acción puede ser ejercida en los si- 
guientes casos: lo., “cuando la sentencia haya sido dada sin 
compromiso, o fuera de los términos del compromiso”; 20., 
“cuando lo haya sido sobre compromiso nulo, o cuyos tér- 
minos habían expirado”; 30., “cuando haya sido dada por 
árbitros que no estaban autorizados a hacerlo en ausencia de 
otros”; 40., “si la sentencia ha sido dada por un tercero sin 
haber conferenciado antes con los árbitros divididos en pare- 
ceres”; So., “cuando se haya fallado sobre cosa no pedida”. 

El art. 1028 prescribe que, en estos casos, “no será ne- 
cesario intentar apelación ni revisión civil” contra la sentun- 
cia arbitral. Pero nada impide que la parte interesada ataque 
la sentencia arbitral mediante aquél de esos recursos que pro- 
ceda; la vía de la oposición al auto ejecutorio es, pues, facul- 
tativa. 

La enumeración dada por el art. 1028 es limitativa, 
puesto que tiene un carácter excepcional. 

Esta vía para impugnar el auto ejecutorio es posible, 
conforme al derecho común (art.-2262 del C. Civil), durante 
20 años, y en tanto que no haya intervenido ningún acto de 
ejecución de la sentencia arbitral. Si ésta ha sido ejecutada, 
es obvio que esta impugnación no puede ser ejercida. 
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Comunidad entre esposos 
V. Competencia funcional 


Conclusiones 

Clasificación II, 75 

Definición II, 388 

Lectura II, 75 

Plazo II, 75 

V. Procedimiento civil ante el J. 
de primera instancia 


Conexidad 

V. Excepción de Litispendencia 
y conexidad, competencia pro- 
rrogada. 


Confesión 
V. Comparecencia personal 


Conflictos de competencia 

V. Designación de jueces (conflic- 
tos de competencia) 

Consejo de familia 

V. Jurisdicción voluntaria o gra- 
ciosa 

Conservadores de Hipotecas 
Atribuciones I, 102, 128 


Constitución de Abogado 
Nuevos abogados II, 338 
Renovación de instancia 
(v. esta palabra) 


Consulta 
Naturaleza Jurídica I, 113 


Consultor judicial 
V. Inerdicción, (Consultor Judi- 
cial) 


Procedimiento civil ante el J. de 
primera instancia 


Contrato judicial 
V. sentencia de expediente 
(carácter) 


Contratos de trabajo 
Prescripción 11,+157 
Procedimiento II, 157 
Sentencia II, 157 
Tentativa II, 156 


Corte de Apelación 
Composición I, 72, 73 
Empate I, 75 

Jueces I, 68 
Nombramiento I, 69 


Presidente: 

— Funciones I, 73, 75 

— Reemplazo I, 73, 75 

V. Competencia de atribución, 
Magistrados 


Cosa Juzgada 

Alcance II, 443 

Carácter 11, 443 

Concepto II, 441 

Donde reside II, 444 
Funciones II, 441 

Grados II, 444 

Justificaciones IL, 442 
Sentencias que las producen II, 
441 


V. Sentencia 


Costas 

Apelación II, 398 
Casación II, 398 
Contenido II, 392 
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Cuantía II, 399 


Compensación: 
— Casos II, 400 
— Significado II, 400 


Condenación: 

— Parte gananciosa II, 395 

— Parte perdidosa II, 392, 395 

Distracción: 

— Afirmación del abogado II, 
403 

— Efectos II, 401, 405 

— En que consiste II, 401 

— Ley 302, II, 403 

— Materias II, 403 

— Pronunciación II, 403 

— Solicitud II, 403 

— Utilidad II, 401 

Exigibilidad II, 396 

Fundamento II, 393 

Incidentes II, 396 

Limitación II, 394 

Liquidación: 

— Aprobación Il, 407 

— Forma II, 406 

— Impugnación 11,408 

Pronunciación II, 403 

Referimiento II, 397 

T. de Confiscación II, 398 

T. de Tierras II, 398 


Cuestión de Estado 
V. Compromiso (objeto), estado 
de las personas 


Cuestión prejudicial 
Definición I, 354 
Especiales I, 356 
Generales I, 354 

J. de Paz I, 355 


T. de confiscaciones 1,356 
T. de excepción I, 356 

T. Ordinarios I, 355 

V. Competencia implicita 


—D.- 
Declinatoria por parentesco o afi- 
nidad 

Definición II, 322 


Defecto 
V. Sentencia en defecto, Proce- 
so en defecto 


Defensa 

Conclusiones (v. esta palabra) 
Distinciones: I, 231 

Sentido de la palabra I, 231 

V. Abogado, Incidentes, Excep- 
ciones. 


Demanda en Intervención 
Apelación II, 297 
Concepto II, 295 

Efectos II, 300 
Finalidades II, 308 

Forna II, 305 

Forma II, 305 

Forzosa II, 295, 301 s. 

J. de Paz II, 305 

Materias II, 299,.305 
Procedimiento II, 305 

T. de Tierras II, 305 
Voluntaria II, 295, 296, 299 y s. 


Demanda en justicia 
Clasificacion: 

— Introductiva I, 221, 228 y s. 
— Incidental I, 223 

Efectos generales, especiales I, 
225, 228 
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Elementos 1,220 

Formalidades previas I, 222 
Hechos posteriores I, 229 
Litisconsorcio 1, 221 
Litispendencia, conexidad 1, 224 
Mora del deudor I, 224 

Mora del deudor I, 225 

Noción I, 196, 219, 251 
Pluralidad 1, 220 
Transmisibilidad I, 226 

V. Demanda nueva, demanda 
provisional, Demanda reconven- 
cional. 


Demanda Incidental 

Cuándo son posibles II, 291 
Definición , enumeración I, 222, 
II, 291 

Procedimiento II, 302 y s. 


Demanda nueva 
V. Proceso (Inmutabilidad) 


Demanda provisional 
Generalidades II, 53, 295 
Procedimiento Il, 303 V. Proceso 
(inmutabilidad) 


Demandado 
V. Competencia Territorial, Par- 
tes en el proceso. 


Demandante 
V. Proceso, Partes en el proceso 


Demandas adicionales 
Admisibilidad II, 292 
Definición II, 222 
Justificación IL, 292 
Procedimiento II, 302, 303 
Demandas reconvencionales 
Admisibilidad II, 303 
Competencia II, 302 
Concepto II, 52,292 
Interposición I, 294 


Procedimiento II, 306 (v. Proce- 
so IntButabilidad) 


Denegación 

Abogado (v. esta palabra) 
Actos de alguacil II, 48, 328 
Actos denegables II, 47, 328 
Competencia II, 329 

Daños y perjuicios II, 50 
Declaración II, 331 

Efecto suspensivo Il, 331 
Inadmisibilidad II, 48 
Incidental II, 328 
Notificación II, 331 

Plazo II, 329 

Principal II, 328 
Procedimiento II, 331 
Prueba II, 48 

Sentencia II, 332 
Sobreseimiento II, 331 

S. C. de Justicia II, 332 


Denuncia de obras nueva 

V. Competencia de atribución 
(J. de paz), Acción petitoria, po- 
sesoria. 

Deposición 

V. Información testimonial (J. 
de Paz), Acción petitoria, pose- 
soria. 

Derecho Procesal Civil 
Clasificacion I, 1, 3 
Distinciones I, 15 

Formalismo I, 12 

Fuentes I, 4, 8 

Reglas de forma, de fondo 1, 3, 
12 

V. Ley Procesal, Procedimiento 
Civil Proceso 

Desahucio 


V. Competencia de atribución 
(J. de Paz), 
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Desapoderamiento 
V. Sentencia (Efectos) 


Designación de jueces 
Competencia 11, 307 

Conflictos de competencia II, 
306 

Evolución II, 306 

Imposibilidad de constituirse un 
tribunal II, 309 

Procedimiento II, 309 
Sentencia II, 310 


Desistimiento 
Aceptación II, 342 
Actos Procesales II, 343 
Capacidad, poder 11,341 
De instancia H, 341 
Definición II, 339 
Efectos II, 345 
Implícito IM, 340 
Procedimiento II, 343 
Retractación II, 346 


Día feriado 
V. Emplazamiento, Ejecución 
de las sentencias y actos, plazo. 


Dispositivo 
V. Sentencia 


Distracción de las costas 
V. Costas 


Divorcio 

Causa Determinada: 

— Citación II, 140 

— Procedimiento II, 140 
— Pronunciacion II, 142 
— Publicación II, 142 


— Sentencia II, 142 
— Transcripción II, 142 


Mutuo Consentimiento: 
— Acta II, 142 

— Citación II, 143 

— Comparencia I, 143 
— Naturaleza II, 143 

— Preliminares II, 142 
— Pronunciación IT, 143 
— Publicación II, 143 

— Sentencia II, 143 

— Transcripción II, 143 
V, Procedimiento civil ante el J. 
de Primera Instancia. 


Doble grado de jurisdicción (Prin- 
cipio del) 

V. Jurisdicción, (Grados, excep- 
ciones) 

Domicilio 

Desconocido I, 149 

En el extranjero I, 148 

Sociedad de comercio I, 151 


Domicilio de elección 
V. Competencia Territorial 


=Ej= 


Ejecución de la sentencia y actos 
Acto auténtico I, 309 
Aquiescencia Il, 348 

Caracter ejecutorio II, 445 
Certificación de no oposición, 
apelación II, 447 

Días feriados 1, 143 

Prueba I, 135;11, 445 


Ejecución provisional 
Costas II, 417 
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Efectos II, 420 y s. 

En qué consiste II, 411 
Evolución II, 411 
Facultativa II, 414 y s. 


Garantía: 
- Consignación II, 419 
— Constitución II, 418 
— No exigida II, 414 
— Sustitución II, 419 
— Justificación II, 411 
— — Legal II, 413 
— Prohibida II, 413 
.—— Sentencia Il, 422 
— Suspensión II, 419 
V. Procedimiento Civil ante los 
J. de Paz. Procedimiento comer- 
cial, Sentencia, Sentencia en de- 
fecto, referimiento. 


Elección de Domicilio 


V. Procedimiento civil ante los J. 


1 de Primera Instancia 


Emplazamiento 

Asuntos civiles (enunciaciones): 
— Comunes II, 59 

— Especiales 11, 62 

o Asuntos comerciales II, 63 
Formalidades II, 55 

Principios generales II, 55, 58 
Referimientos II, 64 

Sanciones II, 62, 64 


V. Procedimiento Civil ante el J. 


de Primera Instancia, Actos de 
alguacil 


Escritura 
V. Verificación de escritura 


Esposos 
V. Matrimonio 





Establecimentos Públicos 

V. Demanda en justicia, Ministe- 
rio público (Causas comunica ~- 
bles) 


Estado 
V, Acción en justicia (Ministerio 
Público) 


Estado y capacidad de la persona 
V. Compromiso, Ministerio Pú- 
blico (Comunicación) 


Examen previo e instrucción por 
escrito 

V. Procedimiento civil ante el J. 
de Primera Instancia 
Excepción de garantía 
Asistencia conservatoria II, 216 
Como defensa II, 212 
Derechos inmobiliarios registra- 
dos II, 217 

Desencausamiento II,, 216 
Desglose de causa II, 218 
Excepción II, 213 

Obligación II, 212,216 
Permanecimiento en causa II, 
216 

Plazo II, 214 

Principal, incidental II, 202 
Procedimiento II, 205 
Recursos II, 220 

Reivindicante II, 218 
Sentencia II, 219 

Simple, formal II, 215 


Excepción de incompetencia 

Clases II, 182 

Incompetencia con motivo de 
recurso II, 199 

Jurisdicción represiva II, 196 

Procedimiento II, 189 
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Promoyida de oficio II, 183, 195 

Promovida por las partes II, 189 

Recursos: 

— Apelación II, 194 

— Impugnación (contredit) II, 
195 

L. 834 II, 193 

Sentencia II, 191, 195 

V. Competencia prorrogada, In- 

competencia, Incompetencia 

absoluta, Incompetencia relativa 

Excepción de litispendencia y co- 

nexidad 

Conexidad- 

— Definición 1, 224, 214, II, 
184 

— Desapoderamiento II, 185, 
189 

— Jurisdicciones de distinto gra- 
do II, 189 

— Proposición tardía II, 187 

— Sentencia II, 191 y s. 

Litispendencia: 

— Definición I, 224, 246; II, 
183 

— Orden diferente II, 187 

Recurso II, 188 

Sentencia II, 191 y s. 


Excepción de nulidad 
Consecuencias 1, 175,178, 185 
Definición 1, 175, 183 
Momento en que son propuestas 
1, 248 

Promovida de oficio I, 248 


Vicios de fondo: 

— Consecuencias II, 207 

— Efectos 11, 207 

— Enumeración II, 204, 207 
— Ley 834 I, 188, II, 204 


— Sanciones I, 188, 189 
— Sentencia II, 209 


Vicios de forma: 

— Condiciones I, 187,247; II, 
202 y s. 

— Nulidad cubierta I, 187, 248; 
II, 202 

— Regularización ulterior I, 188 
II, 202 


Excepción para hacer inventario 
y deliberar 

Esposa común en bienes II, 211 
Herederos II, 210 
Procedimiento II 210 

Sentencia II, 211 


Excepciones 

Código de Procedimiento Civil I, 
237 

Competencia 1, 350 

Cuándo se propone I, 241 
Definición I, 231, 246 
Evolución 1, 232 

Ley 834 1, 245 

No previstas 1, 238 

V. Excepciones declinatorias, Ex- 
ciones dilatorias, Excepciones de 
nulidad, Fianza del extranjero 


Excepciones declinatorias 
Definición I, 236, 248 
Generalidades 1, 248 

V. Excepciones de Incompetencia; 
Excepción de litispendencia y co- 
nexidad 


Excepciones dilatorias 
Definición I, 237 
Enumeración I, 237 
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V. Excepción de garantía, Excep- 
ción para hacer inventario y deli- 
berar, Fianza del extranjero 


Exceso de poder 
Definición, distinción I, 56 
Sanción I, 56 

V.S.C. de Justicia 


Exequatur 
V. Arbitraje 


Extinción de la instancia 
Causas II, 176 y s. 


Extracto 
V. Prueba (acto auténtico, copia) 


== 
Fallecimiento 


V. Demanda en justicia (transmi- 
bilidad), Interrupción de la ins- 


tancia. Renovación de la instancia. 


Falsedad como incidente civil 
Acta Il, 245 

Acto recordatorio II, 245 
Actos a que aplica II, 240 
Admisibilidad II, 242 
Asuntos comerciales II, 241 
Aspectos civil, penal II, 239 
Audiencia II, 244 

Casación II, 241 

Cosa juzgada 11, 247 

Crimen de falsedad II, 247 
Declaración al demandado II, 
243 

Definición I, 239 

Depósito de la pieza II, 244 





Desistimiento II, 244 

Efecto suspensivo II, 244 
Etapas II, 242 

Inscripción en falsedad II, 239, 
243 


Intimación II, 243 

J. de paz II, 241 

Marcha del procedimiento Il, 
242 y s. 

Medios II, 245 

Ministerio público II, 242, 245, 
246 

Multa II, 244, 246 
Naturaleza II, 241 

Plazos II, 243 

Principal, incidental II, 240 
Pruebas II, 245, 246 
Rechazo Il, 244 

Rechazo de las piezas II, 247 
Respuestas II, 243 
Restitución de los documentos 
11, 247 

Sentencias II, 244 y s. 
Supresión, laceración II, 246 
T. de Tierras II, 242 
Terminología 11, 239 

Vías de recurso II, 247 

V. Sentencia 


Fianza del extranjero (ludicatum 
solvi) 

Caracter II, 181 

Cómo es prestada II, 181 
Creditos que garantizan I, 236; 
II, 179 

En qué consiste II, 178 
Justificación I, 179 

Materias y tribunales II, 180 
Procedimiento II, 181 

Quien la debe II, 179 
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Fiesta legal 
V. Día feriado 


Fines de inadmisión 
V. Medios de inadmisión 


Frutos 
V. Ejecución de las sentencias y 
actos. 


Fuerza Ejecutoria 

Certificado de no oposición, no 
apelación II, 447 

Concepto 11,446 

Distinción II, 448 

Ejecución, obstáculo II, 448 
Medidas a cargo de terceros II, 
447 

Prueba II, 448 

V. Sentencia 


E pes 


Garantía 
V, Excepción de garantía 


Gastos 
V. Costas 


Grados de jurisdicción 
V. Competencia de atribución 


=H 


Herederos 

V. Excepción dilatoria, Compe- 
tencia funcional 

Concepto Il, 448 


Hipoteca judicial 
Concepto II, 449 


Inscripción, registro II, 449 
Sentencia que la produce II, 449 


Honorarios 
V. Abogado, costas 


Hora 
V. Actos de alguacil 


e RS 


Inadmisibilidades 
V. Medios de inadmisión 


Incidentes 
V. Demanda incidental. Deman- 
da en intervención, Demandas 
provisionales, Demandas recon- 
vencionales, Demanda en garan- 
tía, Excepción. 

Incompetencia 

Clases I, 287; II, 182 

De oficio II, 196 

Generalidades I, 287; II, 182 
Propuesta por las partes II, 189 
V. Incompentencia absoluta, In- 
competencia relativa, Excepción 
de incompetencia. 
Incompetencia Absoluta 

C. de Pr. Civil I, 289; II, 182 
Distinción I, 290 

Promovida de oficio I, 294, 296 
Propuesta por las partes I, 294 


Incompetencia relativa 

C. de Pr, Civil I, 187, 290; II, 
182 

Distinciones I, 290 


Indemnizaciones a liquidar por 
estado 


V. Sentencia 


Indivisibilidad 
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Definición I, 362 

T. Ordinariosde Excepción 1, 
362 

V. Competencia prorrogáda. 


Información testimonial 
Actas II, 259, 268 

C. de Pr. Civil II, 248 
Caracter II, 249, 251 

Clases II, 251 

Cómo es ordenada II, 250 
Contrainformación Il; 258 
Cuándo es posible II, 249 
Definición II, 249 
Informativo inmediato II, 266 


Informativo ordinario: 


— Aplazamiento, prórroga Il, 
265 

— Articulación II, 260 

— Audiencia II, 269 

— Citación a los testigos, a la 
parte Il, 262, 265 

— Comienzo II, 260, 262 

— Fecha II, 262 

— Hechos a probar II, 250 

— J. de Paz II, 269 

— Juez comisionado Il, 262 

— Plazo, suspensión II, 264 

— Sentencia que lo ordena II, 
260 

— Solicitud II, 260 

Información respectiva II, 258 

Ley 834 II, 248 

Materias comerciales II, 269 

Nulidades II, 267 

Sentencia II, 269 

T. de Tierras II, 276 


Testigos: 
— Audición Il, 257 





— Citación II, 253, 265 

— Dispensa II, 255 

— Incapacidades II, 254 

— Menores II, 255 

— Número Il, 253 

— Obligaciones II, 253 

— Sanciones Il, 254 

— Secreto profesional II, 255 

— Tachas, observaciones II, 
256 

— Testimonio II, 252 


Informativo 
V.. Información testimonial 


Informe pericial 
Aceptación II, 274 
Audiencia II, 277 
Caracter II, 273 
Definición II, 272 
Diligencia pericial IL, 275, 278 
Discusión Il, 277 

Forma II, 274 

Informe 11, 275 

J. de paz II, 278 
Juramentación II, 274 
Materia comercial II, 278 
Número Il, 274 

Peritos II, 273 
Recusación Il, 274 
Referimiento II, 272 
Sentencia II, 277 

Tasa II, 275 

T. de Tierras II, 278 


Inscripción en falsedad 
V. Falsedad como incidente 


Inspección de lugares 
Acta II, 280 
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Audiencia II, 280 

Casos II, 279 

Forma II, 280 

Gastos II, 280 
Generalidades II, 279 

J. de Paz II, 280 

Juez comisario II, 279 
Notificación II, 280 
Notificación para asistir II, 
280 

T. de Tierras II, 281 

V. Acción en justicia (interés) 
Interes, Prueba 


Instancia 

V. Extinción, Interrupción 
Perención, Prescripción, Renova- 
ción Suspensión 


Instrucción escrita 
V. Procedimiento Civil 


Interdictos 
V. Jurisdicción voluntaria o 
graciosa 


Interdicción, Consultor Judi- 
cial 

Administración provisional II, 
146 

Dictámen II, 145 

Instancia previa II, 145 
Interrogatorio II, 146 

Otras medidas II, 146 
Primera sentencia II, 145 
Publicidad II, 146 
Sentencia II, 146 


Intérpretes Judiciales 
Asistencia a tribunales I, 125 
Condiciones de aptitud I, 125 
Intérpretes ad-hoc I, 125 


Monopolio I, 125 
Nombramiento I, 125 
Penas disciplinarias I, 64 
Registro I, 126 

V. Auxiliares de la justicia 


Interrogatorio 
V. Comparecencia personal 


Interrupción de la instancia 
Asuntos comerciales 11,339 
Causas II, 334 

Cuándo ocurre II, 334 
Efectos II, 338 
Interrupción, suspensión Il, 
333 

J. de Paz 11, 339 

Momento II, 337 

Y. Renovación de instancia 


Interviniente 
V. Demanda en intervención 


-J- 


J. Comisarios I, 77 

J. de Instrucción I, 78 

J. de Paz 

Competencia (v. esta palabra) 
Composición I, 74 

V. Procedimiento ante el J. 
de Paz; Sentencia 


J. de Primera Instancia 
Cámaras I, 73 

Competencia (v. esta palabra) 
Disciplina V. Tribunales (po- 
der disciplinario) 

Juez V. Magistrados 
Organización I, 73 

V. Procedimiento Civil ante el 
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J. de Primera Instancia, Procedi- 


miento Comercial, Referimiento. 


Juez 
V. Magistrados 


Juramento 

Cómo es ordenado II, 289 
Decisorio II, 288 

Definición II, 287 

Extrajudicial 11, 288 

Judicial II, 288 

Prestación de Juramento (1, 290 
Supletorio II, 289 

Tribunales II, 290 


Jurisdicción 

Administrativa I, 34 
Contenciosa V. esta palabra 
Definición 1, 31 

Distinciones I, 31, 34 
Grados, excepciones I, 52, 53 
60 

Plenitud (v. Plenitud de Juris- 
dicción( 

Proceso civil, penal I, 35 
Unidad V. Competencia de 
atribución ( Unidad) 


Voluntaria, graciosa I, 37 
V. Poderes del Estado 


Jurisdicción contenciosa 
Casos I, 34, 35 
Definición I, 34, 37 


Jurisdicción voluntaria o gra- 
ciosa 

Adjudicaciones I, 37 
Atribuciones I, 37 y s. 


Definición , distinciones I, 37 
ys. 

Medidas de interés general 1, 
40 

Protección de incapaces y 
ausentes I, 41 

Recepción de ciertos actos I, 
40 

T. de Tierras I, 41 


CR 


Ley de Org. Judicial 
V. Competencia (Fuentes) 


Ley Procesal 
Clasificación I, 3 
Eficacia I, 18, 22 
Fuentes I, 4, 8 
Interpretación I, 23 
Objeto I, 2, 25 
Obligatoriedad I, 10 


Litigio 
Causa II, 51 
Definición II, 50 
Objeto II, 51 


Litispendencia 
V. Excepción de litispendencia 
y conexidad 


Locación 
V. Competencia de atribución 
(J. de Paz) 


M= 


Magistrados 
C. de Apelación 1, 73 
Condiciones de aptitud 1, 68 
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Deberes 1, 85 

Declinatoria I, 88 
Destitución I, 63 , 82 
Dispensa de tutela 1, 83 
Elección I, 69 
Imposibilidad de Constitución 
1,77 

Inamobilidad I, 81 
Incompatibilidad I, 85 
Independencia 1, 85 

J. de Paz I, 74 

J. de Prin era Instancia 1, 73 
Juramento I, 72 

Número I, 73 

Nominación I, 69 
Obligaciones, deberes I, 83 
Poder disciplinario 1, 63 
Prohibiciones I, 85 
Recusación, inhibición I, 87 
Reemplazo 1, 75 
Responsabilidad 1, 88, 90 
Sanciones 1, 88 

S. Corte de Justicia I, 75 
Suspensión I, 63, 82 

T. de Tierras I, 74 

Toma de posesión I, 72 

V. Actos del Juez 


Mandato ad litem 
Conclusión II, 43 
Condiciones II, 49 
Definición II, 33 
Extensión II, 41 
Forma Il, 41 
Justificación II, 41 


Mandato ad litem necesario 
Actos anulables II, 49 
Actos denegables 11, 47 
Conclusión II, 49 
Denegación (v. esta palabra) 


o WESS o o 


Extensión Il, 46 

Forma Il, 45 

Inadmisibilidad II, 48 
Monopolio V. Abogado (Mono- 
polio) 

Natruraleza Il, 34, 45 


Mandato ad litem ocasional 
Generalidades II, 50 


Matrimonio 

Autorización o habilitación para 
actuar en justicia 

V. Partes en el proceso (Mujer 
casada) 


Médicos legistas 

Funciones I, 127, condiciones de 
aptitud I, 128 

Nombramiento II, 128 


Medios de inadmisión 
Caducidades I, 189, 190 
Competencia I, 350 

Definición I, 89,245, 249 

Ley 834 I, 193 

Momento en que pueden ser pro- 
puestos I, 193 

Promovido de oficio I, 191, 193 
Regularización 1, 193 


Ministerio Público 

Ayudantes 1, 91 

Atribuciones 1, 93, 94, 99 
Categoría I, 91 

Causas comunicables I, 96 
Comunicación y dictamen I, 96; 
IL, 80 

Condiciones de.aptitud I, 96 
Deberes I, 92 

Disciplina I, 93 
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Falsedad I, 97 

Formas I, 98 
Incompatibilidades y prohibi- 
ciones I, 93 

Independencia I, 92 
Interdicción I, 99 

Parte principal, adjunta 1, 99, 
100 

Recusación I, 100 


Reemplazo 1, 91 
Relaciones con el P. E. 1. 92 
Sustitutos I, 91 


Minuta 
V. Sentencia 


Motivos 
V. Sentencia 


Municipios, Distrito Nacional 
V. Emplazamiento 


uN 2 


Notarios Públicos 
Atribuciones I, 126 
Condiciones de aptitud I, 126 
Designación I, 126 

Penas disciplinarias I, 64 


Notificación 
V. Acto de alguacil 


Nulidades 

Art. 1030, 1, 180 
Consecuencias I, 175, 178 
Definición I, 175; 11 200 
Sentencia II, 209 

Sistemas Legislativos I. 175 y s. 
V. Excepción de nulidad 
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Oposición 

Certificado de no oposición II, 
447 


Ordenanza en referimiento II, 98 
V. Sentencia en defecto 

Orden público 

V. Excepción de incompetencia 
(incompetencia promovida de Ofi- 
cio), Ordenanzas, Organización ju- 
dicial, Referimiento 


Ordenanzas sobre requerimiento 
Antiguo régimen II, 101 
Ley 834 II, 101 


Organización Judicial 
Historia I, 29, 43 
V. Tribunales 


=p 


Partes en el proceso 

Capacidad, incapacidad II, 28 

Demandado II, 25 

Demandante II, 25 

Estado II, 31 

Municipios, D. N. II, 32 

Indicación de la parte: 

— Dispensa II, 39 

— Mandato ad litem (v. esta pa- 
labra) 

— Nulidad II, 37 

Interviniente II, 27 

Mujer casada II, 29 

Personas jurídicas II, 31, 33 


Partición 
Acción en justicia II, 155 
Naturaleza II, 155 
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Procedimiento II, 155 


V. Sentencia, Competencia funcio- 
nal. 


Perención de instancia 
Apelación 11, 354 
Casación II, 357 
Cómo opera II, 352 
Como se cubre II, 352 
Concepto Il, 349 
Dominio II, 350 
Efectos II, 352 
Envío, reenvío II, 355 
Finalidad II, 349 

J. de Paz 11,356 
Oposición II, 355 
Plazo 11,351 
Pluralidad de partes II, 353 
Revisión civil II, 355 
T. de Tierras II, 356 


Perito 
V. Informe Pericial 


Petición de herencia 
Competencia 1, 346 
Naturaleza I, 346 

V. Competencia funcional 


Petitorio 
V. Acción petitoria, posesoria 


Pieza 
V. Verificación de escritura 
Falsedad como incidente civil 


Plazo de gracia 
En qué consiste II, 423 
Hasta cuándo es posible II, 424 
Poderes del juez 11,424 
Prohibición II; 425 
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Punto de partida II, 424 


Plazos de procedimiento 

A favor de quien y contra quien 
corren I, 174 

Aumento I, 167, 171 
Categorías I, 162 
Computación I, 163 
Concepto 1, 161 

Día feriado I, 167 
Distinciones I, 161 

Estado 1, 170 

Fijación I, 162 

Francos, no francos 1, 164 
Sanciones v. Nulidades, (Res- 
ponsabilidad) 


Plenitud de jurisdicción 
V. Competencia de atribución 
(J. de Primera Instancia) 


Poderes del Estado 
Poder Ejecutivo 1, 29 
Poder Judicial I, 29 
Poder Legislativo I, 29 
Separación I, 29 


Posesión 
V. Acción petitoria, posesoria 


Prescripción de la instancia 
Diferencias II, 358 
En qué consiste 11, 357 


Procedimiento ante el J. de Paz 
Abreviación II, 103 

Accidentes del trabajo II, 103 
Admonición II, 104 

Audiencia II, 104 

Cargas del matrimonio II, 158 
Citación IM, 102 










Comparecencia Il, 104 
Comparecencia espontánea II, 
104 

Delitos de audiencia II, 104 
Legislación II, 102 

Otros modos de apoderamiento 
II, 103 

Plazo II, 103 

Sentencia II, 104 

V. Competencia de atribución 
Competencia Territorial. 


Perito 
V. Informe pericial 


Procedimiento ante el T. de Con- 
fiscaciones 

Abuso o usurpación de poder 

II, 106 

Audiencia 11, 105 

Compensación II, 106 
Legislación II, 104 
Procedimiento en materia civil II, 
105 


Procedimiento civil 
Fuentes 1,5,8 


Procedimiento Civil ante el J. de 

Primera Instancia 

Antecedentes II, 65 

Audiencia: 

— Acto recorda:orio II, 74 

— Celebración 11, 74 

— Comunicación de documentos 
(v. esta palabra) 

— Fijación Il, 74 

— Policía II, 74 

Comparecencia: 

— Constitución de abogado II, 
68 


— Efectos II, 69, 75 

— Estado II, 69 

Comunicación al M. público (v. 
Ministerio público (comunica- 
ción) 

Conclusiones, lectura, clasifica- 
ción II, 75 

Divorcio (v. esta palabra) 
Efectos II, 75 

Emplazamiento (v. esta palabra) 
Estado de la causa Il, 75, 78 
Examen previo, instrucción por 
escrito II, 80 

Interdicción, Consutor Judicial 
(v. esta palabra) 

Otros medios de prueba II, 73 
Partición (v. esta palabra); 
Persecución de la audiencia II, 74 
Principios generales II, 67 
Quiebra, v. esta palabra 
Reapertura de debates Il, 79 
Reconocimiento de escritura (v. 
esta palabra) 

Sentencia II, 80 

Separación personal (v. esta pa- 
labra) 


Procedimiento comercial 
Apoderado especial II, 81 
Audición de las partes I1, 81 
Audiencia II, 81 

Compareencia II, 81 

Defecto II. 129, 134 

Embargo conservatorio Il, 81 
Envío ante arbitros informadores 
11, 82 

Estado de la causa II, 81 
Mandatario Il, 81 

Sentencia II, 82 

Sustitución de Procedimiento I, 








V. Sentencia, Sentencia en de 
fecto, Ejecución provisional, 
Comparecencia personal 


Procedimientos incidentales 

V. Conexidad, Excepciones, Ex- 
cepciones declinatorias, Fianza 
del extranjero, Litispendencia 


Proceso 
Distinción de términos 1,36;11,7 


Efectos: 

— Objeto y causa II, 53 

— Partes Il, 25 y s. 
Iniciación (apoderamiento): 
— Diversos modos Il, 56 
— Inmutabilidad IJ, 51 

— Naturaleza II, 1 

— Preliminares II, 55 
Principios orgánicos: 

— Concentración I‘ 20 

— Contradicción II, 23 

— Disposición II, 12 

— Eventualidad II, 20 

— Iniciativa II, 11 

— Inmediación Il, 21 

— Libertad, legalidad II, 9 
— Oralidad II, 17 

— Publicidad II, 22 
Relaciones jurídicas II, 2 


" Proceso arbitral 
V. Arbitraje, Arbitros, Cláusula 
Compromisoria, Compromiso 


Proceso en defecto 

Caracter II, 124 
Consecuencias II, 124 
Consideraciones generales II, 
119 ys. 


Defecto del demandante: 
— Casos II, 134 
— Sentencia II, 135 


Defecto por falta de conclusio- 

nes: '. 

— Casos II, 132 

— Pluralidad de demandados II, 
132 

— Sentencia II, 132 


Definición II, 122 
Incomparecencia del demandado 


— Comparecencia de algunos II, 
128 


— Demandado unico II, 126 
— Estado II, 127 

— Plazos diferentes Il, 131 
— Pluralidad 11, 127 


J. de Paz 

— Clases II, 137 

— Decisión II, 138 

— Estado II, 138 

T. de Confiscaciones: 

— Decisión II, 139 

T. de Tierras: 

— Decisión II, 139 

— Imcomparecencia II, 139 


Prueba 

Administración II, 222 
Aportación II, 224 
Apreciación (poderes del juez) 
II, 230 

Caracter de las reglas 11,229 
Carga II, 222 

Concepto II, 220 

Cuándo es libre II, 228 
Hechos negativos II, 223 
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Informativo II, 230 
Legislación II, 221 

Medios de prueba II, 73,227 
Presunciones II, 223 

Pruebas admisibles II, 226 
Regla jurídica II, 221 


V. Comparecencia personal, In- 
formativo, Inspección de lugares, 
Juramento, Prueba escrita 


Prueba escrita 
V. Prueba 


Prueba testimonial 
V. Información testimonial 


Publicación del fallo 
V. Sentencia 
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Querella 
V. Acción petitoria posesoria 


Quiebra 

Apoderamiento I, 312, 349; II, 
153 

Declaración II, 153 
Iniciativa II, 153 
Procedimiento II, 154 
Publicidad II, 155 
Sentencia II, 154 

Sídicos II, 155 

V. Competencia territorial 
Emplazamiento (quiebra) 


<=R= 


Reapertura de debates 

V. Procedimiento civil ante el J. 
de Primera Instancia (Reapertu- 
de debates? 


Reconocimiento de escritura 
Actas a que se aplica II, 149 
Defecto del demandado II, 151 


Demanda: 

— Procedimiento Il, 151 

— Ventajas II, 150 

Negación, desconocimiento Il, 
152 

Objeto II, 149 

Prueba II, 152 
Reconocimiento 11, 152 
Sentencia II, 152 

V. Verificación de escritura 


Recusación 

Admisibilidad 11, 319 

C. de Apelación II, 319 
Caracter 11, 312 

Causas II, 313 
Competencia Il, 315 y s. 
Daños y perjucios II, 318 
Declaración del juez II, 319 
Definición I, 311 

Efecto suspensivo IL, 320 
Forma II, 319 

Inhibición II, 311 

Jueces comisarios II, 318 

J. de Paz II, 320 

J. de Primera Instancia 11,319 
Multa 11,319 

Otras personas recusables II, 312 
Recursos I, 321 

S. C. de Justicia II, 319 
Sentencia II, 321 

T. de Tierras 11,319 





Referimiento 
Apelación II, 101 


Astreinte: 
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- Caracter provisional TI, 85, 
101 
— Condenación II, 101 
— Liquidación II, 101 
| Asuntos comerciales II, 91 
I Asuntos del J. de Paz II, 92 





Casos: 

— Daño inmineite II, 86 

— Dificultades de ejecución IL, 
90 

— Garantía del acreedor Il, 89 

— Retractación, modificación 

pi de las ordenanzas II, 87 

— Turbación ilícita TI, 87 

— Urgencia II, 86 

| Comparecencia II, 99 

Cosa juzgada en lo principal, II, 

85 

Defiinición Il, 83 

Derechos inmobilarios II, 85, 92 

Ejecución de sentencias o títulos 

ejecutorios I, 90 

Ejecución provisional I1, 101 

Incidentes II, 99 

Oposición II, 85 

Ordenanza II, 85, 100 






























































lación: 

— Ejecución de la sentencia II, 
95 

— Evolución II, 92 

— Urgencia II, 94 b 

Poderes generales I, 94 























Procedimiento: 

— Apoderamiento II, 98 
— Audiencia IJ, 99 

— Citación II, 98 

— Incidentes II, 99 

— Sanciones II, 100 


Poderes del Presidente C. de Ape- 


— Sentencia II, 99 

Recursos II, 98 

Referimiento en curso de instan- 
cia II, 91 

Referimiento sobre acto II, 99 
Retractación , modificación I, 
36, 101 

Sentencias impropiamente cali- 
ficadas II, 95 


Registradores de Títulos 
Atribuciones I, 131 


Reintegranda 
V. Acción Petitoria, Posesoria 


Renovación de instancia 
Asuntos comerciales I], 338 
Citación II, 338 

Constitución de nuevo abogado 
II, 338 

Forzosa II, 338 

J. de Paz II, 338 

Sentencia II, 338 

Voluntaria II, 337 


Representación en justicia 
Clases II, 33 

Sistemas II, 33 

V. Abogados, C. de Apelación J. 
de Paz, J. de Primera Instancia, 
Mandato ad litem necesario 


Responsabilidad civil contra los 
jueces 

Autorización previa 11,324 
Casos 11,323 

Competencia II, 324 

Daños y perjuicios II, 326 
Definición U,-322 

Demandado II, 323 
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Instancia II, 324 

Instrucción 11,325 
Notificación II, 324 

Juez (defensa, abstención) I, 
325 

Sentencia II, 326 


Restitución de frutos 
V. Sentencia 


= $ —, 
Saneamiento inmobiliario 


Aplicación IJ, 111 
Apoderamiento: requerimiento 
fiscal (prioridad) I, 202 
Audiencia II, 116 

Carácter I, 6; 11, 108 

Citación para audiencia II, 115 
Citación para reclamar II, 113 
Generalidades 1, 6 
Gravámenes II, 114 
Impedidos II, 116 
Impugnación II, 112 
Designación de jueces II, 113 
Expediente II, 115 
Legislación I, 6; II, 108 
Mensura Catastral II, 110 y s. 
Naturaleza II, 114 

Nuevo juicio II, 117 
Reclamaciones II, 113 y 114 
Sentencia II, 116 
Terminología II, 109 


Terrenos comuneros II, 117 y s. 


Secretarios 


Atribuciones I, 123 
Condiciones de aptitud 1, 102 
Destitución 1, 65 





Fe pública I, 122 
Incompatibilidades I , 102 
Juramento I, 72 
Nombramiento I, 123 
Obligaciones 1, 122 


V. Actos del Secretario 


Sentencia a 
Clases II, 360 
Clasificación II, 361 
Corrección Il, 438 
Definición 11, 359 


Efectos: 


— Constitutivo II, 440 
Cuándo se producen II, 434 
Declarativo [1,440 s. 
Desapoderamiento 11,434 
ys. 

— Ejecución sobre original II, 
432 

Ejecución provisional V. 
esta palabra 

— Enumeración Il, 434 


| 


1 


Forma, contenido: 

— Adopción del fallo II, 378 

— Conclusiones II, 383 

Dispositivo II, 386 

Encabezamiento II, 381 

Empate II, 379 

Indemnizaciones a liquidar 

por estado II, 425 

— Indicación de las partes, 

abogados m. público II, 
383 

Indicación del tribunal H, 

381 

J. de Paz II, 388 

— Lugar II, 381. 
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— Materia comercial II, 388 

— Minuta II, 380 

— Motivos II, 384 

— Nombre de los jueces II, 
381 

— Nulidad II, 388 

— Orden 11,386 

— Pronunciación II, 380 

— Publicación del fallo I1, 
427 

— Publicidad II, 382 

— Puntos de hecho, derecho 
II, 383 

— Redacción II, 386 


— Restitución de frutos II, 427 


— Sanciones II, 387 

— Secretario II, 382 

— Sistemas II, 386 

— Supresión de escritos ca- 
lumniosos II, 427 

— Suprema C. de Justicia II, 
389. 

— T. de Tierras II, 389 

— Votos II, 379 . 


Notificación: 
— A abogado II, 430 


- A la parte II, 431 

— Conjunta II, 431 

— Finalidades II, 429 

— Mención del plazo II, 432 

— Principios generales II, 428 
Terminología II, 360 
V. Cosa juzgada, Fuerza Ejecuto- 
ria, Hipoteca judicial y las pala- 
bras que siguen 


Sentencia absolutoria 


Definición II, 377 


Sentencia arbitral 
Arbitro único II, 451 


Auto de ejecución II, 454 
Concepto 11,450 

Contenido II, 453 
Designación de los árbitros W 
450 

Efectos II, 176,454 

Fuerza Ejecutoria II, 176,454 
Oposición al auto II, 455 
Redacción II 453 

Tercer arbitro II, 451. 


V. Artibraje 
Sentencia condenatoria 
Definición Il, 377 


Sentencia condicional 
Generalidades II, 435 

Multa conminatoria (astreinte) 
I, 436 


Sentencia constitutiva 
Definición II, 377 


Sentencia contradictoria 
Definición II, 367 


Sentencia de carácter mixto 
Definición II, 366 
Recursos II, 367 


Sentencia de expediente 
Carácter II, 374 

Críticas II, 375 
Definición Il, 373 
Ventajas II, 375 


Sentencia declaratoria 
Definición 11,376 
Sentencia definitiva 
Definición II, 361 


Setencia en defecto 
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Ejecución II, 369 

Notificación en los seis meses II, 
371 

Papel del tribunal, límites IL, 
367 

Prescripción, interrupción II, 
371,372 

Reglas comunes II, 368 


Sentencia en primera instancia 
Definición II, 378 


Sentencia interlocutoria, prepa- 
ratoria 

Definiciones II, 362 
Distinciones II, 363 

Efectos II, 365 


Sentencia ordinaria 
Definición II, 373 


Sentencia previa 
Definición II, 362 


Sentencia provisional 
Definición II, 366 
Efectos II, 366, 434 


Sentencia declarativa 
Controversias II, 377 
Definición II, 376 


Setencia en última instancia 
Definición II, 378 


Sentencia en única instancia 
Definición II, 378 


Separación de bienes 
Acreedores II, 156 
Autorización II, 156 
Publicidad II, 156 
Sentencia II, 156 


Separación de poderes 


V. Poderes del Estado 
(Separación) 


Separación personal 
Cuándo es posible II, 144 
Procedimiento TI, 144 
Sentencia II, 144 


V. Procedimiento civil ante el J. 
de Primera Instancia 


Sociedad 
V. Competencia territorial 
(Emplazamiento) 


Sospecha Legítima 
V. Declinatoria por sospecha le- 
gítima. 


Sucesión 
V. Partición, Competencia Fun- 
cional. 


Suprema C. de Justicia 
Atribuciones I, 54 y s. 
Competencia I, 52, 61, 62, 331 
Composición 1, 72, 75 
Magistrados, V. esta palabra 


Presidente I, 75 
Recursos V. Casación 
Secretario I, 72 
Sentencias I, 59 
Sustitutos I, 77 


V. Competencia de atribución 


Supresión de escritos 

V. Sentencia 

Suspensión de la instancia 
Cuándo ocurre II, 332 
































































































































V. Costas 


Terrenos Comuneros 
V., Saneamiento inmobiliario 


Testamento 
V. Competencia funcional 


Testigos 
V. Información testimonial (tes 
tigos) 


Título ejecutorio 
V. Ejecución de las sentencias y 
actos 


Transacción 
V. Extinción de la instancia 


Tribunal de Confiscaciones 
V. Competencia de atribución 
(Procedimiento) 


Tribunal de Tierras 
Atribuciones I, 49 

Competencia I, 330 
Composición I, 74 
Determinación de derechos suce- 
sorales II, 161 

Litigis sobre terrenos registrados 
II, 164 

Necesidad I, 50 

Organización I, 74 

Partición de inmuebles II, 161 
Resarcimiento de pérdidas II, 
159 

Saneamiento inmobiliario (v. es- 
ta palabra) 

V. Competencia de atribución 


(T. de Tierras) 
Tribunales 
Composición I, 73 


De derecho común, de excep- 
ción I, 48 

Funcionamiento I, 78 
Imposibilidad de constitución I, 
nm 

Independencia 1, 60 

Jerarquía I, 60 

Limitación territorial I, 48, 79 
Poder disciplinario I, 61 
Publicidad 1, 80 

Repartición territorial I, 48 
Unipersonalidad, colegialidad 1, 
66. 

V. C. de Apelación, Competen- 
cia comercial, Competencia de 
atribución, Competencia territo- 
rial, J. de Paz, Procedimiento co- 
mercial, Suprema C. de Justicia, 
T. de Comercio, T. de Confisca- 
ciones, T. de Tierras. 


Tribunales de excepción 
V. J. de Paz, T. de Confiscacio- 
nes, T. de Tierras, 


Tribunales del primer grado 
Cuáles son I, 301 


V. Competencia de atribución 


Tribunales del segundo grado 
Cuáles son I, 320 


Turbación 
V. Acción petitoria, posesoria 


Tutela 
V. Ministerio público (comunica- 
ción) 


Jurisdicción Voluntaria o Gra- 
ciosa. 


— 486 — 


Ultra petita 
V. Sentencia 


Unidad de la jurisdicción judicial 
V. Competencia de atribución 
(J. de Primera Instancia) 


Urgencia + 
V. Procedimiento comercial 
Referimiento 


pe qa 


Venduteros públicos 


Competencia I, 127 
Designación 1, 127 
Penas disciplinarias E, 64, 65 


Verificación de escritura 


Competencia 11, 232 
Confección de escrito 11, 237 
Defecto del demandado II, 
233 

Demanda (forma) II, 232 
Depósito del documento II, 235 
Desconocimiento II, 236 
Documentos II, 235 

Juez Comisario II, 234 
Objeto Il, 231 

Poderes del tribunal II, 233 
Procedimiento II, 232 

Prueba testimonial II, 238 
Reconocimiento II, 235 
Recursos II, 238 

Sentencia II, 238 


Verificación: 
— Peritos II, 234, 237 
— Títulos II, 234 


V. Reconocimiento de escritura 
Visa 


V. Acto de alguacil, Notificación 
(visa) 


Visita de lugares 
V. Inspección de lugares, Prueba 
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